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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores Vargas. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 16señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 60ª, ordinaria, en 8 de octubre; y 61ª, especial, y 62ª, ordinaria, ambas en 9 de octubre, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los tres primeros retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



2.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (boletín Nº 7.975-25).



3.- Proyecto que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (boletín N° 9.036-07).



4.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario, en materia de regulación de farmacias (boletines números 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).



Con el último retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificándola de “suma”, respecto de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que establece un sistema de supervisión, basado en riesgo, para las compañías de seguro (boletín Nº 7.958-05).



2.- El que modifica el límite intercomunal entre Vicuña y Paihuano, en la Región de Coquimbo (boletín Nº 8.764-06).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó, con las enmiendas que señala, el proyecto que modifica el artículo primero transitorio de la ley N° 20.410 para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas (boletín N° 8.861-09) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



Con el segundo comunica que prestó su aprobación al proyecto que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (boletín N° 9.113-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2). 



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los preceptos que se enuncian a continuación: 



1.- Artículo 551 del Código Orgánico de Tribunales.



2.- Artículo 15, inciso primero, de la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Contralor General de la República:



Atiende solicitud de pronunciamiento, enviada en nombre del Honorable señor Muñoz Aburto, referente a la legalidad de la resolución N° 2.983 (exenta), de fecha 24 de abril de 2012, complementada por la N° 10.426, de 14 de diciembre de 2012, ambas del señor Director Nacional de Aduanas.



De la señora Ministra de Obras Públicas:



Da respuesta a consultas, enviadas en nombre del Honorable señor Kuschel, con relación a las siguientes materias:



1.- Cumplimiento del calendario de estudios, trabajos y obras físicas en la Carretera Austral dado a conocer en la Comisión de Zonas Extremas de esta Corporación por ex Ministro de esa Cartera.



2.- Estado de avance en la construcción de la Ruta Siete, en el tramo de Pichanco a Caleta Gonzalo.



Del señor Ministro de Salud:



Comunica adopción de medidas para esclarecer denuncia de gremios de la Salud en la Región de Atacama, cursada en nombre de la Honorable señora Allende, en cuanto a maltratos y hostigamientos de parte del Director (s) del Servicio de Salud correspondiente. 



Da respuesta a solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre de la Honorable señora Rincón, acerca de las materias que se detallan a continuación:



1.- Posibilidad de proporcionarle medicamento Rapamune (un mg.) a menor de 5 años de edad aquejada de esclerosis tuberosa.



2.- Revisión de protocolos de actuación del personal del Hospital de Linares en el caso del señor Danor Antonio Manzor Gutiérrez y aplicación del procedimiento administrativo adecuado. 



Contesta petición, remitida en nombre del Honorable señor Muñoz Aburto, concerniente a factibilidad de exceptuar al sector Salud de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena del régimen de jornada continua de trabajo para los órganos y servicios públicos de la Administración Civil del Estado.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Navarro, relativa a fecha de entrega de las poblaciones Camilo Olavarría, de Coronel, y Centinela 2, de Talcahuano.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Contesta solicitud de información, cursada en nombre del Honorable señor Muñoz Aburto, en materia de licitación del subsidio para el servicio de conectividad en los tramos Punta Arenas-Río Seco, Punta Arenas-Ojo Bueno y Punta Arenas-Loteo Varillas.



Responde petición, formulada, en nombre del Honorable señor Bianchi, durante el debate de la que llegó a ser ley N° 20.696, sobre factibilidad de indicación para que el Fondo de Apoyo Regional (FAR) pueda ser destinado al financiamiento de programas de transporte escolar en todas las comunas rurales.



Del señor Intendente de Valores:



Remite copia del hecho esencial informado a entidad de control a su cargo por la Empresa CMPC S.A., atinente a decisión de esta de paralizar las operaciones de su planta en la comuna de Nacimiento a partir del 30 de noviembre próximo, documento requerido en nombre del Honorable señor Navarro.



Del señor Tesorero Regional de La Araucanía:



Atiende consulta, cursada en nombre del Honorable señor García, relativa al estado del procedimiento de cobro al contribuyente señor Luis Roberto Fuentealba Romero.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:



Informa, en respuesta a consulta enviada en nombre del Honorable señor Muñoz Aburto, que el Ejecutivo trabaja en una iniciativa legal para permitir que ciudades sede de casino en virtud de leyes especiales conserven sus salas de juego más allá del año 2015.



De la señora Jefa de Gabinete de la Dirección Ejecutiva del Fondo de Solidaridad e Inversión Social:



Expone que a contar del día lunes 7 del mes en curso asumió la señora Bárbara Veyl Coombs como Directora Ejecutiva (t) de esa institución.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletines números 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, en materia de plantas (boletín Nº 8.662-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo a las federaciones deportivas nacionales (boletín N° 6.965-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el límite intercomunal entre Vicuña y Paihuano, en la Región de Coquimbo (boletín Nº 8.764-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en las siguientes iniciativas, en primer trámite constitucional:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señor Bianchi, señora Rincón y señores Cantero, Escalona y Muñoz Aburto, que establece Día Nacional de Gendarmería de Chile (boletín N° 8.611-07).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Horvath, Chahuán, Escalona, Prokurica y Sabag, que declara Día Nacional de Gendarmería de Chile el 30 de noviembre (boletín N° 9.129-06) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Moción



De la Honorable señora Allende, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 203 del Código de Justicia Militar a fin de definir los actos deshonrosos para la dignidad militar e imponer la sanción de degradación a oficiales que incurrieren en esas conductas (boletín N° 9.140-02) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Aprovecho de saludar a alumnos del colegio Santa María, de Quilicura, que nos visitan invitados, según entiendo, por el Senador señor Navarro.



Muy buenas tardes. Gracias por venir.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07), hasta las 12 del día 28 de octubre próximo, en la Secretaría del Senado.



2.- Colocar en el tercer lugar del Orden del Día de la presente sesión ordinaria el proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletín N° 7.786-03, refundido con los boletines números 7.932-03 y 7.890-03).



3.- Que se trate como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que declara Día Nacional de Gendarmería de Chile el 30 de noviembre (boletines números 8.611-07 y 9.129-06), sin debate.



4.- Incluir en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (boletín Nº 6.965-07).



5.- Incluir en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del martes 29 de octubre próximo el proyecto de ley signado con el número 9 en el Orden del Día, esto es, el que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07).



6.- Que se rinda homenaje en memoria del señor Nicolás Abumohor Touma en la sesión ordinaria del martes 29 de octubre en curso, a las 18.



7.- Que se celebre una sesión extraordinaria el miércoles 30 de octubre próximo, de 10:30 a 14, en reemplazo de la sesión ordinaria.

)--------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la sesión del 9 de octubre recién pasado, al aprobarse en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece una excepción en las Regiones de Aysén y de Magallanes respecto de los establecimientos de bebidas alcohólicas, quedó pendiente la fijación de un plazo para presentar indicaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se propuso el 18 de noviembre para tal efecto.



Si le parece a la Sala, así se acordará.



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

DÍA NACIONAL DE GENDARMERÍA DE CHILE

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo determinado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho y sin discusión, la declaración del 30 de noviembre como Día Nacional de Gendarmería de Chile, lo que ha sido objeto de dos proyectos de ley, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Uno de ellos fue iniciado en moción de los Honorables señores Horvath, Chahuán, Escalona, Prokurica y Sabag, y el otro, en moción de los Senadores señor Bianchi, señora Rincón y señores Cantero, Escalona y Muñoz Aburto.



--Los antecedentes sobre los proyectos (8611-07 y 9129-06, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



1) Primer proyecto (moción de los Senadores señor Bianchi, señora Rincón y señores Cantero, Escalona y Muñoz Aburto):



En primer trámite, sesión 53ª, en 9 de octubre de 2012.



2) Segundo proyecto (moción de los Senadores señores Horvath, Chahuán, Escalona, Prokurica y Sabag):



En primer trámite, sesión 62ª, en 9 de octubre de 2013.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la refundición de ambas iniciativas.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, acogió el siguiente texto refundido:



“Artículo único.- Establécese el día 30 de noviembre de cada año como “el Día Nacional de Gendarmería de Chile”.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Secretaría quedará autorizada para efectuar, si es necesario, adecuaciones de redacción, ya que el texto de las mociones emplea la palabra “Establézcase”.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto (27 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- El Honorable señor Sabag deja constancia de su intención de voto a favor.

INTRODUCCIÓN DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 10).


--Los antecedentes sobre el proyecto (6190-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2011.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 40ª, en 10 de julio de 2013.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 5 de julio de 2011.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (segundo): sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.



Hacienda: sesión 91ª, en 2 de enero de 2013.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas (nuevo segundo): sesión 2ª, en 13 de marzo de 2013.



Mixta, sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013.



Discusión:



Sesiones 31ª, en 6 de julio de 2011 (se aprueba en general); 92ª, 93ª y 94ª, en 8, 9 y 15 de enero de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 96ª, 100ª y 102ª, en 16 de enero, 5 y 6 de marzo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 1ª y 3ª en 12 y 19 de marzo (queda pendiente la discusión particular); 8ª, en 3 de abril de 2013 (queda para segunda discusión); 13ª, en 10 de abril de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 19ª, 20ª, 21ª y 24ª, en 7, 8 y 15 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 25ª, en 22 de mayo de 2013 (queda pendiente la discusión particular); 26ª, en 22 de mayo de 2013 (queda para segunda discusión); 27ª, en 4 de junio de 2013 (se aprueba en particular).

El señor TUMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Su Señoría desea intervenir por alguna cuestión de Reglamento?

El señor TUMA.- Solicito abrir la votación, señor Presidente, a fin de que quienes participamos en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos podamos dejar emitido nuestro pronunciamiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Primero se hará la relación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias entre ambas ramas del Congreso derivan del rechazo por la Cámara de Diputados, en el tercer trámite, de quince enmiendas efectuadas por el Senado. La Comisión Mixta, como forma de resolver la situación, plantea una proposición que comprende, además de las materias en discrepancia, otras respecto de las cuales unánimemente consideró necesario introducir modificaciones más bien correspondientes a correcciones formales.



El órgano técnico adoptó su acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, salvo en lo relativo al inciso séptimo propuesto en la letra d) del número 1, al inciso quinto de la letra m) que se recomienda agregar en el número 8, al artículo 15 quáter propuesto en el número 15 y al número 18.



Cabe hacer presente que los números 1 (artículo 1°); 8 (artículo 12); 11, nuevo (artículo 14); 14 (artículo 15); 15 (artículo 15 quáter); 16 (artículo 16), 17 (artículo 17); 18, nuevo (artículo 18); 24, letra a), del artículo 1°, y el artículo tercero transitorio contenidos en el texto que se sugiere son de quórum calificado, por lo que requieren 20 votos a favor. A su vez, el número 14 (artículo 15) del artículo 1° es de rango orgánico constitucional, de manera que exige 22 votos para su aprobación.



La Cámara de Diputados, en sesión del día 8 de octubre recién pasado, acogió el informe.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición constan, en la quinta y la sexta columnas, la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de ser sancionada.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación el informe.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, creo que el proyecto que despacharemos, con lo recomendado por la Comisión Mixta, es positivo y puede permitir una adecuada incorporación de la televisión digital en nuestro país. Por eso, apoyo los acuerdos que se plantean y que son objeto de votación esta tarde.



Sin embargo, me parece importante aclarar, para la historia de la ley, un punto que a mi juicio quedó algo confuso en la Cámara de Diputados. Me refiero al artículo 15 quáter, que establece las condiciones para ejercer el derecho a retransmisión consentida, como cumplir con las coberturas digitales que se señalan. El cumplimiento de tales condiciones habilita a ejercer el derecho a retransmisión consentida respecto de todas las señales, sean estas analógicas o digitales (el artículo no deja ninguna duda sobre el particular). Digo esto porque en el debate de la Cámara de Diputados la intervención del señor Ministro fue algo equívoca en este aspecto. 



Siguiendo con este razonamiento, el derecho a retransmisión no se contempla en este artículo, sino en la Ley de Propiedad Intelectual, específicamente en su artículo 69.



Ahora bien, la propuesta de la Comisión Mixta incluye una frase en el artículo segundo transitorio, que expresa textualmente: “Lo establecido en el inciso primero del artículo 15 quáter no podrá aplicarse respecto de las señales transmitidas con anterioridad a la publicación de esta ley”. 



Así, y a modo de aclaración, lo que quiere decir este artículo transitorio es que las condiciones para ejercer el derecho a la retransmisión consentida no se aplican a las transmisiones realizadas con anterioridad a la publicación de esta ley.



Ahora retomo los planteamientos globales.



Señor Presidente, creo que en general los acuerdos significan un respaldo a lo que despachamos aquí, en el Senado. 



Se reafirma la obligación de los concesionarios de llevar gratuitamente las campañas de interés público que sean necesarias, pero bajo ciertos límites que no las conviertan en una carga insoportable para evitar que se dañe la actividad.



La retransmisión consentida fue aprobada tal como la despachó nuestra Corporación, reconociendo este derecho de los canales, pero estableciéndola como un incentivo a la digitalización de sus señales en todo el país.



Los derechos laborales de los trabajadores de esta industria y los derechos de los artistas que se desempeñan en esta actividad quedaron reforzados al incorporar, como parte del correcto funcionamiento de los concesionarios, el respeto a estos derechos.



El Consejo Nacional de Televisión, cuya principal misión es velar por el correcto funcionamiento de los concesionarios de televisión de libre recepción, será la entidad que vele por el respeto de los derechos laborales y de propiedad intelectual de los artistas.



En el Consejo se creó la figura del Secretario General, que sin duda contribuirá al mejor desempeño de dicho organismo en sus labores propias. 



Pienso, señor Presidente, que haber establecido que todas las concesiones tienen plazos definidos, que no hay concesiones indefinidas, era absolutamente necesario. Además, disponer concesiones con medios de terceros -mejor dicho, concesiones con señales o espectro radioeléctrico concesionado a un tercero- facilitará la creación de canales con menores costos, centrados en la producción de contenidos. 



La obligación de los operadores de cable de llevar al menos cuatro canales regionales, locales o locales comunitarios puede convertirse en un fuerte incentivo a los canales de regiones para aumentar sus audiencias y mejorar su desarrollo. 



La intervención de la Fiscalía Nacional Económica en las cesiones de las concesiones ofrece una protección contra las conductas monopólicas o anticompetitivas.



Señor Presidente, por mi parte, me voy a pronunciar a favor del informe de la Comisión Mixta, con el objeto de que despachemos definitivamente esta ley, que ha estado por más de cinco años en el Congreso.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, para fundamentar su voto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Senado, después de casi cinco años de tramitación, toda vez que esta iniciativa ingresó a este Congreso en el mes de noviembre del año 2008, hemos logrado por fin poner término al debate de este proyecto de ley con la aprobación de las proposiciones en la Cámara de Diputados que los miembros de la Comisión Mixta formulamos y que contó con un amplio respaldo de los integrantes de esa Corporación, lo cual se reflejó en una contundente votación favorable.



Durante su discusión en la referida Comisión también se suscitó un interesante debate, con un extenso intercambio de ideas, que, con el debido respeto por las diversas posiciones que se plantearon, permitió aunar criterios mediante la reformulación de algunas disposiciones, encontrando una valiosa cooperación y colaboración de parte del Poder Ejecutivo, por lo cual no puedo sino felicitar al Ministro de Transportes, al Subsecretario de Telecomunicaciones y su equipo asesor, quienes se empeñaron con el máximo esfuerzo en lograr este consenso.



Debo señalar, en primer lugar, que logramos un acuerdo en cuanto se establece que el correcto funcionamiento de los servicios televisivos comprende el cabal cumplimiento de las normas establecidas en el Código del Trabajo y en las leyes Nos 17.336, sobre derechos de autor, y 20.243, sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual. Esta disposición es de gran relevancia para la protección de los derechos de los artistas.



En lo que se refiere a la modificación que contempla la regulación de las campañas de utilidad o de interés público, lo aprobado dispone que será misión del Ministerio Secretaría General de Gobierno determinarlas, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las mismas al Consejo Nacional de Televisión. Esta entidad deberá aprobarlas, en un plazo no superior a 15 días corridos, con el voto conforme de a lo menos siete de sus miembros en ejercicio. Una vez que se concrete la aprobación, el Consejo debe remitir a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva, con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas al cumplimiento de los objetivos de la misma.



Las campañas durarán no más de cinco semanas al año y cada emisión no podrá superar los 60 segundos de duración, hasta completar 21 minutos a la semana. Se contempla la opción de renovarse, siempre que sea necesario, bajo consideraciones de especial relevancia e interés público. En este caso, se podrá cobrar al Estado tarifas no mayores y descuentos no menores que los que se ofrezca a cualquier cliente de publicidad comercial.



El acuerdo de la Comisión Mixta establece también que el Consejo Nacional de Televisión deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión se respete debidamente el principio del pluralismo. Esta norma nos parece de vital importancia para evitar abusos o situaciones de dominación política por parte de los propietarios de los canales.



En materia de concesiones, se determinó que las de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción solo se otorgarán a personas jurídicas cuyo plazo de vigencia no sea inferior al de la concesión. Las que se generen por medios propios durarán 20 años; en cambio, las efectuadas con medios de terceros durarán 5 años. Dichas concesiones estarán destinadas a la recepción libre y directa por el público en general.



Este es un tema no menor debido a que actualmente existen varias concesiones de duración indefinida. Fue una de las materias que impulsó el Ejecutivo y que los miembros de las Comisiones, tanto de Transportes y Telecomunicaciones como las unidas de Transportes y de Educación, suscribimos y aprobamos.



En lo que concierne a los procedimientos de llamados a concurso, se establecen las condiciones que determinarán a los postulantes ganadores, como, por ejemplo, que tengan las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión. Asimismo, se define un derecho preferente para la renovación de una concesión con medios propios, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión y que no vulnere las normas laborales ya mencionadas.



Igualmente, se prescribe que no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza o bien controlen o administren otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción otorgadas por concurso público en la misma zona de servicio, a menos que se trate de una segunda concesión con medios propios a la que pueda optar Televisión Nacional y que tenga por objeto la transmisión de señales de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios.



Esto es muy importante, porque con esta ley salvamos el carácter excepcional de Televisión Nacional en términos de tener doble concesión.



En un debate que suscitó diversos planteamientos, especialmente en lo que se refiere a las transmisiones en las zonas aisladas, hemos determinado que los concesionarios podrán ejercer en forma no discriminatoria el derecho de retransmisión consentida, siempre y cuando emitan las señales en tecnología digital. Para este efecto, deberán lograr una cobertura de al menos el 85 por ciento de la población en la zona de servicio.



De igual modo, aprobamos que los permisionarios de servicios limitados deberán difundir, en la región o localidad en que operen y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales comunitarios en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. El Consejo decidirá por concurso público cuáles son los canales que deberán ser difundidos  por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad y darse preferencia a canales educativos y culturales. En ningún caso los permisionarios podrán intervenir la señal de televisión de los concesionarios.



Concordamos también una redacción más adecuada en materia de transferencia, cesión, arrendamiento y otorgamiento del derecho de uso del derecho de transmisión televisiva de libre recepción. Asimismo, se redefinió el capítulo referido a las formalidades que deben cumplir los postulantes en los concursos públicos para obtener una concesión de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción, ya sea con medios propios o de terceros, los que deberán presentar un proyecto técnico y financiero y una declaración relativa a la orientación de los contenidos programáticos que difundirán. 



Se estableció una norma que prescribe que no podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales. Y se fijó un precepto que modifica la Ley de Propiedad Intelectual, para que los permisionarios de servicios limitados de televisión no puedan emitir ni retransmitir por cualquier medio, en su oferta programática, señales pertenecientes a los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción, sin su expresa autorización.



En lo que respecta a las disposiciones transitorias de la iniciativa, con plena conformidad del Ejecutivo, hemos acordado las modificaciones…

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le concedo un minuto más, para que concluya.

El señor CHAHUÁN.- Gracias, señor Presidente.



Decía que hemos acordado enmiendas que regulan el traspaso de un tipo de señal a otra de los actuales concesionarios del sistema de libre recepción de banda VHF y la forma de efectuar la migración de tecnología analógica a digital. Igualmente, se establece que dentro de 60 días hábiles, contados desde la entrada en vigencia de la ley, deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a concesionarios de carácter nacional, regional, local y local comunitario.



Señor Presidente, estimados colegas, este proyecto de ley, tan importante en materia de comunicaciones televisivas para Chile y que nos dejará a la altura de la mayoría de los países desarrollados, ha constituido un gran desafío para quienes tuvimos el privilegio de trabajar directamente en la elaboración de sus normas, ya que permitió, además de conocer y manejar muchos temas especializados de tecnología en este ámbito, intercambiar interesantes planteamientos acerca de los aspectos valóricos involucrados en su contenido. 



Todos los representantes de los sectores interesados nos han ilustrado debidamente en esta materia, que, como he dicho, es de alta especialización. Nos queda la satisfacción de haber puesto nuestro máximo esfuerzo en concordar un texto que creemos que resulta adecuado para contar con una televisión de calidad, que respete el pluralismo y los derechos de los concesionarios y permisionarios.



He dicho.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Quiero aprovechar de saludar a los integrantes del Club del Adulto Mayor América, de Vallenar (Tercera Región) y del Club Juventud Esperanza, de San Miguel, que hoy nos visitan.



¡Sean todos bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa, para fundamentar el voto.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, se somete a nuestra consideración el informe de la Comisión Mixta formada para resolver las discrepancias suscitadas entre el Senado y la Cámara de Diputados. De conformidad con las normas legales, la propuesta de dicha Comisión debe ser votada como un todo, lo que representa un problema cuando uno difiere de alguna de las enmiendas planteadas.



Yo anuncio mi voto favorable, pero hago reserva de constitucionalidad respecto de varios aspectos contenidos tanto en la ley como en el informe de Comisión Mixta que en este momento estamos votando.



Este proyecto ha tenido una larga discusión, lo cual es bastante inexplicable tratándose de un tema absolutamente técnico: establecer un mecanismo para cambiar un sistema análogo de transmisión, que es el que opera hoy día en la televisión abierta, por uno digital, que permitirá una multiplicidad de ofertas televisivas. Con un sistema de televisión digital es factible tener 10 o 15 canales nacionales; 20, 30 o 50 canales regionales, y 200 canales comunitarios. Las posibilidades son enormes.



No obstante esa gran diversidad y oferta, el Poder Legislativo, durante la discusión de la iniciativa, pretendió regular el ejercicio de todas y cada una de las funciones de esos canales.



Así, se incursionó en aspectos de fondo, tales como las definiciones de “correcto funcionamiento” y “pluralismo”. Se intentó precisar qué deben hacer los canales y qué no. En mi opinión, varias normas que tienen que ver con la libertad editorial, la libertad de expresión, claramente vulneran la Constitución. En efecto, las enmiendas relativas a lo que los canales deben promover y qué cosas pueden o no hacer contradicen, a mi juicio, disposiciones de la Carta Fundamental respecto de la libertad de expresión.



Además, se establece en forma discriminatoria para los canales de televisión la obligación de difundir campañas de utilidad pública, exigencia que no se hace a otros medios de comunicación.



Otra norma absolutamente discriminatoria es la que dispone que ningún canal puede obtener una segunda concesión, salvo Televisión Nacional, en circunstancias de que con una concesión es posible transmitir varias señales. Ello es contradictorio con lo que se había pretendido instaurar en un principio en cuanto a que la segunda concesión fuera una especie de carretera para transmitir señales y no necesariamente otra concesión para tener más canales. En definitiva, el concepto de “carretera digital” no quedó en la ley, pero sí el precepto discriminatorio aludido. A mi modo de ver, esto establece una diferencia, un privilegio en favor del canal público, que a mi juicio no se justifica constitucionalmente.



Por último, se establece para los permisionarios de servicios limitados de televisión la obligación de portar gratuitamente en sus instalaciones  cuatro canales locales, lo que se ha denominado “must carry”.



Muchos de esos conceptos vulneran, en mi opinión, normas constitucionales. Por lo tanto, sin perjuicio de dar mi voto favorable a lo propuesto por la Comisión Mixta para seguir adelante con la instalación del sistema de televisión digital en Chile, hago la correspondiente reserva de constitucionalidad respecto de los puntos que he señalado.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A usted, señor Senador.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Deseo saludar a los Clubes del Adulto Mayor Eterna Juventud y Arco Iris, de San Fernando, que han sido invitados por el Honorable señor Alejandro García-Huidobro.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, la verdad es que esta iniciativa de ley tiene poco que ver con la televisión digital y con el cambio tecnológico de transmisión analógica a digital.



La mayor parte del debate se enfocó en cómo regular la televisión en nuestro país y cómo establecer criterios para su funcionamiento. De ahí la creación del Consejo Nacional de Televisión.



Ocupamos mucho tiempo en la regulación de la industria televisiva propiamente tal y en cómo los canales se relacionan con los operadores conocidos como “permisionarios” (los cableros).



Para algunos de nosotros, ha sido fundamental resguardar los intereses de otros intervinientes: los actores, por un lado, y los que son la preocupación principal de algunos de nosotros: los ciudadanos, los televidentes, por el otro.



En este proyecto, señor Presidente, más allá de los acuerdos a que se llegó inicialmente, cuatro o cinco temas se presentaron en el debate producto de convicciones respecto de los derechos de los ciudadanos.



El primero dice relación con el “correcto funcionamiento”, que fue uno de los asuntos discutidos en la Comisión Mixta. Específicamente, se analizó, por una parte, cómo garantizar el pluralismo y la diversidad de opiniones en el medio de comunicación más importante del país, y por la otra, cómo resguardar los derechos de los trabajadores y trabajadoras (los artistas), que en múltiples ocasiones sufren situaciones contractuales absolutamente precarias, incluso distorsionadas, diría yo. De hecho, a no pocos los hacen constituir empresa; no pocos entran en abierto conflicto con Impuestos Internos. Es un secreto a voces. Y muchas veces, porque la industria no paga a los actores sus derechos establecidos por la Ley sobre Propiedad Intelectual.



Adicionalmente, hubo debate sobre el derecho preferente de los canales existentes para poder acceder a las concesiones digitales. Lo que se determinó es que, para que eso ocurriera, debían tener carta blanca para demostrar que no habían cometido abusos laborales.



El tercer tema se refiere a las campañas de interés público.



Quiero detenerme en el cuarto asunto relativo a la retransmisión consentida, que dice relación con lo siguiente: en la totalidad de la Región de O’Higgins -algunos vecinos de Colchagua están presentes- no se puede ver la televisión de libre recepción. Yo vivo en Rengo, a menos de 2 kilómetros de la plaza, y no tengo acceso a los canales de libre recepción. Los habitantes de la provincia de Colchagua que viven en San Fernando o que están en Puente Negro tampoco pueden verlos. Y podría dar, uno tras otro, ejemplos de comunas en la misma situación. De modo que, para tener acceso a los canales de la televisión, las personas deben contratar el servicio por cable.



Lo que se establece aquí es que las estaciones de libre recepción van a poder cobrar a los canales del cable para que lleven a los hogares sus señales en tecnología digital. Pero, ¿quién va a pagar la diferencia? Los consumidores. Hay un traspaso de recursos de más de 40 millones de dólares, cantidad que está en discusión.



En este principio de retransmisión consentida, se establece que los canales de televisión podrán cobrar a las diferentes empresas de cable la transmisión de sus señales.



La pregunta que hago es: ¿por qué los chilenos, que somos dueños de las frecuencias que se entregan en concesión en forma gratuita, vamos a tener que pagar después para ver televisión? O sea, se permite que los canales nacionales comiencen a cobrar a los operadores del cable antes de que los chilenos podamos ver televisión de libre recepción.



Lo que algunos hemos batallado, señor Presidente, es que quede claro…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador; pero tiene un minuto adicional.

El señor LETELIER.- Me corresponden 10 minutos, según el acuerdo tomado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Su Señoría está fundamentando el voto.



Dispone de un minuto para concluir.

El señor LETELIER.- El acuerdo que hubo con el señor Ministro fue que tenían que migrar, pues el pago era solo por las señales digitales. No se puede cobrar por las señales analógicas. Es decir, debía migrar el 100 por ciento de las concesiones.



Por otro lado, algunos deseábamos dejar garantizada la cobertura total del territorio. En esta ley en proyecto, se deja absolutamente desprotegido al 15 por ciento de los chilenos, quienes van a tener que pagar por los canales nacionales. Eso es algo que a nosotros nos inquieta.



Entendemos que los canales nacionales deben garantizar el acceso a sus señales a la población de todos los hogares del país, inclusive los que están en edificios. Y después podrán optar entre ver televisión de libre recepción o contratar el cable.



Aquí les estamos diciendo a muchos vecinos de Rengo, de San Fernando, de Paredones o de Pichilemu, que no van a tener recepción digital en sus casas. Por lo tanto, para ver televisión nacional deberán contratar el cable. Y eso es lo que a algunos nos preocupa. Nos gustaría que solo se pudiese pagar retransmisión consentida; es decir, que los canales de televisión cobren a los del cable cuando haya 100 por ciento de cobertura. De lo contrario, serán los consumidores los que paguen.

)-------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Saludamos al Club del Adulto Mayor Alegría de Otoño, de San Miguel, que nos acompaña.



¡Bienvenidos a la sesión del Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)--------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, como se ha dicho, el proyecto en debate es, tal vez, uno de los más discutidos en el Congreso. Lleva 5 a 6 años; uno pierde la cuenta.



En principio el objetivo fue contar con  un proyecto de ley que posibilitara la implementación de la televisión digital en el país. Después, se transformó en una larga discusión, basada, fundamentalmente, en el rol de la televisión; la calidad de programación, los contenidos que se transmiten en ella; la forma de operar, y cómo este medio de comunicación puede llegar a los chilenos.



Todo ello implicó revisar, por ejemplo, las facultades del Consejo Nacional de Televisión; la composición de los miembros de dicho organismo, en la búsqueda de garantizar pluralismo entre quienes hoy día lo integran. ¿Por qué? Porque en ese Consejo se establece un elemento esencial de la iniciativa, en relación con el denominado “correcto funcionamiento”. Dicho concepto en los canales de televisión es lo que determina la calidad y el cumplimiento de las normas establecidas en tal texto legal. La aplicación del correcto funcionamiento puede implicar o no que se entregue o se renueve una concesión a cierto operador.



En relación con esta materia, se generó un debate que, a mi juicio, resultó bastante positivo, rico, porque nos ha permitido tener una iniciativa legal bastante equilibrada.



Cuando el proyecto ingresó al Senado procedente de la Cámara de Diputados, la primera gran decisión que tuvimos fue si aspirábamos a que los operadores de televisión abierta -a ellos se les entrega una concesión para transmitir en el sistema digital- tuvieran la obligación de entregar el servicio en forma abierta y gratuita a todos los connacionales.



Digo esto porque, a veces, se nos olvida que la iniciativa de la Cámara venía con la posibilidad de que hasta el 50 por ciento de la transmisión podía ser abierta y el otro 50 por ciento, con pago. Es decir, los canales de televisión que hoy día operan con señales abiertas podrían hacerlo en forma abierta y como canales de pago, al mismo tiempo.



¿Qué se iba a generar con ello en la práctica, lo cual motivó el gran debate inicial que después sirvió para ir tomando todas las decisiones?



Se iba a generar una televisión de primera calidad, la de pago, con programas exclusivos y más interesantes; y otra de segunda clase, la televisión abierta, donde no se cobra a nadie.



Para decirlo en buen castellano, seguramente Chilevisión, que hoy día va a transmitir el partido de fútbol entre Ecuador y Chile -el cual es de alta convocatoria-, en otra oportunidad lo habría hecho por el sistema de pago y no por señal abierta. De modo que los chilenos que no pudieran cubrir el gasto, no verían el partido. Así de simple. Y eso fue lo que determinó -por lo menos en estas bancadas- la primera gran línea de decisión, a través de la cual se fue armando el resto del proyecto.



Esa es la razón de fondo. Porque, cuando se coloca una exigencia de ese tipo a los operadores de televisión, debido a los plazos de la concesión, no se cobra por esta, porque cualquiera de ellos debe hacer una inversión extraordinariamente grande para garantizar cobertura y, también, la transmisión de la señal en forma gratuita.



Junto a lo anterior, se presenta el segundo elemento, el cual establece la retransmisión consentida. Es decir, los canales de pago podrán llevar determinado producto en sus parrillas de programación y venderlo a los usuarios que pagan el cable. Entonces, deben llegar a acuerdos y buscar una negociación con la televisión abierta, porque, de lo contrario, no sería justo que hoy día les llevaran la señal en forma gratuita.



Como sostuvo recién el Senador señor Letelier, si alguien quiere imponerse del noticiero del canal 13 o del 7, se va al cable si no hay cobertura en la televisión abierta. Pero el operador del cable le cobra a ese usuario por la transmisión y por la calidad de programas como “Los 80” y otros. Sin embargo, aquel no le cancela nada al canal que produce, gasta e invierte. Y eso tampoco nos parecía justo.



Por esa razón, el tema de la retransmisión consentida también está consignado en el proyecto.



Muchas otras materias fueron discutidas, pero no se pudieron aprobar.



Nosotros queríamos un transportador público estatal en condiciones de llevar toda la programación de la producción nacional, que en muchas oportunidades no tiene expresión, inclusive respecto de la que aprueba el Consejo Nacional de Televisión, a la cual subsidia. Ello, porque con frecuencia, debido a que recibe ayuda económica, tiene que llevarla a un determinado operador, quedando condicionada a lo que este le exige, desde el punto de vista comercial, para después vender el producto.



Ese es el motivo por el cual se dispone la entrega de una segunda señal a Televisión Nacional de Chile. Y es la manera -yo no diría discriminatoria- de priorizar la existencia de un transportador que, a la larga, pueda llevar producción nacional y no estar sometido a los vaivenes del financiamiento del mercado.



Señor Presidente, estimo absolutamente imprescindible establecer y garantizar en la ley las campañas de utilidad pública respecto de todas las materias de necesidad ciudadana, ya sea de salud, de educación o de emergencia de cualquier tipo.



Esas son las razones por las que votaremos a favor del informe de la Comisión Mixta.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Queremos saludar a los miembros de la Agrupación de Jardineros de Santo Domingo que nos acompañan también esta tarde.



¡Bienvenidos a esta sesión del Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en mi opinión, hoy estamos dando un paso muy importante al encontrarnos al término de la larga tramitación del proyecto en debate, el cual permite la introducción de la televisión digital en el país.



Sin embargo, esta no será solo una ley relativa a la parte técnica de la instalación de la televisión digital -como expresaron algunos colegas que me antecedieron en el uso de la palabra-, sino que comprenderá también diversos aspectos que casi en nada se relacionan con la televisión digital, como la forma en que funciona el Consejo Nacional de Televisión y los contenidos de los distintos canales a lo largo del territorio.



Durante la discusión en el trámite del segundo informe en las Comisiones unidas de Educación y de Transportes y Telecomunicaciones, se hicieron varias reservas de constitucionalidad. De hecho, se manifestó repetidamente -entre otros Senadores, por quien habla- que algunas disposiciones eran inconstitucionales. Es el caso de la primera norma que votamos en la Sala sobre el sistema de medición de audiencia en línea o people meter on-line. El Tribunal Constitucional declaró que era inconstitucional. Se presentó y aprobó una indicación que supuestamente lograba obviar esa situación, pero nuevamente dicho Tribunal falló de igual modo.



En ese sentido, creo que la tramitación de esta iniciativa legal nos tiene que hacer reflexionar con relación a la conveniencia de legislar apegados a la Carta Fundamental y no tratar de pasar por encima de sus normas.



Además, otros puntos han quedado consignados en el texto, los que, a mi entender, ameritan nuestra atención acerca de su constitucionalidad.



Señor Presidente, los Senadores de estas bancas vamos a votar a favor del informe de la Comisión Mixta, porque queremos que haya televisión digital. Sin embargo -repito-, tenemos que llamar la atención respecto a algunas cuestiones que nos merecen dudas.




En primer lugar, que dentro del correcto funcionamiento se consigne también el cumplimiento de leyes laborales y especiales, en circunstancias de que estas se encuentran consignadas en otras partes de la iniciativa. 



Sobre el particular, la duda que uno puede tener es si el cumplimiento de normas laborales ha de estar comprendido en una ley sobre televisión. Y, más aún, si ello debe incluirse dentro del correcto funcionamiento. ¿Por qué? Porque, en definitiva, se va a poder caducar una concesión por el incumplimiento de alguna norma laboral, lo que no necesariamente tiene conexión directa con el correcto funcionamiento de la televisión.



En segundo término, lo tocante a las campañas de utilidad pública. Hasta la fecha, su pago es de cargo del Estado. Si ellas van a ser contrarias a la línea editorial de un canal, este puede no transmitirlas o establecer otra alternativa.



Según el texto que despachará el Congreso, esas campañas serán gratuitas. Si contravienen la línea editorial del canal de televisión, él no podrá transmitir una alternativa. Por lo tanto, en nuestra opinión, se estaría vulnerando el artículo 19, N° 20° de la Constitución Política de la República, ya que, por un lado, se establece una desproporción en las cargas públicas, y, por otro, se atenta contra la línea y la libertad editorial de los canales de televisión.



Me preocupa el poder que tendrá el Gobierno o el Estado versus el de la sociedad. Me parece bien que haya campañas de utilidad pública. Pero igualmente es preciso tener cuidado con la libertad de expresión. 



Por eso, hago reserva de constitucionalidad sobre el punto.



Por otro lado, está lo referente a la segunda concesión a que puede optar Televisión Nacional de Chile, cuando dicho canal llegue a ser una especie de carretera digital o de transportador público. 



Finalmente, vamos a tener muchas concesiones. Y la experiencia internacional demuestra que lo importante son los contenidos y no la posibilidad de incluir estos dentro de las concesiones. Pero aquí se determinó que Televisión Nacional tuviera una segunda señal, una concesión adicional, lo que claramente constituye una discriminación arbitraria a su favor. 



Por eso, hago también reserva de constitucionalidad al respecto.



En cuanto al must carry...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Excúseme, señora Senadora, concluyó el tiempo extra que se le otorgó, pero debemos ser estrictos al respecto.



Puede pedir a alguno de sus colegas hacer la observación pertinente.



Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Miguel Flores.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, quienes no estuvimos en las Comisiones especializadas que estudiaron este proyecto de ley constatamos, en el transcurso del debate, que en ellas no se analizaron las complejidades técnicas que obligadamente se presentan cuando se pasa de la televisión analógica a la digital. 



En verdad, el nudo central de la normativa sobre televisión digital era, con tal avance de nuevas tecnologías, que muchos más emprendedores e interesados pudieran asumir el rol de hacer y de entregar televisión.



La presente iniciativa generó grandes expectativas, particularmente en regiones, -no sé si se van a concretar en la práctica-, en cuanto a establecer televisión regional y a que el trabajo de personas que hoy día, por ejemplo, poseen y desarrollan en nuestras comunas canales de TV por cable, pasara también a la televisión digital.



Tengo la impresión -espero estar equivocado- de que en ese aspecto no avanzamos lo suficiente, pues el esfuerzo del Senado -que no comparto- se centró en establecer regulaciones a la industria de la televisión. Y lo que se hizo, en definitiva, fue otorgar mayores potestades al poder político y a las instancias públicas sobre aquella. 



Porque el concepto “correcto funcionamiento”, es decir a quienes, de acuerdo a su real saber y entender, tienen un canal de televisión y quieren establecer una línea editorial, que esta no es lo suficientemente libre ni amplia si no responde en forma adecuada a los intereses de los organismos del Estado.



Eso, a mi juicio, es especialmente peligroso.



Me habría gustado una legislación de televisión digital que permitiera a muchas personas ser actores de la industria de la televisión, asumiendo este gran desafío desde regiones y comunas, y que el Estado colaborara y apoyara para que ello fuera verdaderamente posible. 



Sin embargo, por el contrario, a quienes decidan hacerlo o lo intenten, al margen de los grandes canales de televisión, los vamos a tener especialmente controlados, bajo la espada de Damocles, para ver si cumplen con lo que definimos como “correcto funcionamiento”, con lo que alguien definió como “pluralismo”, con conceptos -sin duda, algunos discutibles- relativos a la discriminación, al respeto a las minorías, cuando lo que se debería buscar aquí es que, al haber muchos involucrados en la industria de la televisión, todas las visiones existentes en el país se encontraran representadas.



Por lo tanto, yo concuerdo y comparto lo que aquí señaló el Senador Novoa en el sentido de prevenir sobre la constitucionalidad de algunos aspectos que, a mi juicio, ponen en riesgo ciertas libertades en esta actividad.



Me parece que va a quedar como tarea pendiente del Senado, o del Congreso, el establecimiento de una legislación que posibilite a una gran variedad de personas expresar la diversidad de nuestro país en la televisión, y no una que contenga regulaciones de control de carácter más bien político. Porque, en definitiva -digámoslo con claridad-, el Consejo Nacional de Televisión, muy tributario del poder político, va a tener la facultad de terminar con las concesiones, de fijar sanciones para impedirle a alguien continuar en la industria televisiva.



Ello, en lo personal, no me gusta. Creo que contradice libertades básicas para el emprendimiento.



Así es que, señor Presidente, apruebo el informe de la Comisión Mixta, y hago mías las prevenciones que manifestó el Senador Novoa. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este fue un debate interesante, de fondo, donde no solo se introdujeron adecuaciones a una nueva tecnología, la digital, sino que además se manifestaron las dos visiones de sociedad sobre nuestra nación que se encuentran representadas en el Parlamento. 



En cuanto a los temas sustantivos, quienes apoyamos las posturas del Gobierno fuimos mayoritariamente los parlamentarios de Oposición, pues, como aquí se ha señalado, una parte de los representantes oficialistas defendieron a ultranza lo que siempre han protegido: la propiedad privada por sobre el bien común; la imposición del derecho de propiedad por sobre los derechos ciudadanos. 



Reitero que se discutieron materias muy interesantes, como la relativa a si las concesiones otorgaban o no derecho de propiedad. El Gobierno y los parlamentarios de Oposición defendimos la idea de que las concesiones a privados no entregaban título de propiedad, por tratarse de señales consideradas bienes nacionales de uso público que pertenecían a la sociedad toda y que, por lo tanto, no podían ser objeto de lucro. 



Evidentemente, la visión neoliberal defendió la postura de que las concesiones sobre un bien común de todos los chilenos, como se ha hecho en otras oportunidades con el mar o con el agua, debían considerarse propiedad privada. 



Por último, imperó la razón, el bien común. Es decir, se estimó que tales concesiones no constituyen propiedad privada, sino que tienen un tiempo de duración y, además, obligan a la reciprocidad, pues esos mismos sectores, por ejemplo, no deseaban que las campañas de interés público se transmitieran en forma gratuita. ¿Por qué? Porque, según decían, “ello lesionará el interés de estos pobres canales…”



Bueno, estos canales, que usan una señal que le pertenece a toda la sociedad, que lucran con ella y obtienen utilidades tienen que hacer una contraprestación mínima. ¿Cuál? Que cuando haya una epidemia de salud, por ejemplo, transmitan en forma gratuita, como ocurre en todos los lugares del planeta.



Esa fue otra controversia que tuvimos. Y, nuevamente, aquí se instaló la visión neoliberal y algunos están llevando esas materias al Tribunal Constitucional. Con eso se demuestra que la Carta que nos rige es totalmente aberrante, pues podría darles a ellos la razón en el sentido de que en Chile no existe el bien común, sino solo la primacía de la propiedad privada.



Ese es otro de los motivos que nos lleva a decir cada vez con más fuerza que nuestro país necesita una nueva Constitución, para que nunca más un parlamentario levante la mano y señale que no puede haber una campaña de interés público porque lesiona el interés privado, aun cuando nos refiramos a un bien que pertenece a todos los chilenos. 



Lo mismo sucedió en el caso del correcto funcionamiento. Al respecto se discutió algo muy importante: si los medios de comunicación que utilizan una señal perteneciente a la sociedad toda, que les fue entregada por medio de una concesión y no constituye propiedad privada, deben tener regulaciones que las obliguen a cumplir con garantías democráticas, de respeto a la diversidad, de tolerancia, de pluralismo. 



Algunos dicen que no tendría que normarse el correcto funcionamiento, que los canales deberían poder hacer lo que desearan, e incluso llegar a titular, como ocurrió hace algunos años, “Murieron como ratones”, cuando se detuvo a un grupo de seres humanos y luego se los asesinó, para posteriormente decir que ello obedeció a un enfrentamiento.



¡No! En la sociedad moderna debe haber pluralismo y el bien común tiene que primar sobre el interés privado. 



No obstante, nuevamente se recurre al Tribunal Constitucional, apelando a la Constitución inmoral que nos rige. 



Igual cosa sucede con el hecho de otorgarle dos señales a Televisión Nacional para privilegiar la televisión pública.



¡No! ¡Cómo se va a favorecer la televisión pública en desmedro de los canales privados…!



Nosotros queremos dar un mensaje claro: ¡Nuestra intención es privilegiar la televisión pública, la televisión de todos, cuyo compromiso va más allá todavía del correcto funcionamiento! 



Entonces, aquí, evidentemente se expresan las diferencias que hoy día están concursando en nuestro país. 



Por eso, una parte de la Derecha, que lamentablemente sigue apegada al pasado, va a llevar a toda la Derecha a la ruina, a no sobrepasar los 20 puntos de aprobación ciudadana. ¿Por qué? Porque las ideas de tolerancia; de respeto al bien común, a la vida, al interés público, hoy día son mayoritarias en Chile, pero algunos no quieren entenderlo.



Y eso se manifiesta en el debate que sostenemos acá, en que se insiste porfiadamente en ir al Tribunal Constitucional, para que el bien común quede supeditado al interés de la propiedad privada.



En consecuencia, esta ley en proyecto podrá tener muchas imperfecciones, pero presenta grandes avances. De ahí que voto a favor del informe de la Comisión Mixta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LAGOS.- ¿Es posible intervenir, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Lagos, para fundamentar su voto. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, más allá de la larga discusión sobre este proyecto, que ha tenido diversos trámites legislativos, solo quiero dejar constancia de una situación que me parece irregular, o que eventualmente será objeto de un planteamiento a nivel del Tribunal Constitucional, relativa a lo siguiente. 



En el artículo 33, letra a), N° 2, del texto aprobado por el Senado, en el que se establecen las multas de las cuales pueden ser objeto las personas que infrinjan la ley que estamos aprobando, básicamente los concesionarios, hay una omisión importante, porque se dispone: “Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales, en caso de tratase de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva regionales, locales o locales de carácter comunitario. Para el caso de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de carácter nacional, las multas podrán ascender hasta un máximo de 1.000 unidades tributarias mensuales”, etcétera.



En lo anterior no se incluye a las llamadas “permisionarias”, que corresponden a los canales de cable. Entonces, se podría producir una situación en la que, eventualmente, a pesar de todas las facultades que se dan al Consejo Nacional de Televisión; a pesar de todo lo que discutimos respecto a cuál era el bien jurídico protegido, que es lo que inspiraba la nueva legislación que estamos aprobando, podría interpretarse que en las multas determinadas a distintas concesionarias no se encuentran incluidas, por no hallarse explícitamente contenidas en la referida disposición, las permisionarias, referidas a los canales de televisión por cable. 



Por eso, hago reserva de constitucionalidad sobre el particular. 



Voto a favor del informe de la Comisión Mixta, en todo caso, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este ha sido un parto difícil, largo. Lo han llevado adelante el Ministro y el Subsecretario mediante sucesivas modificaciones.



Creo que el Gobierno tendría que felicitarnos a los parlamentarios de Oposición, pues hemos facilitado el debate de la ley en proyecto.



Sin embargo, hemos tenido diferencias al interior de la llamada “Nueva Mayoría” y también discrepancias sustanciales con el oficialismo, particularmente con la UDI y Renovación Nacional.



A esta altura del debate resulta increíble escuchar a la colega Von Baer y a los demás Senadores de Derecha seguir alegando que las transmisiones de campañas de utilidad pública constituyen una discriminación. Porque la concesión es estatal y, por tanto, los propietarios son todos los chilenos. Hoy se fija un acotado período para que los concesionarios transmitan campañas públicas: por ejemplo, contra el sida; para la erradicación de la pobreza; para luchar contra el consumo de tabaco; para prevenir los accidentes del tránsito. Y cuando se acabe ese tiempo, van a cobrar.



Resulta absurdo e indignante que el Estado tenga que pagarles después a los concesionarios privados por hacer campañas que la Constitución mandata como un deber ineludible.



Señor Presidente, con mucho esfuerzo logramos que se incorporara en el concepto de “correcto funcionamiento” el respeto a las leyes laborales. Pero hay quienes han anunciado que recurrirán al Tribunal Constitucional.



El correcto funcionamiento “comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes N°s 17.336, 20.243 y del Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo”.



Asimismo, se establece que “se entenderá el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos”.



Nos parece que aquello constituye un avance sustantivo. Costó. Pero ahí está.



Sin embargo, como medió un proceso de negociación, de aquí a poco andar muchas de las normas que se aprueben van a ser modificadas.



Quiero llamar la atención sobre el régimen de transición. Pienso que el próximo Gobierno solicitará que se debata sobre él. Es probable que tenga que revisarse.



Por otro lado, la ley en proyecto no distingue entre concesiones de servicio público y comerciales. Así, deja a Televisión Nacional de Chile en una situación muy particular.



Yo hubiera querido que se establecieran no solo dos concesiones para TVN, que es estatal -hay una normativa especial para ella-, sino también una para cada rama de los deberes que la ley le impone: por ejemplo, la difusión cultural, la difusión educacional.



¡Pero no! Se le dejan dos. Y, aún así, hay quienes anuncian que van a recurrir al Tribunal Constitucional -parece increíble, pero es efectivo-, porque, pese a que el Estado se reserva la facultad de transmitir y hacer respetar lo que la Constitución y las leyes preceptúan en pos de la igualdad,  ¡el dios de la competencia, del lucro, sigue siendo la guía principal para algunos!



Señor Presidente, en el régimen de transición -reitero- se ha introducido la voluntariedad de quedarse o seguir. Pero, claramente, ello se establece en un precepto.



No está claro que las concesiones actuales den derecho a indemnizaciones. Algunos han planteado que la Carta Fundamental ampara el derecho de propiedad. Y el referido régimen de transición intenta cautelar aquello.



Las concesiones jamás pueden ser propiedad de los concesionarios: siguen siendo del Estado. Se dan durante un tiempo definido en la ley.



Hemos discutido largamente este tema. Y la UDI insiste en que las concesiones de los bienes nacionales de uso público son propiedad de aquellos a quienes se otorgan.



En aras de la defensa del derecho de propiedad, en Chile se establece que por un asesinato hay condena a cinco años, y por un robo con violencia, a 10. O sea, la penalidad por la violentación de la propiedad privada es superior a la fijada por quitar la vida.



Señor Presidente, voy a rechazar varios de los artículos que fueron a la Comisión Mixta, porque creo que no hubo una solución satisfactoria.



Espero no coincidir con la UDI en esa votación.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GIRARDI.- ¿Y las isapres no…?

El señor NAVARRO.- Estoy en FONASA, señor Senador.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor NAVARRO.- ¿Se vota el paquete, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Se vota como se hace con todos los informes de Comisión Mixta, señor Senador: de una sola vez.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (31 votos a favor y uno en contra) y queda despachado el proyecto.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Agradezco al señor Ministro su comparecencia en la Sala. Dele nuestros saludos al Subsecretario señor Atton, quien debe estar escuchándonos en alguna parte.

MODIFICACIÓN DE ASPECTOS PREVISIONALES DE FUERZAS ARMADAS, FUERZAS DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA Y GENDARMERÍA DE CHILE

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, con informe de la Comisión de Defensa Nacional y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8643-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.



Informe de Comisión:



Defensa Nacional: sesión 60ª,  en 8 de octubre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de este proyecto es modificar algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, tales como los siguientes:



Suprimir gradualmente, para los mayores de 65 años, la cotización al Fondo de Retiro de los Pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA), y para el mismo grupo etario, tratándose de CAPREDENA, redestinar a salud el descuento para el Fondo de Revalorización de Pensiones.



Limitar los beneficiarios de montepío.



Establecer restricciones a la rejubilación o reliquidación de pensiones y racionalizar las dobles pensiones.



Regular la situación del personal civil afecto a CAPREDENA y a DIPRECA.



Eliminar el abono injustificado de años de servicios para efectos del retiro.



La Comisión de Defensa Nacional discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar con los votos favorables de los Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker (don Patricio). Se abstuvo el Honorable señor Gómez.



Cabe hacer presente que la totalidad de la iniciativa es de rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Defensa Nacional, quiero informar esta iniciativa, en segundo trámite constitucional, que -como bien dijo el señor Secretario- modifica aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile.



Deseo partir señalando que, en mi concepto, este era uno de los proyectos más necesarios y justos que se encontraban pendientes en nuestro país.



Si algo importante se hizo en los años anteriores -también por el Gobierno- fue eliminar progresivamente la cotización del 7 por ciento para salud, en el caso de los pensionados que se hallaban en los quintiles más bajos.



Ese principio, que me parece sano en la recta distribución de los recursos, no se cumple tratándose del personal de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería.



Hay dos cotizaciones al Fondo de Retiro, dependiendo de si el afiliado impone en CAPREDENA o DIPRECA, que se aplican hasta el día de hoy y que van en el sentido inverso: en el caso de los imponentes de CAPREDENA corresponde al 6 por ciento de sus remuneraciones y pensiones y en el de DIPRECA al 5,95 por ciento.



Y la idea medular del proyecto es la supresión gradual de ambas cotizaciones para los mayores de 65 años. Ello se traduce, al final, en el aumento de los ingresos líquidos de los pensionados tanto de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional como de la Dirección de Previsión de Carabineros, colocando a los beneficiarios mayores de 65 años en una situación de más igualdad respecto de los cotizantes del antiguo sistema previsional cuyas pensiones -como sabemos- no se hallan afectas a dichos descuentos.



Esa es la idea central, que fue la base del proyecto del Presidente Piñera y que, de alguna manera, interpreta lo que por muchos años buscamos quienes queremos mejorar la situación en que se encuentra la gente de la tercera edad, haciéndoles sentir que se les está cumpliendo un compromiso que me parece ineludible y de máxima justicia.



Por eso, la primera afirmación es valorar, en toda su dimensión,  que la palabra empeñada se haya cumplido y que este acto de justicia para el personal pasivo de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile tenga un feliz resultado.



Adicionalmente, la iniciativa en debate considera otros elementos respecto de los cuales también quiero dejar constancia. 



En el caso de CAPREDENA, cabe destacar la redestinación del descuento del Fondo de Revalorización de Pensiones al financiamiento de los fondos de salud de dicha entidad previsional con el propósito de mejorar las prestaciones médicas.



Una segunda idea -simplemente voy a enumerarla- es limitar o, como dice el proyecto, racionalizar los beneficios del montepío. Al respecto, resulta evidente e importante, sin perjuicio de que en la discusión particular este aspecto puede ser objeto de algunas dudas, homologar a los beneficiarios de la pensión de sobrevivencia con los de otros sistemas previsionales, ya que existen excepciones que, al parecer, deben cumplirse en el tiempo. Sin embargo, me anticipo a señalar que este tema quizás dé origen a una discusión particular compleja.



Por otra parte, existe la concepción de establecer restricciones a la rejubilación o reliquidación de pensiones y racionalizar las dobles pensiones. En el fondo, se busca restringir esta reliquidación a una sola vez, sujeto a la condición de ejercer una función adscrita al régimen previsional de la Dirección de Previsión correspondiente y por un lapso no inferior a tres años consecutivos. De este modo, se homologan los sistemas previsionales que administran la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y la Dirección de Previsión de Carabineros.



Esa materia también puede ser objeto de un debate en particular. Mi impresión es que -nosotros recibimos a más de catorce organizaciones vinculadas a este tema- en general hay una concepción bastante compartida en cuanto a la necesidad racionalizar las dobles pensiones. 



Sin embargo, persisten situaciones que quizás deberíamos corregir en la discusión particular para que, en esta búsqueda de mayor racionalización, no se cometan injusticias que lamentablemente pueden ocurrir cuando se aplican este tipo de medidas.



Por último, una idea adicional que no fue aprobada en la Cámara de Diputados y que será analizada en la discusión particular es la regulación de la situación del personal civil afecto a la CAPREDENA y la DIPRECA. El objetivo es que estas instituciones ofrezcan beneficios directos al personal relacionado con el ejercicio de las funciones de la Defensa, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile, en tanto que los empleados civiles quedarán sometidos a las normas del decreto ley Nº 3.500.



Quiero dejar constancia de que el texto original del proyecto planteaba este punto, pero la Cámara de Diputados en su momento lo rechazó, por lo que será parte de la discusión particular si se repone o se mantiene el criterio de ella al respecto.



Asimismo, debo puntualizar que la Comisión de Defensa Nacional votó favorablemente la idea de legislar y no me cabe duda de que nadie en el Senado haría algo distinto, máxime cuando este proyecto nos parece una decisión justa, razonable, necesaria y, más bien, urgente a estas alturas.



Sin perjuicio de ello, quiero anticipar algunas observaciones para el debate en particular, porque esta iniciativa ha sido objeto de una larga discusión al interior del órgano técnico.



Primero, ojalá se adelante la entrada en vigencia de la ley, prevista para el primer día del sexto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial. Nos parece que a todo evento es un plazo excesivo y ese es el criterio que quiero transmitir en nombre de la Comisión. Entendemos que el traspaso de un sistema a otro puede generar ciertas complejidades, pero no advertimos la necesidad de fijar seis meses para empezar a funcionar el nuevo sistema una vez publicada la ley. Y así se lo hicimos saber al Ministerio de Defensa a través del Subsecretario.



En segundo término, hubo un criterio bastante unánime en cuanto a incluir dentro de los primeros beneficiados con la eliminación del descuento -recordemos que esto es progresivo- a los mayores de 80 años de edad, sin considerar el monto de su pensión. Ello no involucra un efecto económico muy importante, pero sí conlleva un elemento de justicia muy relevante, ya que dichos pensionados necesitan ese beneficio de inmediato, sin dilaciones en el tiempo, en función del monto de la pensión. Adelantamos esta cuestión con el Ejecutivo que, por lo que pudimos apreciar, miraba con buena voluntad la posibilidad de llevar a cabo tal medida.



En tercer lugar, la Comisión pidió al Gobierno buscar algún tipo de solución -ya sea por la vía administrativa o legal- frente a la situación previsional bastante compleja que afecta a los funcionarios de ENAER, ASMAR, DGAC (Dirección General de Aeronáutica Civil) y DGMN (Dirección General de Movilización Nacional), entre otras, toda vez que dentro de la misma institución conviven dos sistemas distintos. En el caso de ASMAR estamos hablando de no más de 22 personas adscritas a un sistema previsional que, al final, también les genera una pensión diferente.



Entonces, nosotros debemos ver si esa materia se halla dentro de la idea de legislar, pero claramente se requiere una modificación legal o administrativa para establecer una equiparidad entre esos funcionarios y aquellos que se encuentran afiliados a las instituciones de retiro ya señaladas.



Una cuarta observación que se planteó tiene por objeto enmendar la situación del padre o la madre beneficiarios de montepío, en cuanto a eliminar el requisito de que estos sean asignatarios de asignación familiar para gozar de la prerrogativa, en el caso del personal soltero o divorciado sin hijos. Hay mucha gente que entrega lo máximo en el ejercicio de su cargo, incluso su vida si fuere necesario, y los derechos propios a esa función heroica que ha realizado dicho personal pueden perderse si los padres no son beneficiarios de asignación familiar. Por lo tanto, nos parece que esta materia es mejorable, tal como lo sugirió el Gobierno.



Una quinta modificación dice relación con las normas sobre protección de los derechos adquiridos por los funcionarios. Para tal efecto se reemplaza el vocablo “personal” por la expresión “funcionarios públicos” -nos parece que es el término más racional-, con lo cual queda absoluta claridad de que todos aquellos que hoy día se hallan adscritos a estas cajas de previsión, más allá de la legislación particular, siguen recibiendo ese tipo de beneficios.



Por otra parte, algunos miembros de la Comisión plantearon la posibilidad de contratar un seguro de vida para los funcionarios de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería, el cual puede vincularse a este proceso.



Asimismo, se deberá discutir la reposición de los artículos rechazados por la Cámara de Diputados que tienen que ver con la negativa de homologar el sistema previsional del personal civil de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública con el que ostenta el resto de los trabajadores del país. Ello se fundamenta en que el marco previsional especial debe ser para los ciudadanos que cumplen una función esencial, y en que el riesgo y el desgaste en el ejercicio de la profesión militar son incompatibles con un sistema de previsión basado en índices de mortalidad e invalidez normales.



En resumen, este proyecto es extraordinariamente importante para miles de compatriotas. 



Nos parece una buena señal que el Gobierno y el Parlamento, después de una larga discusión, comprendan la situación que vive el personal en retiro de dichas instituciones (o aquel que entrará en retiro), respecto del cual se advierte una evidente desigualdad hoy día con relación al mundo de la civilidad en materia de descuentos.



Por lo tanto, junto con dar a conocer ciertas  modificaciones, he tratado de exponer debidamente cuáles son los fundamentos del proyecto y algunas de las aprensiones o correcciones que esperamos que puedan darse en la discusión particular.



En definitiva, se trata de una iniciativa muy significativa. Deseamos que sea aprobada y que se fije un plazo de indicaciones lo más breve posible, dentro de lo que estimamos necesario, para que ella se convierta en ley en muy poco tiempo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, vamos a abrir la votación...

El señor NAVARRO.- ¿Por qué la va a abrir, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Porque hay Senadores sesionando en las Subcomisiones de Presupuestos.

El señor NAVARRO.- ¿Y si no hay quórum?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí lo hay.

El señor NAVARRO.- El Comité del MAS se opone a que se abra la votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. No se encuentra en la Sala.



Puede hacer uso de ella el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo iniciar mis palabras agradeciendo al Presidente Piñera por esta iniciativa, no solo porque la materia que aborda constituyó un compromiso durante la campaña, sino también porque, como lo planteó el titular de la Comisión, viene a hacer justicia con un sector de la población que había quedado afuera de este beneficio.



Es increíble, pero por largos años les pedimos a distintos Gobiernos que se eliminara el referido descuento, porque cuando el ser humano llega a la tercera edad le falla la salud, no puede percibir otros ingresos y necesita más que nunca los recursos.



Se accedió al término del descuento del 7 por ciento para los civiles. Sin embargo, estaba pendiente poner fin al descuento de 6 por ciento para los jubilados de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile.



Durante la tramitación, recibimos a las distintas organizaciones de las Fuerzas Armadas, Carabineros, Policía de Investigaciones y Gendarmería, y también a los representantes de personal civil que labora en las distintas ramas de estas instituciones. Y nos manifestaron, como lo señaló muy bien el Presidente de la Comisión, que por supuesto eran partidarios de aprobar en general el proyecto, pero que formularán algunas observaciones, en la forma en que lo hizo el Senador Coloma.



El objetivo de la iniciativa es modificar ciertos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, como la supresión gradual -para los mayores de 65 años- de la cotización al Fondo de Retiro de los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA), equivalente a 6 por ciento, y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA), que asciende a 5,95 por ciento. Y para el mismo grupo etario perteneciente a la CAPREDENA, se busca la redestinación del descuento para el Fondo de Revalorización de Pensiones hacia salud; limitar los beneficiarios de montepío; establecer restricciones a la rejubilación o reliquidación de pensiones y racionalizar las dobles pensiones; regular la situación del personal civil afecto a CAPREDENA y a DIPRECA, y eliminar el abono injustificado de años de servicio para efectos del retiro, entre otros.



Con esta iniciativa se viene a homologar, como lo planteé anteriormente, a los funcionarios en retiro de las Fuerzas Armadas, de las de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería mayores de 65 años, quienes por su condición, en cuanto al sistema previsional, no habían obtenido ningún beneficio, como la eliminación del descuento de 7 por ciento aplicada a los jubilados civiles.



Es importante destacar que el presente proyecto, que discutimos en su segundo trámite constitucional, forma parte -ya lo mencioné- de los compromisos de Su Excelencia el Presidente de la República, quien anunció en su discurso del 21 de mayo de 2012 el envío de esta iniciativa.



La ley en proyecto responde a dos situaciones: una dice relación con la justicia social, y la otra, con la administración financiera de CAPREDENA y de DIPRECA. Por lo tanto, esta iniciativa pone fin a las desigualdades entre los pensionados bajo estas modalidades y los de la mayoría del país. Lo anterior se complementa con la racionalización de beneficios para las cargas de los afiliados a esos sistemas.



Señor Presidente, para la discusión de este proyecto la Comisión de Defensa tuvo la oportunidad de escuchar a representantes de diversas instituciones de las Fuerzas Armadas, así como de personal civil. Y destaco en este caso a un número bastante menor de funcionarios que pertenecen a entidades que colaboran con las Fuerzas Armadas, que son profesionales, que quedaron fuera de los beneficios de esta iniciativa y que han solicitado acceder también a ellos. Eso lo estudiaremos durante la discusión particular.



Resulta importante resaltar que nuestra intención como legisladores -lo digo con claridad- es velar por que ningún funcionario civil o militar sea vulnerado en los derechos adquiridos en el servicio de una función esencial para el país.



Respecto de los funcionarios de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública a veces se dice que su sistema de previsión es mucho mejor que el de los civiles. No obstante, quiero recordar que estamos frente a personal al que, en primer lugar, no se le pagan horas extraordinarias. Por otra parte, los funcionarios de las Fuerzas Armadas, Carabineros, Policía de Investigaciones y Gendarmería arriesgan sus vidas todos los días de trabajo. Además, pueden ser destinados a cualquier lugar del país y no les es dable manifestar ninguna opinión sobre el particular. No tienen derecho a huelga. No les está permitido sindicalizarse. Evidencian una serie de restricciones que, por supuesto, nunca son tomadas en cuenta.



Como uno de los miembros más antiguos de la Comisión de Defensa, quiero decir que el Ejecutivo mantiene una deuda con estas instituciones. Porque cuando se incorporó Gendarmería a DIPRECA se adquirió el compromiso aquí, en estas mismas bancas, por parte de los Ministros de Hacienda respectivos, de suplementar los recursos que se requerían para incorporar a otras entidades al sistema de previsión de Carabineros. Pero, en verdad, eso nunca ocurrió. Y ello ha significado que en muchas de estas instituciones haya déficit y demoras para entregar las pensiones.



Por lo expuesto, esta iniciativa cumple con un compromiso del Gobierno del Presidente Piñera y, sobre todo, con una obligación de nuestro país con funcionarios que entregan una vida al servicio de la institución a la que pertenecen.



Señor Presidente, en mi bancada -Renovación Nacional- vamos a apoyar este proyecto, porque lo consideramos necesario y porque creemos que estamos pagando una deuda con estas instituciones.

El señor COLOMA.- ¿Podemos abrir la votación?

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay que olvidar que este proyecto tiene urgencia de “discusión inmediata”. El plazo vence hoy, y debemos votarlo.

El señor NAVARRO.- No estoy de acuerdo en que se abra la votación. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador señor Navarro, ¿cuál es el problema? Tenemos que votar igual.

El señor NAVARRO.- Se hará a su debido tiempo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Perfecto. No hay inconveniente.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- ¿Está en votación?

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo todavía para abrirla. En unos minutos más deberemos pronunciarnos sí o sí.



Puede intervenir, Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, ocuparé parte de mi tiempo primero para formular una consulta y después intervendré, porque la respuesta es vital para mi posición final.



Un grupo de funcionarios y funcionarias de ASMAR han solicitado al Ejecutivo el ingreso de una indicación que señala: “Quedarán afectos al régimen previsional de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional los trabajadores de ASMAR que hubieren ingresado al Servicio entre el 7 de Febrero de 1984 y el 11 de Noviembre de 1985”.



Consulto al Ejecutivo si va a incluir esta indicación, que fue solicitada en la Comisión y que hasta ahora ha sido denegada.



Luego continuaré con el uso de la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Ministro, no sé si escuchó la consulta.

El señor HINZPETER (Ministro de Defensa Nacional).- Me estaba hablando el Senador señor Navarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Escalona formuló una pregunta, señor Ministro. En caso de que no haya alcanzado a escucharla, se puede repetir.

El señor HINZPETER (Ministro de Defensa Nacional).- Muchas gracias, pero estoy al tanto. Y le pido excusas, pues me distrajo el Senador señor Navarro, quien me estaba planteando el mismo asunto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, tiene la palabra.

El señor HINZPETER (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, sin perjuicio de que nos hallamos en la discusión general, quiero anticipar que el Gobierno está plenamente dispuesto a analizar si grupos pequeños de personas, por razones injustificadas, o por normas de la Contraloría, etcétera, están quedando fuera de este proyecto de ley. De modo que durante el debate particular habrá que conversar y determinar si es posible incorporarlos.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Va a hacer uso de la palabra, Senador señor Escalona?

El señor ESCALONA.- Después, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el problema recién planteado no es menor. Y de las palabras del señor Ministro entendemos que, si se verifica una situación anómala, la solución no quedará sujeta a la voluntad del Ejecutivo, sino que este enviará la indicación conducente a resolverla.



El proyecto que nos convoca hoy responde -ya lo han dicho varios colegas- a una situación de injusticia, en algunos casos, y en otros, a la normalización de un mecanismo que presenta desigualdades e inequidades con relación al sistema general.



Mediante esta iniciativa se aborda una serie de situaciones -aquí se han descrito; no quiero extenderme mayormente en ellas-: eliminación de la cotización al Fondo de Retiro y redestinación del Fondo de Revalorización de Pensiones a salud de los pensionados mayores de 65 años; racionalización de los beneficiarios de montepío; restricción a la rejubilación o reliquidación; supresión de dobles pensiones; afiliación del personal civil al sistema previsional del decreto ley N° 3.500, de 1980; eliminación de abonos de años de servicios para el cálculo del retiro, en dos modalidades.



Después haremos la discusión particular. El proyecto recoge una serie de aspectos que se han debatido por años. Todos conocemos diversas situaciones registradas en las Fuerzas Armadas; por ejemplo, la de las hijas solteras que no formalizan matrimonios para seguir percibiendo beneficios de la seguridad social. Entonces, era menester abordarlas, por la discriminación odiosa que generan.



En tal sentido, aprobaremos la idea de legislar. Y, como lo expresó el señor Ministro, quien no fue muy categórico en su afirmación, esperamos que, de verificarse lo que ha sostenido un grupo de funcionarios, se envíe la indicación pertinente. Son materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo; por lo tanto, si este no las concreta, no podremos discutirlas.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en primer término, quiero valorar la predisposición del Ministro de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter, a analizar en particular casuísticas muy complejas que afectan a personal de ASMAR Talcahuano, no más de veinte trabajadores que, por un problema vinculado con la fecha de ingreso a su empleo, están adscritos a un sistema previsional absolutamente distinto del aplicado al conjunto de sus compañeros de labores, no obstante que, según la interpretación de una de las normativas invocadas, atendida la fecha de su ingreso, debieran hallarse en el mismo régimen que el resto de los funcionarios.



De ahí que valoro la disposición del señor Ministro de Defensa a que la situación descrita se analice en el marco de un proyecto sobre modificación de aspectos previsionales consignados en el estatuto jurídico de las Fuerzas Armadas, Carabineros, Policía de Investigaciones y Gendarmería, que de por sí contiene normas complejas que consideran distintas situaciones, las que en muchos casos podrían definirse como casuísticas.



Lo principal de la iniciativa en análisis es lo que planteó el Presidente de la Comisión de Defensa Nacional, Senador señor Coloma: la eliminación, por parte del Gobierno del Presidente Piñera, de la cotización al Fondo de Retiro de 6 por ciento en el caso de CAPREDENA y de 5,95 por ciento en el de DIPRECA, tratándose de los pensionados mayores de 65 años de edad.



A mi juicio, aquello representa un avance sustancial. Y me alegro de que hoy día estemos participando en un debate para poder aprobarlo.



Ahora bien, convencido de que este proyecto es trascendente, me parece básico que la Mesa abra la votación, porque tenemos no solo la situación deportiva que concita la atención de nuestro país, sino además la presencia de muchos Senadores en las Subcomisiones de Presupuestos. De modo que tal medida facilitaría el despacho de la iniciativa en general y permitiría entrar en breve a la discusión particular, lo que ya ha solicitado un conjunto de Senadores.



Señor Presidente, en mi concepto, esta iniciativa, al avanzar en la línea de eliminar el descuento para el Fondo de Retiro tanto de CAPREDENA como de DIPRECA, corrige una injusticia, una anomalía, una suerte de discriminación que afecta a los pensionados de las Fuerzas Armadas.



En efecto, el año 2001 se aplicó una medida similar al conjunto de los pensionados y jubilados, mediante la ley N° 19.732, que suprimió las cotizaciones a los respectivos fondos, con una sola excepción: los de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile.



Hoy estamos eliminando la referida excepción. Y es un paso importante, porque ella afecta a un número significativo de personas que, vocacionalmente, entregaron su vida a institutos armados, a instituciones uniformadas.



Se establece, pues, la igualdad ante la ley para casos similares. No puede haber -y entiendo que no la ha habido- una explicación razonable para que los pensionados de las Fuerzas Armadas sean objeto del descuento mencionado, en circunstancia de que él no afecta a los jubilados civiles. Y la situación social de cada uno de ellos ameritaba que igualáramos ambas normativas.



Así, el proyecto avanza en una serie de otras materias, como aquí se explicaba, que van en la línea correcta.



Pero lo que me hace fuerza para aprobarlo en general es la supresión del descuento previsional explicitado.



Yo espero, señor Presidente -y no tengo por qué pensar de manera distinta-, atendida la voluntad que expresó aquí el señor Ministro de Defensa, que en una serie de cuestiones -la discusión particular significa perfeccionar normas-, especialmente la planteada por trabajadores de ASMAR Talcahuano, recibamos indicaciones que nos permitan optimizar y despachar un proyecto que es absolutamente necesario para nuestro país.



Voy a votar favorablemente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Por favor!



Les recuerdo que no pueden hacer ningún tipo de manifestaciones, ni a favor ni en contra. 



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en primer término, quiero valorar, en la misma medida que lo hicieron mis antecesores en el uso de la palabra, el cumplimiento de un claro compromiso. Así, hoy vemos que estamos comenzando a hacer justicia a propósito de una cuestión que se hallaba absolutamente al debe, que estaba pendiente.



El objetivo de este proyecto de ley es modificar aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile: suprimir gradualmente, para los mayores de 65 años, la cotización al Fondo de Retiro de los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA), y tratándose de CAPREDENA, para el mismo grupo etario, redestinar a salud el descuento para el Fondo de Revalorización de Pensiones; limitar los beneficiarios de montepío; establecer restricciones a la rejubilación o reliquidación de pensiones y racionalizar las dobles pensiones; regular la situación del personal civil afecto a CAPREDENA y a DIPRECA, y eliminar el abono injustificado de años de servicio para efectos del retiro, entre otros.



La presente iniciativa busca la eliminación -y, en el fondo, es la situación que más nos lleva hoy día a votar favorablemente la idea de legislar-, en el caso de los mayores de 65 años, de la cotización al Fondo de Retiro: 6 por ciento para los pensionados y montepiadas de CAPREDENA y 5,95 por ciento para los de DIPRECA.



¿Cómo opera este proyecto? 



En el caso de los pensionados y de los beneficiarios de montepío mayores de 65 años cuya pensión sea inferior a 453 mil 217 pesos, la eliminación total de la cotización para el Fondo de Retiro operará a contar de la entrada en vigor de la ley, y para el resto, a partir del tercer año de su vigencia.



No obstante, el Ministro dijo en la Comisión que existe la posibilidad de incluir dentro del primer grupo de beneficiarios a los mayores de 80 años, independiente del tramo de pensión en que se encuentren.



Ya se ha señalado todo el detalle de esta iniciativa. Obviamente, nos preocupa la situación de las Fuerzas Armadas en general. También, la de Gendarmería (hoy el Senado votó favorablemente un reconocimiento que se le hace). Asimismo, la de Carabineros. E igualmente, la del personal civil que ha trabajado toda una vida en esas importantes instituciones.



Ahora, quiero valerme de esta oportunidad para, por intermedio de la Mesa, hacerle ver al Ministro que hay un tema pendiente: la deuda histórica con los conscriptos, desde el año 73 en adelante.



Entiendo que existen avances. El propio Senador Larraín me señaló que ha tenido permanente contacto con el Ejecutivo para dar respuesta a una demanda legítima y cuya satisfacción está absolutamente comprometida.



Y quiero referirme a otra cuestión, señor Presidente. 



Ya hablamos de la precariedad en que está el personal de Gendarmería. Pero la situación de Carabineros no es menor. Sus funcionarios trabajan 16, 18 horas al día. Y no existe pago por concepto de horas extraordinarias en ninguna de esas instituciones. Por lo tanto, el día de mañana, al momento de la jubilación, será necesario darles una compensación a esos servidores, hombres y mujeres, por la relevante labor que desempeñan.



Es un problema que, como país, en algún momento deberemos abordar. Se trata de personas que optan por una función abnegada, que incluye entregar la vida si es necesario. No obstante, su situación laboral está absolutamente al debe en materia de resguardos, y fundamentalmente, en cuanto al pago de horas extraordinarias.



Repito: un carabinero labora hoy, a lo menos en regiones -y sé que en Santiago la situación no es distinta-, 16 horas al día.



¿Qué trabajador funciona de esa manera en el resto de Chile?



Son pocas las actividades que demandan tanto esfuerzo y dedicación, señor Presidente.



Por consiguiente, me parece del todo indispensable avanzar en algún momento en otorgarles a los referidos servidores una compensación por la función que cumplen.



Voy a respaldar este proyecto de ley, pero haciendo una salvedad.



Se anunció la supresión del descuento de 7 por ciento para todos los jubilados de Chile. Sin embargo, eso no se ha cumplido, señor Presidente. Una enorme mayoría anhelaba esa eliminación, pero se vuelve a constatar, mes a mes, que no se ha concretado.



En consecuencia, quiero creer -y no tengo duda de que así debiera ser- que la eliminación que aquí se señala, del 6 por ciento y del 5,95 por ciento, se llevará a la práctica tal cual se compromete.



Por eso, votaré a favor de esta iniciativa. 



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Chahuán no está.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no tengo inconveniente alguno en que inmediatamente después de mi intervención se abra la votación.



El señor Ministro de Defensa señaló en la Sala algo que me parece bien: la voluntad positiva del Gobierno en cuanto a evaluar la solicitud hecha de manera transversal por mis antecesores en el uso de la palabra.



Durante la tramitación de este proyecto, en la Comisión de Defensa estuvo doña Marcela Macaya, representante de los trabajadores de ASMAR Talcahuano, quien solicitó la inclusión de un artículo transitorio para regularizar la situación previsional que los afecta, cuyo tenor sería: “Quedarán afectos al régimen previsional de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional los trabajadores de ASMAR que hubieren ingresado al Servicio entre el 7 de Febrero de 1984 y el 11 de Noviembre de 1985.”.



Esa definición es muy importante, ya que pretende hacer justicia a un grupo de personas que entró a trabajar en ASMAR antes del 11 de noviembre de 1985, fecha de publicación de la ley N° 18.458 (estableció el Régimen Previsional del Personal de la Defensa Nacional), que impide el ingreso de particulares a CAPREDENA a contar de ese día.



Cuando ingresaron dichos trabajadores a la empresa estaba vigente la ley N° 18.296, Orgánica de ASMAR, que en su artículo 18  dispone que este organismo podrá contratar personal civil, el que se regirá, en lo laboral y previsional, por las normas aplicables a los trabajadores del sector privado. Se enfatizó que a esa data se encontraba vigente el artículo 96 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que dispuso que el personal afecto a los regímenes de CAPREDENA continuaría sujeto a la legislación que le era aplicable en tanto no se dictara la ley destinada a determinar quiénes podrían incorporarse al sistema de pensiones contemplado en ese decreto ley.



Señor Presidente, se trata de un grupo de 22 funcionarios -10 son mujeres- que esperan el traspaso a CAPREDENA.



En otras empresas del Estado, como FAMAE y la DGAC, no hay casos pendientes. Todos los funcionarios con contratos anteriores al 11 de noviembre de 1985 pertenecen a CAPREDENA. 



Por consiguiente, en virtud del principio de igualdad ante la ley, la solicitud debiese ser acogida.



Hay 11 funcionarios de ENAER en situación similar; fueron contratados en la misma fecha que los 22 de ASMAR. Y a 15 de ASMAR se los contrató como obreros en dicho período, situación que también debiera abordarse.



El costo de las modificaciones ascendería a diecisiete millones de pesos mensuales, en tanto que los fondos previsionales que se traspasarían a CAPREDENA bordearían los mil millones.



Por tanto, existen condiciones económicas para concretar los cambios.



Dicho lo anterior, señor Presidente, quiero señalar también que el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, don José Pérez, asistió a la Comisión, donde puntualizó un conjunto de materias en que debieran introducirse correcciones para mejorar la situación del personal que labora en la DGAC.



Claramente, este proyecto tiende a igualar la situación de los regímenes previsionales, teniendo presente el mayor riego que hay en las Fuerzas Armadas. De allí que la supresión del descuento del 6 por ciento me parece justa, legítima. Podría haberse hecho antes. No sé si va a operar con efecto retroactivo. Pero se le estuvo aplicando ese descuento a personal que no se halla en servicio activo. Y esto se corrige homologando su situación a la del resto de los jubilados de nuestro país, lo que me parece muy bien.



La Dirección General de Aeronáutica Civil expresó que pertenecer a CAPREDENA es una protección importante para ellos y que aspiran a que se acoja la solicitud que formularon.



Respecto al porcentaje de sueldo afecto a cotización previsional y de salud, el señor Pérez afirmó que en las AFP es de 20,45 por ciento, pero solo de las remuneraciones que tienen carácter imponible, que en el caso del personal de la DGAC, desde el año 1985, corresponde a un promedio -escúchenme bien- de 47 por ciento de sus emolumentos.



Hizo ver, además, que esta distorsión es tan perjudicial que fue reconocida por el Consejo Asesor para la Reforma Previsional, la cual manifiesta en su informe final que los funcionarios de la DGAC sufren un daño previsional por haber sido obligados a imponer en las AFP.



Claramente, señor Presidente, aquí hay una situación de suma injusticia.



El Presidente de la Asociación individualizada enunció en la Comisión las acciones realizadas para repararla:



-El 21 de septiembre de 2009 el Ministro de Defensa elaboró un proyecto de ley destinado a corregir la situación previsional en el sector aeronáutico.



-En noviembre de 2010 el Ministerio de Hacienda rechazó la iniciativa presentada.



-En diciembre de 2011 el Senado le solicitó al Ejecutivo el estado de avance de la solución previsional de la DGAC, otorgándole plazo hasta el 31 de julio de 2012.



-El Gobierno propuso aumentar la imponibilidad, además de una planilla suplementaria, pero no se hizo cargo del daño previsional que afecta a los funcionarios de la DGAC desde el año 1985 a la fecha.



-El 8 de enero de 2013 se efectuó una presentación ante la Comisión de Defensa de la Cámara de Diputados.



Informó también el señor Pérez que han concurrido a la Cámara Baja y al Senado en pos de una respuesta a esa petición.



Y finalizó su presentación solicitando lo siguiente:



-Rechazar el artículo 5° del proyecto de ley original.



-Desechar el artículo octavo transitorio, referido a la “planilla suplementaria” para la diferencia que se presente entre las remuneraciones líquidas imponibles actuales y las que resulten del inciso final del artículo 13 de la ley.



-De lo contrario, incluir un resguardo para el personal civil de planta y a contrata del organismo, que proteja a los funcionarios actualmente cotizantes en la CAPREDENA y permita una definición política del Gobierno sobre la situación previsional expuesta.



Vamos a votar a favor la iniciativa. Viene el debate en particular, tal como lo ha expresado el señor Ministro de Defensa, y habrá oportunidad de estudiar cada una de las normas del texto, entre ellas las no incluidas respecto de cuya revisión el titular de la Cartera ha manifestado una voluntad positiva.



Hay inquietud en las funcionarias de ASMAR. Ellas han venido muchas veces desde Talcahuano, haciendo uso de sus días administrativos, a fin de poder plantear su situación.



Creo que es bueno no ir dejando estas islas, estos pequeños saldos, que al final se traducen en que un proyecto interesante, apropiado, oportuno, como el que nos ocupa, enfrente una dificultad.



Confío en que el señor Ministro, quien se ha sensibilizado con el asunto, pueda hacer en los próximos meses lo mejor que le sea posible para poder avanzar positivamente en la tramitación y despacho de la iniciativa en el presente período legislativo, ojalá antes de diciembre, tal como se nos ha señalado.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER (don Ignacio).- Que se abra la votación.

El señor NAVARRO.- Por cierto, no hay inconveniente alguno al respecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así lo haremos.

El señor LETELIER.- ¿Por qué, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Porque el proyecto es de quórum especial, Su Señoría, y varios Senadores que participan en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos me lo han solicitado reiteradamente para que pueda quedar consignado su voto. Es lo que se hace en este tipo de casos.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Senado, la iniciativa que se somete a nuestra consideración constituye una antigua aspiración de los pensionados adscritos a los regímenes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.



Hace poco más de siete años -para ser más exacto, el 10 de octubre de 2006- encabecé un grupo de parlamentarios que presentamos en la Cámara de Diputados el proyecto de acuerdo N° 225, aprobado el 7 de diciembre del mismo año, mediante el cual le solicitamos al Gobierno de la época el envío a tramitación de un proyecto de ley que dispusiera la supresión del descuento para dicho sector, lo que es materia del texto en debate.



Solo a modo de ilustración me permito señalar que en la misma fecha presentamos también el proyecto de acuerdo N° 224, a fin de pedir la eliminación del 7 por ciento de cotización para salud que debían hacer los pensionados no pertenecientes a las entidades previsionales señaladas, lo que fue acogido por esa Corporación el 9 de enero de 2007. Ello dio origen al mensaje ingresado al Congreso a mediados del año 2011, debatido en ambas Cámaras hasta su aprobación y que actualmente se encuentra rigiendo como ley N° 20.531, publicada el 31 de agosto del mismo año.



Como se puede advertir de lo que he mencionado, ha sido el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera el que se hizo cargo de ambas solicitudes, ya que en la Administración anterior se hizo oídos sordos a estas sentidas peticiones. En consecuencia, no me cabe sino felicitar a mi Gobierno por haber tenido, como parte de su programa, la sensibilidad social necesaria para concretar en dos iniciativas, una de las cuales ya se convirtió en ley, las tan esperadas modificaciones que benefician a estos servidores, quienes han dado lo mejor de sí, en sus diversos ámbitos laborales, para el desarrollo de nuestro país.



En lo que respecta al proyecto que nos ocupa, tal como se expresa en el mensaje que le da inicio, el personal de las Fuerzas Armadas y el de Orden y Seguridad Pública, como asimismo el de Gendarmería de Chile, se encuentra adscrito a un régimen previsional de reparto, que es el que resulta adecuado para la progresión de su carrera profesional y comprende la pensión de retiro y la de montepío, desahucio, indemnización por fallecimiento y prestaciones de salud y sociales.



Se juzga necesario, entonces, suprimir el descuento de 6 por ciento que afecta a pensionados y montepiados de la CAPREDENA, el cual se destina a un fondo de retiro en la entidad previsional, y asimismo el de 5,95 por ciento con que deben contribuir los pensionados de la DIPRECA a un fondo similar, por cuanto ello se traduce en una disminución importante en sus ingresos líquidos. Todo esto se efectuará con una gradualidad que se contempla en las disposiciones pertinentes.



Cabe agregar que no se trata de un reajuste, ya que solo se viene a igualar el beneficio otorgado en el año 2001, mediante la ley N° 19.732, a los pensionados del ex Instituto de Normalización Previsional, hoy Instituto de Previsión Social. En ese caso se aplicó un criterio diferente de gradualidad, por edad, considerándose en una primera etapa a los mayores de 74 años y seis meses, y después, a los demás, lo que benefició a un total de 115 mil personas.



En consecuencia, la eliminación del descuento de un 6 por ciento al fondo de retiro, para todos los pensionados de la CAPREDENA, solo viene a reparar, después de más de diez años, una omisión discriminatoria.



Por otra parte, ha existido un descuento de 0,5 por ciento que, desde la promulgación de la ley N° 16.256, se destinaba a la Comisión de Revalorización de Pensiones de la Defensa Nacional, la que dejó de operar en 1979, por lo que constituye una legítima aspiración de los pensionados -y así lo contempla el proyecto- la de derivarlo al Fondo de Salud, para compensar el déficit que actualmente presentan los sistemas de salud institucionales y que indudablemente afectan la atención, especialmente a la gente de mayor edad.



También se establece en el proyecto una racionalización de los beneficiarios de montepío, determinándose algunas condiciones especiales para que puedan acceder a este último. De igual modo, se fijan algunas condiciones para rejubilar o reliquidar la pensión si el titular vuelve al servicio y por un lapso no inferior a tres años consecutivos.



Como permanente impulsor de esta iniciativa, con otros parlamentarios, durante tantos años, concuerdo plenamente con su aprobación, que viene a satisfacer una antigua y justa aspiración de quienes serán favorecidos con sus disposiciones, aun cuando estimo que en la discusión particular deben corregirse algunas asimetrías que se advierten en las normas propuestas.



Así, por ejemplo, se requiere que la derivación de pensionados de las entidades previsionales mencionadas al Fondo de Salud sea para todos ellos y no solo para los mayores de 65 años, ya que, conceptualmente, el sistema es solidario y los recursos que se obtengan con la reasignación están destinados a financiar el mayor porcentaje de bonificación hospitalaria y atención ambulatoria tanto para el beneficiario como para sus cargas familiares.



Se observa asimismo una discrepancia en el porcentaje de pensión inicial de montepío, la cual, de acuerdo con el artículo 85 de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, es de un cien por ciento de aquella de la cual está en posesión el causante o que le correspondería. Sin embargo, por efecto de la modificación propuesta en relación con el artículo 88 bis, la viuda o el viudo recibirán, de no haber existido hijos de anteriores matrimonios, solo un sesenta por ciento. Por lo tanto,…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Cuenta con un minuto para concluir, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Gracias, señor Presidente.



Se hace necesario, entonces, solucionar la colisión de normas.



Estimo que la ley en proyecto debe empezar a regir en el mes siguiente de su publicación, y no a los seis meses, como lo contempla su artículo 20, y que tiene que beneficiar en forma inmediata a los pensionados de 80 años o más. Es decir, la supresión de los descuentos ha de materializarse con la mayor premura, ya que es mucho el tiempo durante el cual esas personas han estado esperando, con mucha angustia, la pronta vigencia de la normativa.



Tuve la oportunidad de asistir a algunas de las sesiones de la Comisión de Defensa, donde se tramitó el proyecto, en las cuales se escucharon los planteamientos de representantes de los servidores de ASMAR y de la Dirección General de Aeronáutica Civil, quienes expusieron que se han estado aplicando disposiciones diferentes en cuanto a los aspectos previsionales de esos funcionarios, las que vienen rigiendo desde hace mucho tiempo.



Considerando que tales peticiones son de toda justicia, me parece que tiene que formarse una mesa de trabajo, conformada por representantes de las mencionadas entidades y del Ministerio de Defensa Nacional, con el objeto de elaborar una iniciativa legislativa destinada a reparar las distorsiones, que deben finalizar, y eventualmente solucionarlas en el proyecto.



Me permito aprovechar esta oportunidad para pedir al Gobierno que elabore…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Saludo, en nombre de esta Corporación, al Club de Adulto Mayor Estrellita del Vaticano, de Curicó, cuyos representantes nos acompañan.



Bienvenidos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, no creo que esté hoy en discusión el rol de los uniformados con relación al Estado, a la patria. Y me parece muy importante que ello se entienda. No se pone en duda que cumplen funciones trascendentales y que, por tal razón, leyes especiales regulan su actividad.



Pero sí deseo compartir la reflexión de que más de un millón de pensionados -más bien, el 67 por ciento del total- ganan menos que el ingreso mínimo. Con suerte sacan 115 mil pesos todos aquellos a los que se les están liquidando hoy día por el sistema de administradoras de fondos de pensiones, tan abusivo, los montos que reciben.



A muchas de esas personas se les dijo que se les iba a eliminar el 7 por ciento del FONASA. Y la verdad es que no ha sido así.



Ese es el dato de la realidad.



Y ningún pensionado del sistema del seguro ni de las AFP tiene un fondo de revalorización de sus pensiones, a pesar de que una ley dispone que estas se deberían revalorizar. Es decir, estas personas, aunque igual tienen que comprar de todo, se empobrecen día a día.



Ese es el dato de la realidad.



En cuanto al planteamiento de reducir la cotización del 6 por ciento a partir de los 65 años, se podría decir que es una forma de reajustar las pensiones para un grupo muy importante en el sector de que se trata. Ello, de por sí, podría sonar de justicia, porque a otros se les disminuyó el 7 por ciento de cotización en salud. El drama es que no fue así: esto último no ocurrió con todos los pensionados. Y el Gobierno ha hecho una discriminación más que odiosa con los exonerados, porque intencionalmente los ha excluido del beneficio.



Por mi parte, tengo toda la voluntad del mundo para debatir el perfeccionamiento del sistema previsional de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería; pero estimo que no es correcta la forma como el Ejecutivo ha querido llevar el debate.



Incluso hemos recibido documentación -no voy a referirme a ella, sino que lo hará otro Senador de mi bancada- relativa a las pérdidas que experimentarán algunos uniformados a partir de la ley en proyecto.



Es necesario tener presente el punto cuando se vota en general una iniciativa como la que nos ocupa y no en el contexto en el que el Ejecutivo plantea el marco global de lo que pasa con los pensionados.



Reitero que al dar a conocer mi inquietud no tengo ningún interés en menoscabar un progreso de quienes son hoy día civiles y prestaron un servicio a la patria.

El señor PROKURICA.- ¡No se nota!

El señor LETELIER.- Ahí están, señor Presidente, las palabras del Senador señor Prokurica, quien cree que uno es sordo y sigue una lógica de aproximación al debate. Lo destaco porque la odiosidad en su lenguaje genera dudas.



Se lo hemos expuesto al Ejecutivo: la iniciativa se discutió en la Comisión sin conversar con nuestra bancada. El asunto nos interesa sobremanera. Y por ello no quería que se abriera la votación, sino pedir segunda discusión, para que nos pudieran clarificar una carta de una persona que viste uniforme, cuya mirada es distinta de lo expuesto por el primero.



A mí me parece bien que exista un mecanismo de revalorización de pensiones; que los mayores de 65 años puedan dejar de contribuir; que por este medio quizás sea posible concretar un reajuste -porque es lo que se está haciendo- para los pensionados que superen esa edad. Sin embargo, me gustaría que antes de votar el Ejecutivo nos precisara por qué ello no ocurrió con todas las otras pensiones, con las de todos los jubilados y montepiadas, quienes, muchas veces, reciben montos muy por debajo y a quienes se les anunció que se les eliminaría el 7 por ciento, lo que aún no se ha hecho.



Con una respuesta del señor Ministro para explicar el punto, concurro encantado a apoyar el proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, ya estamos votando el proyecto, pero, así como el señor Ministro manifestó una voluntad en torno a la posibilidad de introducir indicaciones a raíz de una situación registrada en la Octava Región y que fue planteada por el Senador señor Escalona, quisiera hacer presente una preocupación que igualmente ha sido manifestada por algunos colegas en relación con Gendarmería y su personal civil.



En muchas ocasiones hemos debatido, en la Sala y en Comisión, acerca del hecho de que este último se encuentra en el mismo caso que los gendarmes, vale decir, permanece en el interior de los recintos penitenciarios, donde realiza su trabajo y corre el riesgo de enfrentar eventualidades que pueden importar un peligro. Por ese motivo, y en la medida en que nos abocaremos a la discusión particular, le pido expresamente al Ejecutivo que considere el punto en el momento de introducir indicaciones. La situación que señalo corresponde al ámbito de su exclusiva responsabilidad, mas pienso que este es el instante en que realmente podemos repararla, lo que es del todo pertinente.



Me pronunciaré a favor del proyecto, pero deseo dejar expresa constancia de mi solicitud, para cuando votemos en particular.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, valoro la decisión del Ejecutivo de enviar la iniciativa en examen, acogida prácticamente por unanimidad -cien votos- en la Cámara de Diputados, y que se discute hoy en general en esta Corporación. Hemos compartido con muchos Senadores que es muy importante.



Y podemos hacer referencia a la rebaja del 6 por ciento o al reajuste de pensiones: lo que se necesita es apoyar a quienes entregaron todo por el país. Son adultos mayores. Y se ha registrado una situación de discriminación, lo que es preciso reconocer. ¿Por qué a ellos no y a otros sí?



El Primer Mandatario hizo el anuncio en su campaña y ahora está cumpliendo. Ojalá que la aprobación sea unánime.



En seguida, el beneficio se les va a entregar, según la información que proporciona el Ejecutivo, a 85 mil 243 pensionados mayores de 65 años, y quienes perciben pensiones inferiores a 453 mil 217 pesos lo obtendrán desde el momento mismo en que empiece a regir la ley. Espero que eso sea lo antes posible, lo cual tendremos que conversar con el Gobierno. El descuento se hará automáticamente.



También resulta deseable que en la discusión particular podamos analizar lo relativo a que ya el primer año se les va a descontar un 3 por ciento a quienes ganan de 453 mil 218 pesos a 670 mil 936 pesos, lo que, en el caso de los que perciben de 670 mil 937 pesos hacia arriba, será de 4 por ciento. A estos últimos se les agregará un 2 por ciento en el segundo año.



Creo que ello está haciendo justicia. Sin duda, podemos discutir o compartir algunas visiones; pero tenemos que seguir por este camino.



Anuncio que la bancada de la UDI votará a favor del proyecto.



Y ojalá en la discusión particular podamos tener muy buenas noticias, tal como ocurrió, en el caso del pilar solidario para la gente que más lo necesitaba, con el avance registrado durante el Gobierno actual con relación al 7 por ciento del descuento en salud. Cabe recordar que la medida fue llevada adelante por la presente Administración. Antes se hizo mucha referencia a los pensionados, pero no hubo ningún descuento para ellos.



Tenemos que seguir trabajando en favor de quienes no contaron con la posibilidad de acceder a ese beneficio y progresar fuertemente en ese sentido.



Pienso que si no se hubiera registrado el terremoto habríamos desarrollado con más rapidez el apoyo a los pensionados; pero surgieron prioridades y situaciones no previstas.



Respecto del programa de Gobierno, hemos tratado de cumplir al máximo en cuanto a eficiencia, pero también en la entrega de recursos a los sectores más necesitados.



Por eso, señor Presidente, juzgo que la iniciativa en discusión, tan ansiada por más de 80 mil pensionados de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de Gendarmería, va en el camino correcto.



Cabe apreciar lo planteado por el Honorable señor Pérez Varela con relación a ASMAR, caso respecto del cual hay absoluta conciencia. Y espero que el Ejecutivo, en la discusión particular, pueda dar una solución a esa y otras materias expuestas en la Sala.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, habiéndose discutido el asunto en la Comisión de Defensa, donde tuve la oportunidad de asistir, pienso que esta es una buena noticia, no solo para aquellos que sirven a la patria, sino también para los adultos mayores que lo han hecho.



Estimo que progresivamente con más fuerza tenemos que hacernos cargo de que nuestro país registra cada vez más adultos mayores, a quienes debemos brindarles una mejor calidad de vida. Para eso hay que otorgarles más ingresos. 



Hasta ahora, no he escuchado a nadie que se oponga a la iniciativa, porque, a mi juicio, todos estamos de acuerdo en que va en el sentido correcto. Podemos hablar, por ejemplo, de la reducción de la cotización del 6 por ciento y, por ende, del aumento del monto de las pensiones. Al final del día, el resultado es el mismo: una buena noticia para los adultos mayores que sirvieron en las Fuerzas Armadas, en las de Orden y Seguridad Pública y en Gendarmería. A mi juicio, es una buena noticia y todos debemos estar contentos con ella. 



Más allá de eso, obviamente, hoy día estamos votando en general el proyecto y, por tanto, será durante la discusión particular, que se dará primero en la Comisión de Defensa, donde los aspectos que tal vez no se hallan contemplados en este momento se pueden ir conversando y agregando a fin de mejorar esta iniciativa presentada por el Ejecutivo.



Al votar en general un proyecto, el Senado manifiesta su voluntad de querer discutirlo. Y luego, en el debate particular, podrá perfeccionarlo.



Creo que es importante que la Cámara Alta dé una señal en el sentido de que queremos rebajar la cotización del 6 por ciento; que queremos avanzar en mejorar la calidad de vida de nuestros adultos mayores, y que, por tanto, queremos dar, en forma muy clara, el paso que nos permita decir que sí a este proyecto de ley.



Señor Presidente, en la discusión específica -que primero tendremos en la Comisión y luego en la Sala- me gustaría poner sobre la mesa dos temas. El primero es que aquí estamos ante un sistema especial. ¿Por qué? Porque estamos hablando de personas que también prestaron un servicio especial a la patria. Me refiero a quienes son miembros de las Fuerzas Armadas, de las de Orden y Seguridad Pública e igualmente de Gendarmería. 



Es por eso que su sistema es especial. Sin embargo, durante el análisis de la iniciativa se ha manifestado: “Aquí hay empleados civiles que no tienen por qué recibir un tratamiento especial”. Yo los invito a estudiar la situación de algunos miembros de Gendarmería, que si bien son civiles, cumplen su rol dentro de las cárceles. Por ende, su situación es también especial. 



En tal sentido, señor Presidente, quiero invitar al Ejecutivo a que, en el contexto de la discusión particular, veamos un poco más en detalle cuál es la condición de tales funcionarios, quienes, siendo civiles, cumplen sus labores dentro de los penales y, por tanto, se hallan inmersos en una realidad especial, al igual que las demás personas que prestan sus servicios en Gendarmería.



Ese es el primer punto.



El segundo quizás se aleja un poco más de las materias que contiene el proyecto, pero, en mi opinión, tenemos la posibilidad de discutirlo en paralelo, de incluirlo entre los asuntos que le son propios, porque también se relaciona con él. Me refiero a la situación del personal  de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC). ¿Por qué? Porque ahí igualmente existe una situación delicada que conversamos con el señor Subsecretario en la Comisión de Defensa, atendido el hecho de que una parte importante del sueldo de quienes trabajan allí no es en la actualidad imponible. Por lo tanto, estamos frente a una circunstancia de precariedad respecto de las pensiones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Le pido solo dos segundos más, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene un minuto adicional.

La señora VON BAER.- Gracias.



Decía que estamos frente a una situación de precariedad que se relaciona con las pensiones del personal de la DGAC. Y es un asunto que debiéramos analizar, si no dentro del proyecto, sí dentro de su contexto, para que no se nos vaya a quedar en el tintero por mucho tiempo más.



En consecuencia, las inquietudes que dejo sobre la mesa para la discusión particular del proyecto, señor Presidente, se refieren al personal civil de Gendarmería que cumple funciones dentro de los penales y a los funcionarios de la DGAC.



Anuncio mi voto favorable a la idea de legislar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, a muchos de nosotros nos enviaron un documento, suscrito por el General de Carabineros en retiro don Iván González Jorquera, Presidente del Cuerpo de Generales de dicha institución, quien manifiesta un conjunto de objeciones al proyecto de ley que nos ocupa. Haciendo uso de una argumentación muy de fondo -pediría que el documento fuera incorporado al Acta- señala que aquí se advierten más perjuicios que beneficios. 



Muchas veces he podido darme cuenta de que la opinión pública, tanto en época electoral como no electoral, nos condena en forma muy severa cuando presentamos iniciativas que después resultan ser lo contrario de lo que se dice que son. A modo de ejemplo, aquí se anunció con bastante bombo el término del pago del 7 por ciento por concepto del seguro de salud de los jubilados, cuando todos sabemos que ello solamente favoreció a un grupo de ellos y que, por tanto, la tan mentada eliminación al final resultó un engaño.



Son centenares los que me lo han echado en cara durante esta campaña electoral. Yo creo que he tenido la posibilidad de saludar a cerca de 20 mil personas: en ferias, plazas. Y la cantidad que a uno le echa en cara que la eliminación del 7 por ciento no era tal es alta. ¡Son miles! 



Y este General de Carabineros en retiro sostiene, en los puntos relacionados con el goce al derecho de montepío, la rejubilación, la reliquidación, la invalidez y la afiliación del personal civil, que las personas se ven severamente afectadas. Incluso señala: “Se pueden crear derechos legales para suprimirlos una vez adquiridos. Se necesita como mínimo la demostración opuesta de los argumentos que se exhibieron para otorgarlos más la proyección de daños que supuestamente originaría mantenerlos”. O sea, este documento, elaborado por alguien que es especialista en el tema, cuestiona el fondo de lo que aquí se ha dicho. 



Por consiguiente, me siento incapacitado para votar a favor. Por ello, me voy a abstener, pues no quiero que se engañe a la gente. Y sabemos que, una vez que la iniciativa se apruebe en general, el camino para que se convierta en ley de manera definitiva es muy expedito. Bastará con que la Sala la ratifique en la discusión particular. Y la responsabilidad que se asume ante decenas de miles de personas que después se pueden ver perjudicadas puede derivar en un daño que luego no se borra.



Lamento que el proyecto no haya sido enviado a la Comisión de Trabajo a fin de que los especialistas en previsión social del Senado hubiesen tenido la posibilidad de opinar sobre él. Asimismo, lamento que no haya pasado por la Comisión de Hacienda, porque hay temas de gasto que era necesario considerar. Y, por último, lamento la premura con que se va a aprobar.



Se han entregado argumentos de fondo que no han sido aclarados en cuanto al daño que se generaría a las personas que actualmente perciben beneficios y a las que esta nueva ley se los cercenaría, recortaría o incluso anularía.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- En todo caso, señor Senador, el proyecto tiene que pasar a la Comisión de Hacienda en su segundo trámite.

El señor PROKURICA.- ¡Eso está claro!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín, para fundamentar su voto.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, intentaré ser muy breve.



Desde ya, anuncio mi apoyo a la iniciativa, porque, en lo central, logra finalmente resolver una vieja inquietud de los pensionados de CAPREDENA y DIPRECA en orden a sumarse al criterio que se ha instalado en otros regímenes previsionales: la eliminación de la cotización al fondo de retiro que administran dichas instituciones.



En la práctica, tal cotización significa una merma en los ingresos líquidos de esos pensionados mayores de 65 años, lo cual los coloca en una situación de desigualdad frente a los imponentes del antiguo sistema previsional cuyas pensiones no están afectas a los citados descuentos.



Eso es lo central del proyecto y, por lo tanto, lo vamos a apoyar con mucho interés.



Además, se precisa que, a los pensionados y montepiados cuyo monto de jubilación sea inferior a 453.217 pesos, la mencionada supresión de cotización se les empezará a aplicar desde el momento en que entre en vigencia la ley. A los demás, a contar del tercer año. Ello obedece a las limitaciones del erario.



Adicionalmente, se introducen una serie de otros cambios, correspondientes a racionalizaciones, que son, precisamente, las que han generado discusión. 



Se acota a los beneficiarios del montepío -eso ya produce dificultades en algunos casos-; se eliminan o racionalizan las dobles pensiones; se saca al personal civil afecto a CAPREDENA y DIPRECA de estas instituciones; se suprime una serie de abonos de tiempo para los años de servicio, todo lo cual genera las inquietudes que muchos de los que participaron en el debate han hecho presentes y que son, creo yo, los elementos que deberemos analizar en la discusión particular. 



Varias de esas racionalizaciones tienen sentido; hay algunos beneficios que no corresponde mantener. Pero también es cierto que las personas que se sientan afectadas van a reclamar por sus derechos. Y esto es lo que deberemos zanjar durante el estudio del proyecto en sus detalles.


Otra modificación de interés es la relativa a la reliquidación, materia que hoy día presenta una situación compleja. De hecho, en una iniciativa legal  anterior, impulsada por el Gobierno del entonces Presidente Ricardo Lagos, cuando Michelle Bachelet era Ministra de Defensa, se eliminaba el derecho a reliquidar a los pensionados de las Fuerzas Armadas y de Orden que volvían al servicio en empleos que actualmente lo permiten.



El proyecto que nos ocupa propone mantenerlo, por una sola vez, estableciendo un tope en su monto. Por lo tanto, hay una diferencia positiva: se está reconociendo un beneficio que otros quisieron eliminar.



En definitiva, hay razones poderosas que me mueven a apoyar esta iniciativa y a dejar varias de las inquietudes que se han planteado para la discusión en particular.



Pero quisiera aprovechar esta instancia para hacer presente otra preocupación.



En regiones, el personal que se atiende por CAPREDENA y DIPRECA -que, como sabemos, incluye no solo a funcionarios de Carabineros, sino también de Investigaciones y Gendarmería- no cuenta con las mismas facilidades de acceso a la salud de quienes viven en Santiago. Tal situación ha sido objeto de mucha discusión. Yo la vengo exponiendo desde hace varios gobiernos. Sin embargo, hasta el día de hoy el problema no ha sido resuelto.



O sea, quienes viven fuera de la Región Metropolitana se las deben rebuscar de algún modo para tener atención de salud. No son tratados como se debiera en los hospitales, ni siquiera a veces como FONASA. Algunos consultorios municipales tienen convenios con dichas instituciones, pero no todos.



Por lo tanto, señor Presidente, aprovecho esta oportunidad para pedir que se curse un oficio al señor Ministro de Defensa, a fin de solicitarle que tenga a bien buscar maneras de compensar los beneficios de los funcionarios retirados de Carabineros, Investigaciones y Gendarmería que viven en regiones, quienes no cuentan con el mismo acceso a la salud de que goza el personal que habita en Santiago. Ello, porque no tienen las facilidades para llegar a los hospitales que operan en la Capital.



Me parece que ello sería de justicia, y por eso solicito a la Mesa el oficio pertinente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si hay acuerdo de la Sala, se mandará el oficio requerido por el señor Senador.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor Hernán Larraín, con la adhesión del Senador señor Chahuán. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor LETELIER.- ¿Se fue el Ministro?

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede que haya salido momentáneamente.

El señor TUMA.- ¡Parece que recibió unas entradas de Golborne para ir al fútbol…!



Señor Presidente, esta es una buena ocasión para debatir acerca de la justicia o injusticia de los sistemas previsionales que operan en Chile. Estamos trabajando en una Comisión especial del Senado con el objeto de hacer propuestas de reforma al sistema de las AFP.



Yo entiendo que las Fuerzas Armadas y de Orden tengan un régimen especial, porque, como dijo una señora Senadora, debemos reconocer su situación de servicio a la patria. Por eso me parece bien que se encuentren afectos a un régimen distinto. Lo que me parece mal es que el resto del país tenga un sistema previsional muy especial, pero deteriorado. ¡Absolutamente deteriorado!



Lo anterior resalta más cuando damos lectura al conjunto de beneficios con que cuentan las Fuerzas Armadas, Carabineros, Investigaciones y Gendarmería, que bien merecidos los tienen, y a los cuales también deberíamos incorporar  a otros servicios, como la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC). 



Pero creo que el debate que debiéramos impulsar es cómo mejorar las condiciones previsionales en general y cómo reconocer la previsión como un derecho y no como un objeto del mercado.



Me parece que hay que hacer correcciones.



Yo voy a votar favorablemente la idea de legislar, señor Presidente. Sin embargo, no me gustan algunas normas que se proponen en la iniciativa. Por tanto, en el trámite en particular me pronunciaré a favor o en contra de ellas, dependiendo del mérito de cada una, según si, en mi opinión, significa o no hacer justicia.



Por ejemplo, no estimo adecuado que a la mujer se le aumente el requisito de edad para recibir determinados beneficios. Hoy los percibe a partir de los 60 años, pero el proyecto plantea exigir cinco años más, de modo que solo puedan aspirar a ellos a contar de los 65. Se trata de un derecho adquirido por las mujeres. Y, en consecuencia, no me parece bien avanzar en una iniciativa que, en vez de mejorar la situación de las personas, la deteriore.



También habría que examinar qué está pasando con las jornadas laborales, particularmente en Carabineros y Gendarmería. Muchas veces sobrepasan las cien horas semanales. Con el Senador Navarro conversábamos sobre los arduos turnos que deben enfrentar esos funcionarios de la patria, lo cual amerita que tengan un sistema especial de previsión. 



¡Pero no por eso vamos a abusar de ellos en sus jornadas de trabajo! ¡Estas no deberían exceder las 45 horas a la semana!



Y ese es el debate que nosotros deberíamos realizar.



No tenemos que rehuir el conjunto de condiciones laborales en que se desempeñan esos trabajadores. No basta corregir solamente algunas modalidades de lo que significa el sistema previsional, a modo de maquillaje.



Si un sistema previsional es bueno para las Fuerzas Armadas, ¿por qué no lo es también para otros servidores públicos, sin desmejorar la situación de los actuales beneficiarios?



Desde ya, sugiero incorporar a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, quienes años atrás ya fueron beneficiarios de CAPREDENA y DIPRECA. Desde 1968, fecha de publicación de la ley Nº 16.752, el personal de la DGAC estuvo afecto al régimen previsional de las Fuerzas Armadas. Y solo por una interpretación administrativa se dispuso que dejaban de estarlo los funcionarios que ingresaran a partir del 11 de noviembre de 1985. ¡Hasta ahí llegó el beneficio! El resto, ¡a las AFP!



Por eso reclaman los funcionarios de la DGAC. ¿Y por qué piden volver a aquel régimen? ¡Porque el sistema de las AFP es malo, señor Presidente!



Entonces, deberíamos no solo reponer los derechos de que gozaban los trabajadores de la referida Dirección, incluidos los beneficios del sistema previsional de las Fuerzas Armadas, sino, además, con mucha más fuerza, reformar el actual sistema de AFP.



Por ello, voto favorablemente la idea de legislar, sin perjuicio de votar cada norma en su mérito en el trámite en particular.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, voy a votar favorablemente la idea de legislar, porque significa el visto bueno para iniciar la discusión de la materia.



Recibí una carta del Cuerpo de Generales en Retiro -a lo mejor, también los otros colegas- y me llamaron la atención muchas de las cosas que ella consigna. Evidentemente tal presentación se puede analizar. Seguramente, sus representantes serán invitados a participar en la Comisión, sobre todo, en la de Hacienda, donde debe pasar el proyecto para ser analizado y aclarar las dudas que se tengan sobre él. Es la oportunidad en que nosotros también podemos hacer ver nuestros puntos de vista. Sabemos que en cierto tipo de materias no tenemos iniciativa, especialmente cuando implican gastos. Pero queda la discusión en particular, en la que volveremos a dar a conocer nuestras opiniones al respecto.



Está claro lo planteado por el Senador señor Tuma -entre otros colegas- en el sentido de que en la actualidad hay problemas con las jubilaciones, en general. Y la gente hace comparaciones entre los distintos regímenes previsionales. De hecho, algunos profesores jubilados estuvieron más de 45 años trabajando con gran vocación y, sin embargo, reciben una pensión de 90 mil, 100 mil, 120 mil pesos, lo cual los tiene en condición muy desmejorada.



Hoy día advertimos -por estar en contacto con la ciudadanía por razones obvias, dada la cercanía de las próximas elecciones- que lo que más reclama la gente es lo referente a las bajas pensiones. Y hacen comparaciones odiosas, diciendo que algunos trabajan 20 años y reciben una pensión casi equivalente a la perseguidora.



Por eso, debemos tratar de buscar una manera de hacer justicia a quienes reciben esas jubilaciones y mejorar ostensiblemente su situación tan desmedrada.



Señor Presidente, como soy un hombre positivo, votaré favorablemente la idea de legislar.



Entiendo que el proyecto se puede perfeccionar en las instancias que restan, sobre todo si debe pasar, además, por “la mano que aprieta”, que es la Comisión de Hacienda, donde puede enmendarse mucho más.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Escalona.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, debido a que la iniciativa debe ir a las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda, se fijará plazo para indicaciones hasta el 18 de noviembre, a las 12.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, sugiero el lunes 28 de octubre, primero porque las indicaciones que se presenten deben ser de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, por recaer en pensiones, lo que significa, probablemente, mayor gasto; y, segundo, como el Senado va a continuar sesionando, se podrían estudiar perfectamente todas las que se propongan durante el análisis en particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay inconveniente, señor Senador; sin embargo, algunos señores Senadores, incluso de su propia bancada, han sugerido esa fecha.



La iniciativa debe pasar a la Comisión de Hacienda. Además, el señor Ministro informó aquí que se iban a tomar en cuenta las intervenciones hechas en la Sala. 



Esa es la razón.



Si hay inconvenientes, procederemos a votar.



Para dirimir el asunto, tenemos que pronunciarnos. Los que estén a favor del 18 de noviembre, votan que sí, y los que consideren mejor el 28 de octubre, votan que no.

La señora RINCÓN.- ¡Pero después se va a pedir postergación del plazo!



Solicito al Senador señor García que reconsidere su petición, porque acordar una fecha prematura es engañarnos a nosotros mismos.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, prefiero el 28 de noviembre.

La señor RINCÓN.- Fijemos el 18 de noviembre. Así no nos engañamos

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, de mantenerse la petición de fijar el 28 de octubre como plazo para indicaciones, los miembros de la Comisión de Trabajo y Previsión Social podrían considerar pertinente que ellos también analicen el proyecto, porque trata de un régimen previsional, más allá de que se trate de las Fuerzas Armadas.



Con un mayor plazo, se dispone de más tiempo para presentar indicaciones. Si no, nos veremos en la obligación de pedir que la iniciativa vaya a aquella Comisión. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Resolvamos primero lo del plazo.

El señor NOVOA.- ¡El 18 de noviembre, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- En todo caso, para tranquilidad de los señores Senadores, el Presidente de la Comisión sugirió el 18 de noviembre.



--Se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 18 de noviembre, a las 12.

El señor PIZARRO (Presidente).- Además, debe considerarse la petición del Senador señor Navarro para que la iniciativa vaya, además, a la Comisión de Trabajo.

El señor NAVARRO.- No, como el plazo para indicaciones es mayor, sus miembros podrán estudiar el proyecto sin necesidad de que pase a ella.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Mesa solicita que dicha labor sea realizada dentro de plazos razonables.

FORTALECIMIENTO DE REGIONALIZACIÓN

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde continuar la discusión del proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7963-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 60ª, en 5 de octubre de 2011.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 59ª, en 2 de octubre de 2013. 



Discusión:



Sesión 60ª, en 8 de octubre de 2013 (queda pendiente la primera discusión general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Quedaron inscritos para intervenir los Senadores señora Rincón y el señor Chahuán.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el proyecto que nos convoca en esta oportunidad es de suma importancia, ya que, además de complementar la ley vigente sobre elección directa de los consejeros regionales -cuya aplicación concreta la veremos en los comicios del próximo 17 de noviembre-, tiene por objeto fortalecer la regionalización del país.



Esta innovación tiene un rol fundamental para el desarrollo de las regiones, constituyendo una adecuación de las normas que se requieren para que la reforma constitucional del año 2009, que entregó mayores responsabilidades a las regiones, no se transforme en letra muerta.



Como parlamentario regional y férreo defensor del regionalismo, felicito al Gobierno del Presidente Sebastián Piñera que, junto con la promulgación de la ley sobre elección directa de los consejeros regionales, haya dado este paso, que se traduce especialmente en transferir competencias a los gobiernos regionales; en definir las atribuciones que tendrá el Presidente del Consejo Regional; en permitir a los parlamentarios de la respectiva región -lo cual es una interesante incorporación- intervenir en las sesiones respectivas, con derecho a voz, tal como lo hemos pedido en varios proyectos de acuerdo.



Resulta indudable que esta reforma legal permitirá que los consejeros regionales representen más cercanamente las aspiraciones de los ciudadanos para sus regiones, vigorizando la identidad regional y el compromiso por su desarrollo.



Por otra parte, constituye un relevante avance el que sea un consejero regional, elegido entre sus pares, quien presida el Consejo y no el intendente como ocurre en la actualidad.



Estoy absolutamente seguro de que los Senadores tenemos muy claro que, para que el país pueda alcanzar el grado de desarrollo que requiere, debe contar con una efectiva descentralización y regionalización.



Insisto en que las Administraciones anteriores no quisieron o no pudieron avanzar mayormente en este importante aspecto del desarrollo nacional. Y ha sido nuestro Gobierno el que lo ha impulsado mediante estas modificaciones legales, que reflejan su pleno compromiso con la regionalización. Esto fortalece la democracia y la participación integral de la ciudadanía en el destino de sus regiones.



En este orden de ideas, resulta muy importante tener presente el grado de evolución política y madurez democrática que han alcanzado otros países, con sistemas políticos similares al nuestro, y que poseen administraciones regionales y locales con mayores grados de descentralización y, también, de desconcentración.



No estamos por crear gobiernos autónomos, pero sí somos partidarios de una relación armónica entre los gobiernos regionales y la administración que ellos ejercen, mediante las competencias con que cuentan, de manera que los ciudadanos de las regiones se sientan partícipes de los destinos de cada una de las comunas que conforman la respectiva región.



Considero que el proyecto en análisis va en la dirección correcta. No obstante, dado el gran número de disposiciones que lo conforman -que introducen importantes modificaciones a las Leyes Orgánicas  Constitucionales sobre Gobierno y Administración Regional y a la de Municipalidades- aún debe perfeccionarse.



Indudablemente, ello podrá lograrse durante el debate en particular, por cuanto es necesario lograr mayores equilibrios entre las competencias y atribuciones de los consejeros regionales, que ahora son representantes de la soberanía regional, elegidos democráticamente, y los intendentes, que seguirán siendo representantes del Presidente de la República y, por ende, funcionarios de su exclusiva confianza.



Si bien a través de la iniciativa se dota a los gobiernos regionales de una estructura administrativa adecuada, con las competencias pertinentes, debemos hacer que la regionalización sea una realidad efectiva y que rija plenamente para los desafíos que debemos afrontar en el futuro.



Voto a favor del proyecto que se somete a nuestra consideración, esperando que en el debate en particular podamos perfeccionar adecuadamente sus disposiciones, anticipándonos a prever cualquier conflicto que pudiera suscitarse durante su aplicación legal.


He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- No intervendré, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, como el Comité Socialista pidió segunda discusión y está por finalizar el Orden del Día, entraremos al Tiempo de Votaciones.

El señor LARRAÍN.- Hagamos la segunda discusión ahora, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde realizarla en la próxima sesión, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- En esta, porque se solicitó en la sesión anterior.

El señor PIZARRO (Presidente).- En esa oportunidad, quedó pendiente la primera discusión, que debe finalizar ahora.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la segunda discusión se pidió en la sesión pasada.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se inició la primera discusión y no concluyó. Quedaron pendientes dos oradores.

El señor LARRAÍN.- Se dijo que se había solicitado segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador. Por eso hemos procedido de esta manera.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Me permite, Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La situación es la siguiente: el inciso tercero del artículo 129 del Reglamento dispone: “La segunda discusión empezará en la sesión siguiente a aquella en que haya terminado la primera”.

El señor LARRAÍN.- Y la segunda discusión se pidió en la sesión anterior. 



Esa información es correcta. Y tiene razón el señor Secretario en cuanto a que la segunda discusión debe comenzar la sesión próxima.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la sesión pasada, se dio inicio a la primera discusión y no finalizó.



Como esta tarde usó de la palabra uno de los dos oradores que habían quedado inscritos y la Honorable señora Rincón no intervino, corresponde pasar al Tiempo de Votaciones.



--El proyecto queda para segunda discusión.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

INTEGRACIÓN A DOTACIÓN DE DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA DE 94 PROFESIONALES DE UNIDAD DE DEFENSA PENAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Chahuán, Bianchi, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández y Sabag, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República que remita una iniciativa legal para integrar a la dotación de la Defensoría Penal Pública a los funcionarios que indica.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1596-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es integrar a la dotación de la Defensoría Penal Pública, en calidad de funcionarios de planta o a contrata, a los 94 profesionales que prestan servicios a honorarios en la Unidad de Defensa Penal de dicho organismo.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarlo?

El señor BIANCHI.- Sí.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

FACTIBILIDAD DE SEGURO PARA FUTBOLISTAS AMATEURS Y CREACIÓN DE REGISTRO ESPECIAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Sabag, señora Alvear y señores Chahuán, Horvath, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República un estudio de factibilidad respecto de un sistema de seguro para los futbolistas amateurs inscritos en las ligas deportivas del país.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1597-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Además, el proyecto tiene por finalidad requerir la creación de un registro especial, cuyo propósito es establecer las condiciones necesarias para que las personas hagan ejercicio en forma adecuada y así se evite el costo económico de eventuales lesiones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.

La señora RINCÓN.- Sí.

El señor PROKURICA.- Conforme.



--Se aprueba por unanimidad el proyecto de acuerdo.

RANGO DE MINISTERIO A SERVICIO NACIONAL DE LA DISCAPACIDAD. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo de los Senadores señor Sabag, señora Alvear y señores Chahuán, Horvath, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, mediante el cual piden al Primer Mandatario que otorgue rango de Ministerio al Servicio Nacional de la Discapacidad. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1598-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Aparte de lo ya señalado, se requiere instruir al señor Ministro de Desarrollo Social en el sentido de perfeccionar la coordinación de las instituciones públicas y privadas que atienden las necesidades de los discapacitados, para mejorar la atención de la población que sufre algún grado de limitación.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarlo?

La señora RINCÓN.- Sí, señor Presidente.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

OTORGAMIENTO DE PENSIÓN NO CONTRIBUTIVA A VOLUNTARIOS CON MÁS DE 50 AÑOS EN CUERPO DE BOMBEROS DE CHILE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, patrocinado por los Senadores señor Sabag, señora Alvear y señores Chahuán, Horvath, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan al Presidente de la República que disponga la elaboración de los estudios pertinentes para el otorgamiento de una pensión no contributiva a los voluntarios que han prestado servicios por más de 50 años en el Cuerpo de Bomberos de Chile.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1599-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Asimismo, la iniciativa tiene por objeto que el Estado reconozca el esfuerzo de dichos voluntarios con una protección adecuada para su vejez.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.

El señor SABAG.- Sí.

La señora RINCÓN.- Claro.

El señor BIANCHI.- Conforme.



--Se aprueba por unanimidad el proyecto de acuerdo.

FACTIBILIDAD DE DISMINUIR CONTAMINACIÓN AMBIENTAL MEDIANTE GRAVAMEN A PRODUCCIÓN E IMPORTACIÓN DE ENVASES PLÁSTICOS NO RETORNABLES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo del Senador señor Chahuán, con el que solicita al Jefe del Estado que se evalúe la factibilidad de disminuir la contaminación ambiental mediante un régimen legal de tributación que grave la producción e importación de envases de plástico no retornables para uso en cualquier clase de bebidas, con excepción de aquellos que contengan productos lácteos o medicamentos.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1601-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad del proyecto de acuerdo es que el Estado cumpla cabalmente la obligación de velar por el derecho de las personas a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Prokurica y Sabag.



Se abstuvo el señor Pizarro.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, pido agregar mi voto positivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia de la intención de voto favorable de la señora Senadora.

REASIGNACIÓN DE VIVIENDAS SOCIALES POR INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES DE HABITACIÓN O DE NO ENAJENARLAS. PROYECTO DE ACUERDO
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo de los Honorables señores Prokurica, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Horvath y Kuschel, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República un mecanismo de reasignación de las viviendas sociales cuando el beneficiario incumpla sus obligaciones de habitación o de no enajenar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1604-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 53ª, en 4 de septiembre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa tiene como propósito contar con un procedimiento que permita, en plazos breves, reasignar las viviendas a familias que cumplan los requisitos legales.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba unánimemente el proyecto de acuerdo.
PREOCUPACIÓN POR TÉRMINO DE INICIATIVA YASUNÍ-ITT PARA EXTRACCIÓN DE PETRÓLEO EN ZONA DECLARADA RESERVA MUNDIAL DE LA BIÓSFERA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Chahuán, Bianchi, Girardi y Rossi, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República que exprese al Gobierno de la República del Ecuador su preocupación por la decisión de poner término a la iniciativa Yasuní-ITT para dar paso a la extracción de petróleo en una zona declarada Reserva Mundial de la Biósfera. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1606-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 55ª, en 10 de septiembre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es mantener esa reserva alejada de la explotación petrolífera, en resguardo de la biodiversidad, protección del medio ambiente y conservación de la biósfera.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

RECHAZO DE SENADO CHILENO A DENUNCIA DE VENEZUELA A CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, PACTO DE SAN JOSÉ. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Prokurica, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña, Walker (don Patricio) y Zaldívar, con el que se manifiesta el rechazo del Senado a la denuncia que el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela hizo de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, Pacto de San José.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1607-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 58ª, en 1 de octubre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es condenar la referida denuncia, por cuanto tal decisión debilitaría el sistema interamericano de reconocimiento, protección y defensa de los derechos humanos.

El señor PROKURICA.- Si le parece, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se solicitó votación.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No hay quórum suficiente, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego a los señores Senadores emitir su pronunciamiento.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos a favor).



Votaron las señoras Allende y Rincón y los señores Bianchi, Chahuán, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Orpis, Pizarro, Prokurica y Sabag.

ESTABLECIMIENTO DE ASIENTO DE SECRETARÍA REGIONAL MINISTERIAL DE ENERGÍA DE ATACAMA Y DE COQUIMBO EN CIUDAD DE COPIAPÓ. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Prokurica, Coloma, García, Kuschel y Larraín Peña.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1608-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 58ª, en 1 de octubre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República que, en ejercicio de sus atribuciones legales, traslade el asiento de la Secretaría Regional Ministerial de Energía de Atacama y de Coquimbo a la ciudad de Copiapó, para que dicha Seremía quede en la región que presenta mayor desarrollo en materia energética.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



En este momento no hay quórum para adoptar acuerdos, por lo que corresponde rechazar el proyecto. 



--Queda rechazado el proyecto de acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Asimismo, procederé a levantar la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa. 

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes: 



De la señora ALLENDE:



Al señor Contralor General de la República, requiriéndole INVESTIGACIÓN POR INVITACIÓN DE INTENDENTE DE ATACAMA A SEÑORA SOLANGE BORDONES CARTAGENA, PARA CONOCER PROYECTO MINERO HEMLO, y al señor Subsecretario de Redes Asistenciales, solicitándole INFORMACIÓN REFERIDA A PROCESOS DE COMPRAS A PRIVADOS POR SERVICIOS DE SALUD (Región de Atacama).


Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra de Educación, pidiéndole URGENTE ENVÍO DE PROYECTO PARA CREACIÓN DE ESTATUTO DE ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Hacienda, requiriéndole antecedentes acerca de EVALUACIÓN Y FISCALIZACIÓN DE ESTATUTO AUTOMOTRIZ POR DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS; a la señora Ministra de Educación, solicitándole información relativa a POSICIÓN Y ACTUACIÓN DE MINEDUC POR NO PAGO DE SUELDO A PROFESOR DE ESCUELA RURAL SANTO DOMINGO, Y POR CONTINUIDAD DE ESTE PLANTEL (Región del Biobío); a la señora Ministra de Justicia, pidiéndole antecedentes concernientes a PROYECTOS DE REHABILITACIÓN SOCIAL EJECUTADOS POR PRIVADOS EN PENALES DEL PAÍS; al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole información tocante a SUBSIDIOS DENOMINADOS “DE CLASE MEDIA” Y “PARA FAMILIAS EMERGENTES” ENTREGADOS POR SERVIU; al señor Comandante en Jefe de la Armada y a la señora Directora Nacional del Trabajo, solicitándoles antecedentes sobre CUMPLIMIENTO DE NORMAS LABORALES Y DE SEGURIDAD POR EMPRESAS QUE REALIZAN MANIOBRAS DE ATRAQUE Y DESATRAQUE; a la señora Directora Nacional del Trabajo, requiriéndole información acerca de SITUACIÓN DE PROFESOR DE ESCUELA RURAL SANTO DOMINGO, COMUNA DE HUALQUI, POR NO PAGO DE SU SUELDO, y a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, pidiéndole antecedentes relativos a ABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE EN COMUNA DE FLORIDA POR EMPRESA ESSBIO (los cuatro últimos de la Región del Biobío).



Del señor ORPIS:



A los señores intendentes de las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama, Coquimbo, Valparaíso, O’Higgins, Maule, Biobío, La Araucanía, Los Ríos, Los Lagos, Aysén, Magallanes y de la Antártica Chilena, y Metropolitana, solicitándoles INFORMACIÓN SOBRE RECURSOS CON CARGO A 2 POR CIENTO DE FNDR DESTINADOS A SEGURIDAD CIUDADANA.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 19:18.








Manuel Ocaña Vergara, 








Jefe de la Redacción

A N E X O S

D O C U M E N T O S
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PROYECTO, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO DE LA LEY N° 20.410, PARA CONFIRMAR LA VIGENCIA INMEDIATA DE LA NORMA QUE DEROGÓ LA INDEMNIZACIÓN COMPENSATORIA POR NO PAGO DE TARIFA O PEAJE EN OBRAS CONCESIONADAS

(8861-09)

Oficio Nº 10.955

VALPARAÍSO, 10 de octubre de 2013

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica el artículo transitorio de la ley N° 20.410, para confirmar la vigencia inmediata de la norma que derogó la indemnización compensatoria por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas, correspondiente al boletín N° 8861-09, con las siguientes enmiendas:

1) Ha sustituido su artículo único por el siguiente:

“Artículo único.- Intercálase en la letra a) del artículo primero transitorio de la ley N° 20.410, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En lo referente al cobro de tarifas impagas y al régimen de multas aplicables regirán las modificaciones que introduce este cuerpo legal en el artículo 42 del decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Concesiones de Obras Públicas.”.”.
2) Ha incorporado el siguiente artículo transitorio:

“Artículo transitorio.- Las indemnizaciones compensatorias demandadas como consecuencia del incumplimiento del pago de tarifa o peaje en vías dadas en concesión, en conformidad al régimen aplicable con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410, cuya tramitación o pago se encontraren pendientes a la fecha de publicación de esta ley, se sujetarán a las siguientes reglas:

a) Se entenderá que las empresas concesionarias renuncian irrevocablemente al cobro de las indemnizaciones compensatorias cuyos títulos emanaren de sentencias de término de fecha anterior a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410, a menos que dentro del plazo de sesenta días corridos, contado desde la publicación de esta ley, opten por perseverar en su cobro, adjuntando al proceso copia de carta enviada al Director General de Obras Públicas en que se señale tal voluntad. La sola certificación en la causa de que transcurrido el plazo no se adjuntó la comunicación señalada, bastará para dar por renunciado el cobro para todos los efectos legales. Lo anterior es sin perjuicio del derecho de las sociedades concesionarias a perseverar en el cobro de los peajes o tarifas impagas que emanaren de la misma sentencia.

b) Igual regla se aplicará a aquellas indemnizaciones compensatorias reclamadas en causas iniciadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.410 y con sentencia de término de fecha posterior a la entrada en vigencia de la misma ley, en que no se hubiere aplicado el régimen de multas introducido por la ley N° 20.410, que reemplazó el régimen de las indemnizaciones compensatorias.

c) Las causas iniciadas con anterioridad a la ley N° 20.410, y pendientes a la fecha de publicación de esta ley, se deberán fallar aplicando el régimen de multas conforme a lo dispuesto en el artículo 42 del decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Concesiones de Obras Públicas, modificado por la ley N° 20.410.”.

*****

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 514/SEC/13, de 19 de junio de 2013.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE CONDICIONES ESPECIALES TRANSITORIAS PARA LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY N° 19.479 Y FACULTA PARA OTORGAR EL BONO COMPENSATORIO QUE INDICA 

(9113-05)

Oficio Nº 10.954

VALPARAÍSO, 10 de octubre de 2013.

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica, boletín No 9113-05, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- En ejercicio de la facultad que le concede el artículo 18 de la ley N° 19.479, el Director Nacional de Aduanas podrá, de manera excepcional, respecto de los funcionarios o funcionarias que al 31 de julio de 2010 hubiesen perdido totalmente la bonificación por retiro, según lo dispuesto en el artículo noveno de la ley N°19.882, otorgar el equivalente a once meses de la remuneración imponible considerada para dicha bonificación, en los términos de la ley citada precedentemente.

Para los efectos del inciso cuarto del artículo 18 de la ley N° 19.479, la bonificación que se considerará será la de once meses referida en el inciso anterior.

La declaración de vacancia a que se refiere el artículo 18 de la ley N° 19.479, conforme a las normas especiales contenidas en el presente artículo, se aplicará durante los años 2013 y 2014, distribuyéndose en forma equitativa el número de funcionarios a los que se aplique esta disposición, entre ambos años. El personal cuyo cargo sea declarado vacante durante el año 2013 deberá retirarse antes del 31 de diciembre del mismo año, y a quienes se aplique la referida facultad durante el año 2014, su retiro deberá verificarse antes del 30 de junio de 2014. Con todo, el número de cargos a que se aplique la presente disposición, durante el año 2014, no podrá exceder los dispuestos para el 2013. Para ejercer esta facultad respecto de funcionarias que tengan más de 60 años de edad y menos de 65 años, se requerirá el consentimiento previo de éstas. 

Artículo 2°.- El Director Nacional de Aduanas incrementará a once meses la bonificación por retiro voluntario de los funcionarios o funcionarias del Servicio Nacional de Aduanas que, a la fecha de publicación de esta ley, hubieran perdido, por aplicación del artículo noveno de la ley N° 19.882, hasta seis meses de los montos superiores de nueve o diez meses de dicha bonificación a que tuvieron derecho, según se trate de hombres o mujeres, respectivamente, si presentan la renuncia voluntaria a sus cargos de planta o a contrata dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, no obstante lo establecido en el inciso quinto del artículo 18 de la ley N° 19.479. 

Artículo 3°.- A los funcionarios y funcionarias que, cumpliendo con los requisitos que establecen los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012 hasta el día previo a la publicación de la presente ley, se les otorgará un bono no imponible ni tributable. Este bono será equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882 y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido la facultad de declaración de vacancia respecto de los cargos que servían conforme al inciso sexto del artículo 18 antes citado.

Del mismo modo, se otorgará un bono no imponible ni tributable a los funcionarios que hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012  hasta el día previo a la publicación de la presente ley, respecto de los cuales el Director Nacional de Aduanas no aplicó la facultad que le otorga el inciso quinto del artículo 18 ya señalado. Este bono será equivalente a la diferencia entre los montos superiores de nueve o diez meses, según se trate de hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N°19.882 y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir de aplicarse el citado inciso quinto.

En ambos casos, los ex funcionarios deberán requerirlo ante su ex empleador dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la presente ley y, de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días siguientes.

Articulo 4°.- Renuévase hasta el día 30 de junio de 2014 la vigencia del artículo cuarto transitorio de la ley N° 19.916.

Artículo 5°.- Las disponibilidades presupuestarias que exige el artículo 18 de la ley N°19.479 para su aplicación, respecto de los beneficios que se conceden en los artículos anteriores de la presente ley, provendrán de los subtítulos 21 y 22 del Presupuesto del Servicio Nacional de Aduanas de los años correspondientes.

Artículo 6°.- Otórgase un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del artículo 7° del decreto ley N°3.551, de 1981, incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269, durante todo o parte del período comprendido entre el 1 de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se hayan encontrado en servicio al 8 de enero de 2010. 

El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiere correspondido percibir a cada funcionario conforme a la letra e) citada en el inciso anterior y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en el 15,6%. El total del bono resultante, con arreglo a  lo expresado, se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de septiembre de 2005 y el mes anterior a la fecha de dictación de la resolución que conceda el bono compensatorio. 

El Director Nacional de Aduanas dictará la resolución que concede el bono a los funcionarios que tuvieren derecho a él, conforme al inciso primero de este artículo, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, el que será pagado dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de dicha resolución.

El bono compensatorio no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será tributable ni imponible. Asimismo, no servirá de base de cálculo o recálculo para ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tengan derecho los funcionarios o que hayan percibido durante el periodo que considera el bono.

Artículo 7°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL 

(7786-03, 7932-03 y 7890-03, refundidos)

HONORABLE SENADO

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS: 


La Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación de los  proyectos de ley de la referencia, originados en los siguientes proyectos:


1.- El boletín N° 7.786-03, sobre interés máximo convencional, iniciado en una moción presentada por los Honorables Senadores señores Tuma y Zaldívar, y señores Bianchi, Escalona y Letelier;


2.- El boletín N° 7.932-03, sobre protección a deudores de créditos en dinero, iniciado en un mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, y


3.- El Boletín N° 7.890-03, sobre interés máximo convencional, iniciado en una moción presentada por los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica. 

_____________


Se hace presente que el Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho del proyecto, calificándola de “suma”.

_____________


En tercer trámite constitucional, el Senado aprobó las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, con excepción de las que, más adelante se señalan, que rechazó.


En virtud de lo anterior, y conforme lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República, correspondía la formación de una Comisión Mixta para proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras. Al efecto, la Corporación designó a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Economía para integrar la referida Comisión Mixta. Todo lo que fue comunicado a la Cámara por medio de oficio N° Nº 539/SEC/13, de 10 de julio de 2013.


Por su parte, la Cámara de Diputados, en sesión de 11 de julio de 2013, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores señores Ernesto Silva, Javier Macaya, Fuad Chahín, Joaquín Tuma y José Manuel Edwards, lo que comunicó al Senado por medio de oficio N° 10.833, de esa misma fecha. Posteriormente, los Honorables Diputados señora Mónica Zalaquett y señor Gonzalo Arenas reemplazaron a los Honorables Diputados señores Javier Macaya y Ernesto Silva, respectivamente. 

___________


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó con fecha  30 de julio de 2013 y, con el voto de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa y Tuma y Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Chahín, Edwards, Tuma y Van Rysselberghe, eligió como Presidente al Honorable Senador señor Jovino Novoa, abocándose de inmediato a su cometido. 

___________


A una o varias sesiones celebradas por la Comisión Mixta asistieron especialmente invitadas las siguientes personas.





Del Ministerio de Hacienda: el Subsecretario, señor Julio Dittborn; el Coordinador de Políticas Microeconómicas, señor Salvador Valdés; la Coordinadora de Mercados Capitales, señora Rosario Celedón; los asesores legislativos, señores Francisco Moreno y Gonzalo Carreño y la Jefa de Comunicaciones del Ministerio de Hacienda, señora Ángela Sierra.





Del Banco Central: el Presidente, señor Rodrigo Vergara; el Gerente de la División Política Financiera, señor Kevin Cowan; el Gerente Asesor de Comunicaciones, señor Luis Álvarez, y el señor Fernando Coulon. 





De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF): el Superintendente señor Rafael Bergoeing; el Director de Estudios, señor José Miguel Zavala, y el Jefe de Gabinete y Director de Comunicaciones de la SBIF, señor Daniel García. 





De la Superintendencia de Seguridad Social: la Superintendenta, señora María José Zaldívar, y el Jefe del Subdepartamento Actuarial, señor Emilio Torres.





De la Asociación de Cajas de Compensación A.G.: el Presidente, señor Rogelio González Yáñez; el Vicepresidente, señor Mauricio Orleans Cuadra; el Vicepresidente Ejecutivo, señor Eusebio Pérez.





Los asesores parlamentarios, señores Ignacio Imas Arenas (Honorable Senador Zaldívar); Rodrigo Fuentes (Honorable Senador García); Tomás Monsalve Egaña (Honorable Senador Letelier). 





De la Fundación Jaime Guzmán, la asesora legislativa, señora Javiera Alzola.





Del Instituto Libertad y Desarrollo, el abogado, señor Daniel Montalva Armanet. 





De la Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señora Constanza Castillo y el señor Agustín Briceño.





De Red Microfinanzas, los asesores, señores Luis Conejeros y Gerardo Bravo.





La Periodista, señora Andrea González, (Honorable Senador García).





De Imaginación, la abogada, señora Marcela Alt.

__________

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que el artículo 34 que el numeral 8 del artículo 1° del proyecto propuesto por la Comisión Mixta, propone introducir en la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, contiene una norma de carácter orgánico constitucional, por incidir en materias relacionadas con las atribuciones y competencia de los tribunales de justicia. 


Por lo anteriormente señalado, debe ser aprobada por las cuatro séptimas partes de los Honorables Parlamentarios en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 77 y 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.


La Comisión Mixta, tuvo presente el oficio N° 37-2013 de la Excelentísima Corte Suprema sobre esta iniciativa de ley, en respuesta de un oficio remitido por la Cámara de Diputados con el fin de recabar su parecer al respecto, en atención a que el proyecto dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de conformidad al artículo 77, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y al artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

__________

DIVERGENCIAS SUSCITADAS ENTRE EL 

SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS


A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.


En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un proyecto estructurado en tres artículos permanentes y seis artículos transitorios. Respecto de los artículos permanentes: el artículo 1°, en 8 numerales, introduce diversas modificaciones a la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero; el artículo 2° reemplaza el inciso segundo del artículo 85 del Código Tributario, y el artículo 3° introduce modificaciones a las artículos 37 y 39 de ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores. 


En el segundo trámite constitucional, la Cámara introdujo numerosas modificaciones al mismo, aprobando, en definitiva, un texto de tres artículos permanentes y ocho artículos transitorios.


El Senado, en el tercer trámite constitucional, aprobó las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, con excepción de las modificaciones al artículo 1° recaídas en el número 1, en las letras a), en cuanto reemplaza la frase “por los bancos establecidos en Chile”, b), c) y e) del número 3, en el número 4, en lo referente a los incisos tercero, cuarto y final, nuevos, que agrega al artículo 6° bis, y en los números 5, 7 y 8, en lo relativo al reemplazo de su encabezamiento, a la sustitución del artículo 31 y a los artículos 34 y 35, nuevos, que incorpora, todos numerales del artículo 1° del proyecto, y de las recaídas en los artículos transitorios de la iniciativa, que rechazó.
__________

Artículo 1°


El artículo 1° del proyecto introduce diversas modificaciones en la ley N° 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica:

N° 1


-El Senado aprobó un numeral para modificar el artículo 2° de la siguiente manera:


“a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Se entiende por tasa de interés de una operación de crédito de dinero no reajustable, la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.


b) Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “Se entiende por tasa de interés de un crédito reajustable, la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.”


-Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo la siguiente letra c), nueva:

“c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:



“Un decreto supremo del Ministerio de Hacienda, que deberá llevar además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, establecerá los requisitos mínimos especiales para que aquellas comisiones que una entidad crediticia dedicada principalmente al apoyo de las microempresas, cobre por los servicios de evaluación, asesoramiento, capacitación y,o seguimiento del deudor en materias de gestión, conexos al otorgamiento del crédito, no sean consideradas, en caso alguno, como parte del interés definido por este artículo. Dichos requisitos deberán incluir al menos condiciones para la prestación de los referidos servicios, tales como que ellos sean prestados en el lugar donde la microempresa deudora desarrolla su actividad productiva; que el monto de la operación crediticia no exceda del equivalente a 50 unidades de fomento, y que la misma esté destinada al financiamiento de microempresas; y deberá incluir, asimismo, condiciones que rijan a las comisiones correspondientes a dichos servicios, en particular que ellas sean informadas y definidas en pesos por período o por prestación u otras de análoga naturaleza, las cuales no podrán consistir en ningún caso en topes máximos, absolutos o porcentuales, aplicables al valor de las señaladas comisiones. Los servicios a que se refiera el decreto de que trata el presente inciso no serán considerados como venta atada respecto de su operación crediticia principal, según lo dispuesto en el artículo 17 H de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.”.


-El Senado rechazó tal modificación.

________





La Comisión Mixta tuvo presente que la modificación de la Cámara incorpora en el artículo 2° de la ley sobre operaciones de crédito de dinero reglas para que las entidades dedicadas al microcrédito productivo puedan desarrollar su actividad mediante el cobro de comisiones por la prestación de determinados servicios enumerados en la ley, tales como evaluación, asesoramiento, capacitación y/o seguimiento del deudor en materias de gestión. En tal sentido, propone una regulación acorde a la forma en que operan las entidades dedicadas al microcrédito productivo, como por ejemplo el Fondo Esperanza, que supone un producto financiero complejo, ya que requieren acompañar sus créditos con prestaciones diferentes del crédito de dinero, como son los servicios de asesoramiento, capacitación y seguimiento del deudor. 





En relación al servicio de evaluación del deudor, busca otorgar certeza jurídica al establecer que los cobros por este concepto no se calificarán como interés, por ende sujeto a TMC, con el fin de fomentar la oferta de microcrédito productivo en operaciones por hasta 50 UF. Asimismo, establece expresamente que el otorgamiento de los servicios conexos no constituirán venta atada con el crédito de dinero.





En términos generales, la Comisión de Economía del Senado, en tercer trámite, concordó en que ésta es una materia delicada que requiere ser estudiada con más profundidad. Además, estimó que la redacción de la norma no resulta clara. En razón de lo anterior y a fin de perfeccionarla, resolvió rechazarla para que la Comisión Mixta sancionara, en definitiva, este punto.

_________



En discusión, el Honorable Senador señor Tuma manifestó que, en el primer trámite constitucional en el Senado, se intentó abordar la situación de los microcréditos que se otorgan a microempresas, pero no se llegó a un acuerdo, y el proyecto en definitiva dio el mismo tratamiento a los créditos, distinguiendo sólo en cuanto a su monto, sin considerar otras circunstancias especiales. En su parecer ciertos microcréditos que se entregan a microempresas deben tener una tasa de interés distinta. La propuesta de la Cámara de Diputados a este respecto le parece adecuada.



Los Honorables Parlamentarios tuvieron en consideración que la finalidad de la norma es permitir la supervivencia de pequeñas entidades que se dedican a apoyar a las MIPYMES con microcréditos.



Hubo consenso mayoritario en relación a establecer una excepción como la que se discute. Sin embargo, se estimó necesario mejorar el texto, pues su redacción es confusa.



El Subsecretario señor Julio Dittborn, hizo presente que el Ejecutivo estima que esta norma permitirá mantener activas a entidades que tienen altos costos en evaluar, asesorar y capacitar a sus clientes. A petición de la Comisión Mixta, asumió el compromiso de estudiar una nueva redacción de la norma, considerando éstas y otras observaciones.


El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que la norma aprobada por la Cámara de Diputados se refiere a instituciones que se dedican principalmente a otorgar microcréditos. En razón del techo que el proyecto del Senado puso a la tasa máxima convencional, tales instituciones podrían dejar de operar, y que, por tal motivo, la Cámara intentó dar una solución al problema estableciendo un mecanismo basado en una comisión adicional que recibirían por sus servicios, con la finalidad de que fueran viables.


Si bien concuerda con el espíritu y la finalidad de la norma aprobada por la Cámara, su preocupación es que dada su redacción podría ocurrir que instituciones que no se dediquen exclusivamente o mayoritariamente al apoyo de las microempresas abusen de esta norma y que sobre la tasa máxima convencional disfrazar como comisión el cobro de una tasa de interés.


Para evitar lo anterior, sugiere acotar la norma para evitar que se haga un uso indebido o abuso de la misma. Para ello propone que esta norma se refiera a entidades crediticias dedicadas exclusivamente apoyo de las microempresas o que al menos un 75% de sus operaciones tengan ese carácter, y que estén inscritas en el Registro que se lleve al efecto; que el monto de la operación crediticia no exceda del equivalente a 50 unidades de fomento; que no exija garantía para su otorgamiento; las comisiones no podrán ser superiores a 1,5 unidades de fomento ni sobrepasar el 10% del monto del crédito. 

Además, que exista un registro público de estas entidades a cargo del Ministerio de Hacienda.


Señaló que introduciendo estos criterios restrictivos en la redacción de una disposición que comparte, sería posible hacer compatible la existencia de operaciones de crédito en las que se cobre además de la tasa máxima convencional una comisión. Ello con la finalidad de hacerlas viables.


Luego, el Honorable Diputado señor José Manuel Edwards indicó que compartiendo, en general, el espíritu de lo planteado por el Honorable Senador señor Eugenio Tuma, en lo particular tiene una diferencia, en el sentido que estima que con los elementos que propone introducir a la norma se produciría una rigidez innecesaria.


Destacó que la norma le otorga a los Ministerios de Hacienda y de Economía la facultad de definir cuáles serán las comisiones, cuál será el formato general de este tipo de operaciones de crédito, y cuáles serán las entidades crediticias que podrán operar dentro de esta modalidad.


Respecto de una de las inquietudes del Honorable Senador señor Tuma en relación al giro del oferente, hizo presente que la norma de la Cámara de Diputados dispone expresamente que esté dedicado principalmente al apoyo de las microempresas y también limita el monto máximo del crédito a 50 U.F.


Concluyó señalando que comprendiendo las inquietudes expresadas, la norma de la Cámara considera resguardos que evitan ser vulnerado su espíritu pero, a la vez, tiene la flexibilidad que requiere una disposición de este carácter para enfrentar adecuadamente las situaciones cambiantes que existen en el mercado. 


Por las razones anteriormente expuestas, manifestó que le parece conveniente que se apruebe la norma de la Cámara de Diputados, conservando su redacción.


A continuación, el Honorable Senador señor Jovino Novoa planteó que previamente es necesario que la Comisión Mixta se pronuncie sobre si estima necesario incluir una regulación especial para este tipo de operaciones de crédito. Hizo presente que si se estima que este problema se soluciona solo con la tasa máxima convencional no sería necesaria esta norma especialísima, sin perjuicio de lo cual, y en atención a lo planteado por los Honorables Senador Tuma y Diputado Edwards, su impresión es que los miembros de la Comisión están por mantener una norma de este tipo, lo que fue confirmado con el asentimiento unánime de los parlamentarios presentes.


Respecto de lo planteado por el Honorable Senador señor Tuma en relación a que debería existir un registro público de estas entidades, hizo presente que esa es una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por lo que sería necesario conocer si Su Excelencia está dispuesto a patrocinar una indicación en tal sentido.


Luego, el Coordinador de Políticas Microeconómicas del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, recordó que en la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados, y como consecuencia de conversaciones con los Parlamentarios, el Ejecutivo presentó una indicación que es el origen de la norma en debate y que finalmente fue aprobada. Explicó que en tal oportunidad el Ejecutivo no estuvo de acuerdo con crear un registro sobre tales entidades porque estimó que ello generaría rigidez y un costo burocrático muy grande que impedirían la creación de nuevas fundaciones o cualquier nueva entidad sin fines de lucro de apoyo al microcrédito productivo, y que, en la práctica, haría que quedaran solamente las fundaciones actualmente existentes, que son grandes, pero son pocas.


Posteriormente, se refirió a un punto más de fondo, en el sentido que el Ejecutivo tiene la convicción que las entidades de microcrédito productivo con frecuencia hacen prestaciones distintas a lo que es estrictamente dar un crédito. Entre estas mencionó, a modo de ejemplo, que hacen asesorías técnicas. Tales prestaciones pueden ser cobradas vía comisiones, pero ha ocurrido, en la práctica, que no han querido hacerlo sino han preferido cobrar tales servicios vía tasa de interés. Es decir, la posibilidad que cobren vía comisiones está abierta, incluso si no existiera la norma en debate.


Uno de los aspectos a tener en consideración es que los empresarios están acostumbrados y entienden mejor el cobro en dinero de una comisión por una asistencia técnica que el cobro de una tasa mensual o anual, lo cual es de suyo algo más complejo.


Reconoció que el Ejecutivo todavía tiene dudas de si realmente es necesario contar con una norma especial para esta actividad. Quiso dejar presente que la señalada indicación presentada por el Ejecutivo en la Cámara fue en aras de llegar a un acuerdo.


Luego el Honorable Senador señor Jovino Novoa hizo presente que resulta más apropiado señalar que lo que se cobra por un asesoramiento o una capacitación es una comisión, o mejor aún, es un honorario. Si efectivamente hay servicios de asistencia que se prestan y que son voluntarios no corresponde incluirlos en la tasa. 


Sin perjuicio de lo anterior, le hace fuerza lo señalado por el señor Valdés en el sentido que el mercado opera de un modo distinto.


Su preocupación es que se haga un mal uso de la norma, vale decir, que se disfrace créditos de consumo cobrando una comisión adicional, porque bastaría con afirmar que se trata de una microempresa; o que, en el extremo opuesto, un seminario de capacitación pueda ser considerado parte la tasa de interés en una operación, y se abra una fuente de problemas en tal sentido. Destacó que la norma limita las comisiones, pero no puede limitar actividades conexas.


Piensa que el fondo del problema es que tratándose de estas operaciones de bajo monto los operadores quieren cobrar más, lo que perfectamente podría aplicarse, por ejemplo, a instituciones como el Banco del Estado.


Hizo notar que, de todo lo planteado, el punto central es distinguir entre el crédito productivo de pequeño monto a un microempresario, sea empresario formal o informal, y el crédito de consumo. Para ello hay que evitar que tales fundaciones o cualquier otra institución crediticia coloque créditos de consumo en condiciones más favorables.


A continuación, el Honorable Senador señor Eugenio Tuma indicó que, luego de escuchar lo expuesto por el representante del Ejecutivo, le parece que no es necesaria la norma, porque actualmente las empresas que prestan capacitación están autorizadas para operar de este modo, y, además, en consideración a la libertad de contratación, el sistema debería continuar operando como lo está haciendo por lo que no resultaría necesario innovar. 


En seguida, el Honorable Diputado señor Patricio Vallespín recordó que en la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados cuando se discutió este punto se quiso resguardar un principio, porque actualmente tales entidades sólo pueden operar con la tasa máxima convencional existente, y si esta se rebaja, como es el objetivo del proyecto, pueden quedar fuera. Tal situación le preocupa no sólo por razones de la capacitación que realizan sino también por la asistencia y la asesoría necesaria en la evaluación de la entrega de estos microcréditos, los que precisamente por su pequeño monto no son otorgados por ninguna otra institución, tampoco por el BancoEstado. Por tal motivo, se diseñó la fórmula que está plasmada en el nuevo inciso final que se incorpora al artículo 2° de la ley N° 18.010, y cuyo punto más distintivo es que, respetando las normas de la tasa máxima convencional, autoriza a estas entidades a hacer un cobro adicional. Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, reconoce que la redacción de la norma puede ser mejorada, pero siempre en el espíritu y la finalidad de la disposición.


En la misma línea, el Honorable Diputado señor Joaquín Tuma señaló que al momento de recibir a estas instituciones, sus representantes destacaban, principalmente, la evaluación que debían hacer en terreno. Agregó que había calculado el valor de esta gestión y que concluyó que su costo debía ser entre 0,8 y 1 U.F., porque para realizar la evaluación en terreno es necesario que un ejecutivo vaya hasta un punto determinado, considerado como promedio porque en zonas urbanas puede ser más barato que en zonas rurales. 


En otro orden de ideas, indicó que el temor es que exista una mala utilización de esta norma por parte de otras instituciones que no están en la línea de apoyo a la microempresa y al otorgamiento del microcrédito productivo, como podría ser el retail. Por ello, le parece necesario especificar que tales instituciones tengan como giro exclusivo el apoyo a las microempresas.


Por su parte, el Honorable Diputado señor José Manuel Edwards compartió con los miembros de la Comisión Mixta que en la Cámara habían llegado a la convicción de que el sistema no podía operar del mismo modo en que lo hace actualmente si se reduce la tasa máxima convencional. Hizo notar que estas situaciones no generan un contrato de adhesión sino que cada operación requiere de una evaluación muy especial. Si la tasa máxima está adecuadamente fijada para resguardar a los consumidores de abusos que puedan cometerse en contratos de adhesión, que no requieren de una evaluación mayor, difícilmente la misma tasa será la indicada para operaciones en las cuales es necesario realizar evaluaciones, al menos la más simple de todas, como saber si el negocio tiene un mínimo de rentabilidad y futuro. También requiere de apoyo y orientación, porque quienes solicitan estos microcréditos generalmente requieren de asesorías en distintos ámbitos. Señaló que los resultados que tienen las entidades que operan con microcréditos pequeños y que fueron dados a conocer en la Comisión de Economía de la Cámara muestras que trabajan a pérdida y que se apoyan en subsidios. Por tales consideraciones, los Diputados llegaron a la convicción que esta norma es muy necesaria. 


En relación a la inquietud del Honorable Diputado Joaquín Tuma, señaló que el motivo por el cual la disposición explicita que debe tratarse de entidad crediticia dedicada principalmente al apoyo de las microempresas, es precisamente para establecer un marco al decreto que deberá dictar al respecto los Ministerios de Hacienda y de Economía, pero resguardando un cierto grado de flexibilidad. En tal sentido, si la ley establece un cobro máximo de, por ejemplo, 1 U.F. puede ocurrir que importantes sectores no podrán aspirar a ser evaluados porque ese valor no cubrirá su valor real. Indicó que en caso alguno esta disposición está pensada ni para los bancos ni para el retail.


También destacó que la norma aprobada por la Cámara establece que el monto de la operación crediticia no puede exceder del equivalente a 50 unidades de fomento, con la finalidad de definir y acotar lo que es un microcrédito.


Recogiendo el parecer de los demás integrantes de la Comisión Mixta, el Honorable Senador Eugenio Tuma indicó que existe convicción que la sola fijación de una tasa máxima convencional no permitirá mantener a ciertas entidades que se dedican al microcrédito productivo, particularmente por los gastos adicionales que genera una evaluación más exigente y que requiere traslados, entre otras cosas. Indicó que su temor es que ante una norma de excepción como la que está en debate las empresas tiendan a beneficiarse con ella, apartándose del espíritu de la ley. 


Estima que tal punto no puede quedar entregado exclusivamente al criterio del Ejecutivo, por cuanto éste se vería constantemente presionado, cualquiera sea el Gobierno. Asimismo, considera que no es suficiente aludir a “entidad crediticia dedicada principalmente al apoyo de las microempresas”, sino que corresponde sancionar en la ley, y no en un Reglamento, que esta norma excepcionalísima está referida nada más que aquellas entidades que se dedican de un modo exclusivo al crédito de apoyo a la microempresa. “Principalmente” o “mayoritariamente” no son calificativos suficientes porque no determinan un límite, una línea o un referente acotados.


Por lo anteriormente expuesto, señaló que es necesario encontrar un equilibrio en la norma que permita que estas entidades sigan existiendo pero otras entidades no hagan una utilización indebida de esta disposición.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Gonzalo Arenas recordó que cuando las fundaciones estuvieron en la Comisión de Economía de la Cámara dejaron bien claro que su competencia no eran los departamentos de microcrédito de los bancos, porque sus esfuerzos están destinados a segmentos que no tienen acceso a los bancos, es decir, a quienes le presta dinero formalmente.


En la misma línea, la Honorable Diputada señora Mónica Zalaquett señaló que el mercado informal de crédito cada día crece. Su temor es que si, como consecuencia de la instauración de trabas de distinta índole, la oferta de crédito disminuye, lo único que se logrará es que el mercado informal aumente aún más, porque la gente no tendrá otra alternativa para acceder al crédito que necesita. Por lo anteriormente expuesto, hizo un llamado a la Comisión Mixta a hacerse cargo de la existencia del mercado informal de crédito y que para frenarlo es necesario evitar que instituciones formales como las fundaciones que los visitaron en la Cámara de Diputados pierdan interés en lo que hacen y terminen de operar, porque, además, siempre habrá oportunistas disponibles que saquen provecho del mercado negro.


Luego, el señor Salvador Valdés ofreció a la Comisión Mixta, en nombre del Ejecutivo, trabajar en esta materia y buscar una solución más concreta. Como ha quedado de manifiesto se trata de un tema difícil. Pide un tiempo para hacer un estudio profundo y encontrar la solución indicada al punto. Por lo anterior, pide que el punto quede pendiente.


Recogiendo lo propuesto por el señor Valdés y el parecer de los miembros de la Comisión, el Presidente dejó pendiente el punto, pero le pidió al representante del Ejecutivo trabajar en más de una posible solución técnica. 



En una sesión posterior, el Ejecutivo presentó una propuesta para considerar la letra c) introducida por la Cámara, como un número nuevo del artículo 1° del proyecto, para agregar en la ley N° 18.010 el artículo 19 bis, nuevo, y un artículo transitorio para su implementación. Tales disposiciones son del siguiente tenor:



“Artículo 19 bis.- En las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos iguales o inferiores a 40 unidades de fomento, por plazos iguales o mayores a 90 días, otorgadas en un mismo año calendario y cuyo objeto sea de microfinanzas productivas, no será considerada como interés - según se define en el artículo 2° de la presente ley - aquella parte de las comisiones que se estipulen por concepto de evaluación y seguimiento de los referidos créditos, que sea inferior o igual a 2,5 unidades de fomento respecto de cada deudor y en favor de una misma institución prestataria.


Para estos efectos, se entenderá que constituyen operaciones de crédito para microfinanzas productivas aquellas destinadas al financiamiento de inversión o de capital de trabajo en proyectos o actividades empresariales de producción o comercialización de bienes y servicios, que sean desarrolladas por el deudor a través de una microempresa o a través de actividades de autoempleo.



Podrán acogerse al beneficio establecido en el inciso primero, la operaciones de crédito de dinero realizadas por aquellas entidades crediticias que en alguno de los tres años calendario inmediatamente precedentes hayan cumplido las exigencias contempladas por el Fondo de Solidaridad e Inversión Social para ser ejecutoras de alguno de los programas de subsidio de costos de transacción de microcrédito productivo que dicho fondo administre. Lo anterior, en la medida que dentro de las exigencias se contemple que al menos un 60% del número total de operaciones de crédito de dinero realizadas por dicha entidad crediticia durante el año calendario previo a la postulación, hayan tenido como deudor a personas naturales que al momento de la operación formaron parte del 50% más vulnerable de la población, o a microempresas cuyo titular, socio principal, gestor o constituyente, en su caso, haya cumplido la condición antes referida, según lo determine el instrumento de caracterización socioeconómica a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.379. 



Aquellas entidades crediticias que inicien la actividad de otorgamiento de microcréditos productivos podrán acogerse provisoriamente al beneficio establecido en el inciso primero, siempre que publiquen en forma permanente en su respectivo  sitio electrónico información sobre el número de operaciones de microfinanzas productivas acogidas al beneficio que hubieran realizado en cada mes y la fecha de inicio de esta actividad. Con todo, a contar del tercer año de otorgamiento de microcréditos productivos, la entidad crediticia deberá dar pleno cumplimiento al requisito establecido en el inciso precedente. En caso contrario, se entenderá que la institución no ha gozado del beneficio durante todo el tiempo transcurrido. 



Las entidades crediticias antes referidas deberán publicar en forma permanente en su  sitio electrónico y en los impresos que utilicen para promocionar sus productos, la circunstancia de encontrarse acogidos al beneficio contemplado en este artículo, indicando el límite y monto máximo de comisiones que se encuentran autorizadas por ley a cobrar por los servicios de evaluación y seguimiento del proyecto productivo, computados en la tasa de interés de la operación de crédito a la que acceden, sin perjuicio de las demás obligaciones de información y transparencia que les correspondan.


Artículo X Transitorio.- Durante los dos primeros años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, las entidades crediticias a que se refiere el artículo 19 bis de la ley N°18.010, podrán acogerse a lo dispuesto en dicho artículo en sus operaciones de microfinanzas productivas, siempre que, a lo menos en uno de los tres años calendario previos a la realización de las respectivas operaciones, hubieren sido ejecutoras de alguno de los programas de subsidio de costos de transacción de microcrédito productivo que administre el Fondo de Solidaridad e Inversión Social.”.

_______



Si bien hubo un consenso general respecto de la proposición, el Honorable Diputado señor Tuma observó que, en su parecer, es muy amplio los términos “evaluación y seguimiento” en que se fundarían los cobros de comisiones que no serán considerados como interés; y también llamó a debatir en torno al tope de 2,5 de unidades de fomento por el cobro de comisiones, toda vez que el costo puede ser distinto entre las diversas operaciones, y que, en todo caso, le parece una suma demasiado alta. Por lo anteriormente expuesto levantó la idea de rebajarlo y abrir un tope que considere un porcentaje máximo en función del monto de dinero la operación de crédito.



Tales sugerencias, luego de ser analizadas, fueron aceptadas por la Comisión Mixta.



--En votación, tal proposición fue aprobada, con modificaciones, por 6 votos a favor; 3 abstenciones y 1 en contra, del Honorable Senador Novoa. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señor Rincón. Se abstuvieron los Honorables Diputados señores Arenas, Edwards y Tuma.

N° 3)


-El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó una norma para introducir modificaciones en el artículo 6° de la ley N° 18.010.

Letra a)


“a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Interés corriente es el interés promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile”, por la siguiente: “Tasa de interés corriente es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile”, e incorpórase, a continuación del punto final, el siguiente texto: “Cada vez que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en virtud de lo señalado en este inciso, establezca límites nuevos o modifique los existentes deberá, mediante resolución fundada, caracterizar los segmentos de crédito considerados, especificando el volumen, tasas de interés corrientes y tasas de interés habituales de operaciones efectivas y sustitutas, entre otros aspectos relevantes. Al crear o modificar un límite, la Superintendencia podrá usar como referencia para establecer la tasa de interés corriente de cada segmento nuevo o modificado, la tasa de una o un conjunto de operaciones financieras representativas que, combinadas, logren un perfil de pagos similar al que tendrían las operaciones del segmento nuevo o modificado. En caso de usar tal referencia, deberá hacerlo por un plazo máximo de 12 meses.”.


-La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó las siguientes modificaciones a la letra a):

“1.- Ha reemplazado la frase “por los bancos establecidos en Chile” por la frase “en Chile por las entidades a que se refiere el inciso final del presente artículo,”.


2.- Ha eliminado la palabra “representativas”.


3.- Ha reemplazado al final, la frase “por un plazo máximo de 12 meses.”, por la siguiente: “por un plazo máximo de 12 meses prorrogable por una sola vez.”.”.


-El Senado rechazó la modificación signada con el número 1.-, a la letra a), del Nº 3 (y aprobó las modificaciones signadas con los números 2.- y 3.-). 

___________


En discusión, la Comisión Mixta tuvo en consideración que la materia en debate es la base de cálculo de la tasa de interés corriente, en el sentido de la necesidad y conveniencia de la ampliación de cobertura y representatividad del cálculo de la TIC, incorporando a oferentes de crédito distinto de bancos. 


Así, mientras el Senado aprobó que la tasa de interés corriente es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile, la Cámara de Diputados estimó que para tal efecto también deben ser computadas las operaciones de las entidades otorgantes de crédito de manera masiva distintas de los bancos, para lo cual incorporó un inciso final nuevo al artículo 6º de la ley Nª 18.010.


Con el propósito de profundizar sobre esta materia, la Comisión Mixta acordó invitar al Presidente del Banco Central y al Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras para escuchar sus planteamientos al respecto.


El Presidente del Banco Central, señor Rodrigo Vergara, inició su presentación con un marco conceptual. 


Al respecto indicó que la tasa máxima convencional (TMC) puede afectar positivamente el bienestar de los hogares a través de los siguientes canales:


-En caso de que la competencia sea imperfecta, limita las rentas de los oferentes de crédito.


-Limita un eventual sobreendeudamiento de los hogares: en caso de que estos no sean capaces de decidir sus niveles de deuda en forma óptima o sean muy optimistas respecto de sus ingresos futuros.


-Evita la extracción de rentas a hogares con dificultades financieras y que por tanto enfrentan dificultades para cambiar de oferente de crédito.


Estos canales deben reforzarse con políticas que promuevan profundizar la educación financiera, y aumentar la transparencia en los cobros asociados al crédito. 


Sin embargo, definir una TMC excesivamente baja podría reducir la oferta de crédito formal a aquellos hogares para los cuales el costo de otorgar el crédito sea mayor que la TMC, y/o incrementar el crédito informal, el cual podría otorgarse a tasas de interés superiores a la TMC.


Restringir el acceso al crédito formal es una pérdida de bienestar para los hogares, ya que se limita su capacidad de enfrentar imprevistos financieros y suavizar su consumo en el tiempo.


Agregó que, como principio general, la TMC debe considerar apropiadamente el costo del crédito, y, por tanto, considerar los costos de financiamiento y de administración, y el riesgo de no pago. La implementación de la TMC es una tarea compleja, pues debe balancear la exclusión de deudores con los beneficios para aquellos que permanecen en el mercado formal.


Basado en lo anteriormente señalado recomendó privilegiar la simplicidad en el proyecto y gradualidad, fundamentada en el análisis riguroso del impacto de la ley. 


Hizo presente que hay un alto número de créditos bancarios cerca de los niveles propuestos y, eventualmente, un número mayor de no bancarios.

DISTRIBUCIÓN DE TASAS DE INTERÉS DE CRÉDITOS 



DE CONSUMO BANCARIO

(PORCENTAJE DE OPERACIONES MENORES A 200UF)
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Fuente: Banco Central de Chile a base de información de la SBIF para el primer trimestre 2013.


En cuanto a la base de cálculo de la TIC incorporando oferentes no bancarios, indicó que no se observan ganancias en ampliar la base de oferentes para el cálculo de la TIC de referencia, destacó que el proyecto de ley aprobado por el Senado considera el siguiente cálculo de la TIC de referencia para las operaciones de 0 a 200 UF:


-TIC de operaciones de crédito bancarias entre 200 a 5000 UF, 


-Excluyendo operaciones efectuadas con tarjetas de crédito bancarias.


-La propuesta de la Cámara de Diputados de extender el cálculo de la TIC a oferentes no bancarios implica lo siguiente:


1.- Impacto acotado en el cálculo, pues las operaciones entre 200 y 5000 UF realizadas por oferentes no bancarios se concentrarían principalmente en créditos automotrices cuyas tasas son casi idénticas a la TIC estimada.


2.- Mayor complejidad operativa, ya que incorporaría a agentes actualmente no supervisados por la SBIF, lo cual requiere establecer un proceso de reporte y validación que podría ser complejo y costoso. 


Finalmente, hizo presente que la tasa de interés de los créditos automotrices es similar a las operaciones actualmente consideradas en el cálculo de la TIC, como se refleja en la siguiente gráfica:

Tasa de Interés Créditos Automotrices (*)

(PORCENTAJE)
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(*) Tasas promedios calculadas sobre la base de valores mínimos y máximos reportados para créditos a 24 meses (Sernac, 2012). TIC 200-5000 UF vigente para junio 2012. 

Fuente: Banco Central de Chile a base de la información de la SBIF y el Sernac.

____________


Además de referirse a la materia relativa a la base de cálculo, el señor Presidente del Banco Central formuló ante la Comisión Mixta una propuesta general al proyecto de ley, en el sentido que podría perfeccionarse, en línea con los principios generales, de acuerdo a lo siguiente:


1.- Tramo único de 0 a 200 UF


Los créditos son divisibles, por lo que la efectividad de diferenciar tramos según tamaño del crédito puede ser anulada.


2.- TIC basada en operaciones bancarias de 200 a 5.000 UF –excluyendo tarjetas.


Ello toda vez que las tasas de interés cobradas por oferentes no bancarios en estos montos son similares a las bancarias, y que la incorporación de la información de tarjetas de crédito bancarias tiene un impacto compensado con el cambio en el factor aditivo.


3.- No establecer diferencias entre tipos de deudores.


Lo anterior en razón a que no se observan diferencias en el comportamiento de pago entre deudores específicos –cajas vs otros oferentes, y que errores en la calibración de la fórmula podría tener un efecto contrario al esperado, excluyendo a estos deudores del crédito formal.


4.- Transición gradual (similar a la contemplada en el proyecto de ley)


Comprende realizar un recorte inicial de 8 puntos porcentuales, y, luego, recortes semestrales de 2 puntos porcentuales.


5.- Mecanismo de evaluación anual


Debe evaluarse a partir del primer año si es posible continuar con los recortes sucesivos. 

___________


Concluyó señalando que su propuesta simplifica la implementación del proyecto de ley y establece los resguardos apropiados, sin afectar materialmente la trayectoria de TMC.

MECANISMO DE AJUSTE DE LA TMC (*)

(PORCENTAJE)
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(*) Considera TMC inicial de 55% para el tramo 0-200 UF; TIC de 17% para el tramo 200-5000 UF y factores aditivos de 21 y 14 puntos porcentuales para los tramos 0-50 y 50-200 UF. 

Fuente: Banco Central de Chile-


Por su parte, el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, señor Raphael Bergoeing Vela, indicó que antes de abordar el punto referido a la nueva base de cálculo resulta necesario tener en consideración ciertos aspectos técnicos relacionados con el proyecto.


Al respecto señaló que actualmente no se cuenta con la información de instituciones distintas de bancos establecidas en Chile para estimar la TMC para cada segmento. No obstante, cabría esperar que las tasas de interés de las instituciones reportantes que se incorporen sean más altas que las de los bancos, lo que elevaría la TIC. En todo caso, la participación de estos otros oferentes no debería ser relevante.

DEUDA DE CONSUMO DE LOS HOGARES


Institución





      Participación


Bancaria






61.27%


Casas Comerciales





11.97%


Cajas de Compensación de Asignación Familiar 
 8.92%


Cooperativas 





 4.46%


Otros (*)





          13.38%

(*) Incluye financiamiento automotriz, deuda universitaria y compañías de seguros. Fuente: lEE primer semestre 2013.





Planteó que debería hacerse gradualmente la incorporación de instituciones diferentes a los actuales reportantes, es decir, los bancos, que se consideran en el cálculo de la TMC. Este punto es clave, dado el periodo de transición que establece el proyecto de ley. Es factible incorporar a las cooperativas y emisores de tarjetas no bancarias fiscalizadas por la SBIF, pero el proceso requiere un plazo no inferior a dos años, según una proyección en base a cálculos con información actual de la SBIF.





Considerar a otros emisores, como cajas de compensación y otros oferentes de crédito actualmente no fiscalizadas por la SBIF, podría dilatar aún más los plazos requeridos.





En relación a la implementación y costos etapas del proceso a partir de publicación de la ley, el  Superintendente distinguió las siguientes etapas en el proceso:





1. El Servicio de Impuestos Internos indicará a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras la nómina con las instituciones, que de acuerdo al artículo 31 de la ley, deberán entregar información a este organismo respecto de las tasas de interés de sus operaciones de crédito.





2. Diagnóstico del estado inicial, verificando si las nuevas entidades van a poder entregar, en tiempo y forma, la información solicitada.





3. Conocida la realidad, se ajustarán los archivos, a fin de lograr homogeneidad de la información.





4. Envío de archivos e instrucciones (vía de remisión de la información, frecuencia y los procedimientos para la operación del proceso), para el correcto traspaso de la información.





5. Se entregará el archivo definitivo con las instrucciones de reporte.





6. Período de piloto, en especial con los nuevos aportantes.

NUEVO DE ESQUEMA DE FISCALIZACIÓN TMC E INSTITUCIONES

[image: image5.emf]




Respecto del costo de la fiscalización, se refirió a la estructura y funciones de la Unidad de Fiscalización de la TMC. Tal unidad contará con una jefatura y con cinco profesionales (auditoría), y sus funciones serán participar en la gestión de reclamos relativos a la TMC; ser contraparte para las labores de revisión en terreno; revisar las operaciones informadas por sobre la TMC, y fiscalización en terreno.





También considera la revisión de operaciones en terreno a nivel de todo el país, respecto del cual existen dos caminos posibles: 





a) Hacer el proceso de revisión con recursos internos de la SBIF, lo que conlleva contrataciones adicionales, o





b) Contratar servicios externos que desarrollen las revisiones en terreno, de acuerdo a un programa y calendario definidos.

__________


En discusión, el Coordinador de Políticas Microeconómicas del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, indicó que esta materia genera un desafío complejo en la redacción de la norma, y que afecta a varios artículos por la concordancia que existe entre ellos. En razón de lo anteriormente expuesto, anunció que el Ejecutivo había desarrollado una redacción alternativa integral, la cual, en síntesis, propone que en el artículo 6° se incorpore como régimen permanente el concepto de ampliar la representatividad de las tasas de interés promedio o corriente, incorporando en el mediano plazo a instituciones distintas de los bancos para estos del cómputo. Tal proceso duraría un tiempo estimado en 20 meses desde la publicación de la ley. 


Hizo notar que este punto está en concordancia con un artículo transitorio que propone el Ejecutivo a la Comisión Mixta, según el cual en todo el tiempo en que no exista la información que cada una de las instituciones deberá entregar a la SBIF se continuará con el computo de los datos bancarios únicamente.


En esta línea, anunció que también propone un artículo 6° quáter según el cual los términos aditivos definidos por el inciso primero del artículo 6 bis serán modificados por una sola vez, y en forma permanente, a partir de la fecha en que deje de regir el artículo transitorio señalado.


Reconoció que es una materia muy compleja, que genera problemas prácticos. Reiteró que corresponde que sea abordada de un modo integral y no por partes.


Luego, el Honorable Senador señor Eugenio Tuma destacó que para legislar adecuadamente debe haber simplicidad y no complejidad. Sin claridad no es posible resolver los problemas.


Agregó que en un principio le pareció bien la idea de ampliar la base de cálculo del interés corriente incorporando a otros oferentes de crédito, pero cambió de parecer luego de conocer la complejidad que esto importa y el impacto marginal que tendría.


Por tanto, si el modo de calcular la base para la tasa máxima convencional es en función del tramo de los créditos de 200 a 5000 U.F., no es necesario introducir otras variables, ya que casi la totalidad de aquellas operaciones que se pensó incorporar para el cálculo de la tasa están bajo ese tramo.


Por los motivos anteriormente expuestos, planteó a la Comisión Mixta la idea de simplificar la materia, apoyando el texto aprobado por el Senado y, de este modo, mantener la base de cálculo de la tasa en las operaciones que realizan los bancos, porque representan la inmensa mayoría de las operaciones de crédito del tramo indicado. Hizo notar que esto es sólo en función del cálculo de la tasa de interés promedio del mercado. 


Reiteró que carece de sentido complejizar la materia introduciendo muchas otras operaciones, pero que, al contrario, sí tiene sentido considerar a todas las operaciones para efectos de las fiscalizaciones de las entidades que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva.


Luego, el Honorable Senador señor Andrés Zaldívar recordó que en la discusión en el Senado también se estudió considerar a otras operaciones de crédito distintas a las de los bancos en la base de cálculo para la tasa de interés corriente, y, sobre tal base, estimar el margen al cual era posible acceder, a lo cual correspondía añadir puntos aditivos. 


En tal sentido, solicitó información relativa a cuánto podría significar tal simplificación, porque, como lo ha manifestado en otras ocasiones, su preocupación es que el resultado de esta iniciativa sea equilibrado y que por el hecho de fijar una tasa máxima no quede fuera del crédito un número importante de personas, es decir, no producir un efecto de desbancarización.


Coincide con el Senador señor Tuma en que para los efectos de fiscalización se considere a todas las entidades que colocan fondos por medio de crédito de dinero de un modo masivo, materia que está considerada en el artículo 31 del proyecto.


A continuación, el Honorable Senador señor José García hizo presente que el Presidente del Banco Central recomendó mantener como base de cálculo para el interés corriente las tasas de las operaciones de crédito de 200 a 5.000  U.F., sin incorporar otras, toda vez que el impacto en el cálculo era muy acotado porque, en general, no hay otras operaciones de crédito de dinero significativas en el señalado tramo de 200 a 5.000 U.F. que sean otorgadas por entidades distintas a los bancos, y que esa modificación solo complejiza el cálculo de la tasa de interés corriente.


Lo anteriormente señalado lo lleva a sostener que de aceptar la recomendación del Presidente del Banco Central, correspondería rechazar también el mecanismo especial a aplicar al momento de incorporar a las tarjetas de crédito bancarias consistente en bajar en un punto el aditivo, para contrarrestar el incremento esperado en la TIC de un punto. 


En tal sentido, se inclina por la posición expresada por el Honorable Senador señor Eugenio Tuma, reforzada por la recomendación del Banco Central.


Luego, el Honorable Diputado señor José Manuel Edwards manifestó tener una visión distinta en estas materias. De aceptar que debe haber fiscalización respecto de todas las operaciones de crédito de dinero de manera masiva, implícitamente se acepta también que esa información será incorporada en alguna base de la SBIF, donde serán enviados. Por lo tanto, si los datos ya están, el cálculo de la tasa sobre una base más amplia no debería ser más complejo. Sería distinto si no estuviera a la vista la fiscalización porque ese escenario sí complicaría la operación, pero como está considerada y es aceptada y apoyada por todos, no ve motivo para que el cálculo de la TIC no se apoye en toda la información disponible. 


Actualmente se afirma que los efectos de tal incorporación serían más bien acotados, pero no es posible predecir qué ocurrirá en el futuro. Entonces, al contar con los datos corresponde que éstos se usen para generar una forma de medición más robusta, que evite dejar gente afuera del sistema bancario ante escenarios adversos.


Por lo tanto, dado que el proyecto contempla la existencia de fiscalización de las operaciones de crédito de dinero de manera masiva, y que, en consecuencia, la información estará disponible; y dado que no es posible saber cuánto impacto tendrán los créditos de más de 200 U.F., dependiendo de qué entidad los coloque, le parece que lo lógico es incorporarlos.


En seguida, el Honorable Senador señor Jovino Novoa hizo un llamado a separar las materias, en el sentido de no confundir la norma general de cómo se fija la tasa de interés máxima convencional, contenida en el artículo 6°, con aquélla norma especial referida a las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, por plazos mayores o iguales a noventa días, reguladas en el artículo 6° bis.


Lo lógico es incorporar todas las operaciones de crédito, pero para los efectos del punto en debate, que es el artículo 6° bis, la tasa máxima convencional no será la tasa del mercado, sino que la tasa máxima convencional en las operaciones de hasta 200 U.F. estará compuesta por una referencia a la tasa de las operaciones del tramo superior, el de 200 a 5.000 U.F., más un aditivo. 


Luego, incorporar a todas las operaciones para tal cálculo es inútil porque no serán usadas en el cálculo las tasas de las operaciones de monto inferior a 200 U.F., y que en el tramo de las operaciones de crédito por montos entre 200 y 5.000, además de los créditos otorgados por los bancos, únicamente están los créditos automotrices, según la información proporcionada por el Banco Central. 


En razón de lo anterior, le parece apropiado y razonable tener en consideración las tasas cobradas por el mercado bancario en el tramo de las operaciones de 200 a 5.000, que es la instancia en que existe un mayor poder negociador. Y sobre ese promedio agregar el aditivo. 


Desde tal perspectiva, es razonable no complejizar el asunto.


Otro punto a considerar es que al simplificar la materia relativa a la base de cálculo de la tasa de interés corriente, obviamente las normas transitorias sobre el particular no son necesarias.


En la misma línea, el Honorable Senador señor Andrés Zaldívar le preguntó al Ejecutivo sobre el real significado y alcance del cambio que aprobó la Cámara de Diputados en cuanto a la base de cálculo para la tasa de interés corriente, particularmente el margen que afectaría a personas que queden fuera del sistema bancario y cuánto es lo que significa en puntos. Si bien comparte con la idea de simplificar el sistema también le interesa mucho no provocar daño.


En respuesta a las inquietudes de los Parlamentarios, el señor Salvador Valdés indicó que, en primer lugar, es necesario precisar que hay dos materias muy distintas, y que son las siguientes:


1.- La incorporación de las tarjetas de créditos bancarias al cómputo es algo simple y sin complejidad alguna.


Lo anterior, porque este punto está debidamente medido y existe un informe al respecto de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Se conoce con exactitud cuál es el impacto. Y el objetivo de los Diputados al ampliar la base de cálculo fue la representatividad; no impactar la tasa máxima. 


2.- La incorporación en la base de cálculo de las operaciones de nuevas entidades instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, es una situación más compleja.


En respuesta a la inquietud del Honorable Senador señor Andrés Zaldívar indicó que la norma aprobada por los Diputados contiene un procedimiento para que una vez que existan datos que aún no están llegando a la SBIF se determine la magnitud del impacto, con la finalidad de que pueda ser compensada y neutralizada en su efecto sobre la tasa máxima.


En lo concreto, la respuesta a la pregunta de cuál es el efecto en relación a la tasa máxima convencional es la siguiente: cero (“0”). ¿Cuál es la magnitud del ajuste? Es algo desconocido a la fecha de hoy, porque sólo podrá determinarse una vez conocido los datos.


Agregó que, no obstante lo anteriormente planteado, el Ejecutivo considera igualmente válido tomar cualquiera de los dos caminos: es decir, optar por simplificar el sistema, lo cual tiene ventajas; u optar por el camino planteado por el Honorable Diputado señor Edwards que es factible y está a la mano, y que tiene una ventaja adicional porque soluciona un aspecto que plantean muchas entidades, como las cooperativas de ahorro y crédito, y el retail, las que sostienen que es injusto que le fijen una tasa adicional basada en el promedio de entidades distintas a ellas, como son los bancos. Es decir, una tasa máxima basada en un mercado que no es propio de estas entidades. 


Luego, el Honorable Senador señor Jovino Novoa indicó que es conveniente tener sólo un mercado como referencia.


Por su parte el Honorable Diputado señor Patricio Vallespín señaló que concuerda con el texto aprobado por la Cámara, pero reconoce que inyecta más complejidad al sistema. Con el ánimo de avanzar en la tramitación del presente proyecto de ley y en la instancia de la Comisión Mixta, propone adoptar, en esta oportunidad, la opción más simple y dejar para más adelante el sistema más complejo, pero en otro proyecto de ley. 


Señaló que su proposición es un camino intermedio que permite no complejizar el tema ahora, pero tampoco que quede descartado, para lo cual pide un grado de compromiso de presentar un nuevo proyecto. 


En suma, la Comisión Mixta estuvo por acotar la base de cálculo de la tasa de interés corriente al promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile.


--Aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Tuma y Vallespín. (Unanimidad; 9x0).

____________

Letra b)


-El Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Las tasas de interés corriente se establecerán cada dos semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas dos semanas consecutivas. Las tasas de interés corriente que resulten se publicarán en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras  y en el Diario Oficial durante la semana siguiente a las utilizadas para su establecimiento, y tendrán vigencia desde el día siguiente al de su publicación y hasta el día de la próxima publicación inclusive.”.”.


-Respecto de esta letra, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes modificaciones:

“1.- Ha reemplazado la frase “Las tasas de interés corriente se establecerán cada dos semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas dos semanas consecutivas.”, por la siguiente: “Las tasas de interés corrientes se establecerán cada cuatro semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas cuatro semanas consecutivas.”.


2.- Ha eliminado la expresión “y en el Diario Oficial”.”.


-El Senado, en tercer trámite, rechazó ambas modificaciones a la letra b), del N° 3, del artículo 1°.

________


En discusión, representantes del Ministerio de Hacienda explicaron que la modificación signada con el N° 1 establece que el cálculo de las TIC se realizará cada 4 semanas para evitar un incremento en los costos administrativos para la SBIF producto de aumento de oferentes y operaciones a considerar. Asimismo, se ajusta en forma consistente el artículo transitorio sobre rebaja de la TMC, pero manteniendo el plazo de transición. Hicieron notar que una de las finalidades de la modificación de la Cámara de Diputados en esta materia es volver a un período más parecido al mensual, y que se optó por 4 semanas y no de un mes, porque un mes es bastante móvil.


Por su parte, y con el fin de reducir costos operativos, la modificación N° 2 elimina la publicación en Diario Oficial, manteniendo sólo la publicación en sitio web de SBIF.


En discusión, los Honorables Parlamentarios tuvieron en consideración que la ley vigente hace presente que los promedios se establecen en relación con las operaciones efectuadas durante un mes calendario y una vez fijados rigen también para un mes calendario.


También recordaron que en primer trámite constitucional el Senado aprobó hacer el cálculo cada 2 semanas, pero toda vez que este criterio fue cambiado por la Cámara de Diputados, sería más conveniente mantener como período un mes calendario, sin innovar en la materia respecto a la ley vigente y en consideración al público en general, al cual le resulta más fácil saber cuál es la tasa del mes correspondiente. Un período de 4 semanas podría llevar a tener dos tasas dentro de un mismo mes calendario. En la misma línea, si la Cámara no acogió el criterio de hacer el cálculo cada 2 semanas, sería más apropiado no innovar en la materia.


En cuanto a la modificación consistente en eliminar la obligación de publicar en el Diario Oficial la tasas de interés corriente, hubo consenso en que dado que tales tasas de interés rigen para todas las operaciones, tanto las realizadas por las instituciones bancarias y financieras, así como las realizadas entre particulares, es importante que tengan la mayor publicidad y difusión posibles. El establecimiento de las tasas de interés corrientes es un hecho de la mayor relevancia y que requiere de máxima publicidad y certeza, por lo que lo adecuado es mantener la forma tradicional de publicidad. Los diarios oficiales tienen precisamente la finalidad de dar publicidad a todas aquellas materias que son de transcendencia.


Con la finalidad de asegurar aún más la debida difusión hubo acuerdo en tales promedios también se publiquen en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


En resumen, la Comisión Mixta optó por mantener en este punto la ley vigente, es decir el inciso segundo del artículo 6° de la ley N° 18.010, con la única modificación de utilizar para la difusión la página web de la SBIF.


Por lo anteriormente expuesto, La Comisión Mixta propone aprobar como letra b), la siguiente:


“b) En el inciso segundo, intercalar entre “se publicarán” y “en el Diario Oficial” lo siguiente: “en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y”.”. (Unanimidad) (9X0).


--En votación, Aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Tuma y Vallespín. (Unanimidad; 9x0).

____________

Letra c)


-El Senado aprobó una norma del siguiente tenor:

“c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado.”, por las siguientes: “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza no sean representativas de las condiciones de mercado en relación a operaciones de similares características y circunstancias. La Superintendencia deberá siempre publicar dicha decisión en su página web.”.


-La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, la sustituyó por la siguiente:


“c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Para determinar el promedio que corresponda, la Superintendencia podrá omitir las operaciones sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, no sean representativas de las condiciones de mercado en relación a operaciones de similares características y circunstancias, o también las operaciones de una parte de los oferentes de una categoría de operaciones, cuando los datos disponibles del resto de los oferentes representaren adecuadamente la información requerida para determinar el promedio correspondiente para toda la categoría de operaciones. La Superintendencia deberá publicar en su página web los criterios generales que utilizará como base para tomar esta decisión.”.”.

-Tal modificación fue rechazada por el Senado en tercer trámite constitucional.

______


En discusión, representantes del Ejecutivo recordaron que el texto aprobado por el Senado ya le permitía a la Superintendencia omitir algunas operaciones que no fueran representativas de las condiciones del mercado. Considerando el aumento de oferentes de crédito y operaciones a incluir en el cómputo respectivo, la modificación en debate de la Cámara autoriza a SBIF a calcular la TIC sobre la base de los datos de una muestra representativa de entidades financieras. Es decir, la norma le permite operar sobre la base de muestras y no sobre el total de las operaciones. Tal circunstancia ocurriría bajo la condición que los datos disponibles del resto de los oferentes representaren adecuadamente la información requerida para determinar el promedio correspondiente para toda la categoría de operaciones. Hicieron presente, asimismo, que esta norma también existe en legislaciones de otros países. 


Los Honorables Parlamentarios presentes manifestaron que la ley actual es clara y precisa en esta materia, al establecer que: “Para determinar el promedio que corresponda, la Superintendencia podrá omitir las operaciones sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado.”.


Reforzando lo planteado, pidieron dejar constancia que la ley actual no ha generado problemas, y que la norma en cuestión es lo suficientemente amplia, y ya cuenta con una forma de interpretarse.


Sobre este punto, representantes del Ejecutivo pusieron de relieve que el cambio de redacción propuesto por la Cámara de Diputados, rechazado por el Senado, está íntimamente relacionado con la inclusión de otros oferentes de crédito de manera masiva, en la base de cálculo de la TIC, y la posibilidad de omitir las operaciones de una parte de los oferentes de una categoría de operaciones, si se dan las condiciones que la norma señala. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, indicó que la disposición pierde sentido y no es necesaria, dado que la Comisión ha resuelto no incorporar oferentes distintos a los bancos en el cálculo de la TIC, y por tanto propuso mantener el texto de la ley vigente, inciso tercero, del artículo 6°, de la ley N° 18.010, rechazando tanto la proposición de la Cámara de Diputados, como del Senado en relación a esta materia. 


El resto de los integrantes de la Comisión Mixta estuvieron de acuerdo con lo señalado. Asimismo, destacaron lo acertado de su redacción.


Respecto de obligatoriedad de la publicación en la página web, el Honorable Senador señor Novoa manifestó que no es necesario explicitarlo acá, pues es una obligación que emana del mandato de transparencia que alcanza a todas las entidades públicas.


De este modo, y con la finalidad de lograr un acuerdo, el señor Presidente propuso conservar el texto vigente de la ley N° 18.010, que le otorga facultad a la Superintendencia para omitir las operaciones sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado, con la amplitud adecuada para los fines que persigue. 


Por los motivos anteriormente expuestos, la Comisión Mixta propone mantener el texto vigente del inciso tercero del artículo 6°, rechazando, en consecuencia, tanto el texto del Senado como el de la Cámara de Diputados.


--En votación, la proposición de mantener el texto vigente del inciso tercero del artículo 6°, rechazando, en consecuencia, tanto el texto del Senado como el de la Cámara de Diputados, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Tuma y Vallespín. (Unanimidad: 9x0).

____________

Letra e)


-El Senado aprobó una norma para suprimir el inciso final del artículo 6° de la ley N° 18.010.


-Por su parte, la Cámara de Diputados reemplazó la letra e) por la siguiente:


“e) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“El conjunto de entidades que la Superintendencia deberá considerar para el cómputo de la tasa de interés corriente será el siguiente, en su caso:


1) Los bancos establecidos en Chile, para aquellos períodos en que la Superintendencia no cuente con el promedio de 52 semanas de diferencias de tasas de interés, a que se refiere el literal b) del numeral 2) que sigue a continuación.


2) Las entidades a que se refiere el inciso primero del artículo 31 de esta ley, para aquellos períodos en que la Superintendencia cuente con el promedio de 52 semanas de diferencias, obtenido a partir del siguiente procedimiento:


a) Se han completado las primeras 84 semanas de entrega periódica de los datos que la Superintendencia debe solicitar a las instituciones identificadas en el artículo 31 de la presente ley, distintas de los bancos en cumplimiento del citado artículo.


b) Se ha computado, para las operaciones en moneda nacional no reajustable a plazos iguales o superiores a noventa días y por montos entre 200 y 5.000 unidades de fomento, para cada una de las últimas 52 semanas de aquellas identificadas en el literal anterior, la diferencia entre la tasa de interés corriente que rigió en cada una de ellas y la tasa de interés corriente hipotética que habría regido en cada una de esas semanas, de haberse incluido en el cómputo aquellas operaciones informadas por las instituciones identificadas en el artículo 31 de esta ley. También se han promediado las diferencias para esas 52 semanas y dicho promedio se ha expresado con un solo decimal, aproximándola al decimal más cercano. 


c) En aquellos períodos en que se verifique que el promedio de 52 semanas de diferencias es positivo, la tasa de interés corriente para operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, exclusivamente en lo que respecta a su utilización para los dos segmentos a que se refiere el artículo 6° bis, será reducida en la magnitud de dicho promedio de 52 semanas de diferencias. En aquellos períodos en que se verifique que el promedio de 52 semanas de diferencias es negativo, la señalada tasa de interés corriente será incrementada en la magnitud del promedio de 52 semanas de diferencias.


La Superintendencia deberá realizar los cómputos a que se refiere el literal b) precedente por una sola vez, y aplicará el incremento o rebaja correspondiente con carácter permanente y en cada oportunidad, a partir de la siguiente determinación de las tasas de interés corriente, posterior a la publicación de los señalados cómputos y su resultado en el Diario Oficial.”.


-El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación.

_____________


En discusión, el señor Presidente de la Comisión Mixta hizo presente que dado que la Comisión Mixta acordó acotar la base de cálculo de la tasa de interés corriente al promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile, corresponde rechazar la modificación de la Cámara de Diputados, que reemplazó la letra e) del proyecto aprobado por el Senado por otra, referida al conjunto de entidades, además de los bancos, que la Superintendencia debería haber considerado para el cómputo de la tasa de interés corriente, en el caso de ampliar la señalada base de cálculo de la TIC.


Por otra parte, la Comisión Mixta tuvo presente que el proyecto aprobado en general por el Senado, en primer trámite, simplificaba la referencia a la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, y que, posteriormente, el Ejecutivo resolvió proponer, vía indicación, que fue aprobada, la supresión de la referencia por innecesaria, toda vez que las normas de la referida ley N° 19.496 deben aplicarse en cuanto son la legislación vigente en la materia.


En consideración a lo anteriormente expuesto, la Comisión Mixta propone mantener la letra e) aprobada por el Senado, en primer trámite constitucional, que suprime el inciso final del artículo 6° de la ley N° 18.010. 


-En votación la supresión del inciso final del artículo 6° de la ley N° 18.010 fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Mixta. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Tuma y Vallespín. (Unanimidad: 9x0).

_______________

N° 4)


-El Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“4) Agréganse los siguientes artículos 6° bis y 6° ter:


“Artículo 6° bis.- Para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, por plazos mayores o iguales a noventa días, y que no correspondan a aquéllas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:


i) catorce puntos porcentuales sobre base anual, en las operaciones superiores a cincuenta unidades de fomento.


ii) veintiún puntos porcentuales sobre base anual, en aquellas operaciones por montos iguales o inferiores a cincuenta unidades de fomento.


Se denomina segmento a cada agrupación de operaciones originada en la distinción por monto establecida en el inciso anterior. La Superintendencia deberá determinar y publicar la tasa de interés corriente de cada uno de los segmentos señalados y del conjunto de ellos. 


La Superintendencia deberá, además, publicar la tasa de interés promedio ponderado por montos, de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor, en virtud del cual ésta se obligue a deducir al deudor aquellas sumas o porcentajes determinados en conformidad a la legislación vigente, destinados a efectuar pagos al acreedor bajo dichas operaciones. Se presumirá la existencia del convenio cuando el acreedor y la entidad mencionada sea la misma institución. La Superintendencia podrá establecer mediante normativa la información periódica que deberán entregarle los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según son definidas en el artículo 31 de esta ley, con el fin de cumplir la tarea encomendada por este inciso.


Artículo 6° ter.- La tasa máxima convencional a aplicar a los créditos que se originen en la utilización de tarjetas de crédito mediante una línea de crédito previamente pactada se establecerá en función del monto máximo autorizado para dichas operaciones en la convención que les dio origen y del tiempo que se hubiere pactado en ella para hacer uso de la línea rotativa o refundida, según sea el caso, y corresponderá a aquella vigente al momento a partir del cual se devengan los respectivos intereses.


Para efectos de determinar la tasa máxima convencional a aplicar en los créditos a que se refiere el inciso precedente, se entenderá que las modificaciones en el tiempo pactado o en el cupo autorizado para la respectiva línea de crédito que se realicen a la convención que da origen al crédito, o las  renovaciones que se hicieren a ésta, constituyen una nueva convención.


Para las operaciones de crédito que se efectúen en cuotas, la tasa máxima convencional a aplicar se establecerá en función al monto y plazo de la operación respectiva, y corresponderá a aquella vigente al momento de efectuarse la misma.”.


-Por su parte, la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó las siguientes modificaciones:

EN RELACIÓN AL ARTÍCULO 6° BIS


1.- Ha incorporado los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual tercero a ser quinto:


“Para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor o que correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto de este artículo y que se efectúen al amparo de la ley N°18.833, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:


a. 10 puntos en las operaciones otorgadas a trabajadores y 


b. 5 puntos en las operaciones otorgadas a pensionados, montepiados o personas del sector pasivo en general.


Estos límites se mantendrán sólo en la medida que dicho mecanismo de pago se encuentre en aplicación.”.


2.- Ha agregado en el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la frase “de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor” la expresión “o que correspondan a descuento legal”. La modificación N° 3 se consigna más adelante en este informe.


-En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó las modificaciones signadas con los números 1.- y 3.-, y aprobó la signada con el número 2.- 

_______


En discusión, la Comisión Mixta tuvo presente que la Cámara de Diputados, acogiendo una indicación parlamentaria, incorporó una materia nueva, esta es la inclusión de términos aditivos especiales para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre acreedor y empleador o pagador de pensión del deudor o bajo descuento legal, o créditos que se descuentan por planilla. 


Tales términos aditivos especiales son de 10 puntos en operaciones con trabajadores y 5 puntos en operaciones con pensionados, montepiados o personas del sector pasivo en general. Por su parte, un artículo transitorio regula entrada en vigencia de estos nuevos términos aditivos.


En principio, la posición de los representantes Ejecutivo fue de rechazo a estas modificaciones. Fue así como durante el tercer trámite solicitaron mantener el texto aprobado por el Senado, pues este proyecto plantea un paraguas transversal en materia de tasas, sólo considerando el monto de la operación y el plazo. También indicaron que el descuento por planilla requiere de un debate más amplio, y, en todo caso, en el contexto de la discusión de las mociones parlamentarias actualmente en trámite referidas a descuento por planilla.


Para profundizar sobre la materia, la Comisión Mixta acordó invitar al Presidente del Banco Central, señor Rodrigo Vergara, y a los Superintendentes de Bancos e Instituciones Financieras, señor Rafael Bergoeing, y de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, para conocer su parecer respecto de los términos aditivos especiales incorporados por la Cámara de Diputados al nuevo artículo 6° bis. 


La Comisión Mixta hizo presente a los invitados que uno de los aspectos que le interesaba revisar a la Comisión Mixta era el impacto que tendrán estas disposiciones tanto respecto de los oferentes de crédito como de los usuarios, particularmente por la posibilidad que estos últimos, o un grupo de ellos, queden fuera del sistema formal de acceso al crédito.


En una sesión especialmente al efecto, la Comisión Mixta escuchó a todas las autoridades invitadas, las que, resumidamente, expusieron lo que a continuación se indica.


En primer lugar expuso el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, señor Rafael Bergoeing, quien indicó que los términos aditivos especiales agregados por la Cámara de Diputados al nuevo artículo 6° bis, referido a operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor, merecen las siguientes observaciones:


1.- De acuerdo a trabajos realizados en la SBIF para el caso de las cooperativas, los descuentos por planilla constituyen un factor que mitiga el riesgo de crédito.


2. Sin embargo, no se dispone de la información necesaria para evaluar cómo la fórmula propuesta afectaría la oferta de crédito.


Luego, hizo uso de la palabra la Superintendenta de Seguridad Social, señora María José Zaldívar, quien presentó el documento “Impactos TIMC Descuento por planilla en las CCAF”.


En primer término se refirió a la tasa de impagos de las cajas de compensación de asignación familiar, CCAF, para pensionados y trabajadores CCAF, según cálculo efectuado a 12 meses.

TASA DE IMPAGOS CCAF 

PARA PENSIONADOS Y TRABAJADORES CCAF
CÁLCULO EFECTUADO A 12 MESES
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Sobre la caracterización de las empresas afiliadas a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar de acuerdo al número de empresas afiliadas a las CCAF, al mes de junio de 2013, según tamaño de las empresas exhibió el siguiente gráfico:
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En relación al índice de rotación de los trabajadores por tamaño de empresa y una determinada caja de compensación de asignación familiar en porcentaje, entregó la siguiente información:



Hizo notar que, en el caso de la CCAF Gabriela Mistral, su concentración en microempresas y la alta rotación de trabajadores de sus empresas grandes afiliadas, explica el porcentaje de mora en el caso de trabajadores.

TASAS DE INTERÉS PENSIONADOS POR TRAMOS DE PLAZO

TRAMOS DE PLAZOS EN LAS CUÁLES SE SUPERARÍA LA NUEVA TIMC PROPUESTA PARA OPERACIONES POR MONTOS MENORES A 200 UF

(Fuente: Central de Riesgo Financiero SUSESO, Mayo 2013)
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Como puede apreciarse, la aplicación de la TIMC para operaciones con descuento por planilla calculada como la TIC 200-5000 UF +5% afecta a todas las operaciones otorgadas a pensionados con plazos mayores a 24 meses, de acuerdo a las operaciones de crédito otorgadas en el mes de mayo de 2013 (72,8% de las colocaciones por monto y el 98% de las colocaciones según número son menores a 200 UF).

MONTOS OTORGADOS A PENSIONADOS AFECTADOS POR TIMC POR TRAMO DE PLAZOS MENORES A 200 U.F. 

(En millones de $, mayo 2013). 

Monto afectado MM $ 7.500 aprox.
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Las CCAF poseen una capacidad parcial para hacer frente a la nueva TIMC, dado que una solución es bajar el tramo de plazo, lo cual necesariamente implica disminuir el monto de la colocación. Lo anterior supone que parcialmente, los afiliados serán afectados al encontrarse imposibilitados de acceder a los montos solicitados (de acuerdo al plazo requerido, considerando las restricciones de carga financiera y endeudamiento máximo contenidas en la Circular Nº 2.824).



Por otra parte, si bien algunas CCAF (de mayor tamaño) cuenta con spread suficiente para hacer frente a la disminución de la TIMC, la menor generación de excedentes en el mediano plazo afectará su capacidad de colocación de crédito.

NÚMEROS DE CRÉDITOS OTORGADOS A PENSIONADOS AFECTADOS POR TIMC POR TRAMO DE PLAZOS MENORES A 200 U.F.

Fuente: Central de Riesgo Financiero SUSESO, Mayo 2013
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Como puede apreciarse en color naranjo, la aplicación de la TIMC para operaciones con descuento por planilla calculada como la TIC 200-5000 UF +5% afecta a aproximadamente a 10.395 operaciones mensuales otorgadas a pensionados (54% de las operaciones del mes otorgadas a pensionados).

TASAS DE INTERÉS PENSIONADOS POR TRAMOS DE PLAZO



Simulación por tramos de plazos en los cuales se superaría la nueva TIMC propuesta para operaciones por montos menores a 200 UF, considerando un factor de 7,5%. Hizo notar que disminuye bastante.
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Producto de esta simulación el monto afectado mensual es de MM$ 1.020 que corresponde a 2.380 operaciones de crédito otorgadas a pensionados.

TASAS DE INTERÉS TRABAJADORES POR TRAMOS DE PLAZO



Tramos de plazos en las cuáles se superaría la nueva TIMC propuesta para operaciones por montos menores a 200 UF.
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Como puede apreciarse en color amarillo, la aplicación de la TIMC para operaciones con descuento por planilla calculada como la TIC 200-5000 UF +10% afecta a 4 de las 5 CCAF al mes de mayo de 2013, donde es posible constatar una tasa de interés promedio ponderado mayor a la TIMC propuesta.

MONTOS OTORGADOS A TRABAJADORES AFECTADOS POR TIMC 

POR TRAMO DE PLAZOS

(En millones de $, mayo 2013) Monto afectado = MM $ 24.000 aprox.
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Aproximadamente MM$ 24.000 de la colocación otorgada a trabajadores se encuentra afectada por la nueva TIMC propuesta (TIC +10%). En esta situación, las CCAF también cuentan con un bajo campo de acción.

NÚMEROS DE CRÉDITOS OTORGADOS A TRABAJADORES AFECTADOS POR TIMC POR TRAMO DE PLAZOS MENORES A 200 UF

Fuente: Central de Riesgo Financiero SUSESO, Mayo 2013
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Como puede apreciarse en color naranjo, la aplicación de la TIMC para operaciones con descuento por planilla calculada como la TIC 200-5000 UF +10% afecta a aproximadamente a 13.537 operaciones mensuales otorgadas a trabajadores.

TASAS DE INTERÉS TRABAJADORES POR TRAMOS DE PLAZO



Simulación tramos de plazos en las cuáles se superaría la nueva TIMC propuesta para operaciones por montos menores a 200 UF, considerando factor de 12,5%.
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Aproximadamente MM $4.243 que corresponden a 3.160 operaciones de crédito otorgadas a trabajadores, se encuentran afectadas por la TIMC simulada (TIC +12,5%). 



El gasto de provisiones no es el elemento principal en la estimación del pricing en el crédito social.



El valor de la tasa de interés en una CCAF depende de las siguientes variables:



-Costo de Fondo: En el caso del sistema CCAF el 75% del financiamiento corresponde a financiamiento bancario. En el caso de las CCAF 18 de Septiembre y G. Mistral representa casi el 100%. Las CCAF no pueden acceder a financiamiento a través de la captación de ahorro y enfrentan en situaciones de crisis, mayores costos de fondos.



-Gastos asociados a la administración del Régimen de Crédito Social.



-Gastos de provisiones asociados a la pérdida esperada.



-Rentabilidad exigida por el Fondo Social.

IMPACTO EN EXCEDENTES Y PRESTACIONES ADICIONALES 

EN LAS CCAF



Impactos asociados a la implementación de una nueva TIMC para operaciones con descuento por planilla.
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Aplicación de nueva TIMC afecta fuertemente los excedentes de las CCAF Los Héroes y G. Mistral.

__________

Aplicación a las CCAF lo dispuesto en el artículo 7º de la ley Nº 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero.



Hacer aplicable a las CCAF el artículo 7° de la ley N° 18.010:



“En caso que en una licitación de dinero hecha por el Banco Central de Chile a la que hayan tenido acceso todas las empresas bancarias y sociedades financieras, resultare el pago de una tasa de interés promedio superior a la máxima vigente para la respectiva operación, el Banco Central pondrá esta situación en conocimiento de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Este organismo procederá a determinar para las operaciones respectivas dicha tasa como interés corriente. La modificación de tasa se publicará en el Diario Oficial y regirá desde el día en que se efectuó la licitación y por lo que falte del período de vigencia de la tasa modificada. No podrá hacerse más de una variación por este concepto respecto de una tasa determinada durante un mismo período.”.



Asimismo, establecer un mecanismo que permita proteger a las CCAF en caso de shock de liquidez, permitiendo acceder a fuentes alternativas de financiamiento.

_________



En una nueva sesión, la Superintendenta señaló que si se bajan las tasas tal como está proponiendo la Cámara de Diputados el beneficio que percibirían los deudores de las Cajas de Compensación es prácticamente nulo.



A nivel de trabajadores la tasa promedio actual es de un veinticuatro como seis por ciento (24.6%), y con la nueva tasa propuesta esta tasa sería de un veinticuatro coma tres por ciento (24.3%). Explicó que para obtener tal resultado calculó todas las tasas cobradas que están bajo la tasa de interés máximo convencional que se aplicaría y aquéllas que están por sobre esa tasa de interés máximo convencional; se estableció que la tasa sería la que actualmente corresponde, y se sacó el promedio. Ese es el impacto a nivel de trabajadores. A nivel de pensionados también es muy bajo: un uno por ciento (1%). En conclusión, el beneficio que recibirían tanto los trabajadores y los pensionados será muy bajo. 



En cambio, el perjuicio que los afectaría es muchísimo mayor, producto que trabajadores y pensionados no podrán recibir todas las prestaciones adicionales que actualmente les entregan las Cajas de Compensación. Éstas financian las prestaciones adicionales con los ingresos netos que perciben al momento de otorgar estos créditos. Es decir, un trabajador o un pensionado verá disminuida su tasa anual en un 0.3% o en un 1%, pero percibirá menos bonos, menos bonificación en materia de salud dental o en salud en general, o accederá a menos crédito, porque la Caja tendrá menos dinero que poder prestar. 



Así, por ejemplo, un afiliado no podrá acceder a un crédito de $1.000.000 sino que sólo a uno de $300.000, porque la nueva tasa impedirá y dificultará, en algunos casos, otorgar estos préstamos.



Resaltó que, en el fondo, las Cajas de Compensación entregan su dividendo social en estas prestaciones adicionales en base a lo que perciben por concepto de crédito social. Tienen su patrimonio, su gran activo está en los inmuebles de ellas, pero no en dinero líquido, y es esto hace una diferencia sobre la situación de las Cajas.



Mostró un cuadro de cómo disminuiría los ingresos netos de las Cajas de Compensación. A nivel de sistema estarían percibiendo alrededor de catorce mil millones de pesos menos de lo que perciben actualmente, y es en base a esos ingresos netos que otorgan tales prestaciones adicionales. Otro tema a evaluar es si dichas prestaciones son las mejores o no, pero actualmente implican beneficios para trabajadores y para pensionados.



Finalmente indicó que las Cajas de Compensación no pueden discriminar por riesgo y tampoco pueden discriminar por pensionado. De tal modo, igualmente le prestarán dinero un trabajador o pensionado a una tasa menor, pero ya no podrán prestar una gran cantidad de dinero sino que tendrán que presentar una cantidad menor, ajustándose tanto a las condiciones máximas de descuento que tiene permitido respecto de ese trabajador o ese pensionado y a las posibilidades reales de otorgar esa Caja de Compensación.



Por lo anteriormente expuso, indicó que como Superintendencia estima que esta medida tendrá un escaso impacto en cuanto a los beneficios que va a percibir el trabajador o el pensionado, pero sí tendrá un impacto mayor en lo que dejará de percibir. 



Un término aditivo especial menor para las Cajas de Compensación, va a exponerlas a una situación compleja en caso de crisis financiera, porque no podrán traspasar estos mayores costos a los trabajadores y pensionados e igualmente se verán en la necesidad o en la obligación de prestar dinero a los trabajadores y a los pensionados, pero sin poder traspasar el costo que esto va a significar.



Explicó que el caso de los trabajadores más riesgosos será sumamente complejo porque en los períodos de mayor crisis son estos trabajadores los que tienen una mayor rotación. Pierde efectividad en trabajadores riesgosos en situaciones de crisis financiera y, por lo tanto, el riesgo no es igual a cero como se ha planteado.


Es así como esta medida afectará a los trabajadores más vulnerables y por eso propone a la Comisión Mixta lo siguiente; que no consideren estos factores aditivos menores; o de considerar factores adictivos, éstos sean un poco mayores, tal como se planteó en la exposición anterior.

______________


Finalmente, la Comisión Mixta escuchó sobre este punto al Presidente del Banco Central de Chile, señor Rodrigo Vergara.


Entregó el documento “Comentarios Proyecto de Ley sobre la Tasa Máxima Convencional”, que se encuentra en la Secretaría de la Comisión Mixta a disposición de los señores Parlamentarios.


En relación a los términos aditivos especiales, indicó que no es evidente como justificar diferencias de TMC para operaciones asociadas a descuentos por planilla, al menos en base al comportamiento de pago. Presentó la siguiente diapositiva:

MOROSIDAD 90 DÍAS

(PORCENTAJE DE COLOCACIONES)
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Fuente: Banco Central de Chile a base de la información de la SBIF, SuSeSo y SVS

____________


En una sesión posterior, la Comisión invitó a las Cajas de Chile A.G., con el fin de conocer su opinión respecto de proposición de la Cámara de Diputados respecto de la aplicación un término aditivo especial y menor a los préstamos que la Cajas conceden a sus afiliados, lo cuales están amparados en el régimen de crédito social que estas instituciones administran conforme con la ley N° 18.883, Estatuto General para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (C.C.A.F.).


Concurrieron el Presidente, señor Rogelio González, el Vicepresidente, Mauricio Orleans, y el Vicepresidente Ejecutivo, señor Eusebio Pérez.


En su presentación indicaron que sobre la materia consultada habían estimado oportuno reiterar la posición que permanentemente ha sostenido su Asociación sobre la propuesta que consideran discriminatoria y lesiva, no sólo para los propósitos y fines que persiguen estas entidades de bienestar social, sino que para los más de 6.380.000 de afiliados que constituyen la población hacia las cuales está dirigida su acción.


Agregaron que tal discriminación arbitraria que se pretende establecer en contra de las Cajas de Compensación en el artículo 6° bis del proyecto, desconoce la circunstancia que estas instituciones previsionales, para poder otorgar préstamos a sus afiliados, deben hacerlo esencialmente con recursos que solicitan en préstamos a la banca, la cual, de aceptarse esta modificación, tendrá la posibilidad de cobrar tasas superiores a la de los créditos otorgados por sus representadas. En consecuencia, las Cajas para poder fondearse tendrán que hacerlo a tasas más altas que aquella a las que puedan colocar sus créditos a trabajadores y pensionados afiliados.


Por otra parte, señalan que en cumplimiento a las instrucciones dictadas por la SUSESO, en su circular N° 2824, de julio de 2012, las cuatro Cajas que integran la Asociación, a saber, La Araucana, Dieciocho de Septiembre, Gabriela Mistral y Los Andes, procedieron de inmediato a fijar como porcentajes máximos de endeudamiento los nuevos límites fijados por el Fiscalizador, esto es:


-5% del ingreso para afiliados que reciban una remuneración, renta o pensión líquida igual o inferior a la pensión básica solidaria, PBS $80.528;


-15% del ingreso para afiliados que reciban una remuneración, renta o pensión líquida superior a la PBS e igual o inferior al ingreso mínimo para fines no remuneracionales, de $ 125.497;


-20% del ingreso para afiliados que reciben remuneraciones, renta o pensión líquida superior al ingreso mínimo para fines no remuneracionales e inferior al ingreso mínimo mensual, $ 193.000; y


-25% del ingreso para afiliados que reciben remuneraciones, renta o pensión líquida superior al ingreso mínimo mensual.
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Del mismo modo una norma especial, también emanada del Fiscalizador, instruyó a las Cajas, en julio de 2012, para establecer diferencias en las tasas de interés que se cobran a los trabajadores, diferencial que precisamente considera el menor costo o riesgo de incobrabilidad que tienen estos afiliados.


En consecuencia, habiendo resuelto la autoridad técnica con tales regulaciones la limitación deseada en materia de endeudamiento –en montos de los créditos y sus tasas de interés-, resulta del todo improcedente e innecesario establecer la normativa que se pretende en el artículo 6° bis del proyecto.


En consideración a lo precedentemente señalado, de concretarse la discriminación que se pretende establecer en contra del Sistema de Cajas de Compensación, en su parecer, ello pondrá en riesgo la existencia de estas entidades de bienestar social, especialmente la de aquellas Cajas de menor tamaño que se han especializado en la atención de trabajadores pertenecientes a pequeñas y medianas empresas.


En su presentación, también acompañaron dos gráficas, sobre leverage
 máximo de acuerdo a carga financiera y sobre tasas de interés diferenciada entre trabajadores y pensionados.


Destacaron que las Cajas que consideran los crédito como un beneficio de carácter previsional, en favor de los afiliados al destinar los excedentes también otros beneficios monetarios como no monetarios.


En definitiva, tal norma permite que el sector de pensionados tenga mayores ingresos al estar afiliado a una Caja porque la carga financiera ha disminuido considerablemente en relación a las condiciones anteriores.


Expresaron que respecto del tema en debate la Asociación ha tenido siempre una sola posición.

_______________


Luego de escuchar a todos los invitados, la Comisión Mixta profundizó el debate respecto de la materia, esto es sobre la posibilidad y conveniencia de hacer diferencias de TMC respecto de operaciones asociadas a descuentos por planilla.


En primer lugar, el Honorable Senador señor Tuma calificó como muy positivo haber invitado también a la Asociación de Cajas a hacer su presentación sobre esta materia ante la Comisión Mixta, y así darles la oportunidad que confirmaran su posición, la que ya había sido manifestada por el Honorable Diputado señor Chahín. 


Agregó que a partir de lo señalado por las Cajas es posible concluir que en consideración a las tasas aprobadas en la modificación que introdujo la Cámara de Diputados y las tasas que las Cajas han hecho presente en esta oportunidad, respecto a que en promedio están por debajo de la tasa máxima convencional que establece el proyecto, habría que coincidir que no existe inconveniente en aprobar la norma de la Cámara de Diputados.


Los Honorables Senadores señores Novoa y Zaldívar indicaron que no le parecía tan evidente llegar a tal conclusión.


Al respecto, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que las Cajas señalan que la tasa de interés promedio para el sector pasivo está en orden al 1,8% mensual, en operaciones a 60 meses, tal  sobre como refleja la última gráfica sobre las tasas de interés diferenciada entre trabajadores y pensionados. Esa tasa anualizada es menor al 21,6%, en circunstancia que lo planteado en el proyecto es que la tasa máxima para estas operaciones de crédito de las cajas para los pensionados sería de 22%. Es decir, en promedio las Cajas estarían actualmente por debajo del 22%.


Por su parte, el señor Eusebio Pérez, Vicepresidente Ejecutivo de la Asociación de Cajas, manifestó no estar de acuerdo con lo aseverado por el Honorable Senador señor Tuma e informó a la Comisión que muchos de los afiliados a las Cajas han emigrado porque el costo piso de las Cajas es precisamente el costo de endeudamiento que tienen, y el 80% del su endeudamiento es con la banca. Hizo notar que en lo sucesivo las Cajas tendrán que endeudarse a un costo mayor, lo que implicará hacer imposible atender al sector que normalmente atiende.


Luego el Honorable Senador señor Zaldívar recordó la presentación realizada sobre esta materia por la Superintendenta de la SUSESO en relación al número de afiliados que podría quedar fuera del sistema con la modificación de las tasas, por lo que consultó por el número de pensionados que podrían encontrarse en esta situación, es decir, de ser expulsados del sistema y, en consecuencia, quedar desbancarizados.


En respuesta, el señor Pérez indicó que el impacto para las Cajas sería por un total de operaciones que asciende a 400.000 anuales, que representan a unas 250.000 personas, aproximadamente, que quedarían marginadas de las Cajas porque su costo de financiamiento les hace inviable atenderlas.


Luego, el Honorable Diputado señor Tuma indicó que muchas personas en su distrito le han manifestado que nunca han recibido beneficio alguno de las Cajas. Incluso mayoritariamente la gente no los conoce, especialmente los beneficios de bienestar social, y, particularmente, aquéllos consistentes en prestaciones adicionales y en prestaciones complementarias. Así ocurre en las comunas de Carahue, Cholchol, Freire, Nueva Imperial, Pitrufquén, Puerto Saavedra y Teodoro Schmidt. No ve razón alguna para que queden fuera de tales beneficios, menos si el costo de fondo de las Cajas es menor.


Respondiendo a su inquietud, el señor Eusebio Pérez explicó que el costo de fondo de las Cajas depende del lugar de donde obtiene los fondos, que es principalmente la banca. Connotó que las cooperativas de ahorro tienen la opción de captar recursos directamente de sus asociados y clientes, y colocarlos; y, además, la ventanilla del Banco Central. En cambio las Cajas sólo tienen acceso al endeudamiento ante los bancos o la emisión de bonos en el mercado local. De lo anteriormente señalado, queda en evidencia que, por definición, el costo de fondo de las Cajas siempre será superior al que pueda tener otro oferente de crédito.


Luego, el Honorable Senador señor Edwards señaló en vez de sólo un número promedio de tasa mensual de 1,8%, que multiplicado por 12 se acerca al 22% anual. Como las Cajas manejan una tasa única resultaría muy interesante saber sobre los criterios de distribución de los créditos: es decir, qué pasa en los distintos niveles; cuántos son, y en qué Cajas están. Todo ello porque se trata de tasas únicas: por plazo y por Caja. Entonces, puede suceder que todas la Cajas estén bajo la señalada tasa cercana al 22%, menos una o unas de ellas. Para tener una visión más acabada de qué pasa con los distintos niveles pidió información más detallada sobre la materia.


Respondiendo a su pregunta, el señor Eusebio Pérez señaló que toda esa información es pública y la maneja la Superintendencia de Seguridad Social. Explicó que la presentación realizada tuvo como finalidad demostrar que la capacidad de endeudamiento que tiene un beneficiario en función de sus rentas está asociado a dos elementos: el plazo máximo del crédito y a la tasa de interés fijada en el momento de la operación. Puso énfasis en que la SUSESO ya restringió por vía administrativa el límite máximo de endeudamiento de los afiliados de las Cajas.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma indicó que se cumplió el objetivo de la sesión de invitar a las Cajas para conocer su parecer sobre la materia en debate. Señaló que fueron muy completas las explicaciones entregadas por la Asociación en relación a las tasas promedio de colocaciones que les permiten a la Cajas operar, particularmente en el sector de los pensionados. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Novoa señaló que el límite máximo de endeudamiento, que es un factor muy importante, no es la materia que está en debate, porque el objetivo del proyecto es sobre la tasa máxima convencional, es decir está referido con fijación de tasas de interés. Fijar cuota y plazo máximo para endeudarse no determina por sí solo la capacidad de endeudamiento de la persona, porque a ello hay que sumar la tasa de interés máxima, dado que obviamente una tasa más alta provoca efectos inmediatos en el monto de la cuota y consecuencialmente la capacidad de endeudamiento va a bajar. En tal contexto indicó que lo que la Comisión requiere saber es la tasa promedio con la que operan actualmente las Cajas.


En respuesta a su pregunta, el señor Eusebio Pérez señaló que cada Caja tiene su propia tasa y que el promedio de todas las Cajas es 24,6% en términos anuales. Indicó que hay que tener presente que la tasa varía en función del plazo. Así, si el plazo es menor la tasa es más baja, ergo si el plazo es mayor la tasa aumenta.


En cuanto a la diferencia de tasa entre el sector de los trabajadores y el sector de los pensionados, indicó que responde a que las directrices de SUSESO asumen que el pago de pensiones es una obligación de una entidad previsional, y, por consiguiente, los créditos a los pensionados tienen un nivel de riesgo menor, lo que se manifiesta en una menor tasa. Así la tasa promedio para crédito a 24 meses plazo es del orden de 1,8 mensual, es decir, 21,6% anual; y la tasa para créditos de 60 meses un poco mayor a 2%, es decir, entre 24% y 25% anual.


Luego, el Honorable Diputado señor Tuma hizo presente que en materia de tasas existe diferencia entre la Cajas, y que sólo una o dos son las que hacen subir el promedio. Luego, si la mayoría de las Cajas son capaces de prestar a menos de 24% interés anual, no entiende por qué hay algunas que trabajan tasas más altas. Tales Cajas deberían ajustarse a las demás, que son la mayoría, y no al revés.


A continuación, el Honorable Diputado señor Edwards señaló que también corresponde saber si las Cajas están dirigidas a distintos públicos, factor que puede significar una diferencia en cuanto a los riesgos y, por tanto, de la tasa que cobra en los créditos que otorga. 


Asimismo, señaló que, al igual que el Honorable Diputado señor Tuma, él también representa el Distrito Nº 51, en la IX Región de la Araucanía, y constata que afiliados a la Caja de los lugares más apartados no reciben beneficios de bienestar social distintos de los créditos, es decir, los beneficios relacionados con prestaciones adicionales y complementarias, o no pueden acceder a ellos. Al respecto, preguntó si la Asociación estaba en condiciones de entregar detalles de cómo la Cajas distribuyen tales los beneficios que justifiquen el nivel de renta que logran las Cajas con las tasas que cobran.


En respuesta, los representantes de la Asociación señalaron que el per cápita promedio anual de los beneficios, considerando el número de pensionados, fluctúa entre $14.000 y $16.000. De este modo las Cajas cumplen con el objetivo que se tuvo en mente al momento de incorporar a los pensionados, que no es otro que los beneficios a los que puedan acceder los pensionados fueran mayores que la carga financiera, expresada como tasa de interés respecto de la deuda que podía contraer un pensionado. Con la normas dictadas por la SUSESO tal objetivo se cumple. En suma, las tasas de interés, que representan el costo para un pensionado por endeudarse, son inferiores a lo que éstos reciben como beneficio. Ello produce un efecto redistributivo en beneficio de los pensionados.


También llamó a tener en consideración que los afiliados a las Cajas de Compensación reciben beneficios monetarios correspondientes a beneficios adicionales sin retorno así como también beneficios no monetarios, que son diversos programas de desarrollo especialmente diseñados para el sector de pensionados.


De igual modo hizo presente que el sector pensionado no era sujeto de crédito en ninguna entidad financiera. Eso cambió porque las Cajas lo hicieron posible.


En la línea de lo planteado, el Honorable Senador señor Andrés Zaldívar manifestó su preocupación respecto a la equidad que debe existir en la entrega de los beneficios de bienestar social de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, particularmente de aquéllos consistentes en prestaciones adicionales y de prestaciones complementarias.


En razón de lo señalado precedentemente, y con la finalidad de contar con más información sobre la materia, el mencionado señor Senador propuso solicita a la Superintendenta de SUSESO los antecedentes de que disponga en torno a tales beneficios, con indicación de su naturaleza, número de beneficiados, distribución nacional y regional, entre otros aspectos relacionados con la equidad en su entrega; así como precisar si esta materia está reglamentada o no.

Cabe señalar que la Comisión acogió la proposición del Honorable Senador señor Zaldívar por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta. En cumplimiento del referido acuerdo fue remitido el Oficio N° 663/E-2013, de 1 de octubre de 2013.


Con el propósito de lograr un acuerdo en torno a las divergencias, el Presidente de la Comisión propuso despejar, en primer término, que el inciso incorporado por la Cámara de Diputados fijando tasas aditivas menores para los descuentos por planillas quede limitado únicamente a las operaciones otorgadas a pensionados, montepiados o personas del sector pasivo en general, y, por tanto, dejar fuera al sector de los trabajadores.


Tal proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards y Tuma.


Luego, el señor Presidente señaló que corresponde pronunciarse respecto de las siguientes propuestas:


1.- Del Ejecutivo, representado por el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn.


“Opción 1: (TMEP sigue a la TMC general. Esto hace distinción por monto.)


a) Régimen permanente: agregar al artículo 6° bis, el siguiente inciso cuarto:


"En las operaciones de crédito de dinero señaladas en el inciso anterior, cuyo descuento se aplique sobre una pensión, cada término aditivo que determine el primer inciso de este artículo se rebajará en diez puntos porcentuales sobre base anual, para efectos de determinar el interés máximo convencional que podrá estipularse. Esta rebaja no se aplicará a las operaciones realizadas en aquellas ocasiones en que rija alguna tasa de interés corriente modificada por el mecanismo del artículo 7° de esta ley."


b) Régimen transitorio: 


Agregar el siguiente inciso final al art. 4° transitorio:


"En las operaciones de crédito de dinero comprendidas en el inciso tercero del artículo 6° bis de la ley 18.010, cuyo descuento se aplique sobre una pensión, los guarismos que establece el inciso primero de este artículo se incrementarán en diez puntos porcentuales sobre base anual y los términos aditivos que determinen los incisos anteriores de este artículo se rebajarán en diez puntos porcentuales sobre base anual.".


2.- Del Honorable Senador señor Eugenio Tuma, para sustituir el inciso tercero del artículo 6° bis por otro del siguiente tenor:


“Inciso tercero del artículo  6 bis : 


“Para las operaciones de créditos amparadas en la Ley 18.833 y aquellas en las cuales el acreedor y la entidad  pagadora de la pensión del deudor sea una misma entidad jurídica, no se podrá estipular un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustables por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil Unidades de Fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, incrementada en un término aditivo  de 5 puntos”.”.


3.- Del Honorable Senador señor Andrés Zaldívar de mantener la norma de la Cámara de Diputados, pero sólo en relación a las operaciones otorgadas a pensionados, montepiados o personas del sector pasivo en general, pero fijando un término aditivo mayor a los  5 puntos. Propuso estudiar elevar a 7 o 7,5 puntos el término aditivo aplicable a la tasa de interés corriente que para los créditos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días.


Finalmente, la Comisión Mixta acordó reunirse en una próxima sesión para pronunciarse sobre las propuestas anteriormente transcritas y proseguir con su cometido hasta el total despacho.

____________



En sesión de 7 de octubre, el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn planteó una proposición respecto del tema de debate, que fue acogida a discusión por la Comisión Mixta. 



Tal propuesta considera incorporar como inciso final del artículo 6° bis una norma del siguiente tenor:


“En las operaciones de crédito de dinero cuyo mecanismo de pago consista en la deducción de las respectivas cuotas o del capital, más los reajustes e intereses que correspondan en su caso, directamente de la pensión que tenga derecho a percibir el deudor, el interés máximo convencional que podrá estipularse será la tasa de interés corriente para operaciones en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos iguales o mayores a 90 días, incrementada en 7,5 puntos porcentuales sobre base anual. Deberán sujetarse a lo dispuesto en este inciso aquellas operaciones cuyo pago sea realizado mediante deducciones efectuadas al amparo de lo prescrito por la ley N°18.833 y aquellas cuyo origen sea meramente convencional, ya sea: (i) por existir entre la entidad pagadora de pensión y la entidad otorgante de crédito un convenio para efectuar las referidas deducciones y siempre que el descuento haya sido autorizado por el pensionado; y (ii) por ser la misma entidad pagadora de pensión la que actúa en calidad de acreedor en la respectiva operación de crédito de dinero.”.


Respecto a esta propuesta, el Honorable Senador señor Zaldívar propuso rebajar el guarismo a 7 puntos, lo cual fue acogido por el Subsecretario.


--Puestas en votación las proposiciones para solucionar las divergencias en torno al al Artículo 6° bis, se obtuvo los siguientes acuerdos:





-Considerar como inciso tercero, el incorporado por el Senado y aprobado con modificaciones por la Cámara de Diputados, en los siguientes términos:





“Asimismo, la Superintendencia deberá publicar trimestralmente la tasa de interés promedio ponderado por montos, de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo cuyo mecanismo de pago consista en la deducción de las respectivas cuotas o del capital, más los reajustes e intereses que correspondan en su caso, directamente de la remuneración del deudor o de la pensión que éste tenga derecho a percibir, ya sea en virtud de descuento legal o convencional. Esta Superintendencia podrá establecer mediante normativa la información periódica que deberán entregarle los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según son definidas en el artículo 31 de esta ley, con el fin de cumplir la tarea encomendada por este inciso.” 


--Aprobado por mayoría de los integrantes de la Comisión, por 9 votos a favor y 1 abstención, correspondiente al Senador señor Novoa. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Tuma y Rincón (Mayoría: 9x1 abstención).





-Considerar los incisos tercero y cuarto, nuevos, incorporados por la Cámara de Diputados, como inciso final, en los siguientes términos:





“En las operaciones de crédito de dinero cuyo mecanismo de pago consista en la deducción de las respectivas cuotas o del capital, más los reajustes e intereses que correspondan en su caso, directamente de la pensión que tenga derecho a percibir el deudor, el interés máximo convencional que podrá estipularse será la tasa de interés corriente para operaciones en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos iguales o mayores a 90 días, incrementada en 7 puntos porcentuales sobre base anual. Deberán sujetarse a lo dispuesto en este inciso aquellas operaciones cuyo pago sea realizado mediante deducciones efectuadas al amparo de lo prescrito por la ley N°18.833 y aquellas cuyo origen sea meramente convencional, ya sea: (i) por existir entre la entidad pagadora de pensión y la entidad otorgante de crédito un convenio para efectuar las referidas deducciones y siempre que el descuento haya sido autorizado por el pensionado; y (ii) por ser la misma entidad pagadora de pensión la que actúa en calidad de acreedor en la respectiva operación de crédito de dinero.”. 





--Aprobado por mayoría de los integrantes de la Comisión, por 9 votos a favor y 1 abstención, correspondiente al Senador señor Novoa. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Tuma y Rincón (Mayoría: 9 a favor x 1 abstención); con excepción de lo relativo al guarismo “7”, que fue aprobado por mayoría de los integrantes de la Comisión, por 6 votos a favor y 4 en contra. Votaron a favor los Senadores señores García, Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar, y la Honorable Diputada señora Zalaquett y votaron en contra los Honorables Diputados señores Arenas, Edwards, Tuma y Rincón (Mayoría: 6 a favor x 4 en contra).

_______


Cabe dejar constancia que al momento de votar los incisos tercero y cuarto, nuevos, incorporados por la Cámara de Diputados, como inciso final, sobre la base de la Proposición del señor Subsecretario, considerando el guarismo 7 de puntos propuesto por el Honorable Senador señor Zaldívar, ocurrió lo siguiente:


En la primera votación se obtuvo el siguiente resultado: 5 votos a favor, 4 en contra y 1 abstención, correspondiente al Honorable Senador señor Novoa. Votaron a favor los Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Zaldívar, y la Honorable Diputada señora Zalaquett y votaron en contra los Honorables Diputados señores Arenas, Edwards, Tuma y Rincón. 


Como la abstención impidió resolver el asunto, el señor Presidente hizo presente que correspondía proceder a repetirla de inmediato.


Repetida la votación, se obtuvo el mismo resultado, por lo cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 178 Reglamento del Senado, la abstención se sumó a la posición que obtuvo mayor número de votos. 


En consecuencia, la proposición fue aprobada, con modificaciones, por 6 votos a favor y 4 en contra. Votaron a favor los Senadores señores García, Kuschel, Novoa (cuya abstención se sumó a la mayoría), Tuma y Zaldívar, y la Honorable Diputada señora Zalaquett y votaron en contra los Honorables Diputados señores Arenas, Edwards, Tuma y Rincón (Mayoría: 6 a favor x 4 en contra).

__________





Luego la Comisión Mixta se abocó al estudio de la modificación 3.- de la Cámara de Diputados al artículo 6° bis, en que introduce un inciso final nuevo según el cual los términos aditivos indicados en el inciso primero se rebajarán en un punto porcentual sobre base anual, cuando la Superintendencia incorpore las operaciones originadas en la utilización de tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de la tasa de interés corriente.





Al respecto, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Gonzalo Carreño, planteó que el Ejecutivo propone una norma que señale expresamente la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá incluir las operaciones de tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de las tasas de interés corriente. Y al mismo tiempo, disminuir en un punto, por ley, los términos aditivos.


El Honorable Senador señor Novoa llamó a tener presente que no se contempla ninguna disposición que excluya a las tarjetas de crédito del cálculo de la TIC. Efectivamente en la actualidad éstas no son consideradas, pero ello responde a una decisión administrativa del Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, que adoptó en el ámbito de sus facultades, aun cuando dicha decisión pueda considerarse arbitraria. 


No resulta conveniente ni necesario establecer en la ley que dichas operaciones deben ser consideradas, pues, como señaló, la norma actual no las excluye, y fue el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras quien, arbitrariamente, decidió excluirlas, decisión que se ha mantenido hasta el día de hoy.


El Honorable Senador señor Tuma señaló que la base de cálculo TMC se define respecto de un universo, que son las operaciones de crédito otorgadas por los bancos, y en base a eso se concordó un aditivo. Se buscó considerar en la base de cálculo, créditos con tasa de mercado, competitivas, lo que no ocurre en el caso de las tarjetas de crédito, que corresponden a un contrato de adhesión. Consideró que, incorporar por ley a las tarjetas de crédito al cálculo de la TIC, complejiza el tema.


El Honorable Diputado señor Arenas estimó que no puede la ley guiar el ejercicio de esta facultad por parte de la SBIF.


El Honorable Diputado señor Tuma recordó que la ley N° 18.010, en sus orígenes, se orienta fundamentalmente a fijar una TMC en relación a los créditos del ámbito productivo. Lo que hay que cautelar es el emprendimiento y la sanidad del sistema bancario, que le preocupan más que los créditos de consumo. En su parecer es inconveniente incluir por ley a las tarjetas de crédito en el cálculo de la TIC.


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró que incorporar por ley en el cómputo de la TIC a las tarjetas de crédito implica abrir una brecha que puede generar que luego se quiera incorporar otros créditos, lo que no es conveniente.


El Honorable Diputado señor Edwards explicó que lo que se pretendió la Cámara de Diputados en defensa del consumidor, fue establecer normas lo más claras posibles, respecto a qué se incorpora en la TIC y que no. Por eso en una disposición transitoria se incluía en el cálculo a las operaciones de tarjetas de crédito, y para no afectar la TIC concordada entre el Ejecutivo y el Senado, se disponía, en una norma permanente, bajar la TIC en un punto. 


El Honorable Senador señor Novoa estimó que la ley podría considerar una disposición que permitiera un ajuste en los términos aditivos si es que hay cambios en la base, sea porque el Superintendente incluye o excluye determinadas operaciones, en una disposición transitoria.


El Honorable Senador señor Tuma puso de relieve que los términos aditivos se concordaron en base a un cálculo de la TIC con las operaciones que actualmente son consideradas. De incluirse otras operaciones, debería contemplarse una variación en los términos aditivos.


El Honorable Diputado señor Edwards expresó que en la Cámara de Diputados primó el criterio que cualquier cambio en los términos aditivos debería estar contemplado en una norma permanente, no en un artículo transitorio.


-Puesto en votación la modificación 3.- de la Cámara de Diputados al artículo 6° bis, la Comisión acordó rechazar la modificación de la Cámara de Diputados respecto a introducir un inciso final, nuevo. 





--Rechazado por unanimidad 7X0, con los votos de los Honorable Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar; y Honorables Diputados señores Edwards, Rincón y Tuma. 

Número 5)


-El N° 5) del artículo 1° del proyecto aprobado por el Senado agrega en el artículo 8° de la ley N° 18.010, sobre Operaciones de Crédito de Dinero, que dispone que se tendrá por no escrito todo pacto de intereses que exceda el máximo convencional, y establece como sanción que tales intereses se reducirán al intereses al interés corriente que rija al momento de la convención, el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de la sanción establecida en el inciso primero y de otras sanciones establecidas en ésta y otras leyes, cuando se trate de operaciones realizadas por bancos, o por cualquiera de las instituciones colocadoras de fondos señaladas en el artículo 31 de esta ley, en las cuales el interés exceda el máximo aplicable, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras aplicará a la entidad infractora una multa a beneficio fiscal por un monto equivalente al capital de la operación multiplicado por tres veces la tasa de interés anualizada aplicada.”.


-En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el N° 5) por el siguiente:


“5) Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, a continuación de la palabra “convención” y antes del punto aparte (.) la oración “o al momento en que se devenguen los respectivos intereses, en las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter”.


-El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación.

_________________


En discusión, hubo un apoyo transversal de los integrantes de la Comisión Mixta respecto a aceptar el fondo de la modificación al artículo 8° aprobada por la Cámara de Diputados.


A proposición del Honorable Senador señor García, la Comisión Mixta estimó conveniente hacer una modificación en la redacción, en el sentido de precisar que la reducción al interés corriente que rija al momento en que se devenguen los respectivos intereses es “en el caso” de las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter.


También tuvo en consideración que, tal como deja constancia el informe de la Comisión de Economía en tercer trámite constitucional, lo expresado precedentemente por el señalado señor Senador fue el único motivo por el cual la Comisión propuso al Senado rechazar la modificación de la Cámara de Diputados.


En votación, la Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de los integrantes, aprobar como N° 5, el siguiente:


“5) Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, a continuación de la palabra “convención” y antes del punto aparte (.) la oración “o al momento en que se devenguen los respectivos intereses, en el caso de las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter”. (Unanimidad) (10X0).


--Tal modificación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Mixta. (Unanimidad; 10x0).

____________

Número 7)


Esta disposición está referida al artículo 30 de la ley N° 18.010, que fija reglas relativas operaciones de dinero que contengan cláusulas de aceleración.


-Al respecto, el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“7) Agrégase, en el artículo 30, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto: 


“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea inferior a doscientas unidades de fomento no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos treinta días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá como no escrito.”.


-Por su parte, la Cámara de Diputados lo reemplazó por el siguiente:


“7) Agrégase, en el artículo 30, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea igual o inferior a dos mil unidades de fomento no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos noventa días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá como no escrito.”.”.


-El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación.

_____________


En discusión, el Coordinador de Políticas Microeconómicas del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, explicó que la modificación aprobada por la Cámara se originó en una indicación parlamentaria. 


Tal modificación amplía considerablemente el plazo durante el cual no se pueden hacer efectivas las cláusulas de aceleración de créditos morosos, toda vez que extiende de 30 a 90 días el plazo aprobado por el Senado y se amplía el espectro de operaciones sujetas a esta restricción desde 200 UF a 2.000 UF.


Hizo presente que la SBIF ha manifestado su opinión técnica señalando que el plazo debe ser entre 30 y 60 días desde la mora, para que no se vean afectados tanto la recuperación del crédito, como el comportamiento de pago de los deudores, y, en general, la solvencia del sistema. Aumentar a 2.000 UF el límite puede afectar a oferentes de crédito en la cartera hipotecaria. 


En el contexto de los puntos sobre los cuales recaen las diferencias entre ambas Cámaras, y con la finalidad de lograr un proposición que reuniera la mayoría de los planteamientos formulados durante el debate, el Honorable Senador señor Tuma formuló la siguiente proposición: 1) mantener el monto de las operaciones de crédito de dinero en un capital igual o inferior a 200 U.F; 2) considerar a las operaciones de crédito de dinero que cuenten con garantía hipotecaria de vivienda cuyo capital sea igual o inferior a 2.000 U.F., y 3) fijar en 60 días corridos, contados desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago, el plazo dentro del cual el acreedor no podrá hacer efectiva la cláusula de aceleración a que se refiere el artículo 30 de la ley N° 18.010.


Tal proposición fue acogida por la mayoría de la Comisión Mixta.


--En votación la proposición del Honorable Senador señor Tuma, fue aprobada por 9 votos a favor y uno en contra, correspondiente al Honorable Senador señor Novoa. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Tuma y Rincón. (Mayoría: 9 a favor x 1 en contra).

__________


Número 8)


-El Senado aprobó la siguiente disposición:


“8) Insértanse los siguientes artículos 31 y 32:


“Artículo 31.- La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley respecto de los bancos y de aquellas instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Son instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva aquéllas que, habiendo realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional durante el año calendario anterior, determine un decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y visado por el Ministerio de Economía. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales. Dichas instituciones estarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y se regirán por las normas que sean impartidas por dicha Superintendencia en cuanto al cumplimiento de lo establecido en esta ley.


Para efectos de confeccionar estadísticas y estudios, la Superintendencia deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información sobre todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional fijado por esta ley, mediando un período no inferior a tres meses entre cada solicitud. Esta información incluirá también toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, cualquier institución que preste servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero y diferentes de tal operación. Para estos efectos, la Superintendencia deberá informar a las instituciones solicitadas los requisitos de entrega de dicha información, y en caso de incumplimientos en la oportunidad y calidad de la entrega, podrá aplicar multas de hasta cinco mil unidades de fomento a dichas instituciones, por cada infracción. La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.


Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, y utilizando parámetros objetivos y comparables, la Superintendencia deberá elaborar y publicar, al menos semestralmente, índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.


La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N° 19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos, los datos deberán entregarse siempre disociados de los titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.


El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el inciso primero.


La Superintendencia, así como sus funcionarios y toda otra persona que haya tenido acceso a la información a que se refiere este artículo deberán ceñirse a las obligaciones que establece el Título XVI de la Ley General de Bancos.


Artículo 32.- Las leyes actualmente en vigencia o que se dicten en el futuro, que hagan referencia a tasas de interés corriente, interés máximo convencional o a tasas de interés máximo convencional, se entenderá que hacen referencia a las disposiciones de la presente ley.”.”.


-Por su parte, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes modificaciones:




1.- Reemplazó el encabezado del número por el siguiente:


“8) Incorpóranse los siguientes artículos 31, 32, 33, 34, 35 y 36:”.


2.- Sustituyó el nuevo artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- Son instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, aquéllas que habiendo realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional, durante el año calendario anterior, cumplan con las condiciones y requisitos que se establezcan mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales de operaciones de crédito de dinero inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales, sin perjuicio de que a su respecto establezca que dichos montos globales deban ser determinados para conjuntos de personas relacionadas, según este término es definido en el artículo 100 de la ley N°18.045. Las señaladas instituciones estarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, exclusivamente en lo que se refiere al cumplimiento de lo dispuesto en esta ley y solamente en relación a las operaciones a que se refieren los artículo 6° bis y 6° ter, y de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero de este artículo. Ello, sin perjuicio de las demás funciones y facultades que otras disposiciones de esta ley otorgan a la mencionada Superintendencia.


La Superintendencia deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información sobre todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional de acuerdo a las disposiciones de esta ley, con las periodicidades y en los formatos que determine mediante norma de carácter general, pudiendo distinguir entre tipos de instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Esta información incluirá también toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, la institución cuando presta servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero o diferentes de tal operación. La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.


Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, y utilizando parámetros objetivos y comparables, la Superintendencia deberá elaborar y publicar, al menos semestralmente, índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis y 6° ter. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos sujetas a las disposiciones del presente artículo, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.


La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N°19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos, los datos deberán entregarse siempre disociados de los Titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley N°19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el primer inciso. La Superintendencia confeccionará anualmente la nómina de las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva que quedarán sujetas a lo dispuesto en este artículo durante el año calendario siguiente, y notificará a cada una de dichas instituciones de la circunstancia de estar incluidas en dicha nómina antes del 30 de julio de cada año.


Los funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y toda otra persona que, con ocasión de lo dispuesto en la presente ley, haya tenido acceso a la información a que se refiere el presente artículo, deberán mantener absoluta reserva de la misma y no podrán darla a conocer a terceros ni aún después de haber cesado en sus cargos. La infracción a esta prohibición será sancionada con la pena señalada en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.


3.- Intercaló, a continuación del artículo 31, los siguientes artículos 32, 33, 34 y 35 nuevos, pasando el actual artículo 32, a ser 36:


“Artículo 32.- La Superintendencia deberá adoptar las medidas de organización interna necesarias para cautelar la reserva y controlar el adecuado uso de la información recabada de conformidad con lo dispuesto en el artículo precedente.


Artículo 33.- Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de esta ley y en el artículo 472 del Código Penal, las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva que incurrieren en infracción a lo dispuesto en la presente ley, con relación a las operaciones a que se refieren los artículos 6° bis o 6° ter; o el artículo 31 de la misma o de las normas que la Superintendencia emita en cumplimiento de dichas disposiciones, podrán ser objeto por parte de ésta, de una o más de las siguientes sanciones:


1) Amonestación o censura.


2) Multa a beneficio fiscal de hasta 5.000 unidades de fomento. En el caso de tratarse de infracciones reiteradas de la misma naturaleza, podrá aplicarse una multa de hasta cinco veces el monto antes expresado.


El monto específico de la multa a que se refiere el número 2) se determinará apreciando fundadamente la gravedad y consecuencias del hecho, el capital involucrado en las operaciones respectivas y si el infractor hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en los últimos 12 meses. Esta circunstancia no se tomará en cuenta en aquellos casos en que la reiteración haya determinado por sí sola el aumento del monto de la multa básica.


Previamente a aplicar alguna de las sanciones establecidas en este artículo, la Superintendencia requerirá un informe de la entidad involucrada, a la cual, además, podrá solicitar la remisión de los antecedentes que estime pertinentes respecto del hecho u operaciones de que se trata. Para ello, establecerá un plazo máximo de 20 días hábiles, quedando facultada para imponer la respectiva sanción en caso de no recibir los antecedentes requeridos en tiempo y forma.


Artículo 34.- La entidad afectada podrá reclamar de la aplicación de la multa establecida en el numeral 2) del artículo anterior o de su monto ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde que la Superintendencia notifique su resolución mediante el envío de carta certificada.


Una vez presentada la reclamación, la Corte dará traslado al Superintendente por diez días hábiles y, evacuado dicho trámite o acusada la correspondiente rebeldía, la Corte dictará sentencia sin ulterior recurso.


Luego de ejecutoriada la sentencia de la Corte, en el caso de que ésta confirme la sanción aplicada, o transcurrido el plazo del inciso primero sin que la entidad afectada efectúe la reclamación pertinente, deberá procederse al entero de la multa en la Tesorería General de la República.


Si la multa no fuere pagada, la Superintendencia podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado de letras en lo civil competente, acompañando copia de la resolución que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá por sí sola mérito ejecutivo.


Artículo 35.- La Superintendencia no podrá iniciar un proceso destinado a aplicar multa a un infractor luego de un año de ocurrido el hecho u omisión o celebrada la operación de que se trate.


La acción de cobro de la multa prescribe en el plazo de un año, contado desde que se hizo exigible.”.


-En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó las modificaciones signadas con los números 1.- y 2.-, y en cuanto a la N 3.- la rechazó la modificación en relación a los artículos 34 y 35.
____________

DISCUSIÓN RESPECTO A LAS MODIFICACIONES 

DEL N° 8 DEL ARTÍCULO 1°


1.- En cuanto al reemplazo del encabezado del número por el siguiente:


“8) Insértanse los siguientes artículos 31 a 36:”.


La Comisión estuvo por acoger la norma aprobada por la Cámara de Diputados, en los términos señalados.


--En votación la modificación 1.- al N° 8 que reemplaza su encabezamiento, aprobado por la Cámara de Diputados, fue aprobado por la unanimidad los miembros de la Comisión Mixta. (Unanimidad: 10x0):


2.- Discusión sobre las diferencias en relación al artículo 31 aprobado por el Senado y sustituido por la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que, durante el tercer trámite, la Comisión de Economía propuso al Senado la aprobación de tal sustitución, pero que durante la discusión en la Sala, y a propuesta suya, el Senado resolvió su rechazo, con la finalidad que la Comisión Mixta analizara con mayor detención el punto relativo que al tipo de información que deberá solicitar la SBIF para efectos de su función fiscalizadora del cumplimiento de las normas sobre tasa máxima convencional.


Al respecto, el señalado señor Senador señaló que, en razón de la amplitud de la norma, es necesario evitar que el artículo 31 se transforme en la base legal para que la SBIF solicite de parte de los agentes no bancarios de crédito información desagregada con identificación de los deudores. Por lo anterior, resulta necesario acotar su redacción, para que tal información desagregada se entregue sin identificación de los titulares.


Para tal efecto, propuso una norma cuya redacción está basada en el inciso segundo del artículo 31 aprobado por la Cámara de Diputados, el que, como señaló, sustituye la norma aprobada por el Senado, por ser más comprensiva, pues su planteamiento no tiene por objetivo limitar las atribuciones que el citado artículo 31 otorga a la SBIF.


Hubo amplia acogida a la proposición del Honorable Senador señor Tuma, sin perjuicio de lo cual también se acogió un planteamiento de los representantes del Ejecutivo, según la cual la SBIF podrá solicitar información más detallada cuando lo estime necesario ante una posible infracción, incluyendo aquélla que permita identificar al deudor.


--En votación el artículo 31 aprobado por la Cámara de Diputados, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad los miembros de la Comisión Mixta. (Unanimidad: 10x0).


3.- En relación al artículo 34, nuevo, aprobado por la Cámara de Diputados que incorpora un recurso de reclamación para las entidades afectas de la aplicación de una multa establecida en el N° 2 del artículo 33 o de su monto.


La Comisión Mixta tuvo presente un informe de la Excelentísima Corte Suprema, remitido por oficio N° 37-2013.


En lo medular, tal informe señala que “la situación del reclamo contra la multa o su monto que se dispone en el proyecto en consulta, desde el punto de vista de la competencia y procedimiento, estaba absolutamente resuelta en el aludido citado artículo 22 de la Ley General de Bancos y, por lo tanto, una nueva regulación resulta absolutamente ociosa.


En estas condiciones, estima la Corte Suprema que no se justifica la regulación jurisdiccional y procedimental propuesta, por encontrarse expresamente la cuestión en la ley.”.


Sobre el particular, representantes del Ejecutivo indicaron que resulta más apropiado que una norma de esta naturaleza esté contenida en la ley N° 18.010, toda vez que, como se ha visto, las instituciones que serán fiscalizadas por el cumplimiento de esta ley no son únicamente los bancos. Señalaron que, en lo sustantivo, los procedimientos de reclamación son muy similares.

En otro orden de ideas, sí estuvieron de acuerdo en que el tribunal competente para conocer de este recurso no sea únicamente la Corte de Apelaciones de Santiago, sino que tal recurso pueda ser presentado ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio de la entidad afectada, abriendo, de este modo, la competencia a todas las Cortes de Apelaciones del país. Con tal finalidad de hacer ello posible, el Ejecutivo presentó una indicación al respecto.


--En votación el artículo 34 aprobado por la Cámara de Diputados, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad los miembros de la Comisión Mixta. (Unanimidad: 10x0).


4.- En relación al artículo 35, nuevo, aprobado por la Cámara de Diputados.


No hubo acuerdo en la Comisión Mixta respecto a que la prescripción de corto plazo que contempla el inciso primero, que impide a la Superintendencia iniciar un proceso destinado a aplicar una multa a un infractor luego de un año de ocurrido el hecho u omisión o celebrada la operación de que se trate.


La unanimidad de la Comisión concordó que al respecto debía aplicarse la regla general contemplada en la ley de bancos sobre la materia, y que, por lo tanto, el plazo de prescripción debe ser de 3 años.


--En votación el artículo 35 aprobado por la Cámara de Diputados, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad los miembros de la Comisión Mixta. (Unanimidad: 10x0).

______________

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


-En primer trámite el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo primero.- Las modificaciones que esta ley introduce en la ley N° 18.010, en el Código Tributario contenido en el decreto ley N° 830, del Ministerio de Hacienda, de 1974 y en la ley N° 19.496 se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, a contar del primer lunes del tercer mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.”.

-Por su parte, la Cámara de Diputados lo sustituyó por el siguiente:


“Artículo primero.- Las modificaciones que esta ley introduce en la ley N°18.010, en el decreto ley N°830, de 1974, y en la ley N°19.496, se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.


-En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó tal sustitución.

_____________


Representantes del Ejecutivo señalaron que el nuevo texto aprobado por la Cámara explicita que la entrada en aplicación de la ley rige a contar de su publicación, pero respetando la vigencia del período mensual de tasas vigentes que pudiera estar en curso.


Por lo anteriormente expuesto, propusieron a la Comisión Mixta mantener el texto despachado por la Cámara de Diputados, que dispone que la ley entrará en vigencia una vez que concluya el período de aplicación mensual de la tasa máxima convencional correspondiente.


Indicaron que tal fecha resulta coherente con otras disposiciones transitorias que disponen la reducción en etapas del término aditivo. En efecto, el artículo primero transitorio aprobado por la Cámara de Diputados, y que sustituye el del Senado, señala como entrada en vigencia de esta ley la conclusión del período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley en el Diario Oficial. 


Así, por ejemplo, si ya fue publicada la tasa convencional de noviembre y la ley es publicada a mediados del mismo mes, la entrada en vigencia tendrá que esperar que termine el período de aplicación de la tasa máxima antigua y una vez que ello ocurra comenzarán a aplicarse las modificaciones respecto a las nuevas operaciones, es decir, cuando termina la vigencia anterior. 


De este modo se evita que se produzca una descoordinación entre las tasas máximas que se rigen bajo la ley vigente y las tasas máximas que regirán una vez que entre en vigencia esta ley.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, puso en votación el siguiente texto, que corresponde al aprobado por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional:


“Artículo primero.- Las modificaciones que esta ley introduce en la ley N°18.010, en el decreto ley N°830, de 1974, y en la ley N°19.496, se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.


--En votación al artículo primer transitorio aprobado por la Cámara de Diputados, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Arenas, Edwards, Rincón y Tuma. (Unanimidad 9x0).

__________

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


-En primer trámite el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo segundo.- La fiscalización del cumplimiento de la ley N° 18.010 respecto a las instituciones identificadas en el artículo 31 que no son bancos se aplicará a contar del primer lunes del séptimo mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.”.


-Por su parte, la Cámara de Diputados lo sustituyó por el siguiente:


“Artículo segundo.- Las instituciones identificadas en el artículo 31 de esta ley que no son bancos estarán obligadas a informar a la Superintendencia de las operaciones que efectúen sujetas a interés máximo convencional para efectos del cálculo de la tasa de interés corriente, según lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N°18.010, a contar del quinto mes siguiente al de la fecha de publicación de esta ley.


La fiscalización del cumplimiento de la ley N°18.010, respecto de las instituciones identificadas en el citado artículo 31, que no son bancos, se realizará a partir del primer lunes del séptimo mes siguiente al de la fecha de la publicación en el Diario Oficial de esta ley.”.


-En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó tal sustitución.

____________


La divergencia entre ambas Cámaras se produce ya que el Artículo Segundo Transitorio aprobado por la Cámara de Diputados considera un inciso primero, referido a la información que deben proporcionar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, aquellas instituciones que no son bancos, pero cuyas operaciones serán consideradas para la base de cálculo de la TIC. 


La Comisión Mixta tuvo presente que este inciso primero ha perdido efecto y sentido, ya que previamente se acordó proponer que el cálculo de la Tic considere sólo las operaciones de bancos e instituciones financieras establecidas en Chile, y no ampliar esta base a otra entidades como lo aprobó la Cámara de Diputados.


Por tanto este artículo segundo transitorio queda circunscrito a la entrada en vigencia de las normas de fiscalización de la Superintendencia de Bancos en Instituciones Financieras. Se aprobaría en consecuencia el texto despachado por el Senado, en primer trámite constitucional, con algunas enmiendas de tipo formal.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, puso en votación el siguiente texto, que corresponde al aprobado por el Senado, en primer trámite constitucional, con algunas enmiendas formales:


“Artículo segundo.- La fiscalización del cumplimiento de la ley N° 18.010 respecto a las instituciones identificadas en su artículo 31 que no son bancos se aplicará a contar del primer lunes del séptimo mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.”.


--En votación la norma sancionada por el Senado, en primer trámite constitucional, con algunas enmiendas formales, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Rincón y Tuma. (Unanimidad 10x0).

__________

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO


-En primer trámite el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo cuarto.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° bis de la ley N° 18.010 será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que diferirá entre los segmentos definidos por el referido artículo del modo siguiente:

i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual.


ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.


Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para cada segmento de las operaciones identificadas en el mencionado artículo 6° bis será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de doscientos e inferiores a cinco mil unidades de fomento y a más de noventa días plazo, registrada durante el anterior período de dos semanas.


Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, el término aditivo de cada segmento se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período anterior para el mismo segmento y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo quinto transitorio, para cada uno de estos períodos de doce semanas.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el término aditivo asignado al segundo período de doce semanas posterior a la publicación de esta ley será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida definida en el inciso primero de este artículo para el respectivo segmento y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, que haya regido el día anterior al inicio de este período.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo a este artículo resulte para un segmento inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad al artículo 6° bis para ese mismo segmento y para el mismo período, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.”.

_________


-Por su parte, la Cámara de Diputados lo sustituyó por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° bis de la ley N°18.010 será la tasa de interés máxima convencional vigente en el momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que diferirá entre los segmentos definidos por el artículo 6° bis de la ley N°18.010 del modo siguiente:


i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual.


ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.


Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para cada segmento de las operaciones identificadas en el artículo 6° bis de la ley N°18.010, será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de doscientos e inferiores a cinco mil unidades de fomento y a más de noventa días plazo, registrada durante el anterior período de cuatro semanas.


El término aditivo asignado al segundo período de doce semanas posterior a la publicación de esta ley será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida, definida en el primer inciso de este artículo para el respectivo segmento, y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, que haya regido el día anterior al inicio de este período.


Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, el término aditivo de cada segmento se determinará deduciendo del término aditivo que haya regido en el período anterior, para el mismo segmento, el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual por el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo quinto transitorio.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo a este artículo resulte, para un segmento, inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad artículo 6° bis para ese mismo segmento y para el mismo período, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.”.


-En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó tal sustitución.

__________


Representantes del Ejecutivo destacaron que en consistencia con artículo 6°, se adecúa la periodicidad de ajuste de la TMC desde 2 semanas a cada 4 semanas, manteniéndose el plazo total de transición aprobado en el Senado.





Por su parte, el Honorable Senador señor Novoa hizo presente que este artículo también está íntimamente relacionado con el artículo 6° bis, y se refiere a la gradualidad en la entrada en vigencia de las nuevas tasas. 


La propuesta del Ejecutivo en este punto tiende a mejorar la redacción de la norma, y es del siguiente tenor:





“Artículo Segundo Transitorio.-Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el inciso primero del artículo 6° bis de la ley N°18.010, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo que diferirá entre sus segmentos del modo siguiente:





i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual;





ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.





A partir de la vigencia de las tasas de interés corriente que correspondan al tercer mes contado desde la reducción referida en el inciso precedente, durante ese mes y mientras rijan las dos fijaciones mensuales que la sucedan, la nueva tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones identificadas en el inciso primero del artículo 6° bis para cada período mensual, será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, determinada para el anterior período mensual. El término aditivo que corresponda aplicar en este período de tres meses, será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida definida en el primer inciso de este artículo para el respectivo segmento y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que haya regido el día anterior al inicio de este período. 





Para cada uno de los períodos trimestrales siguientes al indicado en los dos incisos anteriores, entendiendo como tales aquellos que comprendan tres fijaciones sucesivas de tasa de interés corriente, el término aditivo de cada segmento se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período trimestral anterior para el mismo segmento y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo quinto transitorio.





Este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional para un determinado segmento o tipo de operación de los ya referidos, cuando de su aplicación resulte una tasa de interés máxima convencional inferior a la establecida según el artículo 6° bis para ese mismo segmento y tipo de operación, y para ese mismo período mensual.”.

__________





En discusión, el señor Salvador Valdés recordó que la Comisión Mixta resolvió establecer, en el artículo 6°, que los promedios se establecerán en relación con las operaciones realizadas cada mes calendario, es decir, mantener en esta parte el texto de la ley vigente en este punto. En consecuencia era preciso ajustar esta disposición transitoria a este período de cálculo de la TIC.





En definitiva, la gradualidad opera del siguiente modo, una vez entrada en vigencia la ley. Existirá una baja inicial, de 8 puntos para las operaciones de más de 50 y hasta 200 UF, y 6 puntos para aquellas de hasta 50 UF, la que se aplicará una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional correspondiente. 





Transcurridos tres meses se aplicará una nueva baja, pero cambia el mecanismo de cálculo. Se tomará como base la TIC del período mensual correspondiente y se le sumará un término aditivo, cuya forma de determinación se indica en la misma norma. Este término aditivo irá disminuyendo por períodos trimestrales, 2 puntos porcentuales cada trimestre. Con este mecanismo se espera que en 18 meses se alcance la Tasa Máxima Convencional de régimen para este tipo de operaciones, que es la que fija el artículo 6° bis.





Puso de relieve que no hay cambios sustantivos respecto de lo aprobado en el Senado y en la Cámara de Diputados, sólo se diferencia en cuanto a la secuencia que en el Senado era cada dos semanas. En la Cámara se aprobó cada cuatro semanas, y la propuesta en estudio habla de una secuencia mensual, lo anterior sin cambiar la duración total del período de transición ni ningún otro aspecto de fondo.





El Honorable Senador señor Novoa consideró que se trata de un mecanismo bastante complejo, y que, para su mejor comprensión, resultaría conveniente incluir, en este informe, un ejemplo que grafique lo que se ha explicado, con cifras reales. No obstante, recordó que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras será la encargada de publicar las tasas que rijan en cada período. La Comisión Mixta estuvo de acuerdo.





En definitiva, una vez fijado el primer término aditivo, será posible prever cual será la rebaja, hasta el término de la gradualidad, siempre que no opere el mecanismo de contracción.





Los integrantes de la Comisión Mixta se mostraron de acuerdo con el mecanismo propuesto, pero consideraron necesario simplificar la redacción de la norma.





También pidieron ilustrar la norma en el informe con un ejemplo. 

EJEMPLO EXPLICATIVO DE CÓMO OPERA LA TRANSICIÓN DEL ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO DE LA NUEVA LEY DE PROTECCIÓN AL DEUDOR DE CRÉDITO DE DINERO

(Caso del segmento de créditos de 0 a 50 UF, en pesos, 

y plazo igual o mayor de 90 días)

	FECHAS, CONTANDO DESDE LA PUBLICACIÓN DE LA LEY (MESES)
	SUPUESTO: SENDA DE TASAS CORRIENTES PARA 200-5.000 UF
	SUPUESTO: TASA MÁXIMA ANTIGUA         
	LEY: TASA MÁXIMA INICIAL, REDUCIDA EN GUARISMO 6 PUNTOS
	LEY: TÉRMINO ADITIVO MES INICIAL,  SÓLO ES BASE PARA MES 2
	LEY: TÉRMINO ADITIVO, SEGÚN REGLA DESDE MES 2
	LEY: NUEVA TASA MÁXIMA, SEGÚN REGLA DESDE MES 2 

	(-1 ; -0,01)
	17,5%
	55,0%
	 
	 
	 
	 

	(0,01 ; 0,99)
	17,3%
	
	49,0%
	31,5%
	
	

	(1,01 ; 1,99)
	17,1%
	
	
	
	31,5%
	48,6%

	(2,01 ; 2,99)
	16,9%
	
	
	
	31,5%
	48,4%

	(3,01 ; 3,99)
	16,8%
	
	
	
	29,5%*
	46,3%

	(4,01 ; 4,99)
	16,7%
	
	
	
	29,5%
	46,2%

	(5,01 ; 5,99)
	16,8%
	
	
	
	29,5%
	46,3%

	(6,01 ; 6,99)
	16,9%
	 
	 
	 
	27,5%*
	44,4%



Se observa que, a partir de la publicación de la ley, el régimen del primer mes difiere del régimen aplicado a los meses posteriores. 


En el primer mes, el guarismo que fija la reducción inicial de 6 puntos determina la tasa máxima a partir de la tasa máxima antigua. En este primer mes no se toma en cuenta el nivel de la tasa de interés corriente para los créditos de 200 a 5.000 UF en pesos. En este primer mes también se calcula el “término aditivo del mes inicial”, por diferencia entre la tasa máxima antigua (55%) y la tasa de interés corriente para los créditos de 200 a 5.000 UF en pesos en el mismo mes en que se aplicó dicha tasa antigua (17,5%). La tasa corriente del primer mes (17,3%) no incide en ningún cómputo, con el fin de evitar que eventuales cambios en ese valor afecten la transición a partir del mes 2 en adelante.


A partir del mes dos y en adelante, se aplican fórmulas diferentes. Primero, se determina el término aditivo para el mes a partir del término aditivo del mes anterior. Cada vez que se acumulan tres trimestres, el término aditivo se rebaja en 2 pp. Estos eventos fueron marcados en la tabla con un asterisco (*). Además, en cada mes, la tasa máxima convencional se determina como la suma del término aditivo del mes y la tasa de interés corriente para los créditos de 200 a 5.000 UF en pesos. Por ejemplo, en el mes dos, esta suma es 31,5% + 17,1% = 48,6%.

____________





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, puso en votación en artículo cuarto transitorio propuesto por el Ejecutivo.


--En votación el artículo cuarto transitorio propuesto por el Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Rincón y Tuma. (Unanimidad 10x0).

ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO


-En primer trámite el Senado aprobó una norma del siguiente tenor:


Artículo quinto.- El factor de protección ante contracciones del crédito, definido para cada período de doce semanas, a que se refiere el artículo cuarto transitorio, no podrá exceder de la unidad, y será la cifra mayor entre cero y la proporción obtenida dividiendo un numerador único para todos los segmentos por un denominador único. 


El numerador único será la diferencia entre el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas previas a la semana anterior al respectivo período de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° bis de la ley N° 18.010, y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por dicho artículo y el ochenta por ciento de un monto de referencia, que será el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones identificadas por el artículo 6° bis realizadas durante los cuatro meses previos a la aplicación del inciso primero del artículo cuarto transitorio por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para definir la tasa de interés corriente para las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° bis. El denominador único será la diferencia entre el noventa y el ochenta por ciento de dicho monto de referencia.


La proporción indicada en el primer inciso podrá obtenerse aplicando la siguiente fórmula:
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, donde
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 proporción obtenida para el período t de doce semanas;
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= monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas inmediatamente anteriores a la semana anterior al período t de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones identificadas por el artículo 6° bis y cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento, y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por el citado artículo 6° bis, y
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 monto de referencia, definido en el inciso segundo de este artículo.”.

__________


-Por su parte, la Cámara de Diputados reemplazó el inciso segundo por el siguiente:


“El numerador único será la diferencia entre el monto promedio semanal, en unidades de fomento, registrado para el conjunto de las operaciones de crédito de dinero afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas por el artículo 6° bis de la ley N°18.010, realizadas durante las cuatro semanas previas a la semana anterior al respectivo período de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente para las operaciones identificadas por el señalado artículo, y el ochenta por ciento de un monto de referencia, que será el monto promedio semanal, en unidades de fomento, registrado para el conjunto de las operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas en el mismo artículo 6° bis de la ley N°18.010, realizadas durante los cuatro meses previos a la aplicación del inciso primero del artículo cuarto transitorio de esta ley, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para definir la tasa de interés corriente para las operaciones identificadas por el referido artículo. El denominador único será la diferencia entre el noventa y el ochenta por ciento de dicho monto de referencia.”.


-En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó tal modificación.

_____


En discusión, el Honorable Senador señor García recordó, en este punto, la presentación del Presidente del Banco Central, señor Rodrigo Vergara, quien consideró que la fórmula propuesta para que opere el mecanismo de contracción es muy engorrosa. Más aun, planteó un mecanismo de evaluación anual por parte de ese organismo.


La Comisión Mixta tuvo presente, asimismo, que el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, cuando fue invitado, señaló que respecto del factor de protección ante las contracciones se debe considerar que, al inicio del periodo de vigencia de la ley sólo estarán los bancos en la base de cálculo, por lo que la base de comparación debiera ser sólo la banca.


El señor Salvador Valdés expresó que la posición el Ejecutivo en este aspecto es mantener el texto aprobado por la Cámara de Diputados, ajustando la redacción al período de cálculo mensual aprobado por esta Comisión Mixta. 


Puntualizó que la única diferencia entre el texto de la Cámara de Diputados y el Senado radica en el inciso segundo. Hay que efectuar un ajuste de redacción, en concordancia con las normas permanentes que disponen que el cálculo de la TIC se hará por ciclos mensuales.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, puso en votación el texto del artículo transitorio despachado por el Senado, con la modificación que introdujo la Cámara de Diputados, y el ajuste respecto a la periodicidad que señala el Ejecutivo.


--En votación el artículo transitorio despachado por el Senado, con la modificación que introdujo la Cámara de Diputados, y el ajuste respecto a la periodicidad que señala el Ejecutivo, fue aprobado por la mayoría de la Comisión Mixta, por 9 votos a favor y una abstención, del Honorable Senador señor García. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Rincón y Tuma. (Mayoría; 9x1 abstención).

___________

° ° °

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO, NUEVO


-La Cámara de Diputados incorporó el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo, pasando el actual sexto transitorio a ser séptimo transitorio, sin enmiendas:


“Artículo sexto.- A contar de la fecha de publicación de esta ley, y simultáneamente con la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de su artículo cuarto transitorio, la Superintendencia deberá incluir las operaciones de tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de las tasas de interés corriente previsto en el artículo 6° de la ley N°18.010. Lo anterior, sin perjuicio de todas las facultades que dicho artículo concede a la Superintendencia en la determinación de las tasas de interés corriente.”.

-En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó tal modificación.

_________


La Comisión Mixta tuvo presente que lo relativo a incluir las operaciones de tarjetas de crédito bancarias en el cómputo de las tasas de interés corriente previsto en el artículo 6° de la ley N°18.010 se debatió en sesiones anteriores, y se consideró inconveniente establecer una norma como esta, pues se trata del ámbito de facultades de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Novoa, propuso rechazar el artículo sexto transitorio, incorporado por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional.


--En votación la proposición de rechazar el artículo sexto transitorio incorporado por la Cámara de Diputados, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Rincón y Tuma. (Unanimidad 10x0).

° ° °

Artículo sexto transitorio aprobado por el Senado


Cabe tener presente que en virtud de la incorporación en el segundo trámite constitucional del artículo sexto transitorio, nuevo, el artículo sexto transitorio aprobado por el Senado pasó a ser artículo octavo transitorio, sin modificaciones.

° ° °

ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO, NUEVO


-La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente artículo octavo transitorio:


“Artículo octavo.- La tasa máxima para las operaciones de crédito amparadas en un convenio o que correspondan a un descuento legal en el marco de la ley N°18.833 y a que se refiere esta ley, entrarán en vigencia a contar del primer lunes del tercer mes siguiente a la fecha de la publicación del interés promedio ponderado por montos para las operaciones que estén amparadas por un convenio a que se refiere el inciso quinto del artículo 6° bis que se incorpora en la ley N°18.010 mediante la presente ley.


La tasa de interés para dicho período corresponderá a la tasa de interés corriente vigente para las operaciones no reajustables en moneda nacional noventa días o más, inferiores o iguales al equivalente a 200 unidades de fomento, disminuida en 7 puntos para ambos segmentos a que se refiere el referido inciso quinto del artículo 6° bis.


Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor o que correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto del artículo 6° bis aludido, será la tasa vigente para estas operaciones disminuida en 2 puntos. Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, la tasa de interés será la tasa vigente para este segmento de operaciones disminuida en 2 puntos.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo al presente artículo para el segmento de operaciones efectuadas al amparo de convenios, o correspondan a descuento legal al amparo de la ley N°18.833, resulte inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad al artículo 6° bis de la ley N°18.010 para las operaciones de crédito amparadas en un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o pagadora de pensión del deudor, o correspondan a un descuento legal a que se refiere el inciso quinto del mencionado artículo 6° bis, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.”.”.

-En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó esta modificación.

___________





En discusión, la Comisión Mixta tuvo presente que, como se consigna precedentemente en este informe, lo relativo a la tasa máxima especial de los créditos que se descuentan por planilla, quedó resuelto en la incorporación de un inciso final, nuevo, al artículo 6° bis.





Este artículo octavo transitorio se refiere a la gradualidad en la entrada en vigencia de esa tasa máxima convencional “especial”. 


En armonía con lo ya aprobado, el Ejecutivo propuso sustituir este artículo octavo transitorio por el siguiente:





“Artículo Nuevo Transitorio.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones de crédito de dinero comprendidas en el inciso final del artículo 6° bis de la ley N°18.010, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que será de 16 puntos porcentuales sobre base anual.





A partir de la vigencia de las tasas de interés corriente que correspondan al tercer mes contado desde la reducción referida en el inciso primero, durante ese mes y mientras rijan las dos fijaciones mensuales que la sucedan, la nueva tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones identificadas en el inciso final del artículo 6° bis para cada período mensual, será la suma de un término aditivo y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, determinada para el anterior período mensual. 


El término aditivo que corresponda aplicar en este período de tres meses, será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida para este tipo de operaciones y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, determinada para el anterior período mensual.





Para cada uno de los períodos trimestrales siguientes al indicado en los dos incisos anteriores, entendiendo como tales aquellos que comprendan tres fijaciones sucesivas de tasa de interés corriente, el término aditivo se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período trimestral anterior para este tipo de operaciones y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo quinto transitorio.





Este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional, cuando de su aplicación resulte una tasa de interés máxima convencional inferior a la establecida por el inciso final del artículo 6° bis, y para ese mismo período mensual.”.

_______________





En discusión, el señor Salvador Valdés expresó que este artículo aborda la gradualidad de la entrada en vigencia de la tasa máxima convencional “especial” que se ha acordado establecer en el artículo 6° bis, para los créditos que se otorguen a pensionados, y se descuenten por planilla, en los términos que en dicha norma se indican.





Hizo presente que el mecanismo que se establece es igual al del artículo cuarto transitorio, salvo en lo relativo a la rebaja inicial, que en este caso se propone que sea de 16 puntos. Ello en atención a que las tasas que cobran las Cajas de Compensación principalmente, son más bajas de las que se observan en el mercado general, y se busca que la disposición tenga algún efecto inmediato.





Los Honorables Senadores señores Tuma y Zaldívar estimaron que debe contemplarse una rebaja inicial superior, para que la ley tenga algún efecto inmediato. Propusieron 20 puntos.





El Honorable Senador señor Tuma señaló que es importante que las TMC “de régimen” para los créditos de hasta 200 UF y la de los pensionados sea relativamente simultánea.





En miras a lograr un consenso, el Honorable Senador señor Novoa planteó que, fijando la rebaja inicial en 18 puntos, se logra que la Tasa Máxima Convencional especial que se fija para este segmento empiece a realmente producir efectos un trimestre antes, si se considera que la tasa que se aplica es de aproximadamente. De este modo, considerando que la tasa máxima convencional al día de hoy es de 55, el ajuste inicial fijaría la TMC en 37, y una vez transcurridos dos trimestres se llegaría a una tasa de 31, que ya afectaría a este tipo de créditos.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, puso en votación la propuesta del Ejecutivo, pero sustituyendo el guarismo inicial de 16, por 18. 





Manifestó que se abstendrá en esta votación, en concordancia con su abstención respecto a la inclusión de este inciso final al artículo 6° bis, pues es contrario a establecer tasas máximas especiales para determinados segmentos.


--En votación la proposición del Ejecutivo, fue aprobada, con modificaciones, por la mayoría de los integrantes de la Comisión Mixta, por nueves votos a favor, y una abstención, del Honorable Senador Novoa.  Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Zaldívar, y Honorables Diputados señora Zalaquett y señores Arenas, Edwards, Rincón y Tuma. (Mayoría 9x1 abstención).

° ° °

ARTÍCULO TRANSITORIO, NUEVO


Tal como fue adelantado durante la discusión del artículo 19 bis de la ley N°18.010, respecto de entidades crediticias de operaciones de microfinanzas productivas, su aplicación deberá observar lo dispuesto en el siguiente artículo transitorio, nuevo:



“El artículo 19 bis que la presente ley introduce en la ley N° 18.010, entrará en vigencia a contar de transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial. 



Durante los dos primeros años calendarios siguientes a dicha entrada en vigencia de la presente ley, las entidades crediticias a que se refiere el artículo 19 bis de la ley N°18.010, podrán acogerse a lo dispuesto en dicho artículo en sus operaciones de microfinanzas productivas, siempre que, a lo menos en uno de los tres años calendario previos a la realización de las respectivas operaciones, hubieren sido ejecutoras de alguno de los programas de subsidio de costos de transacción de microcrédito productivo que administre el Fondo de Solidaridad e Inversión Social.”.



En discusión, los miembros de la Comisión consideraron necesario que la norma considere un plazo especial para la entrada en vigencia del artículo 19 bis que la presente ley introduce en la ley N° 18.010. Al respecto acordaron que entrará en vigencia a contar de transcurridos seis meses desde la publicación de la ley en el Diario Oficial.


--En votación, la norma fue aprobada, con modificaciones, por mayoría de 4 votos a favor, 1 en contra y tres abstenciones. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Zaldívar, y los Honorables Diputados señora Zalaquett y señor Rincón; votó en contra el Honorable Senador señor Novoa; y se abstuvieron los Honorables Diputados señores Arenas, Edwards y Tuma. (Mayoría 6 a favor x 1 en contra x 3 abstenciones).

___________


En relación a las disposiciones transitorias, cabe hacer presente que, una vez despachado el proyecto por la Comisión Mixta, estos fueron reordenados en cuanto a su numeración, atendida la materia que tratan, como se consigna en la proposición de la Comisión Mixta.

__________

PROPOSICION DE LA COMISIÓN MIXTA




En virtud de los acuerdos antes consignados, como forma y modo de resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras a raíz de la discusión de esta iniciativa, vuestra Comisión Mixta os propone aprobar las siguientes proposiciones: 

ARTÍCULO 1º

N° 1

Letra c)





- Considerar la letra c), nueva, introducida por la Cámara de Diputados, como nuevo N° 6 bis, que agrega el artículo 19 bis, nuevo. (Mayoría) (6X1 y 3 abstenciones).
N° 3

Letra a)





- Aprobar como texto de la parte inicial de la letra a) el siguiente:





“Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Interés corriente es el interés promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile”, por la siguiente: “Tasa de interés corriente es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile,”. (Unanimidad) (9X0).
Letra b)





- Aprobar como letra b), la siguiente:





“b) En el inciso segundo, intercalar entre “se publicarán” y “en el Diario Oficial” lo siguiente: “en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y”.”. (Unanimidad) (9X0).
Letra c)





- Mantener el texto vigente del inciso tercero del artículo 6°, rechazando, en consecuencia, tanto el texto del Senado como el de la Cámara de Diputados. (Unanimidad) (9X0).
Letra d)





-Pasa a ser letra d), sin modificaciones.

Letra e)





- Aprobar como letra e), que pasa a ser letra d), la siguiente:





- “d) Suprímese el inciso final.”. (Unanimidad) (9X0).

N° 4

Al Artículo 6° bis





- Considerar como inciso tercero, el incorporado por el Senado y aprobado con modificaciones por la Cámara de Diputados, en los siguientes términos:





“Asimismo, la Superintendencia deberá publicar trimestralmente la tasa de interés promedio ponderado por montos, de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo cuyo mecanismo de pago consista en la deducción de las respectivas cuotas o del capital, más los reajustes e intereses que correspondan en su caso, directamente de la remuneración del deudor o de la pensión que éste tenga derecho a percibir, ya sea en virtud de descuento legal o convencional. Esta Superintendencia podrá establecer mediante normativa la información periódica que deberán entregarle los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según son definidas en el artículo 31 de esta ley, con el fin de cumplir la tarea encomendada por este inciso.”. (Mayoría) (9x1 abstención).





- Considerar los incisos tercero y cuarto, nuevos, incorporados por la Cámara de Diputados, como inciso final, en los siguientes términos:





“En las operaciones de crédito de dinero cuyo mecanismo de pago consista en la deducción de las respectivas cuotas o del capital, más los reajustes e intereses que correspondan en su caso, directamente de la pensión que tenga derecho a percibir el deudor, el interés máximo convencional que podrá estipularse será la tasa de interés corriente para operaciones en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos iguales o mayores a 90 días, incrementada en 7 puntos porcentuales sobre base anual. Deberán sujetarse a lo dispuesto en este inciso aquellas operaciones cuyo pago sea realizado mediante deducciones efectuadas al amparo de lo prescrito por la ley N°18.833 y aquellas cuyo origen sea meramente convencional, ya sea: (i) por existir entre la entidad pagadora de pensión y la entidad otorgante de crédito un convenio para efectuar las referidas deducciones y siempre que el descuento haya sido autorizado por el pensionado; y (ii) por ser la misma entidad pagadora de pensión la que actúa en calidad de acreedor en la respectiva operación de crédito de dinero.”. (Mayoría: 9X1 abstención, salvo en lo relativo al guarismo “7” que se aprobó por mayoría 6x 4).





- Rechazar la modificación de la Cámara de Diputados respecto a introducir un inciso final, nuevo. (Unanimidad: 7x0).

N° 5





- Aprobar como N° 5, el siguiente:





“5) Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, a continuación de la palabra “convención” y antes del punto aparte (.) la oración “o al momento en que se devenguen los respectivos intereses, en el caso de las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter”. (Unanimidad) (10X0).
° ° °

N° 6 bis, nuevo





-Agregar el N° 6 bis, nuevo, cuyo tenor es el siguiente:





“6 bis) Agrégase el siguiente artículo 19 bis:





“Artículo 19 bis.- En las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos iguales o inferiores a 40 unidades de fomento, por plazos iguales o mayores a 90 días, y cuyo objeto sea de microfinanzas productivas, no será considerada como interés, según se define en el artículo 2° de la presente ley, aquella parte de las comisiones que se estipulen por concepto de evaluación y seguimiento de los referidos créditos, que no superen la cifra menor entre 1,5 unidades de fomento por operación y el 20% del monto de la respectiva operación a la fecha de otorgamiento.





Para estos efectos, se entenderá que constituyen operaciones de crédito para microfinanzas productivas aquellas destinadas al financiamiento de inversión o de capital de trabajo en proyectos o actividades empresariales de producción o comercialización de bienes y servicios, que sean desarrolladas por el deudor a través de una microempresa o a través de actividades de autoempleo.





Podrán acogerse al beneficio establecido en el inciso primero, las operaciones de crédito de dinero realizadas por aquellas entidades crediticias que en alguno de los tres años calendario inmediatamente precedentes hayan cumplido las exigencias contempladas por el Fondo de Solidaridad e Inversión Social para ser ejecutoras de alguno de los programas de subsidio de costos de transacción de microcrédito productivo que dicho fondo administre. Lo anterior, en la medida que dentro de las exigencias se contemple que al menos un 60% del número total de operaciones de crédito de dinero realizadas por dicha entidad crediticia durante el año calendario previo a la postulación, hayan tenido como deudor a personas naturales que al momento de la operación formaron parte del 50% más vulnerable de la población, o a microempresas cuyo titular, socio principal, gestor o constituyente, en su caso, haya cumplido la condición antes referida, según lo determine el instrumento de caracterización socioeconómica a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.379. 





Aquellas entidades crediticias que inicien la actividad de otorgamiento de microcréditos productivos podrán acogerse provisoriamente al beneficio establecido en el inciso primero, siempre que publiquen en forma permanente en su respectivo  sitio electrónico información sobre el número de operaciones de microfinanzas productivas acogidas al beneficio que hubieran realizado en cada mes y la fecha de inicio de esta actividad. Con todo, a contar del tercer año de otorgamiento de microcréditos productivos, la entidad crediticia deberá dar cumplimiento al requisito establecido en el inciso precedente. En caso contrario, se entenderá que la institución no ha gozado del beneficio durante todo el tiempo transcurrido. 





Las entidades crediticias antes referidas deberán publicar en forma permanente en su sitio electrónico y en los impresos que utilicen para promocionar sus productos, la circunstancia de encontrarse acogidos al beneficio contemplado en este artículo, indicando el límite y monto máximo de comisiones que se encuentran autorizadas por ley a cobrar por los servicios de evaluación y seguimiento del proyecto productivo, no computados en la tasa de interés de la operación de crédito a la que acceden, sin perjuicio de las demás obligaciones de información y transparencia que les correspondan.”. (Mayoría) (6X1 y 3 abstenciones).
° ° °

N° 7





-Aprobar como N° 7 el siguiente:





“7) Agrégase en el artículo 30, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:





“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea igual o inferior a 200 unidades de fomento no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos 60 días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Esta excepción también se aplicará a las operaciones de crédito de dinero que cuenten con garantía hipotecaria de vivienda cuyo capital sea igual o inferior a 2.000 Unidades de Fomento. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá por no escrito.”.”.(Mayoría) (9X1).
N° 8





-Considerar como encabezado del número el siguiente:





“8) Insértanse los siguientes artículos 31 a 36:”. (Unanimidad) (10X0).
En relación al artículo 31





- Aprobar como artículo 31 nuevo el siguiente:





“Artículo 31.- Son instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, aquéllas que habiendo realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional, durante el año calendario anterior, cumplan con las condiciones y requisitos que se establezcan mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales de operaciones de crédito de dinero inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales, sin perjuicio de que a su respecto establezca que dichos montos globales deban ser determinados para conjuntos de personas relacionadas, según este término es definido en el artículo 100 de la ley N°18.045. Las señaladas instituciones estarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, exclusivamente en lo que se refiere al cumplimiento de lo dispuesto en esta ley y solamente en relación a las operaciones a que se refieren los artículos 6° bis y 6° ter, y de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero de este artículo. Ello, sin perjuicio de las demás funciones y facultades que otras disposiciones de esta ley otorgan a la mencionada Superintendencia.





La Superintendencia deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información de todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional de acuerdo a las disposiciones de esta ley, disociada de los datos que permitan la identificación del deudor respectivo, con las periodicidades y en los formatos que determine mediante norma de carácter general, pudiendo distinguir entre tipos de instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Esta información incluirá también toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, la institución cuando presta servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero o diferentes de tal operación. Con todo, cuando la Superintendencia detectare una posible infracción a las disposiciones referidas en el inciso primero, ésta podrá requerir la información que permita identificar al deudor, para efectos de fiscalizar el cumplimiento de dichas normas. La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.





Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, y utilizando parámetros objetivos y comparables, la Superintendencia deberá elaborar y publicar, al menos semestralmente, índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis y 6° ter. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos sujetas a las disposiciones del presente artículo, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.





La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N°19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos, los datos deberán entregarse siempre disociados de los Titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley N°19.628, sobre Protección de la Vida Privada.





El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el primer inciso. La Superintendencia confeccionará anualmente la nómina de las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva que quedarán sujetas a lo dispuesto en este artículo durante el año calendario siguiente, y notificará a cada una de dichas instituciones de la circunstancia de estar incluidas en dicha nómina antes del 30 de julio de cada año.





Los funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y toda otra persona que, con ocasión de lo dispuesto en la presente ley, haya tenido acceso a la información a que se refiere el presente artículo, deberán mantener absoluta reserva de la misma y no podrán darla a conocer a terceros ni aún después de haber cesado en sus cargos. La infracción a esta prohibición será sancionada con la pena señalada en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.(Unanimidad) (10X0).
En relación al artículo 34





- Aprobar como artículo 34 el siguiente:





“Artículo 34.- La entidad afectada podrá reclamar de la aplicación de la multa establecida en el numeral 2) del artículo anterior o de su monto ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio dentro del plazo de diez días hábiles contado desde que la Superintendencia notifique su resolución mediante el envío de carta certificada.





Una vez presentada la reclamación, la Corte dará traslado al Superintendente por diez días hábiles y, evacuado dicho trámite o acusada la correspondiente rebeldía, la Corte dictará sentencia sin ulterior recurso.





Luego de ejecutoriada la sentencia de la Corte, en el caso de que ésta confirme la sanción aplicada, o transcurrido el plazo del inciso primero sin que la entidad afectada efectúe la reclamación pertinente, deberá procederse al entero de la multa en la Tesorería General de la República.





Si la multa no fuere pagada, la Superintendencia podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado de letras en lo civil competente, acompañando copia de la resolución que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá por sí sola mérito ejecutivo. (Unanimidad) (10X0).
En relación al artículo 35





-Aprobar como artículo 35 el siguiente:





“Artículo 35.- La Superintendencia no podrá iniciar un proceso destinado a aplicar multa a un infractor luego de tres años de ocurrido el hecho u omisión o celebrada la operación de que se trate.





La acción de cobro de una multa prescribe en el plazo de un año desde que se hizo exigible .”. (Unanimidad) (10X0).
_____





--Considerar como artículo 36 el artículo 32 aprobado por el Senado y también por la Cámara de Diputados, sin modificaciones. 

Disposiciones Transitorias

Artículo primero





-Aprobar como artículo primero transitorio el siguiente:





“Artículo primero.- Las modificaciones que esta ley introduce en la ley N° 18.010, en el decreto ley N° 830, de 1974, y en la ley N° 19.496, se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”. (Unanimidad) (9X0).
Artículo segundo





-Aprobar como artículo segundo transitorio el siguiente:





“Artículo segundo.- La fiscalización del cumplimiento de la ley N° 18.010 respecto a las instituciones identificadas en su artículo 31 que no son bancos se aplicará a contar del primer lunes del séptimo mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley”. (Unanimidad) (10X0).
Artículo cuarto





-Aprobar como artículo cuarto transitorio el siguiente:





“Artículo cuarto.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para aquellas operaciones en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a 200 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que regirá durante el período mensual que se inicia, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo que diferirá entre sus segmentos del modo siguiente:





i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual;





ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.





Una vez concluido el primer período mensual de aplicación de la tasa de interés máxima convencional fijada con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, la nueva tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones identificadas en el inciso primero del presente artículo para cada período mensual, se determinará sumando aquel término aditivo para cada segmento que corresponda al mes respectivo y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, determinada para el anterior período mensual. 





Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se entenderá que el valor del término aditivo para el primer período mensual ya referido, es la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida, definida en el primer inciso de este artículo para el respectivo segmento, y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que rija para el anterior período mensual. El valor del término aditivo que corresponderá aplicar a cada segmento durante los siguientes dos meses, será el mismo que se determinó para el primer periodo mensual para ese mismo segmento. 





Posteriormente, para cada uno de los períodos trimestrales siguientes, entendiendo como tales aquellos que comprendan tres fijaciones sucesivas de tasa de interés corriente, el término aditivo de cada segmento se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período trimestral anterior para el mismo segmento y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo sexto transitorio.





Este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional para un determinado segmento o tipo de operación de los ya referidos, cuando de su aplicación resulte una tasa de interés máxima convencional inferior a la establecida según el artículo 6° bis para ese mismo segmento y tipo de operación, y para ese mismo período mensual.”. (Unanimidad) (10X0).

Artículo quinto





-Aprobar como artículo quinto transitorio, el octavo transitorio que introdujo la Cámara de Diputados, en los siguientes términos:





“Artículo Quinto.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones de crédito de dinero comprendidas en el inciso final del artículo 6° bis de la ley N°18.010, que regirá durante el período mensual que se inicia, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que será de 18 puntos porcentuales sobre base anual.





Una vez concluido el primer período mensual de aplicación de la tasa de interés máxima convencional para las operaciones comprendidas en el inciso final del artículo 6° bis de la ley N°18.010, fijada con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, la nueva tasa de interés máxima convencional anualizada para dichas operaciones en cada período mensual, se determinará sumando aquel término aditivo que corresponda al mes respectivo y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, determinada para el anterior período mensual. 





Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se entenderá que el valor del término aditivo para el primer período mensual ya referido, es la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida definida en el primer inciso de este artículo para las operaciones comprendidas en el inciso final del artículo 6° bis de la ley N°18.010, y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que haya regido el anterior período mensual. El valor del término aditivo que corresponderá aplicar a cada segmento durante los siguientes dos meses, será el mismo que se determinó para el primer periodo mensual. 





A continuación, para cada uno de los períodos trimestrales siguientes, entendiendo como tales aquellos que comprendan tres fijaciones sucesivas de tasa de interés corriente, el término aditivo para las operaciones comprendidas en el inciso final del artículo 6° bis de la ley N°18.010, se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período trimestral anterior y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo sexto transitorio.





Este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional, cuando de su aplicación resulte una tasa de interés máxima convencional inferior a la establecida por el inciso final del artículo 6° bis, y para ese mismo período mensual.” (Unanimidad) (10X0).

Artículo sexto





-Aprobar como artículo sexto transitorio, el quinto transitorio despachado por el Senado y aprobado por la Cámara de Diputados, en los siguientes términos:





“Artículo Sexto.- El factor de protección ante contracciones del volumen de crédito, definido para cada período trimestral a que se refieren los artículos cuarto y quinto transitorios, no podrá exceder de la unidad, y será la cifra mayor entre cero y la proporción obtenida dividiendo un numerador único para todos los segmentos por un denominador único. 





El numerador único será la diferencia entre la suma de los montos, en unidades de fomento, del conjunto de las operaciones de crédito de dinero afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas por el artículo 6° bis de la ley Nº 18.010, realizadas por las instituciones bancarias durante el período trimestral anterior a la fecha en que se defina el factor respectivo de protección, y el 80% de un monto de referencia. Dicho monto de referencia será la suma de los montos, en unidades de fomento, del conjunto de las operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas en el mismo artículo 6° bis ya referido, realizadas por las instituciones bancarias durante el período trimestral anterior a la aplicación de los guarismos señalados en el inciso primero del artículo cuarto transitorio de esta ley. 





A su vez, el denominador único será la diferencia entre el noventa por ciento de dicho monto de referencia, y el ochenta por ciento del mismo. 





La proporción indicada en el primer inciso podrá obtenerse aplicando la siguiente fórmula:
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 = la suma de los montos, en unidades de fomento, de las operaciones de crédito de dinero que estén afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por el artículo 6° Bis de la ley Nº 18.010 y que hayan sido realizadas durante el período trimestral inmediatamente anterior a la fecha en que se defina el factor respectivo de protección; y

[image: image30.png]


monto de referencia, definido en el inciso segundo de este artículo.”. (Mayoría) (9X1 abstención).
Artículo sexto





-Rechazar al artículo sexto transitorio aprobado por la Cámara de Diputados (Unanimidad) (10X0).
Artículo séptimo





-Considerar como artículo séptimo transitorio, nuevo, el siguiente:





“Artículo séptimo.- El artículo 19 bis que la presente ley introduce en la ley N° 18.010, entrará en vigencia a contar de transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial.





Durante los dos primeros años calendarios siguientes a dicha entrada en vigencia de la presente ley, las entidades crediticias a que se refiere el artículo 19 bis de la ley N°18.010, podrán acogerse a lo dispuesto en dicho artículo en sus operaciones de microfinanzas productivas, siempre que, a lo menos en uno de los tres años calendario previos a la realización de las respectivas operaciones, hubieren sido ejecutoras de alguno de los programas de subsidio de costos de transacción de microcrédito productivo que administre el Fondo de Solidaridad e Inversión Social.”.  (Unanimidad) (10X0).
Artículo octavo





-Considerar como artículo octavo transitorio el artículo sexto transitorio despachado por el Senado y aprobado sin modificaciones por la Cámara de Diputados. (Unanimidad) (10X0).
________________

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A título ilustrativo, de aprobarse la proposición efectuada por la Comisión Mixta, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica:


1) Modifícase el artículo 2° de la siguiente manera:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Se entiende por tasa de interés de una operación de crédito de dinero no reajustable, la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.


b) Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “Se entiende por tasa de interés de un crédito reajustable, la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.


2) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “sociedad financiera o cooperativa de ahorro y crédito”, por “caja de compensación de asignación familiar, compañía de seguros o cooperativa de ahorro y crédito, o cualquier otra institución colocadora de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según se define en el artículo 31 de esta ley”.


3) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6°:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Interés corriente es el interés promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile”, por la siguiente: “Tasa de interés corriente es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile,” e incorpórase, a continuación del punto final, el siguiente texto: “Cada vez que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en virtud de lo señalado en este inciso, establezca límites nuevos o modifique los existentes deberá, mediante resolución fundada, caracterizar los segmentos de crédito considerados, especificando el volumen, tasas de interés corrientes y tasas de interés habituales de operaciones efectivas y sustitutas, entre otros aspectos relevantes. Al crear o modificar un límite, la Superintendencia podrá usar como referencia para establecer la tasa de interés corriente de cada segmento nuevo o modificado, la tasa de una o un conjunto de operaciones financieras que, combinadas, logren un perfil de pagos similar al que tendrían las operaciones del segmento nuevo o modificado. En caso de usar tal referencia, deberá hacerlo por un plazo máximo de 12 meses prorrogable por una sola vez.”.


b) En el inciso segundo, intercalar entre “se publicarán” y “en el Diario Oficial” lo siguiente: “en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y”.


c) Sustitúyese, en el inciso cuarto, la frase “No puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente que rija al momento de la convención”, por lo siguiente: “No podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra mayor entre: 1) 1,5 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención, según determine la Superintendencia para cada tipo de operación de crédito de dinero, y 2) la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención incrementada en dos puntos porcentuales anuales”.


d) Suprímese el inciso final.


4) Agréganse los siguientes artículos 6° bis y 6° ter:


“Artículo 6° bis.- Para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, por plazos mayores o iguales a noventa días, y que no correspondan a aquéllas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a noventa días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:


i) catorce puntos porcentuales sobre base anual, en las operaciones superiores a cincuenta unidades de fomento.


ii) veintiún puntos porcentuales sobre base anual, en aquellas operaciones por montos iguales o inferiores a cincuenta unidades de fomento.


Se denomina segmento a cada agrupación de operaciones originada en la distinción por monto establecida en el inciso anterior. La Superintendencia deberá determinar y publicar la tasa de interés corriente de cada uno de los segmentos señalados y del conjunto de ellos. 


Asimismo, la Superintendencia deberá publicar trimestralmente la tasa de interés promedio ponderado por montos, de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo cuyo mecanismo de pago consista en la deducción de las respectivas cuotas o del capital, más los reajustes e intereses que correspondan en su caso, directamente de la remuneración del deudor o de la pensión que éste tenga derecho a percibir, ya sea en virtud de descuento legal o convencional. Esta Superintendencia podrá establecer mediante normativa la información periódica que deberán entregarle los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según son definidas en el artículo 31 de esta ley, con el fin de cumplir la tarea encomendada por este inciso.


En las operaciones de crédito de dinero cuyo mecanismo de pago consista en la deducción de las respectivas cuotas o del capital, más los reajustes e intereses que correspondan en su caso, directamente de la pensión que tenga derecho a percibir el deudor, el interés máximo convencional que podrá estipularse será la tasa de interés corriente para operaciones en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos iguales o mayores a 90 días, incrementada en 7 puntos porcentuales sobre base anual. Deberán sujetarse a lo dispuesto en este inciso aquellas operaciones cuyo pago sea realizado mediante deducciones efectuadas al amparo de lo prescrito por la ley N° 18.833 y aquellas cuyo origen sea meramente convencional, ya sea: (i) por existir entre la entidad pagadora de pensión y la entidad otorgante de crédito un convenio para efectuar las referidas deducciones y siempre que el descuento haya sido autorizado por el pensionado; y (ii) por ser la misma entidad pagadora de pensión la que actúa en calidad de acreedor en la respectiva operación de crédito de dinero.”.


Artículo 6° ter.- La tasa máxima convencional a aplicar a los créditos que se originen en la utilización de tarjetas de crédito mediante una línea de crédito previamente pactada se establecerá en función del monto máximo autorizado para dichas operaciones en la convención que les dio origen y del tiempo que se hubiere pactado en ella para hacer uso de la línea rotativa o refundida, según sea el caso, y corresponderá a aquella vigente al momento a partir del cual se devengan los respectivos intereses.


Para efectos de determinar la tasa máxima convencional a aplicar en los créditos a que se refiere el inciso precedente, se entenderá que las modificaciones en el tiempo pactado o en el cupo autorizado para la respectiva línea de crédito que se realicen a la convención que da origen al crédito, o las  renovaciones que se hicieren a ésta, constituyen una nueva convención.


Para las operaciones de crédito que se efectúen en cuotas, la tasa máxima convencional a aplicar se establecerá en función al monto y plazo de la operación respectiva, y corresponderá a aquella vigente al momento de efectuarse la misma.


Lo indicado en los dos primeros incisos se aplicará igualmente a las líneas de crédito que acceden a una cuenta corriente bancaria.”.


5) Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, a continuación de la palabra “convención” y antes del punto aparte (.) la oración “o al momento en que se devenguen los respectivos intereses, en el caso de las operaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 6° ter”.


6) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 10, el guarismo “25” por “20”.


6 bis) Agrégase el siguiente artículo 19 bis:


“Artículo 19 bis.- En las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos iguales o inferiores a 40 unidades de fomento, por plazos iguales o mayores a 90 días, y cuyo objeto sea de microfinanzas productivas, no será considerada como interés, según se define en el artículo 2° de la presente ley, aquella parte de las comisiones que se estipulen por concepto de evaluación y seguimiento de los referidos créditos, que no superen la cifra menor entre 1,5 unidades de fomento por operación y el 20% del monto de la respectiva operación a la fecha de otorgamiento.


Para estos efectos, se entenderá que constituyen operaciones de crédito para microfinanzas productivas aquellas destinadas al financiamiento de inversión o de capital de trabajo en proyectos o actividades empresariales de producción o comercialización de bienes y servicios, que sean desarrolladas por el deudor a través de una microempresa o a través de actividades de autoempleo.


Podrán acogerse al beneficio establecido en el inciso primero, las operaciones de crédito de dinero realizadas por aquellas entidades crediticias que en alguno de los tres años calendario inmediatamente precedentes hayan cumplido las exigencias contempladas por el Fondo de Solidaridad e Inversión Social para ser ejecutoras de alguno de los programas de subsidio de costos de transacción de microcrédito productivo que dicho fondo administre. Lo anterior, en la medida que dentro de las exigencias se contemple que al menos un 60% del número total de operaciones de crédito de dinero realizadas por dicha entidad crediticia durante el año calendario previo a la postulación, hayan tenido como deudor a personas naturales que al momento de la operación formaron parte del 50% más vulnerable de la población, o a microempresas cuyo titular, socio principal, gestor o constituyente, en su caso, haya cumplido la condición antes referida, según lo determine el instrumento de caracterización socioeconómica a que se refiere el artículo 5° de la ley N°20.379. 


Aquellas entidades crediticias que inicien la actividad de otorgamiento de microcréditos productivos podrán acogerse provisoriamente al beneficio establecido en el inciso primero, siempre que publiquen en forma permanente en su respectivo  sitio electrónico información sobre el número de operaciones de microfinanzas productivas acogidas al beneficio que hubieran realizado en cada mes y la fecha de inicio de esta actividad. Con todo, a contar del tercer año de otorgamiento de microcréditos productivos, la entidad crediticia deberá dar cumplimiento al requisito establecido en el inciso precedente. En caso contrario, se entenderá que la institución no ha gozado del beneficio durante todo el tiempo transcurrido. 


Las entidades crediticias antes referidas deberán publicar en forma permanente en su sitio electrónico y en los impresos que utilicen para promocionar sus productos, la circunstancia de encontrarse acogidos al beneficio contemplado en este artículo, indicando el límite y monto máximo de comisiones que se encuentran autorizadas por ley a cobrar por los servicios de evaluación y seguimiento del proyecto productivo, no computados en la tasa de interés de la operación de crédito a la que acceden, sin perjuicio de las demás obligaciones de información y transparencia que les correspondan.”.


7) Agrégase en el artículo 30, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea igual o inferior a 200 unidades de fomento no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos 60 días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Esta excepción también se aplicará a las operaciones de crédito de dinero que cuenten con garantía hipotecaria de vivienda cuyo capital sea igual o inferior a 2.000 Unidades de Fomento. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá por no escrito.”.


8) Insértanse los siguientes artículos 31 a 36:


“Artículo 31.- Son instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, aquéllas que habiendo realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional, durante el año calendario anterior, cumplan con las condiciones y requisitos que se establezcan mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales de operaciones de crédito de dinero inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales, sin perjuicio de que a su respecto establezca que dichos montos globales deban ser determinados para conjuntos de personas relacionadas, según este término es definido en el artículo 100 de la ley N°18.045. Las señaladas instituciones estarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, exclusivamente en lo que se refiere al cumplimiento de lo dispuesto en esta ley y solamente en relación a las operaciones a que se refieren los artículos 6° bis y 6° ter, y de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero de este artículo. Ello, sin perjuicio de las demás funciones y facultades que otras disposiciones de esta ley otorgan a la mencionada Superintendencia.


La Superintendencia deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información de todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional de acuerdo a las disposiciones de esta ley, disociada de los datos que permitan la identificación del deudor respectivo, con las periodicidades y en los formatos que determine mediante norma de carácter general, pudiendo distinguir entre tipos de instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Esta información incluirá también toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, la institución cuando presta servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero o diferentes de tal operación. Con todo, cuando la Superintendencia detectare una posible infracción a las disposiciones referidas en el inciso primero, ésta podrá requerir la información que permita identificar al deudor, para efectos de fiscalizar el cumplimiento de dichas normas. La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.


Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, y utilizando parámetros objetivos y comparables, la Superintendencia deberá elaborar y publicar, al menos semestralmente, índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis y 6° ter. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos sujetas a las disposiciones del presente artículo, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.


La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N°19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos, los datos deberán entregarse siempre disociados de los Titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley N°19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el primer inciso. La Superintendencia confeccionará anualmente la nómina de las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva que quedarán sujetas a lo dispuesto en este artículo durante el año calendario siguiente, y notificará a cada una de dichas instituciones de la circunstancia de estar incluidas en dicha nómina antes del 30 de julio de cada año.


Los funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y toda otra persona que, con ocasión de lo dispuesto en la presente ley, haya tenido acceso a la información a que se refiere el presente artículo, deberán mantener absoluta reserva de la misma y no podrán darla a conocer a terceros ni aún después de haber cesado en sus cargos. La infracción a esta prohibición será sancionada con la pena señalada en los artículos 246 y 247 del Código Penal.

Artículo 32.- La Superintendencia deberá adoptar las medidas de organización interna necesarias para cautelar la reserva y controlar el adecuado uso de la información recabada de conformidad con lo dispuesto en el artículo precedente.


Artículo 33.- Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de esta ley y en el artículo 472 del Código Penal, las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva que incurrieren en infracción a lo dispuesto en la presente ley, con relación a las operaciones a que se refieren los artículos 6° bis o 6° ter; o del artículo 31 de la misma o de las normas que la Superintendencia emita en cumplimiento de dichas disposiciones, podrán ser objeto por parte de ésta, de una o más de las siguientes sanciones:


1) Amonestación o censura.


2) Multa a beneficio fiscal de hasta 5.000 unidades de fomento. En el caso de tratarse de infracciones reiteradas de la misma naturaleza, podrá aplicarse una multa de hasta cinco veces el monto antes expresado.


El monto específico de la multa a que se refiere el número 2) se determinará apreciando fundadamente la gravedad y consecuencias del hecho, el capital involucrado en las operaciones respectivas y si el infractor hubiere cometido otras infracciones de cualquier naturaleza en los últimos 12 meses. Esta circunstancia no se tomará en cuenta en aquellos casos en que la reiteración haya determinado por sí sola el aumento del monto de la multa básica.


Previamente a aplicar alguna de las sanciones establecidas en este artículo, la Superintendencia requerirá un informe de la entidad involucrada, a la cual, además, podrá solicitar la remisión de los antecedentes que estime pertinentes respecto del hecho u operaciones de que se trata. Para ello, establecerá un plazo máximo de 20 días hábiles, quedando facultada para imponer la respectiva sanción en caso de no recibir los antecedentes requeridos en tiempo y forma.


Artículo 34.- La entidad afectada podrá reclamar de la aplicación de la multa establecida en el numeral 2) del artículo anterior o de su monto ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio dentro del plazo de diez días hábiles contado desde que la Superintendencia notifique su resolución mediante el envío de carta certificada.


Una vez presentada la reclamación, la Corte dará traslado al Superintendente por diez días hábiles y, evacuado dicho trámite o acusada la correspondiente rebeldía, la Corte dictará sentencia sin ulterior recurso.


Luego de ejecutoriada la sentencia de la Corte, en el caso de que ésta confirme la sanción aplicada, o transcurrido el plazo del inciso primero sin que la entidad afectada efectúe la reclamación pertinente, deberá procederse al entero de la multa en la Tesorería General de la República.


Si la multa no fuere pagada, la Superintendencia podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado de letras en lo civil competente, acompañando copia de la resolución que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá por sí sola mérito ejecutivo. 


Artículo 35.- La Superintendencia no podrá iniciar un proceso destinado a aplicar multa a un infractor luego de tres años de ocurrido el hecho u omisión o celebrada la operación de que se trate.


La acción de cobro de una multa prescribe en el plazo de un año desde que se hizo exigible.


Artículo 36.- Las leyes actualmente en vigencia o que se dicten en el futuro, que hagan referencia a tasas de interés corriente, interés máximo convencional o a tasas de interés máximo convencional, se entenderá que hacen referencia a las disposiciones de la presente ley.”.


Artículo 2°.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 85 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, del Ministerio de Hacienda, de 1974, por el siguiente: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 61 y 62, para los fines de la fiscalización de los impuestos, los Bancos e Instituciones Financieras y cualquiera otra institución que realice operaciones de crédito de dinero de manera masiva, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 de la ley N° 18.010, deberán proporcionar todos los datos que se les soliciten relativos a las operaciones de crédito de dinero que hayan celebrado y de las garantías constituidas para su otorgamiento, en la oportunidad, forma y cantidad que el Servicio establezca. En caso alguno se podrá solicitar la información sobre las adquisiciones efectuadas por una persona determinada en el uso de las tarjetas de crédito.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:


1) En el artículo 37:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“No podrá cobrarse, por concepto de gastos de cobranza extrajudicial, cualesquiera sean la naturaleza de las gestiones, el número, frecuencia y costos en que efectivamente se haya incurrido, incluidos honorarios de profesionales, cantidades que excedan de los porcentajes que a continuación se indican, aplicados sobre el monto de la deuda vencida a la fecha del atraso a cuyo cobro se procede, conforme a la siguiente escala progresiva: en obligaciones de hasta diez unidades de fomento, 9%; por la parte que exceda de diez y hasta cincuenta unidades de fomento, 6%, y por la parte que exceda de cincuenta unidades de fomento, 3%. Los porcentajes indicados se aplicarán transcurridos los primeros veinte días de atraso, y no corresponderá su imputación respecto de saldos de capital insoluto del monto moroso o de cuotas vencidas que ya hubieren sido objeto de la aplicación de los referidos porcentajes. En ningún caso los gastos de cobranza extrajudicial podrán devengar un interés superior al corriente ni se podrán capitalizar para los efectos de aumentar la cantidad permitida de gastos de cobranza.”.

b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:


“El proveedor del crédito deberá realizar siempre a lo menos una gestión útil, sin cargo para el deudor, cuyo fin sea el debido y oportuno conocimiento del deudor sobre la mora o retraso en el cumplimiento de sus obligaciones, dentro de los primeros quince días siguientes a cada vencimiento impago. Si el proveedor no realizara oportunamente dicha gestión, la cantidad máxima que podrá cobrar por los gastos de cobranza extrajudicial efectivamente incurridos indicados en el inciso anterior, se reducirá en 0,2 unidades de fomento.”.


2) En el artículo 39, elimínase la expresión “el artículo 6º de”, y agrégase la siguiente frase a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto y coma (;): “y la sanción penal que resulte pertinente.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las modificaciones que esta ley introduce en la ley N° 18.010, en el decreto ley N° 830, de 1974, y en la ley N° 19.496, se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- La fiscalización del cumplimiento de la ley N° 18.010 respecto a las instituciones identificadas en su artículo 31 que no son bancos se aplicará a contar del primer lunes del séptimo mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 31 de la ley N° 18.010, hasta que entre en vigencia el decreto a que se refiere el mencionado precepto, se entenderá que las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva son aquellas que, durante el año calendario anterior, hayan realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional por un monto global anual igual o superior a cien mil unidades de fomento y en un número superior a mil operaciones.





Artículo cuarto.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para aquellas operaciones en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a 200 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que regirá durante el período mensual que se inicia, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo que diferirá entre sus segmentos del modo siguiente:





i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual;





ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.





Una vez concluido el primer período mensual de aplicación de la tasa de interés máxima convencional fijada con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, la nueva tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones identificadas en el inciso primero del presente artículo para cada período mensual, se determinará sumando aquel término aditivo para cada segmento que corresponda al mes respectivo y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, determinada para el anterior período mensual. 





Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se entenderá que el valor del término aditivo para el primer período mensual ya referido, es la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida, definida en el primer inciso de este artículo para el respectivo segmento, y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que rija para el anterior período mensual. El valor del término aditivo que corresponderá aplicar a cada segmento durante los siguientes dos meses, será el mismo que se determinó para el primer periodo mensual para ese mismo segmento. 





Posteriormente, para cada uno de los períodos trimestrales siguientes, entendiendo como tales aquellos que comprendan tres fijaciones sucesivas de tasa de interés corriente, el término aditivo de cada segmento se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período trimestral anterior para el mismo segmento y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo sexto transitorio.


Este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional para un determinado segmento o tipo de operación de los ya referidos, cuando de su aplicación resulte una tasa de interés máxima convencional inferior a la establecida según el artículo 6° bis para ese mismo segmento y tipo de operación, y para ese mismo período mensual.




Artículo Quinto.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente al día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para las operaciones de crédito de dinero comprendidas en el inciso final del artículo 6° bis de la ley N°18.010, que regirá durante el período mensual que se inicia, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que será de 18 puntos porcentuales sobre base anual.





Una vez concluido el primer período mensual de aplicación de la tasa de interés máxima convencional para las operaciones comprendidas en el inciso final del artículo 6° bis de la ley N°18.010, fijada con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, la nueva tasa de interés máxima convencional anualizada para dichas operaciones en cada período mensual, se determinará sumando aquel término aditivo que corresponda al mes respectivo y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, determinada para el anterior período mensual. 





Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se entenderá que el valor del término aditivo para el primer período mensual ya referido, es la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida definida en el primer inciso de este artículo para las operaciones comprendidas en el inciso final del artículo 6° bis de la ley N°18.010, y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a 200 e inferiores a 5.000 unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que haya regido el anterior período mensual. El valor del término aditivo que corresponderá aplicar a cada segmento durante los siguientes dos meses, será el mismo que se determinó para el primer periodo mensual. 





A continuación, para cada uno de los períodos trimestrales siguientes, entendiendo como tales aquellos que comprendan tres fijaciones sucesivas de tasa de interés corriente, el término aditivo para las operaciones comprendidas en el inciso final del artículo 6° bis de la ley N°18.010, se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período trimestral anterior y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo sexto transitorio.


Este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la tasa de interés máxima convencional, cuando de su aplicación resulte una tasa de interés máxima convencional inferior a la establecida por el inciso final del artículo 6° bis, y para ese mismo período mensual.  


Artículo sexto.- El factor de protección ante contracciones del volumen de crédito, definido para cada período trimestral a que se refieren los artículos cuarto y quinto transitorios, no podrá exceder de la unidad, y será la cifra mayor entre cero y la proporción obtenida dividiendo un numerador único para todos los segmentos por un denominador único. 


El numerador único será la diferencia entre la suma de los montos, en unidades de fomento, del conjunto de las operaciones de crédito de dinero afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas por el artículo 6° bis de la ley Nº 18.010, realizadas por las instituciones bancarias durante el período trimestral anterior a la fecha en que se defina el factor respectivo de protección, y el 80% de un monto de referencia. Dicho monto de referencia será la suma de los montos, en unidades de fomento, del conjunto de las operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximo definidas en el mismo artículo 6° bis ya referido, realizadas por las instituciones bancarias durante el período trimestral anterior a la aplicación de los guarismos señalados en el inciso primero del artículo cuarto transitorio de esta ley. 


A su vez, el denominador único será la diferencia entre el noventa por ciento de dicho monto de referencia, y el ochenta por ciento del mismo. 


La proporción indicada en el primer inciso podrá obtenerse aplicando la siguiente fórmula:
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 proporción obtenida para el período trimestral t;
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 = la suma de los montos, en unidades de fomento, de las operaciones de crédito de dinero que estén afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por el artículo 6° Bis de la ley Nº 18.010 y que hayan sido realizadas durante el período trimestral inmediatamente anterior a la fecha en que se defina el factor respectivo de protección; y
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 monto de referencia, definido en el inciso segundo de este artículo.


Artículo séptimo.- El artículo 19 bis que la presente ley introduce en la ley N° 18.010, entrará en vigencia a contar de transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial.


Durante los dos primeros años calendarios siguientes a dicha entrada en vigencia de la presente ley, las entidades crediticias a que se refiere el artículo 19 bis de la ley N°18.010, podrán acogerse a lo dispuesto en dicho artículo en sus operaciones de microfinanzas productivas, siempre que, a lo menos en uno de los tres años calendario previos a la realización de las respectivas operaciones, hubieren sido ejecutoras de alguno de los programas de subsidio de costos de transacción de microcrédito productivo que administre el Fondo de Solidaridad e Inversión Social.


Artículo octavo.- Durante los primeros tres años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá elaborar un informe anual sobre los efectos de la aplicación de la misma. Dicho informe deberá contener las estimaciones de los costos operativos impuestos a las instituciones fiscalizadas conforme a lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.010; los costos administrativos adicionales asumidos por la Superintendencia por la presente ley; las estimaciones cuantitativas de la reducción en el volumen de operaciones de crédito comprendidas en el artículo 6° bis de la referida ley N° 18.010; las estimaciones cuantitativas del beneficio obtenido por esos deudores con la introducción del señalado artículo 6° bis y demás normas de la presente ley, sobre protección a deudores de créditos en dinero. El informe referido al año cronológico anterior deberá ser enviado antes del 31 de marzo del año siguiente al Ministerio de Hacienda y a las Comisiones de Hacienda y de Economía del Senado y de la Cámara de Diputados.”.

____________


Acordado en sesiones celebradas los días 30 de julio. 5, 12 y 26 de agosto, 2, 9 y 30 de septiembre, y 7 de octubre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Alberto Espina Otero (Carlos Ignacio Kuschel Silva), José García Ruminot, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín, y de los Honorables Diputados señora Mónica Zalaquett Said y señores Gonzalo Arenas Hödar (Enrique Van Rysselbergue), Fuad Chahín Valenzuela (Ricardo Rincón González; Patricio Vallespín López), José Manuel Edwards Silva y Joaquín Tuma Zedán.


Sala de la Comisión Mixta, 15 de octubre de 2013.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Secretario Abogado de la Comisión Mixta
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA DE TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS EN MATERIA DE PLANTAS 

(8662-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, el Coordinador de Políticas Tributarias, señor Miguel Zamora; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno; la asesora, señorita Carla Meza; el Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, señor Andrés Schiappacasse, y el Fiscal de dicha entidad, señor Joaquín Vicuña.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor, señor Sergio Guzmán. 

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Los artículos 1°,  2° y la letra a) del número 2) del artículo 3°, permanentes, y el artículo 1° transitorio del proyecto de ley tienen carácter de ley orgánica constitucional porque inciden en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, y deben, en consecuencia, ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en conformidad con lo que dispone el inciso segundo del artículo 66 y el artículo 77, ambos de la Constitución Política de la República.
- - -
Cabe hacer presente que la Sala del Senado, en sesión de 4 de septiembre de 2013, dispuso que el proyecto de ley sea informado en particular sólo por vuestra Comisión de Hacienda, omitiendo el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo 2° permanente y artículo transitorio, que pasa a ser artículo 1° transitorio. 

2.-Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 3, 4 y 5.

3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 6 y 7.

4.-Indicaciones rechazadas: no hubo.

5.-Indicaciones retiradas: no hubo.

6.-Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1 y 2.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1°

Modifica la ley Nº 20.322, que fortalece y perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera.
Número 1)

Introduce modificaciones, mediante seis literales, en el artículo primero de la ley Nº 20.322, que contiene el texto de la ley orgánica de tribunales tributarios y aduaneros.
Letra a)

Modifica, en dos ordinales, el artículo 3° de la ley orgánica de tribunales tributarios y aduaneros.
Ordinal i)

Sustituye los incisos segundo y tercero del artículo 3°, que se refiere a la creación de tribunales tributarios y aduaneros en el territorio de la República, por los siguientes:

“Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros: 

Primer y Segundo Tribunal, cada uno con un juez y cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Santiago, Independencia, Recoleta, Cerro Navia, Colina, Curacaví, Estación Central, Huechuraba, Lampa, Lo Prado, Pudahuel, Quilicura, Quinta Normal, Renca, Til Til, Conchalí, Maipú, Cerrillos, Padre Hurtado, Peñaflor, Talagante, El Monte, Melipilla, San Pedro, Alhué, Isla de Maipo y María Pinto.

Tercer Tribunal, con un juez, y Cuarto Tribunal, con dos jueces, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de San Miguel, La Cisterna, San Joaquín, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Bernardo, Calera de Tango, Buin, Paine, El Bosque, Providencia, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, Ñuñoa, La Reina, Macul, Peñalolén, La Florida, Puente Alto, Pirque y San José de Maipo. 

La distribución de las causas entre el Primer y Segundo Tribunal, por un lado, y entre el Tercer y Cuarto Tribunal, por otro, todos de la Región Metropolitana, se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general, que deberá ser establecido mediante auto acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.”.

En este ordinal recayó la indicación número 1, del Honorable Senador señor Prokurica, para reemplazar el encabezamiento del inciso segundo propuesto, que señala: “Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros:", por el siguiente: “Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, en la comuna del mismo nombre, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros:”.

Ordinal ii)

Suprime el inciso cuarto del artículo 3° precedentemente referido.

En este ordinal recayó la indicación número 2, del Honorable Senador señor Prokurica, para reemplazarlo por el siguiente:

“ii) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente: 

“Para todos los efectos legales y especialmente respecto de lo señalado en los artículos 5°, 8°, 12 y 13 de esta ley, el Tribunal de Alzada mencionado en el inciso anterior constituye el superior jerárquico de los Tribunales Tributarios y Aduaneros establecidos en la Región Metropolitana de Santiago.”.”.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señor Miguel Zamora, señaló que no existe un reparo de fondo respecto de lo que plantea la indicación, no obstante lo cual consideran que lo que en ella se propone ya está contemplado en la ley, desde que en el año 2009 se modificó el artículo 120 del Código Tributario, disponiendo que corresponde conocer de los recursos de apelación a la  Corte en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal tributario y aduanero que dictó la resolución apelada. 
Las indicaciones números 1 y 2 fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión.

Número 3)

Modifica el artículo 2° transitorio de la ley Nº 20.322, referido a las causas tributarias pendientes de resolución a la fecha de entrada en funciones de los nuevos tribunales.
Letra b)

Incorpora en el referido artículo los incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, que regulan la opción que se permite ejercer al contribuyente reclamante para que su causa pueda ser conocida por los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

En este literal recayeron las siguientes indicaciones números 3 y 4:

La indicación número 3, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimir, en el inciso segundo propuesto, la oración “La opción señalada en el inciso anterior deberá ser ejercida hasta el último día hábil del mes de agosto de 2013.”.

La indicación número 4, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir, en el inciso segundo propuesto, la locución “este efecto”, por “los efectos anteriores”.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, explicó que al no encontrarse finalizada la tramitación de la iniciativa legal, resulta conveniente modificar el plazo para ejercer la opción que se otorga, el que se establece en una disposición transitoria que propone la indicación número 7.
En votación, las indicaciones números 3 y 4 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar.

°°°

La indicación número 5, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para incorporar el siguiente artículo 3°, nuevo:
“Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Tributario, cuyo texto se encuentra contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:

1) Agrégase en el artículo 132, en su inciso undécimo, antes del punto aparte (.), la siguiente frase: “, incluyendo el caso de haber solicitado prórroga al Servicio del plazo original para contestar la referida citación y ella no fue concedida o lo fue por un plazo inferior al solicitado.”.

2) Modifícase el artículo 147, del siguiente modo: 

a) Sustitúyese, en el inciso tercero, las palabras “Director Regional”, por la expresión “Tribunal Tributario y Aduanero”.

b) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:

“Cuando no se presentare reclamación, la facultad mencionada en el inciso anterior podrá ser ejercida por el Director Regional.”.

3) Modifícase el artículo 161, en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el párrafo segundo del Nº 3), la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El plazo para apelar será de 15 días, contados desde la notificación de la sentencia.”.

b) Agrégase en el párrafo final del Nº 10, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración nueva: “El plazo para apelar será de 15 días, contados desde la notificación de la sentencia.”.”.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, manifestó, respecto del número 1) del artículo 3° que se propone, que se incorpora una nueva hipótesis en resguardo de los contribuyentes, para que no pierdan el derecho de utilizar la documentación solicitada por el Servicio de Impuestos Internos cuando no los hayan acompañado dentro de plazo, siempre que sea en razón de haber solicitado una prórroga y que ella no fue concedida o lo fue por un plazo menor al requerido. Acotó que la modificación fue discutida con el Servicio de Impuestos Internos.

El Honorable Senador señor Novoa, observó que en la letra b) del número 2) se trata de que si el tribunal no dispone la suspensión del cobro judicial por no presentarse reclamación, dicha suspensión podrá decretarla el Director Regional del Servicio de Impuestos Internos.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, expresó, con relación al número 3) del artículo 3°, que se busca aclarar la interpretación de una norma sobre plazos para apelar, dado que antes de la modificación del año 2009 en el Código Tributario existía un único plazo para presentar apelaciones que era de 15 días, pero con dicha reforma se agregó un plazo de 10 días respecto de algunos procedimientos. Por lo anterior, conviene dejar explícito que el plazo para apelar de la aplicación de medidas cautelares es de 15 días, para que no se dude de si el referido lapso es de 10 ó 15 días.
La indicación número 6, del Honorable Senador señor Prokurica, es para consultar el siguiente artículo, nuevo:
"Artículo….- Introdúcense las siguientes modificaciones en el texto del Código Tributario, contenido en el decreto ley Nº 830, de 1974:

1) Reemplázase, en el inicio del inciso tercero del artículo 147, la frase "El Director Regional" por "El Tribunal Tributario y Aduanero competente".

2) Modifícase el artículo 161 del modo que sigue:

a) Reemplázase la oración final del párrafo segundo del número 3°, que señala: "El fallo que se dicte sólo será apelable en lo devolutivo", por la siguiente: "El fallo que se dicte sólo será apelable en lo devolutivo y dentro del plazo de quince días contado desde la fecha de su notificación.”.

b) Sustitúyese en el párrafo quinto del número 10 la oración final "El fallo que se dicte sólo será apelable en lo devolutivo", por la siguiente: "El fallo que se dicte sólo será apelable en lo devolutivo y dentro del plazo de quince días contado desde la fecha de su notificación.”.”.

En votación, la indicación número 5 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar, subsumiendo en ella el texto de la indicación número 6.

---

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

°°°

La indicación número 7, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para agregar los siguientes artículos 2° y 3° transitorios, nuevos, pasando el actual “artículo transitorio” a ser “artículo 1° transitorio”:

“Artículo 2° transitorio.- Lo señalado en el punto ii), de la letra d), del Nº 1), del artículo 1º, que incorpora un nuevo inciso final al artículo 10 de la ley Nº 20.322, en lo referente al requisito de los años de antigüedad en el cargo que debe tener el funcionario del tribunal para subrogar al secretario abogado correspondiente, será exigible a contar del 1º de febrero del año 2018. Con anterioridad a dicha fecha, dicho funcionario deberá tener una antigüedad mínima de dos años en el cargo.

Artículo 3° transitorio.- La opción a que se refieren los números 3) y 4), del artículo 1º, sólo podrá ser ejercida dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.

El plazo de 15 días para apelar establecido en las letras a) y b) del número 3), del artículo 3°, que modifica el artículo 161 del Código Tributario, regirá respecto de las resoluciones que sean notificadas con posterioridad a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, indicó que el artículo 2° transitorio que se propone, encuentra su fundamento en que será requisito para que un funcionario no letrado pueda subrogar al secretario abogado del tribunal contar con 5 años de antigüedad en el cargo, lo que en la actualidad no es posible cumplir por haberse instalado los tribunales recientemente.
El Honorable Senador señor Novoa, planteó que la redacción del inciso segundo del artículo 3° transitorio contenido en la indicación, podría dar a entender que el plazo de 15 días para apelar sólo regirá con posterioridad a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, pudiendo pensarse que es otro el plazo que rige anteriormente, y en realidad siempre ha sido el mismo plazo de 15 días. Agregó que, con la aprobación de las letras a) y b) del número 3) del artículo 3°, nuevo, ya se logra que esté aclarado que el plazo para apelar es de 15 días, y la regla es que dicha norma comenzará a regir una vez que se publique en el Diario Oficial.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio, señor Zamora, manifestó que, efectivamente, siempre se ha entendido que el plazo es de 15 días, y sólo se trata de precaver una posible interpretación de que sean 10 días al introducirse ese plazo en el Código Tributario, cuando con anterioridad el único que existía para las apelaciones era el mencionado de 15 días. Por lo tanto, indicó que, desde ese punto de vista, no presenta problemas la eliminación del inciso segundo del artículo 3° contenido en la indicación.

En votación, la indicación número 7 fue aprobada, con la enmienda consistente en la eliminación del inciso segundo del artículo 3°, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero sustitutivo, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 9 de mayo de 2013, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
La indicación tiene por objetivo modificar las plantas en determinados Tribunales, precisa la subrogación del Secretario Abogado y establece fecha para que los reclamantes, por causas en el Servicio de Impuestos Internos y Servicio Nacional de Aduanas, recurran a los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Las modificaciones se resumen a continuación:

1. Se sustituye el artículo 4°, inciso primero, modificando la planta correspondiente a los tribunales de la V Región Valparaíso, VI Región O'Higgins y los cuatro que comprenden la Región Metropolitana, con lo cual se restituyen 27 cargos que se eliminaban en el respectivo proyecto de ley.

2. Se sustituye en la letra d), el literal ii), referido a la subrogación del Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero, agregando la posibilidad de que en caso que no exista experto abogado, podrá subrogarlo un funcionario del mismo tribunal que tenga al menos 5 años de antigüedad y que sea designado por el juez.

3. Se reemplaza la letra b), inciso segundo, y modifica artículo 4° transitorio, estableciendo el último día hábil del mes de agosto de 2013, para ejercer la opción de los contribuyentes reclamantes de poner en conocimiento a los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las causas en tramitación o pendientes de ser resueltas por el Servicio de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Con la presente indicación, el efecto sobre los gastos sólo se produce por la restitución de los 27 cargos antes señalados, con lo cual el menor costo fiscal estimado inicialmente de M$664.033 pasa a M$64.199. Se mantiene el menor costo de M$45.210 asociados a 6 cargos de planta que se extinguirán en el futuro por causales de renuncia o jubilación.

III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

El efecto neto es de un menor costo fiscal estimado en M$ 114.879, conforme se señala en el siguiente cuadro (en miles de $ de 2013):

	Situación inicial M$ 2012
	Efecto de la Indicación M$ 2013

	Tribunal Tributario Aduanero


	Menor Planta
	Menor Planta por extinción
	Menor Planta
	Menor Planta por extinción

	I Región Tarapacá
	33.005
	
	34.655
	

	III Región Atacama
	
	6.891
	
	7.236

	V Región Valparaíso
	139.061
	
	
	

	VI Región O´Higgins
	21.908
	
	
	

	VII Región Maule
	
	5.879
	
	6.173

	VIII Región Bío Bío
	23.641
	10.984
	24.823
	11.533

	X Región de Los Lagos
	
	6.452
	
	6.775

	XII Magallanes
	
	8.552
	
	8.979

	XIV de Los Ríos
	
	6.452
	
	6.775

	XV de Arica y Parinacota
	7.553
	
	7.931
	

	Región Metropolitana 1er. Tribunal
	204.785
	
	
	

	Región Metropolitana 2do. Tribunal
	52.421
	
	
	

	Región Metropolitana 3er. Tribunal
	30.513
	
	
	

	Región Metropolitana 4to. Tribunal
	151.147
	
	
	

	Total
	664.033
	45.210
	67.409
	47.470


El presente informe financiero reemplaza al IF N° 125 de 11 SEP. 2012.”. (El citado informe financiero de 11 de septiembre de 2012 se encuentra incluido en el primer informe de la Comisión de Hacienda).

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES




En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, con las siguientes modificaciones:
Artículo 1º

Número 3)

Letra b)

Suprimir, en el inciso segundo propuesto, la oración “La opción señalada en el inciso anterior deberá ser ejercida hasta el último día hábil del mes de agosto de 2013.”, y sustituir la locución “este efecto”, por “los efectos anteriores”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 3 y 4)
°°°

Artículo 3°, nuevo
Incorporar el siguiente artículo 3°, nuevo:
“Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Tributario, cuyo texto se encuentra contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:

1) Agrégase en el artículo 132, en su inciso undécimo, antes del punto aparte (.), la siguiente frase: “, incluyendo el caso de haber solicitado prórroga al Servicio del plazo original para contestar la referida citación y ella no fue concedida o lo fue por un plazo inferior al solicitado.”.

2) Modifícase el artículo 147, del siguiente modo: 

a) Sustitúyese, en el inciso tercero, las palabras “Director Regional”, por la expresión “Tribunal Tributario y Aduanero”.

b) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:

“Cuando no se presentare reclamación, la facultad mencionada en el inciso anterior podrá ser ejercida por el Director Regional.”.

3) Modifícase el artículo 161, en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el párrafo segundo del Nº 3, la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El plazo para apelar será de 15 días, contados desde la notificación de la sentencia.”.

b) Agrégase en el párrafo final del Nº 10, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración nueva: “El plazo para apelar será de 15 días, contados desde la notificación de la sentencia.”.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 5 e indicación número 6)
---

Artículo transitorio
Pasa a ser artículo 1° transitorio, sin enmiendas.

Artículos 2° y 3° transitorios, nuevos
Agregar los siguientes artículos 2° y 3° transitorios, nuevos:

“Artículo 2° transitorio.- Lo señalado en el punto ii), de la letra d), del Nº 1), del artículo 1º, que incorpora un nuevo inciso final al artículo 10 de la ley Nº 20.322, en lo referente al requisito de los años de antigüedad en el cargo que debe tener el funcionario del tribunal para subrogar al secretario abogado correspondiente, será exigible a contar del 1º de febrero del año 2018. Con anterioridad a dicha fecha, dicho funcionario deberá tener una antigüedad mínima de dos años en el cargo.

Artículo 3° transitorio.- La opción a que se refieren los números 3) y 4), del artículo 1º, sólo podrá ser ejercida dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 7)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad a las modificaciones precedentemente expuestas, el texto queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifíquese la ley Nº 20.322, que fortalece y perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera, en el siguiente sentido:

1) Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el artículo primero, que contiene el texto de la ley orgánica de tribunales tributarios y aduaneros:

a) Modifíquese el artículo 3º, del siguiente modo:

i) Sustitúyanse los incisos segundo y tercero por los siguientes: 

“Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros: 

Primer y Segundo Tribunal, cada uno con un juez y cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Santiago, Independencia, Recoleta, Cerro Navia, Colina, Curacaví, Estación Central, Huechuraba, Lampa, Lo Prado, Pudahuel, Quilicura, Quinta Normal, Renca, Til Til, Conchalí, Maipú, Cerrillos, Padre Hurtado, Peñaflor, Talagante, El Monte, Melipilla, San Pedro, Alhué, Isla de Maipo y María Pinto.

Tercer Tribunal, con un juez, y Cuarto Tribunal, con dos jueces, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de San Miguel, La Cisterna, San Joaquín, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Bernardo, Calera de Tango, Buin, Paine, El Bosque, Providencia, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, Ñuñoa, La Reina, Macul, Peñalolén, La Florida, Puente Alto, Pirque y San José de Maipo. 

La distribución de las causas entre el Primer y Segundo Tribunal, por un lado, y entre el Tercer y Cuarto Tribunal, por otro, todos de la Región Metropolitana, se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general, que deberá ser establecido mediante auto acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.”.

ii) Suprímase el inciso cuarto.

b) Sustitúyase en el artículo 4°, el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO I REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
2

Resolutor
2

Profesional Experto
2

Administrativo
1 

Total planta
8

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO II, IV REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO V REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado Tributario
1

Secretario Abogado Aduanero
1

Resolutor
6

Profesional Experto
2

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta                                                         14

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VI y IX REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
6

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VII y X REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Total planta
5

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VIII REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
2

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
7

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO III, XII, XIV y XV REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Profesional Experto
1

Administrativo
1

Total planta
4

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO XI REGIÓN

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Administrativo
1

Auxiliar
1

Total planta
4

PRIMER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado Tributario
1

Secretario Abogado Aduanero
1

Resolutor
7

Profesional Experto
2

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta                                                          15

SEGUNDO Y TERCER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
1

Secretario Abogado
1

Resolutor
3

Profesional Experto
1

Administrativo
2

Auxiliar
1

Total planta
9

CUARTO TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos
N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
2

Secretario Abogado
1

Resolutor
4

Profesional Experto
3

Administrativo
2

Auxiliar
1

                                                          Total planta    13".
c) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6º:

i) Sustitúyase en el inciso tercero, la palabra “diez”, por la palabra “ocho”.

ii) Suprímase el inciso cuarto.

d) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 10:

i) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

 “A falta o inhabilidad de todos los anteriores, subrogará el secretario abogado del Tribunal Tributario y Aduanero que se indica en la tabla siguiente. A falta o inhabilidad del secretario abogado de este último Tribunal, subrogará el Juez del mismo. En todo caso, la subrogación de los Tribunales indicados en la tabla será recíproca entre los mismos; así, por ejemplo, al VII Tribunal lo subrogará el VI Tribunal, y a este último lo subrogará el VII Tribunal:

	XV Región
	I Región

	II Región
	III Región

	IV Región
	V Región

	VI Región
	VII Región

	VIII Región
	IX Región

	X Región
	XIV Región

	XI Región
	XII Región

	1° Tribunal Región Metropolitana
	2° Tribunal Región Metropolitana

	3° Tribunal Región Metropolitana
	4° Tribunal Región Metropolitana


”.

ii) Incorpórase como inciso final, nuevo, el siguiente:  

“La subrogación del secretario abogado corresponderá al funcionario que se desempeñe como resolutor del mismo tribunal. Si hubiere más de uno, subrogará el más antiguo de ellos. Si hubiere dos o más con la misma antigüedad, corresponderá la subrogación a aquel de ellos que el respectivo juez haya determinado. En ausencia de los anteriores, subrogará el profesional experto que sea abogado, salvo que no exista profesional experto abogado en cuyo caso, podrá subrogar un funcionario del mismo tribunal con al menos 5 años de antigüedad en el cargo y que sea designado por el juez. A falta o inhabilidad de estos, subrogará quien decida el Presidente de la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal que requiere la subrogación, debiendo ser abogado el funcionario que elija para tales efectos y no pudiendo este funcionario subrogar en caso alguno al juez si fuese aplicable a su vez las normas de subrogación de los incisos primero a cuarto anteriores.”.
e) Intercálase, en el artículo 13, a continuación de la palabra "feriado", la expresión ", comisiones de servicio".

f) Reemplázase la tabla del artículo 25, por la siguiente:

“
	Cargos
	N° de Cargos
	Grados

	Juez Tributario y Aduanero
	19
	V

	Secretario Abogado
	21
	VII

	Resolutor
	31
	X

	Profesional Experto
	22
	X

	Administrativo
	23
	XVII

	Auxiliar
	11
	XX

	Total planta
	127
	


 ”.

2) Suprímense en el artículo noveno las expresiones “, San Miguel, Valparaíso”.
3) Modifíquese el artículo 2º transitorio, de la siguiente forma:

a) Agréguese en el inciso primero, la siguiente oración a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido: “No obstante lo anterior, a opción del contribuyente reclamante, estas causas podrán ser sometidas al conocimiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que, una vez instalados, sean competentes de acuerdo a esta ley para conocer dichas causas.”.

b) Intercálense los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“Para los efectos anteriores, el reclamante comunicará al Director Regional del Servicio de Impuestos Internos, en su calidad de juez tributario, del ejercicio de la opción, debiendo quedar constancia de la misma en el expediente respectivo. En este caso, el tribunal deberá resolver dicha presentación sin más trámite, y enviará el expediente al Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente, produciéndose el desasimiento del primer tribunal. 

Una vez recibido el expediente por el Tribunal Tributario y Aduanero, el reclamante deberá cumplir con lo prescrito en el inciso segundo del artículo 129 del Código Tributario, dentro del plazo de cinco días contados desde la recepción del expediente. Cumplido lo anterior, se tendrá por interpuesto el reclamo original, reiniciándose su tramitación de acuerdo al nuevo procedimiento que establece esta ley.

En caso de verificarse lo anterior, y para efectos del artículo 201, inciso final, del Código Tributario, se entenderá que el Servicio de Impuestos Internos ha estado impedido de girar desde la interposición del reclamo original. Asimismo, los reajustes e intereses devengados durante la tramitación del reclamo ante el Director Regional del Servicio de Impuestos Internos correspondiente, continuarán devengándose durante la tramitación del juicio ante el Tribunal Tributario y Aduanero, sin solución de continuidad.”.

4) Agréguese en el artículo 4° transitorio, la siguiente oración a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.):

“No obstante lo anterior, a opción del reclamante, los reclamos de cargos deducidos conforme al artículo 117 de la Ordenanza de Aduanas en vigor con anterioridad a la vigencia de esta ley, y que estén actualmente pendientes de ser resueltos ante el Director Regional o Administrador de Aduanas respectivo, podrán someterse al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero respectivo. Igual opción existirá respecto de la reclamación de multas deducidas conforme al artículo 186 de dicho cuerpo legal, vigente con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley y que estén actualmente pendientes ante la Junta General de Aduanas. La opción referida, se ceñirá a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 2° transitorio precedente, debiendo entenderse que las referencias hechas en dichos incisos a los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos corresponden a los Directores Regionales de Aduana, Administradores de Aduana o Junta General de Aduanas, según corresponda. La referencia al inciso segundo del artículo 129 del Código Tributario, debe entenderse hecha al inciso final del artículo 122 de la referida Ordenanza de Aduanas.”.
Artículo 2°. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:

a) En el artículo 56:

Reemplázanse los números 3º y 4° por los siguientes: 

“3°. La Corte de Apelaciones de Valparaíso tendrá dieciséis miembros;

4°. Las Cortes de Apelaciones de San Miguel y Concepción tendrán diecinueve miembros, y”.

b) Sustitúyase en el número 5º. del artículo 59 la palabra “trece” por “doce”.

c) En el artículo 61:

Sustitúyase, en el inciso primero, la expresión “las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción en seis salas; la Corte de Apelaciones de San Miguel en siete salas;” por “la Corte de Apelaciones de Valparaíso, en cinco salas; las Cortes de Apelaciones de Concepción y San Miguel, en seis salas,”.

Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes:

“No obstante, para los efectos de lo dispuesto en los incisos séptimo y noveno del artículo 66, las Cortes de Apelaciones designarán cada dos años, mediante auto acordado, a los miembros del tribunal que deberán integrar la sala a la que corresponda el conocimiento, en forma exclusiva o preferente, de los asuntos tributarios y aduaneros. Se preferirá para su integración a aquellos ministros que posean conocimientos especializados en estas materias, salvo en el caso del inciso séptimo del referido artículo, en el que los ministros deberán necesariamente poseer dichos conocimientos.

Para la acreditación de los conocimientos especializados a que se refiere el inciso anterior, se deberá contar con cursos de perfeccionamiento o postgrado sobre la materia.”.
d) Sustitúyase el inciso séptimo del artículo 66, por el siguiente:

“La Corte de Apelaciones de Santiago, designará una de sus salas para que conozca exclusivamente de los asuntos tributarios y aduaneros que se promuevan. Dicha designación se efectuará mediante auto acordado que se dictará cada dos años.”.

Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Tributario, cuyo texto se encuentra contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:

1) Agrégase en el artículo 132, en su inciso undécimo, antes del punto aparte (.), la siguiente frase: “, incluyendo el caso de haber solicitado prórroga al Servicio del plazo original para contestar la referida citación y ella no fue concedida o lo fue por un plazo inferior al solicitado.”.

2) Modifícase el artículo 147, del siguiente modo: 

a) Sustitúyese, en el inciso tercero, las palabras “Director Regional”, por la expresión “Tribunal Tributario y Aduanero”.

b) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:

“Cuando no se presentare reclamación, la facultad mencionada en el inciso anterior podrá ser ejercida por el Director Regional.”.

3) Modifícase el artículo 161, en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el párrafo segundo del Nº 3°, la siguiente oración a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “El plazo para apelar será de 15 días, contados desde la notificación de la sentencia.”.

b) Agrégase en el párrafo final del Nº 10, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración nueva: “El plazo para apelar será de 15 días, contados desde la notificación de la sentencia.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio.- La supresión de las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros dispuesta por la letra b), del número 1), del artículo único, de la presente ley, respecto de los cargos que a la fecha de publicación de esta ley se encontraren siendo servidos, se producirá una vez que el cargo respectivo quedare vacante por las causales legales correspondientes.

Artículo 2° transitorio.- Lo señalado en el punto ii), de la letra d), del Nº 1), del artículo 1º, que incorpora un nuevo inciso final al artículo 10 de la ley Nº 20.322, en lo referente al requisito de los años de antigüedad en el cargo que debe tener el funcionario del tribunal para subrogar al secretario abogado correspondiente, será exigible a contar del 1º de febrero del año 2018. Con anterioridad a dicha fecha, dicho funcionario deberá tener una antigüedad mínima de dos años en el cargo.

Artículo 3° transitorio.- La opción a que se refieren los números 3) y 4), del artículo 1º, sólo podrá ser ejercida dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 1 de octubre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO A LAS FEDERACIONES DEPORTIVAS NACIONALES 

(6965-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de emitir su segundo informe sobre el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional,  iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear y con urgencia calificada de “Suma”.


En una de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa concurrió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Letelier. Asimismo, el Honorable Senador señor Pizarro reemplazó al Honorable Senador Walker, don Patricio; el Honorable Senador señor García al Honorable Senador Larraín, don Carlos y, el Honorable Senador Kuschel, al Honorable Senador Espina.


Asistieron, asimismo, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez Jara; su Jefe de Gabinete, señor Pablo Urquizar y su asesora señora Katia Aguilera. El Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle; su Jefa de Gabinete, señora María José Torrealba, y el abogado asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Juan Andrés Dezulovic. 


Participaron, además, el Presidente del Comité Olímpico de Chile (COCH), señor Neven Ilic y el Secretario Ejecutivo del mencionado comité, señor Juan Carlos Cárdenas. Igualmente, concurrió el Presidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional de Chile (ANFP), señor Sergio Jadue, quien fue acompañado por sus asesores señores Oscar Fuentes; Luis Varas y Carlos Estévez, y el Presidente de la Asociación Nacional de Futbol Amateur (ANFA), señor Justo López.

Estuvieron presentes, además, el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; los asesores del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis y señor Fernando Dazarola; los asesores del Comité Partido Renovación Nacional, señores Hernán Castillo y Benjamín Greene, y los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señores Tomás Celis y Juan Ignacio Gómez.

Hacemos presente que durante las sesiones en que se analizó este proyecto, la Comisión fue presidida, en un primer período por la Honorable Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela, luego por el Honorable Senador señor Hernán Larraín Fernández y, por último, por el Honorable Senador señor Patricio Walker Prieto. 

Finalmente, cabe consignar que la Sala del Senado, en sesión celebrada el día 10 de septiembre de 2013, acordó abrir un plazo extraordinario para presentar indicaciones a esta iniciativa de ley.

- - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: No hay. 


2.-Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Las contenidas en los números 1; 1B; 2 A; 4A; 12; 15 A, y 24.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Las de los números 3; 5 A; 7; 8; 9; 10;10 A; 11; 13; 14; 14A; 16; 17A; 18 A; 19; 19 A; 20; 20 A; 21; 21 A; 22; 22 A; 23; 25 y 25 A. 


4.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Las señaladas en los números 1 A; 2; 5; 15; 17; 18.


5.- Indicaciones rechazadas: La signada con el número 4.


6.- Indicaciones retiradas: La contenida en el número 6.


Del mismo modo, hacemos notar que algunas disposiciones del proyecto sufrieron modificaciones que la Comisión resolvió incorporar, según lo permite el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. De ello se da cuenta al analizarse las respectivas disposiciones.


Finalmente, dejamos constancia que, dado que durante el estudio en particular de esta iniciativa se incorporaron normas que inciden en materias presupuestarias, que implican gasto público, se ha determinado que los artículos 40 K y 40 N de este proyecto debe ser estudiados también en particular por la Comisión de Hacienda de esta Corporación.

- - -

 Durante el análisis de este proyecto, la Comisión recibió en audiencia al Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic y al Presidente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, señor Sergio Jadue, quienes dieron su parecer sobre esta iniciativa, las ideas contenidas en las indicaciones que se le formularon y las consecuencias de algunos de los cambios sugeridos.


En primer lugar, intervino el Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Ilic, quien inició su presentación reconociendo que el Deporte Federado Nacional tiene falencias estructurales que se recogen en las ideas que fundan el proyecto de ley en discusión.


Manifestó que está de acuerdo con las ideas fundamentales que inspiran a esta proposición legislativa, las que intentan corregir algunos problemas administrativos y directivos que afectan el normal desarrollo del deporte federado. No obstante lo anterior, señaló que no compartía todas las propuestas contenidas en las indicaciones que se han formulado, por los efectos colaterales que ellas pueden producir.


A continuación, enumeró las materias que debían ser consideradas especialmente por la Comisión.


1.- Conformación de las Federaciones Deportivas Nacionales.


Al respecto, explicó que el proyecto considera que las FDN sólo podrán estar integradas por asociaciones de clubes deportivos, lo que desconoce el actual panorama federativo nacional.


Relató que en los últimos doce meses han intervenido diez federaciones que, entre otros deportes, agrupaban a la gimnasia, el handball, el ciclismo, la lucha y el judo, entre otros. Señaló que esas organizaciones mantenían deudas por cerca de cuatro años, y que hace tres no recibían recursos por parte del Estado. Indicó que estas federaciones fueron expulsadas del COCH y en su reemplazo se formaron otras que fueron incorporadas a través de su institución al sistema olímpico.


Expresó que más del 60% de los deportistas que participan en el Comité Olímpico de Chile no están afiliados a una organización deportiva federada, lo que ha generado que haya cierta suspicacia cuando se requiere la representación a través de organizaciones intermedias, como las asociaciones de clubes. En razón de ello, propuso permitir que las FDN puedan estar integradas no solo por asociaciones deportivas, sino también por clubes deportivos de base.


Sobre el último punto precisó que era importante ser exigente al momento de fijar los requisitos para la constitución de las organizaciones que se dedicarán al alto rendimiento deportivo. Señaló que en la actualidad la ley permite que ellos se constituyan con apenas 15 personas, lo que en la práctica facilita la creación de entidades de papel con el único propósito de controlar votos en una federación. Indicó que ello puede tener sentido para el desarrollo del deporte social o masivo, pero no en el contexto del COCH.


Indicó que en la constitución de las diez nuevas federaciones que ha encauzado el Comité Olímpico de Chile se ha tenido mucho cuidado en que cada una de ellas tenga  a lo menos treinta deportistas que sean cultores avalados en su disciplina y que participen a lo menos cuatro veces al año en eventos deportivos organizados por el Comité.


2.- Renovación de los cargos de dirigentes.


Sobre este aspecto del proyecto señaló que en general las cláusulas de no reelegibilidad de los dirigentes deportivos no son aceptadas internacionalmente, porque se estima que ellos pueden ser reelectos si la Asamblea de una organización deportiva así lo estima adecuado.


Explicó que tampoco parece acertada la norma que establece que en caso de que uno o más dirigentes interrumpan su mandato, quien asuma por el plazo que resta para que venza el período original no puede presentarse como candidato en una nueva elección. Señaló que una regla de ese tipo dificulta que los cargos directivos puedan ser ocupados.


Asimismo, planteó que la referida disposición no es clara, porque no precisa si la prohibición aplica sólo al cargo específico que ocupaba el dirigente, o a cualquier otro en la organización deportiva. Expresó que si ella es aprobada debería, a lo menos, considerar una interpretación menos restrictiva, porque de lo contrario varias federaciones, que representan deportes no tan populares, se quedaran sin candidatos a dirigentes.


Por la misma razón anterior, manifestó que no debería exigirse años de antigüedad para integrar algunas instancias directivas de los clubes o federaciones, como la Comisión Revisora de Cuentas o el Tribunal de Honor, porque en la actualidad no se cuenta con el número suficiente de candidatos idóneos que cumplan con ese requisito. Además, expresó que la exigencia de antigüedad no favorece la posibilidad de renovar a las dirigencias.


3.- Creación de una Comisión de Atletas.


El dirigente sostuvo que está plenamente de acuerdo con esta idea, porque coincide con una exigencia planteada por el Comité Olímpico Internacional, que en la práctica no se ha podido concretar por el poco interés de los propios deportistas. Expresó que el Comité Olímpico de Chile está tratando de impulsar la creación de esta instancia  en las Federaciones que agrupa, ocasión en que ha planteado que ella debe estar compuesta por, a lo menos, cincuenta deportistas.


4.- Creación de comisiones técnicas.


Indicó que estas comisiones existen en la actualidad, pero hay que tener cuidado con otorgarle excesiva autonomía, al punto de que por sí mismas puedan nombrar a los integrantes de las delegaciones, porque en último término tal materia debe ser responsabilidad exclusiva de los dirigentes de las Federaciones.


5.- Creación de administradores externos.


Expresó que este es un concepto problemático. Relató que en la práctica, cada vez que una federación ha mostrado ser incapaz de administrar sus recursos, el COCH ha ocupado este rol, lo que ha terminado en la situación actual, en que más del 80% de los recursos del deporte olímpico son gestionados directamente por esa institución.


Indicó que la gestión directa del Comité funciona sobre la base de préstamos privados para generar caja para gastos, los que posteriormente son reembolsados en parte por el Instituto Nacional de Deportes. Manifestó que al año deben devolver casi cuarenta millones de pesos en viáticos no documentados de los deportistas que integran las delegaciones.


Señaló que la única justificación para que un tercero externo pueda administrar un proyecto deportivo es que aporte fondos propios para su desarrollo, porque de lo contrario sólo se gana en burocracia.


6.- Individualizar los efectos de la mala administración deportiva en los dirigentes.


Manifestó que en principio esta idea es razonable, porque impide que un problema de un dirigente paralice toda una rama deportiva. 


Con todo, recordó que el marco de financiamiento que ofrece el Estado para el deporte competitivo no proporciona un financiamiento estable, aunque en la práctica el 90% del deporte nacional  subsiste gracias a esa ayuda.


Indicó que en estos aportes nunca ha estado considerado recurso alguno para adquirir sistemas administrativos básicos, por lo que la buena o la mala gestión de muchas federaciones depende de los conocimientos profesionales que puedan tener en esa área los dirigentes involucrados.


7.- Establecimiento de un organismo de disciplina.


En relación con esta materia puntualizó que este asunto es de vital importancia, porque es indispensable establecer una instancia final para solucionar las controversias deportivas.


Explicó que hasta el día de hoy ello se materializa obligando a la federación involucrada a dar un término a los conflictos planteados en su interior bajo sanción de ser expulsadas del Comité Olímpico de Chile, que es un castigo que ya se ha aplicado respecto de a lo menos un tercio de las federaciones deportivas que lo integraban.


Relató que este rol muchas veces es ejercido por el Tribunal de Honor del Comité Olímpico de Chile, cuyas resoluciones incluso han sido confirmadas por la Corte Suprema la que, conociendo de un reclamo de la Federación de Hándbol, señaló que aquél tribunal es el que tiene la última palabra en contiendas deportivas olímpicas. Añadió que este parecer también ha sido reconocido internacionalmente, pues las resoluciones del Tribunal de Honor del Comité Olímpico de Chile son las únicas que tienen valor para el Comité Olímpico Internacional.


En razón de lo anterior, sostuvo que era importante que la decisión que al respecto se tome en este proyecto respete la estructura interna de administración de justicia del sistema olímpico, para evitar sanciones internacionales. Recordó que el Estado Ecuatoriano intervino dos Federaciones Deportivas de ese país por razones internas, y en virtud de ello quedó impedido de concurrir a los juegos olímpicos de Londres.


Concluyó su intervención reiterando sus felicitaciones a los autores de esta Moción, porque refleja una demanda real del deporte federado. Añadió que no hay que perder de vista que las soluciones que en definitiva se adopten deben ser compatibles con la estructura organizacional vigente del deporte olímpico. Recordó que el mandate del Comité Olímpico de Chile es el Comité Olímpico Internacional y no el Estado de Chile.


A continuación, intervino el Presidente de la Asociación Nacional de Futbol Profesional, señor Sergio Jadue, quien fundo su exposición en el siguiente texto que se contiene en un oficio que presentó en la Comisión:

“SANTIAGO, 24 de octubre de 2012. 

1. El 1º de junio de 2010 se ingresó en el Senado una Moción relativa a las federaciones deportivas nacionales que, entre otras disposiciones, modifica la Ley N° 19.712, del Deporte. 

2. La Honorable Senadora Alvear, autora de la moción, hizo presente que esta iniciativa propone incorporar normas especiales para las federaciones deportivas regidas por la ley N° 19.712, con el fin de establecer una profesionalización de los directorios de dichas entidades, incorporar a los deportistas en la toma de decisiones de las federaciones, transparentar la selección de deportistas para competencias internacionales, establecer un sistema de control financiero mediante auditorías externas a tales organizaciones, como también, de un tribunal imparcial de arbitraje que resuelva las controversias suscitadas al interior de cada federación deportiva. Para ese objeto, se propone incorporar al Título III de la ley N° 19.712, un párrafo 4°, nuevo, titulado "Régimen especial de las Federaciones Deportivas Nacionales. " 

3. Este proyecto de ley fue debatido en general al interior de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado donde se escuchó a distintas personas, tales como al Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic y a su Secretario General, señor Juan Carlos Cárdenas, al ex Subsecretario de Deportes, señor Jaime Pizarro, los deportistas nacionales señores Cristián Escalante y Mauricio Huerta, el Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle y al abogado asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic. 

4. Fue aprobado en general en dicha comisión y luego en la Sesión 90ª del martes 10 de marzo de 2011, por la Sala del Senado. Finalmente volvió a la comisión original para su discusión y votación en particular, instancia donde se invitó a la Federación de Fútbol de Chile (FFCH) a plantear sus puntos de vista.

5. Paralelamente, la FFCH, obligada por su calidad de afiliada a la Confederación Sudamericana de Fútbol (CONMEBOL), informó a ésta, por carta fechada el 24 de mayo de 2012 del referido proyecto de ley, advirtiendo una eventual violación del principio de autonomía que establece la Carta Olímpica y los estatutos, tanto de la FIFA, como de la CONMEBOL.

6. La CONMEBOL respondió oportunamente a nuestra inquietud, con fecha 28 de mayo de 2012 e informó directamente a la FIFA de esta iniciativa, organismo que a su vez nos remitió un fax con fecha 15 de junio de 2012. Ambas respuestas fueron remitidas a vuestra Comisión. 

7. La misiva de la FIFA señala, entre otros puntos, que "la aprobación de las reformas legislativas aludidas constituiría una violación flagrante al principio de administración independiente y no injerencia por parte de terceros en asuntos internos de las Federaciones miembro de la FIFA, que podría conllevar a la imposición de sanciones en contra de la FFCH." 

8. Por su parte, la carta de la CONMEBOL nos recuerda que de aprobarse la iniciativa en los términos que a la fecha indicaba el proyecto de ley (artículos 40 bis, 40 bis d), 40 bis e), 40 bis f), 40 bis g), 40 bis h, 40 bis i) y 40 bis k , entre otros), relativizándose el principio fundamental de "auto organización" y de no injerencia, esta Federación podría ser suspendida y, en consecuencia, privada su selección nacional y clubes de fútbol asociados de sus derechos de participación en todos los torneos internacionales, "incluso si la injerencia de un tercero no puede imputarse a la asociación afiliada en cuestión". 

9. Es importante tener presente que la Carta Olímpica (actualizada el 8 de julio de 2011) indica que los tres principales estamentos del Movimiento Olímpico son el Comité Olímpico Internacional (COI), los comités olímpicos nacionales y las Federaciones Deportivas Internacionales, como es el caso de la FIFA. Les acompañan las asociaciones nacionales, los clubes y personas adscritas a estos tres estamentos constitutivos del Movimiento Olímpico. Agrega en su artículo 25 que el COI podrá reconocer a las Federaciones Internacionales, organismos no gubernamentales que administrarán uno o varios deportes a nivel mundial y que abarcan a las federaciones nacionales que administran esos deportes a nivel nacional. En consecuencia, la FFCH está adscrita a la CONMEBOL, a la FIFA y al COI. 

10. La misma Carta Olímpica establece los 7 principios fundamentales del olimpismo, destacando, para estos efectos, el quinto, donde se establece que si bien los deportes se producen dentro del marco de la sociedad, las organizaciones deportivas reconocidas por el Movimiento Olímpico tendrán los derechos y obligaciones derivados de la autonomía, lo que incluye la libertad para establecer y controlar las reglas del deporte, determinar la estructura y gobierno de sus organizaciones, el derecho a ser electos conforme a sus propias normativas, libres de cualquier influencia externa y la responsabilidad de asegurar la aplicación de los principios del buen gobierno. Añade luego que tanto estas federaciones nacionales deportivas - como es el caso de la FFCH - como los comités olímpicos nacionales, deberán preservar ante 

11. cualquier propuesta política, legal, religiosa o económica, debiendo siempre dar oportuno aviso al respectivo organismo internacional del cual son parte. 

12. Los Estatutos de la FIFA, adoptados por su Congreso del 25 de mayo de 2012 en Budapest, establecen en su Art. 13° las obligaciones de los miembros, tales como a) observar en todo momento los Estatutos, reglamentos, disposiciones y decisiones de los órganos de la FIFA y g) "administrar sus asuntos de forma independiente y asegurarse de que no se produzca ninguna injerencia por parte de terceros en sus asuntos internos;", determinándose que "la violación de estas obligaciones por parte de un miembro puede entrañar las sanciones previstas en los presentes estatutos." El Art. 17° referido a la Independencia de los miembros y sus órganos, establece que cada miembro administrará sus asuntos de forma independiente y sin la injerencia de terceros; que los órganos de un miembro se designan únicamente a través de una elección o nombramiento interno y que los estatutos de la asociación estipularán un procedimiento electoral independiente para la elección o nombramientos; y que la FIFA no reconocerá a ningún órgano de un miembro que no haya sido elegido o nombrado de acuerdo con las disposiciones anteriores. 

13. Finalmente, la CONMEBOL regula este principio de autonomía en el Capítulo Tercero de sus Estatutos (aprobados el 4 de febrero de 2012), titulado Independencia, Expulsión y Suspensión de las Asociaciones Nacionales Miembro. 

El Art. 9°, en su apartado núm. 1 establece que:

“Cada asociación nacional miembro tiene la obligación de administrar sus asuntos de forma independiente, sin la intromisión de terceros. Se considera tercero a cualquier persona o entidad, de naturaleza pública o privada, que por cualquier medio o actuación atente contra el principio de autonomía e independencia de las asociaciones afiliadas sobre las materias objeto de su competencia." 

Y luego señala en su apartado núm. 3:

"Los órganos de gobierno y representación de una asociación nacional miembro (. . .) se designarán exclusivamente a través de su elección interna de conformidad con lo dispuesto en los estatutos y reglamentos de la asociación nacional en cuestión. (. . .). No serán aplicables, por tanto, las normas estatales que incidan de cualquier manera o que directa o indirectamente regulen las elecciones a los órganos internos electos de la asociación miembro. La CONMEBOL no reconocerá los órganos que no hayan sido elegidos o nombrados de acuerdo con lo dispuesto en el presente apartado, ni las decisiones que éstos pudieran adoptar." 

El Art. 10º de los Estatutos de la CONMEBOL señala que son causales para la suspensión de una asociación nacional miembro: b) "Cualquier violación de las obligaciones y de los principios recogidos en el artículo 9º de este Estatuto, incluso si la injerencia de un tercero no puede imputarse a la asociación afiliada en cuestión.”
14. A consecuencia de lo anterior, y del articulado propuesto a incorporarse al Título In de la ley N° 19.712, como un párrafo 4º titulado "Régimen especial de las Federaciones Deportivas Nacionales," se podrá decretar la suspensión provisional o definitiva de nuestra federación, de acuerdo a lo estipulado en el núm. 2 del Art. 11º de los Estatutos de la CONMEBOL: 

“[ ... l la pérdida de todos los derechos otorgados por los Estatutos y Reglamentos de la CONMEBOL, incluida su participación, la de sus clubes asociados y la de los restantes afiliados directos e indirectos, en todos los torneos y competiciones de la CONMEBOL, así como en los Congresos". 

15. Es en razón de lo expuesto y a nombre de la Federación Nacional de Fútbol de Chile  solicito a los Honorables Senadores y Senadora de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado de la República de Chile, que excluyan de estas disposiciones al fútbol (tanto profesional como amateur), a fin de preservar nuestra obligación de permanecer fieles al principio de autonomía y no injerencia expresados tanto en la Carta Olímpica como en los respectivos estatutos de la FIFA y CONMEBOL. Para ello bastaría una simple disposición, al inicio o término del párrafo respectivo que se propone agregar al Título III de la ley vigente, que señalase que las disposiciones de este párrafo no aplicarán respecto al fútbol, sus clubes, asociaciones y federaciones.” 

-.-.-

Luego de escuchar estos planteamientos, la Comisión acordó considerarlos y adoptar una resolución respecto de cada uno de ellos, con ocasión del debate de las normas referidas a las Federaciones Deportivas, según se dará cuenta en el siguiente acápite de este informe.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


El texto aprobado en general por el Senado tenía por propósito incorporar en el Título III de la ley Nº 19.712, Ley del Deporte, un Párrafo 4º, nuevo, para regular lo que denominaba el “Régimen Especial de las Federaciones Deportivas Nacionales”.


Los miembros de la Comisión observaron que para lograr una adecuada regulación de las referidas federaciones deportivas  era necesario enmendar también otras disposiciones del mencionado cuerpo legal y no sólo las que inciden en el mencionado párrafo.


Con el fin de dar cabida a este planteamiento, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala, formuló la indicación número 1 del Boletín de indicaciones. Mediante ella se incorpora al proyecto el siguiente artículo único, nuevo:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones  a la ley Nº 19.721, Ley del Deporte:”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó esta indicación, sin enmiendas

- - -

Número 1), nuevo


A continuación, la Comisión consideró la indicación Nº 1 A, de la Honorable Senadora señora Alvear cuyo propósito es modificar la letra l) el artículo 12 de la Ley del Deporte.


En lo que interesa a este informe, el mencionado artículo 12 determina las funciones que debe ejercer el Instituto Nacional de Deporte de Chile. En particular, su letra l) prescribe que le corresponde financiar o contribuir al financiamiento de becas a deportistas, a profesionales de la educación física y del deporte y a dirigentes de organizaciones deportivas, para su capacitación, perfeccionamiento y especialización, en la forma que determine el Reglamento.


La referida indicación incorpora a la letra l) un párrafo segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“De acuerdo a lo establecido en el número 21 del artículo 17 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las becas señaladas en el inciso anterior no constituyen renta para ningún efecto legal.”.


Al fundamentar esta indicación, la Honorable Senadora señora Alvear explicó que mediante ella se busca establecer un mecanismo para que los deportistas que reciben becas del Estado puedan justificar, ante bancos u otras entidades financieras, los ingresos que perciben por esta vía, pues en la actualidad tales aportes no quedan registrados ni pueden ser acreditados.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que la letra l) se refiere a las becas que se destinan a los deportistas, pero también a los profesionales de la educación física y a los dirigentes de organizaciones deportivas. Respecto de estos últimos, añadió, no parece tan claro que deban ser beneficiados con un ingreso no tributable.


El abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, explicó que en la práctica las sumas que otorga el Estado a los deportistas no son declaradas ante la autoridad tributaria, por lo que si sus beneficiarios no reciben rentas por otras vías aparecen sin ingresos ante el Servicio de Impuestos Internos y ante las entidades financieras. Explicó que para solucionar esta situación y regularizar tributariamente estas sumas es indispensable que las becas sean consideradas como ingreso no renta, porque los aumentos patrimoniales que tienen por esta vía deben ser declarados ante la autoridad impositiva. Lo anterior, agregó, permitiría justificar ingresos ante las entidades crediticias. Finalmente, precisó que este tipo de ingresos no está afecto a impuestos.


Seguidamente, el Asesor Jurídico de la Dirección Nacional del Instituto Nacional de Deportes, señor Juan Andrés Dezulovic, agradeció la invitación cursada y en respuesta a la inquietud del Honorable Senador señor Orpis explicó que en la práctica el Instituto Nacional de Deportes otorga becas sólo a deportistas y ellas están asociadas a la obtención de logros deportivos en competencias internacionales.


Señaló que las becas que se conceden tiene el carácter de ingresos no tributables, pero este asunto ha sido controvertido, por lo cual estima conveniente que se acoja la idea para zanjar el asunto.


El Honorable Senador señor Espina expresó que compartía los propósitos de esta indicación. En todo caso, señaló que era indispensable que el Ejecutivo respaldara esta proposición.


El Honorable Senador señor Orpis  precisó que lo que ha explicado el señor Dezulovic sólo constituye un correcto criterio administrativo pero nada impide que legalmente se otorguen becas a los dirigentes deportivos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que no parece inadecuado que los dirigentes deportivos también puedan, en ciertas ocasiones, acceder a este beneficio cuya única finalidad contribuir a su capacitación, perfeccionamiento y especialización, lo que es muy necesario en el medio nacional.


A esta altura del debate se hizo presente que, en todo caso y sin perjuicio de la pertinencia de esta indicación, la materia regulada en ella correspondía a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, razón por la que era indispensable que el Gobierno diera su respaldo a esta proposición.


En virtud de lo anterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, declaró inadmisible la indicación número 1 A.


En una sesión posterior, y previa autorización de la Sala del Senado, el Ejecutivo presentó la indicación número 1 B para agregar un párrafo segundo, nuevo, al artículo 12 de la Ley del Deporte en el que se establece que “Estas becas no constituyen renta para ningún efecto legal”. 


- Sometida a votación esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Orpis.

- - -

Número 2), nuevo


A continuación, la Comisión se abocó al estudio de la indicación número 2, cuya autora es la Honorable Senadora señora Alvear. Mediante ella se agrega un numero dos, nuevo, al artículo único del proyecto.  Mediante esta proposición se modifica el artículo 32 de la ley Nº 19.712. 


El referido artículo define a las distintas organizaciones deportivas reconocidas por el ordenamiento jurídico nacional. 


 La indicación propone dos enmiendas al artículo 32.


Mediante la primera se elimina en la letra f), que define a la federación deportiva nacional, el adjetivo “nacional”. De esta manera, dicha letra pasaría a precisar exclusivamente lo que se entiende por “Federación Deportiva”. 


Seguidamente, propone agregar una letra g), nueva, pasando la actual letra g) a ser h), la h) a ser i) y la i) a ser j).


El texto de la nueva letra g) define a una “Federación Deportiva Nacional”, en los siguientes términos:


“g) Federación Deportiva Nacional: aquella Federación Deportiva que además de estar constituida como tal, se encuentre afiliada a la Federación Internacional respectiva, la que deberá estar reconocida por al Comité Olímpico Internacional y además afiliada o reconocida por el Comité Olímpico de Chile, circunstancias que certificará este último. También podrán tener este carácter, aquellas Federaciones  de deportes autóctonos que se encuentren afiliadas al Comité Olímpico de Chile. Las Federaciones Deportivas Nacionales deberán incluir en su nombre la abreviatura “F.D.N.” y acreditar una presencia real y efectiva en a lo menos cinco regiones del país. Se entenderá cumplido este requisito sólo  respecto de aquellas formadas por Asociaciones Regionales cuyos organismos de base integren clubes que, en conjunto, tengan asiento en más de la mitad de las comunas de cada Región. No obstante, el Instituto  podrá, mediante resolución fundada de su Director Nacional, eximir del cumplimiento de este último requisito a aquellas Federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local, determinando al efecto la presencia en regiones o provincias que deberán acreditar en su reemplazo.”.


Al iniciarse el estudio de esta indicación, el asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Juan Andrés Dezulovic explicó que la materia tratada en ella es una de las más importantes de este proyecto. Agregó que esta proposición se hace cargo de uno de los problemas centrales de las organizaciones deportivas a nivel nacional, cuál es su falta de representatividad. Explicó que en la actualidad una federación deportiva puede constituirse con tres clubes. Señaló que no hay mecanismos que permitan verificar si esos clubes tienen existencia real o funcionan adecuadamente.


Planteó que para superar esta situación la indicación propone que se exija que las federaciones deportivas nacionales agrupen a una cantidad de clubes distribuidos territorialmente de manera tal que tengan una efectiva presencia nacional. Explicó que lo anterior puede flexibilizarse si se trata de deportes con marcada presencia local, como el sky o los deportes náuticos.


Precisó que las federaciones adquieren el carácter de nacional cuando cuentan con el reconocimiento del Comité Olímpico de Chile y, además, si son reconocidas por el Comité Olímpico Internacional, cuando se trata de disciplinas deportivas practicadas a nivel internacional.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que parecía razonable que sólo se reconozca como federaciones deportivas nacionales a aquellas que tengan un mayor grado de representatividad territorial. Seguidamente, consultó por la situación de deportes que no tienen reconocimiento internacional pero son de amplia práctica en nuestro país, como la rayuela o el rodeo chileno.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, manifestó que los deportes que tienen un carácter exclusivamente nacional siempre requerirán de reconocimiento del Comité Olímpico Nacional. Agregó que si se trata de deportes afiliados o reconocidos por el Comité Olímpico Internacional, necesitarán también el reconocimiento de esa entidad internacional.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que en la actualidad hay 55 disciplinas incorporadas al Comité Olímpico, y tienen en lista de espera a otras 15, lo que muestra que no es un sistema cerrado.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina hizo presente que lamentablemente en algunas federaciones deportivas nacionales si una persona se interesa en participar de su dirección  se enfrenta, en muchas ocasiones, con una estructura y trabas que les impiden colaborar en los órganos directivos.


En otro orden de cosas, consultó si de aprobarse esta norma  sólo existiría una federación deportiva por especialidad.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, respondió que lo anterior era efectivo, porque en la práctica el Comité Olímpico Internacional sólo reconoce a una federación por país. Añadió que ello también tiene un efecto concreto ya que solo una federación deportiva nacional  puede enviar a sus integrantes a participar en las competencias internacionales.


Durante el análisis de esta disposición se hizo presente que la indicación presentada por la Honorable Senadora señora Alvear hacía referencia a atribuciones del Director Nacional de Deportes, razón por la que fue declarada inadmisible.


En una sesión posterior, el Ejecutivo propuso a la Comisión considerar el siguiente texto alternativo para la redacción de la letra g) contenida en la indicación de la Senadora señora Alvear.

“g) Federación Deportiva Nacional: Es aquella Federación Deportiva que cumple con los siguientes requisitos:

1.
Estar afiliada a una Federación Deportiva Internacional reconocida por el Comité Olímpico Internacional, o bien, estar reconocida como tal por resolución fundada de la Dirección Nacional del Instituto, de acuerdo al interés público comprometido y al grado de implantación de la disciplina respectiva en el país.

2.
Estar integrada por organismos de base que tengan asiento en más de cinco regiones del país. 

No obstante, el Director Nacional del Instituto podrá, mediante resolución fundada, eximir del cumplimiento de este requisito a aquellas federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local, determinando al efecto la presencia en regiones o provincias que deberán acreditar en su reemplazo.

3.
Que los clubes que la integren sean a lo menos 15, y

4.
Que cada uno de los referidos clubes tenga, al menos, 10 deportistas que hayan participado en competiciones oficiales de la Federación en alguno de los dos años calendario anteriores.

 Estas federaciones estarán obligadas a incluir en su nombre la abreviatura “F.D.N”.”


Al iniciarse el estudio de esta proposición, el Subsecretario del Deporte, señor Gabriel Ruiz-Tagle precisó que el Gobierno había concordado con las máximas autoridades del Comité Olímpico de Chile una serie de propuestas que se iban a someter a la consideración de la Comisión, dentro de las cuales se encuentra una norma como la indicada precedentemente.


Seguidamente, el asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, precisó que esta proposición reconoce como federaciones deportivas nacionales a aquellas entidades que cumplan con los siguientes requisitos:


1.- Que estén afiliadas a una Federación Deportiva Internacional reconocida por el Comité Olímpico Internacional, o bien, que estén reconocidas como tal por resolución fundada de la Dirección Nacional del Instituto. Lo anterior, agregó, es una definición amplia de federación deportiva nacional lo que permitiría a algunas federaciones como, por ejemplo, la de Surf y a otras que promueven el desarrollo de deportes autóctonos, como la rayuela, quedan incluidas dentro de esta categoría.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso discutir este primer requisito. 


Sobre el particular, hizo presente que de la lectura de esta propuesta se deduce que se le está dando una atribución al Instituto Nacional de Deportes para conceder la condición de Federación Deportiva Nacional a entidades deportivas que no están afiliadas al Comité Olímpico. 


Ante una consulta del Honorable Senador señor Espina, el  Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic, precisó que solo 28 disciplinas están reconocidas oficialmente como deportes olímpicos por el Comité Olímpico Internacional.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz-Tagle, manifestó que está norma da la adecuada flexibilidad para ir incluyendo en la condición de Federaciones Deportivas Nacionales a otras actividades deportivas que tienen o tendrán en el futuro gran arraigo en nuestro país.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que compartía este criterio y expresó que había deportes que si bien no forman parte del Comité Olímpico son muy relevantes en nuestro país y, en consecuencia, deberían poder constituir una Federación Deportiva Nacional.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a análisis los otros requisitos que establece esta proposición. Su texto es el siguiente:


“2.
Estar integrada por organismos de base que tengan asiento en más de cinco regiones del país. No obstante, el Director Nacional del Instituto podrá, mediante resolución fundada, eximir del cumplimiento de este requisito a aquellas federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local, determinando al efecto la presencia en regiones o provincias que deberán acreditar en su reemplazo.”.


3.
Que los clubes que la integren sean a lo menos 15, y


4.
Que cada uno de los referidos clubes tenga, al menos, 10 deportistas que hayan participado en competiciones oficiales de la Federación en alguno de los dos años calendario anteriores.


Al iniciarse el estudio de esta materia, el señor Presidente del Comité Olímpico precisó que si bien esta norma establece un criterio que permitirá eliminar a los clubes de “papel”, resulta indispensable establecer que el Director del Instituto podrá eximir de estos requisitos a determinados deportes. Al efecto, señaló, que no todos los deportes pueden acreditar que tienen asiento en cinco regiones o que están integrados por quince clubes. Por lo tanto, sugirió a la Comisión autorizar al Instituto para que pueda eximir de estos requisitos a ciertos deportes, como, por ejemplo, el Triatlón, que no tiene como acreditar la existencia de quince clubes que se dediquen a esta actividad.


Ante una consulta del Honorable Senador Hernán Larraín, el asesor jurídico del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, aclaró que estos requisitos se exigirán a todas las organizaciones deportivas, estén o no afiliadas al Comité Olímpico de Chile.


En atención a lo anterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso que la facultad que se establece en el número 2 de este artículo se haga extensiva a todos los números de la proposición del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Espina señaló que si bien comprendía que era necesario terminar con las asociaciones deportivas “fantasmas”, los requisitos establecidos en la propuesta del Ejecutivo pueden resultar desproporcionados. Sostuvo que hay deportes que no se practican en cinco regiones o que no van a poder cumplir con la exigencia de tener quince clubes. En consecuencia, agregó, si se quiere otorgar más facultades a la autoridad administrativa para excepcionar del cumplimiento de estos requisitos, se va a terminar afectando la autonomía de las organizaciones deportivas.


Recalcó que perfectamente puede haber federaciones que solo se constituyan en una o dos regiones y no por eso se les va a privar de su condición de tales. Afirmó que lo que la ley debiera resguardar es que los clubes existan, que elijan democráticamente a sus dirigentes y que ellos se conduzcan de manera responsable.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, hizo presente que dado que estas federaciones van acceder a recursos fiscales es indispensable que la autoridad se cerciore que ellas tienen arraigo en las regiones donde el deporte se práctica o que tienen un mínimo de cultores.


El Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic, explicó que la norma propuesta nace de los abusos que se han detectado en algunas disciplinas deportivas, lo que se manifiesta en que se inventan clubes que no tienen ningún deportista. Insistió que había que terminar con los clubes de papel.


El señor Subsecretario de Deportes aclaró que esta norma establece los requisitos para el funcionamiento de las Federaciones Deportivas Nacionales y, en consecuencia, no afecta a otros tipos de Federaciones. Insistió que era esencial para el éxito de este proyecto elevar el número de exigencias que deberán cumplir las Federaciones Deportivas Nacionales, de manera de garantizar la representatividad de sus dirigentes. 


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que esta iniciativa surge para poner freno a los abusos que se han efectuado en el deporte nacional. Agregó que se han dado a conocer muchas investigaciones y reportajes televisivos que muestran que existen asociaciones o federaciones de papel que han profitado de recursos públicos. Agregó que para evitar estos problemas se presentó esta iniciativa de ley. En esta materia, sostuvo, hay que ser rigurosos y prestigiar el deporte nacional.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio compartió los planteamientos formulados por la Honorable Senadora señora Alvear. Agregó que, en todo caso, las excepciones que se establezcan no pueden ir en desmedro de la debida autonomía de las organizaciones deportivas. No debiera existir en esta materia un intervencionismo estatal o gubernamental. 


No obstante lo anterior, señaló que era entendible entregar esta facultad a la autoridad para facilitar la organización de las actividades de los deportistas que practican deportes autóctonos.


El  Presidente del Comité Olímpico, señor Neven Ilic, señaló que la facultad que se entrega al Director para excepcionar del cumplimiento de determinados requisitos, no solo debiera permitirse en la hipótesis prevista en el número 2 de la propuesta del Ejecutivo, sino que también para  las situaciones descritas en los números 3 y 4, ya que pueden haber deportes como, por ejemplo el sky acuático o el triatlón, que no cumpla con todas las exigencias que establecerá la ley. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que dadas estas explicaciones resultaba prudente permitir que el Director pueda, mediante resolución fundada, eximir a una federación de los requisitos que se establecen en la  propuesta del Ejecutivo.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, precisó que el uso de esta facultad debiera ser excepcional pues más del noventa por ciento de las federaciones van a cumplir con estos requisitos. Agregó que en aquellos casos que el Instituto ejerza esta atribución deberá hacerlo mediante resolución fundada en que figurarán los antecedentes que objetivamente justifican eximir de requisitos a una determinada práctica deportiva.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos manifestó que no era partidario de eximir a los clubes del requisito de contar con a lo menos diez deportistas que hayan participado en competiciones.


En una sesión posterior, y previa autorización de la Sala del Senado, el Ejecutivo presentó la indicación número 2A para regular esta materia. Su texto es el siguiente:

“2.- Suprímese en la letra f) del artículo 32 la expresión “nacional” de su encabezado y la expresión “en el ámbito nacional” que aparece posteriormente, e intercálase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual g) a ser h), la h) a ser i) y la i) a ser j):

g) Federación Deportiva Nacional: Es aquella Federación Deportiva que cumple con los siguientes requisitos:

1. Estar afiliada a una Federación Deportiva Internacional reconocida por el Comité Olímpico Internacional, o bien, estar reconocida como tal por resolución fundada de la Dirección Nacional del Instituto, de acuerdo al interés público comprometido y al grado de implantación de la disciplina respectiva en el país.

2. Estar integrada por clubes o asociaciones que tengan asiento en más de cinco regiones del país. 

3. Que los clubes que la integren sean a lo menos 15, y

4. Que cada uno de los referidos clubes tenga, al menos, 10 deportistas que hayan participado en competiciones oficiales de la Federación en alguno de los dos años calendario anteriores.

El Director Nacional del Instituto podrá, mediante resolución fundada, eximir del cumplimiento de los requisitos  establecidos en los números 2. y 3. precedentes a aquellas Federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local. Dicha resolución determinará el número de regiones o provincias en que deberán estar constituidas estas federaciones y la cantidad mínima de clubes que deberán integrarlas.

Las Federaciones Deportivas Nacionales estarán obligadas a incluir en su nombre la abreviatura “F.D.N”.”


El señor Presidente de la Comisión, puso en votación el encabezado de la indicación 2 A.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, concordaron con esta parte de la indicación del Ejecutivo.

Seguidamente, sometió a votación el número 1 de la letra g) que ella contiene.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, concordaron con esta parte de la indicación del Ejecutivo.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en discusión el número 2 de la indicación del Ejecutivo.


Al iniciarse el estudio de esta materia, el  Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, expresó que lo más apropiado era señalar que las federaciones estarán integradas por clubes o asociaciones, tal como lo hace la indicación, dado que ellas constituyen las organizaciones de base que contempla la Ley del Deporte. 


Dada esta explicación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador  Walker, don Patricio, puso en votación el mencionado número de la indicación del Ejecutivo.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores García; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó este número de la indicación del Ejecutivo.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a votación el número 3 de la indicación del Ejecutivo.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta parte de la indicación del Ejecutivo.


A continuación, el Honorable Senador señor Espina propuso disminuir a diez el número de clubes que son necesarios para conformar una Federación Deportiva Nacional.

- Sometida a votación esta enmienda al número 3) de la indicación del Ejecutivo, fue rechazada por tres votos en contra y dos votos a favor. Se pronunciaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Walker, don Patricio. Votaron a favor de ella los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Hernán.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a votación el número 4, contenido en la indicación del Ejecutivo 


- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorable Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó sin enmiendas este número.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador  Larraín, don Hernán, sometió a votación el inciso que dispone lo siguiente:


“El Director Nacional del Instituto podrá, mediante resolución fundada, eximir del cumplimiento de los requisitos  establecidos en los números 2 y 3 precedentes a aquellas Federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local. Dicha resolución determinará el número de regiones o provincias en que deberán estar constituidas estas federaciones y la cantidad mínima de clubes que deberán integrarlas.”. 


Durante el análisis de esta disposición, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos,  manifestó que no estaba de acuerdo con permitir que el Director Nacional del Instituto pueda eximir del requisito señalado en el número 3 de la indicación del Ejecutivo. 


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, recordó que esta norma otorga una facultad especial al Director Nacional del Instituto Nacional del Deporte (IND) en relación con las Federaciones Deportivas Nacionales que reúnen a organizaciones cuyo deporte que tienen un marcado acento local. Agregó que la indicación del Ejecutivo precisa que la mencionada facultad se orienta a fijar las regiones o provincias en que deberán estar constituidas dichas federaciones y la cantidad mínima de clubes que deberán integrarlas.


En consecuencia, sostuvo, no corresponde que el Director de IND determine el número de clubes que deben tener estas federaciones sino que solo precise cuál es el número mínimo de los mismos que deben reunir estas federaciones. De no aceptarse esta redacción el Director terminaría fijando el número de clubes que formarían parte de estas organizaciones.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, sometió a votación esta parte de la indicación del Ejecutivo.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, aprobó este inciso en los términos propuestos por el Ejecutivo. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores García; Kuschel; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. 


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a votación el inciso tercero contenido en la indicación del Ejecutivo. 


- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorable Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta norma.

- - -

Número 3), nuevo


A continuación, la Comisión consideró la indicación número 3, cuya autora es la Honorable Senadora señora Alvear.


Mediante ella se propone incorporar un nuevo número tres al artículo único del proyecto aprobado en general, precepto que modifica el artículo 38 de la Ley del Deporte.


La propuesta consiste en agregar un inciso final, nuevo, al artículo 38 de la ley Nº 19.712, disposición que establece los requisitos y procedimientos que se deben cumplir para constituir  organizaciones deportivas. 


El texto de la indicación señala lo siguiente:


“Las Confederaciones u Organizaciones Deportivas Sudamericanas, Continentales o Mundiales de deportes reconocidos por el Comité Olímpico de Chile, a las cuales se encuentre afiliada una Federación Deportiva Nacional, podrán constituirse en Chile como organizaciones deportivas de acuerdo al procedimiento establecido en este párrafo.”.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que esta modificación surgió de una propuesta que formuló el Comité Olímpico de Chile. Sostuvo que a través de ella se busca solucionar el problema que se ha presentado cuando organizaciones deportivas internacionales han querido constituirse en Chile. Expresó que estas entidades muchas veces transfieren recursos al deporte nacional, pero no pueden funcionar adecuadamente en nuestro país pues deben constituirse como corporaciones privadas y someterse al control del Ministerio de Justicia, Secretaría de Estado que no se vincula directamente con el Deporte.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que estaba de acuerdo con la indicación, pero considera que pueden haber organizaciones deportivas que abarquen un ámbito menor a un área continental pero mayor al sudamericano. En atención a lo anterior, propuso agregar entre las mencionadas organizaciones deportivas aquellas que tienen el carácter de “internacionales”.


La Presidente de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, manifestó que la inquietud planteada era válida y debía ser acogida, por lo que propuso aprobarla con esa enmienda.


Sometida a votación la indicación Nº 3 fue aprobada, con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Hernán.

- - -

Número 4), nuevo


Seguidamente, la Comisión consideró la indicación número 4, cuya autora es la Honorable Senadora señora Alvear.


Mediante ella se modifica el artículo 39 de la ley Nº 19.712, precepto que señala los elementos que deben contener los estatutos de las organizaciones deportivas constituidas en conformidad a la ley. 


En particular, la indicación incide en la letra k) del referido artículo. En lo que interesa a este informe, la referida letra señala que dichos estatutos deberán señalar la periodicidad con la que deben elegirse sus dirigentes. Indica, además, que su mandato no podrá exceder de cuatro años, sin perjuicio de que pueden ser reelectos, por una sola vez, por un nuevo período.


La indicación de la Honorable Senadora Alvear propone agregar una oración final a esta letra. Su texto es el siguiente:


“El ejercicio parcial de más de la mitad del período inmediatamente anterior a una elección, se considerará como periodo completo para efectos de la reelección del respectivo dirigente.”.


Al justificar esta indicación, la Honorable Senadora señora Alvear recordó que la norma vigente establece que los dirigentes deportivos sólo pueden ser reelectos por una sola vez para volver a ocupar sus cargos. No obstante lo anterior, hizo presente que muchas veces se comete una especie de fraude a la ley que consiste en que el director que quiere repostularse renuncia a su cargo días antes que termine su mandato, y de esa forma puede ser reelecto indefinidamente. Agregó que para terminar con esta práctica la indicación introduce una regla que establece que el ejercicio parcial de más de la mitad del período inmediatamente anterior a una elección se considerará como período completo para los efectos de su reelección.


Los restantes miembros de la Comisión consideraron apropiada la idea contenida en la proposición.


- Sometida a votación la indicación fue aprobada  sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Hernán.


En una sesión posterior, el Ejecutivo solicitó reabrir la discusión sobre esta norma. Al fundar esta petición señaló que prohibir la reelección de los dirigentes de los clubes no resultaba adecuado ya que muchos de ellos se verán imposibilitados de seguir contribuyendo al desarrollo de una actividad deportiva. Agregaron que en cambio sí resultaba conveniente establecer una limitación a la reelección de los dirigentes de las Federaciones Deportivas Nacionales.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, acordó reabrir del debate de esta disposición.


A continuación, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala, presentó la indicación número 4A, mediante la cual se propone agregar el siguiente número 4, nuevo al proyecto:


“4.- Suprímese en la letra k) del artículo 39 la siguiente frase final “, por una sola vez, por un nuevo período”.


Al fundamentar esta indicación, el abogado del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que en opinión del Ejecutivo debía limitarse la reelección de los dirigentes de una federación deportiva nacional pero no de aquellos que ocupan similares cargos en otras organizaciones deportivas de base, como son, por ejemplo, los clubes o asociaciones.


En estos últimos casos, agregó, los dirigentes podrían ser elegidos indefinidamente. En cambio, y según se observará más adelante, a propósito de la nueva redacción del inciso final del artículo 40 F que propondrá el Ejecutivo, el Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de una Federación Deportiva Nacional que haya desempeñado su cargos por ocho años, en forma continua o discontinua, no podrá ser electo ni reelecto en un cargo del Directorio de la referida Federación, salvo que hubieren transcurrido, a lo menos, cuatro años desde que concluyó su último mandato.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio estimó adecuado el criterio planteado por el Gobierno y aprobó esta indicación, sin enmiendas. 


Finalmente, y con la misma votación se dio por rechazada la indicación número 4.


La Honorable Senadora señora Alvear dejó constancia que solo concurría al rechazo de la indicación número 4, en el entendido de que en el mencionado artículo 40 F se establecerá un límite a la reelección de los cargos directivos de una federación nacional. 

- - -

Número 5, nuevo.


Seguidamente, la Comisión trató una nueva proposición que formuló el Gobierno, a través del señor Subsecretario de Deportes, para incorporar un número 5, nuevo, al artículo único de este proyecto.


Mediante ella se modifica el inciso cuarto del artículo 40 de la Ley del Deporte. En ese inciso se regula la forma de constitución de las asambleas de las federaciones deportivas nacionales.


La proposición reemplaza el texto referido inciso, en los siguientes términos:


“5.- Sustitúyese, el inciso cuarto, del artículo 40, por el siguiente:


“Para los efectos del presente artículo, las asambleas de las federaciones y asociaciones deportivas, podrán constituirse con delegados designados anualmente por la respectiva organización a la que representan, adjuntando para tal efecto, la copia del acta de nombramiento.”


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, manifestó que esta norma nació de una inquietud que formuló el Comité Olímpico. Explicó que en la práctica muchas veces se dificulta la celebración de las asambleas de federaciones porque los clubes o asociaciones que las integran, cada vez que se va a realizar una asamblea, tienen que proceder a designar a un nuevo delegado que debe desplazarse de su lugar de origen a una ciudad distinta. Este cambio de delegados no siempre se realiza de manera oportuna, lo que crea problemas que afecta el normal funcionamiento de las asambleas de las federaciones.


Con esta norma, agregó, se pretende que las asociaciones  designen anualmente a sus representantes, quienes tendrán un mandato permanente para participar en las asambleas de las federaciones.


El Presidente del Comité Olímpico, señor Neven Ilic, señaló que el organismo que representa concuerda con los propósitos de esta disposición.


 La Comisión, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel y Walker, don Patricio, aprobó la norma propuesta por el Ejecutivo.


La norma aprobada se incorpora como número 5, nuevo, al artículo único de este proyecto de ley.

-.-.-

Artículo único


Cabe recordar que el texto aprobado en general se iniciaba con un artículo único que incorporaba un párrafo 4º, nuevo, en el Título III, de la Ley del Deporte. 


Como consecuencia de haber aprobado la Comisión la incorporación  de cinco números previos al mencionado párrafo, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó sustituir este precepto por un nuevo número 6 del artículo único, conservando la regulación de la materia que éste establecía.


En consecuencia, el artículo único pasa a ser el nuevo número 6 del artículo único. Su texto es el siguiente:


“6.- Incorpórase el siguiente Párrafo 4º, nuevo, en el Título III “De las Organizaciones Deportivas”.


Para adoptar esta decisión, la Comisión tuvo presente lo señalado precedentemente y lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. Concurrieron a este acuerdo la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Hernán.

- - -


Seguidamente, la Comisión se abocó al estudio de los nuevos artículos que considera este párrafo y las indicaciones que a su respecto se formularon.

Artículo 40 bis a


El texto aprobado en general considera un artículo 40 bis a que prescribe que sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos 1°, 2° y 3° de este título, las federaciones deportivas nacionales a que se refiere la letra f) del artículo 32 de esta ley, en adelante las federaciones o la federación, se sujetarán a las  reglas especiales contenidas en este nuevo párrafo.


En relación con esta norma, se formuló la indicación Nº 5, de la Honorable Senadora señora Alvear, mediante la cual propone sustituir la disposición aprobada en general por la siguiente:


“Artículo 40 bis a.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, en adelante también “FDN”, quedarán legalmente constituidas como tales una vez practicada su inscripción en un Registro Especial que mantendrá la Dirección Nacional del Instituto para estos efectos, pero perderán dicha calidad si por causa sobreviniente dejan de cumplir los requisitos exigidos, en cuyo caso se cancelará su inscripción, manteniendo sólo su condición de Federación Deportiva.”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que el texto propuesto le merecía dos observaciones. En primer lugar, parece entenderse de su tenor literal que una federación deportiva nacional queda legalmente constituida como tal desde el instante mismo en que se practica su inscripción en el registro especial que para esos efectos mantendrá el Instituto Nacional de Deportes, aunque no se hayan cumplido previamente todos los requisitos necesarios para su constitución.


En segundo lugar, indicó que no quedaba claro si las actuales federaciones deportivas nacionales, que no cumplan con los requisitos que fija este proyecto, podrán seguir existiendo, o quedarán disueltas.


El Honorable Senador señor Espina propuso solucionar la primera observación planteada agregando en la disposición la siguiente frase: “una vez cumplidos los requisitos que se establecen en esta ley, y”, inmediatamente antes de la referencia a la inscripción en el registro.


La Honorable Senadora señora Alvear secundó la enmienda sugerida por el Senador señor Espina. En relación con inquietud planteada por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que, a su juicio, las federaciones deportivas nacionales que no pueda cumplir con los nuevos requisitos que establece este proyecto seguirán existiendo legalmente, pero perderá la categoría de organización “nacional”. 


A esta altura del debate, se hizo presente que la indicación número 5 entrega una facultad a la Dirección Nacional del Instituto, razón por la que el Presidente de la Comisión procedió a declararla inadmisible. Sin perjuicio de lo anterior, se solicitó al Gobierno que presentara una indicación que recogiera los planteamientos contenidos en la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear.


En una sesión posterior, el Gobierno, previa autorización de la Sala, presentó la indicación número 5A que, recogiendo las ideas contenidas en la referida indicación de la Honorable Senadora señora Alvear, se hace cargo de la inquietud planteada precedentemente.


El texto de la indicación dispone lo siguiente:


“Artículo 40 A.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, en adelante también “FDN”, quedarán legalmente constituidas siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la letra g) del artículo 32 y se haya practicado su inscripción en un Registro Especial que mantendrá la Dirección Nacional del Instituto para estos efectos. Perderán dicha calidad si dejan de cumplir los requisitos indicados, en cuyo caso se cancelará su inscripción, manteniendo sólo su condición de Federación Deportiva.


El presidente en ejercicio de una FDN podrá percibir una retribución por el desempeño de su gestión. No obstante, su existencia y su monto deberán ser previamente aprobados con el voto conforme de los dos tercios de la asamblea general ordinaria de la federación. Esta retribución no generará obligaciones laborales ni previsionales.


Los fondos que solventen  la señalada retribución no podrán provenir, total o parcialmente, de presupuestos del sector público.” 

Al iniciarse el estudio de esta nueva indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en discusión la primera parte de la indicación del Ejecutivo.


Los miembros presentes de la Comisión concordaron en que ella recogía adecuadamente las inquietudes y precisiones manifestadas en la sesión precedente.


- Sometida a votación el inciso primero de la indicación número 5A fue aprobado por la unanimidad de los miembros presente de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Hernán.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión los siguientes dos incisos, en los que se establece el derecho de los presidentes de las Federaciones Deportivas Nacionales a percibir una retribución por el desempeño de su cargo. Se precisa que tal retribución no generará obligaciones laborales ni previsionales ni podrá financiarse con recursos públicos. Agrega que los fondos que la solventen no podrán provenir, total o parcialmente, de presupuestos del Sector Público. 

Al fundamentar esta proposición, el asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, hizo presente que esta parte de la indicación se fundaba en la experiencia comparada donde se observa  que en numerosos países se está remunerando o entregando algún tipo de retribución a quienes desempeñan labores directivas en las Federaciones Deportivas.


Agregó que de acuerdo con la Carta Olímpica las organizaciones deportivas deben tener un carácter autónomo de los Gobiernos y, en consecuencia, esta retribución debiera provenir de fuentes privadas. 


Finalmente, señaló que si se quería que los presidentes de estas organizaciones dediquen mayor tiempo a mejorar la gestión de las federaciones, es indispensable que reciban algún tipo de asignación, la que debe tener su origen en recursos provenientes del sector privado. 


El Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic, manifestó que este era un tema delicado y no fácil de resolver. Recordó que cuando Pierre de Coubertain sentó las bases de los juegos olímpicos modernos no se consideró que los dirigentes deportivos recibieran remuneración por sus funciones. Desde esa época hasta ahora la labor dirigencial se ha complejizado y requiere más horas de dedicación lo que exige obtener algún tipo de asignación por ella. Así, señaló, ha ocurrido con algunos presidentes del Comité Olímpico Internacional o de Federaciones Deportivas Internacionales.


En todo caso, sostuvo, si se remunera la labor del Presidente de una Federación debieran establecerse las exigencias que éste debiera cumplir. Ellas, continuó, debieran estar establecidas en el contrato de trabajo correspondiente. Concluyó señalando que esta medida tenía por objeto que los dirigentes trabajen de manera más profesional en favor de las federaciones.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que esta era una idea completamente nueva que nunca había sido considerada ni en el texto original de la Moción ni en las indicaciones que ella había presentado. Añadió que si se entrega una remuneración al Presidente de una federación, tal estipendio debía otorgarse en relación con tareas concretas y precisas que deben desempeñar sus dirigentes.


Recordó que uno de los objetivos de este proyecto es fortalecer el desarrollo del deporte y la transparencia con que se toman las decisiones. Teniendo en cuenta lo anterior, manifestó que le parecía dudoso que sea conveniente remunerar funciones deportivas con recursos privados. Esta situación, sentenció, podría crear incentivos que hagan más complejos los problemas que enfrenta el deporte nacional.


El asesor del Instituto Nacional del Deporte, señor Dezulovic, recordó que las normas civiles que regulan el funcionamiento de las corporaciones permiten que los dirigentes perciban asignaciones por las labores que desempeñen, siempre que ellas sean distintas a las tareas que realizan en la corporación. En todo caso, según la ley Nº 20.500, si se cumple ese requisito se puede remunerar a todos los miembros del Directorio.


El Honorable Senador señor Kuschel preguntó si en otros países se aplicaba este criterio y si se habían establecido limitaciones a las asignaciones que recibirían los directores de una federación deportiva.


El señor Dezulovic explicó que él sabía que en España existía algún tipo de asignación o remuneración. Agregó que en Latinoamérica existen algunos ejemplos de asignaciones.


El Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Ilic, manifestó que, por ejemplo, en los Estados Unidos de Norteamérica, los presidentes de las federaciones deportivas tienen dedicación completa a sus labores dirigenciales y, en consecuencia, perciben una remuneración por esas tareas. Sostuvo que para que el deporte crezca y tenga éxitos, resulta indispensable que sus dirigentes se concentren de manera profesional en su labor directiva.


La Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que si se desea aprobar esta norma debiera establecerse que la asamblea fijará la extensión de la jornada laboral del Presidente.


En este punto del debate se hizo presente que si se establecían obligaciones y duración de la jornada para el cargo de Presidente, la denominada “retribución” se transformaría en un tipo de remuneración sometida a la legislación laboral, idea que contradice lo propuesto en la indicación del Ejecutivo.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que si se establecía esta asignación o remuneración,  se podría facultar a la asamblea para fijar las obligaciones que debería cumplir el presidente.


El Honorable Senador señor Kuschel dijo que tal vez sería conveniente dejar abierta la posibilidad de que la asamblea de una federación resuelva si se establece una relación de tipo laboral con su presidente o que solo percibirá asignaciones, en el evento que existan recursos para pagarlas.


El Honorable Senador señor Espina preguntó qué razón existía para que estos dirigentes no perciban remuneraciones por la labor que realizan y menos que ello no pueda ser financiado con recursos públicos.


Recordó que los dirigentes tienen que realizar un conjunto muy amplio de tareas que exigen muchas horas de dedicación. Puntualizó que esta es una actividad que demanda un grado creciente de profesionalización, razón por la que era indispensable establecer sistemas de remuneraciones para quienes cumplen con estas labores.


Señaló que al no establecerse un sistema claro y transparente de remuneraciones se crean los incentivos para inventar sistemas de viáticos u otras asignaciones que después crean innumerables problemas.


Finalmente, manifestó que si solo se financian con recursos privados estas asignaciones o remuneraciones, los presidentes de estas organizaciones podrían terminar convertidos en empleados de quienes contribuyan al financiamiento de la federación deportiva.


Propuso que a los dirigentes se les podría pagar una remuneración con recursos provenientes del Sector Público, bajo la condición de que ellos cumplan con una serie de labores y que ella no supere una determinada cifra. Esos dineros, afirmó, al ser públicos debieran quedar sometidos a sistemas de control mediante los cuales se verifica que se utilizaron en los fines para los que se otorgaron. Esta medida ayudaría al deporte federado y daría mayor transparencia a esta actividad.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que estaba de acuerdo con que los dirigentes reciban una remuneración pero no con la idea de que ellos tengan que salir a buscar dineros en el sector privado para financiar sus ingresos. Si así se procediera se transformaría al dirigente en una especie de comisionista.


Agregó que si este pago demanda recursos públicos resulta indispensable que el Ejecutivo presente una indicación en este sentido. 


Los miembros de la Comisión estimaron que si no se establecía algún tipo de financiamiento público en esta materia y todo quedaba entregado a los recursos provenientes del sector privado, era preferible no innovar en esta materia.


Concluido el debate sobre este asunto, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, sometió a votación los incisos segundo y tercero de la indicación número 5A.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes rechazó esta parte de la indicación del Ejecutivo. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Walker, don Patricio. 


- - -

Artículo 40 bis b


El texto aprobado en general establece en este precepto que, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto Supremo Nº 59 - norma que establece el reglamento de organizaciones deportivas- para poder adquirir la calidad de socio, se deberá presentar un plan de gestión deportiva de su representada, el que deberá ser aprobado en asamblea general extraordinaria de la federación por los dos tercios de los socios en ejercicio.


En relación con esta norma se presentó la indicación Nº 6 de la Honorable Senadora señora Alvear, que sustituye la disposición por la siguiente:


“Artículo 40 bis b.- Para aceptar la incorporación de asociaciones locales o regionales, las Federaciones Deportivas Nacionales deberán previamente comprobar que ellas cuentan con una presencia real y efectiva en el territorio en que ejercen su actividad. Si no cumplen dicho requisito, no podrán ser afiliadas.”.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes explicó que esta modificación la solicitó el Comité Olímpico, pero tiene poco sentido porque la exigencia de acreditar la presencia real y efectiva para afiliarse a una federación deportiva nacional ya está cubierta. Añadió que la redacción propuesta también es equívoca, porque da pie para que la federación requerida se oponga a la incorporación de una asociación o club.


La Honorable Senadora señora Alvear retiró su indicación.


No obstante lo anterior, la referida señora Senadora  propuso a la Comisión considerar la incorporación de la siguiente norma como nuevo artículo 40 B. Su texto es el siguiente:


“Artículo 40 B.- No podrá negarse la incorporación ni la permanencia en una FDN de una asociación deportiva o club que así lo requiera y que cumpla los requisitos legales, reglamentarios y estatutarios para ello.”.


El asesor del Instituto Nacional del Deporte, señor Dezulovic, respaldó esta disposición ya que recoge una disposición que ya está establecida a nivel reglamentario. Mediante ella se garantizará el acceso de las organizaciones deportivas a una federación nacional siempre que cumplan con los requisitos legales, reglamentarios y estatutarios correspondientes. Con esta norma, sostuvo, se podrá evitar algunas arbitrariedades que en esta materia podrían cometer las federaciones con las organizaciones de base.


Seguidamente, y ante una consulta del Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic, se hizo presente que en las normas que regulen el funcionamiento del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo debiera garantizarse a los dirigentes o deportistas afectados la posibilidad de recurrir ante organismos para resolver las faltas o abusos que pueden cometerse en esta materia.


Concluido el debate, sobre este punto, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación esta disposición.


La Comisión, según lo autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, y por la unanimidad  de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio, aprobó el texto propuesto por la Honorable Senadora señora Alvear.


La norma aprobada se incorpora como nuevo artículo 40 B.

- - -

Artículo 40 bis c


Este artículo del texto aprobado en general dispone que cada organización deportiva asociada a la federación deberá presentar, además de su presidente, su secretario y su tesorero, como delegado a las asambleas generales a un deportista afiliado a la organización, quien tendrá derecho a voto. El deportista que deba concurrir a una asamblea será designado por la mayoría de los deportistas afiliados en una asamblea extraordinaria de la organización y no podrá asistir a más de una asamblea anual de la federación.


La no presentación de un deportista como delegado de la organización, será causal de pérdida de la calidad de afiliado por parte de la organización. Asimismo, cualquier hostigamiento, presión o amenaza que se ejerza respecto del delegado por algún miembro directivo de la organización a la que representa el deportista, deberá ser informado por éste al Tribunal de Arbitraje Deportivo.”.


A su respecto, se presentó la indicación Nº 7 de la Honorable Senadora señora Alvear, que propone sustituir esta norma por la siguiente:


“Artículo 40 bis c.- En las FDN deberá existir una Comisión de Deportistas de la respectiva especialidad formada por atletas en actividad o en situación de retiro que hayan participado en los Torneos Nacionales de su Deporte o en aquellos del programa olímpico, hasta ocho años después de su última participación. El presidente de esta Comisión o, en su remplazo, el delegado suplente que ella misma designe, tendrá derecho a voz y voto en las asambleas ordinarias y extraordinarias de la Federación y sólo a voz en las sesiones de su directorio.”.


Al fundamentar esta indicación, la Honorable Senadora señora Alvear planteó que con ella pretende acoger una inquietud formulada por los propios deportistas, en orden a obtener un espacio de participación en la dirección de la actividad que practican regularmente y de manera competitiva.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, expresó que uno de los temas que más han hecho sentir los deportistas en el contexto de la discusión de la reformulación de las reglas que rigen a la Federaciones Deportivas Nacionales es el de la creación de una instancia para que ellos puedan expresar sus puntos de vista en la dirección de la institucionalidad que organiza las disciplinas que ellos practican. Señaló que esta solicitud ha sido resistida ampliamente por los directivos de esas federaciones.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que este asunto es de suma importancia. Subrayó que esta disposición debe aprobarse y ha de ser acompañada por otras que obliguen a la federación respectiva a promover la constitución de comisiones de deportistas. Asimismo, puntualizó, se debe instar a que los deportistas elijan un representante que concurra a los directorios de las federaciones. 


Agregó que para que funcione esta norma es fundamental que se establezca una sanción para las organizaciones que la incumplan. Finalmente, señaló, que ese representante debería también tener derecho a voto en los asuntos relevantes que el directorio deba resolver.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, expresó que las federaciones deportivas nacionales están amparadas dentro del derecho constitucional de libertad de asociación y de autonomía de los cuerpos intermedios, por lo que hay que garantizar un ámbito de flexibilidad para que ellos establezcan sus reglas internas de funcionamiento. Hizo presente que también puede ser inconveniente que el representante de los deportistas tenga derecho a voto en el directorio, porque en ese contexto suelen revisarse asuntos contables y de rendición de cuentas, que son temas delicados que requieren cierto manejo técnico que ellos no tienen. Agregó que en esa instancia se definen asignaciones de fondos para actividades deportivas, por lo que el representante de los deportistas puede ser objeto de un conflicto de intereses si se ve forzado a votar.


El Honorable Senador señor Espina expresó que la razón de fondo por la cual se está discutiendo este tema se debe al abuso que algunas federaciones deportivas han hecho de su autonomía como cuerpos intermedios. Tal situación, manifestó, se observa, por ejemplo, en el extendido uso de asociaciones y clubes deportivos ficticios para cooptar a los candidatos con potencial al interior de las federaciones. Precisó que las medidas que anteriormente propuso para asegurar el funcionamiento de la comisión de deportistas no requieren, para su instauración, que la ley regule detalladamente todo el contenido de los reglamentos internos de las federaciones, pero sí que indique normas mínimas y procedimientos a seguir.


En otro orden de materias, recordó que una parte importante de la actividad deportiva en Chile se desarrolla con financiamiento de las propias familias de los deportistas, que muchas veces pagan por su cuenta los implementos y gastos de traslado a las competencias de sus hijos, por lo que el supuesto conflicto de intereses que anteriormente se denuncia es poco frecuente y poco relevante.


Finalmente, manifestó que la norma propuesta establece un límite de ocho años para que los deportistas en situación de retiro puedan participar en la comisión que los representará ante el directorio de la asociación respectiva, lo que no es conveniente porque hay deportistas muy destacados que superan ese límite y que podrían ser un aporte importante en el manejo institucional de su disciplina.


El analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, hizo presente que en muchas de las decisiones que acuerda el directorio de una federación está envuelta la responsabilidad patrimonial de los directores que participaron en ella, a menos que se hayan opuesto expresamente, lo que deberá constar en el acta correspondiente. Explicó que este estatuto de responsabilidad no se podría predicar respecto del deportista que participe de un acuerdo de directorio.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic añadió que cuando hay conflicto de intereses entre uno o más miembros del directorio por una potencial decisión patrimonial de la federación, se requiere que esa decisión sea acordada por la unanimidad de los directores, excluido el que está directamente implicado en ella. Sostuvo que en ese caso, el posible voto del representante de la comisión de deportistas se tornaría en el  decisivo, a lo que si suma el hecho de que ese representante, tal como antes se indicó, no asume ninguna responsabilidad por su decisión, permite concluir que no es conveniente que los deportistas voten en las decisiones del directorio.


 Puntualizó, además, que el límite de ocho años se impone para que el deportista en cuestión pueda aportar una perspectiva actualizada sobre su disciplina. Por lo anterior, afirmó, ese límite debe mantenerse.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que debe establecerse algún límite temporal para permitir que un ex deportista participe en la Comisión que representa a los cultores de una disciplina ante el directorio de la federación. Expresó que por muy destacada que haya sido su actuación en el pasado, el transcurso de los años marca inexorablemente una evolución de las disciplinas.


En relación con el voto del representante de los deportistas ante el directorio, señaló que no deberían tenerlo, porque la experiencia legislativa ha demostrado que tales prerrogativas tienen sentido cuando son determinantes para la adopción de las decisiones corrientes de una organización.


Añadió que también avala lo anterior el hecho de que no existiría un estatuto que establezca la responsabilidad del representante de los deportistas por su voto en el directorio.


El Honorable Senador señor Espina se mostró de acuerdo en retirar su objeción relativa al límite edad de los ex deportistas para participar en la Comisión. No obstante lo anterior, mantuvo la idea de establecer una norma que inste a la constitución de comisiones de deportistas y al nombramiento de su representante ante el directorio. Este delegado debería también poder participar en las decisiones de su federación, aplicándole, en todo caso, el estatuto de responsabilidad por los perjuicios patrimoniales que se aplica a los otros integrantes del directorio.


La Honorable Senadora señora Alvear se mostró de acuerdo con la idea de establecer reglas que obliguen a las federaciones deportivas a constituir comisiones de deportistas y por la elección de un representante de ellas ante el directorio. En relación con el posible voto de ese delegado, propuso diferir su resolución hasta escuchar la opinión de representantes del Comité Olímpico de Chile.


En una sesión posterior, el representante del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, propuso a la Comisión aprobar la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear enmendada en el siguiente sentido:


Primero, señalar que en los estatutos de las FDN se deberá establecer el mecanismo por el cual los deportistas federados de la respectiva especialidad designarán a una Comisión de Deportistas que los representará en la dirección federativa.


Seguidamente, consagrar que podrán ser miembros de esta Comisión los deportistas de la respectiva disciplina, en actividad o en situación de retiro, que hayan participado al menos en los torneos nacionales de su deporte, categoría todo competidor, o en aquellas del programa olímpico, hasta ocho años después de su última participación.


En tercer lugar, que el presidente de esta Comisión o, en su reemplazo, el delegado suplente que ella misma designe, tendrá derecho a voz y voto en las asambleas ordinarias y extraordinarias de la Federación y solo a voz en las sesiones de su directorio.



Al iniciarse el estudio de esta proposición, el señor Presidente del Comité Olímpico señaló que estaba de acuerdo con que existe una comisión de deportistas. No obstante lo anterior señaló que no le parecía adecuado que tuviera derecho a participar en las sesiones del directorio.


Aseveró que los deportistas no se pueden ser juez y parte en la instancia en la que se adoptan las decisiones que los afectan.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que era partidaria que los representantes de los deportistas pudieran participar con derecho a voz en las sesiones del directorio de la federación. Puntualizó que la norma no les estaba reconociendo el derecho al voto en esta instancia. Agregó que le parecía bien que los deportistas fueran escuchados en las sesiones del Directorio.


Sometida a votación la indicación número 7, enmendada en los términos señalados precedentemente, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio.


La norma aprobada pasa a ser artículo 40 C.

- - -

Artículo 40 bis d


Seguidamente el proyecto aprobado en general considera un artículo 40 bis d, que dispone que además de las materias señaladas en el artículo 33 del reglamento, serán objeto de la asamblea general extraordinaria de socios, la aprobación de los nombres de los deportistas que representarán a la federación en competencias internacionales por la mayoría de los socios presentes.


En relación con esta norma se presentó la indicación Nº 8 de la Honorable Senadora señora Alvear, que propone sustituir la disposición por la siguiente:


“Artículo 40 bis d.- Los estatutos de las FDN deberán contemplar una Comisión Técnica compuesta por un número impar de personas no inferior a tres, que serán nombradas por el directorio en la primera sesión que efectúen después de su elección y durarán el mismo tiempo que éste.


Corresponderá a la Comisión Técnica la formación de las delegaciones de deportistas que representarán a su deporte en las competencias internacionales, designaciones que se deberán efectuar con criterios exclusivamente técnicos y previa realización de competencias selectivas o clasificatorias reglamentadas e informadas.”.


Al justificar esta indicación, la Honorable Senadora señora Alvear recordó que en los últimos años se han observado irregularidades en el funcionamiento de las actuales federaciones, las que a veces han llevado a competencias internacionales a personas que no poseen los mejores rendimientos en la actividad que representan. Hizo presente que lo anterior constituye una flagrante iniquidad y una de las razones básicas para legislar en esta materia.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, expresó que el propósito de esta Comisión Técnica es establecer periódicamente criterios para la formación de delegaciones, que permitan tener claro de antemano cómo se van a elegir a los deportistas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, agregó que este asunto es crucial, ya que es muy importante que esos criterios sean públicamente conocidos antes de seleccionar a las delegaciones correspondientes. Con este propósito, propuso que se agregara en la disposición que dichos criterios estén debidamente reglamentados y que sean informados con antelación.


En una sesión posterior, el Ejecutivo propuso a la Comisión aprobar la indicación número 8 con algunas enmiendas que perfeccionarían el propósito de la misma.


En primer lugar, establecer que a la Comisión Técnica le corresponderá proponer al directorio de la federación la formación de las delegaciones de deportistas. Precisar, además, que el presidente de la federación con el voto conforme de la mayoría absoluta del directorio podrá rechazar la propuesta y estructurar una delegación distinta sobre la base de criterios técnicos, informando de lo resuelto en la asamblea ordinaria siguiente. Finalmente, establecer que a esta Comisión le corresponderá colaborar con la Comisión Nacional de Dopaje en la realización de actividades de difusión, de capacitación y controles preventivos de los deportistas que participan representando al país.


En virtud de lo anterior, propuso a la Comisión aprobar la referida indicación enmendada en los siguientes términos:

“Artículo 40 D.- Los estatutos de las FDN deberán contemplar una Comisión Técnica compuesta por un número impar de personas no inferior a tres, que serán nombradas por el directorio en la primera sesión que efectúen después de su elección y durarán el mismo tiempo que éste.

Corresponderá a la Comisión Técnica proponer al Directorio de la Federación la  formación de las delegaciones de deportistas que representarán al país en las competencias internacionales. Dichas proposiciones se efectuarán con criterios exclusivamente técnicos y previa realización de competencias selectivas o clasificatorias, reglamentadas e informadas oportunamente a los deportistas.

El Presidente de la Federación con la mayoría absoluta del Directorio podrá rechazar la propuesta y conformar una delegación distinta, siempre que también se base en criterios estrictamente técnicos y se informen los fundamentos de su decisión en la Asamblea Ordinaria siguiente.

Dicha comisión deberá colaborar con la Comisión Nacional de Control de Dopaje en la realización de actividades de difusión y capacitación antidopaje, así como en la coordinación de los controles preventivos a los deportistas adscritos a su federación, especialmente a aquellos seleccionados para representar al país en competencias internacionales.”.

Al iniciarse el estudio de esta proposición, el Presidente del Comité Olímpico, señor Neven Ilic, expresó que estas comisiones técnicas siempre tienen un carácter asesor, por lo que es razonable que ellas solo propongan los nombres de los deportistas que formarán parte de las delegaciones.

El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, precisó que el presidente de la federación puede desestimar esa propuesta, por razones de carácter técnico que, en todo caso, deberá informar a la asamblea de la federación. 

Recordó que la asamblea debe aprobar los criterios de selección de deportistas que ha propuesto la Comisión Técnica. Puntualizó que si esos criterios son alterados posteriormente por el presidente, esa decisión debe ser comunicada a la asamblea, la que evaluará las razones que ha tenido en cuenta la autoridad para efectuar esa modificación. Concluyó señalando que esta norma garantiza la adecuada administración y gobernabilidad de las federaciones. 

En el debate de esta norma se hizo presente que no se requería el acuerdo de la asamblea para modificar los criterios sino que solo se imponía el deber de informar de dicha decisión en la asamblea ordinaria siguiente. 

La Honorable Senadora señora Alvear señaló que esta norma era muy importante pues era fundamental establecer un criterio objetivo mediante el cual se seleccione a los deportistas que acuden a competencias internacionales.  Señaló que si se cambia una proposición de la Comisión Técnica, que ha sido validada por la asamblea de la federación, lo mínimo que debe establecerse es que esa decisión se informe, junto con la justificación correspondiente, en la asamblea ordinaria siguiente que celebre la federación.

Concluyó señalando que era fundamental establecer los criterios objetivos para determinar qué deportistas nos representarán en torneos internacionales. En atención a la importancia de esta materia, señaló que apoyaba decididamente la aprobación de esta disposición.

El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, expresó que concordaba con los propósitos contenidos en la indicación número 8, enmendada en la forma propuesta por el Ejecutivo. Señaló que la norma establecía los resguardos que permitirían evitar abusos y corregir errores que se cometan en la selección de deportistas. Finalizó, puntualizando que en todo caso si un directorio de una federación decide cambiar los criterios establecidos por una Comisión Técnica ellos deberán estar respaldados en razones objetivas y cuyos fundamentos deberán ser conocidos por la asamblea de la federación.

Concluido el debate, el Presidente de la Comisión, sometió votación la indicación número 8, enmendada, en los términos señalados precedentemente.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio, aprobó la indicación número 8, con las enmiendas sugeridas por el Ejecutivo.

 
La norma acordada pasa a ser artículo 40 D.

- - - 

Artículo 40 bis e


Este artículo dispone que las federaciones deportivas nacionales realizarán, al menos, cuatro asambleas anuales, debiendo transcurrir como mínimo 60 días entre una y otra.


En relación con esta norma se presentó la indicación Nº 9, de la Honorable Senadora señora Alvear, que propone sustituirla por la siguiente:


“Artículo 40 bis e.- Las FDN deberán realizar a lo menos dos asambleas ordinarias anuales. La primera se celebrará dentro del primer cuatrimestre del año respectivo y en ella deberá tratarse la aprobación del balance y estados financieros del ejercicio anterior y la memoria del directorio. La segunda deberá tener lugar en el último cuatrimestre del año y en ella corresponderá aprobar el presupuesto, un plan de gestión anual del año próximo, incluido el calendario oficial de competencias y un informe de la comisión técnica sobre los criterios que se emplearán para la selección de los deportistas que participarán en las competencias internacionales.


Los estatutos de las FDN deberán contemplar un sistema de votación de las asociaciones afiliadas a ellas, que sea proporcional a la cantidad de clubes que las integren.”.


 La Honorable Senadora señora Alvear explicó que el propósito de esta indicación es establecer una mayor transparencia y publicidad de las actuaciones de las federaciones deportivas nacionales, especialmente en lo que dice relación con los estados financieros, el calendario de competencias en las que pueden participar los deportistas y las fechas y condiciones  en que se realizarán las  eliminatorias para torneos internacionales.


El Honorable Senador señor Orpis se manifestó de acuerdo con el propósito de la indicación, pero observó que el tenor literal del inciso primero no es claro porque no detalla que la segunda asamblea de la federación deberá pronunciarse, entre otras cosas, sobre el presupuesto del año siguiente y no respecto del que está en curso, pues ese es evaluado en la primera asamblea del año siguiente.


La Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que la observación era correcta y que podía perfeccionarse su redacción.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó su apoyo a la proposición, pero observó que el término que se establece para efectuar la segunda asamblea de la federación –el último cuatrimestre del año- puede ser excesivamente amplio y dar lugar a que se revisen o acuerden las materias que se deben tratar en ese momento (aprobar el presupuesto, el plan de gestión anual, el calendario oficial de competencias y el informe de la comisión técnica sobre los criterios que se emplearán para la selección de los deportistas que participarán en las competencias internacionales) sin que esté disponible toda la información necesaria para tomar una decisión. Al efecto, propuso cambiar la expresión “último cuatrimestre” por “último trimestre”.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso acoger la observación del Honorable Senador señor Orpis e indicar, como lo solicita el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, que la segunda asamblea de las federaciones deportivas nacionales se desarrollará en el último trimestre del año.


- Sometida a votación la indicación Nº 9, fue aprobada, con las modificaciones ya indicadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


La norma aprobada pasa a ser artículo 40 E.

- - -

Artículo 40 bis f


Este precepto dispone que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22 del reglamento, para ser director de una federación deportiva, se deberá acreditar que se cumple con los siguientes requisitos: contar con estudios académicos superiores en materia deportiva y haber ejercido como directivo de la organización a la que representa u otra en que haya participado, referida a la disciplina deportiva de la federación.


A su respecto, se presentó la indicación Nº 10, también de la Honorable Senadora señora Alvear. Mediante ella se propone sustituir el texto aprobado en general por el siguiente:

 
“Artículo 40 bis f.- Sin perjuicio de las exigencias establecidas para ser director de una organización deportiva, los candidatos a igual cargo en una Federación Deportiva Nacional deberán además acreditar a lo menos un año de antigüedad como dirigente de su respectiva organización de base y haber aprobado un curso de capacitación en materias de gestión y administración deportiva. Se aceptarán para ello aquellos cursos aprobados por el Instituto, impartidos por organizaciones deportivas u otras instituciones autorizadas por el mismo.


Este requisito no se exigirá a los dirigentes que acrediten estar en posesión de un título universitario de carreras de a lo menos ocho semestres de duración.”.


Los miembros de la Comisión notaron que los requisitos para ocupar el cargo de director de una organización deportiva no se encuentran en la Ley del Deporte sino en el artículo 22
 del reglamento que regula esta materia. Estuvieron de acuerdo que lo anterior no es adecuado ya que tales requisitos debe fijarlos el legislador.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes explicó que ese reglamento, que está contenido en el decreto supremo Nº 59, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, de 2001, regula, en lo no previsto en la ley, la organización y funcionamiento de las organizaciones deportivas. Señaló que la indicación en análisis establece exigencias adicionales para poder integrar el directorio de una federación deportiva nacional, lo que supone el cumplimiento de los requisitos para ser director de una organización de base. Manifestó que la única parte de ella que podría generar algunas dudas es la exigencia de contar con un año de antigüedad en la organización de base. Explicó que si bien ese criterio también está en el reglamento, tal vez sería conveniente suprimirlo en la norma propuesta.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que todos los requisitos para ser director de una federación deportiva nacional deberían estar contenidos en la ley, debiéndose al efecto evitarse los reenvíos a cuerpos reglamentarios.


El Honorable Senador señor Espina consultó cuál era la razón por la cual se requieren estudios especiales para ser dirigente en una federación deportiva nacional.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió la duda planteada, y señaló que no es claro cuál es el catálogo de cursos disponibles que cumplen esta condición, y si ellos se imparten también en regiones.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que la falta de capacitación y conocimiento de los dirigentes chilenos ha sido un problema constante para el Instituto. Agregó que uno de los objetivos de esta iniciativa es mejorar la gestión deportiva, para lo cual se requiere que los dirigentes se preparen adecuadamente para cumplir con los deberes que les fija la ley y reglamento.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, indicó que esta exigencia está motivada por la experiencia cotidiana del Instituto y del Comité Olímpico de Chile. Relató que muchos representantes de las actuales federaciones deportivas nacionales desconocen aspectos básicos del manejo contable de las organizaciones deportivas y del sistema de rendición de cuentas de los fondos públicos asignados para desarrollar sus actividades. Señaló que por esta causa hay entre diez a quince federaciones que en estos momentos tiene sus procesos de rendición de cuentas pendientes u objetadas, lo que les impide ser receptoras de fondos públicos, situación que perjudica directamente a los deportistas que ellas agrupan. Manifestó que la gran mayoría de estas situaciones no se debe a manejos ilícitos de dichos fondos públicos sino sencillamente al desconocimiento de los procedimientos contables para llevar y rendir cuenta de su gasto.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, explicó que la capacitación de los dirigentes es un punto crítico para el Comité Olímpico Internacional. Señaló que esta instancia destina recursos a la iniciativa “Solidaridad Olímpica”, que tiene por finalidad solventar recursos para el deporte federado en todo el mundo. Indicó que esta iniciativa distribuye fondos que recibe nuestro país a través de la institución que representa, la cual desarrolla al año cinco cursos de capacitación para dirigentes deportivos, muchos de los cuales se dictan en las distintas provincias del país. Además, precisó, el Comité Olímpico de Chile realiza en nuestro país numerosas capacitaciones con el apoyo del Instituto Nacional de Deportes de Chile. Finalizó indicando que estas actividades educacionales son, por lo general, sin costo para los asistentes.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que en el texto aprobado en general se exigía que los directores tuvieran estudios académicos superiores en materia deportiva. En cambio, la indicación disminuye esa exigencia a un curso de administración y gestión deportiva.


El Honorable Senador señor Orpis se mostró de acuerdo con esta exigencia, e indicó que hay que tener presente que no se trata de un requisito aplicable a los dirigentes de organizaciones de base, sino a los directores de las federaciones nacionales, de cuyo desempeño generalmente depende el éxito o el fracaso de toda una disciplina deportiva.


El Honorable Senador señor Espina planteó que la redacción de la disposición era compleja, porque parece permitir distinguir entre cursos de capacitación en materia de gestión y administración impartidos por organizaciones deportivas  -cuyo contenido y caracterización no es claro-, y otros que deben ser aprobados por el Instituto Nacional de Deportes.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Orpis indicaron que la idea es que todos los cursos que se efectúen para cumplir este requisito deben contar con la autorización previa del Instituto Nacional de Deportes.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz-Tagle, puntualizó que todos los cursos que se dictan son efectuados por el  Instituto o por organismos externos que cuentan con la autorización previa de aquél para realizarlos.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso zanjar el tema sustituyendo el inicio de la última oración del primer inciso de la indicación y establecer que “solo se aceptarán aquellos (cursos) que hayan sido impartidos o reconocidos por el Instituto Nacional de Deportes”, de forma tal que quede claro que valdrán como capacitaciones habilitantes únicamente las que estén aprobadas con anterioridad por la autoridad competente.


Asimismo, se propuso que todos los requisitos para ser dirigente de una federación deportiva estén establecidos en la ley y no en un reglamento.


En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso que la edad mínima para ser dirigente de una organización deportiva debía ser 21 años de edad y no 18 años como establece actualmente el reglamento. Asimismo, señaló que debía eximirse del curso de gestión y administración deportiva a quienes acrediten estar en posesión de un título profesional y no uno de carácter universitario. Explicó que de esta manera se permite que más personas puedan acceder a la condición de dirigentes deportivos.


El resto de la Comisión consideró apropiadas estas propuestas de modificaciones. 


En consideración a lo anterior, se estimó conveniente consagrar los siguientes criterios:


1.- Que en la ley se establezcan todos los requisitos para ser elegido dirigente de una Federación Deportiva Nacional.


2.- Precisar que sólo los cursos de capacitación que hayan sido impartidos por el Instituto Nacional de Deportes o reconocidos por este organismo serán válidos para acceder al cargo de director de una FDN.


3.- Eximir de este último requisito a quienes estén en posesión de un título profesional de carreras de a lo menos ocho semestres de duración.


En una sesión posterior, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala, presentó la indicación número 10 A para remplazar el artículo 40 bis f, por el siguiente:


“Artículo 40 F.- Para ser elegido director de una FDN se requerirá cumplir con los siguientes condiciones:

a) Ser chileno o extranjero con residencia por más de tres años en el país.

b) Tener, a lo menos, veintiún años de edad

c) Acreditar que el club del que se es socio tiene un año de antigüedad en la FDN.

d) No ser miembro de la Comisión Electoral de la FDN, y

e) Haber aprobado un curso de capacitación en materias de gestión y administración deportiva. Solo se aceptarán aquellos que hayan sido impartidos o reconocidos por el Instituto para esos efectos.

Este último requisito no se exigirá a los dirigentes que acrediten estar en posesión de un título universitario o profesional de carreras de a lo menos ocho semestres de duración.

Para ser elegido en los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de una FDN se necesitará, además, ser director o ex director de la propia federación o de alguna de las organizaciones que forman parte de ella.

La personas que hayan desempeñado los cargos señalados en el inciso anterior en una FDN, en cualquier calidad, durante ocho años continuos o discontinuos, no podrán ser electas ni reelectas en ningún cargo del Directorio, salvo que hubieren transcurrido, a lo menos, cuatro años desde que concluyó su último ejercicio.”.

Al iniciarse el estudio de esta indicación, se tuvo en cuenta que en concordancia con lo previamente anunciado a propósito de la modificación a la letra k) del artículo 39, correspondía establecer un límite a la reelección de los cargos directivos de una Federación Deportiva Nacional.

El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que en la indicación del Ejecutivo se agregaban dos ideas nuevas que no estaban contenidas en la indicación número 10 de la Honorable Senadora señora Alvear.

La primera establece que para ser elegido en los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de una FDN se necesitará, además, ser director o ex director de la propia federación o de alguna de las organizaciones que forman parte de ella.

En segundo lugar, que las personas que hayan desempeñado los cargos señalados en el inciso anterior en una Federación Deportiva Nacional, en cualquier calidad, durante ocho años continuos o discontinuos, no podrán ser electas ni reelectas en ningún cargo del Directorio, salvo que hubieren transcurrido, a lo menos, cuatro años desde que concluyó su último ejercicio. 

Agregó que ambas normas mejoraban la gestión de las Federaciones Deportivas Nacionales y garantizaban la adecuada renovación de sus cargos directivos.

Sometida votación la indicación número 10 A del Ejecutivo, fue aprobada, con enmiendas de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Con la misma votación se dio aprobada con modificaciones la indicación número 10, subsumida en la nueva redacción del artículo 40 F.

- - -

Artículo 40 bis g


En este precepto se dispone que los miembros del directorio de las federaciones durarán cuatro años en sus cargos, no pudiendo ser reelegidos consecutivamente.



En relación con esta norma, se presentó la indicación Nº 11, de la Honorable Senadora señora Alvear, que propone sustituir la referida disposición por la siguiente:


“Artículo 40 bis g.- No podrán ser directores de las FDN:


a) Las personas sancionadas con inhabilitad por el Tribunal del Deporte durante el lapso que dure su suspensión o privación del derecho a ser elegido.


b) Las personas condenadas por delitos contemplados en las leyes que sancionan hechos de violencia en los recintos deportivos y en aquellas que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.


c) Las personas condenadas por delitos cometidos con ocasión del ejercicio del cargo de director o miembro de una organización deportiva.


d) Los fallidos o los administradores o representantes legales de personas fallidas condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta.


e) Las personas condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, cualquiera sea la condena impuesta o efectivamente cumplida.”.


Al iniciarse la discusión de esta proposición, la Honorable Senadora señora Alvear precisó que en esta indicación se abordan materias que dicen relación con las inhabilidades para ejercer el cargo de director de una Federación Deportiva Nacional (FDN). Puntualizó que en la letra a) de la indicación se refiere a la prohibición que pesa sobre los condenados a la pena de inhabilidad para ocupar cargos en organizaciones deportivas. Dicha sanción, agregó, será impuesta por un Tribunal del Deporte, órgano cuya denominación y estructura se analiza en una disposición posterior.


Respecto del segundo literal de la indicación, el Honorable Senador señor Espina observó que tanto la ley de violencia en los estadios como la que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes contiene tipos que tienen la categoría de faltas. Agregó que quienes incurren en tales conductas también deberían quedar inhabilitados para desempeñar el cargo de director en una federación deportiva nacional. En razón de ello, propuso remplazar en el literal b) de la indicación la expresión “delitos contemplados” por “infracciones contempladas”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros integrantes aprobó, con la modificación ya indicada, la indicación Nº 11. Concurrieron a este acuerdo los  Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


En una sesión posterior, y como consecuencia de la aprobación de la creación del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo, se sometió a votación de la Comisión la siguiente redacción para la letra a) de la indicación número 11. 


“a) Las personas sancionadas con inhabilidad  por el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo, durante el lapso que dure su suspensión o privación del derecho a ser elegido.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó esta nueva redacción.


Esta disposición se incorpora como nuevo artículo 40 G al proyecto.

- - -

Artículo 40 bis h


El texto aprobado en general establece que no podrán ser directores de las federaciones deportivas nacionales:


a) Las personas que hayan sido procesadas, formalizadas o condenadas por delitos contemplados en las leyes que sancionan hechos de violencia en recintos deportivos y establecen normas sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas; 


b) Las personas que hayan sido procesadas, formalizadas o condenadas por delitos en el ejercicio de cargos de director o como miembro en la misma federación o en otra organización deportiva, y


c) Aquellos funcionarios públicos que por la naturaleza de sus funciones, puedan comprometer los intereses de la federación deportiva que pretende dirigir.


En relación con este texto, la Honorable Senadora señora Alvear presentó la indicación Nº 12. Mediante ella se propone sustituir dicho texto por el siguiente:


“Artículo 40 bis h.- En el ejercicio de sus funciones, los directores de las Federaciones Deportivas Nacionales responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a su organización. El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de su directorio, deberá dejar constancia de su oposición en el acta respectiva, de lo cual deberá darse cuenta en la siguiente Asamblea Ordinaria.”.


Al justificar esta sustitución, la Honorable Senadora señora Alvear indicó que los impedimentos para ser director de una federación deportiva ya estaban establecidos en el artículo precedente, razón por la que no se justificaba mantener el texto aprobado en general. Agregó que, en cambio, era fundamental precisar el tipo de responsabilidad a la que quedarían sujetos los directores de la Federaciones Deportivas Nacionales.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, indicó que esta nueva redacción tiene en vista los distintos tipos de responsabilidad civil que puede tener una persona que participa en la gestión de un asunto. Agregó que los directores de federaciones deportivas nacionales no reciben remuneraciones por sus labores, pero que el encargo que efectúan tiene un sentido fiduciario, por lo que se considera apropiado ocupar el estándar de la culpa leve.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, aprobó, sin enmiendas, esta indicación.


La norma aprobada pasa a ser artículo 40 H.

- - -

Artículo 40 bis i


El texto aprobado en general dispone que los directores de las Federaciones deportivas nacionales no podrán:


a) Proponer modificaciones de estatutos o adoptar políticas o decisiones que no tengan por objeto el interés de la federación;


b) Impedir u obstaculizar las investigaciones destinadas a establecer su propia responsabilidad o la de sus dependientes en la gestión de la federación;


c) Inducir a sus dependientes o a los miembros de la comisión de auditoría o revisora de cuentas, a rendir cuentas irregulares, presentar informaciones falsas u ocultar información;


d) Presentar a las organizaciones miembros de la federación informaciones falsas u ocultarles antecedentes de carácter esencial;


e) Tomar en préstamo dinero o bienes de la federación o asignados a ésta en provecho propio, de su cónyuge, de sus parientes, representados o de sociedades en las que participen;


f) Usar en beneficio propio o de terceros relacionados las oportunidades comerciales de que tuvieren conocimiento en razón de su cargo, y


g) En general, practicar actos ilegales o contrarios a los estatutos o al interés de la federación o usar de su cargo para obtener ventajas indebidas para sí o para terceros relacionados, en perjuicio del interés de la federación.


En relación con este texto, se presentó la indicación Nº 13, de la Honorable Senadora señora Alvear. Mediante ella se propone sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40 bis i.- Las FDN no podrán realizar actos, contratos u operaciones en que uno o más de sus directores tengan interés, a menos que sean aprobadas por el directorio por unanimidad, con exclusión del director involucrado y a condición que se ajusten a valores de mercado y se den a conocer en la memoria que se presentará a la Asamblea Ordinaria siguiente. Se entenderá que un director tiene interés, sea por sí o como representante de otra persona natural o jurídica cuando en la operación de que se trate deba intervenir el mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o tercero de afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea representante o dueño directo o a través de otras personas de un diez por ciento o más del interés social o lo sean algunos de sus parientes. La infracción a esta norma será considerada causal de inhabilidad perpetua para ser dirigente deportivo respecto del director afectado por el interés y hará responsable solidariamente a los miembros del Directorio de los perjuicios ocasionados a la federación y a terceros.”.


Los Honorables Senadores señores Orpis y Larraín, don Hernán, plantearon que permitir que los directores de las federaciones deportivas nacionales puedan acordar que la entidad que representan contrate con ellos o con personas que están relacionadas con ellos, abre la puerta para que se cometan irregularidades que terminen beneficiando a determinados directores y perjudicando al deporte. En razón de lo anterior, abogaron por prohibir completamente estas prácticas.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que hay ciertas actividades deportivas que no se pueden desarrollar sin que la federación respectiva pueda disponer de bienes o servicios que prestan habitualmente sus dirigentes. Expresó que impedir a todo evento estas prácticas es extremar las cosas y desconocer la realidad, y por ello es preferible regular detalladamente esta situación en vez de prohibirla absolutamente.


Hizo presente que la indicación impone la pena de inhabilidad perpetua al director afectado, aunque no haya conocido ni podido conocer la situación que lo ligaba con la empresa que ofició de contraparte en la gestión. Explicó que este caso puede darse, porque la prohibición que acá se discute abarca a las entidades en las que tengan participación los parientes del director involucrado hasta el cuarto grado de consanguinidad o tercero de afinidad, aunque dicha participación sea minoritaria y a través de una sociedad anónima o por acciones.


Agregó que la propuesta en estudio ocupa la voz “intervenir” en la operación de que se trate, sin especificar si ello considera cualquier participación en la gestión en cuestión o alguna actuación jurídica específica. Indicó que este punto también avala la necesidad de regular de mejor manera esta figura.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz-Tagle, puntualizó que debe existir una forma regulada para que las federaciones deportivas nacionales puedan contratar con sus directores o con entidades relacionadas a ellos. Hizo presente que una prohibición absoluta en esta materia haría peligrar el desarrollo de muchas disciplinas deportivas pequeñas en las que algunos dirigentes históricos han proveído o proveen, de manera permanente, gratuita o a un costo muy bajo, los medios esenciales para su desarrollo. 


Señaló que para controlar esta situación es preferible regular detalladamente la figura en la ley, pero en ningún caso prohibirla de plano.


En otro orden de materias, señaló que la pena de inhabilidad perpetua para ser dirigente, sin ninguna clase de gradación, parece ser exagerada respecto de aquel dirigente que no conocía o no podía conocer la inhabilidad de parentesco que lo vinculaba con un oferente de un servicio o bien que quiere adquirir la federación.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, añadió que la norma propuesta es muy parecida a la que hoy establece la Ley sobre Sociedades Anónimas. Expresó que imponer una prohibición absoluta de contratación impediría que las federaciones deportivas nacionales tuvieran cualquier tipo de arreglo con entidades educativas en las que tenga alguna participación uno o más de sus directores, lo que va contra el espíritu general de la legislación sobre el deporte, que intenta propender su desarrollo al interior de los establecimientos educacionales, y desincentivaría a muchas personas muy calificadas para participar como directores en las nuevas federaciones deportivas nacionales.


Los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Orpis, manifestaron que aunque es atendible que existan casos particulares en que la contratación entre una federación y sus directores o entidades relacionadas podría estar justificada, la regla general es que una disposición de este tipo da pie para que se produzcan irregularidades, por lo que mantuvieron su opinión en torno a la idea de que en principio esta modalidad de actuación debe quedar prohibida.


Con todo, señalaron que podrían considerar una disposición que establezca que, de manera excepcional y siempre que el director sea el único oferente del bien o servicio al que necesita acceder la federación, se puede permitir, con los resguardos necesarios, que las federaciones acuerden ciertos actos con los directores o entidades relacionadas a ellos, siempre que no sean a título oneroso y que estén debidamente reglamentados.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que podrían analizarse fórmulas en el sentido señalado, para lo que debería tenerse en vista otras normas que regulan situaciones similares. Además, consideró necesario estudiar y aprobar alguna fórmula que establezca un sistema de graduación a la pena de inhabilidad que esta disposición plantea contra el director infractor.


En una sesión posterior, la Comisión consideró la siguiente redacción que perfecciona el texto de la indicación Nº 13:


“Artículo 40 I.- Las FDN no podrán realizar actos o celebrar contratos onerosos en que uno o más de sus directores tengan interés.


Se entenderá que un director tiene interés en un acto o contrato cuando él, su cónyuge o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive deban intervenir en su ejecución o celebración. Asimismo, cuando tal acción se realice mediante sociedades o empresas en las cuales él o alguna de las personas mencionadas sean directores o dueños del diez o más por ciento de su capital.


Cuando un director de la Federación sea el único oferente de un bien o servicio indispensable para el desarrollo de la organización, el directorio podrá acordar, por la unanimidad de sus integrantes y con exclusión del mencionado director, que se adquiera dicho bien o se contrate el mencionado servicio siempre que su precio se ajuste a los valores de mercado y se dé a conocer el indicado acto o contrato en la memoria que se presentará a la Asamblea ordinaria siguiente.


Los directores que vulneren esta prohibición serán sancionados con la inhabilitación para desempeñar el cargo de dirigentes deportivos por el plazo de diez años, sin perjuicio de responder por los perjuicios ocasionados a la federación y a terceros.”.


A su vez, el Subsecretario de Deportes hizo llegar a la Comisión la siguiente proposición de redacción alternativa para el artículo 40 bis i.


“Artículo 40 bis i.- Las Federaciones Deportivas Nacionales no podrán celebrar actos, contratos u operaciones de naturaleza onerosa en que uno o más de sus directores tengan interés, a menos que cumplan los siguientes requisitos:


a) Que sean aprobadas por la unanimidad del directorio, con exclusión del director involucrado.


b) Que se ajuste a valores de mercado.


c) Que se den a conocer en la memoria que se presentará a la Asamblea ordinaria siguiente.


Se entenderá que un director tiene, sea por sí o como representante de otra persona natural o jurídica, cuando en la operación que se trate deba intervenir el mismo, su cónyuge o personas ligadas a él hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad o las sociedades o empresa en las cuales sea dueño de más de un diez por ciento del capital social.


Los directores que vulneren lo establecido en este artículo serán sancionados con la inhabilitación para desempeñar el cargo de dirigente deportivo por el plazo de cinco años, sin perjuicio de responder por los perjuicios ocasionados a la federación y a terceros.”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que esta norma generó un amplio debate y, en definitiva, se excluyó la posibilidad de que el directorio pudiera, bajo algunos criterios, admitir negocios entre un director con la FDN que dirige, para evitar toda suspicacia. Indicó que la única excepción a ello es el caso de servicios que sean indispensables y proporcionados de manera única por un director. En ese sentido, observó que la idea contenida en la propuesta del Ejecutivo  fue expresamente rechazada con anterioridad.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz-Tagle, insistió que hay federaciones muy pequeñas en la que los servicios que proporcionan los directores son indispensables para el desarrollo de sus actividades deportivas y que, en contraste con ello, el concepto que se aprobó, solo considera la posibilidad del oferente único.


Indicó que en la práctica se procede de la forma en que señala la proposición del Ejecutivo, pues el Instituto emite en estos casos resoluciones fundadas que autorizan pagos a relacionados del directorio de una federación nacional cuando hay condiciones técnicas especiales que así lo ameritan, las que han sido controladas y aprobadas por la Contraloría General de la República.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, expresó que lo que señala el señor Subsecretario es efectivo, y que en consecuencia debería quedar una salida cuando se trata de un director que es el único oferente de un servicio o producto indispensable.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, expresaron que no comparten la visión de la proposición del Ejecutivo, y prefieren aprobar la indicación número 13, perfeccionada en los términos en que se planteó precedentemente.


- Sometida a votación la indicación Nº 13, modificada en los términos planteados por los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


La disposición aprobada se incorpora como nuevo artículo 40 I.

- - -

Artículo 40 bis j


Este artículo dispone que los directores de las federaciones deportivas nacionales, en el ejercicio de sus cargos, responderán hasta por culpa leve, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera afectarles.


En relación con esta norma, la Honorable Senadora señora Alvear presentó la indicación número 14 que propone sustituir la referida disposición por la siguiente:


“Artículo 40 bis j.- Las FDN deberán llevar contabilidad completa de sus operaciones. El balance anual respectivo deberá ser auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Dicho balance, los estados financieros y la memoria del directorio deberán hacerse llegar a las respectivas organizaciones de base por cualquier medio apto, con a lo menos quince días de anticipación a la fecha de la Asamblea que debe pronunciarse sobre ellos, debiendo además publicarse en lugares visibles en la sede de la Federación o en el sitio electrónico de ésta, con la misma anticipación.


Sin perjuicio de las facultades de fiscalización y supervigilancia permanentes del Instituto, las FDN deberán, en el mes de mayo de cada año, remitirle una copia del balance del año inmediatamente anterior, de los estados financieros y del informe de resultado de la auditoría externa correspondientes. Mientras no sea remitida esta información, el Instituto no transferirá nuevos fondos a la respectiva Federación Deportiva Nacional. Los estados financieros de las FDN serán publicados por el IND en su sitio electrónico institucional.


Aquellas Federaciones Deportivas Nacionales que se encuentren inhabilitadas por cualquier causa para recibir recursos del Instituto, podrán ser sometidas a la administración externa de dichos recursos, por resolución fundada del Director Nacional. En tal caso, el administrador podrá llevar a cabo los proyectos deportivos financiados con recursos públicos que estén en ejecución y los nuevos que correspondan a planes o programas deportivos aprobados por el instituto para el desarrollo de la disciplina o de los deportistas. Si la inhabilitación para recibir recursos se prolongare por más de seis meses, cesará el derecho de la FDN establecido en el primer inciso del artículo siguiente, en el tiempo que medie entre el cumplimiento del plazo señalado y su rehabilitación para recibir recursos.


Subsanada la inhabilitación cesará la administración externa respecto de los proyectos nuevos, pero continuará respecto de los que esté ejecutando el administrador.


Los administradores externos serán designados a partir de una nómina de personas o entidades idóneas aprobada por resolución fundada del Director Nacional del Instituto.”.


Al iniciarse el estudio de esta indicación, la Honorable Senadora señora Alvear explicó que el propósito de la disposición es hacer más eficiente la gestión de los fondos públicos manejados por las federaciones, y no perjudicar a los deportistas con los usuales bloqueos de nuevos recursos que el Instituto Nacional de Deportes impone cuando las entidades que los agrupan no han rendido cuenta de forma oportuna y satisfactoria de los fondos públicos que han recibido. Manifestó que para lograr este objetivo se establece la figura del administrador externo, que nombrará el Estado para continuar el giro y el aporte de fondos públicos a las federaciones objetadas.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que el inciso tercero establece que procede la administración externa cuando se trata de federaciones deportivas nacionales que se encuentran inhabilitadas por cualquier causa para recibir recursos del Instituto, lo que a su juicio es demasiado amplio y abre espacio a una excesiva discrecionalidad del órgano público. 


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que el artículo 14 de la ley Nº 19.712 establece una regla genérica que permite que el Instituto Nacional de Deportes supervigile y fiscalice a las organizaciones deportivas. 


Señaló que esa atribución está reglamentada en el artículo 43 del decreto supremo Nº 59, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, de 2001, cuyo inciso segundo permite requerir a las organizaciones deportivas para que entreguen las actas de sus asambleas; las cuentas, balances y memorias aprobadas; los libros de contabilidad, de inventarios y de remuneraciones; los documentos que dan cuenta  sobre la oportunidad y forma en que han sido elegidos los directores, y toda otra clase de informes. Explicó que la no presentación en forma oportuna y completa de los antecedentes anteriormente enunciados es la causa que permite que el Instituto pueda suspender provisoriamente la entrega de recursos públicos a la organización deportiva incumplidora.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que la indicación propuesta parece apropiada porque termina con el bloqueo de fondos que afecta el desarrollo de algunas disciplinas deportivas, pero resguarda a la vez el erario público. En relación con la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Orpis, manifestó que la facultad de intervención que se prevé está regulada en las normas reglamentarias ya citadas. Para evitar interpretaciones disímiles propuso especificar que la inhabilitación de la entidad deportiva para recibir recursos públicos se deba a una causa establecida en la ley o los reglamentos.


El Honorable Senador señor Orpis se mostró de acuerdo con la proposición y anunció que retira su objeción si esa idea es acogida por la Comisión.


El señor Subsecretario de Deportes manifestó que no se contemplan fondos específicos para remunerar al administrador externo que se nombre cuando procedan los supuestos para hacerlo, por lo que sugirió que se apruebe una regulación que permita remunerar a ese profesional con cargo a los fondos que debe administrar.


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Alvear señaló que si bien había un amplio consenso en aprobar una norma como la propuesta, con las modificaciones anteriormente sugeridas por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán y por el señor Subsecretario, resultaba indispensable que esta materia fuera respaldada por Ejecutivo.


En una sesión posterior, el Ejecutivo, haciéndose cargo de esta inquietud presentó, previa autorización de la Sala, la indicación número 14 A, que recoge los temas considerados en la indicación número 14, más las sugerencias de enmiendas planteadas precedentemente.


El texto de dicha indicación es el siguiente:

Sustituir el artículo 40 bis j por el siguiente 

“Artículo 40 J.- Las FDN deberán llevar contabilidad completa de sus operaciones. El balance anual respectivo deberá ser auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Dicho balance, los estados financieros y la memoria del directorio deberán hacerse llegar a las respectivas organizaciones de base por cualquier medio apto, con a lo menos quince días de anticipación a la fecha de la Asamblea que debe pronunciarse sobre ellos, debiendo además publicarse en lugares visibles en la sede de la Federación o en el sitio electrónico de ésta, con la misma anticipación.

Sin perjuicio de las facultades de fiscalización y supervigilancia permanentes del Instituto, las FDN deberán, en el mes de mayo de cada año, remitirle una copia del balance del año inmediatamente anterior, de los estados financieros y del informe de resultado de la auditoría externa correspondientes. Mientras no sea remitida esta información, el Instituto no transferirá nuevos fondos a la respectiva Federación Deportiva Nacional. Los estados financieros de las FDN serán publicados por el IND en su sitio electrónico institucional.

A las FDN no se les aplicará el artículo 557 del Código Civil.

Aquellas Federaciones Deportivas Nacionales que se encuentren inhabilitadas  para recibir recursos del Instituto, por una causal establecida en esta ley o en sus reglamentos, podrán ser sometidas a la administración externa de dichos recursos, por resolución fundada del Director Nacional. Dicha administración la ejercerá el Comité Olímpico de Chile o un tercero nominado de común acuerdo entre el Presidente del señalado Comité y el Director Nacional del Instituto. 

Si la inhabilitación para recibir recursos se prolongare por más de seis meses, cesará, de pleno derecho, la vigencia del Directorio de la Federación respectiva. No obstante lo anterior, el referido Directorio se encontrará facultado y deberá llamar a elecciones dentro de los 15 días hábiles siguientes al cumplimiento del plazo señalado, no pudiendo participar en ellas ninguno de sus miembros. 

El administrador externo podrá llevar a cabo los proyectos deportivos financiados con recursos públicos que estén en ejecución y los nuevos que correspondan a planes o programas deportivos aprobados por el instituto para el desarrollo de la disciplina o de los deportistas.

Subsanada la inhabilitación cesará la administración externa respecto de los proyectos nuevos, pero continuará respecto de los que esté ejecutando el administrador.

Los honorarios de los administradores externos en caso alguno excederán del 10% del monto total del proyecto respectivo y podrán ser solventados con cargo a los recursos públicos considerados en los proyectos deportivos que administren.”.


La Comisión, luego de ponderar el contenido de la indicación número 14 A y de constatar que en ella se recoge gran parte de los planteamientos contenidos en la indicación número 14, resolvió acogerla con enmiendas de forma.


Concurrieron a este acuerdo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. 


Con la misma votación se dio por aprobada, con enmiendas, la indicación Nº 14, subsumida en la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo.

Artículo 40 bis k


En este artículo se establece que las federaciones deportivas nacionales llevarán contabilidad separada respecto de los ingresos y gastos que administren. Agrega que el balance respectivo deberá ser auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros, y publicarse un extracto del mismo en los espacios comunes de las dependencias de la federación o en el portal de Internet oficial de ésta, por un término de 90 días desde su aprobación por la comisión de auditoría o revisora de cuentas del artículo 40 de esta ley.


A su respecto, se presentó la indicación Nº 15, de la Honorable Senadora señora Alvear, mediante la cual se propone sustituir esta disposición por la siguiente:


“Artículo 40 bis k.- Las FDN tendrán derecho a obtener recursos del Estado para financiar los gastos necesarios para su administración, tales como remuneraciones de personal, arriendo de oficinas, gastos comunes y expensas similares, además de los gastos de traslado para la realización de sus asambleas. Estos recursos se financiarán con cargo al porcentaje asignado a las Federaciones Deportivas Nacionales de las entradas del sistema de pronósticos y apuestas establecido en la ley Nº 18.768, modificada por la ley Nº 19.135 y, en lo que no cupiere, con los recursos que el Instituto Nacional del Deporte destine a este efecto, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.


Estas federaciones podrán organizar producir y comercializar espectáculos deportivos de su respectivo deporte como también realizar actividades económicas relacionadas con sus fines e invertir sus recursos de la manera que acuerden sus órganos de administración. Las rentas que se perciban sólo podrán destinarse a los fines de la Federación y en caso alguno podrán distribuirse a sus asociados.


Las FDN estarán exentas del Impuesto de Timbres y Estampillas contenido en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, en todos aquellos actos y contratos que celebren para la consecución de sus fines como igualmente de los derechos e impuestos municipales por la actividades que realizan en sus sedes.


Los programas, proyectos y actividades de las Federaciones Deportivas Nacionales podrán presentarse en cualquier época y tendrán una tramitación preferente cuando ellos se refieran a la participación de sus delegaciones en eventos internacionales o la realización en Chile de competiciones internacionales.”.


La Honorable Senadora señora Alvear explicó que esta indicación es fruto del trabajo realizado conjuntamente con representantes del Instituto Nacional de Deportes. Agregó que en ella se regula la forma en que se tratarán los fondos provenientes del erario nacional que reciban las federaciones. En todo caso, hizo presente que una norma de este tipo requerirá del respaldo del Ejecutivo pues trata de materias que son de su iniciativa exclusiva.


Seguidamente, el Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, expresó que la indicación en discusión trata varios asuntos referidos a la forma como se financian las Federaciones Deportivas Nacionales.


Hizo presente que el Instituto Nacional de Deportes aporta fondos a las federaciones para su gestión habitual, pero ello no considera los gastos de traslado y alojamiento que podrían tener que enfrentar los representantes de las asociaciones deportivas, por ejemplo, cuando se celebran las asambleas obligatorias.


Añadió que la proposición relativa a la exención del impuesto de timbres y estampillas se justifica porque es habitual que las federaciones deban endosar letras de cambio con el fin de asegurar la devolución sin daños de muebles o inmuebles que se utilizarán para la realización de competencias deportivas. Señaló que estas operaciones están gravadas con el impuesto de timbre y estampillas, lo que las encarece.


Seguidamente, señaló que la proposición también aclara que las federaciones podrán producir y comercializar espectáculos deportivos y realizar otras operaciones anexas. Explicó que esta norma soluciona un problema de común ocurrencia en el desarrollo de estas actividades, cual es que las autoridades que deben visarlas, a veces no otorgan el permiso correspondiente amparándose en la norma vigente que prescribe que las federaciones no tendrán fines de lucro. Explicó que la organización de competencias y eventos deportivos es el giro propio de estas organizaciones, y es muy común que con ocasión de su realización se puedan obtener fondos para el desarrollo de los fines de la institución. Al respecto, observó que proscribir esta situación impondría al Estado el deber de financiar el ciento por ciento del gasto del deporte federado. 


Puntualizó que la norma en discusión prohíbe  además, y de manera expresa, que los fondos provenientes de estas actividades comerciales sean distribuidos entre los asociados que integran la federación que los percibió.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su acuerdo con la primera idea planteada, pues consideró que el aporte estatal a las federaciones debe servir no sólo para financiar las actividades deportivas organizadas por las federaciones, sino también los gastos necesarios para una apropiada gestión interna.


Añadió que también le parece razonable que se establezca que el Instituto Nacional de Deportes se encargará del financiamiento de las federaciones deportivas nacionales, en la parte que no cubra la ley de sistemas de pronósticos y apuestas.


Por otro lado, manifestó que no es adecuado que la ley prohíba de manera categórica, tal como lo propone la indicación, que las federaciones deportivas nacionales puedan distribuir entre sus asociados los recursos provenientes de la explotación comercial de los espectáculos deportivos. Explicó que una federación deportiva nacional está integrada por asociaciones deportivas regionales, las que muchas veces participan de manera activa en los eventos deportivos por medio de deportistas que provienen de los clubes que integran, pero a nivel regional es común que estas asociaciones no logren organizar eventos lo suficientemente masivos como para recaudar utilidades. En razón de lo anterior, sugirió que se estudie la posibilidad de permitir un traspaso de recursos hacia las asociaciones que integran una federación. Para ello, propuso eliminar la frase final del inciso segundo de la indicación.


En relación con lo dispuesto en el inciso final de la indicación, estimó que es muy positivo que se permita que los proyectos de las federaciones, sobre todo aquellos que requieren financiamiento, puedan ser presentados en cualquier época del año, porque es común que un resultado afortunado en una prueba clasificatoria internacional permita que un deportista chileno obtenga un cupo en un certamen mundial, o que las buenas gestiones de los dirigentes logren que un campeonato internacional se realice en Chile. Explicó que las situaciones anteriormente detalladas no son previsibles y requieren de acceso expedito a recursos.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que aunque comparte la idea que inspira la indicación, notó que no hay disposición alguna en ella, en el resto del proyecto o en la ley vigente, que establezca de forma clara cuáles son las fuentes ordinarias y extraordinarias de financiamiento de las federaciones deportivas.


Señaló que coincidía con la opinión del Honorable Senador señor Pizarro, en el sentido que la norma que impide a una federación repartir fondos, puede no ser apropiada. Añadió que incluso sería conveniente estudiar la posibilidad de que cada federación pueda no sólo repartir sus ingresos entre las asociaciones que la componen, sino también asignar incentivos a los deportistas destacados.


Agregó que el inciso final de la indicación no especifica ante quién se debe presentar los programas, proyectos y actividades de las federaciones, por lo que sería menester señalar en este punto que el obvio remitente de esas solicitudes es el Instituto Nacional de Deportes.


El Honorable Senador señor Pizarro observó que el citado Instituto no debería ser la única repartición pública responsable de financiar el deporte, pues tal tarea debería ser función del Estado en su conjunto.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, secundó estas observaciones y planteó que cuando una federación entrega recursos provenientes de ingresos por gestiones comerciales a una de sus asociaciones o a algún deportista destacado, no está repartiendo utilidades en estricto rigor, sino que está reinvirtiendo esos recursos para el desarrollo del deporte, lo que es una forma directa de cumplir sus fines. Para aclarar lo anterior, propuso establecer que se prohíba la distribución de fondos entre los asociados de una federación, cuando ellos tengan el carácter de utilidades.


En relación con el tema planteado en el inciso final, explicó que su razón de ser es que en la práctica actual los programas y proyectos son presentados con un año de antelación cuando se trata de participación en competencias internacionales, lo que abre un espacio muy grande para contingencias que no quedarán cubiertas con los fondos asignados como, por ejemplo, cuando los deportistas nacionales obtienen una clasificación inesperada a una final, o cuando el país organizador de un evento renuncia a organizarlo y se abre la posibilidad para que dicho certamen se pueda llevar a cabo en el territorio nacional.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que uno de los elementos que deben informar la discusión de esta iniciativa es el respeto por la autonomía del deporte federado. Teniendo ello en vista, manifestó que la regulación que se apruebe debe formalizar la relación del deporte federado autónomo con nuestro Estado. Esta regulación, agregó, no debiera impedir el aporte privado a iniciativas deportivas.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, manifestó que para este Servicio las federaciones son libres de desarrollar actividades comerciales en torno a los eventos deportivos con miras de allegar recursos para el desarrollo de sus actividades propias. La disposición en cuestión pretende hacer patente este criterio.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, recordó que el financiamiento público de las federaciones deportivas nacionales está regulado en diversas disposiciones legales que no son modificadas por este proyecto de ley, por lo que el sistema de acceso a recursos estatales para financiar el deporte federado no sufrirá modificaciones. Tendiendo en vista lo anterior, propuso acoger la idea formulada por el Honorable Senador señor Larraín, haciendo en la ley una enumeración de las fuentes estatales disponibles para financiar a las federaciones.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que desiste de su proposición, pero que a lo menos debería remplazarse en el inciso primero la expresión “en lo que no le cupiere” por “si ello no fuere suficiente” o, derechamente, eliminar aquellos términos.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, manifestó que en la indicación se establece, de manera perentoria, que las federaciones tendrán siempre derecho a determinados recursos públicos. Notó que una redacción de ese tipo puede establecer rigideces innecesarias y no tiene en cuenta que los recursos públicos son asignados sopesando de manera más o menos discrecional las diferentes necesidades que presenten los distintos grupos. En razón de ello propuso remplazar la expresión inicial por “Las FDN podrán obtener recursos del Estado…”.


El Honorable Senador señor Espina recordó que las indicaciones que se analizaban fueron elaboradas por un grupo en el que participaron representantes del Poder Ejecutivo, por lo que es dable presumir que la expresión anteriormente cuestionada tuvo en principio respaldo del Gobierno.


El Honorable Senador señor Pizarro recordó que la ley de sistemas de pronósticos y apuestas deportivas establece un porcentaje fijo destinado a las federaciones, por lo que dichas instituciones, de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente, sí tienen un derecho perentorio a fondos públicos por esa vía. 


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, puntualizando que la indicación, tal como está redactada, otorga un derecho  a fondos públicos que rebasan la actual asignación de la ley de sistemas de pronósticos y apuestas deportivas.


El Honorable Senador señor Pizarro observó que la parte final del inciso primero de la indicación establece que el acceso de las federaciones a fuentes públicas de financiamiento distintas a las del sistema de pronósticos y apuestas deportivas procede sólo si hay disponibilidad presupuestaria.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que el texto de la indicación es suficientemente claro para establecer cuáles son las fuentes de financiamiento público de las federaciones deportivas. Asimismo, precisa que una asignación de ese tipo no es un derecho perentorio sino una expectativa sujeta a la disponibilidad presupuestaria, por lo que propuso aprobar el inciso primero, tal como está redactado, con excepción de la expresión “en lo que no cupiere”, la que no agrega ningún significado a la disposición y puede entorpecer su interpretación.


A esta altura del debate, se hizo presente que la indicación número 15, trata materias que corresponden a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, razón por la que fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.


Para subsanar las observaciones de constitucionalidad y otras formuladas precedentemente, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala, hizo llegar la indicación número 15A que recoge diversas ideas contenidas en la indicación número 15.

La indicación del Ejecutivo sustituye el artículo 40 bis k, por el siguiente:

“Artículo 40 K.- Las FDN tendrán derecho a obtener recursos del Estado para financiar los gastos necesarios para su administración, tales como remuneraciones de  personal, arriendo de oficinas, gastos comunes y expensas similares, además de los   gastos de traslado para la realización de sus asambleas.  Asimismo, podrán obtener recursos para financiar los gastos necesarios para  adquirir toda la implementación tecnológica computacional necesaria para el desarrollo de su actividad y proyectos. Estos recursos se financiarán con cargo al porcentaje asignado a las Federaciones Deportivas Nacionales de las entradas del sistema de pronósticos y apuestas establecido en el artículo 90 de la ley Nº 18.768, modificada por la ley Nº 19.135 y con los recursos que el Instituto destine a este efecto, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.

Estas federaciones podrán organizar producir y comercializar espectáculos deportivos de su respectivo deporte como también realizar actividades económicas relacionadas con sus fines e invertir sus recursos de la manera que acuerden sus órganos de administración. Los ingresos que se perciban sólo podrán destinarse a los fines de la Federación.

Las FDN estarán exentas del Impuesto de Timbres y Estampillas contenido en el  decreto ley Nº 3.475, de 1980, en todos aquellos actos y contratos que celebren para la consecución de sus fines, como igualmente de los derechos e impuestos municipales por la actividades que realizan en sus sedes.

Los programas, proyectos y actividades de las FDN podrán presentarse en cualquier época al Instituto y tendrán una tramitación preferente cuando ellos se refieran a la participación de sus delegaciones en eventos internacionales o la realización en Chile de competiciones internacionales.”.

El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, puntualizó que la redacción de esta norma recoge gran parte de las inquietudes que plantearon los Honorables Senadores en el estudio de esta materia.

Indicó que adicionalmente el Ejecutivo, en el inciso primero de esta indicación, hace una referencia expresa al artículo 90 de la ley Nº 18.768. Explicó que esa referencia se justifica dado que la mencionada ley tiene un carácter misceláneo.

Teniendo en cuenta que en esta indicación se recogen gran parte de las consideraciones que había analizado previamente la Comisión, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación el inciso primero, segundo y tercero de la indicación número 15 A del Ejecutivo.

El inciso primero fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores, señora Alvear y señores García; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio.


El Inciso segundo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Pizarro.


De igual manera, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó el inciso tercero de esta indicación. Votaron favorablemente, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Pizarro.


En relación con el inciso cuarto de la indicación número 14, el asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que esta disposición está concatenada con lo que señala el artículo 48 de la ley vigente
, precepto que por su redacción ha sido de difícil aplicación, pues establece que con seis meses de anticipación al período presupuestario se deben hacer las presentaciones de fondos públicos concursables para participar en una competición. Explicó que esta disposición requiere planificar con anticipación las asignaciones de los fondos públicos que recibirán las distintas federaciones deportivas a nivel nacional. 


Manifestó que actualmente hay una gran cantidad de pequeñas competencias internas o la participación en eventos internacionales, que no permiten tanta antelación para proveer a su financiamiento, pero que tampoco representan desembolsos significativos. Por otra parte, añadió, hay grandes eventos internacionales, como la organización de los juegos panamericanos, que si requieren la inversión de cuantiosos recursos, pero son de escasa frecuencia y pueden predecirse con años de antelación. En razón de lo anterior, anunció que el Ejecutivo está estudiando la revisión de esta norma.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, observó que la forma habitual que tienen las organizaciones privadas de acceder a fondos públicos es a través de las postulaciones a concursos de licitación, y puede parecer arbitrario establecer que las federaciones deportivas queden exentas de esta regla general. Para regular esta situación propuso agregar a este inciso la frase “sin perjuicio de su participación en fondos concursables”.


El Honorable Senador señor Pizarro destacó que la norma propuesta por la indicación sólo está referida a los recursos que necesitan las federaciones para participar en eventos deportivos fuera de Chile o que dicen relación con competencias internacionales. Sostuvo que tratándose de otro tipo de proyecto tiene más sentido aplicar una regla de concursabilidad.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que la mayor parte de los fondos públicos que asigna su institución a las federaciones deportivas no provienen de recursos concursables sino de fondos de asignación directa, con excepción de lo que dice relación con el financiamiento de obras de infraestructura.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, atendida a la explicación precedente, propuso aprobar el inciso final de la indicación número 15 A, en los mismos términos propuestos en ella.


La Comisión, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Pizarro, concordó con esta proposición.


La norma aprobada pasa a ser artículo 40 K.

Artículo 40 bis I


Este precepto señala que sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 del reglamento, existirá para las federaciones deportivas, un tribunal de arbitraje deportivo, en adelante el tribunal.”.


En relación con esta disposición, la Honorable Senadora señora Alvear presentó la indicación número 16. Mediante ella se propone sustituir la referida norma por la siguiente:


“Artículo 40 bis l.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, cualquiera sea el número de sus socios, estarán obligadas a elegir un Tribunal de Honor o Comisión de Ética, en la forma y oportunidad establecida en el artículo 40.”.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que esta norma tiene por objeto obligar a todas las federaciones deportivas nacionales, sin importar su tamaño o número de asociaciones que las integren, a tener un Tribunal de Honor o Comisión de Ética.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, explicó que esta norma intenta superar un vacío legal relativo a la regulación de la justicia deportiva. Señaló que el ordenamiento jurídico nacional no establece pautas claras que garanticen normas mínimas de debido proceso en este ámbito, ni reglas de competencia que permitan que los tribunales de las federaciones deportivas sancionen a los deportistas  o que permitan revisar las resoluciones de esos tribunales.


Indicó que al respecto el inciso segundo del artículo 553 del Código Civil, recientemente modificado por la ley Nº 20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública, establece que la potestad disciplinaria que tiene una Corporación sólo alcanza a sus miembros, lo significa que actualmente las federaciones deportivas sólo pueden ejercer esta facultad sobre las asociaciones y clubes que la integran, y no respecto de los deportistas que forman parte de ellas.


Para solucionar este problema –explicó- esta indicación pretenden sentar las bases de un sistema piramidal de administración de justicia deportiva, que permita a las federaciones revisar las decisiones jurisdiccionales de las asociaciones y clubes que la integran.


Agregó que en la actualidad las comisiones de ética de las asociaciones no existen o no funcionan bien, porque no hay nadie que las supervise.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que en la discusión en general de este proyecto, este tema fue uno de los que fue considerado especialmente. Indicó que entre los deportistas existe la sensación de que en materia de justicia deportiva no se aplican las normas que corresponden, ni existen órganos que puedan resolver adecuadamente los conflictos de carácter deportivo. Sostuvo que actualmente si un deportista resulta afectado por una decisión que considera arbitraria, no tiene ante quién reclamar.


El Honorable Senador señor Pizarro explicó que los tribunales de los clubes y de las asociaciones deportivas deberían ser los primeros encargados de conocer y sancionar las conductas deportivas ilícitas de deportistas y de dirigentes. Expresó que lamentablemente en la práctica hay muchas asociaciones con un grado de organización muy débil, al punto que no cuentan con su propio aparato jurisdiccional, por lo que diversos problemas que deberían ser resueltos a nivel local terminan siendo conocidos, en primera instancia, por los tribunales de honor de las federaciones.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, manifestó que en la actualidad los tribunales de honor sólo están mencionados en la ley del deporte para efectos de determinar su integración, pero estas instancias no están desarrolladas en ese estatuto ni en el reglamento que lo complementa.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que era muy importante establecer en la ley cuál es el ámbito de atribuciones de estos organismos en las entidades deportivas de base, y después regular cómo funcionará la segunda instancia ante las federaciones deportivas.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, expresó que generalmente el mal comportamiento de un dirigente en una asociación o federación deportiva repercute inmediatamente en la gestión interna de su institución, lo que genera efectos directos en el acceso regular a los fondos públicos para financiar esa actividad deportiva. Señaló que era importante hacer responsable a aquellos dirigentes de entidades privadas que reciben recursos del erario público, tal como sucede en la legislación  de otros países.


El Jefe de Gabinete del Ministro Secretario de Gobierno, señor Pablo Terrazas, explicó que la Secretaría General de la Presidencia está trabajando en un modelo que funcione en base a una lista de árbitros que maneje el Instituto Nacional de Deportes.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, observó que el Ejecutivo trabajó conjuntamente con el Instituto Nacional de Deportes, el Comité Olímpico de Chile y varios asesores de parlamentarios para generar las indicaciones que presentó la Honorable Senadora señora Alvear, por lo que no parece adecuado que aparezcan y se discutan nuevas propuestas sobre el punto, sobre todo si ellas no fueron conocidas por los demás integrantes de esa instancia.


La Honorable Senadora señora Alvear concordó con este planteamiento.


Por otra parte, explicó que parece atendible ocupar un solo término para nombrar al órgano que se propone crear. Reconoció que en la práctica las instancias que administran justicia en las asociaciones y clubes deportivos nacionales ocupan una u otra denominación, por lo que si se quiere establecer un término común sería necesario hacer numerosas modificaciones estatutarias, amén de las demás adecuaciones que requerían otras disposiciones de la Ley del Deporte. En razón de ello, se mostró partidaria de mantener ambas denominaciones.


El Presidente de la Comisión, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso aprobar la indicación haciendo presente que es indispensable precisar cuál será la competencia específica de los tribunales de honor, tanto a nivel de las organizaciones de base como de las federaciones deportivas. Asimismo, indicar que a lo menos uno de los integrantes deberá tener el título de abogado, con el fin de que asesore a los demás integrantes del Tribunal de Honor o Comisión de Ética en las resoluciones que deben adoptar. 


- Sometida a votación la indicación Nº 16, fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Este precepto pasa a ser el artículo 40 L.

Artículo 40 bis m


En este artículo del texto aprobado en general se establece que para ser miembro del tribunal del deporte se deberá estar en posesión del título de abogado y acreditar estudios académicos superiores en materia deportiva. No podrán ser miembros del tribunal, quienes se vean afectado por alguna de las inhabilidades establecidas para los directores en el artículo 40 bis h, como también, quienes posean parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo por afinidad con directores de federaciones deportivas.


A su respecto, se presentó la indicación Nº 17, cuya autora es la Honorable Senadora señora Alvear. Mediante ella se propone sustituir el mencionado artículo por el siguiente:


“Artículo 40 bis m.- Existirá también para las FDN, así como para las organizaciones a que refiere el inciso segundo del artículo 40, un Tribunal de Arbitraje Deportivo denominado Tribunal del Deporte, en adelante “el Tribunal”, compuesto por ocho abogados vinculados al deporte o con estudios superiores en materias deportivas, los cuales serán designados de la siguiente manera:


a) Dos miembros elegidos por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico de Chile;


b) Cuatro miembros designados por el Instituto, debiendo dos de ellos designarlos a propuesta, en dos ternas separadas, de las organizaciones deportivas nacionales no afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Director Nacional para este efecto;


c) Dos miembros designados por el Presidente de la República a propuesta, en ternas separadas, por las instituciones de educación superior formadoras de profesionales y técnicos de la educación física y el deporte, las que serán convocadas por el Director Nacional para este efecto.


Los miembros del Tribunal durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser designados por nuevos periodos. Las vacantes que se produzcan serán llenadas de la misma manera que establece este artículo sólo por el tiempo que le reste al miembro que genera la vacante.


La calidad de miembro del Tribunal será incompatible con la de cualquier cargo directivo en las organizaciones deportivas sujetas a su jurisdicción y les afectarán las mismas inhabilidades e incompatibilidades que las establecidas para ejercer el cargo de director de las mismas.”.


Al iniciarse el estudio de esta indicación, el asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, puntualizó que podría obtenerse el mismo objetivo que busca esta indicación si se acoge la idea de crear una Comisión Interna del Instituto Nacional de Deportes integrada en parte por personas que no tengan la calidad de funcionarios públicos. Explicó que este mecanismo facilitaría el financiamiento público de este organismo judicial deportivo, y de paso garantizaría la autonomía de las organizaciones deportivas. El sometimiento a esta Comisión sería voluntario y les permitiría a las mencionadas organizaciones acceder a recursos financieros del Estado.


El Honorable Senador señor Pizarro connotó que esta proposición  implica crear una instancia al interior de una repartición pública que, en la práctica, tendría imperio sobre todo el deporte federado, esté o no afiliado al Comité Olímpico, lo cual puede generar un problema político, pues la actuación de esa Comisión podría leerse como una interferencia en un actividad que es eminentemente autónoma del Estado.


El Secretario General del Comité Olímpico, señor Cárdenas,  indicó que en un principio se pensó que esta tarea fuera llevada a cabo por los tribunales que en la actualidad existen al interior  del Comité Olímpico, pero estas instancias sólo podrían tener imperio respecto de organizaciones deportivas afiliadas. Recordó que de acuerdo a los estatutos del Comité está vedada la posibilidad de intervenir en asuntos internos de las federaciones.


Explicó que en subsidio de esa posición original su entidad considera apropiada la creación de un tribunal supra deportivo integrado de la forma como señala la indicación.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, consultó cuál es la razón de que deba participar el Instituto Nacional de Deportes en la designación de la justicia deportiva si esta actividad es eminentemente privada. Asimismo, observó que si se crea esta instancia podría concluirse que se está frente a un tipo de tribunal de justicia, por lo que aplicando las normas constitucionales correspondería que quedara sometido a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, manifestó que el Honorable Senador señor Pizarro ha hecho presente un tema de difícil dilucidación. En primer término, recordó que estas instancias tienen por finalidad principal abocarse a los asuntos de estricta disciplina deportiva interna de las federaciones deportivas y no otro tipo de controversias. Agregó que la participación del Instituto Nacional de Deportes se explica porque esas instancias federativas cumplen una función de representación pública, son la cara del país en el extranjero, aunque su naturaleza jurídica es estrictamente privada.


En segundo lugar, recordó que la reglamentación que se discute encuentra su origen en el hecho de que la actual estructura administrativa ha demostrado su insuficiencia, por lo que es necesario que intervenga el Estado.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que la naturaleza jurisdiccional de estas controversias inclinan al Ejecutivo por la idea de remplazar esta indicación por otra que considera la creación de un cuerpo arbitral al interior del Instituto Nacional de Deportes que se aboque a la solución de las controversias deportivas y de administración de recursos estatales.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que la propuesta contenida en la indicación es más apropiada porque cautela la autonomía de las instituciones deportivas e impide que el Instituto Nacional de Deportes actúe como juez y parte respecto del uso de los fondos públicos que se le destinen.


Agregó que esta instancia no tiene carácter jurisdiccional, y el uso del término “tribunal” se vincula con la idea de equidad e imparcialidad y no con la naturaleza del conflicto que conoce, ni menos con que la idea de que remplace, de modo alguno, la función de los tribunales ordinarios de justicia.


El Honorable Senador señor Pizarro notó un cambio de criterio en este aspecto por parte del Comité Olímpico de Chile. Expresó que en esta materia debe existir alguna instancia para resolver situaciones conflictivas, porque la realidad actual muestra que los deportistas están desamparados frente a las decisiones de los dirigentes.


En relación con el tema de la composición de este organismo,  manifestó que los jueces del deporte deberían ser deportistas.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, connotó que en la experiencia comparada se observa que en la mayoría de los casos los integrantes de las instancias de justicia deportiva son abogados, porque más allá de la materia que conocen se entiende que estos profesionales tienen cierta experiencia en la forma como deben ser llevados los procesos, de forma tal de asegurar el derecho de defensa de las partes involucradas, y la sustanciación formal de un caso.


Señaló que muchas veces los conflictos al interior de una federación implican la paralización, a nivel nacional, de toda una rama deportiva, por lo que la creación de un sistema expedito de solución de disputas deportivas resulta indispensable.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, manifestó que aunque comparte el espíritu de lo indicado por el Honorable Senador señor Pizarro, también es importante precisar cuál sería la fórmula alternativa de integración de este tribunal.


El Honorable Senador  Walker, don Patricio, concordó con la idea contenida en la indicación, toda vez que en la realización de la actividad deportiva siempre hay cuantiosos recursos públicos involucrados. En consecuencia, puntualizó, debe existir una participación importante del Estado en las instancias que vigilan el uso de esos fondos.


El Honorable Senador  Larraín, don Hernán precisó que si se optan por el sistema de integración que propone la indicación –como parece colegirse del acuerdo previo que existió entre los deportistas, el Comité Olímpico, el Instituto Nacional de Deportes y los asesores jurídicos de la Honorable Senadora señora Alvear- es preferible optar por un número impar de integrantes para esta instancia. Al efecto, propuso la siguiente composición:


- dos integrantes electos por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico de Chile.


- dos integrantes electos por el Instituto Nacional de Deportes.


- un integrante nominado por el Presidente de la República.


- Sometida a votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


La Honorable Senadora señora Alvear secundó  recordó que el mecanismo que se propone en la indicación para dilucidar este problema -consistente en la creación de instancias de solución de controversias al interior de cada federación-, fue impulsada con el entusiasta apoyo de los representantes del Comité Olímpico, lo que muestra que es la visión del mundo del deporte a este respecto.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que el Presidente de la República debería tener una facultad más amplia para elegir su representante en este organismo, y no limitarlo a miembros de una entidad que se dedique a la formación de profesionales y técnicos de la educación física y el deporte –como establece la indicación-, ni tampoco que necesariamente sean abogados.


La Honorable Senadora señora Alvear propuso establecer, como regla general para los cinco cupos, que se trate de personas vinculadas al deporte o con formación deportiva.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, expresó que la mayoría de los miembros de este organismo de control debieran ser abogados vinculados al deporte, para garantizar el cumplimiento de las normas del debido proceso.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, indicó que la experiencia enseña que estos organismos funcionan mejor cuando están integrados por abogados.


El Honorable Senador señor Pizarro connotó que si se requiere que una parte de los miembros de los tribunales de las federaciones sean abogados, ese requisito tendría que extenderse a los tribunales de las organizaciones deportivas de base que las integran –los clubes y asociaciones deportivas-, sobre todo porque aquellos entes deberían ser la segunda instancia de éstos.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que este asunto fue tratado profusamente en la discusión parlamentaria sobre los tribunales medio ambientales, en los que después de un largo análisis se concluyó que pese a que la competencia de esas instancias es eminentemente técnica, es imprescindible que una parte de sus integrantes tengan conocimientos jurídicos.


El Honorable Senador  Larraín, don Hernán, propuso que el Comité Olímpico y el Instituto Nacional de Deportes tengan el deber de nombrar, en las dos vacantes que a cada uno le corresponde, a lo menos a un abogado. Añadió que lo anterior, más la presencia de un secretario relator, permitiría que estén aseguradas las normas del debido proceso en las controversias deportivas.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, expresó que es preferible que la mayoría de los integrantes de este organismo sean abogados, y que los tribunales de honor o comisiones de ética de las federaciones tengan siempre entre sus miembros al menos a un abogado.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán propuso zanjar la discusión anterior con los siguientes criterios:


- todos los integrantes de este organismo deben ser personas vinculadas al Deporte.


- a lo menos uno de los miembros que le corresponda elegir al Comité Olímpico de Chile y al Instituto Nacional de Deportes, deben tener la calidad de abogado habilitado para el ejercicio de la profesión.


- establecer que a lo menos uno de los integrantes del Tribunal de Honor o Comisión de Ética posea la calidad de abogado habilitado para el ejercicio de la profesión.


- sometida a votación estas proposiciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A esta altura del debate se hizo presente que en todo caso una norma como la que se analiza requería del respaldo del Ejecutivo, pues confiere atribuciones a entes públicos. 


En virtud de lo anterior, el señor Presidente de la Comisión procedió a declarar inadmisible la Indicación número 17, y solicitó al Ejecutivo preparar una indicación que recogiera las ideas planteadas por la Honorable Senadora señora Alvear en su indicación y los acuerdos previos acordados por la Comisión.


En una sesión posterior, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala, presentó la indicación número 17 A que pretende recoger los acuerdos adoptados precedentemente y que reemplaza la norma aprobada en general por la siguiente:

“Artículo 40 M.- Créase el Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo, organismo colegiado, adscrito al Comité Olímpico de Chile, que ejercerá la potestad disciplinaria sobre las Federaciones Deportivas Nacionales. 

El Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo estará integrado por cinco miembros:

a) Dos miembros elegidos por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico de Chile, debiendo uno de ellos tener el título de abogado;

b) Tres miembros designados por el Director del Instituto Nacional del Deporte. Uno ellos será seleccionado a propuesta de una terna que le presenten las organizaciones deportivas nacionales que no están afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Director Nacional para este efecto. En todo caso, a lo menos dos de los designados deberán tener el título de abogado.

El Consejo tendrá, asimismo, cinco integrantes suplentes designados de la misma forma que los titulares.

En caso de inhabilidad, implicancia, recusación u otro motivo que impida a uno o más de sus miembros titulares conocer de un asunto será sustituido por el suplente que hubiere sido elegido para reemplazarlo.

Los miembros titulares y suplentes del Consejo durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser designados por nuevos periodos. Las vacantes que se produzcan serán llenadas de la misma manera que establece este artículo sólo por el tiempo que le reste al miembro que genera la vacante.

La calidad de miembro titular o suplente del Consejo será incompatible con la de cualquier cargo directivo en las organizaciones deportivas sujetas a su potestad y les afectarán las mismas inhabilidades e incompatibilidades que las establecidas para ejercer el cargo de director de las mismas.”.


Al iniciarse el estudio de esta indicación, el Asesor Jurídico de la Dirección Nacional del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que la proposición sometida a consideración de la Comisión por el Ejecutivo pretende  recoger los acuerdos alcanzados en la sesión anterior.


Señaló, en primer lugar, que es necesario que esta instancia tenga el nombre de Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo y no “Tribunal del Deporte”, como sugiere el texto discutido anteriormente, pues ello da pie para que se pueda considerar que esta instancia tiene un carácter jurisdiccional tradicional, lo que lo sujetaría al estatuto común aplicable a los tribunales de justicia, y lo sometería a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema. Expresó que el Gobierno considera que no es conveniente seguir creando tribunales especiales que atiendan un tipo limitado de asuntos.


Manifestó que el objetivo de este Consejo es solucionar problemas relativos a la ética deportiva y velar por el correcto uso de recursos públicos asignados a entes particulares para desarrollar el deporte en nuestro país, sin que ello sea óbice para que las instancias que correspondan puedan perseguir las responsabilidades administrativas, civiles o criminales que puedan estar involucradas. Expresó que esta fórmula es una vía apta para solucionar las demandas de los deportistas, idea que inspira a la indicación Nº 17.


Señaló que era muy importante que las faltas a la ética deportiva cometidas por deportistas o dirigentes sean investigadas para determinar la responsabilidad personal o individual en los hechos. Precisó que lo anterior evita que se produzcan situaciones como las que se han observado en nuestro país, en las que ciertos comportamientos individuales terminen afectado el normal desempeño de toda una rama deportiva.


Puntualizó que el sometimiento a las decisiones de este órgano sería voluntario, pero teniendo presente que sólo las federaciones que acepten someterse a él recibirán fondos públicos para financiar su gestión administrativa. Subrayó que, en todo caso, que lo anterior no impedirá a las federaciones deportivas nacionales acceder a fondos públicos para financiar sus actividades deportivas.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que la queja de los deportistas consiste básicamente en que no hay ninguna instancia formal que permita revisar las decisiones de los tribunales de honor de los clubes o asociaciones deportivas. 


El Honorable Senador Walker, don Patricio expresó que el objeto de esta discusión debiera ser la creación de un organismo que resuelva las faltas disciplinarias que se cometan en el deporte. Observó que no considera apropiado que los miembros de esta instancia sean funcionarios del Instituto Nacional de Deportes designados por su director.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, reiteró que era inconveniente crear nuevos tribunales especiales para resolver conflictos que se producen entre privados. En virtud de lo anterior, señaló que el Gobierno prefiere que este órgano tenga una naturaleza administrativa y una composición mixta. 


Agregó que el resto de la propuesta se aviene completamente a las ideas contenidas en la indicación Nº 17 y a las demandas planteadas por los propios deportistas.


El Honorable Senador  Larraín, don Hernán, observó que la proposición presentada por el Ejecutivo difiere en algunos aspectos con la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear, los que deberían ser resueltos por la Comisión, partiendo por el nombre de este organismo.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, expresó que la denominación que se emplea en la proposición del Ejecutivo  tiene en consideración que esta instancia no tienen carácter jurisdiccional, sino que consiste en un organismo de composición mixta que permite regularizar actuaciones de personas relacionadas con el deporte que infringen normas de ética deportiva.


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Alvear recordó que en las discusiones previas se había acordado que si bien se denominaría a este organismo de “Tribunal” no era de aquellos que integran el Poder Judicial o ejercen una función jurisdiccional tradicional. Agregó que en la indicación del Ejecutivo este organismo toma el nombre de Consejo y pasa a estar adscrito al Comité Olímpico de Chile. Sostuvo que con el fin de garantizar que tenga un carácter independiente, la mayoría de sus miembros deberían ser designados por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico. En este sentido propuso que tres de sus integrantes fueran designados por el referido Consejo de Delegados y dos de ellos lo sean por el Director del Instituto Nacional del Deporte. Finalmente, señaló que valoraba la propuesta del Ejecutivo ya que postula una integración mixta para este organismo y en que tres de sus integrantes serán abogados que debieran tener conocimientos en temas deportivos.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán expresó que si bien entendía que el cambio en la denominación pretende aclarar cualquier duda acerca de la naturaleza de este organismo, el nombre propuesto en la indicación del Ejecutivo no era adecuado ya que la voz  “Consejo” no le parecía lo suficientemente precisa o clara. En su reemplazo propuso denominar a este organismo con la expresión “Sala Nacional de Arbitraje” o “Comité Nacional de Arbitraje” ya que tal denominación hace alusión a una comisión de personas encargada de un asunto, que en este caso sería la de conocer, en última instancia, las cuestiones deportivas que formen parte de su competencia.


Seguidamente, señaló que consideraba positivo que uno de los integrantes de este organismo fuera designado por el Primer Mandatario, entre personas que tuvieran conocimiento temas deportivos. En todo caso, precisó que no creía conveniente que el Instituto Nacional del Deporte nombre a tres de sus integrantes.


El  Subsecretario del Deporte, señor Ruiz Tagle, manifestó que la integración de este organismo es un tema muy opinable y que existen distintas fórmulas para resolver su composición.


Puntualizó que el nombre propuesto recoge la propuesta que el Ministerio Secretaría General de la Presidencia formuló en esta materia. Ella, precisó, persigue despejar cualquier duda sobre la naturaleza de este organismo y aclarar que no tendrá ninguna vinculación con la labor jurisdiccional tradicional.


Asimismo, agregó que a sugerencia del referido Ministerio y con el fin de mantener su independencia, se propone que el Consejo no esté integrado por un representante del Presidente de la República.


A continuación, el Jefe de Gabinete de la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, señor Pablo Urquizar, manifestó que el Gobierno había acordado utilizar la expresión Consejo pues se había tenido a la vista las normas que regulan el funcionamiento del “Consejo para la Transparencia” que, en cierto sentido, también decide sobre cuestiones controvertidas o contenciosas sin ser un tribunal.


El Presidente del Comité Olímpico, señor Neven Ilic, señaló que este organismo debiera estar integrado por personas que tengan una vinculación directa con el deporte. Agregó que no sería bien recibido que la mayoría de sus integrantes fueran designados por el Instituto Nacional del Deporte.


Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Letelier quien manifestó que a los integrantes de este organismo les va corresponder juzgar sobre situaciones en que se ha producido un conflicto que previamente ha sido conocido por un Tribunal de Honor o Comisión de Ética. Añadió que este organismo no está concebido como un simple consejo asesor. 


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que este era uno de los artículos fundamentales del proyecto y respecto del cual los deportistas desde hace años vienen solicitando su creación para tener una instancia donde reclamar frente a la vulneración de sus derechos. Agregó que ella estaba dispuesta a buscar una denominación distinta de “tribunal” con el fin de lograr que se apruebe esta iniciativa.


A continuación, intervino la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez, quien afirmó que la indicación del Ejecutivo no afectaba la esencia o atribuciones de este organismo y que por razones puramente prudenciales y para que no se confundieran con los tribunales que ejercen funciones jurisdiccionales, se propone el cambio de la denominación de este organismo. 


En este mismo sentido, el Honorable Senador señor Espina manifestó que en esta materia lo importante era definir adecuadamente las atribuciones de esta entidad más que centrar la discusión en el nombre que se le otorgará. Agregó que sus atribuciones no son de carácter jurisdiccional. Recordó que actualmente existe un tribunal de penalidades en el fútbol y nadie ha entendido que se trata de un organismo que ejerce jurisdicción en los términos en que lo hacen los tribunales que integran el Poder Judicial. Finalmente, manifestó que no le parecía inadecuado denominar Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo a este organismo.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que la expresión tribunal le parecía más adecuada ya que cuando se habla de este organismo se trata de un tribunal especial o tribunal de honor que, de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, corresponde al “autorizado dentro de ciertos cuerpos o colectividades para juzgar la conducta deshonrosa, aunque no delictiva, de algunos de sus miembros.”.


Finalmente, preguntó qué significaba que este organismo quedaría adscrito al Comité Olímpico de Chile y si tendría competencia para revisar decisiones adoptadas por este Comité.


En relación con la primera consulta, el asesor del Instituto Nacional del Deporte, señor Dezulovic, precisó que tal adscripción se explicaba por el lugar de funcionamiento de este organismo y por el hecho de que las dietas que percibirán sus integrantes se cancelarán a través del referido Comité Olímpico.


En relación con la segunda inquietud, el Presidente del Comité Olímpico, señor Neven Ilic, explicó que los problemas que surgen entre entes asociados al Comité Olímpico son resueltos por el Tribunal de Honor del Comité Olímpico de Chile. Agregó que, a su juicio, la instancia que se está creando tendría competencia para examinar los problemas internos de las Federaciones Deportivas Nacionales y no le correspondería conocer los problemas que enfrente el Comité Olímpico de Chile.


El Honorable Senador señor Letelier sostuvo que, a pesar de las explicaciones dadas, no le parecía conveniente que este organismo estuviera adscrito al Comité Olímpico de Chile.


Con el fin de avanzar en la discusión de esta iniciativa, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, propuso aprobar la indicación del Ejecutivo, con las siguientes enmiendas:


1.- Denominar a este organismo con el nombre de Comité Nacional de Arbitraje Deportivo;


2.- Establecer que estará integrado por cinco miembros. Tres de los cuales serán elegidos por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico, debiendo dos de ellos tener el título de abogado y los dos restantes designados por el Director del Instituto Nacional del Deporte, según el mecanismo establecido en la indicación del Ejecutivo, debiendo uno de ellos tener el título de abogado. 


Sometida a votación la indicación número 17 A, con las precisiones y enmiendas antes indicadas, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.


El precepto aprobado se consigna como artículo 40 M. 


Artículo 40 bis n


Seguidamente, la Comisión consideró el artículo 40 bis n del texto aprobado en general. En esta norma se establece que el Comité Olímpico de Chile deberá convocar a un concurso público al tercer año del periodo del tribunal y publicar sus antecedentes en un diario de circulación nacional con a lo menos tres de meses de anterioridad a la elección de los postulantes. Agrega que las federaciones deportivas dispondrán de un fondo especial destinado a cancelar los honorarios de los profesionales.


En relación con este precepto la Honorable Senadora señora Alvear presentó la indicación número 18. Mediante la cual se sustituye este artículo por el siguiente:


“Artículo 40 bis n.- Los miembros del Tribunal tendrán derecho a percibir, con cargo al presupuesto del Instituto, una asignación equivalente a tres Unidades Tributarias Mensuales por cada audiencia a la que asistan, con un tope máximo de doce Unidades Tributarias Mensuales por cada mes calendario, sumas que se incrementarán en un veinticinco por ciento tratándose del Presidente y Secretario del Tribunal. Los gastos necesarios para el funcionamiento del Tribunal serán también financiados con cargo al mismo presupuesto.”.


Al iniciarse el estudio de esta indicación se hizo presente que ella trata de una materia que corresponde a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, ya que implica gasto público. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Honorable Senadora señora Alvear observó que mediante su indicación se busca otorgar un tipo de financiamiento a este organismo, materia que debiera ser respaldada por el Gobierno. Precisó que la proposición contenida en su indicación considera un incremento en la remuneración para secretario y el presidente del tribunal, ya que ellos tendrán un mayor cargo de trabajo.


El Secretario del Comité Olímpico, señor Cárdenas, puntualizó que no hay lugar a dudas de que el Secretario de este organismo tendrá a su cargo la mayor parte del trabajo de este organismo, situación que también se hace extensiva al presidente de esta instancia, por lo que los aumentos de remuneraciones que se proponen están justificados.


A continuación, el señor Subsecretario de Deportes manifestó que debía considerarse con más detención la idea de otorgar una mayor asignación al Presidente y al Secretario del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que por muy simple que sea la estructura de esta instancia, siempre requerirá que alguien la convoque y dirija el debate, y que otra persona organice y custodie los documentos, relate al tribunal los hechos de la causa y las alegaciones de las partes, y sirva como ministro de fe de las actuaciones de este organismo. Observó que quienes tienen estas obligaciones evidentemente asumen una carga mayor y, por ello, corresponde que reciban una remuneración superior.


La Honorable Senadora señora Alvear insistió que casi todas las organizaciones comunitarias tienen, a lo menos, un Presidente que las convoca y dirige el debate y un Secretario que tiene a su cargo del manejo burocrático interno.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador  Larraín, don Hernán, expresó que sometía a votación las siguientes proposiciones:


1º.- Que un miembro del Comité hará las veces de presidente y otro de secretario de la instancia.


2º.- Que los miembros del Comité recibirán por su labor una asignación equivalente a tres unidades tributarias mensuales por cada audiencia a la que asistan, con un tope máximo de doce unidades por cada mes calendario, sumas que se incrementarán en un veinticinco por ciento tratándose del presidente y el secretario de la instancia.


En todo caso, se observó que esta materia correspondía a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, razón por la que solicitó al Gobierno la presentación de una indicación para regular este asunto.


En virtud de lo anterior, procedió a declarar inadmisible la indicación número 18.


Acogiendo este requerimiento, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala, presentó la indicación número 18 A que sustituye el artículo 40 bis n por el siguiente:

“Artículo 40 N.- Los miembros titulares o suplentes del Consejo tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a tres Unidades Tributarias Mensuales por cada audiencia a la que asistan, con un tope máximo de veinticuatro Unidades Tributarias Mensuales por cada mes calendario, sumas que se incrementarán en un cincuenta por ciento tratándose del Presidente y Secretario del Consejo. 

Los gastos necesarios para el funcionamiento del Consejo serán financiados al Comité Olímpico de Chile por medio de proyectos de gastos administrativos que el Instituto aprobará anualmente, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.”.

Al iniciarse el examen de esta norma, el Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, explicó que dada la importancia que tiene este organismo en la resolución de los numerosos conflictos que probablemente le corresponderá conocer en el mundo del deporte, nos pareció adecuado establecer una dieta prudente, la que tendría un tope máximo de veinticuatro unidades tributarias. Esta propuesta considera un máximo de ocho sesiones al mes que es una cantidad de tiempo que perfectamente puede destinar este Comité al conocimiento de las materias que son de su competencia. La dieta por asistencia se mantendrá en tres unidades tributarias mensuales.

El Honorable Senador Larraín, don Hernán, precisó que 24 unidades tributarias mensuales al mes de octubre de 2013 equivalían a $ 972.672 pesos, suma que le parecía razonable dada la características profesionales de los integrantes de esta Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Letelier indicó que le llamaba la atención que en la nueva redacción que proponía el Gobierno se establezca que los gastos del Consejo (ahora Comité) serán financiados por medio de “proyectos de gastos administrativos” que el Instituto aprobará anualmente.

Puntualizó que hablar de proyectos de gastos administrativos le parecía muy restrictivo.

El abogado asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, señaló que perfectamente se podría eliminar la mención a “gastos administrativos” para establecer una mayor flexibilidad en esta materia. De esta manera, puntualizó, se pueden obtener recursos provenientes de otras fuentes.

El Honorable Senador  Larraín, don Hernán, señaló que era fundamental dotar de recursos al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo razón por la que es indispensable establecer una forma de financiamiento para su funcionamiento. Agregó que le parecía bien que este organismo obtenga fondos del Comité Olímpico, pero siempre garantizando los recursos necesarios para que funcione.

El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz-Tagle, recordó que el Comité Olímpico de Chile presenta anualmente una cantidad importante de proyectos al Instituto Nacional de Deportes para financiar sus actividades deportivas y gastos administrativos. Agregó que mediante la indicación del Ejecutivo se precisa cual será la fuente de los recursos públicos que se destinarán a financiar la actividad del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. 

Seguidamente, y con el fin de llegar a un acuerdo en esta materia, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador  Walker, don Patricio, propuso aprobar la indicación presentada por el Ejecutivo con dos enmiendas: (i) Sustituir la expresión “Consejo” por “Comité” y (ii) eliminar, en el inciso segundo la expresión “de gastos administrativos” que sigue a la palabra “proyectos”.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores García; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó la indicación número 18A, enmendada en los términos ya indicados.


La norma aprobada se incorpora como nuevo artículo 40 N.

Artículo 40 bis o


El texto aprobado en general establece que el tribunal se constituirá en asamblea extraordinaria convocada por el Comité Olímpico de Chile cada cuatro años. En dicha asamblea el Comité deberá dar cuenta del proceso de selección y los nombres de los postulantes.


Agrega que únicamente podrán concurrir a dicha asamblea las directivas de las federaciones deportivas y sólo podrá votar el presidente, o en su ausencia, quien designe la referida asamblea.


Seguidamente, puntualiza que la propuesta del Comité Olímpico de Chile con los postulantes a miembros del tribunal, deberá ser ratificada con la aprobación de los dos tercios de los socios presentes. De no reunirse el quórum señalado, se deberá convocar a una nueva asamblea. Si nuevamente no se reúne el quórum, se tendrá por aprobada la propuesta del Comité y por nombrados a los miembros del tribunal.


En relación con esta disposición, la Honorable Senadora señora Alvear presentó la indicación Nº 19, para remplazarla por la siguiente:


 “Artículo 40 bis ñ.- Designados sus miembros para cada período cuadrienal, el Tribunal se instalará en una sesión pública dentro de los treinta días siguientes contados desde el último nombramiento, en la cual procederán a elegir de entre ellos un Presidente y un Secretario-relator que será a la vez Ministro de Fe de sus actuaciones.


El Presidente y el Secretario del Tribunal durarán un año en sus cargos, al término del cual se elegirá, de la misma manera, a quienes los sucederán en el año siguiente.


Para resolver los asuntos sometidos a su conocimiento, el Tribunal deberá funcionar con no menos de tres jueces. Corresponderá a su Presidente instalar el Tribunal, llamando a los jueces que deben integrarlo. En las materias en que el Tribunal deba conocer en pleno, se requerirá para su constitución la mayoría absoluta de sus miembros.


En caso de inhabilidad, implicancia, recusación u otro motivo que impida a uno o más de sus miembros conocer de un asunto y fuera necesario para constituir el Tribunal, podrá integrarse con los miembros de la Corte de Arbitraje Deportivo del Comité Olímpico de Chile.”.


Al iniciarse el debate de este precepto, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso discutir la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear en el orden de los incisos que la componen. 

En primer término, se sometió a votación su inciso primero. Al respecto, observó que la forma de designación del presidente y del secretario de la instancia que se propone coincide con la idea de que los integrantes de este organismo sean designados por un período determinado. Asimismo, que entre ellos correspondería elegir a un presidente y a un secretario.

En todo caso, precisó que debiera cambiarse la denominación del Tribunal por la expresión “Comité”, tal como se ha acordado precedentemente.


- Sometido a votación el inciso primero de la indicación Nº 19, fue aprobado, con la enmienda propuesta, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.


A continuación, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en discusión el inciso segundo de la indicación Nº 19, referido al plazo de duración de los cargos de Presidente y Secretario del Comité. 


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas manifestó que una norma como la propuesta permitiría que casi todos los integrantes del Tribunal ocuparan la Presidencia.


El asesor del Instituto Nacional de Deporte, señor Dezulovic, explicó que la proposición en discusión tenía más sentido en el esquema original de las indicaciones presentadas por la Honorable Senadora señora Alvear, que consideraba un tribunal compuesto por ocho miembros. Indicó que en vista que esa integración ha bajado a cinco personas,  por lo que el plazo de un año de nombramiento parece demasiado corto.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, propusieron alargar el plazo de mandato a dos años.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que la proposición anterior es acertada, y sometió a votación el inciso segundo con dos enmiendas: Cambiar la denominación “Tribunal” por “Comité” y las expresiones “un año” por “dos años”.


- Sometido a votación el inciso segundo de la indicación Nº 19, fue aprobado, con las modificaciones antes señalada, por la unanimidad de los miembros presente de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán puso en discusión el inciso tercero de la indicación Nº 19. En primer término, observó que el proyecto considera un quórum de constitución y otro para adoptar acuerdos. Asimismo, establece un sistema de funcionamiento en pleno y otro en sala.

El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, señaló que la distinción que hace la indicación entre  materias que deben conocerse en pleno y salas no tiene relación únicamente con la cantidad de miembros que tiene el tribunal, sino  que también con la discriminación de asuntos sometidos al conocimiento de este organismo. Al respecto manifestó que era más complejo un recurso de queja contra algún integrante de un tribunal de honor de una federación que un mero reclamo sobre el mérito de una resolución menor.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, agregó que también debe considerase el caso de situaciones en las que podría proceder una sanción importante, como la destitución de un miembro del directorio de una organización deportiva y/o la inhabilidad del mismo para ser parte de estas instituciones por un periodo largo de tiempo. Estas distintas situaciones podrían justificar el funcionamiento en pleno o en salas.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que la distinción entre funcionamiento en pleno y en salas tenía sentido en la configuración original de la indicación –que establecía un tribunal de ocho miembros-, pero que no se justifica con una instancia de cinco integrantes, tal como se acordó precedentemente.


Para simplificar esta disposición propuso a la Comisión aprobar esta norma enmendada en el sentido de establecer que este organismo no podrá sesionar ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la mayoría de sus miembros.


- Sometido a votación el inciso tercero, enmendado en los términos indicados, fue aprobado por la misma unanimidad precedente.


A continuación el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso también considerar el inciso final de la indicación número 19 que establece un sistema de subrogación con miembros de la Corte de Arbitraje del Comité Olímpico de Chile. Ese sistema funcionaría cuando por motivos de inhabilidad, implicancia, recusación u otros –como licencias-, algún miembro titular no comparezca a la sesión en la que el tribunal de disciplina deportiva deba constituirse con la totalidad de sus integrantes.


Señaló que es imprescindible que en este caso exista algún cuerpo de ministros suplentes.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, recordó que la regla de designación y remuneración de los miembros suplentes ha quedado consignada en los artículos 40 M y 40 N, respectivamente.


Concluido el debate, los miembros presente de la Comisión determinaron que el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo no funcionaría separado en salas y se confirmó la idea de que este organismo  se integraría con ministros suplentes cada vez que un ministro titular se encuentre impedido de ejercer su cargo.


- En virtud de lo anterior, se estimó innecesario el inciso cuarto de la indicación número 19, razón por el que fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán; Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


La disposición aprobada pasa a ser artículo 40 Ñ.

-.-.-


A continuación, la Comisión trató, previa autorización de la Sala la indicación número 19 A, de S.E el Presidente de la República.


Mediante ella se propone agregar una nueva norma a este proyecto. Su texto es el siguiente:


“Artículo 40 O.- Los miembros del Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo podrán ser removidos por el Directorio del Comité Olímpico de Chile, a requerimiento fundado del Director del Instituto, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. El Directorio del Comité Olímpico de Chile conocerá del asunto en sesión especialmente convocada al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros. 


Además de la remoción, serán causales de cesación en el cargo de consejero, las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fue designado.

b) Renuncia.

c) Postulación a un cargo de elección popular.

d) Incompatibilidad sobreviniente, circunstancia que será calificada por la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado.”.

Al iniciarse el debate acerca de esta indicación, el Jefe de Gabinete del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar, expresó que mediante ella se pretendía regular de manera específica la forma y causales por la que los integrantes del Comité cesarán en sus cargos.

La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que estaba en completo desacuerdo con lo que se establece el inciso primero, ya que le resta independencia al funcionamiento del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. Esta disposición, agregó, les otorgaría un enorme poder a las autoridades políticas para incidir en las resoluciones del Comité y remover a los integrantes de un organismo que está llamado a resolver sobre materias que afectan al deporte. Este Comité, sostuvo, debe tener gran autonomía para resolver los asuntos sometidos a su conocimiento.

Asimismo, durante el análisis de esta indicación se hizo presente que sería conveniente establecer, como causal de cesación en el cargo, haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina propuso, para avanzar en el estudio de esta materia, eliminar el inciso primero, por las razones expresadas por la Honorable Senadora señora Alvear. En todo caso, indicó, debieran mantenerse las causales por las que cesarán en sus cargos los integrantes del Comité, ya que ellas deben ser establecidas expresamente en el texto de la ley.

En atención a estas consideraciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, propuso  aprobar la indicación del Ejecutivo, suprimiendo el inciso primero, de tal forma que quede redactado en los siguientes términos:

“Artículo 40 O.-  Los miembros del Comité cesarán en sus cargos por las siguientes causales:

1.- Renuncia aceptada por el Comité;

2.- Expiración del plazo de su nombramiento;

3.- Postulación a un cargo de elección popular;

4.- Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito;

5.- Por haber sido nombrado en un cargo incompatible, en los términos previstos en el inciso final del artículo 40 M.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín y Walker, don Patricio, aprobó la indicación número 19 A, enmendada en los términos indicados precedentemente.

La norma aprobada se agrega como nuevo artículo 40 O.- 

-.-.-

Artículo 40 bis p


El texto aprobado en general dispone que dentro de sus atribuciones el tribunal de arbitraje deportivo deberá:


a) Recibir, conocer, investigar y resolver los reclamos por faltas a la ética y disciplina deportiva.


b) Conocer de los reclamos que se originen con motivo de la selección de un deportista para una competencia internacional, sin haberse aprobado en la respectiva asamblea.


c) Llevar un libro o registro de penalidades, sanciones o medidas disciplinarias aplicadas y el archivo de los procedimientos realizados;


d) Aplicar penalidades, sanciones o medidas disciplinarias por dichas faltas, las que podrán ser; amonestación verbal, amonestación por escrito, censura, suspensión y destitución del cargo.


En relación con esta norma se presentó la indicación Nº 20, cuya autora es la Honorable Senadora señora Alvear. Su texto es el siguiente:

“Artículo 40 bis o.- Podrá recurrir al Tribunal, cualquier persona titular de la calidad de actor o recurrente de los casos señalados en el artículo 40 bis q que se estime afectada en sus derechos deportivos. En los asuntos sometidos a su conocimiento no regirá para el Tribunal lo dispuesto en los artículos 553 y 554 del Código Civil, pudiendo ejercer su potestad tanto respecto de las Federaciones como de los organizaciones afiliadas a ellas y los miembros asociados a unas y otras.


El Tribunal actuará conforme a las normas de procedimiento que se señalarán en un auto acordado aprobado por el pleno, el cual deberá contener disposiciones acordes a los principios de inmediación, oralidad y publicidad, necesarias para asegurar un debido proceso.”.


Al iniciarse el debate de esta indicación, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala del Senado, presentó en la Comisión la indicación número 20 A, con el fin de regular quienes podrán recurrir al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. Su texto es el siguiente:


“Artículo 40 Q.- Podrán recurrir al Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo cualquiera de las personas a que se refiere el inciso primero del artículo 40 R, en los casos y formas que ahí se señalan. 


El Instituto podrá requerir la actuación del Consejo cuando tomare conocimiento de  faltas a la ética o disciplina deportiva cometidas por personas que pertenezcan a una organización sometida a la potestad disciplinaria del Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo.


El Consejo actuará conforme a las normas de procedimiento que establecerá un reglamento, el cual deberá cumplir con lo necesario para asegurar un debido proceso.”.

Al iniciarse el debate de estas indicaciones, el Honorable Senador señor Espina propuso regular en distintas normas lo que se refiere a quien puede acudir al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo, sus competencias y el procedimiento mediante el cual resolverá los asuntos sometidos a su resolución.

En consideración a lo anterior, sugirió que en esta disposición solo se precise quién puede comparecer ante este Comité.

Agregó que las competencias de este organismo deberían figurar en un artículo distinto, de manera que exista claridad acerca de lo que puede resolver este Comité.


El señor Presidente de la Comisión, el Honorable Senador  Walker, don Patricio, manifestó que el primer punto a dilucidar era resolver quién tenía legitimación activa para recurrir al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


Explicó que al leer ambas indicaciones pareciera que hay consenso en que podrán recurrir al referido Comité los dirigentes deportivos, los directivos, deportistas, entrenadores, técnicos, oficiales, árbitros o personal administrativo de las federaciones.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, concordó con esta idea.


Seguidamente, agregó que en la indicación del Ejecutivo se precisa, además, que podrá recurrir a esta instancia el Instituto Nacional del Deporte.


Al iniciarse el estudio de esta regla, el  Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, señaló que era conveniente establecer expresamente que el Instituto Nacional de Deportes puede acudir al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo cuando detecte una infracción a las normas de ética deportiva.


En esta parte del debate, se les preguntó a los representantes del Ejecutivo por qué  solo se hacía referencia a las faltas a la ética o disciplina deportiva y no se consideraba también las que dicen relación con el uso de los recursos públicos.


Al respecto, el señor Subsecretario señaló que el uso de los recursos públicos atañe a las federaciones. Precisó que la norma propuesta por el Ejecutivo habla de las faltas a la ética, de manera que la labor del Instituto no quede restringida solamente a fiscalizar el uso de los recursos públicos.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina propuso agregar, a continuación de la expresión “ética”, la palabra “probidad”, pues de esa manera dejaba más claro las atribuciones del Instituto. 


El señor Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic, puntualizó que si el Instituto acude a este Comité Nacional de Arbitraje Deportivo para plantear algún tema, por ejemplo en materia de uso de los recursos públicos, debe estar dispuesto a aceptar sus resoluciones. Al respecto, preguntó si el Instituto Nacional de Deportes iba a quedar obligado a lo resuelto por el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


El señor Subsecretario de Deportes explicó que si existía una rendición de cuenta de recursos públicos que tiene problemas o irregularidades, el Instituto la va a objetar. Si, además, se estima que esa conducta implica una falta a la ética, lo normal será que remita los antecedentes correspondientes al Comité Nacional de Arbitraje Nacional para que aplique las sanciones correspondientes. Explicó que lo que se persigue con esta norma era hacer efectiva las responsabilidades personales de los dirigentes de una federación que no usaron correctamente los recursos públicos que se les asignaron.


El Honorable Senador señor Espina señaló que en consecuencia habría que concluir que si el Comité Nacional de Arbitraje absuelve a los requeridos, el Instituto tendría que someterse a lo resuelto. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que, por los mismos hechos, pueden perseguirse ante los tribunales ordinarios.


Insistió en que debiera establecerse expresamente que el Instituto puede recurrir al Comité Nacional de Arbitraje no sólo por faltas a la ética o disciplina deportiva sino que también por faltas a la probidad, con el fin de dejar meridianamente claro que  se puede acudir al mencionado Comité cuando los responsables de una federación hacen mal uso de recursos públicos que deben administrar.


Concluido el debate, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador  Walker, don Patricio, sometió a votación la indicación del Ejecutivo, enmendada en los siguientes términos:


“Artículo 40 Q.- Podrán recurrir al  Comité Nacional de Arbitraje Deportivo los dirigentes  deportivos, directivos, deportistas, personal de apoyo de los mismos, entrenadores, técnicos, oficiales, árbitros o personal administrativo de las federaciones o de las organizaciones afiliadas a ellas.
Asimismo, podrá requerir la intervención del Comité el Instituto cuando tomare conocimiento de  faltas a la ética, a la probidad o a la disciplina deportiva cometidas por personas que pertenezcan a una organización sometida a la potestad disciplinaria del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.”


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear, y señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó la indicación número 20 A, en los términos señalados precedentemente.


Con la misma votación se acordó precisar que también podrá recurrir al referido organismo, el Comité Olímpico de Chile.


Como consecuencia de lo anterior, se dio también por aprobada con enmiendas de la indicación 20, subsumida en la nueva redacción del artículo 40 Q. Concurrieron a este acuerdo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear, y señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.


La norma aprobada se incorpora al proyecto como artículo 40 Q.


Seguidamente, la Comisión discutió la idea de regular el procedimiento al que se someterán los asuntos que conozca el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recordó que la indicación Nº 20,  señala que el procedimiento será establecido por un auto acordado, norma que debería contener disposiciones acordes a los principios de inmediación, oralidad y publicidad  que aseguren un debido proceso. Añadió que en este punto el Ejecutivo ha sugerido, en la última parte de la indicación número 20 A, que la regulación de esta materia debiera estar normada en un reglamento.


La Honorable Senadora señora Alvear precisó que en la disposición que regule el procedimiento debiera quedar consagrada una referencia a los mencionados principios. Agregó que su regulación no debe quedar entregada a un reglamento, debiendo la ley fijarlos. 


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz-Tagle, manifestó que a su juicio era más adecuado que esta materia quedase regulada en un decreto supremo reglamentario que elaborará el Ejecutivo. Señaló que ese reglamento debería dictarse en el plazo de ciento ochenta días contados desde que se aprueba la ley, tal como se establece en una norma transitoria de este proyecto.


Seguidamente, intervino el Jefe de Gabinete del Ministerio Secretaria General de Gobierno, señor Pablo Urquizar, quien manifestó que el Gobierno no estimaba adecuado que fuera el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo el que elabore sus normas de procedimiento. Señaló que habría mayor imparcialidad si esos preceptos son establecidos por el Ejecutivo, mediante un reglamento.

Recordó, además, que al remitir la regulación de esta materia a un reglamento se asegura su revisión por la Contraloría General de la República, la que velará que tales procedimientos sean respetuosos del principio del debido proceso.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina señaló que no le parecía adecuado que una materia tan importante como la que se refiere al procedimiento quede entregada a un reglamento. Sostuvo que en una norma especial debiera explicitarse, sin entrar en los detalles, las reglas básicas del mismo, de manera de asegurar el debido proceso ante este organismo.

 Finalizó señalando que, en todo lo no regulado por esas normas básicas, el reglamento sólo debiera complementar lo que dispone la ley.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear, y señores Espina y Walker, don Patricio, concordó con esta proposición.

En una sesión posterior, y con el fin de establecer las normas básicas de dicho procedimiento, se sometió a votación la siguiente redacción:

“Artículo 40.- Los  procedimientos que se sustancien ante el Comité serán públicos y orales. No obstante, las partes podrán, si quieren, presentar minutas escritas en que se establezcan los hechos invocados, las normas que se habrían vulnerado y las peticiones que se someten a consideración del Comité.

1.- En los casos en que se formule un reclamo en contra de la actuación de un integrante de un Tribunal de Honor o de una Comisión de Ética, el Comité citará a una audiencia que se realizará el quinto día hábil después de la última notificación. Ese plazo se ampliará, si la parte requerida no está en el lugar de inicio del procedimiento, con todo el aumento que corresponda en conformidad a lo previsto en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.

En la referida audiencia el demandado podrá formular sus descargos y solicitar que se reciba la causa a prueba.

No deduciéndose oposición al reclamo o en caso de rebeldía de la parte requerida, el Comité  recibirá la causa a prueba, o citará a las partes a oír su sentencia sobre el asunto sometido a su conocimiento, según lo estime conforme a derecho.

La prueba se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.

Vencido el término probatorio, el Comité, de inmediato, citará a las partes para oír sentencia.

La sentencia  deberá dictarse en el plazo de los diez días siguientes a la fecha de la resolución que citó a las partes para oír sentencia.

 2.-En el caso que se solicite la revisión de una decisión definitiva de un Tribunal de Honor  o Comisión de Ética, dicha petición deberá formularse en el término fatal de diez días contado desde la notificación de la parte que formula esta solicitud. En ella deberá contenerse los fundamentos en que se apoya y las peticiones concretas que se someten al conocimiento del Comité. Si se presenta fuera de plazo o no cumple con las referidas exigencias, el Comité la declarará inadmisible.

Recibida la solicitud, el Comité requerirá informe al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente para que formule sus observaciones en el plazo máximo de  cinco días. El Comité podrá pedir, además, que le remitan los antecedentes del proceso en que se dictó la resolución cuya revisión se solicita.

Entregados tales antecedentes el Comité podrá decretar medidas para mejor resolver o recibir la causa a prueba. En este último caso, ella se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.

Ejecutadas las mencionadas medidas o vencidos los plazos para rendir la prueba, el Comité citará a las partes para oír sentencia. 

Si el Comité declara no haber lugar a la solicitud, devolverá los antecedes al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente.

Si acoge la solicitud del requirente dictará una resolución de reemplazo y podrá imponer las sanciones que se establecen en el artículo siguiente.

En todo lo no previsto  en este artículo se aplicarán las disposiciones complementarias establecidas en un reglamento que deberá garantizar los principios de publicidad y oralidad y demás que aseguren un debido proceso.”. 

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó esta norma, en virtud de lo que autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

La norma aprobada se incorpora al proyecto como artículo 40 R.

Artículo 40 bis q


Este precepto establece que podrán presentar reclamaciones al Tribunal las siguientes personas:


a) Cualquier deportista afiliado a una federación deportiva;


b) Quienes posean el cargo de Presidente, Secretario o Tesorero de una organización deportiva asociada a una federación deportiva, y


c) Quienes sean directores de una federación deportiva.”.


En relación con esta norma se presentó la indicación Nº 21, de la Honorable Senadora señora Alvear, para reemplazarla por la siguiente:


“Artículo 40 bis p.- El Tribunal tendrá a su cargo la superintendencia correccional y disciplinaria de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales.


El Tribunal conocerá en pleno de las quejas por faltas o abusos en el desempeño de las funciones de los miembros de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética, pudiendo por esta vía dejar sin efecto o modificar las resoluciones dictadas e incluso requerir a la Federación respectiva, la remoción de uno o más de sus integrantes.


Cuando la queja se refiera a miembros de Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de federaciones deportivas afiliadas al Comité Olímpico de Chile, el pleno se integrará además con un miembro de la Corte de Arbitraje Deportivo del señalado Comité.”.


Por su parte, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala, presentó en la Comisión la indicación número 21 A. Su texto es el siguiente:

“Artículo 40 P.- El Consejo deberá velar por el correcto funcionamiento de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales, pudiendo impartirles instrucciones para que corrijan los problemas que observe en su labor.

El Consejo conocerá y resolverá fundadamente, los reclamos por las faltas o abusos que cometan los miembros de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética en el desempeño de sus funciones. En el ejercicio de esta facultad podrá dejar sin efecto o modificar resoluciones y, además, requerir a la federación respectiva la remoción de uno o más de los integrantes de dichos tribunales o comisiones. 

Los estatutos de las FDN y los de las asociaciones o clubes que las integren deberán contemplar expreso reconocimiento y adscripción a la potestad del Consejo.”.


Al iniciar el estudio de esta indicación, el asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que la indicación del Gobierno precisa que al Consejo –ahora Comité- le corresponde velar por el correcto funcionamiento de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales, pudiendo impartirles instrucciones para que corrijan los problemas que observe en su labor.

Agregó que le referido Comité conocerá y resolverá, los reclamos por las faltas o abusos que cometan los miembros de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética en el desempeño de sus funciones. En el ejercicio de esta facultad podrá dejar sin efecto o modificar resoluciones y, además, requerir a la federación respectiva la remoción de uno o más de los integrantes de dichos tribunales o comisiones.

Finalmente, precisó que no se distingue entre un funcionamiento en Sala o en Pleno como propone la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, recordó que la distinción que se hace en la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear entre asuntos conocidos en pleno o en sala, fue descartada previamente.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, observó que es difícil hacer esta distinción sólo sobre la base de la complejidad o gravedad en abstracto de los asuntos que se considerarán, dado que, por ejemplo, podría caer en esta categoría una denuncia puntual que un tribunal de honor consideró trivial y no se pronunció sobre ella. 


El Honorable Senador Larraín, don Hernán, consideró que la apreciación que hace el señor Dezulovic es válida, aunque también podrían incluirse otros asuntos de especial complejidad.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que las quejas más comunes de los deportistas se refieren al comportamiento y omisiones de los dirigentes, quienes muchas veces no les comunican la apertura de las inscripciones a campeonatos internacionales. Puntualizó que frente a estos casos los deportistas no tienen ninguna instancia donde reclamar si los tribunales de honor de sus propias organizaciones –muchas veces controlados por los dirigentes denunciados- no toman cartas en el asunto y, por ello, es necesario otorgar una competencia amplia a este organismo.


Seguidamente, el asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, expresó que en la indicación del Ejecutivo se pretendía destacar las facultades que tiene este organismo superior respecto de las faltas o abusos que pudieren cometer los integrantes de los tribunales de honor o los comités de ética. Sostuvo que lo que se persigue con esta ley es que efectivamente funcionen los tribunales de honor y que este Comité pueda revisar sus decisiones.


El Honorable Senador señor Espina señaló que le parecía más adecuado que el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo funcione, tal como ya se resolvió, sin hacer distinciones entre funcionamiento en pleno o en sala. En razón de lo anterior, se mostró partidario de aprobar la indicación del Ejecutivo.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó su acuerdo con la idea antes planteada, y sometió a votación la siguiente redacción “el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo deberá velar por el correcto funcionamiento de los tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales y podrá impartirles instrucciones para que corrijan los problemas que observe en su labor.”.


- La Comisión, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio, concordó con ella. De esta manera, se dio por aprobado el inciso primero de las indicaciones números 21 y 21 A.


 A continuación, se puso discusión el inciso segundo propuesto en la indicación del Ejecutivo.


Al iniciarse el debate de esta materia se tuvo presente que lo propuesto en ella era muy similar a lo dispuesto en el inciso segundo contenido en la indicación número 21.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, señaló que la idea contenida en el inciso segundo de la indicación Nº 21 era adecuada y que, haciendo la salvedad de reemplazar los términos “quejas” por “reclamos”, para evitar acentuar el carácter jurisdiccional de esta instancia, esta disposición debería ser aprobada. Expresó que la consecuencia natural del ejercicio de esta atribución es la posibilidad de modificar la resolución que involucró un mal ejercicio de las funciones de los integrantes de los tribunales de honor o de los dirigentes sometidos al tribunal de disciplina deportiva, y/o la posibilidad de iniciar un proceso para remover al que participó en dicha decisión agraviante.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que al parecer hay consenso en la Comisión respecto a que la atribución específica que confiere el inciso segundo de la indicación Nº 21 debe ser acogida. 


La Honorable Senadora señora Alvear mostró su acuerdo con esta proposición.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso a la Comisión acoger, con modificaciones la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear, en los términos propuestos en el inciso segundo de la indicación del Ejecutivo, con la salvedad de precisar que se trata del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo y no el Consejo.  


- La Comisión, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio acogió ese planteamiento. De esta manera, quedó aprobado el inciso 2º de las indicaciones números 21 y 21 A.


Con la misma votación se dio por aprobado el inciso tercero de la indicación del Ejecutivo.


A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear planteó la duda de si con la redacción acordada se entendía que los dirigentes del Comité Olímpico de Chile quedarían sujetos a las facultades sancionatorias que tendrá el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que, a su juicio, quedaban sujetos al ejercicio de dichas facultades. Precisó que en la medida en que ellos son dirigentes de federaciones deportivas nacionales y pueden llegar a cometer faltas a la ética deportiva, sí podrían ser sancionados por el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. No obstante lo anterior, indicó que los problemas que se presenten en dichas organizaciones en su calidad de integrantes del Comité Olímpico de Chile o los que surgen de sus vinculaciones o compromisos con el Comité Olímpico Nacional escapan a la competencia del organismo de arbitraje deportivo que crea esta ley.


El Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic, señaló que el Comité que preside se regula por una normativa que no tiene nada que ver con esta legislación. El Comité Olímpico no se rige por la Ley del Deporte. Adicionalmente, puntualizó, el Comité Olímpico de Chile tiene un tribunal de honor que sanciona las irregularidades cometidas por los dirigentes del Comité Olímpico o de sus asociados. En consecuencia, sostuvo, no debe darse competencia al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo para intervenir en las resoluciones  del organismo que preside.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, precisó que el Comité Olímpico de Chile si se rige por la Ley del Deporte. Lo que sucede, puntualizó, es que también se rige por sus propios estatutos y por la Carta Olímpica.


El  Subsecretario de Deportes, señor Ruiz-Tagle, indicó que sólo quedarían fuera de la competencia del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo aquellos conflictos que están relacionados con la organización y funcionamiento del Comité Olímpico de Chile. En cambio  aquellos que surgen de la actuación de los dirigentes deportivos, en cuanto miembros de una Federación Deportiva Nacional, si quedarían sujetos a la competencia del órgano que se está creando.


El señor Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic, señaló que con esa interpretación se terminaba disminuyendo las competencias del Tribunal de Honor del Comité que él preside. Esta fórmula podría desordenar el actual sistema de funcionamiento del Comité Olímpico.


Finalmente, se puso en discusión la idea contenida en el inciso tercero de la indicación Nº 21.


- la Honorable Senadora señora Alvear retiró el inciso tercero de su indicación Nº 21.


Según se dará cuenta a continuación, a propósito del análisis del artículo siguiente, estos acuerdos se refundirán en la nueva redacción del artículo 40 P.

- - - 

Artículo 40 bis r


El texto de esta norma establece que el procedimiento ante el tribunal se iniciará mediante una presentación escrita, debidamente fundada, por cualquiera de las personas señaladas en el inciso anterior. Agrega que dentro de 15 días corridos de recibido el reclamo, el tribunal deberá citar mediante carta certificada al reclamante y a quienes por la naturaleza del reclamo deban ser oídos y resolverá en única instancia dentro del plazo de 30 días de celebrada la audiencia.”.


 En relación con esta norma, la Honorable Senadora señora Alvear presentó la indicación número 22, que sustituye este precepto por el siguiente:


“Artículo 40 bis q.- Al Tribunal le corresponderá conocer las siguientes materias:


En primera instancia, de aquellos asuntos disciplinarios acaecidos en organizaciones deportivas que por cualquier causa no hayan constituido sus Tribunales de Honor o que, teniéndolos, se acredite que no han dado curso al reclamo o denuncia que se les formulara, o cuando el procedimiento seguido ante ellos hubiere quedado paralizado por más de tres meses. También podrán conocer en primera instancia, de cualquier asunto en que aparezca comprometida la ética y la disciplina deportivas y que pudiera afectar a un dirigente, director, deportista, entrenador, técnico, oficial, árbitro o personal de apoyo de un atleta, incluidos los que se produzcan durante una competencia nacional o internacional organizada o autorizada por una Federación o una de sus organizaciones miembros. En estos casos, la segunda instancia corresponderá al pleno del Tribunal, con exclusión de los miembros que hubieren fallado en primer grado.


En segunda instancia de los recursos de apelación que se interpongan en contra de las sentencias dictadas por los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las FDN o de los establecidos para las organizaciones deportivas en el art. 40. El recurso deberá ser fundado e interponerse por escrito dentro del plazo de diez días contados desde la notificación de la sentencia recurrida. Concedido éste, que deberá ser en ambos efectos, el Tribunal de primer grado deberá elevar al de alzada el recurso interpuesto, junto a todos los antecedentes que obren en su poder sobre la materia debatida dentro de los cinco días siguientes.


De todas aquellas materias que las organizaciones deportivas sujetas a su jurisdicción o algunas de sus organizaciones asociadas o los miembros de esta última, sea estatutaria o voluntariamente acuerden entregar a su conocimiento, caso en el cual el Tribunal actuará como árbitro arbitrador, sin forma de juicio ni ulterior recurso.”.


Por su parte, el Ejecutivo propuso en la Comisión, previa autorización de la Sala del Senado, la aprobación de la siguiente indicación, la que se consigna en el boletín con el número 22 A:


“Artículo 40 R.- El Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo podrá también, de oficio o a petición de parte afectada, revisar las resoluciones dictadas por los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las FDN, cuando ellas se refieran a actuaciones de dirigentes, directores, deportistas, personal de apoyo de los mismos, entrenadores, técnicos, oficiales, árbitros o personal administrativo de las federaciones o de las organizaciones afiliadas a ellas, referidas a las siguientes materias: 

a)
Incumplimiento de normas de ética o disciplina deportivas.

b)
Actuaciones que impliquen vulneración arbitraria de los derechos de los deportistas.

La competencia del Consejo se extenderá incluso a aquellos casos que se produzcan en competencias nacionales o internacionales reconocidas o autorizadas por una Federación Deportiva Nacional.

El Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo podrá resolver directamente, de oficio o a petición de la parte afectada, los asuntos a que se refieren los incisos anteriores, si por cualquier causa la respectiva Federación Deportiva Nacional no hubiere constituido su Tribunal de Honor o Comisión de Ética. En esta situación, los respectivos Tribunales de Honor o Comisiones de Ética quedarán inhibidos de seguir conociendo estas materias.”.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos, planteó que el marco general de competencia que plantea la indicación Nº 22 es mucho más basto que lo que propone el Ejecutivo, pues la primera establece como competencia basal que “cualquier asunto en que aparezca comprometida la ética y la disciplina deportivas y que pudiera afectar a un dirigente, director, deportista, entrenador, técnico, oficial, árbitro o personal de apoyo de un atleta, incluidos los que se produzcan durante una competencia nacional o internacional organizada o autorizada por una Federación o una de sus organizaciones miembros”. Agregó que esta redacción permitiría que, incluso reclamos relativos a injurias o calumnias proferidas en el contexto del desarrollo de una actividad deportiva, pudieran ser conocidas por este tribunal. Subrayó que, en cambio, la disposición del Gobierno limita las atribuciones de esta instancia a los asuntos en que aparezca comprometida la ética y la disciplina deportivas, así como el correcto uso y destino de los recursos públicos, lo que parece más contenido y propio de una estructura como la que acá se propone.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic expresó que la indicación del Gobierno desarrolla  las ideas contenidas en la indicación Nº 22.


El Honorable Senador señor Pizarro destacó que la proposición del Ejecutivo considera, en su inciso tercero, una competencia nueva que permite al Comité vigilar el correcto funcionamiento de las instancias que resuelven controversias en las organizaciones deportivas de base, lo que es un avance porque encara un problema complejo y frecuente.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, manifestó que dicha disposición establece los casos en que el Comité actúa directamente, básicamente porque el Tribunal de Honor o la Comisión de Ética respectiva no se abocó al conocimiento del asunto reclamado o porque dicha labor ha quedado suspendida.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, connotó que el párrafo segundo de la indicación Nº 22 también se considera la posibilidad de recurrir las sentencias dictadas por los Tribunales de Honor o de Ética.


Los Honorables Senadores señores Larraín don Hernán y Larraín, don Carlos, notaron que el concepto “directamente” que alude el inciso segundo de la proposición del Ejecutivo, no aclara quien tiene la titularidad para instar a que el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo intervenga en un asunto que no ha conocido o que ha abandonado algún Tribunal de Honor o la Comisión de Ética a su cargo.


El Honorable Senador señor Pizarro observó que en este caso la actuación del Comité debería ser de oficio o a petición de parte.


Los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, propusieron que esta primera parte de la disposición partiera con la siguiente expresión “Resolver en única instancia, de oficio o a petición de parte…”


Además, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos observó que en este caso debería precisarse que cuando el Tribunal de Disciplina Deportiva inicia el conocimiento de un asunto que debió ser resuelto por un Tribunal de Honor o por una Comisión de Ética, estos organismos debieran quedar inhibidos de actuar.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes expresó que si se acoge la idea planteada por Su Señoría, debería recurrirse a las reglas generales de la radicación de la competencia.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, estimó apropiada la última precisión conceptual realizada, y propuso que aprobar la disposición con las modificaciones anteriormente discutidas.


- Sometido a votación los dos primeros incisos de la indicación 22 A fueron aprobados, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio. 


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a  votación el inciso tercero contenido en la indicación  número 22 A.


- sometida a votación la proposición anterior, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


Asimismo, la Comisión, por misma unanimidad precedente, acordó aprobar la indicación número 22 subsumida en la nueva redacción de este precepto.


Hacemos presente que, tal como se había anunciado al final del artículo anterior, y como consecuencia de los acuerdos previamente adoptados, en relación con  las indicaciones 21, 21A, 22 y 22 A, la Comisión acordó incorporar a esta iniciativa un artículo 40 P, en el que se fijan las funciones y atribuciones del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. Este acuerdo se adoptó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. El texto de esta disposición es el siguiente:

“Artículo 40 P.- El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1.- Velar por el correcto funcionamiento de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales, pudiendo impartirles instrucciones para que corrijan los problemas que observe en su labor.

2.- Conocer los reclamos por las faltas o abusos que cometan los miembros de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética en el desempeño de sus funciones. 

3.- Conocer de las solicitudes de revisión que se formulen respecto de las resoluciones definitivas dictadas por los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las FDN, referidas a las siguientes materias: 

a)
Incumplimiento de normas de ética, probidad o disciplina deportivas.

b)
Actuaciones que impliquen vulneración arbitraria de los derechos de los deportistas.

En el ejercicio de estas facultades el Comité  podrá dejar sin efecto o modificar resoluciones y, además, requerir a la federación respectiva la remoción de uno o más de los integrantes de dichos tribunales o comisiones. 

4.- Resolver, en única instancia, de oficio o a petición de la parte afectada, las faltas señaladas en las letras  a y b) del número 3 precedente, si por cualquier causa la respectiva FDN no hubiere constituido su Tribunal de Honor o Comisión de Ética.

La competencia del Comité se extenderá a las infracciones que se produzcan en competencias nacionales o internacionales reconocidas o autorizadas por una FDN.

Los estatutos de las FDN y los de las asociaciones o clubes que las integren deberán contemplar expreso reconocimiento y adscripción a la potestad del Comité.”.

Artículo 40 bis s


Este precepto establece  que la resolución que resuelve el reclamo deberá notificarse por carta certificada a los interesados y sus efectos comenzarán a regir desde la notificación.


En relación con esta norma la Honorable Senadora señora Alvear presentó la indicación Nº 23. Mediante ella se sustituye esta la disposición por la siguiente:


“Artículo 40 bis r.- Las sanciones que podrá aplicar el Tribunal serán las de amonestación; suspensión de derechos por el tiempo que indique, el que no podrá exceder de diez años; privación del derecho a ser elegido en una organización deportiva o para ejercer una función o cargo determinados hasta por el mismo número de años; eliminación de uno o más integrantes de una delegación deportiva; pérdida de premios, puntuación o medallas de una competencia; destitución del cargo y expulsión. El Tribunal estará facultado también en los asuntos de que conozca para disponer cualquier otra medida tendiente a restablecer la ética o la disciplina deportivas. Las sentencias dictadas por el Tribunal deberán ser acatadas y cumplidas por todas las organizaciones deportivas sometidas a su control.


El Tribunal deberá llevar un Registro con las  sanciones aplicadas una vez firmes y certificará a pedido de las organizaciones deportivas las anotaciones que aparezcan en él. Dispondrá lo necesario para que se cuente con un archivo de los procedimientos realizados.”.


Al iniciarse el estudio de esta indicación,  los representantes del Ejecutivo propusieron aprobar las ideas contenidas en la indicación 23, pero separando en números distintos cada una de las sanciones que puede imponer el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. Al respecto propusieron aprobar la referida indicación, enmendada en el siguiente sentido:


“Artículo 40 bis s.- Las sanciones que podrá aplicar el Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo serán las siguientes, de acuerdo a la gravedad y recurrencia de las infracciones que determine el Reglamento:

1) Amonestación verbal o escrita.


2) Inhabilitación para integrar una delegación deportiva de carácter nacional o internacional.


3) Pérdida de premios, puntos, posiciones o medallas en una competencia.


4) Suspensión de los derechos estatutarios del infractor en la organización deportiva por un período de tiempo que no podrá exceder de cinco años.


5) Inhabilitación para ser elegido en cualquier cargo establecido en los estatutos de una organización deportiva o para ejercer cualquier función en ellas por un período de tiempo que no podrá exceder el establecido en el numeral anterior.


6) Destitución del cargo y expulsión de la organización deportiva.


7) Cesación de funciones del Directorio de una organización deportiva.


8) Cualquier otra medida disciplinaria tendiente al debido resguardo de los recursos públicos, así como de la ética de las conductas deportivas.


Las resoluciones del Consejo deberán ser siempre fundadas y se entenderán sin perjuicio de las facultades generales de fiscalización y supervigilancia de las organizaciones deportivas otorgadas por esta ley al Instituto. Las referidas resoluciones tampoco serán obstáculo para hacer efectivas las eventuales responsabilidades administrativas, civiles o penales de los infractores.


El Consejo deberá llevar un Registro con las medidas dispuestas, el plazo para su cumplimiento y/o las sanciones aplicadas una vez firmes y certificará, a solicitud de las organizaciones deportivas, las anotaciones que aparezcan en él.


El Directorio de una Organización Deportiva que no dé cumplimiento a las resoluciones del Consejo perderá su vigencia en el Registro correspondiente y sus miembros quedarán inhabilitados para presentarse como candidatos a la elección de sus reemplazantes.”.


Al iniciarse el estudio de la indicación y su redacción alternativa, el asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, destacó que la proposición del Ejecutivo comprende, además del listado de sanciones, dos normas para asegurar el cumplimiento de las resoluciones del Consejo. En primer lugar, establece un sistema de registro de sanciones dictadas, y en segundo prescribe que el Directorio de la organización deportiva afectada por la resolución de este organismo que no la cumpla con las resoluciones respectivas perderá su vigencia, y todos sus integrantes quedarán inhabilitados para volver a presentarse como candidatos para llenar los cupos que dejaron vacantes.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que en la redacción  del inciso primero propuesto por Ejecutivo se hace mención a un reglamento, idea que anteriormente fue desechada por la Comisión.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que la proposición en estudio comprende una regulación muy detallada respecto de la forma como se aplican las sanciones y los distintos elementos que se deben tener en cuenta. Expresó que en el Derecho Comparado estas materias son objeto de reglamentos.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán puntualizó que la Comisión ya aprobó el criterio de que este Consejo sea denominado Comité. Agregó que debería tener independencia del Ejecutivo, lo que entre otras cosas supone que su regulación interna será definida por el propio organismo y no por el Gobierno. Añadió que en lo demás el encabezado de la proposición del Ejecutivo es apropiado, porque introduce el criterio de la gravedad y recurrencia de la infracción para fijar la magnitud de su sanción. En virtud de lo anterior el Presidente de la Comisión propuso acoger las ideas contenidas en el encabezado de la proposición del Ejecutivo, con las modificaciones anteriormente señaladas.


- Sometida a votación la proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso en discusión el primer numeral que figura en la redacción propuesta  por el Ejecutivo. En ella se establece que la sanción de amonestación puede ser verbal o escrita.


- Sometida a votación esta redacción, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán; Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


A continuación, el Presidente de la Comisión sometió a discusión el segundo numeral de la proposición del Ejecutivo, que establece como sanción la inhabilidad para integrar una delegación deportiva de carácter nacional o internacional.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, observó que esta inhabilitación debería poder establecerse a una o más delegaciones deportivas.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán propuso acoger la proposición del Ejecutivo con la modificación anteriormente planteada.


- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán; Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, puso en discusión el tercer numeral de la proposición del Ejecutivo, que establece como sanción la pérdida de premios, puntos, posiciones o medallas en una competencia.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, expresó que este castigo debería quedar circunscrito a la competencia en la que incide la infracción.


La Honorable Senador señora Alvear precisó que la infracción de que se trata puede haber tenido efecto en una o más competencias específicas, por lo que solicitó que se hiciera esa precisión en el articulado.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas observó que una sanción como la que acá se establece sólo podría aplicarse respecto de competencias nacionales, porque en los torneos internacionales rige la Carta Olímpica, que contiene su propio marco de sanciones y procedimientos para aplicarlas. Agregó que debe tenerse en vista que en el evento de competencias nacionales el castigo sólo podría imponerse si se trata de un torneo organizado por una federación sujeta a la potestad de este organismo.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que ambos alcances son válidos, por lo que propuso aprobar esta disposición circunscribiendo la sanción a las competencias organizadas por entidades deportivas sometidas a esta ley.


- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


 Seguidamente, el Presidente de la Comisión puso en discusión el cuarto numeral de la de redacción alternativa, referido a la suspensión de los derechos estatutarios del infractor en la organización deportiva por un período de tiempo que no podrá exceder de cinco años.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, explicó que la innovación que presenta la proposición es que se circunscribe el plazo máximo de esta sanción a cinco años.


- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán; Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a la consideración de la Comisión lo dispuesto en el número cinco de la redacción alternativa propuesta por el Ejecutivo. En ella se establece como sanción la inhabilitación para ser elegido en cualquier cargo establecido en los estatutos de una organización deportiva o para ejercer cualquier función en ellas por un período de tiempo que no podrá exceder el establecido en el numeral anterior.


El Secretario del Comité Olímpico, señor Cárdenas, observó que esta proposición no sólo establece una inhabilitación para ser director en una organización deportiva, sino también para ejercer cualquier función en ella, por modesta que sea, o en cualquiera otra institución de similar naturaleza, lo que en principio parece agraviar la garantía constitucional de libertad de trabajo.


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que esta inhabilitación  no es perpetua, sino que está limitada a un término que no puede ser superior a cinco años.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, recordó que las disposiciones del encabezado de la proposición establecen como criterio general que la aplicación de las sanciones se hará teniendo en consideración la gravedad y recurrencia de la infracción, por tanto, la sanción que acá se discute procederá sólo respecto a faltas particularmente graves.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, manifestó su acuerdo con la apreciación que sobre este punto hizo el señor Presidente de la Comisión.


Añadió que un asunto que no está tratado en la proposición del Ejecutivo, ni en la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear ni en el texto aprobado en general es la situación de los deportistas, entrenadores, dirigentes u otros participantes de la actividad deportiva, que han sido objeto de una sanción internacional. Expresó que ello podría reflejarse, por ejemplo, en una inhabilidad nacional para participar en una elección de una organización deportiva, que puede ser regulado en esta sede.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que la situación que plantea el señor Subsecretario tal vez debería regularse en otra disposición. En consecuencia, solicitó al Ejecutivo que si deseaba establecerlo debía presentar una indicación en ese sentido.


Concluido el debate, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a la consideración de la Comisión el quinto numeral contenido en la redacción alternativa propuesta por el Ejecutivo.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta redacción.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a la consideración de la Comisión la redacción alternativa contenida el Nº 6 de la proposición del Ejecutivo. En ella se establece como sanción la destitución del cargo y expulsión de la organización deportiva.


El  Secretario General del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, llamó la atención sobre el hecho que esta sanción se aplica en la actualidad, pero los infractores condenados a ella ocupan como subterfugio constituir una nueva organización deportiva o integrarse a otra distinta. En razón de lo anterior, solicitó ampliar esta sanción, de modo que el condenado además quede privado del derecho de constituir o integrarse en otra organización deportiva que trata esta ley.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, planteó que no es lo mismos destituir a una persona de su cargo que expulsarlo de la organización a la que pertenece, por lo que podría explorarse la posibilidad de separar ambas figuras en dos sanciones distintas.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, recordó que la idea de este proyecto es que las Federaciones Deportivas Nacionales estarán integradas por Asociaciones de clubes deportivos, por lo que quién es expulsado de la Federación Nacional puede seguir participando de su Asociación o club de base, pero pierde voz y voto en la primera de las organizaciones mencionadas. Puntualizó que expulsar al infractor de todas las organizaciones deportivas, incluso las de base, puede lindar en lo inconstitucional.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que tal como se está aprobando esta norma se establece una gama amplia de sanciones que están graduadas según su magnitud, y que deben ser aplicadas según la gravedad. A partir de lo anterior, compartió la idea planteada por el Presidente en orden a separar la sanción de la destitución de un cargo de la expulsión de la organización.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sometió a votación, en primer término, la separación de la expulsión y de la destitución del cargo en dos sanciones independientes.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó la separación de las mencionadas sanciones en dos números distintos -nuevos números 6) y 7), del artículo 40 S- . Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el Presidente de la Comisión sometió a consideración del resto de los miembros la idea de agregar a la sanción de expulsión la inhabilidad para constituir o integrar otras organizaciones deportivas.


El Secretario del Comité Olímpico, señor Cárdenas, recordó que según las reglas sobre aplicación de sanciones que acá se discuten, la expulsión será decretada únicamente respecto de infracciones particularmente graves. 


El señor Subsecretario de Deportes puntualizó que debe distinguirse, como anteriormente hizo la Comisión, entre los miembros que integran el directorio de una federación deportiva nacional y quienes sólo tienen la calidad de asambleístas. Puntualizó que la idea detrás de estas sanciones es penalizar a los que ostentan cargos directivos, sea en una federación o en otra organización de la pirámide del deporte.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que es mejor dejar la disposición únicamente con la sanción de expulsión de la Federación.


- Sometido a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sometió a discusión la proposición contenida en el Nº 8) del documento del Ejecutivo, que indica que se podrá imponer como sanción cualquier otra medida disciplinaria tendiente al debido resguardo de los recursos públicos, así como de la ética de las conductas deportivas.


Los miembros de la Comisión estimaron que el contenido de cualquier sanción que se imponga por ley debe quedar mínimamente delimitado en ella, y la formulación presentada por el Ejecutivo no cumple con dicho criterio, por lo que Sus Señorías se manifestaron en contra de ella.


- sometida a votación la proposición, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.

Inciso segundo 


Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sometió a consideración de los miembros de la Comisión lo establecido en el inciso segundo de la proposición del Ejecutivo.


La Comisión estimó que la idea planteada en la disposición es apropiada, pero observaron que el adverbio “tampoco” que figura en la segunda oración no es adecuado, y debe ser sustituido por los términos “no serán”.


- Sometida a votación esta redacción fue aprobada, con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Inciso tercero


A continuación, el Presidente de la Comisión, sometió a discusión el tercer inciso de la proposición del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, observó que aunque la idea contenida en la proposición es apropiada, requiere ciertas correcciones, tales como hacer mención a la noción de Comité y no de Consejo. En todo caso, manifestó que debía llevarse un registró de las medidas disciplinarias impuestas y su duración.


Los restantes miembros de la Comisión consideraron adecuada esta observación y estuvieron de acuerdo aprobar este inciso con la enmienda ya indicada.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, acordó aprobar este inciso tercero nuevo, con la enmienda sugerida por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio.

Inciso cuarto


Finalmente, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sometió a la consideración de los miembros de la Comisión el último inciso de la proposición del Ejecutivo.


En él se establece que el Directorio de una Organización Deportiva que no dé cumplimiento a las resoluciones del Consejo perderá su vigencia en el Registro correspondiente y sus miembros quedarán inhabilitados para presentarse como candidatos a la elección de sus reemplazantes.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, señaló que el propósito de la disposición es otorgarle la mayor efectividad posible a las resoluciones emanadas del Consejo.


- Sometida a votación esta redacción fue aprobada, con la enmienda de sustituir la expresión Consejo por “Comité”, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.


Como consecuencia de los acuerdos precedentes, se acordó dar por aprobada, con enmiendas, la indicación número 23, subsumida en la nueva redacción acordada por la Comisión


La norma aprobada pasa a ser artículo 40 S de esta iniciativa.

- - -

Artículo 40 bis t


La norma aprobada en general establece que la destitución del cargo procederá en los casos de la letra a) del artículo 40 bis p. Agrega que en los demás casos, el tribunal aplicará la sanción que correspondiere de acuerdo al mérito del reclamo sometido a su conocimiento.


Respecto de esta norma, la Honorable Senadora señora Alvear presentó la indicación número 24, cuyo propósito es suprimir esta norma.


Al fundamentar esta indicación señaló que la norma en la que recae ya no se  justifica, pues en artículos precedentes se ha regulado las sanciones que puede aplicar el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo, entre las que se considera la destitución de los dirigentes.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta indicación, sin enmiendas. 

-.-.-

Nuevo artículo 40 T


Seguidamente, la Comisión consideró la situación planteada por la Asociación Nacional de Futbol Profesional y por la Asociación de Futbol Amateur, de no ser incluidas en las normas que se aplicarán a las Federaciones Deportivas.


Se tuvo especialmente presente las consideraciones que hiciera el Presidente de la Asociación Nacional de Futbol Profesional (ANFP), señor Sergio Jadue, en orden a que una normativa de este tipo podría contradecir las disposiciones que tanto la CONBEMOL y FIFA han dispuesto para garantizar la participación de nuestro país en competencias internacionales.


Asimismo, durante el análisis de esta situación se tuvo en consideración que el Secretario Ejecutivo de la ANFP, señor Oscar Fuentes, puntualizó que la ANFP y la ANFA están impedidas, por razones internacionales, para realizar la mayor parte de los cambios estatutarios que el proyecto requiere para poder acceder a fondos del Estado.


Teniendo en cuenta estos antecedentes, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán; Larraín, don Carlos y Walker, don Patricio, y según la autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó incorporar a esta iniciativa de ley, el siguiente artículo 40 T, nuevo. Su texto es el siguiente:

“Artículo 40 T.- Las normas de este párrafo no se aplicarán a la Federación de Fútbol de Chile ni a las organizaciones que la integran.”.

-.-.-

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

A continuación, la Comisión consideró la indicación número 25, cuya autora es la Honorable Senadora señora Alvear y la indicación número 25 A, de S.E. el Presidente de la República, que proponen incorporar una serie de disposiciones transitorias a esta iniciativa de ley. 


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso tratar conjuntamente ambas indicaciones.

Artículo 1º

En primer lugar, se trató el artículo 1º transitorio, propuesto en la indicación presentada por la Honorable Senadora señor Alvear.


En esta norma se establece que las Federaciones Deportivas Nacionales afiliadas al Comité Olímpico de Chile, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, serán consideradas Federaciones Deportivas Nacionales por ese sólo hecho. Asimismo, agrega que tendrán este carácter aquellas Federaciones afiliadas a la Federación Internacional rectora de su respectivo deporte, siempre que esta última se encuentre reconocida por el Comité Olímpico Internacional. Precisa que el Comité Olímpico de Chile, para efectos de que el Instituto proceda a la inscripción en el Registro establecido en el articulado permanente, certificará las circunstancias anteriores dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de la presente ley.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, explicó que esta norma soluciona un problema de larga data en el deporte nacional, que consiste en esclarecer el estatus de las Federaciones que están reconocidas por el Comité Olímpico Internacional pero no por el chileno, como las Federaciones Nacionales de Ajedrez, de Surf o de Fisicoculturismo.


Seguidamente, la Comisión conoció el artículo 1º transitorio propuesto en la indicación del Ejecutivo. Dicho precepto establece lo siguiente:

“Artículo 1º transitorio.- Las Federaciones Deportivas que se encuentren afiliadas al Comité Olímpico de Chile a la fecha de entrada en vigencia de esta ley serán consideradas, previa inscripción en el registro correspondiente, Federaciones Deportivas Nacionales. 


Las personas que hayan desempeñado los cargos de Presidente, Vicepresidente Tesorero o Secretario General de las federaciones señaladas en el inciso anterior, les será aplicable la inhabilidad establecida en el inciso final del artículo 40 F, introducido por la presente Ley.


Los miembros de la Comisión concordaron con el propósito de la redacción propuesta por el Ejecutivo, pues recoge y desarrolla parte de los planteamientos consignados en la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear.


- Sometido a votación el primer artículo  transitorio consignado en las indicaciones 25 y 25 A, fue aprobado refundido, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.

Artículo 2º


A continuación, la Comisión trató el artículo 2º transitorio, contenido en la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear. 


En él se establece que las Federaciones Deportivas  que adquieran el carácter de FDN de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior deberán adecuar sus estatutos y cumplir a cabalidad los requisitos establecidos para constituirse como tal en el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de esta ley. Si así no lo hicieran perderán la calidad de Federación Deportiva Nacional.


A su respecto, los representantes del Ejecutivo presentaron un artículo 2º, alternativo al propuesto en la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear


“Artículo 2º transitorio.- Las Federaciones Deportivas Nacionales a las cuales se les de este carácter de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior, deberán adecuar sus estatutos y cumplir a cabalidad los requisitos establecidos para constituirse y funcionar, según lo establecido en el nuevo párrafo 4º del Título III, en el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de esta ley. Si así no lo hicieran perderán la calidad de Federación Deportiva Nacional.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, manifestó que la diferencia entre el artículo 2º transitorio propuesto en la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear y la redacción que sugiere aprobar el Ejecutivo radica en que esta última se hace expresa mención al párrafo 4º del Título III.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, observó que la institucionalidad internacional del deporte es muy celosa de la intervención estatal en sus asociadas nacionales, por lo que necesariamente la afiliación al sistema de control que establece este proyecto debe ser voluntaria. 


La Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que la propuesta del Ejecutivo se aleja del sentido que persigue el proyecto. En efecto, señaló que se establece un mecanismo para que las federaciones no se sometan a esta normativa lo que frustra las expectativas que los deportistas. En efecto, podría ocurrir que las federaciones no adecúen sus estatutos a la nueva normativa y, en consecuencia, se mantengan al margen de esta ley. Los deportistas que integran dichas federaciones no tendrían un organismo donde plantear sus requerimientos.


Ante una consulta formulada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, el  Secretario General del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, puntualizó que el proyecto considera que la Federación Deportiva Nacional que deje de cumplir alguno de los requisitos establecidos en la ley perderá la condición de FDN y pasará a ser una simple Federación Deportiva.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín, don Hernán, coincidieron con que en este caso puede establecerse un plazo extenso para que las federaciones deportivas regularicen sus estatutos y se acojan a las reglas que establece esta ley, pero dicho término debe ser perentorio, y debe evitarse la duplicidad de regímenes para el deporte federado.


Puntualizó que el Ejecutivo considera que deben establecerse las condiciones para que modifiquen sus estatutos en el menor tiempo posible.


Ante una consulta, el señor Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, aclaró que de acuerdo a la normativa olímpica internacional los comités nacionales pueden solicitar al comité internacional que excluya a una federación local que no cumple con la normativa nacional, lo cual es doblemente relevante, porque en la definición de FDN que plantea este proyecto está la idea que sólo tendrán el carácter de tal las federaciones que tengan el reconocimiento expreso del Comité Olímpico chileno o del Internacional.


La Honorable Senadora señora Alvear preguntó qué ocurriría si una Federación Nacional pierde el carácter de FDN, y por lo tanto la calidad de representante local ante el organismo internacional respectivo.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, explicó que en ese caso no podrían presentarse deportistas de dicha federación a competencias internacionales.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, consultó si los instrumentos internacionales del Comité Olímpico prescriben que las federaciones nacionales deberán sujetarse a las reglas locales para ser reconocidas.


El Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas, respondió que en general así es, y por ello el Comité Olímpico Internacional siempre accede a las solicitudes de afiliación o desafiliación de las federaciones nacionales que le plantea el Comité local.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, señaló que una forma de solucionar este tema era entender que esta ley crea una nueva categoría, llamada “Federación Deportiva Nacional”, que permite a las federaciones deportivas que hoy existen, acceder a ciertos fondos públicos. En base a este criterio, planteó que sería posible interpretar que las federaciones deportivas que tengan reconocimiento internacional, que no puedan o no quieran transformarse en FDN, y que mantengan el reconocimiento internacional, podrán seguir siendo federaciones deportivas sin apellido, reconocidas como tales por el Estado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que ese criterio podría ser válido, pero también hay que observar que el deporte olímpico federado siempre tendría que estar regulado por el estatuto de las FDN.


La Honorable Senadora señora Alvear objetó dicha interpretación. Señaló que si ella se acepta las federaciones deportivas  quedarían sometidas a decisiones administrativas, que en el fondo tienen una orientación política determinada. Sobre el particular, insistió que la ley tiene que precaver los medios para que todas las organizaciones deportivas se adecuen a un único régimen legal.


El señor Presidente de la Comisión, el Honorable Senador Larraín, don Hernán recordó que las normas en análisis establecen un plazo de dos años para que las actuales federaciones deportivas adecuen sus estatutos y sigan obteniendo fondos públicos para el financiamiento de su actividades. 


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, manifestó que en la actualidad hay una gran cantidad de federaciones deportivas constituidas, y si este proyecto se transforma en ley sólo un porcentaje de ellas podrán optar a la calidad de federaciones deportivas nacionales, porque el resto no logrará el requisito de presencia territorial a nivel nacional o no podrá obtener el reconocimiento de una instancia internacional o del Comité Olímpico de Chile. Agregó que todas aquellas federaciones que actualmente existen y que no están en condiciones de cumplir los requisitos para ser un FDN seguirán existiendo luego de que entre en vigencia esta ley, pero no podrán acceder a los beneficios que acarrea tener el carácter de FDN, como por ejemplo, el acceso a fondos públicos para solventar sus gastos habituales de administración.


La Honorable Senadora señora Alvear insistió que se pueden establecer todos los plazos, recursos y regalías que se quiera, pero a la larga debe imponerse, fuera de toda discusión, que todo el deporte federado nacional debe quedar regido por un mismo estatuto. Sólo de esta manera se cumplirá con las exigencias y aspiraciones de los deportistas y se establecerá un grado mayor de orden y resguardo del debido uso de los fondos públicos destinados al deporte.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se sumó a la posición expresada por la Honorable Senadora señora Alvear.


El asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, señaló que a su juicio la reforma de los estatutos para convertirse en FDN no va, necesariamente, de la mano con la idea de que la federación que se acoge a este nuevo régimen deba –además- aceptar la competencia del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


La Honorable Senadora señora Alvear subrayó que acogerse a la competencia del mencionado Comité es un elemento de la esencia del nuevo estatuto de FDN.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, coincidió con lo previamente expresado por la Senadora señora Alvear, y dejó expresa constancia de ello para la historia de la ley. Señaló que para tal propósito se consigna que estas organizaciones deberán adecuar sus estatutos y cumplir a cabalidad los requisitos establecidos para constituirse y funcionar, “según lo establecido en el nuevo párrafo 4º del Título III de la ley Nº 19.712”, de manera que al interpretarse esta norma no queden dudas de que las federaciones deportivas nacionales deben, salvo las mencionadas en el artículo 40 T, adecuar sus estatutos a esta normativa, lo que incluye el funcionamiento y reconocimiento de la potestad del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


A continuación, el Presidente de la Comisión declaró cerrado el debate y sometió a votación el artículo 2º propuesto en la indicación Nº 25 A, con la precisión que indicó precedentemente.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó esta norma de la indicación 25 A, con la enmienda ya indicada.


Con la misma votación se dio por aprobada la indicación 25, subsumida en la nueva redacción del artículo 2 º transitorio.

Artículo 3º


A continuación, la Comisión trató el artículo 3º transitorio, contenido en la indicación números 25 y 25 A.


El artículo 3º transitorio propuesto por la Honorable Senadora señora Alvear establece que la primera elección y constitución del Tribunal del Deporte deberá quedar formalizada dentro del plazo de noventa días contados desde la entrada en vigencia de esta ley. En el mismo plazo y por resolución del Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes de Chile, se confeccionará la nómina de interventores contemplada en los artículos permanentes de esta ley.


A continuación, los representantes del Ejecutivo, previa autorización de la Sala, propusieron la aprobación del siguiente artículo 3º transitorio, contenido en la indicación número 25 A.
“Artículo 3º transitorio.- La primera elección y constitución del Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo deberá quedar formalizada dentro del plazo de ciento ochenta días contados desde la entrada en vigencia de esta ley. 

El Presidente de la República, dentro del mismo plazo, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, dictará la reglamentación que fije el procedimiento para interponer un reclamo o denuncia ante el Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo.”


Al iniciarse el debate de estas proposiciones, el Secretario del Comité Olímpico de Chile, señor Cárdenas indicó que parecía ser más adecuado establecer el plazo de seis meses para la elección y constitución del Organismo de Disciplina Deportiva. Señaló que lo anterior permitirá con calma llevar adelante el proceso de funcionamiento de este nuevo sistema.


Atendida esta razón, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio sometió a votación el  inciso primero del artículo tercero propuesto en la indicación Nº 25 A, con la enmienda de sustituir la referencia al “Consejo” por “Comité” Nacional de Arbitraje Deportivo. 


- Sometida a votación esta proposición, fue aprobada, con la enmienda ya indicada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación el inciso segundo del artículo 3º transitorio de la indicación número 25 A.


Al iniciarse el estudio de esta norma se recordó que en el nuevo artículo 40 R ya se establecieron las normas básicas según las cuales se sustanciarán los procedimientos que se siguen ante el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


En razón de lo anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso aprobar esta norma en los siguientes términos:


“Dentro del plazo señalado precedentemente y mediante un decreto supremo, que llevará también la firma del Ministro Secretario General de Gobierno, se fijarán  las normas de procedimiento que complementarán las reglas establecidas en el artículo 40 R de la ley Nº 19.712.”.


En relación con esta proposición, se preguntó si no era más adecuado hacer mención al Ministro del Deporte en vez del Ministro Secretario General de Gobierno, dado que las competencias en materia de deportes han sido traspasadas, en virtud de la ley Nº 20.686, al Ministerio del Deporte.


En relación con este punto, el Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, precisó que si bien ya se aprobó la ley que creó el Ministerio del Deporte, aún quedan trámites legislativos importantes que afectan la puesta en marcha de este Ministerio. Agregó que como consecuencia de lo anterior todavía no ha entrado en funcionamiento el referido Ministerio, razón que justifica mantener la mención al Ministro Secretario General de Gobierno en esta disposición.


Agregó que si durante el segundo trámite constitucional de esta iniciativa, entra en funcionamiento pleno el referido Ministerio del Deporte, el Ejecutivo podría presentar la indicación correspondiente para enmendar esta norma.


Con estas precisiones se sometió a votación el inciso segundo del artículo 3º transitorio propuesto en la indicación del Ejecutivo, enmendado en los términos planteados por el señor Presidente de la Comisión.


Sometida a votación la proposición anterior, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.



Con la misma votación, se dio por aprobada con enmiendas y subsumida en la redacción acordada previamente, el artículo 3º transitorio contenido en la indicación número 25.

Artículo 4º transitorio


A continuación, la Comisión trató el artículo 4º transitorio contenido en las indicaciones 25 y 25 A.


En primer lugar, la norma propuesta por la Honorable Senadora señora Alvear dispone que en caso que los estatutos de las actuales Federaciones Deportivas contuvieran otras instancias para apelar contra los fallos de sus Tribunales de Honor se entenderá que quedará a elección del afectado recurrir a ellas o al Tribunal Deporte. Este derecho solo podrá ejercerse hasta que la Federación respectiva haya adecuado sus estatutos con arreglo al artículo segundo transitorio.


Por su parte, el Ejecutivo propone aprobar la siguiente redacción para este artículo 4º transitorio.


“Artículo 4º.- En caso que los estatutos de las actuales Federaciones Deportivas contuvieran otras instancias para apelar contra los fallos de sus Tribunales de Honor se entenderá que quedará a elección del afectado recurrir a ellas o al Consejo Nacional de Arbitraje Deportivo. Este derecho solo podrá ejercerse hasta que la Federación respectiva haya adecuado sus estatutos con arreglo al artículo segundo transitorio.”.


Durante el análisis de estas disposiciones se constató que ellas proponen objetivos similares, con la sola diferencia de una hace mención al “Tribunal del Deporte” y la otra al “Consejo Nacional de Arbitraje”. Se recordó que en esta materia se había aprobado que el órgano encargado de resolver las controversias que se produzcan a nivel de la Federaciones Deportivas será el “Comité Nacional de Arbitraje Deportivo”.


En virtud de lo anterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, propuso aprobar en esta parte ambas indicaciones subsumidas, cambiando la mencionada referencia al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, aprobó, subsumidos y con enmiendas, el artículo 4º transitorio propuesto en las indicaciones números 25 y 25 A. 

Artículo 5º transitorio


Finalmente, la Comisión se avocó al estudio del artículo 5º transitorio contenido en la indicación número 25, de la Honorable Senadora señora Alvear.


En este precepto se dispone que para la aplicación de la presente ley en su primer año de vigencia, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar el presupuesto del Instituto Nacional de Deportes de Chile en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dicho presupuesto.


Al iniciarse el estudio de esta indicación se hizo presente que si bien las materias tratadas en ella podían ser necesarias de considerar en este proyecto, ellas se enmarcan en el ámbito de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, razón por la que el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, procedió a declarar inadmisible este artículo de la indicación número 25.


No obstante lo anterior, la Comisión solicitó al señor Subsecretario de Deportes que el Gobierno considerara la posibilidad de presentar una indicación que tuviera un contenido similar a la que presentó la Honorable Senadora señora Alvear, dado que establece una fuente de financiamiento al mayor gasto público que supondría la aprobación de esta iniciativa.


El Subsecretario de Deportes, señor Ruiz Tagle, explicó que efectuadas las consultas correspondientes en la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, esa repartición le indicó que esta disposición no era necesaria por dos razones. En primer lugar, porque estos gastos se vinculan con asignaciones presupuestarias ya existentes. Afirmó que el Instituto Nacional del Deportes (IND) ya tiene asignaciones para gastos de administración del Comité Olímpico de Chile. Por otra parte, explicó que los gastos que implicará la puesta en marcha de esta ley no serán relevantes y, en consecuencia, pueden ser perfectamente solventados de acuerdo con las normas sobre flexibilidad presupuestaria vigente.


Hizo presente que actualmente el IND entrega por conceptos de administración, planes y programas al Comité Olímpico de Chile alcanza a una suma aproximada de 2.000 millones de pesos.


Por todo lo anterior, afirmó que los recursos públicos para financiar esta normativa ya existen por lo que no resulta indispensable aprobar una norma como la que proponía la Honorable senadora señora Alvear.


En virtud de este explicación, la Comisión decidió no insistir en la aprobación de una disposición como la señalada precedentemente.

-.-.-

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados precedentemente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Agregar el siguiente artículo único, nuevo:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.712, Ley del Deporte: (Unanimidad. 3 x 0). Indicación número 1.

1.- Sustitúyese, en la letra l) del artículo 12, el punto y coma (;) que sigue a la palabra “Reglamento” por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Estas becas no constituyen renta para ningún efecto legal;” (Unanimidad. 4 x 0). Indicación número 1B.

2.-  Suprímese en la letra f) del artículo 32 la expresión “nacional” e intercálase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual g) a ser h), la h) a ser i) y la i) a ser j): (Unanimidad. 4 x 0). Indicación número 2A.

“g) Federación Deportiva Nacional: Es aquella Federación Deportiva que cumple con los siguientes requisitos:

1.
Estar afiliada a una Federación Deportiva Internacional reconocida por el Comité Olímpico Internacional, o bien, estar reconocida como tal por resolución fundada de la Dirección Nacional del Instituto, de acuerdo al interés público comprometido y al grado de implantación de la disciplina respectiva en el país. (Unanimidad  5 x 0). Indicación número 2 A.

2.
Estar integrada por clubes o asociaciones que tengan asiento en más de cinco regiones del país. (Unanimidad 4 x 0).  Indicación 2A. 

3.
Que los clubes que la integren sean a lo menos quince, y (Unanimidad 5 x 0). Indicación número 2A.

4.
Que cada uno de los referidos clubes tenga, al menos, diez deportistas que hayan participado en competiciones oficiales de la Federación en alguno de los dos años calendario anteriores. (Unanimidad. 5 x 0). Indicación número 2 A.

El Director Nacional del Instituto podrá, mediante resolución fundada, eximir del cumplimiento de los requisitos establecidos en los números 2 y 3 a aquellas Federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local. Dicha resolución, determinará el número de regiones o provincias en que deberán estar constituidas dichas federaciones y la cantidad mínima de clubes que deberán integrarlas. (Unanimidad 5 x 0). Indicación número 2 A

Estas federaciones estarán obligadas a incluir en su nombre la abreviatura “F.D.N”.” (Unanimidad. 5 x 0). Indicación número 2 A.

3.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 38:

“Las Confederaciones u Organizaciones Deportivas Sudamericanas, Continentales, Internacionales o Mundiales de deportes reconocidos por el Comité Olímpico de Chile, a las cuales se encuentre afiliada una Federación Deportiva Nacional, podrán constituirse en Chile como organizaciones deportivas de acuerdo al procedimiento establecido en este párrafo.”. (Unanimidad. 3 x 0). Indicación número 3.

4.- Suprímese en la letra k) del artículo 39 la siguiente frase final “, por una sola vez, por nuevo período”. (Unanimidad 5 x 0.) Indicación número 4A

5.- Sustitúyese, el inciso cuarto, del artículo 40, por el siguiente:

“Para los efectos del presente artículo, las asambleas de las federaciones y asociaciones deportivas podrán constituirse con delegados designados anualmente por la respectiva organización a la que representan, adjuntando para tal efecto, una copia del acta de nombramiento.”. (Unanimidad 4 x 0). Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo único

Sustituirlo por el siguiente, número 6, nuevo:

“6.- Incorpórase el siguiente Párrafo 4°, nuevo, en el Título III “De las Organizaciones Deportivas”

"Párrafo 4°

Régimen Especial de las Federaciones Deportivas Nacionales”

(Unanimidad. 3 x 0) Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo 40 bis a

Remplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40 A.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, en adelante también “FDN”, quedarán legalmente constituidas siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la letra g) del artículo 32 y se haya practicado su inscripción en un Registro Especial que mantendrá la Dirección Nacional del Instituto para estos efectos. Perderán dicha calidad si dejan de cumplir los requisitos indicados, en cuyo caso se cancelará su inscripción, manteniendo sólo su condición de Federación Deportiva.”. (Unanimidad. 3 x 0). Indicación número 5 A.

Artículo 40 bis b

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 40 B.- No podrá negarse la incorporación ni la permanencia en una FDN de una asociación deportiva o club que así lo requiera y que cumpla los requisitos legales, reglamentarios y estatutarios para ello.”. (Unanimidad 3 x 0).  Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo 40 bis c

Remplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40 C.- Los estatutos de las FDN deberán establecer el mecanismo por el cual los deportistas federados de la respectiva especialidad designarán a una Comisión de Deportistas que los representará en la dirección federativa. 

Podrán ser miembros de esta Comisión los deportistas de la respectiva disciplina, en actividad o en situación de retiro,  que hayan participado al menos en los Torneos Nacionales de su Deporte, categoría todo competidor, o en aquellos del programa olímpico, hasta ocho años después de su última participación. 

El Presidente de esta Comisión o, en su reemplazo, el delegado suplente que ella misma designe, tendrá derecho a voz y voto en las asambleas ordinarias y extraordinarias de la Federación y sólo a voz en las sesiones de su directorio.”. (Unanimidad. 3 x 0) Indicación número 7.

Artículo 40 bis d

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 40 D.- Los estatutos de las FDN deberán contemplar una Comisión Técnica compuesta por un número impar de personas no inferior a tres, que serán nombradas por el directorio en la primera sesión que efectúen después de su elección y durarán el mismo tiempo que éste.

Corresponderá a la Comisión Técnica proponer al Directorio de la Federación la  formación de las delegaciones de deportistas que representarán al país en las competencias internacionales. Dichas proposiciones se efectuarán con criterios exclusivamente técnicos y previa realización de competencias selectivas o clasificatorias, reglamentadas e informadas oportunamente a los deportistas.

El Presidente de la Federación con la mayoría absoluta del Directorio podrá rechazar la propuesta y conformar una delegación distinta, siempre que también se base en criterios estrictamente técnicos y se informen los fundamentos de su decisión en la Asamblea Ordinaria siguiente.

Dicha Comisión deberá colaborar con la Comisión Nacional de Control de Dopaje en la realización de actividades de difusión y capacitación antidopaje, así como en la coordinación de los controles preventivos a los deportistas adscritos a su federación, especialmente a aquellos seleccionados para representar al país en competencias internacionales.”. (Unanimidad 3 x 0)  Indicación número 8.

Artículo 40 bis e

Remplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40 E.- Las FDN deberán realizar a lo menos dos asambleas ordinarias anuales. La primera se celebrará dentro del primer cuatrimestre del año respectivo y en ella deberá tratarse la aprobación del balance, estados financieros del ejercicio anterior y la memoria del directorio. La segunda deberá tener lugar en el último trimestre del año y en ella corresponderá aprobar el presupuesto del año siguiente y el plan de gestión anual que se implementará, incluido el calendario oficial de competencias y un informe de la comisión técnica sobre los criterios que se emplearán para la selección de los deportistas que participarán en las competencias internacionales.

Los estatutos de las FDN deberán contemplar un sistema de votación de las asociaciones afiliadas a ellas, que sea proporcional a la cantidad de clubes que las integren.”. (Unanimidad 5 x 0). Indicación número 9.

Artículo 40 bis f

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 40 F.- Para ser elegido director de una FDN se requerirá cumplir con los siguientes condiciones:

a) Ser chileno o extranjero con residencia por más de tres años en el país.

b) Tener, a lo menos, veintiún años de edad.

c) Acreditar que el club del que se es socio tiene un año  de antigüedad en la FDN.

d) No ser miembro de la Comisión Electoral de la FDN, y

e) Haber aprobado un curso de capacitación en materias de gestión y administración deportiva. Solo se aceptarán aquellos que hayan sido impartidos o reconocidos por el Instituto para esos efectos.

Este último requisito no se exigirá a los dirigentes que acrediten estar en posesión de un título universitario o profesional de carreras de a lo menos ocho semestres de duración.  

Para ser elegido en los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de una FDN se necesitará, además, ser director o ex director de la propia federación o de alguna de las organizaciones que forman parte de ella.

La personas que hayan desempeñado los cargos señalados en el inciso anterior en una FDN, en cualquier calidad, durante ocho años continuos o discontinuos, no podrán ser electas ni reelectas en ningún cargo del Directorio, salvo que hubieren transcurrido, a lo menos, cuatro años desde que concluyó su último ejercicio.”. (Unanimidad 4 x 0). Indicaciones números 10 y 10 A.

Artículo 40 bis g

Remplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40 G.- No podrán ser directores de las FDN:

a) Las personas sancionadas con inhabilidad por el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo durante el lapso que dure su suspensión o privación del derecho a ser elegido. (Unanimidad 3 x 0) Indicación número 11 letra a).

b) Las personas condenadas por infracciones contempladas en la ley Nº 19.327 que sancionan hechos de violencia en los recintos deportivos y en la ley Nº 20.000 que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

c) Las personas condenadas por delitos cometidos con ocasión del ejercicio del cargo de director o miembro de una organización deportiva.

d) Los fallidos o los administradores o representantes legales de personas fallidas condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta, y

e) Las personas condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, cualquiera sea la condena impuesta o efectivamente cumplida.”. (Unanimidad 5 x 0). Indicación número 11.

Artículo 40 bis h

Sustituirlo por la siguiente:

“Artículo 40 H.- En el ejercicio de sus funciones, los directores de las FDN responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a su organización. El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de su directorio deberá dejar constancia de su oposición en el acta respectiva, de lo cual deberá darse cuenta en la siguiente Asamblea Ordinaria.”. (Unanimidad. 5 x 0). Indicación número 12.

Artículo 40 bis i

Remplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40 I.- Las FDN no podrán realizar actos o celebrar contratos onerosos en que uno o más de sus directores tengan interés.

Se entenderá que un director tiene interés en un acto o contrato cuando él, su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad  y segundo de afinidad inclusive deban intervenir en su ejecución o celebración. Asimismo, cuando tal acción se realice mediante sociedades o empresas en las cuales él o alguna de las personas mencionadas sean directores o dueños del diez o más por ciento de su capital.

Cuando un director de la Federación sea el único oferente de un bien o servicio indispensable para el desarrollo de las actividades de la organización, el directorio podrá acordar, por la unanimidad de sus integrantes y con exclusión del mencionado director, que se adquiera dicho bien o se contrate el mencionado servicio siempre que su precio se ajuste a los valores de mercado y se dé a conocer el indicado acto o contrato en la memoria que se presentará a la Asamblea Ordinaria siguiente.

Los directores que vulneren esta prohibición serán sancionados con la inhabilitación para desempeñar el cargo de dirigente deportivos por el plazo de diez años, sin perjuicio de responder por los perjuicios ocasionados a la federación y a terceros.”. (Unanimidad. 3 x 0). Indicación número 13. 

Artículo 40 bis j

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 40 J.-  A las FDN no se les aplicará el artículo 557 del Código Civil.

No obstante lo anterior, ellas deberán llevar contabilidad completa de sus operaciones. Su balance anual deberá ser auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Dicho balance, los estados financieros y la memoria del directorio deberán hacerse llegar a las respectivas organizaciones de base por cualquier medio apto, con a lo menos quince días de anticipación a la fecha de la Asamblea que debe pronunciarse sobre ellos, debiendo además publicarse en lugares visibles en la sede de la Federación o en el sitio electrónico de ésta, con la misma anticipación.

Sin perjuicio de las facultades de fiscalización y supervigilancia permanentes del Instituto, las FDN deberán, en el mes de mayo de cada año, remitirle una copia del balance del año inmediatamente anterior, de los estados financieros y del informe de resultado de la auditoría externa correspondientes. Mientras no sea enviada esta información, el Instituto no transferirá nuevos fondos a la respectiva Federación Deportiva Nacional. Los estados financieros de las FDN serán publicados por el Instituto Nacional de Deportes en su sitio electrónico institucional.

Aquellas FDN que se encuentren inhabilitadas  para recibir recursos del Instituto, por una causal establecida en esta ley o en sus reglamentos, podrán ser sometidas a la administración externa de dichos recursos, por resolución fundada del Director Nacional del Instituto. Dicha administración la ejercerá el Comité Olímpico de Chile o un tercero nominado de común acuerdo entre el Presidente del señalado Comité y el Director Nacional del Instituto. 

Si la inhabilitación para recibir recursos públicos se prolongare por más de doce meses, cesará, de pleno derecho, la vigencia del Directorio de la Federación respectiva. En todo caso, el  Directorio saliente deberá llamar a elección dentro de los quince días hábiles siguientes al cumplimiento del  mencionado plazo, no pudiendo participar en ellas ninguno de sus miembros.

Subsanada la inhabilitación cesará la administración externa respecto de los proyectos nuevos, pero continuará respecto de los que esté ejecutando el administrador.

El administrador externo podrá llevar a cabo los proyectos deportivos financiados con recursos públicos que estén en ejecución y los nuevos que correspondan a planes o programas deportivos aprobados por el Instituto para el desarrollo de la disciplina o de los deportistas.

Los honorarios de los administradores externos no podrán exceder del diez por ciento del monto total de los proyectos deportivos que administren y podrán ser solventados con cargo a los recursos públicos considerados en ellos. (Unanimidad 4 x 0). Indicaciones números 14 y 14 A.

Artículo 40 bis k

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 40 K.- Las FDN tendrán derecho a obtener recursos del Estado para financiar los gastos necesarios para su administración, tales como remuneraciones de personal, arriendo de oficinas, gastos comunes y expensas similares, además de los gastos de traslado para la realización de sus asambleas. Asimismo, podrán obtener recursos para financiar los gastos necesarios para adquirir toda la implementación tecnológica computacional necesaria para el desarrollo de su actividad y proyectos. Estos recursos se financiarán con cargo al porcentaje asignado a las FDN de las entradas del sistema de pronósticos y apuestas establecido en el artículo 90 de la ley Nº 18.768, modificada por la ley Nº 19.135 y con los recursos que el Instituto destine a este efecto, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. (Unanimidad 4 x 0). Indicación número 15 A.

Estas federaciones podrán organizar, producir y comercializar espectáculos deportivos de su respectivo deporte como también realizar actividades económicas relacionadas con sus fines e invertir sus recursos de la manera que acuerden sus órganos de administración. Los ingresos que se perciban sólo podrán destinarse a los fines de la Federación. (Unanimidad. 4 x 0). Indicación número 15 A.

Las FDN estarán exentas del Impuesto de Timbres y Estampillas contenido en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, en todos aquellos actos y contratos que celebren para la consecución de sus fines como igualmente de los derechos e impuestos municipales por la actividades que realizan en sus sedes.

Los programas, proyectos y actividades de las FDN podrán presentarse en cualquier época al Instituto y tendrán una tramitación preferente cuando ellos se refieran a la participación de sus delegaciones en eventos internacionales o la realización en Chile de competiciones internacionales.”. (Unanimidad. 3 x 0). Indicación número 15 A.

Artículo 40 bis l

Remplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40 L.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, cualquiera sea el número de sus socios, estarán obligadas a elegir un Tribunal de Honor o Comisión de Ética, en la forma y oportunidad establecida en el artículo 40. Al menos uno de sus integrantes deberá tener el título de abogado.”. (Unanimidad. 3 x 0). Indicación número 16.

Artículo 40 bis m

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 40 M.- Comité Nacional de Arbitraje Deportivo, en adelante el “Comité”, es un organismo colegiado, adscrito al Comité Olímpico de Chile, que ejercerá la potestad disciplinaria sobre las Federaciones Deportivas Nacionales. 

Este Comité estará integrado por cinco miembros:

a) Tres miembros elegidos por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico de Chile, debiendo dos de ellos tener el título de abogado;

b) Dos miembros designados por el Director del Instituto Nacional del Deporte. Uno ellos será seleccionado a propuesta de una terna que le presenten las organizaciones deportivas nacionales que no están afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Director Nacional para este efecto. En todo caso, a lo menos uno de los designados deberá tener el título de abogado.

El Comité tendrá, asimismo, cinco integrantes suplentes designados de la misma forma que los titulares.

En caso de inhabilidad, implicancia, recusación u otro motivo que impida a uno o más de sus miembros titulares conocer de un asunto, será sustituido por el suplente que hubiere sido elegido para reemplazarlo.

Los miembros titulares y suplentes del Comité durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser designados por nuevos periodos. Las vacantes que se produzcan se proveerán de la misma manera que establece este artículo sólo por el tiempo que le reste al miembro que genera la vacante.

La calidad de miembro titular o suplente del Comité será incompatible con la de cualquier cargo directivo en las organizaciones deportivas sujetas a su potestad y les afectarán las mismas inhabilidades e incompatibilidades que las establecidas para ejercer el cargo de director de ellas.”. (Unanimidad 4 x 0). Indicación número 17 A. 

Artículo 40 bis n

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 40 N.- Los miembros titulares o suplentes del Comité tendrán derecho a percibir, una dieta equivalente a tres unidades tributarias mensuales por cada audiencia a la que asistan, con un tope máximo de veinticuatro unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, sumas que se incrementarán en un cincuenta por ciento tratándose del Presidente y Secretario del Comité.”. (Unanimidad 4 x 0). Indicación número 18 A.

Los gastos necesarios para el funcionamiento del Comité serán financiados a través del Comité Olímpico de Chile por medio de proyectos que el Instituto aprobará anualmente, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.”. (Unanimidad 4 x 0). Indicación número 18 A.

Artículo 40 bis o

Remplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40 Ñ.- Designados sus miembros para cada período cuadrienal, el Comité se instalará en una sesión pública dentro de los treinta días siguientes contados desde el último nombramiento, en la cual procederán a elegir de entre ellos un Presidente y un Secretario-relator que será a la vez Ministro de Fe de sus actuaciones.

El Presidente y el Secretario del Comité durarán dos años en sus cargos, al término de los cuales se elegirá, de la misma manera, a quienes los sucederán en los dos años  siguientes.

El Comité no podrá sesionar ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la mayoría de sus miembros.”. (Unanimidad 4 x 0.) Indicación número 19.

A continuación, intercalar el siguiente artículo 40 O, nuevo:

“Artículo 40 O.-  Los miembros del Comité cesarán en sus cargos por las siguientes causales:

1.- Renuncia aceptada por el Comité;

2.- Expiración del plazo de su nombramiento;

3.- Postulación a un cargo de elección popular;

4.- Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito, y

5.- Por haber sido nombrado en un cargo incompatible, en los términos previstos en el inciso final del artículo 40 M.”. (Unanimidad 3 x 0) Indicación número 19 A.

Artículo 40 bis p

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 40 P.- El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1.- Velar por el correcto funcionamiento de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales, pudiendo impartirles instrucciones para que corrijan los problemas que observe en su labor. 

2.- Conocer los reclamos por las faltas o abusos que cometan los miembros de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética en el desempeño de sus funciones. 

3.- Conocer de las solicitudes de revisión que se formulen respecto de las resoluciones definitivas dictadas por los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las FDN, referidas a las siguientes materias: 

a)
Incumplimiento de normas de ética, probidad o disciplina deportivas.

b)
Actuaciones que impliquen vulneración arbitraria de los derechos de los deportistas.

En el ejercicio de estas facultades el Comité  podrá dejar sin efecto o modificar resoluciones y, además, requerir a la federación respectiva la remoción de uno o más de los integrantes de dichos tribunales o comisiones. 

4.- Resolver, en única instancia, de oficio o a petición de la parte afectada, las faltas señaladas en las letras  a y b) del número 3 precedente, si por cualquier causa la respectiva FDN no hubiere constituido su Tribunal de Honor o Comisión de Ética.

La competencia del Comité se extenderá a las infracciones que se produzcan en competencias nacionales o internacionales reconocidas o autorizadas por una FDN.

Los estatutos de las FDN y los de las asociaciones o clubes que las integren deberán contemplar expreso reconocimiento y adscripción a la potestad del Comité.”. (Unanimidad. 4 x 0). Indicaciones 21, 21 A; 22 y 22 A 

Artículo 40 bis q

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 40 Q- Podrán recurrir al  Comité Nacional de Arbitraje Deportivo los dirigentes  deportivos, directivos, deportistas, personal de apoyo de los mismos, entrenadores, técnicos, oficiales, árbitros o personal administrativo de las federaciones o de las organizaciones afiliadas a ellas.

Asimismo, podrá requerir la intervención del Comité el Instituto y el Comité Olímpico de Chile cuando tomaren conocimiento de  faltas a la ética, a la probidad o a la disciplina deportiva cometidas por personas que pertenezcan a una organización sometida a la potestad disciplinaria del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.”. (Unanimidad 4 x 0). Indicaciones números 20 y 20 A. 

Artículo 40 bis r

Remplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40 R.- Los  procedimientos que se sustancien ante el Comité serán públicos y orales. No obstante, las partes podrán, si quieren, presentar minutas escritas en que se establezcan los hechos invocados, las normas que se habrían vulnerado y las peticiones que se someten a consideración del Comité.

1.- En los casos en que se formule un reclamo en contra de la actuación de un integrante de un Tribunal de Honor o de una Comisión de Ética, el Comité citará a una audiencia que se realizará el quinto día hábil después de la última notificación. Ese plazo se ampliará, si la parte requerida no está en el lugar de inicio del procedimiento, con todo el aumento que corresponda en conformidad a lo previsto en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.

En la referida audiencia el demandado podrá formular sus descargos y solicitar que se reciba la causa a prueba.

No deduciéndose oposición al reclamo o en caso de rebeldía de la parte requerida, el Comité  recibirá la causa a prueba, o citará a las partes a oír su sentencia sobre el asunto sometido a su conocimiento, según lo estime  conforme a derecho.

La prueba se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.

Vencido el término probatorio, el Comité, de inmediato, citará a las partes para oír sentencia.

La sentencia  deberá dictarse en el plazo de los diez días siguientes a la fecha de la resolución que citó a las partes para oír sentencia.

 2.- En el caso que se solicite la revisión de una decisión definitiva de un Tribunal de Honor  o Comisión de Ética, dicha petición deberá formularse en el término fatal de diez días contado desde la notificación de la parte que formula esta solicitud. En ella deberá contenerse los fundamentos en que se apoya y las peticiones concretas que se someten al conocimiento del Comité. Si se presenta fuera de plazo o no cumple con las referidas exigencias, el Comité la declarará inadmisible.

Recibida la solicitud, el Comité requerirá informe al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente para que formule sus observaciones en el plazo máximo de  cinco días. El Comité podrá pedir, además, que le remitan los antecedentes del proceso en que se dictó la resolución cuya revisión se solicita.

Entregados tales antecedentes, el Comité podrá decretar medidas para mejor resolver o recibir la causa a prueba. En este último caso, ella se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.

Ejecutadas las mencionadas medidas o vencidos los plazos para rendir la prueba, el Comité citará a las partes para oír sentencia. 

Si el Comité declara no haber lugar a la solicitud, devolverá los antecedes al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente.

Si acoge la solicitud del requirente dictará una resolución de reemplazo y podrá imponer las sanciones que se establecen en el artículo siguiente.

En todo lo no previsto  en este artículo se aplicarán las disposiciones complementarias establecidas en un reglamento que deberá garantizar los principios de publicidad y oralidad y demás que aseguren un debido proceso.”. (Unanimidad 3 x 0.) Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo 40 bis s

Remplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40 S.- El Comité Nacional de Arbitraje Deportivo podrá imponer, de acuerdo a la gravedad y recurrencia de las infracciones cometidas, una o más de las sanciones que se indican a continuación: 

1) Amonestación verbal o escrita.

2) Inhabilitación para integrar una o más delegaciones deportivas de carácter nacional o internacional.

3) Pérdida de premios, puntos, posiciones o medallas obtenidos en aquellas competencias en que se cometió la infracción y que fueron organizadas por entidades deportivas sometidas a esta ley.

4) Suspensión de los derechos estatutarios del infractor en su organización deportiva por un periodo de tiempo que no podrá exceder de cinco años. (Unanimidad 5 x 0. Indicación número 23).

5) Inhabilitación para ser elegido en cualquier cargo establecido en los estatutos de una organización deportiva o para ejercer cualquier función en ellas por un periodo de tiempo que no podrá exceder el establecido en el numeral anterior. 

6) Destitución del cargo que se ejerce.

Esta sanción se podrá imponer a la totalidad de los integrantes de un directorio de una organización deportiva cuando cometan una infracción grave de las obligaciones que les impone esta ley.

7) Expulsión de la organización deportiva.

Las resoluciones del Comité deberán ser siempre fundadas y se entenderán sin perjuicio de las facultades generales  de fiscalización y supervigilancia de las organizaciones deportivas otorgadas por esta ley al Instituto. Las referidas resoluciones no serán obstáculo para hacer efectivas las eventuales responsabilidades administrativas, civiles o penales de los infractores. 

El Comité  deberá llevar un registro de las medidas disciplinarias impuestas y su duración. Asimismo, certificará, a solicitud de las organizaciones deportivas, las anotaciones que aparezcan en él.

El Directorio de una Organización Deportiva que no dé cumplimiento a las resoluciones del Comité perderá su vigencia en el Registro correspondiente y sus miembros quedarán inhabilitados para presentarse como candidatos a la elección de sus reemplazantes.”. (Unanimidad. 3 x 0) Indicación número 23.

Artículo 40 bis t

Suprimirlo

(Unanimidad. 3 x 0). Indicación 24.

Añadir, a continuación,  el siguiente artículo 40 T, nuevo:

“Artículo 40 T.- Las normas de este párrafo no se aplicarán a la Federación de Fútbol de Chile ni a las organizaciones que la integran.”. (Unanimidad 5 x 0.) Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Finalmente, agregar los siguientes artículos transitorios, nuevos:

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS

“Artículo 1º transitorio.- Las Federaciones Deportivas que se encuentren afiliadas al Comité Olímpico de Chile a la fecha de entrada en vigencia de esta ley serán consideradas, previa inscripción en el registro correspondiente, Federaciones Deportivas Nacionales.

A las personas que hayan desempeñado, con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley,  los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de las federaciones señaladas en el inciso anterior se les computará ese desempeño para efectos de la aplicación de la inhabilidad establecida en el inciso final del artículo 40 F de la ley Nº 19.712. (Unanimidad 3 x 0). Indicaciones 25 y 25 A.

Artículo 2º transitorio.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, a las cuales se les de este carácter de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior, deberán adecuar sus estatutos y cumplir a cabalidad los requisitos establecidos para constituirse y funcionar, según lo establecido en el nuevo párrafo 4° del Título III de la ley Nº 19.712, en el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de esta ley. Si así no lo hicieren perderán la calidad de Federación Deportiva Nacional. (Unanimidad 3 x 0.) Indicaciones números 25 y 25 A.

Artículo 3º transitorio.- La primera elección y constitución del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo deberá quedar formalizada dentro del plazo de ciento ochenta días contados desde la entrada en vigencia de esta ley. 

Dentro del plazo señalado precedentemente y mediante un decreto supremo, que llevará también la firma del Ministro Secretario General de Gobierno, se fijarán  las normas de procedimiento que complementarán las reglas establecidas en el artículo 40 R de la ley Nº 19.712. (Unanimidad  3 x 0.) Indicaciones números 25 y 25 A.

Artículo 4º transitorio.- En caso que los estatutos de las actuales Federaciones Deportivas contuvieran otras instancias para apelar contra los fallos de sus Tribunales de Honor se entenderá que quedará a elección del afectado recurrir a ellas o al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. Este derecho solo podrá ejercerse hasta que la Federación respectiva haya adecuado sus estatutos con arreglo al artículo segundo transitorio. (Unanimidad 3 x 0). Indicaciones números 25 y 25 A.

TEXTO DEL PROYECTO:





En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.712, Ley del Deporte.

1.- Sustitúyese, en la letra l) del artículo 12, el punto y coma (;) que sigue a la palabra “Reglamento” por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Estas becas no constituyen renta para ningún efecto legal;”

2.-  Suprímese en la letra f) del artículo 32 la expresión “nacional” e intercálase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual g) a ser h), la h) a ser i) y la i) a ser j):

“g) Federación Deportiva Nacional: Es aquella Federación Deportiva que cumple con los siguientes requisitos:

1.
Estar afiliada a una Federación Deportiva Internacional reconocida por el Comité Olímpico Internacional, o bien, estar reconocida como tal por resolución fundada de la Dirección Nacional del Instituto, de acuerdo al interés público comprometido y al grado de implantación de la disciplina respectiva en el país.

2.
Estar integrada por clubes o asociaciones que tengan asiento en más de cinco regiones del país.

3.
Que los clubes que la integren sean a lo menos quince, y

4.
Que cada uno de los referidos clubes tenga, al menos,  diez deportistas que hayan participado en competiciones oficiales de la Federación en alguno de los dos años calendario anteriores.

El Director Nacional del Instituto podrá, mediante resolución fundada, eximir del cumplimiento de los requisitos establecidos en los números 2 y 3 a aquellas Federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local. Dicha resolución, determinará el número de regiones o provincias en que deberán estar constituidas dichas federaciones y la cantidad mínima de clubes que deberán integrarlas. 

 Estas federaciones estarán obligadas a incluir en su nombre la abreviatura “F.D.N”.”

3.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 38:

“Las Confederaciones u Organizaciones Deportivas Sudamericanas, Continentales, Internacionales o Mundiales de deportes reconocidos por el Comité Olímpico de Chile, a las cuales se encuentre afiliada una Federación Deportiva Nacional, podrán constituirse en Chile como organizaciones deportivas de acuerdo al procedimiento establecido en este párrafo.”.

4.- Suprímese en la letra k) del artículo 39 la siguiente frase final “, por una sola vez, por nuevo período”. 

5.- Sustitúyese, el inciso cuarto, del artículo 40, por el siguiente:

“Para los efectos del presente artículo, las asambleas de las federaciones y asociaciones deportivas podrán constituirse con delegados designados anualmente por la respectiva organización a la que representan, adjuntando para tal efecto, una copia del acta de nombramiento.”

6.- Incorpórase el siguiente Párrafo 4°, nuevo, en el Título III “De las Organizaciones Deportivas”

"Párrafo 4°

Régimen Especial de las Federaciones Deportivas Nacionales

Artículo 40 A.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, en adelante también “FDN”, quedarán legalmente constituidas siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la letra g) del artículo 32 y se haya practicado su inscripción en un Registro Especial que mantendrá la Dirección Nacional del Instituto para estos efectos. Perderán dicha calidad si dejan de cumplir los requisitos indicados, en cuyo caso se cancelará su inscripción, manteniendo sólo su condición de Federación Deportiva.

Artículo 40 B.- No podrá negarse la incorporación ni la permanencia en una FDN de una asociación deportiva o club que así lo requiera y que cumpla los requisitos legales, reglamentarios y estatutarios para ello.

Artículo 40 C.- Los estatutos de las FDN deberán establecer el mecanismo por el cual los deportistas federados de la respectiva especialidad designarán a una Comisión de Deportistas que los representará en la dirección federativa. 

Podrán ser miembros de esta Comisión los deportistas de la respectiva disciplina, en actividad o en situación de retiro,  que hayan participado al menos en los Torneos Nacionales de su Deporte, categoría todo competidor, o en aquellos del programa olímpico, hasta ocho años después de su última participación. 

El Presidente de esta Comisión o, en su reemplazo, el delegado suplente que ella misma designe, tendrá derecho a voz y voto en las asambleas ordinarias y extraordinarias de la Federación y sólo a voz en las sesiones de su directorio.

Artículo 40 D.- Los estatutos de las FDN deberán contemplar una Comisión Técnica compuesta por un número impar de personas no inferior a tres, que serán nombradas por el directorio en la primera sesión que efectúen después de su elección y durarán el mismo tiempo que éste.

Corresponderá a la Comisión Técnica proponer al Directorio de la Federación la  formación de las delegaciones de deportistas que representarán al país en las competencias internacionales. Dichas proposiciones se efectuarán con criterios exclusivamente técnicos y previa realización de competencias selectivas o clasificatorias, reglamentadas e informadas oportunamente a los deportistas.

El Presidente de la Federación con la mayoría absoluta del Directorio podrá rechazar la propuesta y conformar una delegación distinta, siempre que también se base en criterios estrictamente técnicos y se informen los fundamentos de su decisión en la Asamblea Ordinaria siguiente.

Dicha Comisión deberá colaborar con la Comisión Nacional de Control de Dopaje en la realización de actividades de difusión y capacitación antidopaje, así como en la coordinación de los controles preventivos a los deportistas adscritos a su federación, especialmente a aquellos seleccionados para representar al país en competencias internacionales.

Artículo 40 E.- Las FDN deberán realizar a lo menos dos asambleas ordinarias anuales. La primera se celebrará dentro del primer cuatrimestre del año respectivo y en ella deberá tratarse la aprobación del balance, estados financieros del ejercicio anterior y la memoria del directorio. La segunda deberá tener lugar en el último trimestre del año y en ella corresponderá aprobar el presupuesto del año siguiente y el plan de gestión anual que se implementará, incluido el calendario oficial de competencias y un informe de la comisión técnica sobre los criterios que se emplearán para la selección de los deportistas que participarán en las competencias internacionales.

Los estatutos de las FDN deberán contemplar un sistema de votación de las asociaciones afiliadas a ellas, que sea proporcional a la cantidad de clubes que las integren.

Artículo 40 F.- Para ser elegido director de una FDN se requerirá cumplir con los siguientes condiciones:

a) Ser chileno o extranjero con residencia por más de tres años en el país.

b) Tener, a lo menos, veintiún años de edad.

c) Acreditar que el club del que se es socio tiene un año  de antigüedad en la FDN.

d) No ser miembro de la Comisión Electoral de la FDN, y

e) Haber aprobado un curso de capacitación en materias de gestión y administración deportiva. Solo se aceptarán aquellos que hayan sido impartidos o reconocidos por el Instituto para esos efectos.

Este último requisito no se exigirá a los dirigentes que acrediten estar en posesión de un título universitario o profesional de carreras de a lo menos ocho semestres de duración

Para ser elegido en los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de una FDN se necesitará, además, ser director o ex director de la propia federación o de alguna de las organizaciones que forman parte de ella.

La personas que hayan desempeñado los cargos señalados en el inciso anterior en una FDN, en cualquier calidad, durante ocho años continuos o discontinuos, no podrán ser electas ni reelectas en ningún cargo del Directorio, salvo que hubieren transcurrido, a lo menos, cuatro años desde que concluyó su último ejercicio.

Artículo 40 G.- No podrán ser directores de las FDN:

a) Las personas sancionadas con inhabilidad por el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo durante el lapso que dure su suspensión o privación del derecho a ser elegido.

b) Las personas condenadas por infracciones contempladas en la ley Nº 19.327 que sancionan hechos de violencia en los recintos deportivos y en la ley Nº 20.000 que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

c) Las personas condenadas por delitos cometidos con ocasión del ejercicio del cargo de director o miembro de una organización deportiva.

d) Los fallidos o los administradores o representantes legales de personas fallidas condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta, y

e) Las personas condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, cualquiera sea la condena impuesta o efectivamente cumplida.

Artículo 40 H.- En el ejercicio de sus funciones, los directores de las FDN responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a su organización. El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de su directorio deberá dejar constancia de su oposición en el acta respectiva, de lo cual deberá darse cuenta en la siguiente Asamblea Ordinaria.

Artículo 40 I.- Las FDN no podrán realizar actos o celebrar contratos onerosos en que uno o más de sus directores tengan interés.

Se entenderá que un director tiene interés en un acto o contrato cuando él, su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad  y segundo de afinidad inclusive deban intervenir en su ejecución o celebración. Asimismo, cuando tal acción se realice mediante sociedades o empresas en las cuales él o alguna de las personas mencionadas sean directores o dueños del diez o más por ciento de su capital.

Cuando un director de la Federación sea el único oferente de un bien o servicio indispensable para el desarrollo de las actividades de la organización, el directorio podrá acordar, por la unanimidad de sus integrantes y con exclusión del mencionado director, que se adquiera dicho bien o se contrate el mencionado servicio siempre que su precio se ajuste a los valores de mercado y se dé a conocer el indicado acto o contrato en la memoria que se presentará a la Asamblea Ordinaria siguiente.

Los directores que vulneren esta prohibición serán sancionados con la inhabilitación para desempeñar el cargo de dirigente deportivos por el plazo de diez años, sin perjuicio de responder por los perjuicios ocasionados a la federación y a terceros.

Artículo 40 J.-  A las FDN no se les aplicará el artículo 557 del Código Civil.

No obstante lo anterior, ellas deberán llevar contabilidad completa de sus operaciones. Su balance anual deberá ser auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Dicho balance, los estados financieros y la memoria del directorio deberán hacerse llegar a las respectivas organizaciones de base por cualquier medio apto, con a lo menos quince días de anticipación a la fecha de la Asamblea que debe pronunciarse sobre ellos, debiendo además publicarse en lugares visibles en la sede de la Federación o en el sitio electrónico de ésta, con la misma anticipación.

Sin perjuicio de las facultades de fiscalización y supervigilancia permanentes del Instituto, las FDN deberán, en el mes de mayo de cada año, remitirle una copia del balance del año inmediatamente anterior, de los estados financieros y del informe de resultado de la auditoría externa correspondientes. Mientras no sea enviada esta información, el Instituto no transferirá nuevos fondos a la respectiva Federación Deportiva Nacional. Los estados financieros de las FDN serán publicados por el Instituto Nacional de Deportes en su sitio electrónico institucional.

Aquellas FDN que se encuentren inhabilitadas  para recibir recursos del Instituto, por una causal establecida en esta ley o en sus reglamentos, podrán ser sometidas a la administración externa de dichos recursos, por resolución fundada del Director Nacional del Instituto. Dicha administración la ejercerá el Comité Olímpico de Chile o un tercero nominado de común acuerdo entre el Presidente del señalado Comité y el Director Nacional del Instituto. 

Si la inhabilitación para recibir recursos públicos se prolongare por más de doce meses, cesará, de pleno derecho, la vigencia del Directorio de la Federación respectiva. En todo caso, el Directorio saliente deberá llamar a elección dentro de los quince días hábiles siguientes al cumplimiento del mencionado  plazo, no pudiendo participar en ellas ninguno de sus miembros.

Subsanada la inhabilitación cesará la administración externa respecto de los proyectos nuevos, pero continuará respecto de los que esté ejecutando el administrador.

El administrador externo podrá llevar a cabo los proyectos deportivos financiados con recursos públicos que estén en ejecución y los nuevos que correspondan a planes o programas deportivos aprobados por el Instituto para el desarrollo de la disciplina o de los deportistas.

Los honorarios de los administradores externos no podrán exceder del diez por ciento del monto total de los proyectos deportivos que administren y podrán ser solventados con cargo a los recursos públicos considerados en ellos. 

Artículo 40 K.- Las FDN tendrán derecho a obtener recursos del Estado para financiar los gastos necesarios para su administración, tales como remuneraciones de personal, arriendo de oficinas, gastos comunes y expensas similares, además de los gastos de traslado para la realización de sus asambleas. Asimismo, podrán obtener recursos para financiar los gastos necesarios para adquirir toda la implementación tecnológica computacional necesaria para el desarrollo de su actividad y proyectos. Estos recursos se financiarán con cargo al porcentaje asignado a las FDN de las entradas del sistema de pronósticos y apuestas establecido en el artículo 90 de la ley Nº 18.768, modificada por la ley Nº 19.135 y con los recursos que el Instituto destine a este efecto, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.

Estas federaciones podrán organizar, producir y comercializar espectáculos deportivos de su respectivo deporte como también realizar actividades económicas relacionadas con sus fines e invertir sus recursos de la manera que acuerden sus órganos de administración. Los ingresos que se perciban sólo podrán destinarse a los fines de la Federación.

Las FDN estarán exentas del Impuesto de Timbres y Estampillas contenido en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, en todos aquellos actos y contratos que celebren para la consecución de sus fines como igualmente de los derechos e impuestos municipales por la actividades que realizan en sus sedes.

Los programas, proyectos y actividades de las FDN podrán presentarse en cualquier época al Instituto y tendrán una tramitación preferente cuando ellos se refieran a la participación de sus delegaciones en eventos internacionales o la realización en Chile de competiciones internacionales.

Artículo 40 L.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, cualquiera sea el número de sus socios, estarán obligadas a elegir un Tribunal de Honor o Comisión de Ética, en la forma y oportunidad establecida en el artículo 40. Al menos uno de sus integrantes deberá tener el título de abogado. 

Artículo 40 M.- Comité Nacional de Arbitraje Deportivo, en adelante el “Comité”, es un organismo colegiado, adscrito al Comité Olímpico de Chile, que ejercerá la potestad disciplinaria sobre las Federaciones Deportivas Nacionales. 

Este Comité estará integrado por cinco miembros:

a) Tres miembros elegidos por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico de Chile, debiendo dos de ellos tener el título de abogado;

b) Dos miembros designados por el Director del Instituto Nacional del Deporte. Uno ellos será seleccionado a propuesta de una terna que le presenten las organizaciones deportivas nacionales que no están afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Director Nacional para este efecto. En todo caso, a lo menos uno de los designados deberá tener el título de abogado.

El Comité tendrá, asimismo, cinco integrantes suplentes designados de la misma forma que los titulares.

En caso de inhabilidad, implicancia, recusación u otro motivo que impida a uno o más de sus miembros titulares conocer de un asunto, será sustituido por el suplente que hubiere sido elegido para reemplazarlo.

Los miembros titulares y suplentes del Comité durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser designados por nuevos periodos. Las vacantes que se produzcan se proveerán de la misma manera que establece este artículo sólo por el tiempo que le reste al miembro que genera la vacante.

La calidad de miembro titular o suplente del Comité será incompatible con la de cualquier cargo directivo en las organizaciones deportivas sujetas a su potestad y les afectarán las mismas inhabilidades e incompatibilidades que las establecidas para ejercer el cargo de director de ellas.

Artículo 40 N.- Los miembros titulares o suplentes del Comité tendrán derecho a percibir, una dieta equivalente a tres unidades tributarias mensuales por cada audiencia a la que asistan, con un tope máximo de veinticuatro unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, sumas que se incrementarán en un cincuenta por ciento tratándose del Presidente y Secretario del Comité. 

Los gastos necesarios para el funcionamiento del Comité serán financiados a través del Comité Olímpico de Chile por medio de proyectos que el Instituto aprobará anualmente, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. 

Artículo 40 Ñ.- Designados sus miembros para cada período cuadrienal, el Comité se instalará en una sesión pública dentro de los treinta días siguientes contados desde el último nombramiento, en la cual procederán a elegir de entre ellos un Presidente y un Secretario-relator que será a la vez Ministro de Fe de sus actuaciones.

El Presidente y el Secretario del Comité durarán dos años en sus cargos, al término de los cuales se elegirá, de la misma manera, a quienes los sucederán en los dos años  siguientes.

El Comité no podrá sesionar ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la mayoría de sus miembros.

Artículo 40 O.-  Los miembros del Comité cesarán en sus cargos por las siguientes causales:

1.- Renuncia aceptada por el Comité;

2.- Expiración del plazo de su nombramiento;

3.- Postulación a un cargo de elección popular;

4.- Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito, y

5.- Por haber sido nombrado en un cargo incompatible, en los términos previstos en el inciso final del artículo 40 M.

Artículo 40 P.- El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1.- Velar por el correcto funcionamiento de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales, pudiendo impartirles instrucciones para que corrijan los problemas que observe en su labor. 

2.- Conocer los reclamos por las faltas o abusos que cometan los miembros de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética en el desempeño de sus funciones. 

3.- Conocer de las solicitudes de revisión que se formulen respecto de las resoluciones definitivas dictadas por los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las FDN, referidas a las siguientes materias: 

a)
Incumplimiento de normas de ética, probidad o disciplina deportivas.

b)
Actuaciones que impliquen vulneración arbitraria de los derechos de los deportistas.

En el ejercicio de estas facultades el Comité  podrá dejar sin efecto o modificar resoluciones y, además, requerir a la federación respectiva la remoción de uno o más de los integrantes de dichos tribunales o comisiones. 

4.- Resolver, en única instancia, de oficio o a petición de la parte afectada, las faltas señaladas en las letras  a y b) del número 3 precedente, si por cualquier causa la respectiva FDN no hubiere constituido su Tribunal de Honor o Comisión de Ética.

La competencia del Comité se extenderá a las infracciones que se produzcan en competencias nacionales o internacionales reconocidas o autorizadas por una FDN.

Los estatutos de las FDN y los de las asociaciones o clubes que las integren deberán contemplar expreso reconocimiento y adscripción a la potestad del Comité.

Artículo 40 Q- Podrán recurrir al  Comité Nacional de Arbitraje Deportivo los dirigentes  deportivos, directivos, deportistas, personal de apoyo de los mismos, entrenadores, técnicos, oficiales, árbitros o personal administrativo de las federaciones o de las organizaciones afiliadas a ellas. 

Asimismo, podrá requerir la intervención del Comité el Instituto y el Comité Olímpico de Chile cuando tomaren conocimiento de  faltas a la ética, a la probidad o a la disciplina deportiva cometidas por personas que pertenezcan a una organización sometida a la potestad disciplinaria del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.

Artículo 40 R.- Los  procedimientos que se sustancien ante el Comité serán públicos y orales. No obstante, las partes podrán, si quieren, presentar minutas escritas en que se establezcan los hechos invocados, las normas que se habrían vulnerado y las peticiones que se someten a consideración del Comité.

1.- En los casos en que se formule un reclamo en contra de la actuación de un integrante de un Tribunal de Honor o de una Comisión de Ética, el Comité citará a una audiencia que se realizará el quinto día hábil después de la última notificación. Ese plazo se ampliará, si la parte requerida no está en el lugar de inicio del procedimiento, con todo el aumento que corresponda en conformidad a lo previsto en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.

En la referida audiencia el demandado podrá formular sus descargos y solicitar que se reciba la causa a prueba.

No deduciéndose oposición al reclamo o en caso de rebeldía de la parte requerida, el Comité  recibirá la causa a prueba, o citará a las partes a oír su sentencia sobre el asunto sometido a su conocimiento, según lo estime  conforme a derecho.

La prueba se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.

Vencido el término probatorio, el Comité, de inmediato, citará a las partes para oír sentencia.

La sentencia  deberá dictarse en el plazo de los diez días siguientes a la fecha de la resolución que citó a las partes para oír sentencia.

2.-  En el caso que se solicite la revisión de una decisión definitiva de un Tribunal de Honor  o Comisión de Ética, dicha petición deberá formularse en el término fatal de diez días contado desde la notificación de la parte que formula esta solicitud. En ella deberá contenerse los fundamentos en que se apoya y las peticiones concretas que se someten al conocimiento del Comité. Si se presenta fuera de plazo o no cumple con las referidas exigencias, el Comité la declarará inadmisible.

Recibida la solicitud, el Comité requerirá informe al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente para que formule sus observaciones en el plazo máximo de  cinco días. El Comité podrá pedir, además, que le remitan los antecedentes del proceso en que se dictó la resolución cuya revisión se solicita.

Entregados tales antecedentes, el Comité podrá decretar medidas para mejor resolver o recibir la causa a prueba. En este último caso, ella se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.

Ejecutadas las mencionadas medidas o vencidos los plazos para rendir la prueba, el Comité citará a las partes para oír sentencia. 

Si el Comité declara no haber lugar a la solicitud, devolverá los antecedes al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente.

Si acoge la solicitud del requirente dictará una resolución de reemplazo y podrá imponer las sanciones que se establecen en el artículo siguiente.

En todo lo no previsto en este artículo se aplicarán las disposiciones complementarias establecidas en un reglamento que deberá garantizar los principios de publicidad y oralidad y demás que aseguren un debido proceso. 

Artículo 40 S.- El Comité Nacional de Arbitraje Deportivo podrá imponer, de acuerdo a la gravedad y recurrencia de las infracciones cometidas, una o más de las sanciones que se indican a continuación: 

1) Amonestación verbal o escrita.

2) Inhabilitación para integrar una o más delegaciones deportivas de carácter nacional o internacional.

3) Pérdida de premios, puntos, posiciones o medallas obtenidos en aquellas competencias en que se cometió la infracción y que fueron organizadas por entidades deportivas sometidas a esta ley.

4) Suspensión de los derechos estatutarios del infractor en su organización deportiva por un periodo de tiempo que no podrá exceder de cinco años.

5) Inhabilitación para ser elegido en cualquier cargo establecido en los estatutos de una organización deportiva o para ejercer cualquier función en ellas por un periodo de tiempo que no podrá exceder el establecido en el numeral anterior. 

6) Destitución del cargo que se ejerce.

Esta sanción se podrá imponer a la totalidad de los integrantes de un directorio de una organización deportiva cuando cometan una infracción grave de las obligaciones que les impone esta ley.

7) Expulsión de la organización deportiva.

Las resoluciones del Comité deberán ser siempre fundadas y se entenderán sin perjuicio de las facultades generales  de fiscalización y supervigilancia de las organizaciones deportivas otorgadas por esta ley al Instituto. Las referidas resoluciones no serán obstáculo para hacer efectivas las eventuales responsabilidades administrativas, civiles o penales de los infractores. 

El Comité  deberá llevar un registro de las medidas disciplinarias impuestas y su duración. Asimismo, certificará, a solicitud de las organizaciones deportivas, las anotaciones que aparezcan en él.

El Directorio de una Organización Deportiva que no dé cumplimiento a las resoluciones del Comité perderá su vigencia en el Registro correspondiente y sus miembros quedarán inhabilitados para presentarse como candidatos a la elección de sus reemplazantes.

Artículo 40 T.- Las normas de este párrafo no se aplicarán a la Federación de Fútbol de Chile  ni  a las organizaciones que la integran.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1º transitorio.- Las Federaciones Deportivas que se encuentren afiliadas al Comité Olímpico de Chile a la fecha de entrada en vigencia de esta ley serán consideradas, previa inscripción en el registro correspondiente, Federaciones Deportivas Nacionales.

A las personas que hayan desempeñado, con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley,  los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de las federaciones señaladas en el inciso anterior se les computará ese desempeño para efectos de la aplicación de la inhabilidad establecida en el inciso final del artículo 40 F de la ley Nº 19.712.

Artículo 2º transitorio.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, a las cuales se les de este carácter de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior, deberán adecuar sus estatutos y cumplir a cabalidad los requisitos establecidos para constituirse y funcionar, según lo establecido en el nuevo párrafo 4° del Título III de la ley Nº 19.712, en el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de esta ley. Si así no lo hicieren perderán la calidad de Federación Deportiva Nacional. 

Artículo 3º transitorio.- La primera elección y constitución del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo deberá quedar formalizada dentro del plazo de ciento ochenta días contados desde la entrada en vigencia de esta ley. 

Dentro del plazo señalado precedentemente y mediante un decreto supremo, que llevará también la firma del Ministro Secretario General de Gobierno, se fijarán  las normas de procedimiento que complementarán las reglas establecidas en el artículo 40 R de la ley Nº 19.712.

Artículo 4º transitorio.- En caso que los estatutos de las actuales Federaciones Deportivas contuvieran otras instancias para apelar contra los fallos de sus Tribunales de Honor se entenderá que quedará a elección del afectado recurrir a ellas o al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. Este derecho solo podrá ejercerse hasta que la Federación respectiva haya adecuado sus estatutos con arreglo al artículo segundo transitorio.”.

-.-.-





Acordado en sesiones celebradas los los días 7, 13 y 20 de marzo, 3 y 10 de abril; 14 de mayo y 11 de junio, todas del año 2012, y 12 y 20 de marzo; 3 y 10 de abril y 1 de octubre, todas del año 2013, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), señores Alberto Espina Otero (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva); Hernán Larraín Fernández (Presidente); Jaime Orpis Bouchon y Patricio Walker Prieto (Presidente) (Jorge Pizarro Soto).




Sala de la Comisión, a 4 de octubre de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO A LAS FEDERACIONES DEPORTIVAS NACIONALES 

(6965-07)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear y con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, el Ministro (S), señor Mauricio Lob; el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Pablo Urquízar, y el abogado asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Juan Andrés Dezulovic.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la Asesora, señorita Rita Pérez.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

El asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión no introdujo modificaciones respecto del segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -

Cabe hacer presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en su segundo informe, dejó constancia de que dado que durante el estudio en particular de esta iniciativa se incorporaron normas que inciden en materias presupuestarias, que implican gasto público, el proyecto debe ser estudiado también en particular por la Comisión de Hacienda.

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del número 1 y de los artículos 40 A, 40 K y 40 N del número 6 del artículo único permanente, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Consagrar un nuevo estatuto que regule orgánicamente la organización y funcionamiento de las federaciones deportivas.  

- - -

DISCUSIÓN 

Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe el señor Ministro Secretario General de Gobierno (S), expresó que el Ejecutivo patrocinó indicaciones que consideró relevante incluir para cubrir vacíos generales en la normativa sobre cómo se constituyen las federaciones deportivas, lo que muchas veces termina perjudicando a los propios deportistas en el desarrollo de sus carreras.

- - -

Las disposiciones de competencia de la Comisión se transcriben o describen, según el caso, a continuación:

Artículo único

Introduce modificaciones en la ley N° 19.712, Ley del Deporte.

Número 1

Sustituye, en la letra l) del artículo 12, el punto y coma (;) que sigue a la palabra “Reglamento” por un punto aparte (.) y agrega el siguiente párrafo segundo, nuevo:
“Estas becas no constituyen renta para ningún efecto legal;”.
Puesto en votación el número 1, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 6

Incorpora el siguiente Párrafo 4°, nuevo, denominado “Régimen Especial de las Federaciones Deportivas Nacionales”, en el Título III “De las Organizaciones Deportivas”, conformado por 21 artículos.

Artículo 40 A

Dispone que las Federaciones Deportivas Nacionales quedarán legalmente constituidas siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la letra g) del artículo 32 y se haya practicado su inscripción en un Registro Especial que mantendrá la Dirección Nacional del Instituto para estos efectos.

El abogado asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Juan Andrés Dezulovic, estimó que la creación del registro no debiera implicar un aumento de gasto fiscal, puesto que el Instituto se encarga de los registros de las sociedades anónimas y de las organizaciones deportivas, por lo que un nuevo registro no importará una variación significativa.  

El Honorable Senador señor Novoa expresó que no se está creando una función especial, dado que todo Servicio debe llevar archivos y anotaciones, por lo que podría financiarse con los recursos propios del organismo.

 Puesto en votación el artículo 40 A, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 40 K

Su texto es el siguiente:

“Artículo 40 K.- Las FDN tendrán derecho a obtener recursos del Estado para financiar los gastos necesarios para su administración, tales como remuneraciones de personal, arriendo de oficinas, gastos comunes y expensas similares, además de los gastos de traslado para la realización de sus asambleas. Asimismo, podrán obtener recursos para financiar los gastos necesarios para adquirir toda la implementación tecnológica computacional necesaria para el desarrollo de su actividad y proyectos. Estos recursos se financiarán con cargo al porcentaje asignado a las FDN de las entradas del sistema de pronósticos y apuestas establecido en el artículo 90 de la ley Nº 18.768, modificada por la ley Nº 19.135 y con los recursos que el Instituto destine a este efecto, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.

Estas federaciones podrán organizar, producir y comercializar espectáculos deportivos de su respectivo deporte como también realizar actividades económicas relacionadas con sus fines e invertir sus recursos de la manera que acuerden sus órganos de administración. Los ingresos que se perciban sólo podrán destinarse a los fines de la Federación.

Las FDN estarán exentas del Impuesto de Timbres y Estampillas contenido en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, en todos aquellos actos y contratos que celebren para la consecución de sus fines como igualmente de los derechos e impuestos municipales por la actividades que realizan en sus sedes.

Los programas, proyectos y actividades de las FDN podrán presentarse en cualquier época al Instituto y tendrán una tramitación preferente cuando ellos se refieran a la participación de sus delegaciones en eventos internacionales o la realización en Chile de competiciones internacionales.”.

El abogado asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, indicó que se trata de una norma en su mayor parte de carácter declarativo, dado que reproduce el actual estatuto de financiamiento de los gastos de administración de las federaciones.

En cuanto a la exención del pago del impuesto de timbres y estampillas, acotó que se trata de un extensión de los beneficios con que cuentan las federaciones deportivas, por ejemplo, en materia de impuesto territorial, y tiene como objetivo una acción de fomento de la actividad y no implica un menor ingreso significativo, por cuanto el universo de las federaciones es muy acotado, llegando aproximadamente a 54 FDN.

El Honorable Senador señor Novoa manifestó que, efectivamente, parte de la disposición es declarativa, en cuanto existe la posibilidad y no la obligación de obtener recursos. Y en relación a la exención tributaria, consideró que se trataría de una menor recaudación muy marginal para el Fisco.

Puesto en votación el artículo 40 K, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 40 N

Es del siguiente tenor:

“Artículo 40 N.- Los miembros titulares o suplentes del Comité tendrán derecho a percibir, una dieta equivalente a tres unidades tributarias mensuales por cada audiencia a la que asistan, con un tope máximo de veinticuatro unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, sumas que se incrementarán en un cincuenta por ciento tratándose del Presidente y Secretario del Comité. 

Los gastos necesarios para el funcionamiento del Comité serán financiados a través del Comité Olímpico de Chile por medio de proyectos que el Instituto aprobará anualmente, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.”.

El abogado asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, expresó que el Comité de Arbitraje Deportivo funcionará en el seno del Comité Olímpico de Chile, y el IND cuenta con una línea de financiamiento de los gastos de administración de dicho organismo. Observó que es el Instituto Nacional de Deportes el que financia, a través de proyectos, los gastos de administración del Comité.

Agregó que este gasto en dietas se compensaría con la derogación que del Consejo Nacional del Deporte hizo la reciente ley N° 20.686, que contaba con 11 integrantes remunerados en base a sesión, con un tope de 12 unidades tributarias mensuales al mes.
Puesto en votación el artículo 40 N, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 16 de agosto de 2013,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.
1. La presente indicación promueve incorporar normas especiales para las federaciones deportivas regidas por la Ley N° 19.712 (Ley del Deporte), con el fin de establecer una profesionalización de los directorios de dichas entidades, incorporar a los deportistas en la toma de decisiones de las federaciones, transparentar la selección de deportistas para competencias internacionales, establecer un sistema de control financiero mediante auditorías externas a tales organizaciones, como también, de un organismo del Deporte imparcial de arbitraje, que resuelva las controversias suscitadas al interior de cada federación deportiva.

2. También se incorporan artículos referentes al financiamiento de los gastos de personal y de funcionamiento de las federaciones, al financiamiento de las dietas de los miembros del organismo arbitral y, a la exención del impuesto de timbres y estampillas e impuestos y derechos municipales por actividades propias de las federaciones deportivas nacionales.

II. Efecto del Proyecto sobre los Ingresos Fiscales.

1. La modificación al Art. 12 de la Ley N° 19.712 no reviste impacto fiscal alguno, pues hoy en día, de acuerdo a la información proporcionada por el Instituto Nacional de Deportes, los ingresos que perciben los beneficiarios por las referidas becas a deportistas no están afectos a tributo alguno.

2. Respecto a la exención del impuesto de timbres y estampillas e impuestos y derechos municipales, del Art. 40 k que sustituye al Art. 40 bis K, no es posible cuantificar el monto de los recursos que se dejarían de percibir por cuenta de las exenciones indicadas, no obstante se considera un universo acotado de federaciones que gozarían gradualmente de este beneficio (alrededor de 54 federaciones en régimen).

III. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.

1. El administrador interno o interventor establecido en el Art. 40 J, que sustituye al Art. 40 bis j, no significa mayor gasto fiscal puesto que, de acuerdo a lo expresado por el Instituto Nacional de Deportes, éste deberá pagarse con el 10% de los recursos de los Programas de Desarrollo Estratégico (PDE) de las Federaciones en que intervenga el administrador.

2. Se establece el financiamiento de las federaciones en el Art. 40 K, que sustituye el Art. 40 bis k. Actualmente el Instituto Nacional de Deportes transfiere recursos a las federaciones, de acuerdo a lo señalado en la Ley N° 18.768, modificada por la Ley N° 19.135 (% asignados de las entradas del sistema de pronósticos y apuestas), por lo que, de acuerdo a dicho Instituto, los montos ya asignados no debieran variar y no representaría mayor gasto fiscal.

3. El Art. 40 M, que sustituye al Art. 40 bis m, establece la creación de un Comité de Arbitraje Deportivo. El mayor gasto por concepto de dietas a los integrantes del Comité establecidas en el art. 40 N corresponde a UTM 3.168 (UTM 24*12 meses*8 miembros + UTM 36*12 meses*2 miembros), a este cálculo se deben agregar gastos de funcionamiento de dicho Comité, los cuales de acuerdo a lo señalado por el IND, serán parte de los gastos de administración que se financian actualmente al Comité Olímpico de Chile.

De acuerdo a lo informado por el IND, el Comité de Arbitraje reemplazará el actual gasto del Consejo Nacional de Deportes, dado que la Ley N°20.686, que crea el Ministerio del Deporte considera la supresión del señalado Consejo Nacional y su reemplazo por otro ad honorem. El gasto actual de este Consejo es de UTM 1.584 (12*12 meses *11 miembros).

IV. Efecto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal.

Dado lo anterior, la presente indicación implica un mayor gasto fiscal de 1.584 UTM al año. Adicionalmente se debe considerar un monto menor, no cuantificable, de recursos que se dejarán de percibir producto de las exenciones señaladas.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.712, Ley del Deporte.
1.- Sustitúyese, en la letra l) del artículo 12, el punto y coma (;) que sigue a la palabra “Reglamento” por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Estas becas no constituyen renta para ningún efecto legal;”.
2.-  Suprímese en la letra f) del artículo 32 la expresión “nacional” e intercálase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual g) a ser h), la h) a ser i) y la i) a ser j):

“g) Federación Deportiva Nacional: Es aquella Federación Deportiva que cumple con los siguientes requisitos:

1.
Estar afiliada a una Federación Deportiva Internacional reconocida por el Comité Olímpico Internacional, o bien, estar reconocida como tal por resolución fundada de la Dirección Nacional del Instituto, de acuerdo al interés público comprometido y al grado de implantación de la disciplina respectiva en el país.

2.
Estar integrada por clubes o asociaciones que tengan asiento en más de cinco regiones del país.

3.
Que los clubes que la integren sean a lo menos quince, y

4.
Que cada uno de los referidos clubes tenga, al menos, diez deportistas que hayan participado en competiciones oficiales de la Federación en alguno de los dos años calendario anteriores.

El Director Nacional del Instituto podrá, mediante resolución fundada, eximir del cumplimiento de los requisitos establecidos en los números 2 y 3 a aquellas Federaciones cuyos deportes tengan un marcado acento local. Dicha resolución, determinará el número de regiones o provincias en que deberán estar constituidas dichas federaciones y la cantidad mínima de clubes que deberán integrarlas. 

Estas federaciones estarán obligadas a incluir en su nombre la abreviatura “F.D.N”.”.
3.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 38:

“Las Confederaciones u Organizaciones Deportivas Sudamericanas, Continentales, Internacionales o Mundiales de deportes reconocidos por el Comité Olímpico de Chile, a las cuales se encuentre afiliada una Federación Deportiva Nacional, podrán constituirse en Chile como organizaciones deportivas de acuerdo al procedimiento establecido en este párrafo.”.
4.- Suprímese en la letra k) del artículo 39 la siguiente frase final “, por una sola vez, por nuevo período”. 

5.- Sustitúyese, el inciso cuarto, del artículo 40, por el siguiente:

“Para los efectos del presente artículo, las asambleas de las federaciones y asociaciones deportivas podrán constituirse con delegados designados anualmente por la respectiva organización a la que representan, adjuntando para tal efecto, una copia del acta de nombramiento.”.

6.- Incorpórase el siguiente párrafo 4°, nuevo, en el Título III “De las Organizaciones Deportivas”:

"Párrafo 4°

Régimen Especial de las Federaciones Deportivas Nacionales

Artículo 40 A.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, en adelante también “FDN”, quedarán legalmente constituidas siempre que cumplan con los requisitos establecidos en la letra g) del artículo 32 y se haya practicado su inscripción en un Registro Especial que mantendrá la Dirección Nacional del Instituto para estos efectos. Perderán dicha calidad si dejan de cumplir los requisitos indicados, en cuyo caso se cancelará su inscripción, manteniendo sólo su condición de Federación Deportiva.

Artículo 40 B.- No podrá negarse la incorporación ni la permanencia en una FDN de una asociación deportiva o club que así lo requiera y que cumpla los requisitos legales, reglamentarios y estatutarios para ello.

Artículo 40 C.- Los estatutos de las FDN deberán establecer el mecanismo por el cual los deportistas federados de la respectiva especialidad designarán a una Comisión de Deportistas que los representará en la dirección federativa. 

Podrán ser miembros de esta Comisión los deportistas de la respectiva disciplina, en actividad o en situación de retiro,  que hayan participado al menos en los Torneos Nacionales de su Deporte, categoría todo competidor, o en aquellos del programa olímpico, hasta ocho años después de su última participación. 

El Presidente de esta Comisión o, en su reemplazo, el delegado suplente que ella misma designe, tendrá derecho a voz y voto en las asambleas ordinarias y extraordinarias de la Federación y sólo a voz en las sesiones de su directorio.

Artículo 40 D.- Los estatutos de las FDN deberán contemplar una Comisión Técnica compuesta por un número impar de personas no inferior a tres, que serán nombradas por el directorio en la primera sesión que efectúen después de su elección y durarán el mismo tiempo que éste.

Corresponderá a la Comisión Técnica proponer al Directorio de la Federación la  formación de las delegaciones de deportistas que representarán al país en las competencias internacionales. Dichas proposiciones se efectuarán con criterios exclusivamente técnicos y previa realización de competencias selectivas o clasificatorias, reglamentadas e informadas oportunamente a los deportistas.

El Presidente de la Federación con la mayoría absoluta del Directorio podrá rechazar la propuesta y conformar una delegación distinta, siempre que también se base en criterios estrictamente técnicos y se informen los fundamentos de su decisión en la Asamblea Ordinaria siguiente.

Dicha Comisión deberá colaborar con la Comisión Nacional de Control de Dopaje en la realización de actividades de difusión y capacitación antidopaje, así como en la coordinación de los controles preventivos a los deportistas adscritos a su federación, especialmente a aquellos seleccionados para representar al país en competencias internacionales.

Artículo 40 E.- Las FDN deberán realizar a lo menos dos asambleas ordinarias anuales. La primera se celebrará dentro del primer cuatrimestre del año respectivo y en ella deberá tratarse la aprobación del balance, estados financieros del ejercicio anterior y la memoria del directorio. La segunda deberá tener lugar en el último trimestre del año y en ella corresponderá aprobar el presupuesto del año siguiente y el plan de gestión anual que se implementará, incluido el calendario oficial de competencias y un informe de la comisión técnica sobre los criterios que se emplearán para la selección de los deportistas que participarán en las competencias internacionales.

Los estatutos de las FDN deberán contemplar un sistema de votación de las asociaciones afiliadas a ellas, que sea proporcional a la cantidad de clubes que las integren.

Artículo 40 F.- Para ser elegido director de una FDN se requerirá cumplir con los siguientes condiciones:

a) Ser chileno o extranjero con residencia por más de tres años en el país.

b) Tener, a lo menos, veintiún años de edad.

c) Acreditar que el club del que se es socio tiene un año  de antigüedad en la FDN.

d) No ser miembro de la Comisión Electoral de la FDN, y

e) Haber aprobado un curso de capacitación en materias de gestión y administración deportiva. Solo se aceptarán aquellos que hayan sido impartidos o reconocidos por el Instituto para esos efectos.

Este último requisito no se exigirá a los dirigentes que acrediten estar en posesión de un título universitario o profesional de carreras de a lo menos ocho semestres de duración.

Para ser elegido en los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de una FDN se necesitará, además, ser director o ex director de la propia federación o de alguna de las organizaciones que forman parte de ella.

La personas que hayan desempeñado los cargos señalados en el inciso anterior en una FDN, en cualquier calidad, durante ocho años continuos o discontinuos, no podrán ser electas ni reelectas en ningún cargo del Directorio, salvo que hubieren transcurrido, a lo menos, cuatro años desde que concluyó su último ejercicio.

Artículo 40 G.- No podrán ser directores de las FDN:

a) Las personas sancionadas con inhabilidad por el Comité Nacional de Arbitraje Deportivo durante el lapso que dure su suspensión o privación del derecho a ser elegido.

b) Las personas condenadas por infracciones contempladas en la ley Nº 19.327 que sancionan hechos de violencia en los recintos deportivos y en la ley Nº 20.000 que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

c) Las personas condenadas por delitos cometidos con ocasión del ejercicio del cargo de director o miembro de una organización deportiva.

d) Los fallidos o los administradores o representantes legales de personas fallidas condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta, y

e) Las personas condenadas por delitos que merezcan pena aflictiva, cualquiera sea la condena impuesta o efectivamente cumplida.

Artículo 40 H.- En el ejercicio de sus funciones, los directores de las FDN responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren a su organización. El director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de su directorio deberá dejar constancia de su oposición en el acta respectiva, de lo cual deberá darse cuenta en la siguiente Asamblea Ordinaria.

Artículo 40 I.- Las FDN no podrán realizar actos o celebrar contratos onerosos en que uno o más de sus directores tengan interés.

Se entenderá que un director tiene interés en un acto o contrato cuando él, su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad  y segundo de afinidad inclusive deban intervenir en su ejecución o celebración. Asimismo, cuando tal acción se realice mediante sociedades o empresas en las cuales él o alguna de las personas mencionadas sean directores o dueños del diez o más por ciento de su capital.

Cuando un director de la Federación sea el único oferente de un bien o servicio indispensable para el desarrollo de las actividades de la organización, el directorio podrá acordar, por la unanimidad de sus integrantes y con exclusión del mencionado director, que se adquiera dicho bien o se contrate el mencionado servicio siempre que su precio se ajuste a los valores de mercado y se dé a conocer el indicado acto o contrato en la memoria que se presentará a la Asamblea Ordinaria siguiente.

Los directores que vulneren esta prohibición serán sancionados con la inhabilitación para desempeñar el cargo de dirigente deportivos por el plazo de diez años, sin perjuicio de responder por los perjuicios ocasionados a la federación y a terceros.

Artículo 40 J.-  A las FDN no se les aplicará el artículo 557 del Código Civil.

No obstante lo anterior, ellas deberán llevar contabilidad completa de sus operaciones. Su balance anual deberá ser auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Dicho balance, los estados financieros y la memoria del directorio deberán hacerse llegar a las respectivas organizaciones de base por cualquier medio apto, con a lo menos quince días de anticipación a la fecha de la Asamblea que debe pronunciarse sobre ellos, debiendo además publicarse en lugares visibles en la sede de la Federación o en el sitio electrónico de ésta, con la misma anticipación.

Sin perjuicio de las facultades de fiscalización y supervigilancia permanentes del Instituto, las FDN deberán, en el mes de mayo de cada año, remitirle una copia del balance del año inmediatamente anterior, de los estados financieros y del informe de resultado de la auditoría externa correspondientes. Mientras no sea enviada esta información, el Instituto no transferirá nuevos fondos a la respectiva Federación Deportiva Nacional. Los estados financieros de las FDN serán publicados por el Instituto Nacional de Deportes en su sitio electrónico institucional.

Aquellas FDN que se encuentren inhabilitadas  para recibir recursos del Instituto, por una causal establecida en esta ley o en sus reglamentos, podrán ser sometidas a la administración externa de dichos recursos, por resolución fundada del Director Nacional del Instituto. Dicha administración la ejercerá el Comité Olímpico de Chile o un tercero nominado de común acuerdo entre el Presidente del señalado Comité y el Director Nacional del Instituto. 

Si la inhabilitación para recibir recursos públicos se prolongare por más de doce meses, cesará, de pleno derecho, la vigencia del Directorio de la Federación respectiva. En todo caso, el Directorio saliente deberá llamar a elección dentro de los quince días hábiles siguientes al cumplimiento del mencionado plazo, no pudiendo participar en ellas ninguno de sus miembros.

Subsanada la inhabilitación cesará la administración externa respecto de los proyectos nuevos, pero continuará respecto de los que esté ejecutando el administrador.

El administrador externo podrá llevar a cabo los proyectos deportivos financiados con recursos públicos que estén en ejecución y los nuevos que correspondan a planes o programas deportivos aprobados por el Instituto para el desarrollo de la disciplina o de los deportistas.

Los honorarios de los administradores externos no podrán exceder del diez por ciento del monto total de los proyectos deportivos que administren y podrán ser solventados con cargo a los recursos públicos considerados en ellos. 

Artículo 40 K.- Las FDN tendrán derecho a obtener recursos del Estado para financiar los gastos necesarios para su administración, tales como remuneraciones de personal, arriendo de oficinas, gastos comunes y expensas similares, además de los gastos de traslado para la realización de sus asambleas. Asimismo, podrán obtener recursos para financiar los gastos necesarios para adquirir toda la implementación tecnológica computacional necesaria para el desarrollo de su actividad y proyectos. Estos recursos se financiarán con cargo al porcentaje asignado a las FDN de las entradas del sistema de pronósticos y apuestas establecido en el artículo 90 de la ley Nº 18.768, modificada por la ley Nº 19.135 y con los recursos que el Instituto destine a este efecto, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria.

Estas federaciones podrán organizar, producir y comercializar espectáculos deportivos de su respectivo deporte como también realizar actividades económicas relacionadas con sus fines e invertir sus recursos de la manera que acuerden sus órganos de administración. Los ingresos que se perciban sólo podrán destinarse a los fines de la Federación.

Las FDN estarán exentas del Impuesto de Timbres y Estampillas contenido en el decreto ley Nº 3.475, de 1980, en todos aquellos actos y contratos que celebren para la consecución de sus fines como igualmente de los derechos e impuestos municipales por la actividades que realizan en sus sedes.

Los programas, proyectos y actividades de las FDN podrán presentarse en cualquier época al Instituto y tendrán una tramitación preferente cuando ellos se refieran a la participación de sus delegaciones en eventos internacionales o la realización en Chile de competiciones internacionales.

Artículo 40 L.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, cualquiera sea el número de sus socios, estarán obligadas a elegir un Tribunal de Honor o Comisión de Ética, en la forma y oportunidad establecida en el artículo 40. Al menos uno de sus integrantes deberá tener el título de abogado. 

Artículo 40 M.- Comité Nacional de Arbitraje Deportivo, en adelante el “Comité”, es un organismo colegiado, adscrito al Comité Olímpico de Chile, que ejercerá la potestad disciplinaria sobre las Federaciones Deportivas Nacionales. 

Este Comité estará integrado por cinco miembros:

a) Tres miembros elegidos por el Consejo de Delegados del Comité Olímpico de Chile, debiendo dos de ellos tener el título de abogado;

b) Dos miembros designados por el Director del Instituto Nacional del Deporte. Uno ellos será seleccionado a propuesta de una terna que le presenten las organizaciones deportivas nacionales que no están afiliadas al Comité Olímpico de Chile, las que serán convocadas por el Director Nacional para este efecto. En todo caso, a lo menos uno de los designados deberá tener el título de abogado.

El Comité tendrá, asimismo, cinco integrantes suplentes designados de la misma forma que los titulares.

En caso de inhabilidad, implicancia, recusación u otro motivo que impida a uno o más de sus miembros titulares conocer de un asunto, será sustituido por el suplente que hubiere sido elegido para reemplazarlo.

Los miembros titulares y suplentes del Comité durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser designados por nuevos periodos. Las vacantes que se produzcan se proveerán de la misma manera que establece este artículo sólo por el tiempo que le reste al miembro que genera la vacante.

La calidad de miembro titular o suplente del Comité será incompatible con la de cualquier cargo directivo en las organizaciones deportivas sujetas a su potestad y les afectarán las mismas inhabilidades e incompatibilidades que las establecidas para ejercer el cargo de director de ellas.

Artículo 40 N.- Los miembros titulares o suplentes del Comité tendrán derecho a percibir, una dieta equivalente a tres unidades tributarias mensuales por cada audiencia a la que asistan, con un tope máximo de veinticuatro unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, sumas que se incrementarán en un cincuenta por ciento tratándose del Presidente y Secretario del Comité. 

Los gastos necesarios para el funcionamiento del Comité serán financiados a través del Comité Olímpico de Chile por medio de proyectos que el Instituto aprobará anualmente, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. 

Artículo 40 Ñ.- Designados sus miembros para cada período cuadrienal, el Comité se instalará en una sesión pública dentro de los treinta días siguientes contados desde el último nombramiento, en la cual procederán a elegir de entre ellos un Presidente y un Secretario-relator que será a la vez Ministro de Fe de sus actuaciones.

El Presidente y el Secretario del Comité durarán dos años en sus cargos, al término de los cuales se elegirá, de la misma manera, a quienes los sucederán en los dos años  siguientes.

El Comité no podrá sesionar ni adoptar acuerdos sin la concurrencia de la mayoría de sus miembros.

Artículo 40 O.-  Los miembros del Comité cesarán en sus cargos por las siguientes causales:

1.- Renuncia aceptada por el Comité;

2.- Expiración del plazo de su nombramiento;

3.- Postulación a un cargo de elección popular;

4.- Por haber sido condenado a una pena de crimen o simple delito, y

5.- Por haber sido nombrado en un cargo incompatible, en los términos previstos en el inciso final del artículo 40 M.

Artículo 40 P.- El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

1.- Velar por el correcto funcionamiento de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las Federaciones Deportivas Nacionales, pudiendo impartirles instrucciones para que corrijan los problemas que observe en su labor.

2.- Conocer los reclamos por las faltas o abusos que cometan los miembros de los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética en el desempeño de sus funciones. 

3.- Conocer de las solicitudes de revisión que se formulen respecto de las resoluciones definitivas dictadas por los Tribunales de Honor o Comisiones de Ética de las FDN, referidas a las siguientes materias: 

a)
Incumplimiento de normas de ética, probidad o disciplina deportivas.

b)
Actuaciones que impliquen vulneración arbitraria de los derechos de los deportistas.

En el ejercicio de estas facultades el Comité  podrá dejar sin efecto o modificar resoluciones y, además, requerir a la federación respectiva la remoción de uno o más de los integrantes de dichos tribunales o comisiones. 

4.- Resolver, en única instancia, de oficio o a petición de la parte afectada, las faltas señaladas en las letras a y b) del número 3 precedente, si por cualquier causa la respectiva FDN no hubiere constituido su Tribunal de Honor o Comisión de Ética.

La competencia del Comité se extenderá a las infracciones que se produzcan en competencias nacionales o internacionales reconocidas o autorizadas por una FDN.

Los estatutos de las FDN y los de las asociaciones o clubes que las integren deberán contemplar expreso reconocimiento y adscripción a la potestad del Comité.

Artículo 40 Q- Podrán recurrir al  Comité Nacional de Arbitraje Deportivo los dirigentes  deportivos, directivos, deportistas, personal de apoyo de los mismos, entrenadores, técnicos, oficiales, árbitros o personal administrativo de las federaciones o de las organizaciones afiliadas a ellas. 

Asimismo, podrá requerir la intervención del Comité el Instituto y el Comité Olímpico de Chile cuando tomaren conocimiento de  faltas a la ética, a la probidad o a la disciplina deportiva cometidas por personas que pertenezcan a una organización sometida a la potestad disciplinaria del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo.

Artículo 40 R.- Los  procedimientos que se sustancien ante el Comité serán públicos y orales. No obstante, las partes podrán, si quieren, presentar minutas escritas en que se establezcan los hechos invocados, las normas que se habrían vulnerado y las peticiones que se someten a consideración del Comité.

1.- En los casos en que se formule un reclamo en contra de la actuación de un integrante de un Tribunal de Honor o de una Comisión de Ética, el Comité citará a una audiencia que se realizará el quinto día hábil después de la última notificación. Ese plazo se ampliará, si la parte requerida no está en el lugar de inicio del procedimiento, con todo el aumento que corresponda en conformidad a lo previsto en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.

En la referida audiencia el demandado podrá formular sus descargos y solicitar que se reciba la causa a prueba.

No deduciéndose oposición al reclamo o en caso de rebeldía de la parte requerida, el Comité recibirá la causa a prueba, o citará a las partes a oír su sentencia sobre el asunto sometido a su conocimiento, según lo estime  conforme a derecho.

La prueba se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.

Vencido el término probatorio, el Comité, de inmediato, citará a las partes para oír sentencia.

La sentencia  deberá dictarse en el plazo de los diez días siguientes a la fecha de la resolución que citó a las partes para oír sentencia.

2.- En el caso que se solicite la revisión de una decisión definitiva de un Tribunal de Honor  o Comisión de Ética, dicha petición deberá formularse en el término fatal de diez días contado desde la notificación de la parte que formula esta solicitud. En ella deberá contenerse los fundamentos en que se apoya y las peticiones concretas que se someten al conocimiento del Comité. Si se presenta fuera de plazo o no cumple con las referidas exigencias, el Comité la declarará inadmisible.

Recibida la solicitud, el Comité requerirá informe al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente para que formule sus observaciones en el plazo máximo de cinco días. El Comité podrá pedir, además, que le remitan los antecedentes del proceso en que se dictó la resolución cuya revisión se solicita.

Entregados tales antecedentes, el Comité podrá decretar medidas para mejor resolver o recibir la causa a prueba. En este último caso, ella se rendirá en el plazo y en la forma establecida para los incidentes en el Código de Procedimiento Civil.

Ejecutadas las mencionadas medidas o vencidos los plazos para rendir la prueba, el Comité citará a las partes para oír sentencia. 

Si el Comité declara no haber lugar a la solicitud, devolverá los antecedes al Tribunal de Honor o Comité de Ética correspondiente.

Si acoge la solicitud del requirente dictará una resolución de reemplazo y podrá imponer las sanciones que se establecen en el artículo siguiente.

En todo lo no previsto en este artículo se aplicarán las disposiciones complementarias establecidas en un reglamento que deberá garantizar los principios de publicidad y oralidad y demás que aseguren un debido proceso. 

Artículo 40 S.- El Comité Nacional de Arbitraje Deportivo podrá imponer, de acuerdo a la gravedad y recurrencia de las infracciones cometidas, una o más de las sanciones que se indican a continuación: 

1) Amonestación verbal o escrita.

2) Inhabilitación para integrar una o más delegaciones deportivas de carácter nacional o internacional.

3) Pérdida de premios, puntos, posiciones o medallas obtenidos en aquellas competencias en que se cometió la infracción y que fueron organizadas por entidades deportivas sometidas a esta ley.

4) Suspensión de los derechos estatutarios del infractor en su organización deportiva por un periodo de tiempo que no podrá exceder de cinco años.

5) Inhabilitación para ser elegido en cualquier cargo establecido en los estatutos de una organización deportiva o para ejercer cualquier función en ellas por un periodo de tiempo que no podrá exceder el establecido en el numeral anterior. 

6) Destitución del cargo que se ejerce.

Esta sanción se podrá imponer a la totalidad de los integrantes de un directorio de una organización deportiva cuando cometan una infracción grave de las obligaciones que les impone esta ley.

7) Expulsión de la organización deportiva.

Las resoluciones del Comité deberán ser siempre fundadas y se entenderán sin perjuicio de las facultades generales  de fiscalización y supervigilancia de las organizaciones deportivas otorgadas por esta ley al Instituto. Las referidas resoluciones no serán obstáculo para hacer efectivas las eventuales responsabilidades administrativas, civiles o penales de los infractores. 

El Comité  deberá llevar un registro de las medidas disciplinarias impuestas y su duración. Asimismo, certificará, a solicitud de las organizaciones deportivas, las anotaciones que aparezcan en él.

El Directorio de una Organización Deportiva que no dé cumplimiento a las resoluciones del Comité perderá su vigencia en el Registro correspondiente y sus miembros quedarán inhabilitados para presentarse como candidatos a la elección de sus reemplazantes.

Artículo 40 T.- Las normas de este párrafo no se aplicarán a la Federación de Fútbol de Chile  ni  a las organizaciones que la integran.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1º transitorio.- Las Federaciones Deportivas que se encuentren afiliadas al Comité Olímpico de Chile a la fecha de entrada en vigencia de esta ley serán consideradas, previa inscripción en el registro correspondiente, Federaciones Deportivas Nacionales.

A las personas que hayan desempeñado, con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley,  los cargos de Presidente, Vicepresidente, Tesorero o Secretario General de las federaciones señaladas en el inciso anterior se les computará ese desempeño para efectos de la aplicación de la inhabilidad establecida en el inciso final del artículo 40 F de la ley Nº 19.712.

Artículo 2º transitorio.- Las Federaciones Deportivas Nacionales, a las cuales se les de este carácter de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior, deberán adecuar sus estatutos y cumplir a cabalidad los requisitos establecidos para constituirse y funcionar, según lo establecido en el nuevo párrafo 4° del Título III de la ley Nº 19.712, en el plazo de dos años contados desde la entrada en vigencia de esta ley. Si así no lo hicieren perderán la calidad de Federación Deportiva Nacional. 

Artículo 3º transitorio.- La primera elección y constitución del Comité Nacional de Arbitraje Deportivo deberá quedar formalizada dentro del plazo de ciento ochenta días contados desde la entrada en vigencia de esta ley. 

Dentro del plazo señalado precedentemente y mediante un decreto supremo, que llevará también la firma del Ministro Secretario General de Gobierno, se fijarán  las normas de procedimiento que complementarán las reglas establecidas en el artículo 40 R de la ley Nº 19.712.

Artículo 4º transitorio.- En caso que los estatutos de las actuales Federaciones Deportivas contuvieran otras instancias para apelar contra los fallos de sus Tribunales de Honor se entenderá que quedará a elección del afectado recurrir a ellas o al Comité Nacional de Arbitraje Deportivo. Este derecho solo podrá ejercerse hasta que la Federación respectiva haya adecuado sus estatutos con arreglo al artículo 2° transitorio.”.
---

Acordado en sesión celebrada el día 9 de octubre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 14 de octubre de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL LÍMITE INTERCOMUNAL ENTRE VICUÑA Y PAIHUANO, EN LA REGIÓN DE COQUIMBO

(8764-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, 


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, el asesor jurídico de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Álvaro Villanueva, y el geógrafo de esa entidad, señor Benjamín Valle.

I. OBJETIVO


Modificar los límites de las comunas de Vicuña y Paihuano, con el fin de incluir en el territorio de esta última la localidad de “Tres Cruces”.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que el artículo único de este proyecto y sus artículos sexto y octavo transitorios, de aprobarse, deben serlo con quórum de la ley orgánica constitucional, pues se refieren a materias que deben ser reguladas por normas de ese rango por disposición del artículo 110 (modificación de límites comunales); 118 (funciones y atribuciones de las municipalidades), y 18 (funcionamiento del sistema electoral), todos de la Constitución Política.

III. ANTECEDENTES

Legales


1) Decreto ley N° 3063, de 1979, ley de rentas municipales.


2) Ley N° 20.578, que modificó límites intercomunales en las regiones de Coquimbo y de Los Lagos.


3) DFL N°3-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, en lo relativo a delimitaciones intercomunales en la Región de Coquimbo.

De hecho


El mensaje con que S.E. el Presidente de la República inició este proyecto de ley señala que éste se fundamenta en la conveniencia de adecuar la estructura territorial del país para resolver situaciones inapropiadas que afectan a la administración municipal. Por lo que hace a las comunas de Vicuña y de Paihuano, tal conveniencia se expresa en la proposición del proyecto de traspasar íntegramente a Paihuano la localidad de “Tres Cruces”, pues ésta es administrada por este municipio y su comunidad se identifica preferentemente con él.

IV CONTENIDO DEL PROYECTO


El proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados se estructura con un artículo único permanente y nueve artículos transitorios.


El artículo único permanente modifica los límites entre las comunas de Vicuña y de Paihuano fijados en los numerales 5 y 6 del literal A del artículo 4° del DFL N° 3-18715, de 1989, del Ministerio del Interior, incorporando a la comuna de Paihuano el sector de la comuna de Vicuña ubicado al sur y al oriente del siguiente límite:

La línea de cumbres que limita por el norte la hoya de la quebrada Paiguano y el río Claro o Derecho, desde la línea de cumbres que limita por el poniente la hoya del río Turbio hasta el origen de la quebrada La Zorra, pasando por el cordón Punta Blanca y la cota 1662; la quebrada La Zorra, desde su origen hasta el lindero oriente del predio rol 1038-13; el lindero oriente y sur del predio rol 1038-13, desde su intersección por la quebrada La Zorra hasta el lindero sur del predio rol 1038-15; el lindero sur y oriente del predio rol 1038-15, y su prolongación, desde el lindero sur del predio rol 1038-13 hasta el antiguo camino Variante Rivadavia – Tres Cruces; el antiguo camino Variante Rivadavia – Tres Cruces, desde su intersección por la prolongación del lindero oriente del predio rol 1038-15 hasta su intersección por la prolongación del lindero poniente del predio rol 30-17; la línea recta, desde la intersección de la prolongación del lindero poniente del predio rol 30-17 al camino antiguo Variante Rivadavia - Tres Cruces hasta la cota 1535, en la línea de cumbres que limita por el poniente la hoya del río Claro o Derecho; y la línea de cumbres que limita por el poniente la hoya del río Claro o Derecho, desde la cota 1535 hasta la línea de cumbres que limita por el sur la hoya del río Elqui, pasando por los cerros La Campana y El Molle.
Artículos transitorios


El artículo primero transitorio expresa que para los efectos de los indicadores de distribución del Fondo Común Municipal (Ley de Rentas Municipales, artículo 33), los límites propuestos precedentemente en el artículo permanente regirán a contar del año siguiente al de la publicación de esta ley.


El artículo segundo transitorio obliga a los organismos públicos a adoptar medidas para actualizar la información relativa a las funciones de su competencia, que pudieren afectarse con motivo de las modificaciones de límites precedentes.


El artículo tercero transitorio mantiene la jurisdicción de los tribunales cuyos territorios quedan alterados por la modificación de límites, respecto de las causas judiciales actualmente pendientes, hasta su conclusión.


El artículo cuarto transitorio previene que las municipalidades involucradas en esta modificación de límites, que a la fecha de publicación de esta ley sean propietarias de inmuebles que pasan a formar parte del otro municipio, deberán transferirlos a título gratuito a éste, quedando autorizadas para efectuar las transferencias por el solo ministerio de esta ley, debiendo los conservadores de bienes raíces respectivos practicar las correspondientes inscripciones a requerimiento escrito del alcalde de la municipalidad adquirente; y si algún inmueble quedare situado en ambas comunas, la transferencia procederá respecto del área territorial que pasa al otro municipio, subdividiéndose el predio por el solo ministerio de esta ley. (inciso primero, segundo y tercero).


Los incisos cuarto y quinto, finales, disponen que las normas precedentes, en lo que corresponda, podrán aplicarse a los bienes muebles que guarnecen los inmuebles transferidos y los demás que decidan los alcaldes, y que estas transferencias estarán exentas de impuesto y de derechos de inscripción.


El artículo quinto transitorio preceptúa que los dueños de los inmuebles afectos a las transferencias precedentes podrán, dentro del año siguiente de la fecha de publicación de esta ley, efectuar las modificaciones de sus inscripciones de dominio con los mismos beneficios de exención dispuestos en el artículo anterior.


El artículo sexto transitorio se refiere a los aspectos financieros involucrados en la modificación de límites. Al efecto señala que el municipio adquirente subrogará y se hará cargo de la administración de créditos y obligaciones que incidan en los territorios transferidos, con cargo a su presupuesto. Todo lo cual regirá a contar del año siguiente de la fecha de publicación de esta ley.


El artículo séptimo transitorio autoriza al Presidente de la República para traspasar funcionarios desde el municipio cedente al adquirente, que se desempeñan en dependencias ubicadas en los territorios transferidos, sin alterar la calidad jurídica de su designación y sin solución de continuidad.

Agrega que los cargos que queden vacantes con motivo de los traspasos se suprimirán de pleno derecho, disminuyendo consecuentemente la dotación máxima de personal en el número de funcionarios traspasadas, en la municipalidad cedente.

Finalmente, este precepto contiene tres normas de protección laboral con relación a los funcionarios: los traspasos de personal no se considerarán causal de término de servicio; supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral; tampoco significarán disminución de remuneraciones ni afectarán derechos estatutarios o previsionales. Consagra también esta norma la obligación de pagar por planilla suplementaria las diferencias de remuneraciones que pudiere suscitar la aplicación de esta ley. Dicha planilla se absorberá con futuros mejoramientos de remuneraciones, excepto los que sean consecuencia de reajustes generales para los trabajadores del sector público. En un inciso final, el precepto extiende a los personales que se rigen por la ley N° 19.378, Estatuto de Atención Primaria Municipal, y la ley N° 19.070, Estatuto de los Profesionales de la Educación, en lo que correspondiere, los beneficios incluidos en sus normas.

El artículo octavo transitorio dispone que para los efectos electorales, el Servicio Electoral procederá a las rectificaciones de los domicilios afectados por esta ley.

El artículo noveno transitorio declara que los propietarios de bienes raíces, personas naturales o jurídicas, cuyos predios fueron incluidos en comunas distintas de las que pertenecían anteriormente, en virtud de la ley N° 20.578 (modificó los límites intercomunales de las regiones de Coquimbo y de Los Lagos), podrán efectuar las modificaciones de sus inscripciones de títulos en el correspondiente conservador de bienes raíces, dentro del año siguiente al de publicación de esta ley. El cambio de inscripción estará exento de derechos de inscripción.

- - -

V. DISCUSIÓN Y APROBACIÓN DE LA INICIATIVA

En sesión de 8 de octubre en curso, y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, esta Comisión prestó su aprobación en general al proyecto en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados.

Al hacerlo, tuvo principalmente en consideración, además, que este proyecto se hace cargo de una situación que generó el artículo quinto transitorio de la ley N° 20.578, que dispuso un plazo de seis meses para que los propietarios de inmuebles situados en territorio que por virtud de esa ley habían dejado de estar ubicados, en todo o parte, en alguna de las comunas señaladas en su articulado, efectuaren gratuitamente las modificaciones de sus inscripciones de dominio en los correspondientes conservadores de bienes raíces.

Muchas personas no solicitaron dentro del plazo indicado el cambio de inscripción, perdiendo el beneficio consignado en esa ley. El presente proyecto renueva por un año el plazo para practicar las inscripciones, gratuitamente, en los referidos conservadores de bienes.

- - -

En virtud de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase el límite existente entre las comunas de Vicuña y Paihuano, fijado para ellas en el artículo 4°, literal A, números 5 y 6, del decreto con fuerza de ley N° 3-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, incorporándose a la comuna de Paihuano el sector de la comuna de Vicuña ubicado al sur y al oriente del siguiente límite:

La línea de cumbres que limita por el norte la hoya de la quebrada Paiguano y el río Claro o Derecho, desde la línea de cumbres que limita por el poniente la hoya del río Turbio hasta el origen de la quebrada La Zorra, pasando por el cordón Punta Blanca y la cota 1662; la quebrada La Zorra, desde su origen hasta el lindero oriente del predio rol 1038-13; el lindero oriente y sur del predio rol 1038-13, desde su intersección por la quebrada La Zorra hasta el lindero sur del predio rol 1038-15; el lindero sur y oriente del predio rol 1038-15, y su prolongación, desde el lindero sur del predio rol 1038-13 hasta el antiguo camino Variante Rivadavia – Tres Cruces; el antiguo camino Variante Rivadavia – Tres Cruces, desde su intersección por la prolongación del lindero oriente del predio rol 1038-15 hasta su intersección por la prolongación del lindero poniente del predio rol 30-17; la línea recta, desde la intersección de la prolongación del lindero poniente del predio rol 30-17 al camino antiguo Variante Rivadavia - Tres Cruces hasta la cota 1535, en la línea de cumbres que limita por el poniente la hoya del río Claro o Derecho; y la línea de cumbres que limita por el poniente la hoya del río Claro o Derecho, desde la cota 1535 hasta la línea de cumbres que limita por el sur la hoya del río Elqui, pasando por los cerros La Campana y El Molle.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Los efectos de la modificación de límites establecida en el artículo precedente, que incidan en el cálculo de los indicadores de distribución del Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, regirán a contar del año siguiente al de publicación de la presente ley.

Artículo segundo.- Los organismos públicos deberán adoptar todas las medidas necesarias para actualizar la información atingente a sus funciones que pueda ser afectada por las modificaciones de límites dispuestas en virtud de este cuerpo legal.

Artículo tercero.- Las causas judiciales, de cualquier naturaleza, que se encuentren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley, y que se sigan ante tribunales cuyos territorios jurisdiccionales comprendan el límite intercomunal modificado por ella, continuarán tramitándose ante aquellos hasta su total conclusión, en lo que correspondiere.

Artículo cuarto.- Las municipalidades contempladas en la presente ley que, a la fecha de su publicación, sean propietarias de bienes inmuebles situados en territorios que, en virtud de las disposiciones de ella, han dejado de formar parte de su respectiva comuna, los transferirán en dominio, a título gratuito, a la municipalidad dentro de cuyos nuevos límites comunales queden comprendidos dichos inmuebles, quedando autorizadas para efectuar estas transferencias por el solo ministerio de la ley.

En virtud de lo anterior, los conservadores de bienes raíces respectivos procederán a inscribir los inmuebles que se transfieran a nombre de la municipalidad que sea nueva propietaria, con motivo de requerimiento escrito presentado por el alcalde de la comuna adquirente.

En caso que alguno de los inmuebles a que se refiere el inciso primero de este artículo, como consecuencia de las disposiciones de la presente ley, quedare situado en dos comunas, se transferirá el dominio sólo de la parte correspondiente, subdividiéndose el predio por el solo ministerio de la ley.

Lo señalado en los incisos precedentes podrá aplicarse a los bienes muebles que guarnecen dichos inmuebles y los demás que convengan los respectivos alcaldes.

Las transferencias de bienes indicadas en el presente artículo estarán exentas de impuesto y de los derechos que procedan por tales inscripciones.

Artículo quinto.- Las personas naturales o jurídicas que, a la fecha de publicación de la presente ley, sean propietarias de bienes inmuebles situados en territorios que en virtud de sus disposiciones han dejado de estar situados, en todo o en parte, en algunas de las comunas señaladas, podrán, dentro del año siguiente a la fecha indicada, efectuar las modificaciones de inscripción de los títulos en el registro del conservador correspondiente, gozando de los beneficios descritos en el inciso final del artículo precedente.

Artículo sexto.- Los créditos y obligaciones contraídos por las municipalidades contempladas en la presente ley con anterioridad a la publicación de ésta, que correspondan o incidan en territorios que dejan de pertenecer a sus respectivas comunas, en virtud de las disposiciones del presente cuerpo normativo, serán administrados por la municipalidad que incorpora dichos territorios dentro de sus nuevos límites comunales, con cargo al presupuesto de ésta, a contar del año siguiente al de publicación de esta ley.

Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de ciento ochenta días contado desde la publicación de la presente ley, mediante decreto con fuerza de ley, expedido por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, traspase, entre las municipalidades indicadas en ésta, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, a funcionarios de las plantas respectivas que, a la fecha señalada, se desempeñen en dependencias municipales ubicadas físicamente en territorios que han pasado a formar parte de otra de las comunas señaladas.

Los cargos que quedaren vacantes se suprimirán, de pleno derecho, en la planta de personal de la municipalidad respectiva. Del mismo modo, la dotación máxima de ésta disminuirá en el número de cargos traspasados.

Los traspasos de personal que se dispongan de conformidad con este artículo no serán considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

La aplicación de esta norma no significará disminución de remuneraciones ni modificaciones de los derechos estatutarios y previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquiera diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Lo señalado precedentemente se aplicará también a las personas que se desempeñan en dichas dependencias y que se rijan por lo dispuesto en la ley N° 19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, o en la ley N° 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en lo que correspondiere.

Artículo octavo.- Para efectos de actualizar el Registro Electoral, el Servicio Electoral procederá a realizar las modificaciones que correspondiere de aquellos domicilios electorales cuyas comunas cambian en virtud de las disposiciones de la presente ley.

Artículo noveno.- Las personas naturales o jurídicas que, a la fecha de publicación de la ley N° 20.578, que modifica los límites intercomunales en la Región de Coquimbo y en la Región de Los Lagos, hayan sido propietarias de bienes inmuebles situados en territorios que, en virtud de disposiciones de aquella hayan dejado de estar situados, en todo o en parte, en algunas de las comunas señaladas en su articulado, podrán, dentro del año siguiente al de publicación de la presente ley, efectuar las modificaciones de inscripción de los títulos en el registro del conservador correspondiente, estando exentas dichas inscripciones de los derechos que procedan.”.

 - -


Acordado en sesión de 8 de octubre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Eduardo Frei, Jaime Orpis y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 9 de octubre de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN LOS PROYECTOS DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECEN EL DÍA NACIONAL DE GENDARMERÍA DE CHILE 

(8611-07 Y 9129-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe recaído en los dos proyectos de ley señalados en el epígrafe, iniciados en mociones de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Escalona y Muñoz Aburto, el primero, y de los Honorables Senadores señores Horvath, Chahuán, Escalona, Prokurica y Sabag, el segundo.


A la sesión en que la Comisión se abocó al examen de estos proyectos de ley concurrió el Honorable Senador señor Antonio Horvath.

I. OBJETIVO


Declarar el día 30 de noviembre de cada año como “el Día Nacional de Gendarmería de Chile”

II. CUESTIÓN PREVIA

1.- De conformidad con el artículo 17 A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, proponemos que los dos proyectos en informe sean refundidos en uno solo.

2.- Igualmente esta Comisión sugiere que estos proyectos de ley sean discutidos en general y en particular a la vez, conforme lo autoriza el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de textos de artículo único.

III. ANTECEDENTES

De Derecho


1.- Constitución Política, artículo 63 N° 5.


2.- Ley N° 3.815, que creó el Cuerpo de Gendarmería de Prisiones.


3.- Decreto ley N° 2.859, de 1979, orgánica constitucional de Gendarmería de Chile.

De Hecho


La moción signada con el boletín N° 8.611-07, de autoría de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Escalona y Muñoz Aburto, señala que el 30 de noviembre de 1921, mediante la ley N° 3.815 mencionada en los antecedentes de derecho, se creó el Cuerpo de Gendarmería de Prisiones, institución que constituye el origen de la actual Escuela de Gendarmería de Chile del General Manuel Bulnes Prieto.

Agrega que la ley que la regula califica a esta entidad como un servicio dependiente del Ministerio de Justicia, cuya finalidad es atender, vigilar y rehabilitar a las personas privadas de libertad. Señala, también, que en el presente año el Ejecutivo inició un proyecto de ley (Boletín N° 8.563-07), que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería en materia de requisitos de ingreso y promoción de cargos en las plantas de oficiales, suboficiales y gendarmes, iniciativa que está destinada a establecer condiciones y medios para reorientar el cumplimiento de penas hacia la reinserción social de los condenados, todo lo cual se enmarca en una “nueva política penitenciaria”.

Expresa la moción que, además de los propósitos que inspiran esa nueva política, sus autores estiman que deben establecerse otras que signifiquen un mejoramiento sustancial de las condiciones laborales del personal de Gendarmería, por lo que juzgan acertada la proposición de ese proyecto de redistribuir los tiempos mínimos en el grado para favorecer la permanencia de los funcionarios en los grados superiores.

Concluye expresando que en forma simbólica y a modo de primer reconocimiento hacia estas personas, sus autores proponen como día nacional de Gendarmería el 30 de noviembre de cada año, fecha que coincide con la de la creación de este Servicio.

Por su parte, la moción del boletín N° 9.129-06, de los Honorables Senadores señores Horvath, Chahuán, Escalona, Prokurica y Sabag, recuerda que las raíces de este Servicio arrancan desde la Colonia, período de nuestra historia en que hubo instituciones a cargo de los privados de libertad; y que en el Combate Naval de Iquique rindió su vida, junto a otros héroes, el Gendarme José Gutiérrez de la Fuente, tercer maquinista de la Esmeralda.

Consigna en seguida una relación similar a la de la moción precedente acerca de la evolución de la legislación que regula esta Institución, para culminar con la ley N° 20.674, que fijó requisitos de ingreso y promoción de cargos en las plantas de oficiales penitenciarios, suboficiales y gendarmes.

También se refiere la moción a los propósitos que inspiraron la dictación de este último texto legal, enmarcado en la “nueva política penitenciaria” enriquecida con el análisis y debate del Congreso Nacional, y coincide con la iniciativa anterior en orden a que la redistribución de tiempos mínimos en los grados favorece la permanencia en grados superiores, de modo que ahora no sólo se posibilita alcanzar el grado de Coronel o de Suboficial Mayor luego de treinta años de servicios, sino, también, que los méritos y la antigüedad permiten que la institución sea dirigida por quien tenga la mayor jerarquía en la carrera institucional con el grado de General, a lo cual han de sumarse otros estímulos para este personal y así lograr un cambio sustancial en el ambiente de los centros penitenciarios.

Concluye expresando que como forma de reconocimiento al personal de gendarmería, esta moción propone que el 30 de noviembre de cada año sea declarado oficialmente como “el Día Nacional de Gendarmería de Chile”, que es el aniversario del primer texto legal que le dio origen institucional.

- - -

IV DISCUSIÓN Y APROBACIÓN DE LA INICIATIVA

En sesión de 9 de octubre en curso, esta Comisión, considerando los fundamentos de ambas iniciativas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, les prestó su aprobación, en un texto refundido que, a continuación, sometemos a la consideración de la Sala:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Establécese el día 30 de noviembre de cada año como “el Día Nacional de Gendarmería de Chile”.


Acordado en sesión de 9 de octubre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Eduardo Frei, Jaime Orpis y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 10 de octubre de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 203 DEL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR CON EL OBJETIVO DE DEFINIR LOS ACTOS DESHONROSOS PARA LA DIGNIDAD MILITAR E IMPONER LA SANCIÓN DE DEGRADACIÓN A LOS OFICIALES QUE INCURRIERAN EN ESAS CONDUCTAS 

(9140-02)

Proyecto de ley, iniciado en moción de la Honorable Senadora señora Allende, que modifica el artículo 203 del Código de Justicia Militar con el objetivo de definir los actos deshonrosos para la dignidad militar e imponer la sanción de degradación a los oficiales que incurrieran en esas conductas.

1.  Fundamentos.

El Código de Justicia militar, es una regulación que no ha sido objeto de un estudio dogmático, pues, la literatura jurídica sobre la jurisdicción militar en Chile no es profusa, lo que es un contrasentido si tenemos presente que en las últimas décadas resultó fortalecida en su poder decisorio.

Es en este contexto, que la regulación referida a los Tribunales de Honor, establece en su artículo 203 que "si algún Oficial, de cualquiera jerarquía que sea, cometiere un acto deshonroso para sí o para la unidad, cuerpo o repartición en que sirva, podrá ser sometido a un Tribunal de Honor para que juzgue si puede continuar en el servicio". Si bien de acuerdo al art. 217 del Código de Justicia Militar, se entiende como una pena accesoria, no puede desatenderse su naturaleza de sanción administrativa para los efectos de la disposición comentada, aunque también aplicable al derecho penal militar dada su naturaleza de carácter permanente e imprescriptible.
Atendida la naturaleza imprecisa, y teniendo presente los graves delitos en que se han visto involucrados diversos miembros de la Fuerzas Armadas, por graves violaciones a los derechos humanos durante el gobierno de facto del general Augusto Pinochet (1973-1990), que han sido ratificados por diversas sentencias de los Tribunales de Justicia se hace necesaria una revisión en esta materia.
En el contexto latinoamericano, el Código de Justicia Militar Argentino, que en su artículo 470, dispone que "la pena de degradación consiste en la declaración formal de que el delincuente es indigno de llevar armas y vestir el uniforme de los militares de la República"1. Como consecuencia de lo anterior, la degradación produce en primer término la destitución del degradado, como una sanción administrativa, pero que en este ámbito pasa a ser una consecuencia de una pena penal, en el ámbito del derecho penal militar.
Como expresión de una idea matriz, debe revisarse el precepto relativo a los Tribunales de Honor especificando expresamente que constituyen actos deshonrosos para la dignidad militar, la condena por sentencia firme, en calidad de autores, cómplices o encubridores por crímenes y simples delitos que constituyen crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en las normas imperativas de ius cogens, en el derecho consuetudinario internacional y en los tratados internacionales. Adicionalmente tales conductas se sancionan administrativamente con la degradación. Por su parte, lo dispuesto en el Decreto Supremo N° 2076, de 27 de octubre de 1947, deberá ajustarse a las presentes modificaciones.
POR TANTO,
Es sobre la base de estos antecedentes que vengo en proponer a este Honorable Senado el siguiente:

Proyecto de ley.
Artículo Único.- Para sustituir el artículo 203 del Código de Justicia Militar, por uno del siguiente tenor:
"Si algún Oficial en servicio activo o en retiro, de cualquiera jerarquía que .rea, cometiere un acto deshonroso para la dignidad militar, podrá ser sometido a un Tribunal de Honor para que juzgue si puede continuar en el servicio en los casos que corresponda, sin perjuicio de las demás sanciones que establezca el Reglamento incluida la degradación.
Para los efectos de esta disposición se entiende que constituye un acto deshonrosos para la dignidad militar, la condena por sentencia firme, en calidad de autores, cómplices o encubridores por crímenes y simples delitos que constituyen crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en las normas imperativas de ius cogens, en el derecho consuetudinario internacional y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.
El Oficial en servicio activo que incurriere en la conducta descrita en el inciso anterior será sancionado con la degradación".
Artículo transitorio.- La autoridad respectiva deberá dentro el plazo de treinta días las enmiendas necesarias en el Decreto Supremo N° 2076, de 27 de octubre de 1947, en todo lo que resulte incompatible con la presente ley.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.

1) Zaffaroni, Eugenio Raúl, Cavallero, Ricardo, “Derecho Penal Milita”.p.534, ediciones Jurídicas Ariel, 1980, Buenos Aires
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE PERMITE LA INTRODUCCIÓN DE LA TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE

(6190-19)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS;

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, el 2 de octubre de 2013.
- - - - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En relación con esta materia, los números 1 (artículo 1º), 8 (artículo 12); 11, nuevo (artículo 14); 14 (artículo 15); 15 (artículo 15 quáter); 16 (artículo 16); 17 (artículo 17); 18, nuevo  (artículo 18); 24 (artículo 30, letra a)) del artículo 1º y el artículo tercero transitorio deberán votarse de acuerdo con el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental, por incidir en la organización, funciones y atribuciones del Consejo Nacional de Televisión, según lo dispuesto en el inciso sexto del Nº 12, del artículo 19 de la Constitución Política.


Asimismo, el número 14 (artículo 15) del artículo 1º, deberá votarse de acuerdo con el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, como norma de ley orgánica constitucional, por incidir en la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, de acuerdo con el artículo 77 de la Carta Fundamental.

- - - - - - - 


En sesión del Honorable Senado, celebrada el día 9 de julio de 2013, se dio cuenta del Oficio Nº 10.823 de esa misma fecha, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunicó que ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas introducidas por el Honorable Senado, con excepción de las que se señalarán, y la nómina de los integrantes de ese organismo ante la Comisión Mixta, que recayó en los Honorables Diputados señores Ramón Farías Ponce, Gustavo Hasbún Selume, Juan Carlos Latorre Carmona, Leopoldo Pérez Lahsen e Ignacio Urrutia Bonilla.


En sesión de fecha 30 de julio de 2013, el Honorable Senado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 47 del Reglamento de la Corporación, en atención a que este proyecto de ley fue considerado por las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones, Unidas, acordó que su representación ante la referida Comisión Mixta recayera en la Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn y los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.


Citados los señores Senadores y Diputados miembros de ella, por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la ley Nº 18.918, y en el artículo 48 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día martes 6 de agosto de 2013, en la Sala Nº 5 de Comisiones del Senado, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Francisco Chahuán Chahuán, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto, y de los Honorables Diputados señores Gustavo Hasbún Selume, Juan Carlos Latorre Carmona e Ignacio Urrutia Bonilla.


En dicha oportunidad, luego de constituirse, la Comisión Mixta procedió a elegir Presidente produciéndose el siguiente resultado: 3 votos a favor del Senador Chahuán, 3 votos a favor del Diputado Hasbún y una abstención. Votaron por el Senador Chahuán los Senadores señora Von Baer, señor Letelier y el Diputado señor Hasbún. Votaron por el Diputado Hasbún los Diputados señores Latorre y Urrutia y el Senador señor Pizarro. Se abstuvo el Senador señor Chahuán.


Repetida la votación se obtuvo el siguiente resultado: 3 votos a favor del Senador Chahuán, 3 votos a favor del Diputado Hasbún y una abstención. Votaron por el Senador Chahuán los Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro. Votaron por el Diputado Hasbún la Senadora señora Von Baer y los Diputados señores Latorre y Urrutia. Se abstuvo el Diputado señor Hasbún.


De acuerdo con el inciso tercero del artículo 182 del Reglamento del Senado, el empate de votos entre el Honorable Senador señor Chahuán y el Honorable Diputado señor Hasbún, por dos veces consecutivas se definió por sorteo recayendo la provisión del cargo de Presidente de la Comisión Mixta en el Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún Selume.

- - - - - - - - - - - -


Durante el estudio de esta iniciativa legal, asistieron además de sus miembros, los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señor Alejandro Navarro Brain, y el Honorable Diputados señor Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar.


Asimismo, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton; de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González y de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Pamela Barros.

- - - - - - - - -

MATERIAS DE LA DIVERGENCIA

Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional


La controversia se ha originado por el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, a algunas de las enmiendas propuestas por el Honorable Senado, en su segundo trámite constitucional, a este proyecto de ley, recaídas en el artículo único (artículo 1º del Honorable Senado), el inciso séptimo propuesto en el literal d) del número 1; los incisos tercero, cuarto y quinto de la letra m) que se propone agregar en el artículo 12, contenidos en el literal f) del número 8; el inciso cuarto del artículo 13, contenido en el número 9; el número 11, nuevo, propuesto por el Honorable Senado; el número 12 (14 del Honorable Senado); el artículo 15 quáter propuesto en el número 13 (15 del Honorable Senado); el número 14 (16 del Honorable Senado); el número 18, nuevo, introducido por el Honorable Senado; el número 16 (20 del Honorable Senado); el literal a) del número 20 (24 del Honorable Senado); el artículo 2°, nuevo, introducido por el Honorable Senado; los artículos segundo, tercero y cuarto transitorios y la supresión del artículo sexto transitorio.

A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto de ley, así como los acuerdos adoptados al respecto. 

ARTÍCULO ÚNICO (Cámara de Diputados)

ARTÍCULO 1º (Senado)

Número 1 

Artículo 1º 

Letra d)

Inciso séptimo


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó un inciso séptimo, del siguiente tenor:


“De igual manera, el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes Nos 17.336, 19.889 y 20.243.”


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este inciso.



El Honorable Diputado señor Farías propuso establecer en esta norma el cumplimiento del Código del Trabajo y de las leyes Nºs 17.336 y 20.243, para integrar a todos los trabajadores de la industria.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que existe  consenso en relación al correcto funcionamiento en el sentido de que se deben respetar las leyes indicadas, por lo que se debe determinar la forma en que se efectuará la referencia a dichas normas. Para algunos la referencia actual es insuficiente y es necesario precisarla, por lo que debería consignarse la referencia al Capítulo IV del Código del Trabajo.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, recordó que Chile Actores manifestó durante la discusión de esta iniciativa legal que sólo se hacía referencia a la ley Nº 18.889, que modificó el Capítulo IV del Código del Trabajo que se refiere a los derechos laborales de los actores.


La redacción que se refiere a las tres leyes se encuentra en el correcto funcionamiento (artículo 1º), en los derechos preferentes (artículo 15) y en el procedimiento de entrega de las concesiones (artículo 22). Agregó que el Ejecutivo no tiene inconveniente en incorporar dicha mención que constituye una precisión que incluye a los derechos laborales de los actores y audiovisuales.


Luego, en relación al correcto funcionamiento señaló que tanto en las Comisiones Unidas, como en la Sala del Senado, el Ejecutivo hizo presente su preocupación por el hecho de otorgar al Consejo Nacional de Televisión (CNTV) atribuciones de fiscalización en relación a temas laborales. Esta situación es importante desde el punto de vista de la consistencia que tendrá el rol del CNTV en cuanto al correcto funcionamiento de la televisión y se entenderá que el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento por parte de los concesionarios y permisionarios de esta norma. De esta forma, se entenderá que el Consejo deberá fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales, con lo cual se le otorga un rol que corresponde a los juzgados laborales.


La Honorable Senadora señora Von Baer compartió la inquietud manifestada por el Ejecutivo y recordó que en los artículos 15 y 22, se buscó una redacción para evitar que el Consejo sea el organismo que determine el cumplimiento de las normas laborales, porque no es un rol que le corresponda, no tiene los funcionarios para hacerlo, con lo cual se estaría desvirtuando la institucionalidad, por lo que consultó si esta situación se puede solucionar mediante una nueva redacción o eliminando esta función del Consejo o que sólo sea una revisión de lo que realicen otros organismos.


Agregó que mediante esta norma se le está imponiendo al Consejo el cumplimiento de una función que no puede ejercer.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, acotó que en los artículos 15 y 22 del proyecto de ley, el Consejo verifica el cumplimiento de las leyes mencionadas. Sin embargo, en la norma en debate, el Consejo debe fiscalizar el cumplimiento de dichas leyes puesto que le corresponde verificar el cumplimiento del correcto funcionamiento.


Añadió que el Ejecutivo no está en contra de la incorporación de las normas laborales relativas a los actores, no obstante, se debe precaver que no exista una dualidad de autoridades que intervengan en esta materia.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que es fundamental que las normas relativas a los derechos laborales de los actores se incorporen dentro del concepto del correcto funcionamiento, porque el Consejo tiene las atribuciones para supervigilar y fiscalizar el correcto funcionamiento de los concesionarios. Esta normativa es especial y,  por lo tanto, al Consejo se le entregan facultades especiales y no se va a producir una suplantación de los juzgados laborales.


Al Consejo no se presentarán causas laborales, sin embargo, debe considerarse un tema conceptual de aplicación del espíritu de las leyes y del respeto del buen trato laboral. Esta materia se relaciona con el derecho preferente de la concesión en que el cumplimiento de las normas laborales es una especie de requisito.


Finalmente, expresó que, en su opinión, no existe el riesgo de transformar al Consejo en un tribunal y manifestó su conformidad con agregar dentro del correcto funcionamiento la mención al Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo.


El Honorable Senador señor Letelier sugirió precisar el concepto haciendo la referencia al Capítulo IV, del Título II del Libro I,  del Código del Trabajo e incluirlo dentro del correcto funcionamiento. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, manifestó que el Ejecutivo comprende el espíritu del Senado, en orden a incorporar en esta norma la mención a las tres leyes laborales, sin embargo, existe una duda técnica porque el correcto funcionamiento tiene efectos para las sanciones que aplica el Consejo y de acuerdo al artículo 33 del proyecto de ley, es la infracción al correcto funcionamiento, por lo que es importante determinar la forma en que se configura la prueba y cómo estima que esa infracción se produce.


En los casos de los artículos 15 y 22 del proyecto de ley en debate, son las autoridades competentes las que determinan si esas leyes laborales se cumplieron. En el artículo 15 se indica que debe existir una condena, con lo cual es imprescindible la intervención de un tribunal de justicia; en el caso del artículo 22 se solicita la presentación de una declaración jurada, por lo tanto, no es el Consejo el que define si una circunstancia de hecho constituye una infracción.


En el caso del artículo 1º, letra d), inciso séptimo se puede entender que el Consejo deberá determinar si existió cumplimiento de las leyes laborales de los actores si se presenta una denuncia.


El Honorable Diputado señor Farías explicó que la mención al Código del Trabajo y a las leyes Nos 17.336 y 20.243, permite abarcar a todos los trabajadores de la industria, porque se supone que la industria debe cumplir con las normas laborales.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que la redacción propuesta es adecuada, no obstante, es preciso considerar la situación que podría afectar a los permisionarios de servicios satelitales si es que en alguna oportunidad pudiesen retransmitir por satélite en cuyo caso se debe analizar la forma en que se realizan los convenios con los actores.


En seguida, recordó que una discusión similar se produjo en la ley de subcontratación, en relación a la responsabilidad del mandante versus el subordinado. En este caso, ante la imposición de una sanción y no existe acuerdo con los concesionarios o permisionarios, se va a judicializar la situación y se resolverá en los juzgados laborales.


La redacción propuesta constituye un buen equilibrio.


La Honorable Senadora señora Von Baer reiteró su preocupación en orden a establecer una adecuada redacción para esta norma. En el caso del correcto funcionamiento el Consejo revisa si se respetó el pluralismo, la no discriminación, etc y para ello el Consejo cuenta con los funcionarios para esa revisión.


En consecuencia, propuso para el caso que se mantenga la redacción, precisar que el Consejo no va a recibir ninguna demanda, que no se podrá reclamar del incumplimiento laboral. En caso contrario, el Consejo tendrá que supervigilar el cumplimiento de normas para las cuales no tiene las atribuciones.


El Consejo tendrá que considerar lo que las instituciones correspondientes definan para los temas laborales.


En su opinión, la redacción propuesta no es clara por la ubicación del inciso y porque en el resto del artículo el Consejo fiscaliza.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó que este debate se ha presentado en otras iniciativas legales cuando se trata de incorporar normas para fiscalizar o regular el cumplimiento de ciertas disposiciones legales. En este caso, el Consejo va a determinar que no se cumple con el correcto funcionamiento por parte de los concesionarios cuando existen tres sentencias ejecutoriadas que indican el incumplimiento de las normas laborales de los actores.


El Consejo no determina la forma en que se van a resolver las denuncias laborales, que sólo tienen efectos para estos casos cuando se traduzcan en sentencias ejecutoriadas y serán un factor de medición respecto del cabal cumplimiento por parte de los concesionarios.


Se propuso la siguiente redacción:


“De igual manera, el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes Nos 17.336, 20.243 y del Capítulo IV del Título II del Libro I, del Código del Trabajo.”. 


El Honorable Diputado señor Urrutia compartió los planteamientos de la Honorable Senadora señora Von Baer, en el sentido de que la redacción no es clara y en el futuro se presentarán problemas por la aplicación de esta norma, esta situación debería regularse en un párrafo aparte y anunció su abstención.


- La proposición anterior fue aprobada por 6 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro (Girardi) y Pizarro y  los Honorables Diputados señores Farías, Hasbún y Pérez y se abstuvieron la Honorable Senadora señora Von Baer y el Honorable Diputado señor Urrutia. 

Número 8 

Artículo 12 

Letra f), Cámara de Diputados que pasó a ser letra g), del Senado Incisos tercero, cuarto y quinto de la letra m), que se propone agregar en el artículo 12, contenidos en el literal f) del número 8


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra m), contenida en el literal f):


“f) Agrégase la siguiente letra m):


“m) Dictar normas generales y obligatorias para los concesionarios, relativas a la obligación de transmitir gratuitamente campañas de utilidad o interés públicos. 


Se entenderá por campaña de interés público a aquellas transmisiones diseñadas por las autoridades competentes, que se han de emitir con el objeto de proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas.


Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de 90 segundos por cada transmisión, y hasta catorce transmisiones a la semana.


Con estricto cumplimiento de los señalados límites, el Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés públicos, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios la resolución respectiva con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas en el cumplimiento de los objetivos de la misma.


Las concesionarias podrán determinar la forma y contenido de los spot, pero los someterán a aprobación previa del Consejo, el que verificará el cumplimiento de las normas generales e instrucciones a que hace referencia esta letra. La aprobación se dará conforme con el inciso primero del artículo quinto. En caso que la concesionaria decida no hacer uso de este derecho relativo a los spot, deberá transmitir íntegramente los que haya elaborado el Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.

El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó la letra m), contenida en la letra f), que pasó a ser letra g), por la siguiente:

“m) Dictar normas generales y obligatorias para los concesionarios y los permisionarios de servicios limitados de televisión, relativas a la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público. 


Se entenderá por campaña de interés público aquellas transmisiones diseñadas por las autoridades competentes, para estos efectos el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que se han de emitir con el objeto de proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas. Las campañas de interés público podrán tener carácter nacional o regional y deberán ser transmitidas con subtitulado y lenguaje de señas de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 de la ley Nº 20.422.


El Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas, en un plazo no superior de quince días corridos, con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas en el cumplimiento de los objetivos de la misma.


Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de sesenta segundos por cada emisión, y hasta completar veintiún minutos a la semana. Los permisionarios de servicios limitados de televisión cumplirán esta obligación en aquellas señales que cuenten con los mecanismos para exhibir publicidad nacional.


La limitación de cinco semanas al año podrá renovarse siempre que sea necesario bajo consideraciones de especial relevancia e interés público. Para ello se requerirá el acuerdo de siete de sus miembros en ejercicio. Sobre esta extensión los concesionarios de servicios de televisión y los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán cobrar al Estado la exhibición de estas campañas a las tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente de publicidad comercial.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó los incisos tercero, cuarto y quinto de la letra m), que se propone agregar en el artículo 12, contenidos en el literal f) (que pasó a ser letra g) del número 8,  propuesta por el Honorable Senado.



En discusión está divergencia el Honorable Diputado señor Farías informó que el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados en relación a este artículo dice relación con el último inciso que se refiere al cobro. Se estimó que las campañas de utilidad pública son urgentes y necesarias, por lo que no debe existir cobro en caso de extensión que debe ser avalado por el Consejo Nacional de Televisión, es decir, no se trata de una resolución unilateral del Ejecutivo.


Si la campaña pública es urgente y necesaria debe ser gratuita. No debe existir un cobro para renovar una campaña.


El Honorable Senador señor Letelier recordó que algunos señores Senadores eran partidarios de que no existiera cobro por la extensión de las campañas de utilidad pública y compartió la opinión del Honorable Diputado señor Farías.


El Honorable Senador señor Pizarro propuso aprobar los incisos tercero y cuarto del texto del Senado, haciendo presente que la diferencia se produce en el tiempo en que se determine una campaña de utilidad pública. Durante la discusión de esta norma, se procuró conciliar que no existiera abuso por parte del gobierno de turno para determinar las campañas de utilidad pública, su duración, número y tipo de campañas. Al mismo tiempo, se debe resguardar que se puedan desarrollar estas campañas y esa es la razón por la cual se establece una limitación en la duración en el tiempo y en los minutos totales de transmisión.


Ciertas campañas de utilidad pública pueden ser más permanentes y se debe lograr un equilibrio porque el hecho de obligar a los operadores a transmitirlas en forma gratuita les puede generar un daño patrimonial, porque ese tiempo no lo pueden comercializar y el financiamiento debe provenir de alguna fuente, por lo que se podría producir una especie de expropiación a la posibilidad de que los operadores usen ese tiempo para comercializarlo.


Entre ambas Cámaras del Congreso Nacional se produjo una diferencia porque se consignaba la posibilidad de que la televisión abierta pudiera tener televisión de pago. El Honorable Senado eliminó la televisión de pago en el entendido de que se obligaba a los canales de televisión a autofinanciarse y no contar con este otro ingreso, con lo cual es lógico que después de 5 semanas al año se puedan renovar las campañas de utilidad pública, pero el Estado debe retribuir en las mismas condiciones comerciales a los operadores.


Finalmente, expresó que es partidario de mantener la norma aprobada por el Honorable Senado. 


El Honorable Diputado señor Pérez concordó con los planteamientos anteriores y agregó que muchas de las fuentes de financiamiento de los canales regionales de televisión provienen del financiamiento de campañas, sea por parte del Estado o de alguna institución, por lo que es preferible mantener la norma aprobada por el Honorable Senado, en el sentido de limitar el tiempo de duración de las campañas de utilidad pública y la extensión de éstas debe ser remunerada para salvaguardar el interés de los canales regionales.


El Honorable Senador señor Chahuán indicó que esta materia fue ampliamente debatida y uno de los temas que se analizó fue la determinación de a quién corresponde calificar una campaña de utilidad pública y cómo se debe resolver. Para establecer un ordenamiento se estimó que el Ministerio Secretaría General de Gobierno determine qué debe entenderse por una campaña de utilidad pública y su extensión.


El consenso generado en el texto aprobado por el Honorable Senado es adecuado.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que en esta materia se presentaron diversos cuestionamientos y no existía tanta convicción relativa a la importancia de las campañas de utilidad pública, lo que se constata con la detallada regulación que se contiene en este artículo, lo que demuestra la desconfianza hacia estas campañas.


La posibilidad de que se extienda una campaña dice relación con el hecho de que sea de utilidad pública y es necesario encontrar un equilibrio entre el interés común y evitar el abuso. Pueden presentarse situaciones excepcionales y por ese motivo se estableció el término “podrán cobrar”. Sin embargo, resulta bastante arbitrario, porque el interés comercial puede ser superior al interés del bien común.


No se trata de las campañas de publicidad general del Estado que pueden transmitirse en los canales regionales de televisión, sino que son campañas de utilidad pública, que tienen un sentido especial cuando se produce un problema sanitario grave o de interés público en que está presente el interés superior.


En seguida, manifestó su preocupación por la rigidez de la redacción del inciso tercero de la norma en discusión, porque el quórum establecido en el Consejo para aprobar estas campañas es muy alto, para extender la duración de la campaña se mantiene el quórum alto, por lo que es necesario determinar la forma de generar un mecanismo en que el Estado con el Consejo, que es plural, encuentre una salida para facilitar estas campañas de utilidad pública que para aprobarse requieran mayoría absoluta y para su extensión se requiera un quórum mayor, que puede ser de 7 miembros.


Finalmente, expresó que el tema del cobro implica que el uso del espectro, que es un bien nacional de uso público, puede significar para el Estado que el operador pretende lucrar con su uso.


El Honorable Diputado señor Farías recalcó la importancia del interés público, que es un bien superior a los intereses comerciales. El Estado entrega el uso del espectro para que los canales de televisión puedan hacer su negocio y éstos deberían entregar una retribución por su uso.


Una de las retribuciones dice relación con las campañas de utilidad pública y corresponde al Ministerio Secretaría General de Gobierno definirlas y luego, el Consejo, con un quórum alto las aprueba y determinará si pueden extenderse.


La norma en debate, exige para la renovación de las campañas que sean necesarias bajo consideraciones de especial relevancia e interés público y además se requiere el quórum de 7 miembros en ejercicio del Consejo


Las limitaciones impuestas para la renovación de las campañas indican que serán pocas las que se extenderán y corresponde una retribución hacia el Estado, por parte de los canales de televisión por el uso gratuito de una parte del espectro y que no cobren por esta extensión.


La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su opinión contraria a la posibilidad de que las campañas de utilidad pública no tengan restricciones, porque el gobierno de turno será el que determine estas campañas de utilidad pública a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, porque de otra forma se produce una competencia entre los diferentes ministerios por transmitir sus campañas dentro del tiempo del Estado.


Las campañas de utilidad pública deben ser limitadas, porque de otra forma el gobierno de turno tendrá un gran poder para hacer propaganda. El interés público será definido por el gobierno y resulta muy adecuada la intervención del Consejo, porque es un contrapeso y debe establecerse con un quórum alto porque el Consejo refleja ciertos equilibrios y asegura que la campaña sea realmente de utilidad pública.   


En cuanto a la limitación de la campaña de utilidad pública, expresó que se justifica plenamente porque los gobiernos siempre desean disponer de mucho espacio para hacer estas campañas, porque los ministerios quieren dar a conocer su gestión y todo se puede calificar como campaña de utilidad pública y de información. Cuando los ministerios tienen programas nuevos aspiran a que la comunidad los conozcan por televisión y en especial con un buen spot, por lo tanto, la presión va a ser muy fuerte y el contrapeso estará en el Consejo.


Tiene que haber consenso al interior del Consejo de que efectivamente la campaña es de utilidad pública y se oriente al bien común, por lo que precisó que no se debe bajar el quórum del Consejo para esta materia para tener la certeza de que la campaña será de utilidad pública y no esconde de manera solapada un interés político.


Mediante la aprobación de esta norma el gobierno de turno contará con un espacio que actualmente no existe, con lo cual se está avanzando de manera considerable en esta materia al entregar un espacio libre para efectuar estas campañas de utilidad pública.


El Honorable Diputado señor Latorre expresó que en la actualidad estas campañas de utilidad pública se pagan y mediante la aprobación de esta norma se impondrán de manera gratuita, por lo que se debe analizar cuáles serán los efectos de esta norma, porque en los presupuestos de los canales regionales de televisión las campañas de utilidad pública representan un porcentaje cercano al 50% de sus ingresos.


La aprobación de esta norma va a perjudicar a los canales regionales de televisión, porque se les va a quitar parte de su financiamiento.


Además, la posibilidad de eliminar el cobro para la extensión de estas campañas puede ser muy perjudicial. Añadió, que no es partidario del argumento de que los concesionarios de televisión le devuelven al Estado, por el hecho de ocupar en forma gratuita el espectro, la transmisión de estas campañas de utilidad pública. La televisión puede responder al Estado a través de diversas acciones, sin embargo, en este caso no resulta adecuado que se materialice por medio de la transmisión gratuita de la extensión de las campañas de utilidad pública.


Finalmente, reiteró su preocupación en el sentido de que por esta vía se afecte el financiamiento de canales de televisión que sin el pago de estos recursos puedan desaparecer. No se trata de los grandes canales de televisión, sino de los canales regionales de televisión.


El Honorable Diputado señor Urrutia señaló que a través de la aprobación de esta norma se puede producir la quiebra de todos los canales regionales de televisión, por tratar de favorecer un tema de utilidad pública. Explicó que comparte las posiciones sustentadas tanto por la Honorable Cámara de Diputados como por el Senado, sin embargo, hizo presente que debería consignarse que deberá cobrarse por las extensiones de las campañas de utilidad pública. Al mismo tiempo, manifestó su conformidad con la exigencia de que la extensión de la campaña sea resuelta por el Consejo.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, precisó que se debe considerar que esta iniciativa legal se aplicará a todos los canales de televisión y los canales regionales prestan un servicio de utilidad pública muy importante para la comunidad, principalmente comunicacional en las regiones y si el 50% de los ingresos de los canales regionales de televisión son las campañas de utilidad pública del gobierno, se debe analizar detenidamente la extensión de éstas y la posibilidad de un cobro facultativo, porque la aplicación de esta norma puede resultar muy perjudicial.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que la norma aprobada se aplicará a los canales de televisión de libre recepción, permisionarios y cableoperadores. En Chile, existen más de 80 licencias de pequeños cableoperadores, por lo tanto, la extensión gratuita de las campañas de utilidad pública constituye una carga para ellos. 


La Asociación de Canales Regionales de Televisión (ARCATEL) ha enfatizado la importancia de las campañas de utilidad pública en los presupuestos de dichos canales de televisión.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, manifestó que la norma en debate, conlleva dos imposiciones; una de orden editorial y otra comercial. La imposición de orden editorial, se mantiene en forma permanente, es decir, 7 miembros del Consejo pueden imponer a un canal de televisión un spot que va en contra de su línea editorial, por una decisión del Estado. La imposición de orden económico, tiene un límite porque si efectivamente se estima necesaria una campaña de utilidad pública a través de los impuestos, que son públicos, se puede financiar después de un límite y se impone económicamente una cierta cantidad.


Para asegurar que el canal de televisión no pretenda defender su línea editorial estableciendo un precio infinito, el término “podrá” se refiere a las tarifas que el canal de televisión puede cobrar, un rango de tarifas de mercado, mediante la imposición de un precio infinito no pueda limitar la imposición sobre su línea editorial.


La norma en discusión es sensata, puesto que considera una imposición definitiva en cuanto a la campaña de utilidad pública y una imposición económica limitada, porque si el gobierno de turno considera muy adecuada la campaña de utilidad pública deberá usar los recursos del país y no sólo de los canales de televisión.


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que mediante la aprobación de esta norma se estaría imponiendo una carga, no sólo a los que reciben la concesión para el uso del espectro, sino que a los cableoperadores, lo que es muy importante en las regiones, en que parte del financiamiento proviene de las campañas de utilidad pública. La diversidad y las distintas opiniones son muy importantes cuando se considera la entrega de espacios de comunicación. Precisó que, aun cuando, se trate de una campaña de utilidad pública, siempre estará presente la visión del gobierno de turno.


La norma propuesta por el Senado representa un equilibrio entre la libertad de expresión de los canales de televisión y la necesidad de tener campañas de utilidad pública.


El Honorable Diputado señor Farías expresó que los canales regionales de televisión no pueden depender del Estado, las campañas de utilidad pública son para informar y tienen especial relevancia. Si para los canales regionales de televisión son tan importantes los aportes del Estado por estas campañas significa que si el Estado decide no realizarlas podrían quebrar. 


Los canales de televisión no pueden depender del Estado a menos que sea un canal del Estado, por lo tanto, la oposición a esta norma es una defensa económica y no la defensa de los intereses que tiene el Estado y que debe comunicar a la comunidad.


En su opinión, las campañas de utilidad pública no son políticas, aun cuando tengan la visión del Estado, se refieren a la salud, educación, catástrofes, dicen relación con la entrega de información a la ciudadanía con lo que está ocurriendo.


Los canales de televisión deben entender lo que el Estado debe informar a la ciudadanía a cambio de contar con el uso gratuito del espectro. Se trata de campañas de especial relevancia que podrán ser renovadas con la anuencia de 7 miembros del Consejo. Si es de especial relevancia es una excepción y la extensión no debe ser pagada porque el Estado tiene que comunicar ciertas situaciones para el bien de la comunidad.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que no debe confundirse la campaña de utilidad pública, con las políticas de comunicación de los servicios públicos en la televisión regional, no obstante, cabe la interrogante si los canales regionales requieren del Estado para existir y en ese caso se debe analizar la razón por la cual se otorga un gran subsidio estatal a los particulares para que instalen canales de televisión. Si no existe la capacidad para autofinanciarse no se entiende la razón por la cual el Estado les otorga las concesiones.


La norma en debate, se refiere a las campañas de utilidad pública que tienen un rango distinto y se debe analizar la procedencia de un quórum alto para extender la campaña en un Consejo, en que existe una representatividad transversal de la sociedad. 


En seguida, manifestó sus dudas en relación al término empleado en el artículo que indica que los canales de televisión “podrán cobrar” por lo que debe entenderse que también podrían no cobrar, los canales de televisión no están obligados a cobrar. El verbo rector es “podrán cobrar” y después se agrega la tarifa.


En su opinión, se debe determinar si en la ley se establecerá una excepción que se aplicaría en los casos que se consideren más extremos.


Se ha estimado que es preferible mantener la expresión “podrán cobrar” para evitar el abuso que se puede cometer por parte del Estado en ciertas campañas.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, precisó que en las campañas de utilidad pública son 105 minutos gratis y el Ejecutivo está de acuerdo con la imposición sobre la línea editorial del canal de televisión y que sea gratuito hasta 105 minutos.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que las campañas de utilidad pública son un tema de principios que se debatió largamente con el Ejecutivo y la televisión, que recibe el uso del espectro, es un bien nacional de uso público que le pertenece a la sociedad y se entrega en concesión a particulares para que puedan lucrar de acuerdo a un conjunto de ordenamiento que dice relación con los principios y valores que se requieren difundir en la televisión y sería paradojal y anómalo, que no se entendiera que las campañas de servicio público no se puedan transmitir en forma gratuita, lo que constituye un atentado a los derechos fundamentales y sería vergonzoso y un servilismo a intereses económicos, soslayando la tarea fundamental que es defender el bien común. 


Recordó que en el año 1992, debió enfrentar la campaña contra el cólera y sin el apoyo de la televisión y las campañas de utilidad pública no se habría erradicado el cólera en el país. La televisión fue el principal instrumento que logró la realización de una campaña educacional que fue muy potente. Las campañas de utilidad pública han sido excepcionales, como fue la del Sida, en que no todos los canales de televisión accedieron a transmitirla, en una época en que se infectaban 50 jóvenes a la semana y el Sida era mortal, porque no había terapia. La campaña de utilidad pública ayudó a detener la epidemia.


En seguida, expresó que la redacción del texto aprobado por el Senado en relación a esta materia impide los abusos.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que para regular esta materia se debe considerar la situación actual de la televisión y no pensar en una televisión distinta a la que existe. Suponer que en esta televisión cada vez que el Estado contrata a un canal de televisión lo está financiando indebidamente, ayudando a subsistir en forma inadecuada no obedece a la realidad.


Todos los esfuerzos comunicacionales que se dan en el país que no estén asociados a un grupo económico difícilmente pueden desarrollarse y la mejor prueba de ello son los canales regionales, con lo cual considerar que el Estado los está financiado y que están utilizando en forma mañosa el espectro, que es un bien nacional de uso público, es poco consecuente.


A su juicio, debería existir una televisión estatal, sin embargo, esa no es la realidad y la televisión actual está exigida comercialmente en su desarrollo. De esta forma, se debe analizar si existe la posibilidad de hacer campañas de utilidad pública y se resuelve a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno y con 7 votos del Consejo para que se legitime en esa calidad. El único punto en discusión es si la extensión de estas campañas de utilidad pública debe ser pagada o gratuita.


Se deben considerar los argumentos de los canales de televisión, que pretenden lograr un nivel de desarrollo regional, más aun cuando las campañas de utilidad pública pueden ser regionales o nacionales, por lo que propuso mantener el texto aprobado por el Senado.


- En votación los incisos tercero y cuarto del texto del Senado, fueron aprobados en los mismos términos que venían formulados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Girardi, Letelier y Pizarro y Honorables Diputados señores Hasbún, Latorre, Farías, Pérez y Urrutia.



- En votación el inciso quinto del texto del Senado, fue aprobado en los mismos términos que venía formulado por 7 votos a favor, 2 votos en contra y 1 abstención. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, y Pizarro y los Honorables Diputados señores Hasbún, Latorre, Pérez y Urrutia. Votaron en contra el Honorable Senador señor Girardi y el Honorable Diputado señor Farías. Se abstuvo el Honorable Senador señor Letelier.

Número 9 

Artículo 13

Inciso cuarto 


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, agregó un inciso final al artículo 13, que señala que a los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y de servicios limitados de televisión, se les prohíbe el uso de sistemas de medición de audiencia  en línea. Por la contravención a esta norma se impondrán las sanciones contempladas en el artículo 33 de esta ley.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional,  reemplazo el artículo 13, por el siguiente:



“Artículo 13.- El Consejo no podrá intervenir en la programación de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción ni en la de los servicios limitados de televisión. Sin embargo, podrá: a) adoptar las medidas tendientes a evitar la difusión de películas que no corresponda calificar al Consejo de Calificación Cinematográfica y de programas o publicidad que atenten contra la moral, las buenas costumbres o el orden público; b) determinar la hora a partir de la cual podrá transmitirse material fílmico calificado para mayores de dieciocho años de edad por el Consejo de Calificación Cinematográfica. La publicidad, autopromociones, resúmenes y extractos de este tipo de programación que sea catalogada por el Consejo como inapropiada para menores de edad, sólo podrán emitirse en esos mismos horarios; c) establecer restricciones y limitaciones a la exhibición de productos cuya publicidad se encuentre prohibida o limitada en virtud de la normativa vigente, ya sea respecto de sus horarios de exhibición o en aspectos cualitativos de sus contenidos, y d) fijar, de manera general, un porcentaje de hasta un 40% de producción chilena en los programas que transmitan los canales de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción. Este porcentaje deberá incluir la exhibición de películas, documentales y cortometrajes de producción nacional independiente. 


Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y permisionarios de servicios limitados de televisión serán exclusiva y directamente responsables de todo y cualquier programa, nacional o extranjero, que transmitan, aun cuando se trate de transmisiones o retransmisiones vía satélite. 


Se prohíbe la transmisión o exhibición de películas calificadas con contenido pornográfico o excesivamente violento, por el Consejo de Calificación Cinematográfica, en los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.


Los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y de servicios limitados de televisión, sólo podrán solicitar o generar información de medición de audiencia, a contar de las 3:00 horas del día siguiente de haberse emitido el programa del cual se trate. A lo dispuesto en el presente inciso, se aplicará lo señalado en el artículo 33 en caso de incumplimiento.


El Consejo no tendrá atribuciones para intervenir en los otros servicios de telecomunicaciones que sea factible prestar a través de las redes de los concesionarios, sin perjuicio de las atribuciones que le competen para velar por el correcto funcionamiento de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó el inciso cuarto de este artículo, propuesto por el Honorable Senado.



El Honorable Diputado señor Urrutia consultó a qué hora y quién realiza actualmente la medición de audiencia.


Se respondió que se realiza en línea por empresas externas.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que en la Honorable Cámara de Diputados se prohibió la medición de audiencia en línea y se realizó por 30 Diputados una presentación ante el Tribunal Constitucional y éste consideró inconstitucional la prohibición total de este sistema de medición de audiencias.


Como consecuencia de lo anterior, se acordó establecer una forma nueva denominada “people meter overnight”, que se usa en muchos países y mediante el cual se permite la entrega de información relativa a la medición de audiencia, a contar de las 3:00 horas del día siguiente al que se emitió el programa.


El Honorable Diputado señor Farías explicó que en la Cámara de Diputados se rechazó esta norma porque no se entendió el motivo por el cual la información se podía entregar a contar de las 3:00 horas del día siguiente a la emisión del programa. En la Cámara de Diputados no se tenía información en relación al fallo del Tribunal Constitucional.


El Honorable Senador señor Chahuán recordó que esta materia se debatió largamente en el Senado y se logró alcanzar un acuerdo en cuanto a la redacción de la norma con posterioridad al fallo del Tribunal Constitucional. Se debe resolver si se limitará la medición de audiencias en línea y el denominado “people meter overnight” permite tener un desface en la entrega de la información.


La Honorable Senadora señora Von Baer reiteró sus planteamientos vertidos durante la discusión de esta norma, en el sentido de que la prohibición de la medición de los programas de televisión no va a mejorar la calidad de la televisión. La proposición en debate, es una medición de la televisión y el hecho de que se entregue a las 3:00 horas del día siguiente a la emisión del programa no va a cambiar la calidad de la televisión.


El Tribunal Constitucional declaró inconstitucional la norma que prohibía el sistema de medición de audiencias en línea y en su opinión, la norma propuesta viola el fallo del Tribunal Constitucional aunque sea con una redacción distinta y tampoco va a servir para mejorar la calidad de la televisión. 


El Honorable Diputado señor Latorre expresó que la norma propuesta no es clara y es rebuscado el lapso de tiempo que se estableció para conocer el informe de medición de la audiencia, por lo que consultó cuál es el fundamento de la nueva redacción.


El Honorable Senador señor Girardi explicó que en muchos países de Europa se utiliza este sistema de medición de las audiencias en línea en forma posterior, porque se prohíbe la manipulación de las audiencias y hay evidencias que demuestran que se manipulan. Cuando un programa tiene rating lo mantienen y se produce una captura de las audiencias en función de objetivos que no son necesariamente los de la buena televisión y del correcto funcionamiento.


Agregó que es contrario a toda forma de manipulación y consideró apropiado prohibir el sistema de medición de audiencia en línea, que lleva a situaciones extremas.


Esta situación tiene una explicación neurobiológica, química, las personas cuando están expuestas a determinados eventos tienen un nivel de excitación y de placer que está determinado por la liberación de dopamina. Algunos estudios realizados a espectadores frente a un programa de televisión indican cómo se modifican los niveles de dopamina en la sangre en función del programa. Es evidente que esta situación genera una captura de las personas.


Los ciudadanos deben ser libres y no manipulados y la televisión no se puede desarrollar en función de esos criterios.


La norma en discusión, obedece a una proposición del Ejecutivo para salvar un hecho formal que fue cuestionado por el Tribunal Constitucional. Esta proposición es preferible a prohibir el uso de sistemas de medición de audiencias en línea, porque permite a los medios contar con una información ex post que impide la manipulación de las audiencias, sin embargo, sirve para incorporarla en los procesos de desarrollo de los programas de televisión y para las políticas comerciales.


Finalmente, expresó que no es negativo conocer la información y la norma propuesta es una medida muy sana para la industria de la televisión y para los espectadores.


El Honorable Diputado señor Urrutia compartió los planteamientos efectuados por la Honorable Senadora señora Von Baer, en el sentido de que la prohibición del sistema de medición de audiencias en línea es inconstitucional y con la norma propuesta nuevamente el Tribunal Constitucional va a determinar su inconstitucionalidad, por lo que propuso establecer una nueva redacción.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que la solución del “people meter overnight” se aplica en diversos países de Europa y se acordó en las Comisiones Unidas y en la Sala del Senado.


El Honorable Diputado señor Farías expresó que esta norma no va a mejorar la calidad de la televisión, pero va a contribuir a ello porque los canales de televisión con el sistema de medición de audiencia en línea manipulan la duración de los programas. En su opinión, debe existir un sistema de medición de audiencias para que los canales de televisión puedan contar con la información para medir con posterioridad la calidad del programa. 


La norma propuesta representa una solución intermedia, que es positiva, porque entrega la información al canal de televisión, sin embargo, impide que se manipule la programación sólo en relación al rating, sino que consideran el contenido y la calidad.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que de acuerdo al fallo del Tribunal Constitucional es posible la existencia de un sistema de medición de audiencias y se debe resolver la forma en que se podrá aplicar de una manera que no sea simultánea. En seguida, manifestó su conformidad con el sistema de medición de audiencia “overnight”, porque se trata de un sistema con 6 ó 7 horas de desfase, con lo cual la programación no se puede alterar.


El fallo del Tribunal Constitucional señala que no se puede prohibir el uso de un sistema de medición de audiencias, sin embargo, se pueden establecer regulaciones.  


La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que también se debe confiar en la capacidad de los periodistas que conducen un programa de televisión para determinar qué temas son periodísticamente relevantes. Agregó que incluso con la regulación que se pretende imponer se incurre nuevamente en un vicio de inconstitucionalidad, porque se vulnera la libertad de los canales de televisión al impedirles obtener cierto tipo de información y el Tribunal Constitucional resolvió que esa práctica es inconstitucional y además vulnera la autonomía de los cuerpos intermedios de la sociedad.


El Honorable Diputado señor Urrutia expresó que los canales de televisión podrán realizar en forma interna estas mediciones y publicarlas más tarde. Además, pueden usar “twiter” para dar a conocer esta información, con lo cual no tiene sentido prohibir el uso del sistema de medición de audiencia en línea. 


- En votación la proposición del Senado, fue aprobada, en los mismos términos que venía formulada,  por 6 votos a favor, 1 voto en contra y 3 abstenciones. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Letelier y Pizarro y los Honorables Diputados señores Farías y Pérez; voto en contra la Honorable Senadora señora Von Baer y se abstuvieron los Honorables Diputados señores Hasbún, Latorre y Urrutia.


Posteriormente la Comisión Mixta por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán y Novoa y Honorables Diputados señores Hasbún, Latorre, Pérez y Urrutia, tomó conocimiento del oficio Nº 9.001, de fecha 24 de septiembre del año en curso, del Tribunal Constitucional, que declaró inconstitucional el inciso cuarto del artículo 13, contenido en el Nº 9 del artículo 1º del proyecto de ley y acordó eliminar dicho precepto acatando la resolución del Tribunal Constitucional y no proponiendo otro texto alternativo, decisión que adoptó con la votación anteriormente señalada.

- - - - - - - -

Número 11, nuevo, (Senado)

Artículo 14 


El artículo 14, de la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, señala que el Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo. 


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, sustituyó el artículo 14, por el siguiente:


“Artículo 14.- El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier señal de televisión de libre recepción y de permisionarios de servicios limitados de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo, cualquiera sea la plataforma tecnológica por la que ésta se transmita.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este numeral 11, nuevo, propuesto por el Honorable Senado.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, señaló que el artículo 14 se rechazó porque la intervención del Consejo en los noticieros, en su opinión, constituye casi una censura previa. Tiene que mejorarse la redacción porque en los términos actuales se estaría entregando un poder ilimitado al Consejo y podría tener una línea editorial de acuerdo al gobierno de turno para determinar el tratamiento de las noticias y ello atenta contra la libertad de expresión.


Con esta norma se le entregan atribuciones al Consejo para intervenir no sólo en los noticieros, sino que en los portales de noticias y en todo tipo de plataformas.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que el pluralismo no significa que en el noticiero tienen que estar todas las opiniones representadas en forma equivalente. El concepto de pluralismo implica que se respete debidamente y que no se pueda denostar, descalificar y no escuchar a la otra parte. Este tema dice relación con el lenguaje de odio, de la descalificación de las minorías.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, compartió los planteamientos anteriores, no obstante, hizo presente que es preferible corregir la redacción de la norma porque se está dando un poder ilimitado al Consejo. 


Reiteró que en la Honorable Cámara de Diputados se rechazó este artículo porque se estimó que el Consejo va a tener atribuciones muy amplias para hacer respetar el pluralismo y podrá actuar en todos los tipos de medios, incluyendo los medios electrónicos. Esta norma genera muchas dudas en relación a los noticieros y programas de investigación, en que las atribuciones que se otorgan son prácticamente para ejercer censura.


En síntesis, consideró que esta norma puede atentar contra la libertad de expresión. 


El Honorable Senador señor Girardi expresó que tratándose de plataformas que están sustentadas en un bien nacional de uso público, que se entrega en concesión para desarrollar un conjunto de objetivos, se tiene que dar en el marco de ciertos acuerdos que se ha denominado “correcto funcionamiento” que involucra diversos principios y a su juicio, el pluralismo es un principio permanente y no se puede lesionar.


Lo menos que se puede garantizar, independientemente de la plataforma tecnológica que se use es que se respete el pluralismo, que es un principio fundamental, permanente, impostergable e irrenunciable. 


Añadió que siempre se debe consignar en el contexto de los medios que usan el espectro mediante el otorgamiento de una concesión, el respeto a ese principio.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que los planteamientos del Honorable Senador señor Girardi en relación al pluralismo, están recogidos en el artículo 1º del proyecto de ley, en el correcto funcionamiento.


El artículo en discusión, es muy específico, sólo se refiere a programas de opinión y de debate político y se presentaron diversas indicaciones para incorporar a las noticias.


La obligación a que se refiere este artículo es para los canales de televisión que tienen espectro y la redacción es confusa por lo que se hace extensivo a los permisionarios, con lo cual sería aplicable a BBC, CNN y además, como plataforma tecnológica también podría aplicarse a Internet, lo que atenta contra la ley de neutralidad en la red.


La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que el pluralismo en los debates políticos que sean emitidos por señales de televisión está regulado en la ley vigente y además en el principio del correcto funcionamiento. El artículo 14 propuesto por el Senado complica su interpretación, por lo que propuso mantener el artículo 14 de la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


El Honorable Senador señor Pizarro sugirió eliminar la oración final del texto aprobado por el Senado para evitar el debate relativo a la aplicación de esta norma en Internet. No obstante lo anterior, estimó que es importante agregar al texto legal vigente la facultad del Consejo para asegurar que en programas de noticias, de opinión y de debate político se respete el principio del pluralismo. 


La norma aprobada por el Senado incluye a la televisión por cable, que en su gran mayoría no tiene producción propia, por lo que propuso eliminar a los permisionarios y al referirse sólo a las señales de televisión de libre recepción no se podría exigir a CNN Chile el cumplimiento del principio de pluralidad, puesto que no tiene una señal de libre recepción y no es permisionario, es un canal en que sus transmisiones se hacen a través del cable.


El Honorable Diputado señor Urrutia propuso eliminar el texto aprobado por el Senado.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, propuso mantener el artículo 14 de la ley vigente, agregando el término “de noticias”.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó su disconformidad con la pretensión de forzar la pluralidad en los programas de noticias, el problema que se puede presentar es que no existan noticias, situación diferente a la falta de cobertura, por lo que se debe buscar un justo equilibrio para obtener una ecuanimidad en la distribución de los tiempos.


El Honorable Diputado señor Latorre expresó que no es lo mismo pretender que la noticia sea pluralista, a que el programa sea pluralista. Esta norma constituye una declaración de principios y es importante reafirmarla.


En seguida, agregó que no está de acuerdo en eliminar el término “permisionarios”, porque en el futuro también podrían elaborar sus propios programas.


El Honorable Diputado señor Farías manifestó su conformidad con la norma propuesta y explicó que tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, se intentó evitar la aplicación del cronómetro en los programas, que no da cuenta del pluralismo, sino que del espacio de tiempo entregado sin importar la noticia o el hecho que está ocurriendo.


En consecuencia, expresó su conformidad con la mantención del texto legal vigente agregando la expresión “de noticias”. El término “canal de televisión“ comprende a todos los canales de televisión, a los cableoperadores, a los satelitales.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, expresó que la excepción es que sean programas de noticias, entendiéndose que son los programas de noticias políticas, no los noticieros.


La Comisión Mixta acordó proponer el siguiente texto:


“Artículo 14.- El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo.”.


- En votación esta proposición, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Letelier y Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Hasbún, Latorre, Pérez y Urrutia.

- - - - - - - - 

Número 12 (Cámara de Diputados).

Pasó a ser número 14 (Senado)

Artículo 15


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, sustituyó el artículo 15 de la ley Nº 18.838  vigente, por el siguiente:


“Artículo 15.- Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción a que hace referencia el artículo 31 A, sólo se otorgarán a personas jurídicas, cuyo plazo de vigencia no podrá ser inferior al de la concesión. Las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios durarán veinte años, y las concesiones de radiodifusión televisiva con medios de terceros durarán cinco años.


Para el caso de las concesiones con medios propios, el Consejo, con ciento ochenta días de anticipación al vencimiento del plazo de vigencia de toda concesión, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declara caducada una concesión, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que sea requerido para ello por cualquier particular interesado en obtener una concesión no otorgada, llamará a concurso público. El llamado se hará para una determinada localidad y para otorgar frecuencias específicas. Las bases del concurso deberán publicarse en el Diario Oficial por tres veces, mediando no menos de tres ni más de cinco días hábiles entre cada publicación, deberán señalar con claridad y precisión la naturaleza y la extensión de la concesión que se concursa, y sólo podrán exigir requisitos estrictamente objetivos.


El Consejo deberá cuidar que en cada llamado -considerando la disponibilidad total de frecuencias de la banda que se asigne para el servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción digital- se cumpla con la reserva de concesiones establecida en el artículo 50.


La concesión con medios propios será asignada al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del respectivo concurso, y cumpliendo estrictamente con las exigencias relativas a su proyecto financiero y a las condiciones personales que la ley exige para ser titular o administrar una concesión, o representar o actuar en nombre de la concesionaria, ofrezca las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión.  Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación conlleva la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el inciso final del artículo 1° de esta ley.


En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que la detentaba tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión.


No obstante lo señalado en éste artículo, el Consejo otorgará, cuando ello corresponda conforme a la ley y reglamentación pertinente, concesiones en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros, que sean titulares de concesiones con medios propios, y que cuenten con capacidad de transmisión remanente para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso, deberán cumplir con todos los requisitos legales y los que el Consejo establezca para asegurar su correcto funcionamiento. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22.


El procedimiento establecido en el inciso precedente, se aplicará también al caso del concesionario que se encuentre en posesión de una concesión de radiodifusión televisiva otorgada por concurso público de conformidad con este artículo y que desee obtener concesiones para emitir señales de televisión adicional, empleando para ello los medios radioeléctricos contemplados en su concesión de radiodifusión televisiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrá otorgarse concesión de radiodifusión televisiva nueva alguna a la concesionaria que haya sido sancionada de conformidad al artículo 33, N° 4, de esta ley, como tampoco a la persona jurídica que ya sea titular de una concesión o que controle o administre a otra concesionaria de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio del país, salvo autorización previa otorgada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Las limitaciones que establece este inciso afectarán también al grupo empresarial respectivo, conforme al artículo 96 de la ley N° 18.045.


Asimismo, tampoco podrá otorgarse la concesión al solicitante que hubiese sido condenado de manera reiterada en virtud de la ley N° 20.243 durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación y mantenga pendiente el cumplimiento de las sentencias.”.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción a que hace referencia el artículo 17 sólo se otorgarán a personas jurídicas cuyo plazo de vigencia no podrá ser inferior al de la concesión. Las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios durarán veinte años y las concesiones de radiodifusión televisiva con medios de terceros durarán cinco años.


Para el caso de las concesiones con medios propios, el Consejo, con ciento ochenta días de anticipación al vencimiento del plazo de vigencia de dichas concesiones, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declara caducada una concesión, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que sea requerido para ello por cualquier particular interesado en obtener una concesión no otorgada, llamará a concurso público. El llamado se hará para una o varias localidades y para otorgar frecuencias específicas en una zona geográfica determinada. El llamado a concurso deberá publicarse en el Diario Oficial por tres veces, mediando no menos de tres ni más de cinco días hábiles entre cada publicación. El Consejo aprobará las bases del respectivo concurso, las que deberán incorporar los aspectos técnicos que informe la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Dichas bases deberán señalar con claridad y precisión la naturaleza y la extensión de la concesión que se concursa y sólo podrán exigir requisitos estrictamente objetivos.


El Consejo deberá cuidar en cada llamado que, considerando la disponibilidad total de frecuencias de la banda que se asigne para el servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción digital, se cumpla con la reserva de concesiones establecida en el artículo 50.


La concesión con medios propios será asignada al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del respectivo concurso, y cumpliendo estrictamente con las exigencias relativas a su proyecto financiero y a las condiciones personales que la ley exige para ser titular o administrar una concesión, o representar o actuar en nombre de la concesionaria, ofrezca las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión.


En el caso de concesiones locales de carácter comunitario, el Consejo deberá atenerse siempre al procedimiento definido en la letra j) del artículo 12 de esta ley. 


Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación tiene la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1º de esta ley.


En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado dos o más veces por infracción a las leyes Nº 17.336, Nº 19.889 o Nº 20.243, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33, Nº 3, de esta ley.


Dentro del primer mes de los últimos doce meses de vigencia de la concesión, el Consejo comunicará a la concesionaria que no tendrá derecho preferente conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando fuere el caso, la que podrá reclamar de la determinación por no ajustarse a derecho, de acuerdo al procedimiento establecido en los incisos segundo y siguientes del artículo 27. Si la concesionaria no reclamare o su reclamación fuere rechazada en definitiva, se procederá a la asignación de la concesión conforme a los incisos siguientes. Si la reclamación no estuviere resuelta al concluir la duración de la concesión, ésta se prorrogará hasta que la reclamación quede resuelta. En caso de ser acogida, se entenderá que la concesionaria tendrá derecho preferente desde el vencimiento original del plazo de duración de su concesión.


No obstante lo señalado en este artículo, el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros que cuenten con capacidad para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso deberán cumplir con todos los requisitos legales y los que el Consejo establezca para asegurar su correcto funcionamiento. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22.


El procedimiento establecido en el inciso precedente se aplicará también al caso del concesionario que sea titular de una concesión de radiodifusión televisiva con medios propios otorgada por concurso público de conformidad con este artículo y que desee emitir señales de televisión adicional, empleando para ello los medios radioeléctricos contemplados en su concesión de radiodifusión televisiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio, salvo que:


a) Se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de trasmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.


b) Se trate de concesionarios de servicios intermedios de infraestructura que únicamente provean medios de transmisión a otros concesionarios. La capacidad de transmisión de estas nuevas concesiones constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.


Las limitaciones que establecen los incisos precedentes afectarán también al grupo empresarial respectivo, conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045.


Tampoco podrán otorgarse nuevas concesiones de radiodifusión televisiva, por un plazo de diez años, a aquellas concesionarias que hubiesen sido sancionadas de conformidad al número 4 del inciso primero del artículo 33 de esta ley.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este número 12, que pasó a ser número 14 en el Honorable Senado, y que sustituye el artículo 15.


En discusión el artículo 15 vuestra Comisión Mixta, analizó el texto aprobado por el Honorable Senado. 

Inciso primero



El inciso primero del artículo 15 aprobado por el Honorable Senado señala lo siguiente:


“Artículo 15.- Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción a que hace referencia el artículo 17 sólo se otorgarán a personas jurídicas cuyo plazo de vigencia no podrá ser inferior al de la concesión. Las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios durarán veinte años y las concesiones de radiodifusión televisiva con medios de terceros durarán cinco años.”.



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, presentó una proposición para mejorar la redacción de este inciso, puesto que el artículo 17 del proyecto de ley en estudio, impide a la televisión de libre recepción hacer televisión de pago, sin embargo, podría interpretarse que sólo se refiere a los concesionarios con medios propios y los concesionarios con medios de terceros estarían facultados para ello.


En consecuencia, propuso agregar al final del inciso primero del artículo 15, aprobado por el Honorable Senado, la siguiente oración:


“Dichas concesiones en todo caso estarán destinadas a la recepción libre y directa por el público en general.”.


Con lo cual se garantiza que en toda la ley quede establecido claramente que la televisión digital en la frecuencia que se está asignando es de libre recepción.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que no comparte lo expresado por el señor Subsecretario, puesto que siempre se estableció claramente que la televisión de libre recepción no puede hacer televisión de pago. No obstante, está de acuerdo en agregar la precisión anterior, haciendo presente que en el artículo 17 del proyecto de ley, jamás se consideró la posibilidad de que la televisión de libre recepción pueda efectuar televisión de pago, impedimento que rige tanto para los concesionarios con medios propios como con medios de terceros.


- En votación el inciso primero del artículo 15 del Honorable Senado, con la proposición de modificación del Ejecutivo anteriormente señalada, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Letelier y Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Hasbún y Latorre.

Inciso segundo


Se aprobó el texto del Honorable Senado sin debate, en los mismos términos que venía formulado por el Senado, con la misma votación anterior.

Inciso tercero



El inciso tercero del artículo 15, aprobado por el Senado señala:


“El Consejo deberá cuidar en cada llamado que, considerando la disponibilidad total de frecuencias de la banda que se asigne para el servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción digital, se cumpla con la reserva de concesiones establecida en el artículo 50.”.


El Ejecutivo propuso agregar al inciso tercero el siguiente párrafo final:


“Asimismo, el Consejo deberá verificar si los concesionarios de carácter nacional, que no tuvieren concesiones en una o más localidades consideradas en el concurso, participan o no de éste, informando a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a efectos que, de no presentarse dichos concesionarios a tales concursos, las reservas de frecuencias practicadas se dejen sin efecto.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que un concesionario de carácter nacional es aquel en que la suma de sus localidades hace que esté presente en más del 50% de las regiones del país. Un nuevo concesionario en el primer concurso tiene que declarar que en el plazo de 5 años se convertirá en un concesionario nacional, no necesariamente en ese primer concurso, porque los concursos se efectúan por localidad y se va a presentar un proyecto técnico y se va a obligar mediante un decreto que lo indica a desarrollar el proyecto. El proyecto de ley contemplaba que cuando se efectúe esa declaración se debe hacer una reserva de frecuencia para que el concesionario que pretende convertirse en nacional pueda hacerlo a lo largo del tiempo manteniendo la misma frecuencia.


Dicha norma es adecuada, no obstante, debe contener una salvedad para evitar que se cometan abusos para especulaciones y concentraciones de frecuencias. Los concursos se realizan en una localidad y se reservan frecuencias que tienen impacto en todo el país, por lo que se propone que al momento de efectuar la declaración y se solicite la apertura de un concurso para una localidad donde el concesionario manifestó la intención de cubrir, deberá presentarse y en caso que no se presente al concurso se libera la frecuencia.


- En votación el texto del inciso tercero del artículo 15 del Honorable Senado, modificado con la proposición del Ejecutivo anteriormente señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Letelier y Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Hasbún, Latorre y Pérez.

Inciso cuarto


El inciso cuarto del artículo 15 aprobado por el Senado señala:


“La concesión con medios propios será asignada al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del respectivo concurso, y cumpliendo estrictamente con las exigencias relativas a su proyecto financiero y a las condiciones personales que la ley exige para ser titular o administrar una concesión, o representar o actuar en nombre de la concesionaria, ofrezca las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión.”.


El Ejecutivo propuso agregar a este inciso cuarto del artículo 15 aprobado por el Senado, el siguiente párrafo final:


“En el caso de las concesiones de cobertura nacional, el proyecto técnico podrá contener soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción a fin de alcanzar las coberturas exigidas en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción. De implementarse las soluciones complementarias antes mencionadas, éstas no podrán afectar el carácter libre y directo de las transmisiones para los usuarios debiendo las concesionarios garantizar que los receptores requeridos estén habilitados para recibir la totalidad de las señales, principales y secundarias de las concesionarias que tengan cobertura nacional en la respectiva zona de servicio y opten por implementar soluciones complementarias. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá la forma y condiciones para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente inciso.”.  


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que en el artículo segundo transitorio se incorporó la posibilidad de que los concesionarios pudieran hacer uso de medios complementarios, pensando básicamente en soluciones alternativas y como consecuencia del rechazo de este artículo, el Ejecutivo propone incorporar en el inciso cuarto del artículo 15 un texto relativo a las soluciones complementarias, para garantizar que se considere dentro del texto legal y evitar que la norma sólo se aplique a los concesionarios existentes como sucede al consignarlo en una norma transitoria.


De esta forma, se garantiza que la norma se aplique tanto para los nuevos concesionarios como para los actuales concesionarios.


El Honorable Diputado señor Latorre consultó cuál es el significado de esta proposición en términos de uso de tecnología.


Se explicó que podría significar el uso de tecnología satelital complementaria. De acuerdo a esta norma se está exigiendo que los concesionarios independientemente de que se instalen en zonas aisladas tienen que proveer todos los medios para que la televisión siga siendo de libre recepción y permita recibir a todos los canales nacionales. Esta norma regirá para los concesionarios actuales y nuevos.


El Honorable Senador señor Letelier preguntó si la aplicación de esta norma se entiende sólo para señales digitales.


La respuesta fue afirmativa porque el artículo 15 del proyecto de ley en debate, se refiere a las concesiones de radiodifusión televisiva que se están asignando.


Se trata de las concesiones con cobertura nacional, figura que no existe respecto de los concesionarios analógicos.


Luego, el señor Senador hizo presente que hay localidades de la VI Región, que no tienen libre recepción de televisión, por lo que consultó cuál es el plazo que tienen las empresas para asegurar cobertura en todo el territorio.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, precisó que esta norma sólo se refiere a la televisión digital y los plazos están establecidos en la ley.


El Honorable Diputado señor Latorre solicitó una precisión en el sentido de que si la nueva redacción propuesta implica incorporar en forma permanente el concepto de neutralidad.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, respondió afirmativamente, aclarando que la ley general de telecomunicaciones y la ley de televisión son neutrales en materia tecnológica. Agregó que se alude a las soluciones complementarias porque en la actualidad puede ser una tecnología satelital y en el futuro puede ser otra tecnología.


- En votación el texto del inciso cuarto del artículo 15 del Senado, modificado con la proposición del Ejecutivo, anteriormente señalada, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Letelier y Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Hasbún, Latorre y Pérez.

Incisos quinto y sexto


Fueron aprobados los incisos quinto y sexto del artículo 15 del Senado, en los mismos términos que venían formulados, sin debate, y con la misma votación anterior.

Inciso séptimo


El inciso séptimo del artículo 15 aprobado por el Senado y rechazado por la Cámara de Diputados, es del siguiente tenor:


“En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado dos o más veces por infracción a las leyes Nº 17.336, Nº 19.889 o Nº 20.243, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33, Nº 3, de esta ley.”.



En discusión esta discrepancia el Honorable Diputado señor Farías propuso ampliar el plazo establecido de un año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, porque un año es un período muy breve y debería considerarse todo el período que dura la concesión o durante un período de 10 años.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que existían dos temas en discusión; uno, era la referencia legal al Capítulo IV del Código del Trabajo y el otro, el período en que se aplicaría. Durante la discusión en el Senado se consideró un exceso establecer que sería por todo el tiempo que dure la concesión y también se consideró la posibilidad de establecer un plazo que consideraba los tres últimos años anteriores al término de la concesión.


Este plazo se considera para que el concesionario tenga un derecho preferente y no esté en igualdad de condiciones con otros proponentes. En caso que el concesionario no cumpla con esa exigencia estará en igualdad de condiciones con los demás proponentes.


Si durante el transcurso de la concesión se producen incumplimientos se suspenderán las transmisiones.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, aclaró que en las Comisiones Unidas se aprobó el año calendario inmediatamente anterior a la renovación de la concesión y se refería al cumplimiento de las tres leyes Nos 17.336, 19.889 y 20.243. No obstante, durante la discusión en la Sala del Senado se acordó la redacción actual que considera que el incumplimiento se puede producir en una de las tres leyes mencionadas y se consideró el año calendario anterior a la renovación.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que la pérdida del derecho preferente es muy complejo para los canales regionales de televisión, especialmente si ha recibido una sanción por parte de los tribunales de justicia. Es preciso distinguir si el incumplimiento se produjo hace 10 años o en el último año anterior a la renovación porque no se sabe si la conducta se seguirá repitiendo. No resulta apropiado ampliar este plazo de un año.


El Honorable Diputado señor Farías propuso establecer un plazo de 10 años o durante todo el período de vigencia de la concesión, puesto que la ley establece que el concesionario tiene que ser condenado y en la mayoría de los juicios laborales no existen sentencias condenatorias, porque siempre se llega a un acuerdo entre las partes y en ese caso no se aplicaría esta norma.


Si se considera un plazo de 10 años será posible conocer el comportamiento de un concesionario en relación a los derechos de los trabajadores. Si se considera preferible establecer el plazo de un año calendario anterior a la renovación de la concesión se debería establecer que se consideren los juicios laborales.


Agregó, que en el caso de que el concesionario tenga más de dos condenas en juicios laborales, sólo pierde el derecho preferente y puede volver a concursar en igualdad de condiciones con los demás oferentes y lo más seguro es que obtenga la concesión por su experiencia en este ámbito.


El Honorable Senador señor Navarro expresó que considerar el año calendario inmediatamente anterior a la renovación de la concesión significa que recién al año 2019 los concesionarios tendrán la presión para respetar las leyes laborales. Recordó que en la ley de pesca se consideró un plazo de 10 años para optar a la renovación de la concesión, con lo cual se evalúa en un período más largo.


Finalmente, expresó su disconformidad con el derecho preferente que se otorga a los concesionarios puesto que el mercado es muy concentrado y además el establecimiento de este derecho obsta a la entrada de nuevos actores y se producirá una renovación prácticamente automática de los actuales concesionarios.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que esta materia debe analizarse dentro de un contexto. Las leyes laborales se incluyeron dentro del concepto del correcto funcionamiento que se aplica durante toda la concesión, con lo cual si no se cumplen se aplicará el artículo 33 y se pierde el derecho preferente.


La norma en discusión, establece además la exigencia de una declaración jurada de cumplimiento de las normas laborales. De esta forma, el cumplimiento de las normas laborales se consideran dentro de un contexto.


La renovación de las concesiones se realiza 12 meses antes que se cumpla el plazo de la concesión, con lo cual son 24 meses en que no debe existir una condena por leyes laborales.


El Honorable Diputado señor Latorre expresó que en materia de concesiones plantear una exigencia como esta es una novedad, nunca se ha exigido para entregar una concesión de agua, minera o eléctrica. La primera vez que se estableció fue en el Transantiago y cuando se producen las discusiones en relación a la renovación de las concesiones todos los sindicatos de trabajadores solicitan que no se aplique esa norma que castiga a la empresa, que tuvo un comportamiento laboral inadecuado, porque los trabajadores entendían que se estaban quedando sin trabajo.

Esta norma, parece muy sana y razonable, sin embargo, es inaplicable cuando tiene lugar la renovación de la concesión porque los trabajadores reclaman ante la autoridad de que no han sido tan graves los incumplimientos.


El establecimiento de una norma de esta naturaleza es un exceso. La aplicación la deben solicitar los trabajadores de la concesionaria para que se pierda el derecho preferente.


Si además la aplicación de esta norma se extiende a un período mayor de tiempo y se acumulan sanciones y denuncias la norma va a perjudicar a los trabajadores.


El Honorable Diputado señor Farías reiteró que esta norma sólo se refiere a la pérdida del derecho preferente por parte de la concesionaria, que podrá competir en igualdad de condiciones con los demás proponentes y de acuerdo a la realidad nacional existe una alta posibilidad de que ese canal de televisión obtenga nuevamente la concesión, puesto que se trata de grandes canales de televisión, con importantes inversiones.


Explicó que la proposición relativa a ampliar el plazo a 10 años es para los juicios laborales que tengan una sentencia condenatoria. La regla general es que estos juicios duran a lo menos un año y antes de que terminen y exista una condena las empresas llegan a acuerdos con los trabajadores, por lo tanto, no hay condenas y los trabajadores tampoco ven amenazadas sus fuentes laborales.


A continuación, manifestó su intención de flexibilizar su postura y propuso rebajar el plazo de 10 a 5 años, para el requisito de dos condenas por incumplimiento a las leyes laborales por parte de las concesionarias. 


Finalmente, expresó que existe plena conciencia de que los derechos laborales deben respetarse y los trabajadores no van a impugnar la postulación del canal de televisión para un nuevo período, sino que la institución que entrega la concesión va a revisar los antecedentes y determinará que en el caso de existir dos condenas por infracciones a las leyes laborales esa concesionaria perderá su derecho preferente y podrá concursar junto con los demás postulantes en igualdad de condiciones, con lo cual los derechos de los trabajadores estarían protegidos.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, reforzó el planteamiento del Honorable Diputado señor Latorre en el sentido de que al año 20 una concesionaria que perdió su derecho preferente y postula nuevamente para obtener la concesión, probablemente se producirá un empate, por razones técnicas, y ante el sorteo puede obtener la concesión una empresa que no tiene las instalaciones para trasmitir y,  por lo tanto, tiene que invertir para ello y en eso se va a demorar 5 años y durante ese período los trabajadores van a ver amenazada su fuente laboral y será difícil para la autoridad enfrentar esa situación, por lo que resulta más sensato la norma establecida en el correcto funcionamiento, que se refiere al período de vigencia de la concesión.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que es partidario que se respete la ley y la incorporación del cumplimiento de las tres leyes laborales, tanto en el correcto funcionamiento como en el derecho preferente y para la postulación de la concesión es un gran avance y no es partidario de establecer nuevas exigencias, porque puede suceder que no exista ley en esta materia.


Agregó que no está de acuerdo en introducir un incentivo perverso y se debe respetar la autonomía de los órganos para negociar. Reiteró que su posición siempre ha sido la defensa de los derechos laborales de los artistas y considera adecuada la redacción de las normas que hacen exigible el respeto a esos derechos. Si se extiende el plazo se puede transformar en un problema porque podrían presentarse muchas distorsiones por parte de los canales de televisión para no perder el derecho preferente.


El hecho de establecer el último año va a significar que la industria tenga que negociar con el sindicato de actores antes de pedir la concesión y de esa forma se va a forzar que en el año previo exista una negociación colectiva para establecer el porcentaje de pago. 


No obstante lo anterior, manifestó que podría ampliarse el plazo a 2 años, pero no a un plazo mayor porque esta exigencia está incorporada en el correcto funcionamiento.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el plazo es de dos años porque al establecer que se cuenta el año calendario inmediatamente anterior a la presentación, son dos años, porque la presentación se debe hacer doce meses antes.


Agregó que extender el plazo a 5 años no tiene sentido puesto que el cumplimiento a las leyes laborales que protegen los derechos de los actores está contenida en el correcto funcionamiento, por lo que son exigibles durante toda la vigencia de la concesión.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, propuso someter a votación la propuesta del Honorable Diputado señor Farías de extender el plazo a 5 años y 2 condenas. 


- En votación la proposición del Honorable Diputado señor Farías, fue rechazada por 5 votos en contra, 1 voto a favor y 1 abstención. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Letelier y los Honorables Diputados señores Hasbún, Pérez y Urrutia; se abstuvo el Honorable Senador señor Pizarro y voto a favor el Honorable Diputado señor Farías.


En seguida, la Comisión Mixta acordó, redactar el inciso séptimo del artículo 15 aprobado por el Honorable Senado, en los siguientes términos:


“En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes Nº 17.336, Nº 20. 243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33 Nº 3, de esta ley.”.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó dejar constancia de que el mal funcionamiento es una sanción. El cabal funcionamiento significa que no puede existir una condena por infracción a cualquiera de las otras leyes y si durante la vigencia de la concesión tiene una condena no va a tener el derecho preferente. En el penúltimo año se establecen dos condenas. 




- En votación el inciso séptimo del artículo 15 del Senado, con la enmienda anteriormente señalada, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Letelier, Navarro (Girardi), Pizarro, y señora Von Baer y de los Honorables Diputados señores Farías, Hasbún, Pérez y Urrutia. 

Inciso octavo


Fue aprobado en los mismos términos que lo formuló el Senado, sin debate, con la misma votación anterior.

Inciso noveno


El Senado aprobó como inciso noveno del artículo 15, el siguiente:


“No obstante lo señalado en este artículo, el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros que cuenten con capacidad para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso deberán cumplir con todos los requisitos legales y los que el Consejo establezca para asegurar su correcto funcionamiento. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22.”.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que el inciso noveno del artículo contiene una excepción al establecer que el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que los concesionarios con medios propios son los que tienen espectro y los concesionarios con medios de terceros, son principalmente los audiovisuales que arriendan espacio a uno de los canales  de televisión existentes que tenga espectro y para que exista responsabilidad deben contar con una concesión que les entrega el mismo Consejo por 5 años y que prácticamente son permisos. Esta materia se refiere a la responsabilidad por el contenido, porque de otra forma el responsable sería el concesionario que tiene los medios propios.


En estos casos no hay concurso.


En seguida, el Honorable Diputado señor Latorre consultó la razón por la cual estos concesionarios van a tener un tratamiento especial en relación al correcto funcionamiento. El Consejo, de acuerdo al artículo 1º del proyecto de ley en debate, fija el correcto funcionamiento mediante normas que son válidas para todos los concesionarios y de esta forma se está estableciendo una excepción.


Así, se podría interpretar que no se aplica el artículo 1º de la ley para estos concesionarios, sino lo que determine el Consejo, por lo que propuso modificar la redacción en el sentido de establecer que se debe cumplir con todos los requisitos establecidos en la presente ley.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que los términos del artículo 1º son muy claros y se reafirma que el correcto funcionamiento lo define el Consejo, a pesar de que se trate de una situación diferente porque el concesionario carece de medios propios. 


La Comisión Mixta, a proposición del Honorable Diputado señor Latorre, modificó el inciso séptimo del artículo 15, de la siguiente forma:


“No obstante lo señalado en este artículo, el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros que cuenten con capacidad para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso deberán cumplir con los requisitos establecidos en la presente ley. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22.


- En votación el inciso noveno del artículo 15 del Senado, con la enmienda anteriormente señalada, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Letelier y Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Hasbún, Latorre y Pérez.

Inciso décimo


Fue aprobado el inciso décimo del artículo 15 del Senado, en los mismos términos que venía formulado, sin debate y con la misma votación anterior.

Inciso once


El texto del inciso once del artículo 15 aprobado por el Senado, es del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio, salvo que:


a) Se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de trasmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.


b) Se trate de concesionarios de servicios intermedios de infraestructura que únicamente provean medios de transmisión a otros concesionarios. La capacidad de transmisión de estas nuevas concesiones constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el artículo 15 regula para los efectos de la concentración de medios, que las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios, sólo se pueden entregar a un solo concesionario o grupo económico, por lo tanto, no hay concentración de frecuencia, por cada localidad sólo puede existir un concesionario operando una frecuencia. Sin perjuicio de lo anterior, se consideran dos excepciones, la primera se refiere a la entrega de una segunda concesión para Televisión Nacional, para que realice televisión regional, con ello se pretende que en todas las regiones del país se genere una señal regional de Televisión Nacional y el medio que no use Televisión Nacional se debe arrendar a generadores de contenidos o concesionarios de esa misma región, para que exista un medio de transporte que lleve a los terceros de la región.


La segundo excepción, dice relación con la entrega de frecuencias a concesionarios con medios de infraestructura, no obstante, el Ejecutivo ha revisado esta norma porque se han presentado diversos planteamientos, porque no se acota la cantidad de frecuencias que se pueden entregar a estos operadores de infraestructura, con lo cual se rompe la lógica del proyecto de ley, que permite la entrega de una sola frecuencia por concesionario. 


En consideración a lo anterior, el Ejecutivo estima que no debe entregarse la opción a los operadores de infraestructura, esta figura existe en España y puede generar una concentración de frecuencias.


En Chile, siempre se ha concebido al operador de infraestructura como aquél que sólo tiene la infraestructura y en este caso, además, se le estaba otorgando la frecuencia porque se regulada a propósito de los concesionarios con medios propios. El modelo de negocios de estos operadores es fierro y cemento.


Con la eliminación de la letra b) del artículo 15, no se impide que operen en este medio los operadores de infraestructura, puesto que son un tipo de concesionarios reconocidos en la Ley General de Telecomunicaciones, como un concesionario de servicio intermedio que únicamente provee de infraestructura a cualquier otro servicio de telecomunicación, incluyendo a la radiodifusión televisiva y sonora, por lo tanto, no se requiere un título habilitante en esta ley para que se pueda desarrollar esa actividad económica especial. 


En la norma sólo se mencionaban para excepcionarlos de la concentración de espectro.


- La Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Letelier y Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Hasbún, Latorre y Pérez, eliminar la letra b) del artículo 15.

Con la misma votación anterior se acordó eliminar la alusión a la letra a), porque se trata de un cambio formal, al eliminarse la letra b).

Incisos doce y trece


Estos incisos del artículo 15 del texto propuesto por el Senado y rechazado por la Cámara de Diputados fueron  aprobados en los mismos términos que venían formulados sin debate, con la misma votación anterior.

Número 13 (Cámara de Diputados), que pasó a ser Nº 15 del Senado

Artículo 15 quáter


El artículo 15 quáter aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, es del siguiente tenor:


“Artículo 15 quáter.- Podrán ser operadores de carácter comunitario solamente las personas jurídicas de derecho privado, a excepción de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, que tengan entre sus fines esenciales la promoción del interés general, mediante la prosecución de objetivos específicos de carácter cívico, social, cultural o de promoción de los derechos o principios constitucionales, y que estén constituidas en Chile y tengan domicilio en el país. 


Entre otras, podrán ser operadores las siguientes organizaciones:


a) Los sindicatos y otras organizaciones de trabajadores.


b) Las juntas de vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, constituidas en conformidad a la ley N° 19.418.


c) Las asociaciones gremiales.


d) Las comunidades y asociaciones indígenas, constituidas en conformidad a la ley N° 19.253.


e) Las comunidades agrícolas.


f) Las iglesias y organizaciones religiosas regidas por la ley N° 19.638.


g) Las organizaciones comunales de consumidores.


h) Las organizaciones sin fines de lucro que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad en conformidad a la ley N° 19.284.


i) Las organizaciones de adultos mayores, sin fines de lucro, inscritas en el registro previsto en la ley N° 19.828.


j) Las personas jurídicas, sin fines de lucro, que tengan el carácter de establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado.


k) Las Organizaciones deportivas regidas por la ley N°19.712, o por la ley N° 19.418.”.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, sustituyó el artículo 15 quáter, por el siguiente:


“Artículo 15 quáter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ejercer, en forma no discriminatoria, el derecho de retransmisión consentida de sus emisiones, consagrado en el inciso tercero del artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual, respecto de todas sus señales, siempre y cuando, en la zona de servicio respecto de la cual quieran ejercer este derecho, emitan sus señales en tecnología digital y cumplan además con las condiciones de cobertura digital establecida en esta ley. En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho, deberán lograr una cobertura digital de al menos el 85% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del concesionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión.


Corresponderá al Consejo Nacional de Televisión decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad entre éstos y dando preferencia a las señales de los canales educativos y culturales.


En ningún caso los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán intervenir la señal de televisión que difundan de los concesionarios de radiodifusión televisiva.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo aprobado por el Honorable Senado.



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que esta norma está asociada con el artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual y con el artículo segundo transitorio de este proyecto de ley.


A continuación, recordó que durante el debate en las Comisiones Unidas, relativo a la retransmisión consentida, se estableció que podía existir el riesgo de que los concesionarios de televisión abierta pudieran cobrar en forma retroactiva por las señales analógicas, por lo que el Ejecutivo propuso establecer una norma expresa en un inciso del artículo segundo transitorio. Esta restricción se fundamenta porque la ley prohíbe entregar señales analógicas, por lo tanto, esta exigencia sólo se puede referir a los actuales concesionarios de televisión.


En consecuencia, el Ejecutivo propuso no introducir ninguna modificación al texto aprobado por el Senado en el artículo 15 quáter, como tampoco modificar el artículo 2º permanente de este proyecto de ley que modifica el artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual.


Añadió en relación a las condiciones que deben cumplir los canales de televisión para poder ejercer el derecho a retransmisión consentida, que algunos señores parlamentarios han estimado que junto con el cumplimiento de la obligación de digitalización de todas las señales, debería establecerse en lugar de cumplir con la cobertura para el 85% de la población, indicar que deben cumplir con el 85% en la zona de servicio, con lo cual el cumplimiento se asocia al territorio y se elimina el término “población”, haciéndolo más tangible.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, explicó que el fundamento de la modificación propuesta es para evitar que se concentre el 85% de la población en las grandes ciudades y queden fuera ciertas provincias. Esa situación se produce en Colina, Pirque, San José de Maipo, Lampa, Tiltil, en la Región Metropolitana, que reciben la televisión abierta a través de los cableoperadores. 


El Honorable Senador señor Chahuán propuso buscar un equilibrio entre el criterio de cobertura al 85% de la población y la cobertura del 85% del territorio, porque de lo contrario se puede incurrir en un problema en que zonas densamente pobladas no reciban la señal y no tengan cobertura. Para lograr un equilibrio se puede o establecer la exigencia respecto del 85% de la población o el 90% del territorio, cumpliendo con una u otra exigencia para los efectos de abrir más posibilidades.


Luego, en relación con la posibilidad de establecer un ordenamiento en el espectro para los canales locales de televisión abierta, señaló que no podrán desarrollar sus actividades en forma normal y seguramente van a desaparecer, por ello los canales locales de televisión que van a ser incorporados en las parrillas de los cableoperadores deberían estar próximo a los canales nacionales.


El Honorable Diputado señor Marinovic expresó que debe analizarse con detención la cobertura territorial porque si existe una señal de televisión abierta en Porvenir, en que se concentra el 80% de la población de Tierra del Fuego y se modifica estableciéndose que se tiene que cubrir el 80% de la Isla Grande de Tierra del Fuego, va a ser prácticamente imposible que pueda funcionar un canal de señal abierta. Lo mismo sucede en Magallanes, que tiene el 14% del territorio nacional, por lo que al eliminar la condicionante del 80% de la población y establecer el 80% del territorio no tendría sentido contar con cobertura en lugares inhabitados.


En seguida, hizo presente que si los canales regionales de televisión están mal ubicados dentro de la parrilla de los cableoperadores, muy distantes de los canales nacionales, se producirá un daño irreparable a esos canales de televisión, por lo que solicitó que se establezca en el artículo 15 quáter que los canales regionales deberán estar ubicados antes o después de los canales nacionales, para dar igualdad de oportunidades en la aplicación de la ley.


El Honorable Diputado señor Urrutia expresó que es muy complejo eliminar la referencia a la población y establecer la exigencia relativa a las zonas, porque en el país hay zonas territoriales muy extensas que están deshabitadas, en consideración a lo anterior formuló la siguiente proposición:


“Reemplázase en el inciso primero del artículo 15 quáter a continuación del punto seguido:


“En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho, deberán lograr una cobertura digital de al menos el 95% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate, sin poder considerar el uso de tecnologías complementarias”.


Explicó que al exigir la cobertura del 95% de la población en la zona de servicio se asegura que se cubrirá la población.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, precisó que existe una confusión respecto de la obligación de los canales de televisión de lograr en el plazo de 5 años el 100% de la cobertura en las zonas de concesión, lo que significa que los canales de televisión tienen una exigencia respecto de las personas.


Sin embargo, la norma en discusión se refiere a la propiedad intelectual, los canales de televisión son dueños de su señal y pueden cobrar siempre, se les está imponiendo una exigencia relativa a la fecha en que pueden cobrar para forzar adicionalmente la obligación de cobertura. Esta norma se refiere al territorio de la zona de concesión, el hecho de que sea el 85% del territorio de la concesión o de la población, es una exigencia adicional para ejercer un derecho de los canales de televisión y sólo se establece para tener la seguridad de que existirá cobertura.


La exigencia establecida en la ley respecto de la cobertura es que en el plazo de 5 años tengan el 100% de la cobertura, por lo que exigir más del 85% de la cobertura del territorio o de la población no es tan relevante porque respecto del canal de televisión se trata de un derecho que tiene sobre su contenido.


Finalizó expresando que es importante no reiterar exigencias contenidas en otras disposiciones del proyecto de ley respecto de un derecho que es natural sobre la producción y puede provocar un desincentivo para la producción nacional si no es posible cobrar sobre su propiedad.


El Honorable Senador señor Pizarro solicitó que se cumpla el acuerdo en relación a la aprobación del artículo 15 quáter en los mismos términos del texto aprobado por el Senado. 


El Honorable Diputado señor Pérez hizo presente que la iniciativa legal contempla un plazo perentorio para que exista el 100% de la cobertura, por lo que no se entiende la razón para modificar esta norma. El objetivo debe ser que el mayor número de personas tenga acceso a la señal de televisión.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, reiteró que el 85% de la zona de servicio es parte importante porque si se deja fuera a la población va a existir una concentración sólo en ciertos lugares, lo que resulta peligroso porque se debe garantizar que mientras exista el proceso de digitalización la población tenga la opción porque no sólo se va a concentrar en las grandes ciudades. La zona de servicio debe entenderse como la zona concesionada y es importante entender que si en la zona concesionada no se alcanza el 85% de cobertura la ley será letra muerta, porque se debe asegurar que mientras dure ese proceso debe existir la opción de cobertura en la zona de servicio, con lo cual se dará cumplimiento a un 85% en ambos casos.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que la normativa técnica exige una cobertura en las zonas de servicio de 100% y por ello se permiten soluciones complementarias en caso que no se pueda alcanzar la cobertura en esa zona de servicio. Esas soluciones complementarias normalmente son satelitales, de libre recepción, gratuitas y comunes a toda la zona. De esta forma, la cobertura desde el punto de vista territorial está asegurada, no obstante, tanto en el norte como en el sur del país, en las zonas de servicio puede haber un 30% de población y en el resto no hay personas.


Esta norma se refiere al cobro de un derecho por la retransmisión consentida, en que se reconoce ese derecho porque no se permite la televisión de pago para las señales abiertas y ese derecho tiene un incentivo es que además debe llegar al 85% de la población. Los problemas de cobertura de la televisión digital se presentan en las ciudades, en los edificios, en las antenas colectivas y no en las zonas aisladas.


El artículo 15 quáter aprobado por el Senado coincide con la lógica de toda la iniciativa legal en cuanto a la cobertura, exigencias de zonas de servicio territorial y para el incentivo de que exista retransmisión consentida en un porcentaje de 85%. La fijación de este porcentaje obedece a que todo el espectro y las exigencias de telecomunicaciones se basan en cobertura a la población, las licitaciones de frecuencia que se han realizado desde el año 2.000 son de 75% y esta ley es más exigente. 


En la licitación del espectro para 4G, que se realizó el año pasado, se estableció un porcentaje de 75%, con lo cual la exigencia del 85% es un estándar que está sobre la media mundial.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, manifestó su incompresión ante la negativa del Ejecutivo para incorporar el planteamiento de incluir la población o la zona de servicio, para asegurar la cobertura al usuario. 


El Honorable Senador señor Pizarro explicó que esta norma se refiere a la existencia del derecho a la retransmisión consentida y que los concesionarios de televisión abierta le cobren a los cableoperadores. El tema de la cobertura está resuelto en el artículo permanente y se relaciona con los incentivos para que los operadores realicen las inversiones.


La modificación propuesta significará que los cableoperadores tendrán gratis la transmisión de la parrilla de los canales de televisión abierta y por otro lado, se estará exigiendo a los concesionarios de televisión abierta que realicen inversiones mayores para que puedan cobrar. Con la modificación propuesta se logrará que no se realicen las inversiones en el plazo establecido y que se perjudique a los usuarios.


Cuando se acordó que los canales de televisión abierta no pueden hacer televisión de pago, se adoptó una decisión y el acuerdo se debe respetar en los términos en que está planteado.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, precisó que sólo quiere garantizar la cobertura a los usuarios. 


El Honorable Diputado señor Marinovic solicitó flexibilizar el artículo 15 quáter, para determinar la ubicación de los canales regionales de señal abierta, en la parrilla de los cableoperadores. 


En las regiones los cableoperadores tienen más de 100 canales de televisión y normalmente los canales nacionales se concentran entre los números 20 y 30. Si los canales regionales se ubican en lugares muy distantes, entre el 80 y 120, en la práctica van a desaparecer, por lo que es pertinente incorporar en este artículo la ubicación de los canales regionales, indicando que deben ser antes o después de los canales nacionales, para que las personas puedan compartir en sus regiones las noticias nacionales con la información regional, de otra forma, se va a eliminar la industria regional de televisión abierta.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el “must carrier” consiste en obligar a permisionarios de televisión que no tienen espectro, sino que cuentan con sus instalaciones a que lleven canales en forma obligatoria. Este tema se discutió extensamente y se formuló reserva de constitucionalidad.


Esta iniciativa legal se refiere a la televisión abierta, que recibe un espectro y el establecimiento del “must carrier” es una flexibilización de los canales regionales, que deben cubrir una zona de servicio. Independientemente de que los lleve un canal de cable, el canal local o regional, debe cumplir con la zona de servicio con su medio de transmisión, porque se pretende establecer la televisión gratuita de libre recepción y el hecho de llevar esa señal por el cable implica un costo para los usuarios. 


Para fomentar la televisión local y regional, existen fondos en el Consejo Nacional de Televisión y en el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, no se puede flexibilizar además a los cableoperadores.


El Honorable Diputado señor Marinovic reiteró que esta proposición no tiene por finalidad de que los canales locales y regionales, tengan igualdad de oportunidad con los canales nacionales. Si los canales locales o regionales, se ubican en el número 90 de la parrilla del cable están condenados a desaparecer. Los canales regionales le dan vida a la región, la comunidad se informa previamente en estos canales y luego en los nacionales, por lo que es útil y conveniente para el mismo cableoperador que se ubiquen junto a los canales nacionales.


Finalmente, dejó constancia que esta iniciativa legal, en sus términos actuales, puede significar la destrucción de la industria de televisión abierta regional. Estos canales locales y regionales no están en igualdad de condiciones con los canales nacionales en las parrillas de los cableoperadores.


A continuación, en conjunto con el Honorable Senador señor Quintana y con los Honorables Diputados señores Latorre y Pérez, formuló la siguiente proposición, para intercalar en el inciso segundo después del punto seguido (.), la siguiente frase:


“Ubicándolos inmediatamente antes o después de los canales nacionales”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, aseveró que si el canal, sea local o regional, es de buena calidad va a estar ubicado en el primer lugar del cableoperador.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, dejó constancia que se debe buscar el justo equilibrio para que esta iniciativa legal sea beneficiosa para el país.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que el artículo 15 quáter se refiere a la retransmisión consentida y al “must carrier”, por lo que solicitó votación separada de los incisos primero y segundo de este artículo.

Artículo 15 quáter

Inciso primero


Artículo 15 quáter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ejercer, en forma no discriminatoria, el derecho de retransmisión consentida de sus emisiones, consagrado en el inciso tercero del artículo 69  de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual, respecto de todas sus señales, siempre y cuando, en la zona de servicio respecto de la cual quieran ejercer este derecho, emitan sus señales en tecnología digital y cumplan además con las condiciones de cobertura digital establecida en esta ley. En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho, deberán lograr una cobertura digital de al menos el 85% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate.


- En votación el inciso primero, fue aprobado con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre y Pérez y con el voto en contra del Honorable Diputado señor Urrutia. (8 votos a favor y uno en contra.)

Proposición del Honorable Diputado señor Urrutia


“Reemplázase en el inciso primero del artículo 15 quáter a continuación del punto seguido:


“En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho, deberán lograr una cobertura digital de al menos el 95% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate, sin poder considerar el uso de tecnologías complementarias”.


- En votación esta proposición, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre y Pérez y con el voto a favor del Honorable Diputado señor Urrutia.

Artículo 15 quáter

Inciso segundo


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del concesionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que el inciso primero de este artículo establece el principio denominado “De Retransmisión Consentida” y en el inciso segundo se establece una excepción a ese principio que consagra la obligación de retransmitir en el caso de cuatro canales nacionales. En su opinión, esa excepción no se justifica, desde el punto de vista constitucional es una discriminación arbitraria, que establece una carga para los permisionarios de servicios limitados de televisión, por lo que efectuó reserva de constitucionalidad.


Luego, indicó que esta norma contiene una especie de contradicción, porque lo que se pretende con la ley de televisión digital es que existan distintos canales, sean nacionales, regionales, comunitarios locales, que por sus propios medios sean capaces de transmitir y llegar a un área de cobertura, con lo cual el establecimiento de esta obligación de que se lleve esa señal por cable va a significar que no se cumplan los propósitos de que exista una televisión abierta digital local.


Resulta contradictoria la aprobación del “must carrier”, por lo que anunció su voto en contra.


El Honorable Senador señor Chahuán anunció su voto a favor de esta norma haciendo presente que es de la esencia de la nueva legislación sobre televisión digital y en ese sentido el “must carrier” es absolutamente necesario en este nuevo marco normativo.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, anunció su voto en contra de esta norma y formuló reserva de constitucionalidad.

- En votación el inciso segundo del artículo 15 quáter, fue aprobado con los votos de los Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro y Quintana y de los Honorables Diputados señores Jiménez, Latorre y Pérez y con los votos en contra del Honorable Senador señor Novoa y de los Honorables Diputados señores Hasbún y Urrutia.

Proposición del Honorable Diputado señor Marinovic


Para intercalar en el inciso segundo después del punto seguido (.), la siguiente frase:


“Ubicándolos inmediatamente antes o después de los canales nacionales”.


Previo a la votación de esta proposición el Honorable Senador señor Quintana retiró su firma de esta proposición. Lo mismo hicieron los Honorables Diputados señores Latorre y Pérez.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Chahuán solicitó patrocinar la proposición presentada y anunció su voto a favor, haciendo presente que los pequeños canales de contenido local regional puedan ubicarse junto a los canales nacionales, lo que dice relación con la supervivencia de los contenidos locales.


El Honorable Diputado señor Marinovic aclaró que los cuatro canales que están incorporados en la parrilla de los cableoperadores son canales que tienen autogestión, con señal abierta directa, por lo tanto, no ocupan exclusivamente el cable, sino que lo hacen a través de la señal abierta. 


- En votación esta proposición, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Novoa, Pizarro y Quintana y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Pérez y Urrutia; con el voto a favor del Honorable Senador señor Chahuán y con la abstención de los Honorables Diputados señores Latorre y Jiménez. (6 votos en contra,  1 voto a favor y 2 abstenciones).


El Honorable Senador señor Novoa votó en contra de esta proposición porque es contrario al “must carrier” e indicó que su argumentación no se refiere al lugar de ubicación en la parrilla. 

Artículo 15 quáter

Inciso tercero


Corresponderá al Consejo Nacional de Televisión decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad entre éstos y dando preferencia a las señales de los canales educativos y culturales.


- En votación el inciso tercero, fue aprobado por 6 votos a favor y 3 en contra. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro y Quintana y los Honorables Diputados señores Jiménez, Latorre y Pérez. Votaron por su rechazo el Honorable Senador señor Novoa y los Honorables Diputados señores Hasbún y Urrutia. 
Artículo 15 quáter

Inciso cuarto


En ningún caso los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán intervenir la señal de televisión que difundan de los concesionarios de radiodifusión televisiva.”.


- En votación el inciso cuarto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre, Pérez y Urrutia. (9 X 0)

Número 14  de la Cámara de Diputados que pasó a ser Número 16 del Senado

Artículo 16 


El artículo 16 de la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, señala que en caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, se requerirá la autorización previa del Consejo, el cual sólo podrá denegarla en caso que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18.


Ello no obstante, ninguna concesionaria podrá celebrar acto o contrato alguno que implique, legalmente o de hecho, facultar a un tercero para que administre en todo o parte los espacios televisivos que posea la concesionaria o se haga uso de su derecho de transmisión con programas y publicidad propios. Esta prohibición no obsta a acuerdos puntuales esencialmente transitorios destinados a permitir la transmisión de determinados eventos en conjunto, siempre que cada concesionaria mantenga su individualidad y responsabilidad por la transmisión que se efectúa.


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, le introdujo las siguientes modificaciones: 


En el inciso primero señaló que en caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, se requerirá la autorización previa de la Fiscalía Nacional Económica y del Consejo, el cual sólo podrá denegarla en caso que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18.


Además, agregó que el adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario, entendiéndose  subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiendo aprobarse un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente, con las exigencias establecidas en el inciso primero del artículo 22. El Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del señalado artículo.


Por otro lado, agregó a este artículo los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“En el caso de las concesiones otorgadas por concurso público, además, la autorización previa no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones necesarias para la transmisión hayan sido autorizadas de conformidad con el artículo 24 A de la Ley General de Telecomunicaciones y que hubiesen transcurrido a lo menos dos años desde la fecha en que se hayan iniciado legalmente las transmisiones. 


La autorización a que se refiere el inciso precedente, la dará el Consejo previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Llevada a cabo la transferencia o cesión, el Consejo lo pondrá en conocimiento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a fin de que ésta realice las actuaciones administrativas que correspondan. 


Salvo autorización fundada del Consejo, la transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso a cualquier título del derecho de transmisión televisiva de libre recepción no podrá producir variación de la naturaleza de las señales conforme con las categorías establecidas en el inciso segundo del artículo 50.”.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo 16, contenido en el número 14 (Cámara de Diputados) que pasó a ser número 16, por el que sigue:


“16.- Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- En caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, cuando se trate de concesionarios con medios propios, se requerirá la autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica. En ambas circunstancias, el Consejo podrá denegar dicha autorización solamente en aquellos casos en que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18 . El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario entendiéndose subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiendo aprobarse un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente, con las exigencias establecidas en el inciso primero del artículo 22. El Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del señalado artículo.


Ninguna concesionaria podrá celebrar acto o contrato alguno que implique, legalmente o de hecho, facultar a un tercero para que administre en todo o parte los espacios televisivos que posea la concesionaria o se haga uso de su derecho de transmisión con programas y publicidad propios. Esta prohibición no obsta a acuerdos puntuales esencialmente transitorios destinados a permitir la transmisión de determinados eventos en conjunto, siempre que cada concesionaria mantenga su individualidad y responsabilidad por la transmisión que se efectúa.


En todo caso, lo previsto en el inciso precedente no se aplicará a aquellos concesionarios con medios propios que presten servicios de radiodifusión televisiva a concesionarios con medios de terceros.


En el caso de las concesiones otorgadas por concurso público, además, la autorización previa no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones necesarias para que la transmisión haya sido autorizada de conformidad con el artículo 24 A de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y que hubiesen transcurrido a lo menos dos años desde la fecha en que se hayan iniciado legalmente las transmisiones. 


La autorización a que se refiere el inciso precedente, la dará el Consejo previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Llevada a cabo la transferencia o cesión, el Consejo lo pondrá en conocimiento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a fin de que ésta realice las actuaciones administrativas que correspondan. 


Salvo autorización fundada del Consejo, la transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso a cualquier título del derecho de transmisión televisiva de libre recepción no podrá producir variación de la naturaleza de las señales, conforme con las categorías establecidas en el artículo 15 ter.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este numeral.



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que desconoce el motivo del rechazo de la Honorable Cámara de Diputados al texto aprobado por el Senado, que es muy similar a la ley vigente en materia de transferencia de las concesiones. Durante su tramitación en la Honorable Cámara de Diputados se sustituyó la intervención de la Fiscalía Nacional Económica por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y en el Senado se estableció nuevamente la participación de la Fiscalía Nacional Económica, que es la institución que corresponde.


La sugerencia del Ejecutivo es mantener el texto aprobado por el Senado.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que las discrepancias en relación a este artículo dicen relación con el hecho de que en el caso de traspaso de las concesiones ello no pueda significar variaciones a la propuesta programática y tampoco debería implicar un traspaso de varias concesiones regionales a un solo operador nacional, porque la idea es resguardar el carácter regionalista de los contenidos, por lo que debe analizarse cómo se pueden garantizar esos resguardos.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que la ley establece que sólo puede existir una concesión por concesionario, por lo tanto, el resguardo está en el artículo 15 de la iniciativa legal en estudio. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, acotó que el artículo 16, inciso primero, contiene los resguardos al someter al adquirente a las mismas obligaciones del concesionario que está efectuando la transferencia entendiéndose subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiéndose aprobar un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente. 


- En votación el artículo 16 del texto aprobado por el Honorable Senado, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Letelier y Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Hasbún, Latorre, Pérez y Urrutia, en los mismos términos que venía formulado por el Honorable Senado.

- - - - - - - 

Número 17, nuevo, del Senado

Artículo 17


17. Agrégase el siguiente artículo 17:


“Artículo 17.- La radiodifusión de señales televisivas digitales podrá llevarse a cabo a través de medios radioeléctricos de transmisión pertenecientes al propio concesionario o a través de medios radioeléctricos pertenecientes a terceros, debidamente autorizados.


Para estos efectos se entenderá como medios de terceros aquella infraestructura, instalaciones y redes destinadas a satisfacer las necesidades de transmisión de los concesionarios de radiodifusión televisiva digital, que no sean de propiedad de estos últimos ni del grupo empresarial del cual formen parte conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045.


El titular de una concesión de radiodifusión televisiva digital que ejerza su derecho a transmitir utilizando medios radioeléctricos propios, otorgados en virtud de su concesión, independientemente de las otras actividades que pueda desarrollar en razón de la misma, deberá destinar la totalidad de su capacidad de transmisión para la emisión de una a varias señales de televisión de libre recepción, de una calidad consistente con las condiciones tecnológicas y competitivas del mercado televisivo, y según las condiciones que fije el Plan de Radiodifusión Televisiva, por lo cual no podrán imponer a los usuarios ningún tipo de cobro.


Será requisito esencial para aquellos concesionarios de carácter nacional, el que transmitan su señal principal con una calidad de alta definición, la que deberá cumplir con los estándares definidos por el Plan de Radiodifusión Televisiva y su normativa complementaria.


En todo caso, los nuevos usos a que se refiere el inciso tercero, no podrán afectar la naturaleza del servicio principal de radiodifusión televisiva de libre recepción. Asimismo, para estos efectos, el proyecto técnico especificará las condiciones de prestación de estos servicios.


Los partidos de la selección nacional de fútbol profesional, que tengan el carácter de oficiales, en el evento de ser transmitidos, deberán serlo a través de señales de televisión de libre recepción, sin perjuicio de las transmisiones que puedan hacer los permisionarios de servicios limitados de televisión.


Asimismo, aquellas señales aptas para ser recibidas por equipos o dispositivos móviles, técnicamente denominada “one seg”, deberán ser siempre de libre recepción.


Los concesionarios de radiodifusión televisiva digital que cuenten con medios radioeléctricos propios para transmitir sus señales televisivas deberán cumplir con las reglas especiales que se indican en los siguientes literales:


a) Los concesionarios que cuenten con los medios radioeléctricos necesarios para la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital deberán ofrecer el remanente no utilizado de su capacidad de transmisión, mediante ofertas públicas y no discriminatorias, a cualquier concesionario de radiodifusión televisiva de libre recepción.


b) Para estos efectos se debe adjuntar un proyecto técnico a la solicitud de concesión, que deberá contener un estudio especial que dé cuenta de cómo se garantizará el uso efectivo del espectro radioeléctrico asignado por la concesión. Para cumplir con esta obligación, el concesionario se sujetará a lo dispuesto en la letra a) de este artículo, en relación con el excedente de capacidad de transmisión que se destine a ser otorgada a concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá los parámetros fundamentales de eficiencia espectral para estos servicios.”.


Este artículo no fue objeto de controversia. Sin embargo vuestra Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro, Quintana y Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre, Pérez y Urrutia suprimir su inciso segundo, pasando sus incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo a ser incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente, en base a lo informado por el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton,  quien señaló que en esta norma se define al concesionario con medios radioeléctricos propios y un concesionario con medios radioeléctricos de terceros, considerando que el canal que tenga frecuencia le puede arrendar espacio al segundo.


El inciso segundo de este artículo se podría interpretar en el sentido de que los concesionarios que tienen medios radioeléctricos propios tienen que contar con infraestructura y redes de transmisión, con lo cual los canales regionales no podrían colocalizarse en una antena y cada canal tendría que instalar su torre y contar con sus redes.


En consecuencia, el Ejecutivo propone para evitar inconsistencias que serán judicializadas, eliminar el inciso segundo de este artículo y sustituir la frase “los nuevos usos a que se refiere el inciso tercero” por “las nuevas actividades a que se refiere el inciso segundo,”.  


La diferencia entre los concesionarios con medios propios y con medios de terceros, está consignada en el inciso primero de este artículo y se refiere al medio radioeléctrico. Cuando se define el medio de tercero y no al concesionario con medios de terceros, se hace desde la infraestructura. De acuerdo a la Ley General de Telecomunicaciones y a la modificación del artículo 15 del proyecto de ley, en que se suprimió la letra b), queda claro que siempre ha sido transparente la red para todo tipo de servicios, sea por cuenta propia o de terceros.


- En votación la eliminación del inciso segundo de este artículo y la sustitución de la frase indicada, fue aprobada con la votación señalada anteriormente, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - - - - - - -

Número 18, nuevo, del Senado

Artículo 18 


El artículo 18 de la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, dispone que sólo podrán ser titulares de una concesión de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción o hacer uso de ella, a cualquier título, personas jurídicas de derecho público o privado, constituidas en Chile y con domicilio en el país. Sus presidentes, directores, gerentes, administradores y representantes legales deberán ser chilenos y no haber sido condenados por delito que merezca pena aflictiva.


Se aplicarán a las concesionarias las normas establecidas en el artículo 46 de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas. La infracción a estas disposiciones será sancionada por el Consejo, de acuerdo con el informe de la Superintendencia de Valores y Seguros, conforme a lo establecido en el artículo 33 de esta ley

El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, intercaló los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser inciso cuarto:


“Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción solicitadas por personas jurídicas con participación de capital extranjero superior al diez por ciento sólo podrán otorgarse si se acredita previamente que en su país de origen se otorgan a los chilenos derechos y obligaciones en similares condiciones a las que estarían sujetos los solicitantes, de obtener la concesión. La infracción a lo dispuesto significará la caducidad de la concesión.


No podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este numeral 18, nuevo, del Honorable Senado.



El Honorable Senador señor Letelier recordó que presentó esta modificación al artículo 18 de la ley vigente y se ha producido un debate porque hay dos canales de televisión que no cumplen con el requisito establecido en esta norma. Añadió que no tiene inconveniente en mantener el criterio de la Honorable Cámara de Diputados, sin embargo, existe un debate pendiente, no puede ser que los Tratados de Libre Comercio y la reciprocidad se cumplan en algunas ocasiones. En otros países, no es posible que una empresa internacional adquiera un canal de televisión, a pesar de que en nuestro país se permite que sociedades extranjeras adquieran una estación de televisión.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que si se aprueba el texto rechazado por la Honorable Cámara de Diputados algunos operadores actuales no podrían postular a una concesión de televisión, porque se aplicaría el artículo 18 de la ley Nº 18.838, que establece que sólo pueden ser titulares de una concesión de libre recepción personas jurídicas de derecho privado constituidas en Chile y con domicilio en el país. 


El inciso segundo que se agregó al artículo 18 por el texto aprobado por el Senado es para exigir reciprocidad para los concesionarios nacionales.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, informó que el señor Ministro de Relaciones Exteriores hizo una presentación en la cual hace ver la inconveniencia de la aprobación del texto aprobado por el Senado por el conflicto que se produciría con los Tratados Internacionales. 


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que el Ministro de Relaciones Exteriores, señor Alfredo Moreno, ha hecho presente que diversos países establecen restricciones a la inversión extranjera en algunos sectores de la economía, en particular en esta materia. Cuando Chile se incorporó a organizaciones internacionales y se suscriben Tratados de Libre Comercio, normalmente los países hacen una reserva de la situación normativa interna que tienen al momento de suscribir un Convenio o al incorporarse a organizaciones internacionales como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) o a la Organización Mundial del Comercio (OMC).


En el caso de Chile, existe el principio de reciprocidad en la ley de prensa respecto de la radiodifusión sonora y se efectuó la reserva pertinente. El problema se produce cuando con posterioridad a la suscripción de un Tratado Internacional de Libre Comercio o se ingresa a un foro internacional sin haber efectuado la reserva y se pretende a través de una medida interna incorporar una nueva regla.


Normalmente, esos Tratados Internacionales establecen el principio de la discriminación o del trato de nación más favorecida, lo que significa que al país con el cual se está suscribiendo un Tratado de Libre Comercio o al conjunto de países que conforman la organización internacional a la que el país se está adhiriendo tiene que asimilarlos todos al mejor trato que se otorgue a cualquiera de ellos. 


En el caso de la OCDE hay un país que no tiene reciprocidad, que no tiene barreras a la inversión chilena en ese país, con lo cual de acuerdo al principio de reciprocidad, tampoco se puede aplicar ninguna restricción, y el trato de nación más favorecida debería otorgarse al resto de los países.


La aprobación de esta norma implica que Chile no podría otorgar un trato igualitario a todos los países o no se podría aplicar el principio de nación más favorecida y ello dificulta la situación porque se estaría aplicando una norma de restricción a la inversión privada posterior a la incorporación del país a organizaciones internacionales o a la celebración de Tratados Internacionales.


Finalmente, informó que la norma de reciprocidad que se estableció en la Ley de Prensa respecto de la radiodifusión sonora, que es muy similar a la norma en discusión, no ha tenido los efectos esperados porque se ha sostenido en forma permanente, por parte de la Contraloría General de la República, que para determinar si existe inversión extranjera se recurre al dueño directo y como normalmente están constituidas las personas jurídicas en el país, de acuerdo al artículo 18 de la ley Nº 18.838, no se recurre al controlador y en la práctica no se ha solicitado aplicar el principio de reciprocidad respecto de la radiodifusión sonora, con lo cual la norma no ha tenido el efecto que se pretendió con su dictación.


La Secretaría de la Comisión hizo presente que esta materia cuando se votó en la Sala no se hizo como norma de quórum y de acuerdo al artículo 19, número 23  de la Constitución Política de la República, sobre la libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, una ley de quórum calificado y cuando así lo exija el interés nacional puede establecer limitaciones o requisitos para la adquisión del dominio de algunos bienes. Aquí existiría una restricción al dominio, por lo tanto, su aprobación tiene que hacerse con quórum calificado para sanear la omisión anterior.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que este tema se refiere a las concesiones y la ley de concesión es especial, por lo tanto, no se entiende porqué debería ser de quórum calificado, no es un bien fijo ni un activo, se trata de la postulación a una concesión.


La Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González, explicó que de acuerdo al artículo 19, número 24, de la Constitución Política de la República, se tiene propiedad sobre los bienes corporales e incorporales y se ha entendido sistemáticamente que la concesión se incorpora al patrimonio.


El Honorable Diputado señor Latorre señaló que ese planteamiento es muy discutible.


El Honorable Senador señor Letelier se manifestó contrario a los planteamientos efectuados por la Secretaría de la Comisión y por la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, haciendo presente que tiene una opinión distinta a la naturaleza jurídica de las concesiones y es una de las razones por las cuales no existe consenso respecto de la Constitución Política de la República.


En seguida, agregó que no es necesario resolver en esta iniciativa legal un tema que dice relación con la reciprocidad en materia internacional. En muchos de los países con los cuales se han suscrito Tratados Internacionales de libre comercio, no tienen este tipo de normas en materia de reciprocidad, por lo que se debe resolver qué sucede con los canales de televisión que están operando en el país y manifestó sus dudas en cuanto a que la modificación propuesta al artículo 18 de la ley Nº 18.838 sea un aporte para generar reciprocidad, por lo que no tiene inconveniente con el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados al inciso primero del texto propuesto por el Senado, que sería inciso segundo del artículo 18 de la ley vigente.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que este artículo fue muy discutido en el Senado porque se ha tergiversado la ley que regía a la televisión en el país y lo que se buscaba era entregar las concesiones a operadores que eran corporaciones y universidades, porque la televisión tenía otra concepción. Posteriormente, la televisión pasó a ser netamente comercial.


Durante el debate de las Comisiones Unidas, se estableció que aquellos operadores que son propietarios e inversionistas extranjeros que forman parte de cadenas internacionales cumplan con el principio de la reciprocidad, para que en el futuro los eventuales operadores o controladores nacionales tuvieran la posibilidad de invertir en telecomunicaciones en otros países. En la práctica, eso no es posible y se estimó plausible que en esta nueva norma que regirá para la televisión digital se establezca cierta igualdad de condiciones para los operadores nacionales.  


De esta forma, anunció su conformidad con el texto aprobado por el Senado para exigir mínimamente el principio de reciprocidad. En la práctica, sucede que los acuerdos internacionales en esta materia siempre benefician a los operadores más grandes.


A su juicio, es positivo establecer la excepción por la vía de que el capital extranjero superior al 10% sólo podrá obtener una concesión si acredita que existe reciprocidad en su país de origen.


En el caso del inciso que se refiere a las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, señaló que debe mantenerse el texto aprobado por el Senado porque entregar una concesión a los municipios, que a su vez, tienen administraciones con sellos y liderazgos legítimos no es garantía de pluralismo, diversidad y de calidad.  Durante el estudio de esta norma, se reiteró que era un abuso de medios municipales para la acción del alcalde del turno. El uso de estas señales son financiadas con recursos municipales y no garantizan un mínimo de pluralismo, de imparcialidad y de objetividad.


En consecuencia, anunció su voto favorable al texto aprobado por el Senado.


El Honorable Diputado señor Latorre expresó que no se entienden las razones por las cuales el Ejecutivo no hizo presente su opinión en relación a esta norma. El rol del Ministerio de Relaciones Exteriores es muy importante en esta materia, en el sentido de velar no sólo por la apertura del país hacia el exterior, sino que además por una mínima defensa de nuestra soberanía, esta materia debe ser objeto de una discusión mayor por lo que representa en función del criterio del Ministerio de Relaciones Exteriores. 


La opinión de la Subsecretaría de Telecomunicaciones se refiere a la discusión de la participación de consorcios extranjeros en la radiodifusión en que nunca se ha podido aplicar la exigencia de reciprocidad.


En seguida, manifestó que existe preocupación por la participación de sociedades extranjeras en esta materia, sin embargo, puede ser sano en parte de la televisión nacional, en algunos casos existe más confianza en los programas que pueden ser de un país extranjero. 


Finalmente, en relación a la situación de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, señaló que se puede analizar una forma distinta que permita reservar una frecuencia para el ámbito municipal que no implique que cada municipalidad, corporación o fundación municipal puede postular, eventualmente podría establecerse en favor de la Asociación de Municipalidades u otra entidad similar.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que la reciprocidad en la radiodifusión sonora se ha usado como una forma de desconcentración de espectro o de mercado y se resolvió permitiendo la entrega de una sola frecuencia por grupo empresarial, sea nacional o extranjero. Muchos de los países que plantean el principio de reciprocidad están asociados a un tema de cuotas, de porcentajes de participación de frecuencias.


Respecto de la situación de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, explicó que el Ejecutivo es partidario de no entregar frecuencias a los municipios, no obstante, cuando se analicen los artículos transitorios, debe analizarse que se plantea la reserva de dos frecuencias, a criterio del Consejo, para que sean entregadas para medios de difusión cultural, con lo cual la lógica de la reserva de espectro por parte del Consejo podría tener por finalidad resolver la comunicación e información de los municipios.


La norma aprobada por el Senado sólo acota que a los municipios, corporaciones y fundaciones municipales no se les entregue una frecuencia.


El Honorable Diputado señor Farías explicó que el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados al texto aprobado por el Senado se motivó básicamente por el tema relativo a la titularidad de las municipalidades, porque respecto del primer inciso que se propone agregar existe claridad que la reciprocidad es complementaria a la ley vigente.


La legislación vigente es muy vaga y no permite identificar la procedencia de los capitales para determinar si son extranjeros o nacionales, por lo que en su opinión, esta norma podría ser letra muerta. 


La reciprocidad también se relaciona con el intercambio cultural que se realiza en Chile, en que se aplican leyes muy diferentes a los demás países. En el caso de los actores y de los músicos chilenos tienen grandes exigencias para actuar en Argentina, lo mismo sucede con artistas como Madonna, que no paga impuestos por actuar en Chile, sin embargo, para los artistas nacionales en Estados Unidos el pago de los impuestos es muy alto, no existe reciprocidad.


Por último, manifestó que la titularidad de las concesiones para las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, debe estudiarse en detalle, y puede ser factible establecer un espacio en que las municipalidades puedan manifestarse a nivel regional.


El Honorable Senador señor Letelier señaló en relación a la situación de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, que si fuera posible garantizar la existencia de un consejo plural se podría otorgar una concesión. El problema que afecta a las municipalidades es que entregan la concesión a una organización, que es un palo blanco, y la usan como caja de resonancia de la política de la autoridad de turno. Esta situación no afecta a todas las municipalidades y en el caso que se pudiera garantizar la existencia de un consejo plural sería factible que fueran concesionarias de televisión. 


Concluyó expresando que la prohibición puede ser un poco excesiva, por lo que podría estudiarse la posibilidad de establecer un reglamento que garantice un espacio de pluralidad. Hay comunas, que más allá de la autoridad de turno, están en condiciones de impulsar un canal de televisión que represente a la ciudad, que cuente con concejales de todos los sectores políticos y que no usen el canal de televisión como una caja de resonancia para sus campañas políticas.


El Honorable Senador señor Quintana expresó en relación a la situación de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, que la eliminación de la titularidad de una concesión es muy fuerte, porque es necesario considerar que hay municipios que cuentan con canales educativos, sin perjuicio de que algunos los usen para proselitismo político y recordó que también a través de “palos blancos” se adjudicaron concesiones a parlamentarios, lo que es muy cuestionable desde cualquier punto de vista, existiendo lucro.


Las municipalidades cumplen con una labor social y no es lógico impedirles la posibilidad de contar con un canal de televisión, sólo por desconfianza hacia la institución. En el caso de la Municipalidad de La Pintana, cuenta con un canal de televisión que desarrolla una labor social extraordinaria.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún, expresó que la situación de las municipalidades y de las corporaciones y fundaciones municipales, excede a la ley de televisión digital y se debe abordar de otra forma.


La Comisión Mixta acordó votar en forma separada los dos incisos del texto aprobado por el Senado:

Inciso segundo que se agrega al artículo 18


“Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción solicitadas por personas jurídicas con participación de capital extranjero superior al diez por ciento sólo podrán otorgarse si se acredita previamente que en su país de origen se otorgan a los chilenos derechos y obligaciones en similares condiciones a las que estarían sujetos los solicitantes, de obtener la concesión. La infracción a lo dispuesto significará la caducidad de la concesión.”.


- En votación este inciso, fue rechazado por 5 votos en contra y 4 votos a favor. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán y Letelier y Honorables Diputados señores Hasbún y Urrutia. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Pizarro y Quintana y Honorables Diputados señores Farías y Latorre.

Inciso tercero que se agrega al artículo 18


“No podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales.”.

Resultado de la votación: 3 votos por su aprobación, 2 votos por su rechazo y 4 abstenciones. Votaron a favor de este inciso los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Pizarro; votaron en contra el Honorable Senador señor Quintana y el Honorable Diputado señor Farías y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chahuán y Letelier y los Honorables Diputados señores Hasbún y Latorre.


Como consecuencia del resultado anterior, se suspendió la votación para buscar una redacción de consenso.



El Honorable Diputado señor Latorre hizo presente que el Ejecutivo se comprometió en la sesión anterior a presentar una proposición en relación al inciso segundo del número 18, del texto aprobado por el Honorable Senado.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que no se opone a que las municipalidades, fundaciones y corporaciones municipales, puedan ser titulares de una concesión con una regulación que impida que esos canales de televisión se usen como caja de resonancia para el alcalde de turno.


- Repetida la votación del inciso tercero del artículo 18 del texto aprobado por el Senado, se obtuvo el siguiente resultado: 5 votos por su aprobación, un voto por su rechazo y una abstención. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier y Pizarro y los Honorables Diputados señores Hasbún y Pérez; voto en contra el Honorable Diputado señor Farías y se abstuvo el Honorable Diputado señor Latorre.

Número 16 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Número 20 del Senado

Artículo 22


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó sustituir el artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- Para participar en los concursos públicos a que se refiere el artículo 15, los postulantes deberán someter al Consejo Nacional de Televisión, una solicitud que contendrá, además de los antecedentes establecidos en el inciso primero del artículo 18:


a) Individualización completa de la concesión a que se postula, indicando su carácter de generalista, educativa-cultural o comunitaria y su zona de cobertura, indicando si se trata de una concesión nacional, regional o local;


b) Un proyecto financiero destinado exclusivamente a la operación de la concesión que se solicita, y


c) Un proyecto técnico, debidamente respaldado por un ingeniero de telecomunicaciones en que se especifiquen las modalidades de transmisión a emplear, propias o contratadas a terceros.


La información y antecedentes que proporcionen los postulantes a un concurso público, relativos a la identidad de los solicitantes y a los aspectos más relevantes de su postulación, se mantendrán disponibles en el sitio web del Consejo.”.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo 22, contenido en el numeral 16, que pasó a ser 20, por el siguiente:


“Artículo 22.- Para participar en los concursos públicos a que se refiere el artículo 15, los postulantes deberán presentar al Consejo Nacional de Televisión una solicitud que contendrá los antecedentes establecidos en las bases del llamado a concurso, los definidos en el inciso primero del artículo 18, y los siguientes:


a) Individualización completa de la concesión a que se postula, indicando su carácter de generalista, educativa-cultural y si se trata de una concesión nacional, regional, local o local de carácter comunitario, de conformidad con las características establecidas en el artículo 15 ter, especificando si se trata de una concesión con medios propios o con medios de terceros. 


b) Un proyecto financiero destinado exclusivamente a la operación de la concesión que se solicita.


c) Un proyecto técnico, debidamente respaldado por un ingeniero o técnico especializado en telecomunicaciones en que se especifiquen las modalidades de transmisión a emplear, propias o contratadas a terceros, además del detalle pormenorizado de las instalaciones y operación de la concesión a que se postula; el tipo de emisión, la zona de cobertura y zona de servicio y demás antecedentes exigidos por esta  ley.


d) Una declaración relativa a la orientación de los contenidos programáticos que los postulantes estén interesados en difundir en sus señales.


e) Un certificado que dé cuenta del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 183-C de la ley N° 20.123. 


f) Declaración jurada en que se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional contendida en la ley N° 19.889, la de propiedad intelectual contenida en la ley N° 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutantes de prestaciones audiovisuales contenida en la ley N° 20.243.


La información y antecedentes que proporcionen los postulantes a un concurso público, relativos a la identidad de los solicitantes y a los aspectos más relevantes de su postulación, se mantendrán disponibles en el sitio web del Consejo.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este numeral.



En discusión esta controversia el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que durante la discusión en la Honorable Cámara de Diputados se solicitó tardíamente votación separada de la letra f) de este artículo y no prosperó y que el rechazo de este artículo obedece a la necesidad de precisar la alusión a las normas laborales de los actores que se encuentran contenidas en la citada letra f) de este artículo 22.


La Comisión Mixta acordó la siguiente redacción:


“f) Declaración jurada en que se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional contenida en el Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, la de propiedad intelectual contenida en la ley Nº 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutantes de prestaciones audiovisuales contenida en la ley Nº 20.243.”.


- Esta redacción fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Navarro (Girardi) y Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Hasbún, Pérez y Urrutia


Con la redacción aprobada se considera aprobado el artículo 22 completo, propuesto por el Honorable Senado, con la misma votación anterior.

Número 19 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº23 del Senado

Artículo 27

Letra e)


La letra e) de este artículo sustituye el inciso final del artículo 27, por el siguiente:



“Vencido el plazo para reclamar o ejecutoriada la resolución del Consejo y, en su caso, publicado además en el Diario Oficial el decreto que otorga la concesión de radiodifusión televisiva terrestre, se procederá a dictar la resolución definitiva respectiva, y desde la fecha en que ésta esté, totalmente tramitada y se notifique al interesado, comenzarán a correr los plazos para el inicio de los servicios.”.


No obstante no ser objeto de divergencias esta norma vuestra Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre, Pérez y Urrutia sustituir en el inciso final del artículo 27, propuesto en la letra e) la frase “publicado además en el Diario Oficial el decreto” por “publicada además en el Diario Oficial la resolución” y, además, acordó suprimir en este inciso la palabra “terrestre”.


Este acuerdo fue adoptado con la finalidad de corregir el error detectado ya que el Consejo Nacional de Televisión no dicta decretos sino que emite resoluciones.


El acuerdo fue adoptado en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, con la votación señalada anteriormente.

Número 20 de la Cámara de Diputados que pasó a ser número  24 del Senado

Artículo 30

Letra a)


La Honorable Cámara de Diputados, en primer Trámite constitucional, modificó el inciso primero del artículo 30 que señala que toda solicitud de modificación a una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción será dirigida al Consejo Nacional de Televisión, el que remitirá copia de ella, con sus antecedentes, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones cuando ella sea de carácter técnico. Esta la examinará e informará al Consejo Nacional de Televisión, dentro del plazo de treinta días, si cumple con los requisitos establecidos en el reglamento. Si la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el Consejo Nacional de Televisión formularen reparos a dicha solicitud, éste los pondrá en conocimiento del interesado, a fin de que los subsane dentro del plazo de quince días hábiles. Si así no lo hiciere, la solicitud se tendrá por no presentada para todos los efectos legales, por el solo ministerio de la ley. Si no hubiera reparos, o subsanados éstos, el Consejo Nacional de Televisión resolverá sobre la modificación solicitada.


La enmienda aprobada consistió en sustituir, en el inciso primero las expresiones “cuando ella sea de carácter técnico” y “si cumple con los requisitos establecidos en el reglamento”, por las expresiones “si la solicitud contempla cuestiones de carácter técnico que requieran de un informe” y “acerca de los aspectos técnicos involucrados”, respectivamente.”.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó la letra a), del numeral 20, que pasó a ser 24, por la que se indica:


“a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 30.- Toda solicitud de modificación a una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción con medios propios será dirigida al Consejo Nacional de Televisión, el que remitirá copia de ella, con sus antecedentes, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones si la solicitud contempla cuestiones de carácter técnico que requieran de un informe. Ésta la examinará e informará al Consejo Nacional de Televisión, dentro del plazo de treinta días, acerca de los aspectos técnicos involucrados. Si la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el Consejo Nacional de Televisión formularen reparos a dicha solicitud, éste los pondrá en conocimiento del interesado a fin de que los subsane dentro del plazo de quince días hábiles. Si así no lo hiciere, la solicitud se tendrá por no presentada para todos los efectos legales, por el solo ministerio de la ley. Si no hubiera reparos o subsanados éstos, el Consejo Nacional de Televisión resolverá sobre la modificación solicitada.”.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó esta letra a).



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que esta norma se asocia a la transferencia de las concesiones.


- En votación esta letra a), del artículo 30,  fue aprobada sin modificaciones, en los mismos términos que lo hizo el Honorable Senado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Hasbún, Latorre y Pérez.

Letra b)


La letra b) intercala un inciso segundo del siguiente tenor:


“Para los efectos del inciso precedente, el Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del artículo 22.”.


Posteriormente vuestra Comisión Mixta acordó, corregir un error de referencia y reemplazar en el inciso segundo de la letra b), la referencia “inciso segundo” por “inciso primero”.


Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y Honorables Diputados señores Hasbún , Jiménez, Latorre, Pérez y Urrutia, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - - - - - - 
ARTÍCULO 2º, nuevo, (Senado)


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, incorporó, como artículo 2º, nuevo, el siguiente:


“Artículo 2º.- Intercálase, en el artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual, el siguiente inciso tercero, pasando su actual inciso tercero a ser cuarto:


“En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, éstos no podrán emitir ni retransmitir, por cualquier medio, en su oferta programática, señales pertenecientes a los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción, sin la expresa autorización de éstos. La emisión y retransmisión de tales señales dará al concesionario el derecho a una retribución, que deberá ser acordada previamente por las partes.”.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo 2º, nuevo.



- En votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre, Pérez y Urrutia, por las razones ya señaladas al debatirse el artículo 15 quáter. (9 X 0)

- - - - - - - - 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero


Artículo primero.- Los concesionarios que fuesen titulares de concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción en la banda VHF al momento de la entrada en vigencia de esta ley podrán mantener dichas concesiones en la referida banda, quedando en tal caso habilitados para transmitir una sola señal en tecnología analógica, en los términos y condiciones establecidos en el decreto de otorgamiento respectivo.



Este artículo no fue objeto de discrepancias entre el Senado y la Cámara de Diputados. Vuestra Comisión Mixta acordó reemplazar, en su inciso primero la frase “establecidos en el decreto de otorgamiento respectivo” por “establecidos en la resolución de otorgamiento respectiva”, ya que las concesiones se otorgan por resolución y no por decreto.


Este acuerdo fue adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y  Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre, Pérez y Urrutia, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Artículo segundo 


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo segundo transitorio:


“Artículo segundo.- Los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF al momento de entrada en vigencia de esta ley, tendrán un plazo máximo de tres años, a contar de tal fecha, para lograr una cobertura digital de al menos un 85% de la población comprendida en la zona de servicio.


Asimismo, los operadores que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF al momento de entrada en vigencia de esta ley, tendrán un plazo máximo de dieciocho meses, a contar de tal fecha para lograr la cobertura digital del 100% de la población comprendida en su zona de servicio, fecha que corresponderá al fin de la transición a la televisión digital y al total cese de las transmisiones analógicas de los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF.


Las operadoras a que se refiere el inciso primero de este artículo deberán alcanzar una cobertura digital de un 100% de su zona de servicio en el plazo de cinco años, fecha que corresponderá al fin de la transición a la televisión digital y al total cese de las transmisiones analógicas.


El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme con el artículo 33 de la ley N° 18.838.


Mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá publicarse a más tardar dentro del año previo a que venza el plazo máximo para cumplir con la obligación de cobertura establecido en los incisos anteriores, se podrá establecer, sólo para aquellos operadores que fueren titulares de una o más concesiones  televisivas de libre recepción en la banda VHF, al momento de entrada en vigencia de esta ley, y en casos que deberán justificarse, una ampliación del plazo de cinco años antes mencionado, en una o más regiones.


Durante este período de cinco o tres años, según corresponda y su eventual ampliación, los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF deberán replicar en una de las señales que sea factible a través del medio radioeléctrico asignado, íntegramente la programación transmitida a través de la señal analógica actual, con la calidad y condiciones que se establezcan en el Plan de Radiodifusión Televisiva.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará a las concesiones que, a la fecha de vigencia de esta ley, no se estén ejerciendo efectivamente mediante la transmisión regular de programas de televisión, salvo que, a igual fecha, se encuentren aún pendientes los plazos establecidos en el decreto que otorgó la concesión para el inicio de sus servicios. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar legalmente, los concesionarios respectivos no podrán optar al uso de frecuencias para efectuar la réplica de señal.



El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:


“Artículo segundo.- Los concesionarios que fueren titulares de concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF y que no se acojan a lo establecido en el artículo transitorio anterior podrán solicitar una nueva concesión con medios propios en la banda UHF, definida para radiodifusión televisiva digital, la que se regirá íntegramente por lo dispuesto en la presente ley, con excepción de lo señalado en el artículo tercero transitorio. Para hacer efectivo el otorgamiento de estas nuevas concesiones, deberán reservarse las frecuencias y seguirse el procedimiento a que hace referencia el inciso primero del artículo tercero transitorio cuando correspondiere.


Aquellos concesionarios que hubiesen optado por solicitar nuevas concesiones de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, y que consideradas en su conjunto contemplen cualquier nivel de presencia en más del 50% de las regiones del país al momento de entrada en vigencia de la presente ley, o que las obtengan en virtud de concursos llamados con anterioridad al momento de entrada en vigencia de esta ley, tendrán un plazo máximo de cinco años, a contar de tal fecha, para lograr una cobertura digital de al menos un 100% de las concesiones que posean. 


Por su parte, las concesionarias de carácter regional, local y local de carácter comunitario deberán alcanzar una cobertura digital de un 100% de las concesiones que posean en el plazo de cinco años desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Durante este período de cinco años o tres años, según corresponda, y su eventual ampliación, los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF y optaren por solicitar nuevas concesiones para radiodifusión televisiva digital en la banda UHF, deberán replicar en la señal principal del nuevo medio radioeléctrico asignado, íntegramente la programación transmitida a través de la señal analógica actual, con la calidad y condiciones que se establezcan en el Plan de Radiodifusión Televisiva. En dicho período los concesionarios estarán autorizados a mantener la señal analógica para el solo efecto de realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital. 


En caso que una concesionaria logre una cobertura digital correspondiente al 100% de las concesiones que posea antes de cumplirse los plazos establecidos en este artículo, podrá, previa resolución fundada de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, adelantar el fin de las transmisiones de su señal analógica y continuar transmitiendo con tecnología digital.


Sin perjuicio de lo anterior, los operadores que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF al momento de entrada en vigencia de esta ley, tendrán un plazo máximo de veinticuatro meses, a contar de tal fecha, para lograr la cobertura digital del 100% de las concesiones que posean.


A fin de alcanzar las coberturas señaladas en zonas geográficamente aisladas de difícil recepción, las concesionarias de cobertura nacional podrán emplear soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción. Para estos efectos, la Subsecretaría de Telecomunicaciones fijará en el Plan de Radiodifusión Televisiva la normativa técnica correspondiente. En caso de implementarse las soluciones complementarias antes mencionadas, los receptores deberán estar habilitados para recibir el 100% de las señales de las concesionarias que tengan cobertura nacional y que opten por usar esta solución complementaria.


El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme al número 4 del inciso primero del artículo 33 de la ley Nº 18.838, y se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de dicha ley.


Mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá publicarse a más tardar dentro del año previo a que venza el plazo máximo para cumplir con la obligación de cobertura contemplada en los incisos anteriores, se podrá establecer, sólo para aquellos concesionarios que fueren titulares de una o más concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF al momento de entrada en vigencia de esta ley y que hubieren optado por solicitar nuevas concesiones para la transmisión en tecnología digital, y en casos que deberán justificarse, una ampliación del plazo de cinco años antes mencionado.


Lo dispuesto en el inciso quinto no se aplicará a las concesiones que, a la fecha de vigencia de esta ley, no se estén ejerciendo efectivamente mediante la transmisión regular de programas de televisión, salvo que, a igual fecha, se encuentren aún pendientes los plazos establecidos en el decreto que otorgó la concesión para el inicio de sus servicios. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar legalmente, los concesionarios respectivos no podrán optar al uso de frecuencias para efectuar la réplica de señal.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


En discusión esta discrepancia, el Ejecutivo formuló la siguiente proposición:



Artículo segundo.- Los concesionarios que fueren titulares de concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF y que no se acojan a lo establecido en el artículo transitorio anterior, tendrán derecho a solicitar una nueva concesión con medios propios en la banda UHF, definida para radiodifusión televisiva digital, conforme a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, la que se regirá íntegramente por lo dispuesto en la presente ley. Para hacer efectivo el otorgamiento de estas nuevas concesiones, deberán reservarse las frecuencias y seguirse el procedimiento a que hace referencia el inciso primero del artículo tercero transitorio cuando correspondiere.


Aquellos concesionarios que hubiesen optado por solicitar nuevas concesiones de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, tendrán un plazo máximo de cinco años, a contar de la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, para lograr una cobertura digital de la totalidad de las concesiones que detenten.


A fin de alcanzar la total cobertura de las zonas de servicio correspondientes a las citadas nuevas concesiones, incluidas aquellas a que se refiere el artículo sexto transitorio, en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción, las concesionarias de cobertura nacional podrán emplear soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción en los términos señalados en el artículo 15 de la ley N° 18.838.


Durante este período de cinco años, y su eventual ampliación, los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF y optaren por solicitar nuevas concesiones para radiodifusión televisiva digital en la banda UHF, deberán replicar en la señal principal del medio radioeléctrico asignado, íntegramente la programación transmitida a través de la señal analógica actual, con la calidad y condiciones que se establezcan en el Plan de Radiodifusión Televisiva. En dicho período los concesionarios, estarán autorizados a mantener la señal analógica para el solo efecto de realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.


En caso que una concesionaria logre una cobertura digital correspondiente al 100% de las concesiones que detente antes de cumplirse los plazos establecidos en este artículo, podrá, previa resolución fundada de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, adelantar el fin de las transmisiones de su señal analógica y continuar transmitiendo con tecnología digital.


Sin perjuicio de lo anterior, quienes fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF al momento de entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, tendrán un plazo máximo de veinticuatro meses, a contar de tal fecha para lograr la cobertura digital del 100% de las concesiones que detenten, dentro del cual deberán requerir las modificaciones a sus concesiones con medios propios en la misma banda que fueren necesarias para el cumplimiento de lo señalado en el presente inciso.


El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme al número 4 del inciso primero del artículo 33° de la ley N° 18.838. Asimismo, la circunstancia de no alcanzarse la cobertura digital de la totalidad de las concesiones a que se refiere el presente artículo y el artículo sexto transitorio, en dichos plazos, se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de la ley Nº 18.838, derecho que podrá seguir ejerciéndose una vez subsanado el incumplimiento antes referido. Lo establecido en el inciso primero del artículo 15 quáter no podrá aplicarse respecto de las señales transmitidas con anterioridad a la publicación de esta ley.



Mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá publicarse a más tardar dentro del año previo a que venza el plazo máximo para cumplir con la obligación de cobertura establecida en los incisos anteriores, se podrá establecer, sólo para aquellos concesionarios que fueren titulares de una o más concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF al momento de entrada en vigencia de esta ley y que hubieren optado por solicitar nuevas concesiones para la transmisión en tecnología digital, y en casos que deberán justificarse, una ampliación del plazo de 5 años antes mencionado.


Lo dispuesto en el artículo anterior y en la presente norma, según corresponda, comprenderá a las concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley aun cuando su otorgamiento concluya con posterioridad a ella, pero en este último caso el plazo de cinco años a que hace referencia el inciso segundo del presente artículo se contará desde el otorgamiento de la concesión conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838, si dicho otorgamiento fuere posterior a la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva. Por su parte, lo establecido en el inciso cuarto no se aplicará a las concesiones que, a la fecha de vigencia de esta ley, no se estén ejerciendo efectivamente mediante la transmisión regular de programas de televisión, salvo que, a igual fecha, se encuentren aún pendientes los plazos establecidos en la resolución que otorgó la concesión para el inicio de sus servicios. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar legalmente, los concesionarios respectivos no podrán optar al uso de frecuencias para efectuar la réplica de señal.


No podrá convocarse a nuevos concursos de concesiones de radiodifusión televisiva analógicas una vez publicada la presente ley.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el proyecto de ley original consideraba tres plazos de migración desde el sistema analógico al digital. Uno, de 5 años para los canales nacionales, otro de 3 años, para los canales regionales y adicionalmente, un plazo de 24 meses para los canales de televisión que están ocupando la banda que posteriormente se usará para la televisión digital.


Durante la discusión en la Sala del Senado se eliminó el plazo de 3 años y, en consecuencia, se aplicaría sólo el plazo de 5 años, tanto para los canales nacionales como para los canales regionales. De esta forma, carece de sentido regular en diferentes incisos el otorgamiento del mismo plazo para la migración.


En consideración a lo anterior, el Ejecutivo propone refundir las hipótesis de migración entendiendo que todas deben realizarse dentro del plazo de 5 años.


En relación a las soluciones satelitales o complementarias, se explicó que en el texto original aprobado por el Senado se trataban en extenso y posteriormente se reguló la materia en el artículo 15, por lo que se propone eliminar la repetición y consignar sólo la referencia al artículo 15 de la ley Nº 18.838.


Los incisos segundo y tercero, del texto aprobado por el Senado, se refundieron en un solo inciso porque tienen el mismo plazo de migración y no tiene sentido regularlo en normas diferentes. De esta forma, se simplifican las hipótesis porque los canales de televisión nacionales, regionales, local y local comunitario, realizarán el proceso de migración en el plazo de 5 años.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que si se requiere usar una tecnología diferente para los lugares más aislados esa materia debe regularse en otra norma de esta iniciativa legal.


Se explicó que mediante esta proposición se proponen ciertas modificaciones de forma, porque durante la discusión realizada en el Senado se determinó eliminar el término “operadores”, porque no está definido en la ley y todavía se consigna en algunas normas, por lo que se propone sustituirlo por “quienes”. Además, se precisa la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva para que no se entienda que se trata de un nuevo Plan y se incorpora un elemento respecto de los concesionarios que actualmente se ubican en la banda UHF, que se destinará a la televisión digital, y la conversión tecnológica deberán realizarla dentro del plazo de 24 meses para lo cual deben presentar las modificaciones a sus actuales concesiones que sean pertinentes.


En la actualidad, en la banda UHF se ubican 5 canales de televisión en Santiago y 3 en regiones. El plazo de migración para estos canales de televisión es menor porque al ocupar esa banda no permiten que entren más canales digitales.


El Honorable Diputado señor Farías solicitó que el Ejecutivo entregue con mayor anticipación estas proposiciones de cambio que son extensas y deben estudiarse, por lo que propuso iniciar el estudio de esta nueva redacción y suspender su votación hasta la próxima sesión de la Comisión Mixta.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó sus dudas en relación al inciso sexto de la proposición del Ejecutivo que se refiere al 100% de las concesiones, haciendo presente que debe entenderse la referencia a la migración y no a la cobertura de los concesionarios en sus áreas de concesión. 


Finalmente el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que la proposición del Ejecutivo tiene por finalidad precisar, en el inciso séptimo, que la retransmisión consentida no se puede ejercer en las señales analógicas en forma retroactiva.


- En votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre y Urrutia. (8X0)

Artículo tercero


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo tercero transitorio:


Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente y para el cumplimiento de las obligaciones que impone, se reservarán las frecuencias necesarias a fin de que se transformen cada una de las actuales concesiones de radiodifusión televisiva, con el objeto de continuar sus transmisiones en UHF, en una nueva concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción con medios propios, en la que se empleará la frecuencia reservada. Esta nueva concesión se otorgará de manera directa por el Consejo previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva, mediante decreto supremo, a solicitud de interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso cuarto del artículo 15 de la ley N° 18.838.


El régimen de incompatibilidades para la titularidad de concesiones, le resultará plenamente aplicable a las nuevas concesiones reguladas en este artículo, sin perjuicio de la coexistencia de transmisiones que según el artículo precedente, existirá hasta el fin de la transición a la televisión digital. En particular, para los efectos de lo dispuesto en el inciso final del artículo 15, inciso final del artículo 16 y letra b) del N° 4 del artículo 33, todos de la ley N° 18.838, la concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción que se otorgue directamente por el Consejo conforme con el inciso precedente, se entenderá como otorgada por concurso público.



El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:


Artículo tercero.- Para los efectos de lo señalado en el artículo transitorio precedente, se reservarán las frecuencias necesarias para realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital. La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada y se otorgará de manera directa por el Consejo previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante decreto supremo, a solicitud del interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15 de la ley Nº 18.838 y se entenderá como otorgada por concurso público para todos los efectos legales.


El concesionario dispondrá del plazo de sesenta días contado desde la publicación del Plan de Radiodifusión Televisiva para  efectos de optar a la nueva concesión en las condiciones señaladas en el inciso anterior.


El régimen de incompatibilidades para la titularidad de concesiones será plenamente aplicable a las nuevas concesiones reguladas en los artículos transitorios, sin perjuicio de la coexistencia de transmisiones que según el artículo precedente, existirá hasta el fin de la respectiva migración a la tecnología digital.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


En discusión esta discrepancia, el Ejecutivo formuló la siguiente proposición de redacción para este artículo 3º transitorio a la Comisión Mixta:


“Artículo tercero.- Para los efectos de lo señalado en el artículo transitorio precedente, se reservarán las frecuencias necesarias para realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.


La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada y se otorgará de manera directa por el Consejo previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante resolución, a solicitud del interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15° de la ley N° 18.838 y se entenderá como otorgada por concurso público para todos los efectos legales. El proyecto técnico referido deberá permitir el cumplimiento de las obligaciones de cobertura en las respectivas zonas de servicio, considerando las características de la nueva frecuencia, pudiendo en consecuencia ajustar elementos de la concesión que detentaba antes de la entrada en vigencia de esta ley, incluida la posibilidad de incorporar en la nueva concesión, estaciones adicionales para cumplir con las obligaciones de cobertura.


El concesionario dispondrá del plazo de 60 días contados desde la publicación de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva para efectos de optar a la nueva concesión en la forma y progresión que éste establezca. En el caso de concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley cuyo otorgamiento concluya con posterioridad a ella, el plazo antes indicado se contará desde la publicación de la resolución que la otorga conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838. De no realizarse la respectiva solicitud dentro del plazo antes indicado, se entenderá que el concesionario se acoge a lo dispuesto en el artículo primero transitorio.


El régimen de incompatibilidades para la titularidad de concesiones, le resultará plenamente aplicable a las nuevas concesiones reguladas en los artículos transitorios, sin perjuicio de la coexistencia de transmisiones que según el artículo precedente existirá hasta el fin de la respectiva migración a la tecnología digital.”.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que la proposición del Ejecutivo es para reemplazar el término “decreto” por “resolución”, por cuanto el Consejo Nacional de Televisión emite resoluciones y no decretos y además se consideran ciertas precisiones para los proyectos de modificación de concesión que se presentarán por cada concesionario para la migración y así evitar que la Contraloría General de la República estime que se producen cambios en los elementos de la esencia, puesto que se trata de un cambio de tecnología analógica a digital y se producirán modificaciones con las instalaciones de antenas y sistemas radiantes, porque se trata de otra tecnología. 

A continuación, señaló que el proyecto de ley en debate, establecía un plazo de 60 días para que la Subsecretaría de Telecomunicaciones emita el Plan de Radiodifusión Televisiva, que son las frecuencias por cada localidad en que se efectuará la migración a televisión digital. Al mismo tiempo, se establecía que todos los concesionarios deberían presentar sus proyectos dentro del plazo de 60 días de publicada la ley, y los proyectos no se pueden presentar sin contar con el Plan de Radiodifusión Televisiva, porque no se conoce la frecuencia.


Junto con lo anterior, se debe considerar que se trata de un proceso de migración y existen 237 frecuencias en el país, lo cual implica que son 237 proyectos que deben ser presentados por los distintos concesionarios nacionales, locales, regionales y comunales, por lo que se propone establecer que deben presentar dentro de 60 días un programa que indique la forma en que se realizará la migración y la entrega de los proyectos de acuerdo al Plan de Radiodifusión Televisiva.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó precisar en el inciso segundo la expresión “deberá permitir el cumplimiento de las obligaciones de cobertura en las respectivas zonas de servicio” por “deberá dar cumplimiento a las obligaciones de cobertura en las respectivas zonas de servicio”, puesto que al existir una concesión existe neutralidad tecnológica y debe cumplir con la cobertura. 


La forma en que está redactada la proposición del Ejecutivo podría dar a entender que los concesionarios estarían facultados para presentar un proyecto técnico que no corresponde. Existe una relativización en el uso del lenguaje que puede prestarse para confusiones, por lo tanto, cuando se produce la migración el proyecto técnico tiene que asegurar que en la zona que corresponde exista una cobertura garantizada.


Luego, solicitó una precisión al Ejecutivo en relación a los ajustes que se pretenden realizar, puesto que, en su opinión, se estaría perjudicando a los consumidores.


Se explicó que la proposición tiene por finalidad aclarar que el canal de televisión digital no sólo se va a mantener con un proyecto técnico espejo que va a cambiar un transmisor y será digital. Por el contrario, requiere una reformulación mayor de la red porque la tecnología digital es más celular que la tecnología analógica y las estaciones bases, la ubicación de la planta transmisora, son elementos de la esencia de la concesión e inmodificables de acuerdo a la ley y la Contraloría General de la República no tomaría razón de modificación de concesiones, por lo que se pretende aclarar que la presentación de un proyecto técnico de migración va a considerar la modificación de las características del proyecto técnico que cubría las zonas de cobertura.


La proposición del Ejecutivo no busca relativizar las obligaciones, sino que considerar la nueva realidad tecnológica.


El Honorable Senador señor Letelier reiteró que no puede ser cualquier modificación, no debe afectar al área de cobertura. Por tratarse de una tecnología más celular se pueden requerir algunas modificaciones, sin embargo, no pueden ser relativas al área de cobertura y de acuerdo a los términos de la proposición del Ejecutivo podría interpretarse de esa forma.


Se informó que para dar cumplimiento a las obligaciones de cobertura en la respectiva zona de concesión, que es la principal, se cambian los demás elementos de la esencia. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Diputado señor Hasbún propuso modificar el inciso segundo de la siguiente forma:


“La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada la que el Consejo deberá otorgar bastando al efecto la presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante decreto supremo”.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que la redacción anterior no es simple, porque implica que el Consejo antes de decidir tenga en forma previa la presentación y el Consejo estaría obligado a otorgarla, aun cuando, la presentación del proyecto técnico se efectúe con posterioridad.


Se propuso combinar ambas redacciones de la siguiente forma:


“La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada la que el Consejo deberá otorgar bastando al efecto la previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante resolución…”.


El sentido de esta norma es que el concesionario actual puede presentar un proyecto técnico y no es facultativo para el Consejo otorgar la concesión sino que debe otorgarla.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó dejar constancia para la historia de la ley que los concesionarios actuales tienen garantizada su concesión en la tecnología digital previa presentación de un proyecto técnico y no es facultativo para el Consejo el otorgamiento de la concesión.


En seguida consultó cuál es el significado de la expresión “forma y progresión que éste establezca”.


Se informó que son muchas las concesiones por localidad que tienen que reconvertirse por lo que se estimó que debe establecerse un cronograma para la entrega y revisión paulatina de los proyectos técnicos, es decir, de la especificidad de la migración por localidad, por lo que es preferible establecer una progresión para evitar que se presenten los 237 proyecto técnicos en una sola oportunidad.


Por otra parte, se clarifica desde cuándo se cuenta el plazo en el caso de los concursos que están actualmente en tramitación.


Los concesionarios entregan un programa de modificación de concesiones y cuentan con un plazo de 5 años para dar cobertura al 100% del área de cobertura.


- En votación la proposición del Ejecutivo, fue aprobada, con las enmiendas señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Girardi, Letelier y Pizarro y Honorables Diputados señores Farías, Latorre, Hasbún y Pérez.

Artículo cuarto



La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo cuarto transitorio:


“Artículo cuarto.- Dentro del plazo de ciento veinte días hábiles contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a operadores de carácter nacional, regional, local y comunitario conforme con lo establecido en el artículo 50 introducido por esta ley, y para las concesiones, frecuencias y medios a que se refieren los dos artículos precedentes.”.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde la entrada en vigencia de esta ley deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a concesionarios de carácter nacional, regional, local y local de carácter comunitario.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo transitorio.


En discusión esta discrepancia, el Ejecutivo formuló la siguiente proposición de redacción:


“Artículo cuarto.- Dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde la entrada en vigencia de esta ley deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a concesionarios de carácter nacional, regional, local y local de carácter comunitario y regular los demás aspectos que señala la presente ley. En este caso, no se considerará el plazo establecido en el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 18.168.”.



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que en este caso la modificación del Plan de Radiodifusión Televisiva no tiene la vacancia de 6 meses que establece el artículo 24 de la Ley General de Telecomunicaciones, porque siempre se consideró que esta iniciativa legal debe regir a contar de su publicación. 


- En votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa y Pizarro y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre y Urrutia. (7X0)
Artículo sexto transitorio (Cámara de Diputados)


La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo sexto transitorio:


“Artículo sexto.- Dentro del plazo de noventa días desde la entrada en vigencia de esta ley, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá incluir, conforme al artículo 28 C de la ley N°18.168, como proyecto subsidiable, el otorgamiento de una o más  de las concesiones a las que se refiere el artículo 31 A, que se introduce en la ley N° 18.838.  Los subsidios se asignarán conforme a las reglas del Título IV de la ley N° 18.168 que le resulten aplicables. El o los proyectos respectivos podrán tener cobertura local, regional o nacional.”.

El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la supresión del artículo transitorio.



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, explicó que el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados a este artículo es un error porque en las Comisiones Unidas se acordó el traspaso del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones al artículo 47 de esta iniciativa legal, que fue aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. En consecuencia, el rechazo a este artículo es inconsistente porque el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones está incorporado en las disposiciones permanentes de esta iniciativa legal. 


- En votación este artículo, fue aprobada su supresión, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y con los votos de los Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre y Urrutia. (8X0)

Artículo sexto transitorio (Senado)


Artículo sexto.- Aquellas concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción que cuenten con infraestructura y sistemas para la transmisión en zonas fronterizas, extremas o apartadas del territorio nacional, respecto de las cuales no fuesen titulares de concesiones, y que hubiesen sido subsidiadas o financiadas con fondos provenientes del Consejo Nacional de Televisión, deberán acogerse al régimen concesional regulado por la presente ley respecto de dicha infraestructura. Estas concesiones serán asignadas de manera directa por el Consejo, y sus renovaciones posteriores estarán sujetas al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15 de la ley N° 18.838. Asimismo, se entenderán otorgadas por concurso público para todos los efectos legales y les resultará plenamente aplicable el régimen de incompatibilidades a que hace referencia el mencionado artículo 15 de dicha ley.


El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá reservar las frecuencias necesarias para el otorgamiento de estas nuevas concesiones. Para estos efectos, las concesionarias tendrán un plazo de treinta días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para informar a la Subsecretaria de Telecomunicaciones respecto de las zonas de cobertura de dicha infraestructura y sistemas y las frecuencias de transmisión utilizadas por las mismas.


Asimismo, a las concesionarias que se sujeten a lo dispuesto en este artículo se les aplicará íntegramente lo establecido en el inciso séptimo del artículo segundo transitorio de la presente ley.”.


Este artículo no fue objeto de controversia. La Comisión Mixta corrigió un error de referencia, acuerdo que adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Novoa, Pizarro y Quintana y Honorables Diputados señores Hasbún, Jiménez, Latorre, Pérez y Urrutia y que consiste en reemplazar, en su inciso final, la referencia “inciso séptimo” por “inciso tercero”. (Unanimidad 9x0)


Este acuerdo fue adoptado en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.
- - - - - - - -  

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la proposición que se transcribe a continuación.

Artículo único (artículo 1º del Senado)

Nº 1

Artículo 1º

Letra d)

Inciso séptimo


- Consultar como inciso séptimo del artículo 1º, contenido en el literal d) del Nº 1, el siguiente:


“De igual manera, el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes Nos 17.336, 20.243 y del Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo.”. (6 votos a favor y 2 abstenciones).
Nº 8

Artículo 12

Letra f) de la Cámara de Diputados que pasó a ser letra g), del Senado

Inciso tercero, cuarto y quinto de la letra m)


- Contemplar como incisos tercero, cuarto y quinto de la letra m), que se propone agregar en el artículo 12,  los siguientes:


“El Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas, en un plazo no superior de quince días corridos, con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas en el cumplimiento de los objetivos de la misma. (Unanimidad 10x0).

Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de sesenta segundos por cada emisión, y hasta completar veintiún minutos a la semana. Los permisionarios de servicios limitados de televisión cumplirán esta obligación en aquellas señales que cuenten con los mecanismos para exhibir publicidad nacional. (Unanimidad 10x0).

La limitación de cinco semanas al año podrá renovarse siempre que sea necesario bajo consideraciones de especial relevancia e interés público. Para ello se requerirá el acuerdo de siete de sus miembros en ejercicio. Sobre esta extensión los concesionarios de servicios de televisión y los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán cobrar al Estado la exhibición de estas campañas a las tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente de publicidad comercial.”. (7 votos a favor, 2 en contra y 1 abstención).

Nº 9

Artículo 13

Inciso cuarto


- La Comisión Mixta acordó eliminar este inciso cuarto del artículo 13 del proyecto de ley en informe que fue aprobado por el Senado en segundo trámite constitucional, luego rechazado por la Cámara de Diputados y actualmente aprobado por 6 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones durante el trámite de Comisión Mixta, en virtud de la sentencia definitiva dictada por el Excmo. Tribunal Constitucional, de fecha 24 de septiembre de 2013, en el proceso Rol Nº 2.509-13-CPT, sobre inconstitucionalidad de esta norma. (Unanimidad 7x0).

- - - -


- Contemplar como número 11, nuevo, el siguiente:


“11. Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo.”. (Unanimidad 9x0).

- - - -

Número 12 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 14 del Senado

Artículo 15


- Consultar como Nº 14 (Nº 12 de la Cámara de Diputados), el siguiente:


“14. Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción a que hace referencia el artículo 17 sólo se otorgarán a personas jurídicas cuyo plazo de vigencia no podrá ser inferior al de la concesión. Las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios durarán veinte años y las concesiones de radiodifusión televisiva con medios de terceros durarán cinco años. Dichas concesiones en todo caso estarán destinadas a la recepción libre y directa por el público en general. (Unanimidad  7x0).



Para el caso de las concesiones con medios propios, el Consejo, con ciento ochenta días de anticipación al vencimiento del plazo de vigencia de dichas concesiones, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declara caducada una concesión, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que sea requerido para ello por cualquier particular interesado en obtener una concesión no otorgada, llamará a concurso público. El llamado se hará para una o varias localidades y para otorgar frecuencias específicas en una zona geográfica determinada. El llamado a concurso deberá publicarse en el Diario Oficial por tres veces, mediando no menos de tres ni más de cinco días hábiles entre cada publicación. El Consejo aprobará las bases del respectivo concurso, las que deberán incorporar los aspectos técnicos que informe la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Dichas bases deberán señalar con claridad y precisión la naturaleza y la extensión de la concesión que se concursa y sólo podrán exigir requisitos estrictamente objetivos. (Unanimidad 7x0).

El Consejo deberá cuidar en cada llamado que, considerando la disponibilidad total de frecuencias de la banda que se asigne para el servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción digital, se cumpla con la reserva de concesiones establecida en el artículo 50. Asimismo, el Consejo deberá verificar si los concesionarios de carácter nacional, que no tuvieren concesiones en una o más localidades consideradas en el concurso, participan o no de éste, informando a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, para que, de no presentarse dichos concesionarios a tales concursos, las reservas de frecuencias practicadas se dejen sin efecto. (Unanimidad 8x0).


La concesión con medios propios será asignada al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del respectivo concurso, y cumpliendo estrictamente con las exigencias relativas a su proyecto financiero y a las condiciones personales que la ley exige para ser titular o administrar una concesión, o representar o actuar en nombre de la concesionaria, ofrezca las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión. En el caso de las concesiones de cobertura nacional, el proyecto técnico podrá contener soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción a fin de alcanzar las coberturas exigidas en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción. De implementarse las soluciones complementarias antes mencionadas, éstas no podrán afectar el carácter libre y directo de las transmisiones para los usuarios debiendo las concesionarios garantizar que los receptores requeridos estén habilitados para recibir la totalidad de las señales, principales y secundarias de las concesionarias que tengan cobertura nacional en la respectiva zona de servicio y opten por implementar soluciones complementarias. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá la forma y condiciones para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente inciso. (Unanimidad 8x0).  


En el caso de concesiones locales de carácter comunitario, el Consejo deberá atenerse siempre al procedimiento definido en la letra j) del artículo 12 de esta ley. (Unanimidad 8x0).

Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación tiene la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1º de esta ley. (Unanimidad 8x0).

En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes Nº 17.336, Nº 20. 243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33 Nº 3, de esta ley. (Unanimidad 8x0).


Dentro del primer mes de los últimos doce meses de vigencia de la concesión, el Consejo comunicará a la concesionaria que no tendrá derecho preferente conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando fuere el caso, la que podrá reclamar de la determinación por no ajustarse a derecho, de acuerdo al procedimiento establecido en los incisos segundo y siguientes del artículo 27. Si la concesionaria no reclamare o su reclamación fuere rechazada en definitiva, se procederá a la asignación de la concesión conforme a los incisos siguientes. Si la reclamación no estuviere resuelta al concluir la duración de la concesión, ésta se prorrogará hasta que la reclamación quede resuelta. En caso de ser acogida, se entenderá que la concesionaria tendrá derecho preferente desde el vencimiento original del plazo de duración de su concesión. (Unanimidad 8x0).

No obstante lo señalado en este artículo, el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros que cuenten con capacidad para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso deberán cumplir con los requisitos establecidos en la presente ley. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22. (Unanimidad 8x0).

El procedimiento establecido en el inciso precedente se aplicará también al caso del concesionario que sea titular de una concesión de radiodifusión televisiva con medios propios otorgada por concurso público de conformidad con este artículo y que desee emitir señales de televisión adicional, empleando para ello los medios radioeléctricos contemplados en su concesión de radiodifusión televisiva.(Unanimidad 8x0).

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio, salvo que se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de trasmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17. (Unanimidad 8x0).

Las limitaciones que establecen los incisos precedentes afectarán también al grupo empresarial respectivo, conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045. (Unanimidad 8x0).

Tampoco podrán otorgarse nuevas concesiones de radiodifusión televisiva, por un plazo de diez años, a aquellas concesionarias que hubiesen sido sancionadas de conformidad al número 4 del inciso primero del artículo 33 de esta ley.”.(Unanimidad 8x0).
Número 13 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 15 del Senado

Artículo 15 quáter


- Consultar como artículo 15 quáter, el siguiente:



“Artículo 15 quáter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ejercer, en forma no discriminatoria, el derecho de retransmisión consentida de sus emisiones, consagrado en el inciso tercero del artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual, respecto de todas sus señales, siempre y cuando, en la zona de servicio respecto de la cual quieran ejercer este derecho, emitan sus señales en tecnología digital y cumplan además con las condiciones de cobertura digital establecida en esta ley. En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho, deberán lograr una cobertura digital de al menos el 85% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate. (8 votos a favor y uno en contra).

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del concesionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión. (6 votos a favor y 3 en contra).

Corresponderá al Consejo Nacional de Televisión decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad entre éstos y dando preferencia a las señales de los canales educativos y culturales. (6 votos a favor y 3 en contra).

En ningún caso los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán intervenir la señal de televisión que difundan de los concesionarios de radiodifusión televisiva.”. (Unanimidad 9x0).
Número 14 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 16 del Senado

Artículo 16

- Consultar como Nº 16, el siguiente:


“16.- Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- En caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, cuando se trate de concesionarios con medios propios, se requerirá la autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica. En ambas circunstancias, el Consejo podrá denegar dicha autorización solamente en aquellos casos en que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18 . El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario entendiéndose subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiendo aprobarse un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente, con las exigencias establecidas en el inciso primero del artículo 22 . El Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del señalado artículo.


Ninguna concesionaria podrá celebrar acto o contrato alguno que implique, legalmente o de hecho, facultar a un tercero para que administre en todo o parte los espacios televisivos que posea la concesionaria o se haga uso de su derecho de transmisión con programas y publicidad propios. Esta prohibición no obsta a acuerdos puntuales esencialmente transitorios destinados a permitir la transmisión de determinados eventos en conjunto, siempre que cada concesionaria mantenga su individualidad y responsabilidad por la transmisión que se efectúa.


En todo caso, lo previsto en el inciso precedente no se aplicará a aquellos concesionarios con medios propios que presten servicios de radiodifusión televisiva a concesionarios con medios de terceros.


En el caso de las concesiones otorgadas por concurso público, además, la autorización previa no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones necesarias para que la transmisión haya sido autorizada de conformidad con el artículo 24 A de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y que hubiesen transcurrido a lo menos dos años desde la fecha en que se hayan iniciado legalmente las transmisiones. 


La autorización a que se refiere el inciso precedente, la dará el Consejo previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Llevada a cabo la transferencia o cesión, el Consejo lo pondrá en conocimiento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a fin de que ésta realice las actuaciones administrativas que correspondan. 


Salvo autorización fundada del Consejo, la transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso a cualquier título del derecho de transmisión televisiva de libre recepción no podrá producir variación de la naturaleza de las señales, conforme con las categorías establecidas en el artículo 15 ter.”. (Unanimidad 9x0).
- - - - -

Número 17, nuevo, del Senado

Artículo 17


- Suprimir su inciso segundo, pasando sus incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo a ser incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente, y sustituir en el inciso cuarto la frase “los nuevos usos a que se refiere el inciso tercero” por “las nuevas actividades a que se refiere el inciso segundo,”. (Unanimidad 9x0). (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
Nº 18, nuevo del Senado

Artículo 18


- Contemplar, como Nº 18, nuevo, el siguiente:


“18. Intercálase, en el artículo 18, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“No podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales.”.”. (5 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención.)
- - - - -

Número 16 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 20 del Senado

Artículo 22


- Consultar como Nº 20, el siguiente:


“20.- Sustitúyese el artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- Para participar en los concursos públicos a que se refiere el artículo 15, los postulantes deberán presentar al Consejo Nacional de Televisión una solicitud que contendrá los antecedentes establecidos en las bases del llamado a concurso, los definidos en el inciso primero del artículo 18, y los siguientes:


a) Individualización completa de la concesión a que se postula, indicando su carácter de generalista, educativa-cultural y si se trata de una concesión nacional, regional, local o local de carácter comunitario, de conformidad con las características establecidas en el artículo 15 ter, especificando si se trata de una concesión con medios propios o con medios de terceros.


b) Un proyecto financiero destinado exclusivamente a la operación de la concesión que se solicita.


c) Un proyecto técnico, debidamente respaldado por un ingeniero o técnico especializado en telecomunicaciones en que se especifiquen las modalidades de transmisión a emplear, propias o contratadas a terceros, además del detalle pormenorizado de las instalaciones y operación de la concesión a que se postula; el tipo de emisión, la zona de cobertura y zona de servicio y demás antecedentes exigidos por esta  ley.


d) Una declaración relativa a la orientación de los contenidos programáticos que los postulantes estén interesados en difundir en sus señales.


e) Un certificado que dé cuenta del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 183-C de la ley N° 20.123. 


f) Declaración jurada en que se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional contenida en el Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, la de propiedad intelectual contenida en la ley Nº 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutantes de prestaciones audiovisuales contenida en la ley Nº 20.243.



La información y antecedentes que proporcionen los postulantes a un concurso público, relativos a la identidad de los solicitantes y a los aspectos más relevantes de su postulación, se mantendrán disponibles en el sitio web del Consejo.”. (Unanimidad 8x0).

Número 19 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 23 del Senado

Artículo 27

Letra e)


- Sustituir en el inciso final del artículo 27, propuesto en la letra e) la frase “publicado además en el Diario Oficial el decreto” por  “publicada además en el Diario Oficial la resolución” y suprimir en este inciso la palabra “terrestre”. (Unanimidad 9x0). (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
Número 20 de la Cámara de Diputados que pasó a ser Nº 24 del Senado

Artículo 30

Letras a) y b)


- Sustituir el literal a) del número 24, por el siguiente:



“a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 30.- Toda solicitud de modificación a una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción con medios propios será dirigida al Consejo Nacional de Televisión, el que remitirá copia de ella, con sus antecedentes, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones si la solicitud contempla cuestiones de carácter técnico que requieran de un informe. Ésta la examinará e informará al Consejo Nacional de Televisión, dentro del plazo de treinta días, acerca de los aspectos técnicos involucrados. Si la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el Consejo Nacional de Televisión formularen reparos a dicha solicitud, éste los pondrá en conocimiento del interesado a fin de que los subsane dentro del plazo de quince días hábiles. Si así no lo hiciere, la solicitud se tendrá por no presentada para todos los efectos legales, por el solo ministerio de la ley. Si no hubiera reparos o subsanados éstos, el Consejo Nacional de Televisión resolverá sobre la modificación solicitada.”.”. (Unanimidad 7x0).

- Reemplazar en el inciso segundo de la letra b), la referencia “inciso segundo” por “inciso primero”. (Unanimidad 9x0) (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).

- - - - -

ARTÍCULO 2º, NUEVO


- Consultar, como artículo 2º, el siguiente:



“Artículo 2º.- Intercálase, en el artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual, el siguiente inciso tercero, pasando su actual inciso tercero a ser cuarto:


“En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, éstos no podrán emitir ni retransmitir, por cualquier medio, en su oferta programática, señales pertenecientes a los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción, sin la expresa autorización de éstos. La emisión y retransmisión de tales señales dará al concesionario el derecho a una retribución, que deberá ser acordada previamente por las partes.”.”. (Unanimidad 9x0).
- - - - - - 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio


- Reemplazar, en su inciso primero la frase “establecidos en el decreto de otorgamiento respectivo” por “establecidos en la resolución de otorgamiento respectiva”. (Unanimidad 9x0) (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
Artículo segundo transitorio


- Consultar como artículo segundo transitorio el siguiente:


“Artículo segundo.- Los concesionarios que fueren titulares de concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF y que no se acojan a lo establecido en el artículo transitorio anterior, tendrán derecho a solicitar una nueva concesión con medios propios en la banda UHF, definida para radiodifusión televisiva digital, conforme a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, la que se regirá íntegramente por lo dispuesto en la presente ley. Para hacer efectivo el otorgamiento de estas nuevas concesiones, deberán reservarse las frecuencias y seguirse el procedimiento a que hace referencia el inciso primero del artículo tercero transitorio cuando correspondiere.


Aquellos concesionarios que hubiesen optado por solicitar nuevas concesiones de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, tendrán un plazo máximo de cinco años, a contar de la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, para lograr una cobertura digital de la totalidad de las concesiones que detenten.


A fin de alcanzar la total cobertura de las zonas de servicio correspondientes a las citadas nuevas concesiones, incluidas aquellas a que se refiere el artículo sexto transitorio, en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción, las concesionarias de cobertura nacional podrán emplear soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción en los términos señalados en el artículo 15 de la ley N° 18.838.


Durante este período de cinco años, y su eventual ampliación, los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF y optaren por solicitar nuevas concesiones para radiodifusión televisiva digital en la banda UHF, deberán replicar en la señal principal del medio radioeléctrico asignado, íntegramente la programación transmitida a través de la señal analógica actual, con la calidad y condiciones que se establezcan en el Plan de Radiodifusión Televisiva. En dicho período los concesionarios, estarán autorizados a mantener la señal analógica para el solo efecto de realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.


En caso que una concesionaria logre una cobertura digital correspondiente al 100% de las concesiones que detente antes de cumplirse los plazos establecidos en este artículo, podrá, previa resolución fundada de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, adelantar el fin de las transmisiones de su señal analógica y continuar transmitiendo con tecnología digital.


Sin perjuicio de lo anterior, quienes fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF al momento de entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, tendrán un plazo máximo de veinticuatro meses, a contar de tal fecha para lograr la cobertura digital del 100% de las concesiones que detenten, dentro del cual deberán requerir las modificaciones a sus concesiones con medios propios en la misma banda que fueren necesarias para el cumplimiento de lo señalado en el presente inciso.


El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme al número 4 del inciso primero del artículo 33° de la ley N° 18.838. Asimismo, la circunstancia de no alcanzarse la cobertura digital de la totalidad de las concesiones a que se refiere el presente artículo y el artículo sexto transitorio, en dichos plazos, se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de la ley Nº 18.838, derecho que podrá seguir ejerciéndose una vez subsanado el incumplimiento antes referido. Lo establecido en el inciso primero del artículo 15 quáter no podrá aplicarse respecto de las señales transmitidas con anterioridad a la publicación de esta ley.



Mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá publicarse a más tardar dentro del año previo a que venza el plazo máximo para cumplir con la obligación de cobertura establecida en los incisos anteriores, se podrá establecer, sólo para aquellos concesionarios que fueren titulares de una o más concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF al momento de entrada en vigencia de esta ley y que hubieren optado por solicitar nuevas concesiones para la transmisión en tecnología digital, y en casos que deberán justificarse, una ampliación del plazo de 5 años antes mencionado.


Lo dispuesto en el artículo anterior y en la presente norma, según corresponda, comprenderá a las concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley aun cuando su otorgamiento concluya con posterioridad a ella, pero en este último caso el plazo de cinco años a que hace referencia el inciso segundo del presente artículo se contará desde el otorgamiento de la concesión conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838, si dicho otorgamiento fuere posterior a la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva. Por su parte, lo establecido en el inciso cuarto no se aplicará a las concesiones que, a la fecha de vigencia de esta ley, no se estén ejerciendo efectivamente mediante la transmisión regular de programas de televisión, salvo que, a igual fecha, se encuentren aún pendientes los plazos establecidos en la resolución que otorgó la concesión para el inicio de sus servicios. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar legalmente, los concesionarios respectivos no podrán optar al uso de frecuencias para efectuar la réplica de señal.


No podrá convocarse a nuevos concursos de concesiones de radiodifusión televisiva analógicas una vez publicada la presente ley.”. (Unanimidad 8x0).
Artículo tercero transitorio


- Sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo tercero.- Para los efectos de lo señalado en el artículo transitorio precedente, se reservarán las frecuencias necesarias para realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.



La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada la que el Consejo deberá otorgar bastando al efecto la previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante resolución, a solicitud de interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15° de la ley N° 18.838 y se entenderá como otorgada por concurso público para todos los efectos legales. El proyecto técnico referido deberá dar cumplimiento a las obligaciones de cobertura en las respectivas zonas de servicio, considerando las características de la nueva frecuencia, pudiendo en consecuencia ajustar elementos de la concesión que detentaba antes de la entrada en vigencia de esta ley, incluida la posibilidad de incorporar en la nueva concesión, estaciones adicionales para cumplir con las obligaciones de cobertura.


El concesionario dispondrá del plazo de 60 días contado desde la publicación de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva para efectos de optar a la nueva concesión en la forma y progresión que éste establezca. En el caso de concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley cuyo otorgamiento concluya con posterioridad a ella, el plazo antes indicado se contará desde la publicación de la resolución que la otorga conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838. De no realizarse la respectiva solicitud dentro del plazo antes indicado, se entenderá que el concesionario se acoge a lo dispuesto en el artículo primero transitorio.


El régimen de incompatibilidades para la titularidad de concesiones, le resultará plenamente aplicable a las nuevas concesiones reguladas en los artículos transitorios, sin perjuicio de la coexistencia de transmisiones que según el artículo precedente existirá hasta el fin de la respectiva migración a la tecnología digital.”. (Unanimidad  9x0).
Artículo cuarto transitorio


- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a concesionarios de carácter nacional, regional, local y local de carácter comunitario y regular los demás aspectos que señala la presente ley. En este caso, no se considerará el plazo establecido en el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 18.168.”. (Unanimidad 7x0).
Artículo sexto transitorio (Cámara de Diputados).


- Suprimirlo.  (Unanimidad 8x0).

Artículo sexto transitorio (Senado)


- Reemplazar, en su inciso final, la referencia “inciso séptimo” por “inciso tercero”. (Unanimidad 9x0) (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
- - - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY DE APROBARSE LA PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, y a título meramente informativo se inserta, el texto final del proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, el que de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión:


1. En el artículo 1°:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 1º.- El Consejo Nacional de Televisión, en adelante “el Consejo”, es la institución autónoma de rango constitucional creada por el inciso sexto del numeral 12 del artículo 19 de la Constitución Política de la Republica, cuya misión es velar por el correcto funcionamiento de todos los servicios de televisión que operan, u operen a futuro, en el territorio nacional. Estará dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“Al Consejo Nacional de Televisión no le serán aplicables las normas generales o especiales, dictadas o que se dicten para regular a la Administración del Estado, tanto centralizada como descentralizada, salvo lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, y en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285, y en el Título VI de la presente ley.”.


c) Reemplázase el actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, por el siguiente:


“Para los efectos de velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen, salvo en las materias técnicas normadas y supervisadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.”.


d) Reemplázase el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, por los siguientes:


“Se entenderá por correcto funcionamiento de estos servicios el permanente respeto, a través de su programación, de la democracia, la paz, el pluralismo, el desarrollo regional, el medio ambiente, la familia, la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud, la dignidad humana y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre hombres y mujeres, así como el de todos los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Para efectos de esta ley, se entenderá por pluralismo el respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género, siendo deber de los concesionarios y permisionarios de servicios de televisión, regulados por esta ley, promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios, excluyendo aquellos que atenten contra los mismos.


Asimismo, se entenderá que el correcto funcionamiento de esos servicios comprende el acceso público a su propuesta programática y que en la difusión de ella, en la forma y de la manera que cada concesionario determine, se cautelen los derechos y principios a que hacen referencia los incisos anteriores.


De igual manera, el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes Nos 17.336, 20.243 y del Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo.


También se podrá considerar la satisfacción del correcto funcionamiento, entre otras cosas, la incorporación de facilidades de acceso a las transmisiones para personas con necesidades físicas especiales, la transmisión de campañas de utilidad pública a que hace referencia la letra m) del artículo 12, y la difusión de programación de carácter educativo, cultural o de interés nacional.


Asimismo, se entenderá el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos.”.


2. En el artículo 2°:


a) Reemplázanse los literales a) y b) del inciso primero por los que se indican a continuación:


“a) Un Consejero de libre designación del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo y adecuado funcionamiento del Consejo, que se desempeñará como Presidente del mismo.


b) Diez Consejeros designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cautelando que en la integración del Consejo se respete el pluralismo y la paridad de género.”.


b) Elimínase en su inciso segundo la palabra “secreta”.


c) Sustitúyese, en el inciso cuarto, la última oración, que dice “En toda nueva proposición el Presidente deberá mantener el pluralismo de la integración.”, por la siguiente: “En toda nueva proposición el Presidente deberá cautelar el pluralismo y la paridad de género en su integración.”. 


d) Intercálase, en el inciso quinto, a continuación de la expresión “proposición,”, la frase “pudiendo repetir nombres o insistir con los mismos nombres,”.”.


e) Reemplázase el inciso octavo por el siguiente:


“Los Consejeros deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, tales como: ser una persona que cuente con una reconocida trayectoria en el ámbito social, de la cultura, de las artes o de las comunicaciones; haber sido agraciado como Premio Nacional en cualquiera de sus menciones; ser miembro de alguna de las Academias del Instituto de Chile; haber sido Parlamentario; ser o haber sido Profesor Universitario; ser o haber sido Director o Rector de Establecimientos de Educación Media o Superior de reconocido prestigio nacional, o ser una persona representativa de los pueblos originarios. El nombramiento se hará mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.


3. Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Consejo tendrá un Secretario General, que será elegido o removido, en su caso, con el voto conforme de siete Consejeros en ejercicio. Este profesional será ministro de fe respecto de las actuaciones del Consejo, y tendrá las demás facultades y atribuciones que el Consejo le designe, siempre que no sean de carácter administrativo.


Asimismo, el Consejo tendrá un Secretario Ejecutivo, que será elegido o removido, en su caso, con el voto conforme de siete Consejeros en ejercicio, y que tendrá las facultades y atribuciones a que hace referencia el artículo 14 ter de esta ley.”.


4. En el artículo 5°:


a) Sustitúyese el número 1 del inciso primero por el siguiente:


“1.- Voto conforme de siete de sus miembros en ejercicio para: designar y remover al Vicepresidente del Consejo; designar y remover al Secretario Ejecutivo del mismo; designar y remover al Secretario General del Consejo; declarar la caducidad de una concesión o decretar una suspensión de transmisiones; recabar de la Corte Suprema la declaración de existencia de alguna de las causales c), d) y e) contempladas en el inciso primero del artículo 10 de esta ley.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la frase “El Consejo no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes.”, por “El Consejo determinará el número de sesiones ordinarias mensuales que requiera, no pudiendo ser inferior a dos.”.”.


5. En el artículo 8º:


a) Sustitúyese el número 3 del inciso primero, por el siguiente:


“3.- Las personas que, a cualquier título, desempeñen funciones remuneradas en la Administración del Estado o en empresas en que el Estado tenga participación en su propiedad, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.”.


b) Agréganse los siguientes incisos finales:


“Durante su mandato y hasta seis meses después del cese de sus funciones, los consejeros estarán inhabilitados para ejercer un empleo en cualquier concesionaria de servicios de radiodifusión televisiva que pudiese verse beneficiada directamente por las resoluciones del Consejo.


Los miembros del Consejo y su planta directiva no podrán tener intereses económicos en empresas u otras entidades dedicadas a la fabricación o venta de equipos de telecomunicaciones o al negocio de la comunicación por cable, radio o que use del espectro electromagnético; o que de algún otro modo estén relacionados con éstas a través de acciones, bonos u otro. No obstante, si al momento de su nombramiento un miembro posee intereses en una de estas empresas o entidades, tendrá un plazo de treinta días para regularizar su situación ante la ley.”.


6. Reemplázase el inciso segundo del artículo 10, por el siguiente:


“La existencia de las causales establecidas en las letras c), d) y e) precedentes, serán conocidas y declaradas por el pleno de la Corte Suprema a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de diez de sus miembros, del propio Consejo, o de cualquier persona, tratándose de la causal de la letra d).”.


7. Sustitúyense, en el artículo 11, las expresiones “tres” y “nueve”, por “seis” y “veinticuatro”, respectivamente.”.


8. En el artículo 12:


a) Sustitúyense los párrafos primero y segundo de su letra b), por los siguientes:


“b) Promover, financiar o subsidiar la producción, los costos de transmisión o la difusión de programas de alto nivel cultural, de interés nacional, regional, local o comunitario; de contenido educativo; que propendan a la difusión de los valores cívicos y democráticos; o, que promuevan la diversidad en los contenidos televisivos y reflejen la conformación plural de la sociedad, así calificados por el mismo Consejo, sin perjuicio que para el financiamiento o subsidio de la programación cultural, deberá ser escuchado, en forma previa, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Anualmente, la Ley de Presupuestos del Sector Público contemplará los recursos necesarios, de acuerdo con lo establecido en la letra a) del artículo 32 de esta ley.


Estos recursos deberán ser asignados por el Consejo, previo concurso público en el que podrán participar concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y productores independientes. En el caso de asignaciones a productores independientes, antes de la entrega de los recursos, el productor beneficiado deberá, dentro de los sesenta días siguientes a la resolución del concurso, acreditar que la transmisión del respectivo programa en las condiciones de horario y niveles de audiencia preceptuados en las bases está garantizada por una concesionaria de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción o permisionario de servicios limitados de televisión en los casos y formas previstos en dichas bases. Vencido dicho plazo sin que se acredite esta circunstancia, la asignación beneficiará al programa que haya obtenido el segundo lugar en el concurso público respectivo. Para estos efectos, el Consejo, al resolver el concurso, deberá dejar establecido el orden de preferencia.


El Consejo Nacional de Televisión deberá establecer un sistema escalonado de beneficios, de manera de favorecer especialmente la difusión de la programación de concesionarios regionales, locales, y locales de carácter comunitario.


El Consejo Nacional de Televisión deberá siempre velar por el cumplimiento de la ley Nº 20.422 y su reglamento.  En el caso que se emitan programas de acuerdo con el párrafo primero de esta letra b) los concesionarios y permisionarios deberán siempre incluir el correspondiente subtitulado oculto para ser visualizado especialmente por personas con discapacidad auditiva.


Las bases del concurso deberán contemplar las garantías que aseguren el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el adjudicatario definitivo.”.”.


b) Sustitúyese la letra c), por la siguiente:


“c) Realizar, fomentar y encargar estudios en todos los ámbitos relativos a sus funciones y atribuciones. Especialmente, el Consejo deberá considerar estudios sobre la programación transmitida, tanto a nivel nacional como regional, en ámbitos vinculados a la cultura, educación, medioambiente y demás materias de interés general y sus efectos sobre la formación de los niños, jóvenes y adultos. Asimismo, el Consejo podrá solicitar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones estudios relativos a la cobertura en una o más zonas de servicio. Los estudios que se encarguen serán públicos y deberán ser objeto de licitación pública o concurso público, según corresponda. Los estudios que se encarguen a terceros deberán ser objeto de licitación pública.”.


c) Agrégase, en la letra d), el siguiente párrafo:


“Cuando dicha información se refiera a materias societarias y financieras las entidades concesionarias de servicios de televisión, cualquiera sea su estatuto jurídico, deberán proporcionar al Consejo las mismas informaciones, que una sociedad anónima abierta debe proporcionar a la Superintendencia de Valores y Seguros, debiendo el Consejo observar las mismas obligaciones y limitaciones en relación a la difusión pública de las informaciones recibidas.”.


d) Sustitúyese la letra j) por la siguiente:


“j) Establecer su reglamento interno de funcionamiento.


En este reglamento el Consejo deberá contemplar la organización y funcionamiento de comités asesores en materia de televisión, en los cuales podrá dar participación a representantes de los Ministerios de Educación, de Transportes y Telecomunicaciones y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes; de los concesionarios u operadores de televisión; de organizaciones de padres de familia; de organizaciones de educadores y de organizaciones de salud y entidades dedicadas a la actividad cultural en todas o cualesquiera de sus manifestaciones. Igualmente, el Consejo podrá llamar a integrar los comités aquí señalados a aquellas personas o entidades que considere conveniente, por los aportes que puedan proporcionar al desarrollo y correcto funcionamiento de la televisión como medio de comunicación social. Ningún miembro del Consejo podrá formar parte de comités asesores de televisión.


Los comités asesores tendrán por objeto evacuar los informes que el Consejo Nacional de Televisión les solicite sobre las materias que les indique o aquellas que considere convenientes para el mejor cumplimiento de los objetivos de esta ley. Con todo, dichos informes no podrán referirse a materias relacionadas con el ejercicio de las facultades sancionadoras del Consejo ni al otorgamiento o término de concesiones excepto en el caso de que se trate de concesiones de carácter comunitario, en que el Consejo deberá formar comités asesores que escucharán, mediante audiencias públicas, a las organizaciones sociales que así lo requieran para la elaboración del correspondiente informe.”.


e) Agrégase, a continuación del punto aparte (.) con que termina su letra k), el que pasará a ser punto seguido (.), lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo deberá concurrir al Senado de la República una vez al año, con el objeto de informar sobre el cumplimiento de sus funciones.”.


f) Reemplázase la letra l) por la siguiente:


“l) Establecer que los concesionarios deberán transmitir a lo menos cuatro horas de programas culturales a la semana, entendiéndose por tales aquellos que se refieren al sentido simbólico y a la dimensión artística, los dedicados a las artes o a las ciencias y los valores que emanen de las identidades multiculturales existentes en el país, así como los relativos a la formación cívica de las personas, los destinados al fortalecimiento de las identidades nacionales, regionales o locales, como fiestas o celebraciones costumbristas y aquellos destinados a promover el patrimonio universal y, en particular, el patrimonio  nacional. Dos de estas cuatro horas deberán transmitirse en horarios de alta audiencia fijados por el Consejo, quedando a criterio de cada concesionaria determinar el día y la hora dentro de dichos horarios. El equivalente en tiempo de las otras dos horas, determinado también por el Consejo, podrá transmitirse en otros horarios. Cuando en una misma zona de servicio se opere, controle o administre más de una señal de televisión, la obligación deberá cumplirse en cada una de las señales. En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, esta exigencia se cumplirá considerando el total de señales que conformen su oferta básica. 


El Consejo dictará las normas generales para sancionar la transmisión de programas que contengan violencia excesiva, truculencia, pornografía o participación de niños o adolescentes en actos reñidos con la moral o las buenas costumbres. Asimismo, el Consejo deberá dictar las normas generales destinadas a impedir que los menores se vean expuestos a programación y publicidad que pueda dañar seriamente su salud y su desarrollo físico y mental.


Se considerará como circunstancia agravante el hecho que la infracción se cometa en horas de transmisión a las que normalmente tenga acceso la población infantil.


Tales normas podrán incluir la designación de horarios sólo dentro de los cuales se podrá exhibir programación no apta para menores de edad la que estará, en todo caso, precedida de una advertencia visual y acústica o identificada mediante la presencia de un símbolo visual durante toda su duración.


El incumplimiento de lo dispuesto en los incisos precedentes será sancionado de acuerdo a lo establecido en el número 2 del inciso primero del artículo 33 de esta ley.


Las normas que dicte el Consejo y sus modificaciones deberán publicarse en el Diario Oficial y regirán desde la fecha de su publicación.”.


g) Agrégase la siguiente letra m):


“m) Dictar normas generales y obligatorias para los concesionarios y los permisionarios de servicios limitados de televisión, relativas a la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público. 


Se entenderá por campaña de interés público aquellas transmisiones diseñadas por las autoridades competentes, para estos efectos el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que se han de emitir con el objeto de proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas. Las campañas de interés público podrán tener carácter nacional o regional y deberán ser transmitidas con subtitulado y lenguaje de señas de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 de la ley Nº 20.422.


El Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas, en un plazo no superior de quince días corridos, con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas en el cumplimiento de los objetivos de la misma.


Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de sesenta segundos por cada emisión, y hasta completar veintiún minutos a la semana. Los permisionarios de servicios limitados de televisión cumplirán esta obligación en aquellas señales que cuenten con los mecanismos para exhibir publicidad nacional. 


La limitación de cinco semanas al año podrá renovarse siempre que sea necesario bajo consideraciones de especial relevancia e interés público. Para ello se requerirá el acuerdo de siete de sus miembros en ejercicio. Sobre esta extensión los concesionarios de servicios de televisión y los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán cobrar al Estado la exhibición de estas campañas a las tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente de publicidad comercial.


9. Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- El Consejo no podrá intervenir en la programación de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción ni en la de los servicios limitados de televisión. Sin embargo, podrá: a) adoptar las medidas tendientes a evitar la difusión de películas que no corresponda calificar al Consejo de Calificación Cinematográfica y de programas o publicidad que atenten contra la moral, las buenas costumbres o el orden público; b) determinar la hora a partir de la cual podrá transmitirse material fílmico calificado para mayores de dieciocho años de edad por el Consejo de Calificación Cinematográfica. La publicidad, autopromociones, resúmenes y extractos de este tipo de programación que sea catalogada por el Consejo como inapropiada para menores de edad, sólo podrán emitirse en esos mismos horarios; c) establecer restricciones y limitaciones a la exhibición de productos cuya publicidad se encuentre prohibida o limitada en virtud de la normativa vigente, ya sea respecto de sus horarios de exhibición o en aspectos cualitativos de sus contenidos, y d) fijar, de manera general, un porcentaje de hasta un 40% de producción chilena en los programas que transmitan los canales de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción. Este porcentaje deberá incluir la exhibición de películas, documentales y cortometrajes de producción nacional independiente. 


Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y permisionarios de servicios limitados de televisión serán exclusiva y directamente responsables de todo y cualquier programa, nacional o extranjero, que transmitan, aun cuando se trate de transmisiones o retransmisiones vía satélite. 


Se prohíbe la transmisión o exhibición de películas calificadas con contenido pornográfico o excesivamente violento, por el Consejo de Calificación Cinematográfica, en los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.


El Consejo no tendrá atribuciones para intervenir en los otros servicios de telecomunicaciones que sea factible prestar a través de las redes de los concesionarios, sin perjuicio de las atribuciones que le competen para velar por el correcto funcionamiento de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.”.


10. Derógase el artículo 13 bis.


11. Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo.”.


12. Sustitúyese el artículo 14 bis por el siguiente:


“Artículo 14 bis.- El Presidente del Consejo Nacional de Televisión dirigirá la institución y, como tal, tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


a) Presidir las sesiones del Consejo.


b) Disponer las citaciones a sesiones ordinarias o extraordinarias del Consejo y conformar la tabla de asuntos a tratar, con la colaboración del Secretario General y oyendo al Secretario Ejecutivo.


c) Hacer cumplir los acuerdos del Consejo en la forma señalada en el Reglamento, como asimismo, las sanciones que aquél determine aplicar.


d) Representar personalmente al Consejo ante las autoridades, personas y entidades en los actos públicos, reuniones o eventos que lo ameriten.


e) Delegar, en todo o en parte, sus funciones administrativas en el Secretario Ejecutivo.


f) Concurrir a la celebración de todos los actos y contratos de acuerdo con las instrucciones que le imparta el Consejo.


g) Planificar, dirigir, organizar, coordinar y supervigilar el funcionamiento administrativo del Servicio, pudiendo delegar, en todo o en parte, estas funciones en el Secretario Ejecutivo.


h) Representar judicial y extrajudicialmente al Consejo Nacional de Televisión, pudiendo delegar, en todo o en casos específicos, esta función en el Secretario Ejecutivo.


i) Efectuar el nombramiento y la remoción de los funcionarios que se desempeñen en los cargos de planta y a contrata del Consejo, en conformidad a las disposiciones legales que sean aplicables a su personal, y pronunciarse respecto de las causales de expiración de funciones que puedan afectar a dicho personal, de acuerdo con esas mismas disposiciones.”.

13. Agrégase el siguiente artículo 14 ter:


“Artículo 14 ter.- El Secretario Ejecutivo asistirá a las sesiones del Consejo con derecho a voz.


Le corresponderá especialmente:


a) Concurrir a la celebración de todos los actos y contratos de acuerdo a la delegación de funciones y atribuciones que le hubiese otorgado el Presidente del Consejo.


b) Las demás facultades y atribuciones que el Presidente le delegue para la mejor dirección de la institución.


c) Representar personalmente al Consejo ante las autoridades, personas y entidades en los actos públicos, reuniones o eventos que lo ameriten, de acuerdo a la delegación de funciones que al efecto hubiese realizado el Presidente.”.


14. Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:

“Artículo 15.- Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción a que hace referencia el artículo 17 sólo se otorgarán a personas jurídicas cuyo plazo de vigencia no podrá ser inferior al de la concesión. Las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios durarán veinte años y las concesiones de radiodifusión televisiva con medios de terceros durarán cinco años. Dichas concesiones en todo caso estarán destinadas a la recepción libre y directa por el público en general. 


Para el caso de las concesiones con medios propios, el Consejo, con ciento ochenta días de anticipación al vencimiento del plazo de vigencia de dichas concesiones, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declara caducada una concesión, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que sea requerido para ello por cualquier particular interesado en obtener una concesión no otorgada, llamará a concurso público. El llamado se hará para una o varias localidades y para otorgar frecuencias específicas en una zona geográfica determinada. El llamado a concurso deberá publicarse en el Diario Oficial por tres veces, mediando no menos de tres ni más de cinco días hábiles entre cada publicación. El Consejo aprobará las bases del respectivo concurso, las que deberán incorporar los aspectos técnicos que informe la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Dichas bases deberán señalar con claridad y precisión la naturaleza y la extensión de la concesión que se concursa y sólo podrán exigir requisitos estrictamente objetivos.


El Consejo deberá cuidar en cada llamado que, considerando la disponibilidad total de frecuencias de la banda que se asigne para el servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción digital, se cumpla con la reserva de concesiones establecida en el artículo 50. Asimismo, el Consejo deberá verificar si los concesionarios de carácter nacional, que no tuvieren concesiones en una o más localidades consideradas en el concurso, participan o no de éste, informando a la Subsecretaría de Telecomunicaciones, para que, de no presentarse dichos concesionarios a tales concursos, las reservas de frecuencias practicadas se dejen sin efecto. 


La concesión con medios propios será asignada al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del respectivo concurso, y cumpliendo estrictamente con las exigencias relativas a su proyecto financiero y a las condiciones personales que la ley exige para ser titular o administrar una concesión, o representar o actuar en nombre de la concesionaria, ofrezca las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión. En el caso de las concesiones de cobertura nacional, el proyecto técnico podrá contener soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción a fin de alcanzar las coberturas exigidas en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción. De implementarse las soluciones complementarias antes mencionadas, éstas no podrán afectar el carácter libre y directo de las transmisiones para los usuarios debiendo las concesionarios garantizar que los receptores requeridos estén habilitados para recibir la totalidad de las señales, principales y secundarias de las concesionarias que tengan cobertura nacional en la respectiva zona de servicio y opten por implementar soluciones complementarias. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá la forma y condiciones para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente inciso.  


En el caso de concesiones locales de carácter comunitario, el Consejo deberá atenerse siempre al procedimiento definido en la letra j) del artículo 12 de esta ley. 


Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación tiene la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1º de esta ley.


En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes Nº 17.336, Nº 20. 243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33 Nº 3, de esta ley. 

Dentro del primer mes de los últimos doce meses de vigencia de la concesión, el Consejo comunicará a la concesionaria que no tendrá derecho preferente conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando fuere el caso, la que podrá reclamar de la determinación por no ajustarse a derecho, de acuerdo al procedimiento establecido en los incisos segundo y siguientes del artículo 27. Si la concesionaria no reclamare o su reclamación fuere rechazada en definitiva, se procederá a la asignación de la concesión conforme a los incisos siguientes. Si la reclamación no estuviere resuelta al concluir la duración de la concesión, ésta se prorrogará hasta que la reclamación quede resuelta. En caso de ser acogida, se entenderá que la concesionaria tendrá derecho preferente desde el vencimiento original del plazo de duración de su concesión.


No obstante lo señalado en este artículo, el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros que cuenten con capacidad para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso deberán cumplir con los requisitos establecidos en la presente ley. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22.

El procedimiento establecido en el inciso precedente se aplicará también al caso del concesionario que sea titular de una concesión de radiodifusión televisiva con medios propios otorgada por concurso público de conformidad con este artículo y que desee emitir señales de televisión adicional, empleando para ello los medios radioeléctricos contemplados en su concesión de radiodifusión televisiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio, salvo que se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de trasmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.


Las limitaciones que establecen los incisos precedentes afectarán también al grupo empresarial respectivo, conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045.


Tampoco podrán otorgarse nuevas concesiones de radiodifusión televisiva, por un plazo de diez años, a aquellas concesionarias que hubiesen sido sancionadas de conformidad al número 4 del inciso primero del artículo 33 de esta ley.”.

15.- Agréganse los siguientes artículos 15 ter y 15 quáter:


“Artículo 15 ter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ser de cobertura nacional, regional, local o local de carácter comunitario, conforme con las siguientes características:


a) Nacionales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen cualquier nivel de presencia, en más del 50% de las regiones del país.


b) Regionales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen cualquier nivel de presencia en una o más regiones, pero en no más del 50 % de las regiones del país. En caso de presencia en sólo una región, dichas concesiones deberán comprender un alcance efectivo igual o superior al 25% de la población o una cobertura igual o superior al 50% de las comunas de dicha región.


c) Locales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen presencia en sólo una región, comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo inferior al 25% de su población y con una cobertura inferior al 50% de las comunas de dicha región.


d) Locales de carácter comunitario: aquellas personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, que sean titulares de una sola concesión dentro de los márgenes de presencia establecidos para los concesionarios de cobertura local y que no podrán formar cadenas ni redes de manera permanente. Dichos concesionarios deberán velar por la promoción del desarrollo social y local, debiendo dar cabida a aquella producción realizada por grupos sociales o personas que residan en la zona de cobertura de su concesión. Podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias constituidas en conformidad a la ley N° 19.418, las comunidades agrícolas y las comunidades y asociaciones indígenas, entre otros.


No podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las organizaciones político partidistas ni las entidades religiosas regidas por la ley N° 19.638.


Las concesiones locales de carácter comunitario serán indelegables y se prohíbe su transferencia, venta o cualquier forma de cesión directa o indirecta.


Para efectos de la conformación de un concesionario de servicio de radiodifusión televisiva, se considerará como tal al titular de las concesiones respectivas o a los que se encuentren comprendidos en un mismo grupo empresarial, conforme lo define el artículo 96 de la ley N° 18.045.


Un concesionario será considerado de cobertura nacional o regional si es que en la primera solicitud de concesión que efectúe declara que ella conformará, dentro de un plazo que no excederá de los cinco años, un proyecto nacional o regional, según sea el caso, aunque las condiciones de presencia, cobertura o alcance efectivo que se establecen en este artículo no se satisfagan con la primera concesión solicitada. En caso que un concesionario no cumpla con las coberturas declaradas en su primera solicitud dentro del plazo antes señalado, perderá su carácter de nacional o regional, según sea el caso, ante lo cual deberá adecuar su concesión a alguna de las categorías señaladas en este artículo.


Artículo 15 quáter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ejercer, en forma no discriminatoria, el derecho de retransmisión consentida de sus emisiones, consagrado en el inciso tercero del artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual, respecto de todas sus señales, siempre y cuando, en la zona de servicio respecto de la cual quieran ejercer este derecho, emitan sus señales en tecnología digital y cumplan además con las condiciones de cobertura digital establecida en esta ley. En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho, deberán lograr una cobertura digital de al menos el 85% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del concesionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión.


Corresponderá al Consejo Nacional de Televisión decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad entre éstos y dando preferencia a las señales de los canales educativos y culturales.


En ningún caso los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán intervenir la señal de televisión que difundan de los concesionarios de radiodifusión televisiva.”.


16.- Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:

“Artículo 16.- En caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, cuando se trate de concesionarios con medios propios, se requerirá la autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica. En ambas circunstancias, el Consejo podrá denegar dicha autorización solamente en aquellos casos en que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18. El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario entendiéndose subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiendo aprobarse un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente, con las exigencias establecidas en el inciso primero del artículo 22 . El Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del señalado artículo.


Ninguna concesionaria podrá celebrar acto o contrato alguno que implique, legalmente o de hecho, facultar a un tercero para que administre en todo o parte los espacios televisivos que posea la concesionaria o se haga uso de su derecho de transmisión con programas y publicidad propios. Esta prohibición no obsta a acuerdos puntuales esencialmente transitorios destinados a permitir la transmisión de determinados eventos en conjunto, siempre que cada concesionaria mantenga su individualidad y responsabilidad por la transmisión que se efectúa.


En todo caso, lo previsto en el inciso precedente no se aplicará a aquellos concesionarios con medios propios que presten servicios de radiodifusión televisiva a concesionarios con medios de terceros.


En el caso de las concesiones otorgadas por concurso público, además, la autorización previa no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones necesarias para que la transmisión haya sido autorizada de conformidad con el artículo 24 A de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y que hubiesen transcurrido a lo menos dos años desde la fecha en que se hayan iniciado legalmente las transmisiones. 


La autorización a que se refiere el inciso precedente, la dará el Consejo previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Llevada a cabo la transferencia o cesión, el Consejo lo pondrá en conocimiento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a fin de que ésta realice las actuaciones administrativas que correspondan. 


Salvo autorización fundada del Consejo, la transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso a cualquier título del derecho de transmisión televisiva de libre recepción no podrá producir variación de la naturaleza de las señales, conforme con las categorías establecidas en el artículo 15 ter.”. 


17. Agrégase el siguiente artículo 17:


“Artículo 17.- La radiodifusión de señales televisivas digitales podrá llevarse a cabo a través de medios radioeléctricos de transmisión pertenecientes al propio concesionario o a través de medios radioeléctricos pertenecientes a terceros, debidamente autorizados.


El titular de una concesión de radiodifusión televisiva digital que ejerza su derecho a transmitir utilizando medios radioeléctricos propios, otorgados en virtud de su concesión, independientemente de las otras actividades que pueda desarrollar en razón de la misma, deberá destinar la totalidad de su capacidad de transmisión para la emisión de una a varias señales de televisión de libre recepción, de una calidad consistente con las condiciones tecnológicas y competitivas del mercado televisivo, y según las condiciones que fije el Plan de Radiodifusión Televisiva, por lo cual no podrán imponer a los usuarios ningún tipo de cobro.


Será requisito esencial para aquellos concesionarios de carácter nacional, el que transmitan su señal principal con una calidad de alta definición, la que deberá cumplir con los estándares definidos por el Plan de Radiodifusión Televisiva y su normativa complementaria.


En todo caso, las nuevas actividades a que se refiere el inciso segundo, no podrán afectar la naturaleza del servicio principal de radiodifusión televisiva de libre recepción. Asimismo, para estos efectos, el proyecto técnico especificará las condiciones de prestación de estos servicios.


Los partidos de la selección nacional de fútbol profesional, que tengan el carácter de oficiales, en el evento de ser transmitidos, deberán serlo a través de señales de televisión de libre recepción, sin perjuicio de las transmisiones que puedan hacer los permisionarios de servicios limitados de televisión.


Asimismo, aquellas señales aptas para ser recibidas por equipos o dispositivos móviles, técnicamente denominada “one seg”, deberán ser siempre de libre recepción.


Los concesionarios de radiodifusión televisiva digital que cuenten con medios radioeléctricos propios para transmitir sus señales televisivas deberán cumplir con las reglas especiales que se indican en los siguientes literales:


a) Los concesionarios que cuenten con los medios radioeléctricos necesarios para la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital deberán ofrecer el remanente no utilizado de su capacidad de transmisión, mediante ofertas públicas y no discriminatorias, a cualquier concesionario de radiodifusión televisiva de libre recepción.


b) Para estos efectos se debe adjuntar un proyecto técnico a la solicitud de concesión, que deberá contener un estudio especial que dé cuenta de cómo se garantizará el uso efectivo del espectro radioeléctrico asignado por la concesión. Para cumplir con esta obligación, el concesionario se sujetará a lo dispuesto en la letra a) de este artículo, en relación con el excedente de capacidad de transmisión que se destine a ser otorgada a concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá los parámetros fundamentales de eficiencia espectral para estos servicios.”.


18. Intercálase, en el artículo 18, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“No podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales.”.


19. Agréganse en el artículo 19, los siguientes  incisos finales: 


“La obligación de informar del inciso anterior se extiende a los adquirentes del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva a que se refiere el artículo 16.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, previo al perfeccionamiento de cualquier modificación o cambio en la propiedad de los concesionarios de radiodifusión televisiva, se deberá contar con el informe de la Fiscalía Nacional Económica referido a su efecto sobre la competencia, la que deberá emitirlo dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los antecedentes. En caso que el informe sea desfavorable, el Fiscal Nacional Económico deberá comunicarlo al Tribunal para efectos de lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. De no evacuarse el informe dentro del referido plazo, se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía, todo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N° 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.”.

20. Sustitúyese el artículo 22, por el siguiente:

“Artículo 22.- Para participar en los concursos públicos a que se refiere el artículo 15, los postulantes deberán presentar al Consejo Nacional de Televisión una solicitud que contendrá los antecedentes establecidos en las bases del llamado a concurso, los definidos en el inciso primero del artículo 18, y los siguientes:


a) Individualización completa de la concesión a que se postula, indicando su carácter de generalista, educativa-cultural y si se trata de una concesión nacional, regional, local o local de carácter comunitario, de conformidad con las características establecidas en el artículo 15 ter, especificando si se trata de una concesión con medios propios o con medios de terceros.


b) Un proyecto financiero destinado exclusivamente a la operación de la concesión que se solicita.


c) Un proyecto técnico, debidamente respaldado por un ingeniero o técnico especializado en telecomunicaciones en que se especifiquen las modalidades de transmisión a emplear, propias o contratadas a terceros, además del detalle pormenorizado de las instalaciones y operación de la concesión a que se postula; el tipo de emisión, la zona de cobertura y zona de servicio y demás antecedentes exigidos por esta  ley.


d) Una declaración relativa a la orientación de los contenidos programáticos que los postulantes estén interesados en difundir en sus señales.


e) Un certificado que dé cuenta del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 183-C de la ley N° 20.123. 


f) Declaración jurada en que se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional contenida en el Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, la de propiedad intelectual contenida en la ley Nº 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutantes de prestaciones audiovisuales contenida en la ley Nº 20.243.


La información y antecedentes que proporcionen los postulantes a un concurso público, relativos a la identidad de los solicitantes y a los aspectos más relevantes de su postulación, se mantendrán disponibles en el sitio web del Consejo.”.


21. En el artículo 23:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 23.- En caso de tratarse de concesionarios con medios propios, el Consejo remitirá a la Subsecretaría de Telecomunicaciones copia de la solicitud o solicitudes que se hayan presentado y del proyecto técnico acompañado en cada caso, a objeto de que este organismo emita un informe respecto de cada solicitud, considerando el cumplimiento de los requisitos formales y técnicos de carácter legal y reglamentario. En caso de existir dos o más solicitudes, deberá establecer, en forma separada y fundamentada, si alguna de ellas garantiza las mejores condiciones técnicas de transmisión o, de ser el caso, si más de una solicitud, conforme con los rangos establecidos en las bases del concurso, garantizan de manera equivalente tales condiciones, en cuyo caso el concurso se resolverá por sorteo público, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente. El o los informes tendrán el valor de prueba pericial. La Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá informar en el plazo de treinta días contado desde la fecha de recepción del oficio por el cual se le solicita informe. El concurso sólo podrá declarase desierto si ninguna de las postulaciones cumple sus requisitos formales y técnicos.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando su actual inciso segundo a ser inciso tercero: 



“Asimismo, en su informe, la Subsecretaría de Telecomunicaciones indicará si existen o no frecuencias radioeléctricas disponibles para operar las concesiones solicitadas. Sin perjuicio de lo señalado, la Subsecretaría mantendrá permanentemente informado al público, mediante un sistema de consulta electrónica, acerca de las frecuencias que se han asignado para prestar el servicio.”.



c) Reemplázase  en el inciso final, la expresión “sobre la base del” por la expresión “considerando si procede el”.



22. Agrégase el siguiente artículo 23 bis:


“Artículo 23 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 15, 22 y 23, en el caso de que exista más de un postulante en el concurso público, ante una situación de igualdad en las condiciones técnicas de los diferentes proyectos y previa verificación del cumplimiento por los postulantes de las exigencias relativas a los proyectos financieros y a las calidades necesarias para ser concesionario, podrá otorgarse más de una frecuencia disponible dentro de la localidad concursada, si ello fuese técnicamente factible. La frecuencia especifica en que operará cada uno de los asignatarios, se resolverá por sorteo público.”.



23. En el artículo 27:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 27.- El Consejo, cumplidos los trámites que se establecen en los artículos 22 y 23, adjudicará la concesión o declarará desierto el concurso. La resolución respectiva se publicará en extracto redactado por el Secretario General del Consejo, por una sola vez, en el Diario Oficial correspondiente a los días 1 ó 15 del mes o al día siguiente si éste fuere inhábil.”.



b) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto por los siguientes:


“Si la reclamación es de oposición a la asignación, el Presidente del Consejo dará traslado de ella al asignatario por el plazo de diez días hábiles. Simultáneamente, solicitará de la Subsecretaría de Telecomunicaciones un informe acerca de los hechos y opiniones de carácter técnico en que se funda el reclamo. La Subsecretaría deberá evacuar el informe dentro de los treinta días siguientes a la recepción del oficio en que se le haya solicitado, el que tendrá valor de prueba pericial.


Vencido el plazo para el traslado, con o sin la respuesta del asignatario, el Presidente del Consejo, de haber hechos substanciales, pertinentes y controvertidos, recibirá la reclamación a prueba, la que se regirá por las reglas establecidas en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil. Vencido el término de prueba, háyanla o no rendido las partes, el Presidente del Consejo citará a sesión especial para que éste se pronuncie sobre la reclamación. Igual procedimiento se aplicará si la reclamación no se hubiese recibido a prueba. El Consejo deberá resolver dentro de los quince días hábiles siguientes de vencido el término probatorio.”.



c) En su inciso quinto, sustitúyese la expresión “desierta la licitación pública” por la expresión “desierto el concurso público”.



d) Elimínanse, en su inciso séptimo, las expresiones “Presidente del” y “en Santiago”.”.



e) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:



“Vencido el plazo para reclamar o ejecutoriada la resolución del Consejo y, en su caso, publicada además en el Diario Oficial la resolución que otorga la concesión de radiodifusión televisiva, se procederá a dictar la resolución definitiva respectiva, y desde la fecha en que ésta esté, totalmente tramitada y se notifique al interesado, comenzarán a correr los plazos para el inicio de los servicios.”.



24. En el artículo 30:



a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 30.- Toda solicitud de modificación a una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción con medios propios será dirigida al Consejo Nacional de Televisión, el que remitirá copia de ella, con sus antecedentes, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones si la solicitud contempla cuestiones de carácter técnico que requieran de un informe. Ésta la examinará e informará al Consejo Nacional de Televisión, dentro del plazo de treinta días, acerca de los aspectos técnicos involucrados. Si la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el Consejo Nacional de Televisión formularen reparos a dicha solicitud, éste los pondrá en conocimiento del interesado a fin de que los subsane dentro del plazo de quince días hábiles. Si así no lo hiciere, la solicitud se tendrá por no presentada para todos los efectos legales, por el solo ministerio de la ley. Si no hubiera reparos o subsanados éstos, el Consejo Nacional de Televisión resolverá sobre la modificación solicitada.”.”.



b) Intercálase un inciso segundo, del siguiente tenor, pasado el actual a ser tercero:



“Para los efectos del inciso precedente, el Consejo podrá requerir, en lo que corresponda, la información a que se refiere el inciso primero del artículo 22.”.



25. En el artículo 33:


a) Sustitúyese el Nº 2 del inciso primero, por el siguiente:


“2.- Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales, en caso de tratarse de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva regionales, locales o locales de carácter comunitario. Para el caso de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de carácter nacional, las multas podrán ascender hasta un máximo de 1.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en una misma infracción, se podrá duplicar el máximo de la multa.”.”.



b) Intercálase, en el Nº 4, en su letra a), la expresión “y con la cobertura” entre los términos “plazo” y “señalado” de su actual texto, pasando este último a expresarse en su forma plural “señalados”.



c) Reemplázase, en la letra b) del Nº 4 del inciso primero, la referencia “incisos primero y segundo” por “incisos primero y final”, y en el Nº 3) de la letra d) del mismo N° 4, suprímese la expresión “inciso final del”.”.



d) Agrégase, en el Nº 4, la siguiente letra e), sustituyendo el punto aparte (.) con que éste termina, por un punto y coma (;): 


“e) Transferir, ceder, arrendar u otorgar el derecho de uso a cualquier título de una concesión de radiodifusión televisiva otorgada por concurso público, sin la previa autorización del Consejo, autorización que deberá ser otorgada una vez recibido el informe correspondiente por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. La referida autorización no podrá ser denegada sin causa justificada.”.


e) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Las permisionarias de servicios limitados de televisión sólo podrán ser sancionadas en virtud de infracción a lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley, en la letra l) de su artículo 12, en el artículo 14 y en el inciso segundo del artículo 15 quáter.”.”.


26. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 40 bis, la frase “en el inciso final del artículo 1º y en los incisos segundo y tercero del artículo 12”, por “en el artículo 1º y en la letra l) del artículo 12”.”.


27. En el artículo 43: 


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 43.- Los concesionarios de servicios de televisión que utilicen medios radioeléctricos propios tendrán derecho a las servidumbres que sean necesarias para operar y mantener sus estaciones.”.


b) Agrégase, en su inciso segundo, la siguiente frase final: “, General de Telecomunicaciones, que fue modificada por la ley Nº 20.599, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones”.”.


28. Reemplázase el artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46.- La responsabilidad de los concesionarios de servicios de televisión por las transmisiones que por intermedio de ellos se efectúen, es indelegable. Toda disposición contractual en contrario se tendrá por no escrita. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de contratos de transmisión de contenidos pertenecientes a concesionarios con medios de terceros, se entenderá que la responsabilidad por la transmisión corresponderá al concesionario que los emite y no al titular de la concesión que las transporta.”.


29. En el artículo 47, que modifica la ley N° 18.168:


a) Agrégase el siguiente número 1, nuevo, pasando sus actuales números 1, 2 y 3, a ser 2, 3 y 4, respectivamente:


“1.- Intercálase, en el artículo 2º, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su inciso segundo a ser inciso tercero:


“El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia: a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad, b) ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico, c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son, por esencia, temporales y d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley.”.”.


b) Incorpórase, como número 5, el siguiente:


“5. En el artículo 28 D:


a) Agréganse, en la letra c) del inciso primero, los siguientes párrafos segundo y tercero:


“Podrán subsidiarse las inversiones en sistemas de transmisión e infraestructura para promover el aumento de cobertura de radiodifusión televisiva digital de libre recepción y servicios de acceso a Internet, de preferencia en forma simultánea en lugares rurales, insulares o aislados.


Dichos subsidios deberán emplearse preferentemente a financiar las inversiones de concesionarios que deben ofrecer capacidad de transmisión a otros concesionarios, que provean servicios de acceso a Internet y servicios de radiodifusión televisiva digital de libre recepción, en particular, concesionarios con medios de terceros de carácter regional, local y local comunitario.”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Todo subsidio o financiamiento previsto en el presente artículo deberá considerar, además, la convergencia tecnológica de los medios respecto de los cuales se asignan.”.”.”.


30.- Agrégase el siguiente artículo 50:


“Artículo 50.- El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá asignar las frecuencias necesarias para la transición de las concesiones de radiodifusión televisiva analógicas a la tecnología digital. Asimismo, deberá reservar frecuencias necesarias para las futuras concesiones de radiodifusión televisiva.


El 40% del total de las concesiones asignables para la televisión digital, entendiéndose por tales aquellas que queden disponibles luego de que se haya llevado a cabo la transición a que hace referencia el artículo primero transitorio de la ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, serán destinadas a señales de radiodifusión televisiva digital de libre recepción regionales, locales y locales comunitarias, o para aquellas de carácter nacionales o regionales que el Consejo, por resolución, califique como culturales o educativas. Mediante resolución fundada y acordada por no menos de siete de sus miembros, el Consejo podrá aumentar o disminuir este porcentaje, pero, en este último caso, no podrá hacerlo a menos de un 30%. En este porcentaje deberán considerarse dos frecuencias nacionales, destinadas solamente a señales culturales o educativas, así calificadas por el Consejo por resolución. El Consejo por resolución fundada y acordada por no menos de siete de sus miembros, definirá el procedimiento para la asignación de las concesiones respectivas. Dicho procedimiento deberá asegurar que el total del espectro de estas dos frecuencias se destinará para que se realicen ofertas no discriminatorias a concesionarios con medios de terceros.”.


“Artículo 2º.- Intercálase, en el artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual, el siguiente inciso tercero, pasando su actual inciso tercero a ser cuarto:


“En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, éstos no podrán emitir ni retransmitir, por cualquier medio, en su oferta programática, señales pertenecientes a los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción, sin la expresa autorización de éstos. La emisión y retransmisión de tales señales dará al concesionario el derecho a una retribución, que deberá ser acordada previamente por las partes.”.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


“Artículo primero.- Los concesionarios que fuesen titulares de concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción en la banda VHF al momento de la entrada en vigencia de esta ley podrán mantener dichas concesiones en la referida banda, quedando en tal caso habilitados para transmitir una sola señal en tecnología analógica, en los términos y condiciones establecidos en la resolución de otorgamiento respectiva.


Artículo segundo.- Los concesionarios que fueren titulares de concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF y que no se acojan a lo establecido en el artículo transitorio anterior, tendrán derecho a solicitar una nueva concesión con medios propios en la banda UHF, definida para radiodifusión televisiva digital, conforme a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, la que se regirá íntegramente por lo dispuesto en la presente ley. Para hacer efectivo el otorgamiento de estas nuevas concesiones, deberán reservarse las frecuencias y seguirse el procedimiento a que hace referencia el inciso primero del artículo tercero transitorio cuando correspondiere.


Aquellos concesionarios que hubiesen optado por solicitar nuevas concesiones de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, tendrán un plazo máximo de cinco años, a contar de la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, para lograr una cobertura digital de la totalidad de las concesiones que detenten.


A fin de alcanzar la total cobertura de las zonas de servicio correspondientes a las citadas nuevas concesiones, incluidas aquellas a que se refiere el artículo sexto transitorio, en zonas geográficamente aisladas o de difícil recepción, las concesionarias de cobertura nacional podrán emplear soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción en los términos señalados en el artículo 15 de la ley N° 18.838.


Durante este período de cinco años, y su eventual ampliación, los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF y optaren por solicitar nuevas concesiones para radiodifusión televisiva digital en la banda UHF, deberán replicar en la señal principal del medio radioeléctrico asignado, íntegramente la programación transmitida a través de la señal analógica actual, con la calidad y condiciones que se establezcan en el Plan de Radiodifusión Televisiva. En dicho período los concesionarios, estarán autorizados a mantener la señal analógica para el solo efecto de realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.


En caso que una concesionaria logre una cobertura digital correspondiente al 100% de las concesiones que detente antes de cumplirse los plazos establecidos en este artículo, podrá, previa resolución fundada de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, adelantar el fin de las transmisiones de su señal analógica y continuar transmitiendo con tecnología digital.


Sin perjuicio de lo anterior, quienes fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF al momento de entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva, tendrán un plazo máximo de veinticuatro meses, a contar de tal fecha para lograr la cobertura digital del 100% de las concesiones que detenten, dentro del cual deberán requerir las modificaciones a sus concesiones con medios propios en la misma banda que fueren necesarias para el cumplimiento de lo señalado en el presente inciso.


El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme al número 4 del inciso primero del artículo 33° de la ley N° 18.838. Asimismo, la circunstancia de no alcanzarse la cobertura digital de la totalidad de las concesiones a que se refiere el presente artículo y el artículo sexto transitorio, en dichos plazos, se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de la ley Nº 18.838, derecho que podrá seguir ejerciéndose una vez subsanado el incumplimiento antes referido. Lo establecido en el inciso primero del artículo 15 quáter no podrá aplicarse respecto de las señales transmitidas con anterioridad a la publicación de esta ley.



Mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá publicarse a más tardar dentro del año previo a que venza el plazo máximo para cumplir con la obligación de cobertura establecida en los incisos anteriores, se podrá establecer, sólo para aquellos concesionarios que fueren titulares de una o más concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF al momento de entrada en vigencia de esta ley y que hubieren optado por solicitar nuevas concesiones para la transmisión en tecnología digital, y en casos que deberán justificarse, una ampliación del plazo de 5 años antes mencionado.


Lo dispuesto en el artículo anterior y en la presente norma, según corresponda, comprenderá a las concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley aun cuando su otorgamiento concluya con posterioridad a ella, pero en este último caso el plazo de cinco años a que hace referencia el inciso segundo del presente artículo se contará desde el otorgamiento de la concesión conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838, si dicho otorgamiento fuere posterior a la entrada en vigencia de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva. Por su parte, lo establecido en el inciso cuarto no se aplicará a las concesiones que, a la fecha de vigencia de esta ley, no se estén ejerciendo efectivamente mediante la transmisión regular de programas de televisión, salvo que, a igual fecha, se encuentren aún pendientes los plazos establecidos en la resolución que otorgó la concesión para el inicio de sus servicios. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar legalmente, los concesionarios respectivos no podrán optar al uso de frecuencias para efectuar la réplica de señal.


No podrá convocarse a nuevos concursos de concesiones de radiodifusión televisiva analógicas una vez publicada la presente ley.”.


Artículo tercero.-  Para los efectos de lo señalado en el artículo transitorio precedente, se reservarán las frecuencias necesarias para realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital.


La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada la que el Consejo deberá otorgar bastando al efecto la previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante resolución, a solicitud de interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15° de la ley N° 18.838 y se entenderá como otorgada por concurso público para todos los efectos legales. El proyecto técnico referido deberá dar cumplimiento a las obligaciones de cobertura en las respectivas zonas de servicio, considerando las características de la nueva frecuencia, pudiendo en consecuencia ajustar elementos de la concesión que detentaba antes de la entrada en vigencia de esta ley, incluida la posibilidad de incorporar en la nueva concesión, estaciones adicionales para cumplir con las obligaciones de cobertura.


El concesionario dispondrá del plazo de 60 días contado desde la publicación de la modificación al Plan de Radiodifusión Televisiva para efectos de optar a la nueva concesión en la forma y progresión que éste establezca. En el caso de concesiones otorgadas en virtud de concursos llamados con anterioridad a la publicación de la presente ley cuyo otorgamiento concluya con posterioridad a ella, el plazo antes indicado se contará desde la publicación de la resolución que la otorga conforme al artículo 27 de la ley N° 18.838. De no realizarse la respectiva solicitud dentro del plazo antes indicado, se entenderá que el concesionario se acoge a lo dispuesto en el artículo primero transitorio.


El régimen de incompatibilidades para la titularidad de concesiones, le resultará plenamente aplicable a las nuevas concesiones reguladas en los artículos transitorios, sin perjuicio de la coexistencia de transmisiones que según el artículo precedente existirá hasta el fin de la respectiva migración a la tecnología digital.


Artículo cuarto.- Dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a concesionarios de carácter nacional, regional, local y local de carácter comunitario y regular los demás aspectos que señala la presente ley. En este caso, no se considerará el plazo establecido en el inciso segundo del artículo 24 de la ley Nº 18.168.


Artículo quinto.- En el caso de las concesiones no contempladas en el artículo 3° transitorio de la ley N° 19.131, el primer período de vigencia de las concesiones otorgadas en virtud del  proceso a que se refiere el artículo tercero transitorio, será el tiempo que reste para el vencimiento del plazo original de la concesión transformada.

Artículo sexto.- Aquellas concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción que cuenten con infraestructura y sistemas para la transmisión en zonas fronterizas, extremas o apartadas del territorio nacional, respecto de las cuales no fuesen titulares de concesiones, y que hubiesen sido subsidiadas o financiadas con fondos provenientes del Consejo Nacional de Televisión, deberán acogerse al régimen concesional regulado por la presente ley respecto de dicha infraestructura. Estas concesiones serán asignadas de manera directa por el Consejo, y sus renovaciones posteriores estarán sujetas al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15 de la ley N° 18.838. Asimismo, se entenderán otorgadas por concurso público para todos los efectos legales y les resultará plenamente aplicable el régimen de incompatibilidades a que hace referencia el mencionado artículo 15 de dicha ley.


El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá reservar las frecuencias necesarias para el otorgamiento de estas nuevas concesiones. Para estos efectos, las concesionarias tendrán un plazo de treinta días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para informar a la Subsecretaria de Telecomunicaciones respecto de las zonas de cobertura de dicha infraestructura y sistemas y las frecuencias de transmisión utilizadas por las mismas.


Asimismo, a las concesionarias que se sujeten a lo dispuesto en este artículo se les aplicará íntegramente lo establecido en el inciso tercero del artículo segundo transitorio de la presente ley.”.

- - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 6 de agosto de 2013, con asistencia de sus miembros Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún Selume (Presidente), Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn y Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto y de los Honorables Diputados señores Juan Carlos Latorre Carmona, Leopoldo Pérez Lahsen e Ignacio Urrutia Bonilla; 7 de agosto de 2013, con asistencia de sus miembros Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún Selume (Presidente), Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn y Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel, Alejandro Navarro Brain (Guido Girardi Lavín) y Jorge Pizarro Soto y de los Honorables Diputados señores Ramón Farías Ponce, Juan Carlos Latorre Carmona, Leopoldo Pérez Lahsen e Ignacio Urrutia Bonilla; 14 de agosto de 2013, con asistencia de sus miembros Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún Selume (Presidente), Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn y Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto y de los Honorables Diputados señores Ramón Farías Ponce, Juan Carlos Latorre Carmona, Leopoldo Pérez Lahsen e Ignacio Urrutia Bonilla; 3 de septiembre de 2013, con asistencia de sus miembros Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún Selume (Presidente), Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn y Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Juan Pablo Letelier Morel, Jorge Pizarro Soto y Jaime Quintana Leal (Guido Girardi Lavín), y de los Honorables Diputados señores Ramón Farías Ponce, Juan Carlos Latorre Carmona, Leopoldo Pérez Lahsen e Ignacio Urrutia Bonilla; 10 de septiembre de 2013, con asistencia de sus miembros Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún Selume (Presidente), Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn y Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto y de los Honorables Diputados señores Ramón Farías Ponce, Juan Carlos Latorre Carmona, Leopoldo Pérez Lahsen e Ignacio Urrutia Bonilla y, 2 de octubre de 2013, con asistencia de sus miembros Honorable Diputado señor Gustavo Hasbún Selume (Presidente), Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Jovino Novoa Vásquez (Ena Von Baer Jahn), Jorge Pizarro Soto y Jaime Quintana Leal (Guido Girardi Lavín), y de los Honorables Diputados señores Tucapel Jiménez Fuentes (Ramón Farías Ponce), Juan Carlos Latorre Carmona, Leopoldo Pérez Lahsen e Ignacio Urrutia Bonilla.


Sala de la Comisión, a 3 de octubre de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario.

� El leverage es un indicador del nivel de endeudamiento de una organización en relación a sus activos o patrimonio. Mide hasta qué punto está comprometido el patrimonio de los propietarios de la empresa con respecto a sus acreedores. Determina la proporción con que el patrimonio y los acreedores participan en el financiamiento de los activos. Se utiliza para determinar el riesgo que corre cada uno de los financiadores de los activos.


� Artículo 22.- El Directorio de una organización deportiva deberá estar compuesto por un número impar de directores, de no menos de tres ni más de nueve miembros elegidos de acuerdo con los estatutos.


     


Podrá postular y ser elegido miembro del Directorio cualquier persona natural que tenga la calidad de socio o de representante de una organización asociada, siempre que a la fecha de la elección el socio respectivo no se encuentre suspendido de sus derechos, y que reúna a tal fecha, además, los siguientes requisitos:


     


a) Ser mayor de 18 años de edad;


     


b) Tener el socio o su representada a lo menos un año de antigüedad en la organización, salvo tratándose de organizaciones con menos de un año de existencia;


     


c) Ser chileno o extranjero con residencia por más de 3 años en el país, y


     


d) No ser miembro de la Comisión Electoral de la organización, en caso de existir ésta.





No podrán ser directores las personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito en los tres años anteriores a la fecha en que deba verificarse la elección completa o parcial de los miembros del Directorio.


     


Las funciones de Director de una organización deportiva son indelegables y, además, incompatibles con el ejercicio de cualquier otro cargo de los restantes organismos internos de la organización.


�  Artículo 48.- Aquellos proyectos que postulen a financiamiento del Fondo Nacional para el Fomento del Deporte y cuyo objeto sea la realización en el país de competiciones deportivas internacionales de cualquier tipo, requerirán de la evaluación que especifique el reglamento de dicho Fondo. El Director Nacional del Instituto, a lo menos seis meses antes del ejercicio presupuestario que corresponda a la fecha de su realización, deberá pronunciarse sobre el estudio de que se trate. Sin el cumplimiento de este requisito, el Instituto no podrá patrocinar ni otorgar su auspicio a la respectiva competición. Igual procedimiento será aplicable a proyectos que postulen a financiamiento directo del Instituto.
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